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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Acción de amparo


    Reincorporación. Juicios contra el estado. Contratos de trabajo. Agentes de la administración pública. Empleo público. Estabilidad laboral. Rescisión del acto administrativo. Acto administrativo ilegítimo. 


    Cabe señalar que en el sub lite no se encuentra controvertido que los actores prestaban servicios para la demandada al amparo del régimen previsto por el artículo 9° de la ley 25.164, ni que la primera contratación fue anterior al 2013, tampoco que el Estado tiene facultades discrecionales para rescindir los contratos celebrados. La cuestión a dilucidar se limita determinar si los actos que ordenaron el cese de las contrataciones fueron dictados conforme a derecho, en particular en lo que atañe al requisito de motivación de los actos administrativos. En este orden de ideas, procede recordar que el artículo 9° de la Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional 25.164 -que dio sustento a la incorporación de los actores a la Secretaria de Agricultura Familiar- establece el régimen de contrataciones de personal por tiempo determinado, que comprende exclusivamente la prestación de servicios de carácter transitorio o estacional, no incluidos en las funciones propias del régimen de carrera, cuando éstas no puedan ser cubiertas por personal de planta permanente. El decreto reglamentario 1421/02, aclara que las actividades de carácter estacional responden a tareas que se realizan periódicamente y sólo en determinada época del año, así como también prevé que el personal alcanzado por ese régimen carece de estabilidad y que los contratos deben contener una cláusula de rescisión a favor de la administración que podrá ser aplicada en cualquier momento. Por su parte, el decreto 214/02 -que homologó el Convenio Colectivo de Trabajo General para la Administración Pública Nacional- dispone que el personal contratado bajo el régimen del artículo 9° de la ley 25.164 carece de estabilidad y que su designación o contratación podrá ser cancelada en cualquier momento, aunque añade expresamente que ello debe realizarse mediante decisión fundada Cabe señalar que la motivación del acto administrativo, entendida como la expresión de las razones que determinan su emisión, constituye una exigencia que -por imperio legal- se establece como elemental condición para la real vigencia del principio de legalidad en la actuación de los órganos administrativos, presupuesto ineludible del Estado de derecho y del sistema republicano de gobierno. Asimismo, la Corte tiene dicho que, si bien no existen formas rígidas para el cumplimiento de la exigencia de motivación explícita del acto administrativo, la cual debe adecuarse, en cuanto la modalidad de su configuración, a la índole particular de cada acto administrativo, no cabe la admisión de fórmulas carentes de contenido, de expresiones de manifiesta generalidad o, en su caso, circunscribirla a la mención de citas legales, que contemplan una potestad genérica no justificada en los actos concretos. En síntesis, y como ha señalado el Tribunal al dictar sentencia en el caso "Schnaiderman" (Fallos: 331:735), “la circunstancia de que la entidad administrativa obrare en ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, como tampoco de la omisión de los recaudos que, para el dictado de todo acto administrativo, exige la ley 19.549. Es precisamente la legitimidad -constituida por la legalidad y la razonabilidad- con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias”. En virtud de lo expuesto, sin desconocer las facultades con que contaba la administración para rescindir los contratos de los actores, los actos administrativos que resolvieron y comunicaron la rescisión debían contener la motivación exigida por las normas aplicables para ser considerados válidos. Por tal motivo, las rescisiones que se efectuaron mediante cartas documento suscriptas por la Dirección General de Recursos Humanos del Ministerio de Agroindustria con la única referencia a una "indicación de la superioridad" carecen del requisito aludido, sin que esa conclusión se vea modificada por la invocación de las razones que la demandada intenta hacer valer tardíamente en este proceso relativas al perfil de los agentes y a las funciones que debían desempeñar, pero que no fueron expresadas en la oportunidad pertinente. La omisión señalada torna ilegítimos los actos de rescisión de los contratos, sin que quepa dispensar dicha ausencia por haberse ejercido facultades discrecionales, las cuales imponen una observancia más estricta de la debida motivación.


    Abraham, Álvaro David y otros c/ Estado Nacional y Ministerio de Agroindustria s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 2764/2016/CS1, 05 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Río Chico S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1138/2016,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Andromaco S.A.I.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1555/2016,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Estado de incertidumbre. Responsabilidad por omisión. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Playas de estacionamiento. Establecimiento comercial. Declaración de interés nacional. Establecimiento de utilidad nacional. Poder de policía. Daños y perjuicios. Falta de causa.


    Ley de Puertos 24.093. Ley 23.928. Ley 25.436. Administración general de puertos.


    Corresponde determinar, si la AGP, tenía jurisdicción exclusiva y excluyente sobre el ámbito en cuestión o si el ejercicio de tal jurisdicción era concurrente con el de la Ciudad de Buenos Aires. De acuerdo a la distribución de competencias instituida en la Constitución Nacional, las autoridades locales mantienen el poder de policía en los establecimientos de utilidad nacional, pues así lo establece el art 75 inc. 30, en cuanto prevé que el Congreso Nacional ejerce una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dicta la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República, donde las autoridades provinciales y municipales conservan los poderes de policía e imposición, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. Se sigue de ello que el criterio para la exclusión de la jurisdicción o legislación local debe circunscribirse a los casos en que su ejercicio interfiera en la satisfacción del propósito de utilidad nacional de dichos establecimientos. Así, más allá del nuevo status jurídico de la Ciudad de Buenos Aires conferido por el art. 129 de la Constitución Nacional, las atribuciones de la Administración General de Puertos asignadas por diversas normas federales y las facultades del Congreso Nacional para habilitar los puertos no restringen ni excluyen el poder de policía del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires sobre el predio en cuestión, máxime cuando en dicho sector, no se realizan actividades portuarias. El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, como continuador de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, ejerce el control de las cuestiones atinentes a la moralidad, buenas costumbres, salubridad y otras materias que históricamente se han reconocido como inherentes al poder municipal, incluso se le asigna facultad de control en lo concerniente a la seguridad edilicia de las construcciones, obras y embellecimiento de la ciudad. En cuanto a la competencia del Estado Nacional sobre la zona portuaria, la Ley de Puertos 24.093, regula, exclusivamente, la habilitación de las actividades portuarias comerciales e industriales que involucren el comercio internacional e interprovincial. Por último, los decretos del Poder Ejecutivo Nacional 1029/92 y 357/98, no tienen entidad suficiente para modificar el criterio expuesto, toda vez que dichas tierras se transfirieron al Gobierno de la Ciudad, por la Ley 25.436. Por consiguiente, es claro el diverso alcance del régimen nacional respecto del instituido para el orden local, sin que pueda dudarse de que al primero le corresponde todo lo concerniente a la actividad portuaria, en tanto que al local le compete todo lo referente a la actividad comercial que se pudiere desarrollar, así como también a la seguridad, higiene, moralidad y en general, a los intereses permanentes y directos de la ciudad y de su población. Antes que tener la AGP una potestad exclusiva y excluyente para habilitar y autorizar las obras, la jurisprudencia y las normas tienden precisamente a lo contrario, vale decir, que las funciones de contralor sean, en cierta forma, concurrentes o complementarias, según las autoridades locales las tenían legalmente asignadas. Tal criterio es el que mejor conviene a una interpretación que tienda a conciliar las normas de origen federal y local en juego, evitando una colisión entre ellas y con la doctrina del Tribunal según la cual la atribución de facultades al Congreso Nacional no es excluyente de las potestades de reglamentación y policía locales, razón por la que los entes nacionales "no se hallan sustraídos totalmente al poder de po1icia que las municipalidades ejercen sobre los centros urbanos conforme a las leyes de su institución y organización”. Respecto a, si la actuación del GCBA resultó ilegítima por haber interferido con los fines que la AGP tiene en el predio en cuestión. A tal efecto será necesario examinar la pertinencia de la conclusión del a quo en torno a la inadmisibilidad de la exigencia de una habilitación diferente a la ya otorgada por la AGP sobre el predio y, consecuentemente, la correspondencia del resarcimiento de los daños y perjuicios que aquél reconoció a la actora. Dicho emprendimiento, mediante la resolución ST 342/89, fue declarado de interés nacional. La resolución AGP 25/92, disipa cualquier duda respecto de la posible interferencia del gobierno local en los intereses de la AGP sobre la zona portuaria pues allí se afirma que "el complejo proyectado no obstaculiza ni afecta en absoluto el quehacer portuario, por estar localizado fuera de zonas operativas". Además, en los establecimientos de utilidad nacional, según conocida jurisprudencia de la Corte, la supresión de la jurisdicción local debe limitarse a los casos en que su ejercicio interfiera con la satisfacción del propósito de interés público que requiere tal establecimiento. En atención a ello ha entendido la Corte que el criterio para aceptar o excluir el ejercicio de poderes locales en lugares sometidos a la jurisdicción federal por interés nacional, es precisamente el de la compatibilidad de tales prerrogativas con dicho interés y, como el ejercicio de una facultad local sobre los enclaves de jurisdicción federal incide siempre en éstos, la pauta no es la incidencia sino su compatibilidad con lo "afectado o inherente a esa utilidad nacional" o con "las actividades normales que la utilidad nacional implique". Debe concluirse que si esa facultad local no condiciona, menoscaba o impide el interés nacional, es compatible con él. Así pues, la actividad de la actora tiene un carácter exclusivamente comercial, por naturaleza ajena respecto de la actividad portuaria para la cual fue creado el establecimiento. En tales condiciones, no se advierte cómo el ejercicio de los poderes de policía local sobre el predio donde la actora desarrolla su actividad comercial, pudo excluir o restringir tal ejercicio, máxime cuando en ese predio no se realizan actividades portuarias. Desde la perspectiva expuesta, razonable y legítima la exigencia de la pretendida por la autoridad del Gobierno de la Ciudad aparece como habilitación, cuyos alcances difieren de los perseguidos por la reglamentación nacional. El hecho de que la AGP tuviera la titularidad del predio con anterioridad a la ley de transferencia de dominio al GCBA así como la circunstancia de que dicho organismo haya dado su aprobación a las obras realizadas por la actora, son irrelevantes a los fines discutidos en autos, ello es así, pues dominio y jurisdicción no son conceptos equivalentes ni correlativos y puede existir uno sin la otra. En tales condiciones, no se observa ninguna razón que autorice a desconocer la competencia del gobierno local para requerir a la actora la habilitación de la infraestructura comercial aun en el supuesto de que se entendiera que se trata de un bien del dominio de la Nación.


    Border's Parking S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22801/2001/3/RH1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1578/2016,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Carácter taxativo. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En este orden de ideas, es preciso señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 11 7 de la Constitución Nacional y 24, Inc. 1 °, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en administrativos, legislativos sentido estricto o jurisdiccionales de actos de las autoridades locales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial. Por otra parte, en este tema, no es ocioso recordar que la Corte tiene reiteradamente dicho que el cobro de impuestos no constituye una causa civil y que solo cabe discutir en la instancia originaria de la Corte la validez de un tributo cuando es impugnado como contrario a la Constitución Nacional. No altera lo expuesto el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos.


    Vall Ros Internacional S.A. c/ Provincia de Misiones y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24328/2018/CS1, 05 de octubre de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia contencioso administrativa. Dominio del Estado. Expropiación. 


    Corresponde a la Corte Suprema dirimir la presente contienda negativa de competencia en uso de las facultades que le acuerda el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708. Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición. Sobre esa base, se consideran aplicables al sub lite los criterios sentados por la Corte Suprema en el marco de la causa "Mendoza". Allí, el máximo tribunal federal limitó la competencia del Juzgado Federal de Primera Instancia de Quilmes designado para la ejecución de las mandas judiciales -luego sustituido por los Juzgados Federales en lo Criminal y Correccional de Morón n° 12 y n° 2 de Morón-, a los supuestos establecidos en los considerandos 20 a 22 de la sentencia principal del caso, cuyo alcance fue aclarado posteriormente en el precedente publicado en Fallos: 332:2522. En efecto, en esos pronunciamientos, a fin de garantizar la inmediatez de las decisiones y el efectivo control jurisdiccional, la Corte atribuyó competencia al Juzgado Federal de Quilmes para conocer en los asuntos de diversa índole, que fueron agrupados en tres categorías: a) los concernientes a la ejecución de la sentencia condenatoria -en los términos del Artículo 499 del ordenamiento procesal- de los mandatos contenidos en el programa, en el marco del Plan Integral de Saneamiento de la cuenca Matanza Riachuelo, dictado exclusivamente sobre las pretensiones que tuvieron por objeto la prevención y la recomposición del medio ambiente dañado en la cuenca hídrica; b) los promovidos con el objeto de obtener la revisión judicial de las decisiones tomadas por la Autoridad de la Cuenca, y c) los litigios relativos a la ejecución del plan, por acumulación; y tras declarar que este proceso produce litispendencia, la radicación de aquellos otros que encaucen acciones colectivas que tengan por objeto una controversia sobre el mismo bien jurídico, aunque sean diferentes el demandante y la causa petendi. En el segundo de los precedentes citados, la Corte precisó el alcance de la tercera categoría de supuestos debido a que presentaba aspectos controversiales dando lugar a interpretaciones divergentes por los órganos judiciales intervinientes. En tal sentido, indicó que "la litispendencia declarada con la consecuente radicación de las causas ante el juzgado al que se atribuyó competencia, está rigurosamente limitada a aquellos procesos en que el bien jurídico ambiental comprometido es colectivo, supra individual, indivisible, impersonal y no fraccionable en cuotas adjudicadles a cada uno de sus titulares en el sentido concordemente definido por esta Corte en la causa "Halabi, Ernesto c/ P.E.N. Ley 25.873, Dto. 1563/04. Si bien la expropiación resulta un paso previo y necesario decidido por la Provincia para disponer de terrenos ambientalmente aptos que serán luego destinados al proceso de relocalización de personas que residen en lugares afectados de la Cuenca, como el barrio "14 de noviembre", aquélla no constituye per se un objetivo propio de la sentencia principal del caso "Mendoza", ni del Plan Integral de Saneamiento Ambiental. Por lo demás, la posición que aquí se adopta es conteste con una interpretación rigurosa del ámbito de actuación de la justicia federal, ceñida a los supuestos taxativamente señalados por la Corte Suprema en los precedentes reseñados. No obstante la solución que se propone en el caso, se advierte que la Ley provincial 14.418 regula aspectos que exceden la expropiación y el objeto concreto de este proceso, que son los vinculados al procedimiento de relocalización y a la adjudicación en propiedad de los inmuebles expropiados a las familias del barrio "14 de noviembre". En ese contexto, las eventuales controversias que se susciten en relación con tales cuestiones, serían en principio de competencia de la justicia federal interviniente en la ejecución de la citada causa "Mendoza".


    Fiscalía de Estado - Provincia Buenos Aires c/ Martino, Pascual Jesús s/ Expropiación Directa – Otros Juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 318/2018/CS1, 24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


       Corresponde a la Corte Suprema dirimir la presente contienda negativa de competencia en uso de las facultades que le acuerda el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708. Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición. Sobre esa base, se consideran aplicables al sub lite los criterios sentados por la Corte Suprema en el marco de la causa "Mendoza". Allí, el máximo tribunal federal limitó la competencia del Juzgado Federal de Primera Instancia de Quilmes designado para la ejecución de las mandas judiciales -luego sustituido por los Juzgados Federales en lo Criminal y Correccional de Morón n° 12 y n° 2 de Morón-, a los supuestos establecidos en los considerandos 20 a 22 de la sentencia principal del caso, cuyo alcance fue aclarado posteriormente en el precedente publicado en Fallos: 332:2522. En efecto, en esos pronunciamientos, a fin de garantizar la inmediatez de las decisiones y el efectivo control jurisdiccional, la Corte atribuyó competencia al Juzgado Federal de Quilmes para conocer en los asuntos de diversa índole, que fueron agrupados en tres categorías: a) los concernientes a la ejecución de la sentencia condenatoria -en los términos del Artículo 499 del ordenamiento procesal- de los mandatos contenidos en el programa, en el marco del Plan Integral de Saneamiento de la cuenca Matanza Riachuelo, dictado exclusivamente sobre las pretensiones que tuvieron por objeto la prevención y la recomposición del medio ambiente dañado en la cuenca hídrica; b) los promovidos con el objeto de obtener la revisión judicial de las decisiones tomadas por la Autoridad de la Cuenca, y c) los litigios relativos a la ejecución del plan, por acumulación; y tras declarar que este proceso produce litispendencia, la radicación de aquellos otros que encaucen acciones colectivas que tengan por objeto una controversia sobre el mismo bien jurídico, aunque sean diferentes el demandante y la causa petendi. En el segundo de los precedentes citados, la Corte precisó el alcance de la tercera categoría de supuestos debido a que presentaba aspectos controversiales dando lugar a interpretaciones divergentes por los órganos judiciales intervinientes. En tal sentido, indicó que "la litispendencia declarada con la consecuente radicación de las causas ante el juzgado al que se atribuyó competencia, está rigurosamente limitada a aquellos procesos en que el bien jurídico ambiental comprometido es colectivo, supra individual, indivisible, impersonal y no fraccionable en cuotas adjudicadles a cada uno de sus titulares en el sentido concordemente definido por esta Corte en la causa "Halabi, Ernesto c/ P.E.N. Ley 25.873, Dto. 1563/04. Si bien la expropiación resulta un paso previo y necesario decidido por la Provincia para disponer de terrenos ambientalmente aptos que serán luego destinados al proceso de relocalización de personas que residen en lugares afectados de la Cuenca, como el barrio "14 de noviembre", aquélla no constituye per se un objetivo propio de la sentencia principal del caso "Mendoza", ni del Plan Integral de Saneamiento Ambiental. Por lo demás, la posición que aquí se adopta es conteste con una interpretación rigurosa del ámbito de actuación de la justicia federal, ceñida a los supuestos taxativamente señalados por la Corte Suprema en los precedentes reseñados. No obstante la solución que se propone en el caso, se advierte que la Ley provincial 14.418 regula aspectos que exceden la expropiación y el objeto concreto de este proceso, que son los vinculados al procedimiento de relocalización y a la adjudicación en propiedad de los inmuebles expropiados a las familias del barrio "14 de noviembre". En ese contexto, las eventuales controversias que se susciten en relación con tales cuestiones, serían en principio de competencia de la justicia federal interviniente en la ejecución de la citada causa "Mendoza".


    Fiscalía de Estado - Provincia Buenos Aires c/ Bello, José Antonio s/ Expropiación Directa – Otros Juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 319/2018/CS1, 24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Comp. CCF 5412/2017/CS1, "Zara Argentina S.A. c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de conocimiento".


    Zara Argentina S.A. c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7366/2017/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia suscitada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854.


    Debendet, Lucía Elizabet c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación Ciencia y Tecnología s/ Ordinario


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30009/2017/CA1-CS1, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


     


    Economía procesal. Derecho contravenciones y de faltas. Faltas de tránsito. Competencia administrativa. 


    No obstante que no se han remitido los antecedentes obrantes en la provincia de Mendoza, y puesto que las constancias allegadas resultan suficientes para la comprensión del problema, se opina que razones de economía procesal y buen servicio de justicia aconsejan que ese Tribunal ejerza la atribución conferida por el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/1958, y se expida sobre la radicación del asunto. Las presentes actuaciones deben seguir su trámite ante el 1er Juzgado Administrativo Municipal de Tránsito de la ciudad de General San Martín, Provincia de Mendoza. Se opina que ello es así, puesto que en el caso se cuestiona un acta de infracción y emplazamiento impuesta en ejercicio del poder de policía, con motivo de la presunta contravención al Régimen de Tránsito de la Provincia de Mendoza, Ley 6.082. En igual sentido, es necesario poner de relieve que no resulta aplicable aquí la prórroga territorial prevista por los Artículos 69, inc. h, y 71 de la Ley Nacional de Tránsito 24.449, toda vez que, por un lado, la Provincia de Mendoza derogó la disposición que habilitaba ese beneficio, para el caso de vecinos de otras provincias, en tanto mediara un convenio de reciprocidad, y por otro, adhirió sólo parcial y limitadamente a la Ley Nacional y estableció a ese respecto que, cuando el contraventor se domicilie a más de sesenta kilómetros del juez del lugar de la infracción, tendrá derecho a ejercer su defensa por escrito mediante correo postal o electrónico de fehaciente constatación.


    Berreta, Alejandro Oscar s/ Declinatoria e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 893/2018/CS1, 06 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Régimen penitenciario. Trabajo penitenciario. Despido. Indemnización por despido. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición. Se estima que la pretensión excede el marco de la competencia laboral puesto que en autos no se discute el obrar estatal a la luz de normas regulatorias del derecho del trabajo - individual o colectivo-, sino que se objetan, en suma, actos relativos a la ejecución de la pena privativa de la libertad y vinculados al trabajo carcelario como derecho y deber del interno. Por otro lado, cabe apuntar que el conflicto también escapa a la competencia de la justicia de ejecución penal, toda vez que la pretensión, por su naturaleza, no se dirige a promover una incidencia de control o el ejercicio de una función de garantía, ante la eventual vulneración de derechos del condenado, sino a obtener una indemnización posterior, por considerar el actor que el traslado del taller al cual se hallaba afectado, carece de fundamentación y de razonabilidad. Lo expuesto determina, la competencia del fuero contencioso administrativo federal, pues la materia en examen –organización del trabajo carcelario- atañe a cuestiones propias del poder de administración, por lo que el reclamo se desenvuelve en la esfera del derecho. Lo anterior es así, sin perjuicio de que además de la legislación especial que rige el trabajo carcelario, resulten aplicables al subexamine normas y principios del derecho laboral -tal como lo autorizan, entre otros, los Artículos 107, inc. g), y 120, párrafo 2°, de la Ley 24.660, pues el derecho administrativo no se ve desnaturalizado por la aplicación de distintos institutos del derecho común. Cabe recordar, finalmente, que es una prerrogativa exclusiva de la Corte, como órgano supremo de la magistratura, atribuir la causa a un tercer juez que no intervino en el conflicto.


    R., Renzo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 77960/2015/CS1, 11 de mayo de 2018


    Ver dictamen 


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Cámara contencioso administrativa.


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la Ley 26.854. En esta disposición legal se basó la Corte para disponer que era la Cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Romero, Aída Beatriz c/ Banco Galicia S.A. s/ Amparo Ley 16.986


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 26115/2018/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Cámara de apelaciones. Cámara contencioso administrativa.


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la Ley 26.854. En esta disposición legal se basó la Corte para disponer que era la Cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Emprendimiento Medrano S.A. c/ Agua y Saneamientos Argentinos S.A. s/ Varios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91059/2017/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Concurso preventivos


    AFIP. Deudas impositivas. Facilidades de pago. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa “Incidente n° 35 AFIP-DGI en autos Veinfar Industrial y Comercial S.A. s/ Concurso preventivo”.


    Consultores Asociados Ecotrans S.A. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2305/2015/65/RH2, 21 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Inhibitoria. Servicio público. Tarifa de servicios públicos. Tarifa de gas. Cámara contencioso administrativa. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia suscitada en autos. Ello es así, porque el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia. Sin embargo, al haber intervenido en la cuestión de competencia una jueza nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En tales condiciones, el órgano legalmente facultado para dirimir la contienda de competencia planteada en la causa es la cámara a la que se refiere la norma citada.


    Estado Nacional - Ministerio de Energía y Minería c/ Dirección de Derechos Humanos y Defensa del Consumidor de la Municipalidad de Leandro N. Alem s/ Inhibitoria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 578/2018/CS1/CA1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Procedimiento contencioso administrativo


    Reorganización de la empresa. Impuesto a las ganancias. Impugnación de la declaración jurada. Interpretación de la ley. Nulidad de la resolución. 


    En la presente causa, la demandada se agravia sosteniendo que se realizado una inteligencia incorrecta de los arts. 77 y cc. de la ley del impuesto a las ganancias como así también de sus normas reglamentarias y que, además, la sentencia es arbitraria al dispensar de un requisito que hace el control fiscal sobre la operación realizada. En este caso, no hay constancia de que el Fisco Nacional hubiera llevado a cabo las actuaciones tendientes a determinar de oficio el gravamen pretendido. Cabe recordar que los arts. 77 y cc. de la ley 20.629 prevén un beneficio fiscal en el gravamen por ella regulado, para el caso en que se reorganicen sociedades, fondo de comercio o explotaciones de cualquier naturaleza, consistente en que los resultados que pudieran surgir como consecuencia de dicho proceder no queden alcanzados por el impuesto y permitiendo el traslado de los derechos y obligaciones fiscales de los sujetos que se reorganizan a sus continuadores, siempre que se cumpla con una serie estricta de requisitos tanto sustantivos como formales. En lo que atañe al sub lite, no puede pasar desapercibido que las declaraciones juradas presentadas por la empresa por los periodos fiscales aquí involucrados son los documentos en los que se plasmó la posición por ella asumida frente al impuesto a las ganancias. No cabe duda de que ellas únicamente pueden ser impugnadas por el Fisco mediante el procedimiento de determinación de oficio reglado en los arts. 16, 17 y cc. de la ley de rito fiscal, sin que se haya verificado ninguna de las hipótesis previstas en el art. 14 de dicha ley que permita hacer excepción a ese principio general. Por lo tanto, tras advertir el acaecimiento de la reorganización en trato –sea ésta notificada tempestiva o tardíamente por el contribuyente, o incluso si éste omite totalmente ese deber-, la AFIP debió ceñirse a poner en práctica sus amplias facultades de inspección y fiscalización, consagradas en los arts. 35 y cc. de la ley 11.683, para revisar lo efectuado por la actora y reflejado en sus declaraciones juradas presentadas para, en caso de discrepar de ello, activar el único procedimiento válido para impugnar en este caso dichas declaraciones juradas, es decir el reglado por los arts. 16, 17 y cc. de la ley de procedimientos tributarios. En la presente causa tampoco obsta a ello lo previsto en el cuarto párrafo del art. 77 de la ley del gravamen, en cuanto establece que en caso de incumplirse los requisitos legales o reglamentarios para que la reorganización tenga los efectos impositivos previstos, deberán presentarse o rectificarse las declaraciones juradas respectivas, aplicando las disposiciones legales que hubieran correspondido si la operación se hubiera realizado al margen del presente régimen, e ingresarse el impuesto con más sus accesorios. De otra forma no tiene el Fisco manera de controvertir la posición asumida por el contribuyente, puesto que de ninguna de las actuaciones administrativas aquí estudiadas puede colegirse cuál sería la corrección conceptual a realizar con relación a las declaraciones juradas originariamente presentadas. Y, en caso en que el contribuyente siquiera remiso al pago del –eventual- gravamen resultante, tampoco habría forma alguna de iniciar el mecanismo tendiente a su cobro compulsivo. Se puede concluir que la resolución 1/06, en tanto dispuso no hacer lugar a la solicitud de reorganización efectuada por la empresa, es nulo por tener vicios relativos a la competencia del funcionario actuante como así también en el procedimiento para su dictado.


    Agropecuaria Herradura S.A. c/ AFIP - DGI s/ Contencioso administrativo-varios


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 31000312/2007/1/RH1, 26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente


    Inhabilitación comercial. Habilitación municipal. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Facultades del gobierno provincial. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Defensa en juicio. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Impugnación de la normativa local. Afirmaciones dogmáticas. Acto jurisdiccional invalido.


    Son fútiles los argumentos de los jueces de ambas instancias para encuadrar el sub lite en un caso de carácter ambiental, toda vez que la actividad minera que podría afectar el ambiente se estaría desarrollando en otra localidad ubicada en un departamento diferente al del municipio demandado. Así, el sub lite debió centrarse en el estudio de los actos administrativos impugnados y si resultaban o no aplicables al caso las ordenanzas protectoras del ambiente que fundaron la causa y motivación de aquéllos, toda vez que tales actos lo que están impidiendo, al denegar la habilitación de una oficina administrativa es, en definitiva, el ejercicio de derechos tutelados por la Constitución Nacional.


    Minas Argentinas S.A. c/ Municipalidad de Esquel s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1509/2016/RH1, 15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario



    Queja por denegación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Acto administrativo. Medidas cautelares. 


    En orden a verificar si en autos concurren los presupuestos para habilitar la instancia de excepción, cabe recordar que las resoluciones referentes a medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el Art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario; pero esa regla cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior. El auto que dispone, modifica o suprime una medida cautelar no tiene fuerza material de cosa juzgada y, no obstante la preclusión de la facultad de impugnarlo, puede ser alterado en cualquier tiempo cuando cambian las circunstancias en las que fue dictado. Se entiende que lo decidido afecta de manera directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas, por lo que corresponde descalificar el fallo de acuerdo con la reiterada doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias. En atención al modo en que se resuelve, se estima que se ha tornado innecesario el tratamiento de los restantes agravios.


    Dupuy, José Luis c/ Estado Nacional Argentino - Ejército Argentino s/ Impugnación de acto administrativo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 52105324/2010/1/RH1, 04 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Ingreso a la función pública. Registro de la propiedad automotor. 


    Los agravios del Estado Nacional resultan eficaces para habilitar la instancia extraordinaria por hallarse en juego la presunta colisión entre preceptos constitucionales y normas que rigen la designación de funcionarios públicos en los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor. Asimismo, el recurso intentado es formalmente admisible, desde que se controvierte la inteligencia y el alcance de normas de naturaleza federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa fue contraria al derecho que el recurrente fundó en ellas. En cuanto a las disposiciones aplicables al caso –que fueron tachadas de discriminatorias y de violar el derecho a trabajar- procede señalar que el procedimiento para la designación de encargados titulares de los registros seccionales dependientes de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios se rige por la Resolución 238/03. En lo que aquí interesa, el Art. 10 indica que para ser inscripto como postulante, los interesados deben acreditar –con documentación certificada y bajo juramento- las condiciones previstas en el Art. 2° del Decreto 644/89; específicamente el análisis del sub lite radica en el Inc. d) "ser mayor de edad y no tener más de sesenta años". Corresponde aclarar que el Decreto 644/89 es reglamentario del Decreto-Ley 6582/58, ratificado por la Ley 14.467 y sus Leyes modificatorias 21.053, 21.338, 22.019, 22.130, 22.977, 23.077, 23.261, 24.673, 24.721, 25.232, 25.677 y 26.348. Por su parte, la Ley Marco de Regulación de Empleo Público Nacional -aprobada como anexo por el Art. 1° de la Ley 25.164- establece en el Capítulo II, Art. 4°, los requisitos que deben acreditarse para el ingreso a la Administración Pública Nacional. A su vez, el Art. 5° enumera los impedimentos para el ingreso, entre los que se encuentra el límite de edad, estableciendo que "el que tenga la edad prevista en la Ley Previsional para acceder al beneficio de la jubilación o el que gozare de un beneficio previsional, salvo aquellas personas de reconocida aptitud, ... no podrán ser incorporadas al régimen de estabilidad". El convenio colectivo con la Administración Pública Nacional, aprobado por Decreto 214/06, consagra en su Art. 12, Inc. f), el mismo impedimento. Cabe recalcar aquí que la Ley 25.164 determina, en su Art. 3°, que sus disposiciones tienen carácter general. Los encargados de registros cumplen una función pública registral y revisten carácter de funcionarios públicos por lo que están sujetos a la potestad regulatoria de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios, tanto en los aspectos técnico-registrales propios de su función como en los derechos, los deberes, las licencias, las sanciones disciplinarias y las incompatibilidades, ello así según lo dispone el Decreto 644/89; es decir, a las potestades de organización de la administración estatal, pertenecen a la estructura administrativa, su remuneración proviene del erario público y presentan notas relacionadas al régimen de empleo público, entre otras, en lo que interesa en el sub examine, los impedimentos para su ingreso y todas aquellas disposiciones de la Ley Marco de Regulación del Empleo Público que, dado su carácter general y la calidad de funcionario público de los encargados de registro, se les aplica en todo lo no previsto. Se entiende que resulta inoficioso pronunciarse sobre los demás agravios traídos en el recurso.


    Caamaño, Analía c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia – DNRPA – RS 27 – IV – 09 (Expediente. 138.768/03 y otro) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22929/2010/CS1-CA1, 04 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Dominio del Estado. Expropiación. Procedencia del recurso. 


    Ante todo, es preciso señalar que los agravios de los apelantes remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. No obstante ello, el recurso extraordinario es procedente, por cuanto los planteos dirigidos a cuestionar la indemnización suscitan cuestión federal bastante para su examen en la vía elegida, toda vez que la sentencia ha prescindido de considerar las concretas circunstancias de la causa para arribar a una correcta solución del caso. Es menester recordar que la Corte ha dicho que, al expropiar, el Estado ejerce un poder jurídico que le reconoce la Constitución, pero el ejercicio de ese poder, autorizado por causa de utilidad pública, supone el sacrificio de un derecho que también tiene base constitucional y que obliga a indemnizar debidamente al expropiado, toda vez que la expropiación supone un conflicto que se resuelve por la preeminencia del interés público y por el irremediable sacrificio del interés del particular. Pero la juridicidad exige que ese sacrificio sea repartido y que toda la comunidad, que se beneficia con el objetivo de la expropiación, indemnice a quien pierde su bien a causa del bienestar general. Así como el expropiado no puede oponerse a la declaración de utilidad pública, sí tiene derecho a que su patrimonio no sea gravado más allá de lo que consienta la igualdad ante las cargas públicas. Ello es así, porque el Art. 17 de la Constitución Nacional establece la garantía de la inviolabilidad de la propiedad y prohíbe la confiscación y, sobre la base de tales parámetros, la jurisprudencia de la Corte fue construyendo el principio de "justa indemnización", que exige que se restituya integralmente al propietario el mismo valor de que se lo priva, ofreciéndole el equivalente económico que le permita, de ser posible, adquirir otro bien de similar es características. En el mismo sentido, ha señalado la Corte que el valor objetivo del bien no debe sufrir disminución ni desmedro alguno, ni debe el propietario experimentar lesión en su patrimonio que no sea objeto de oportuna y cumplida reparación. En concreto, la expropiación es un fenómeno jurídico de conversión y sustitución de derechos del particular a favor de la comunidad, mediante el cual se abona al expropiado el resarcimiento de un perjuicio, que consecuentemente resulta accidental y no permanente. Así como la Constitución Nacional protege especialmente al derecho de propiedad en los procesos de expropiación, el Art. 31 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires también lo hace. Asiste razón a los recurrentes cuando sostienen que la sentencia es arbitraria, pues el tribunal local restringió su pronunciamiento al tipo de moneda en que debía ser fijado el quantum indemnizatorio, pero no evaluó si tal suma retribuía el valor que poseía el bien expropiado al momento de la desposesión. Tal análisis se imponía a fin de resguardar la exigencia constitucional de la "justa indemnización" que, conforme a la jurisprudencia de la Corte antes reseñada, incluye las características de ser "actual" e "integral". De tal modo, la solución del tribunal, en este aspecto, no satisface el requisito de debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales.


    Unidad de Coordinación del Río Reconquista c/ Ramos e Iglesias E. y otros s/ Expropiación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 303/2017/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Recurso de apelación. Ejecuciones especiales. Ejecución fiscal


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CSJ 4930/2015/RH1 "Volkswagen de Ahorro para Fines Determinados S.A. c/ Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Walmart Argentina S.R.L. s/ Ejecución fiscal s/ Recurso de apelación ordinario concedido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 728/2017/CS1, 15 de agosto de 2018


    Ver dictamen

  


  
    Capítulo II


    Derecho Aeronautico


    Recurso de queja


    Indemnización. Daños y perjuicios. Aeronaves. Aeropuertos. Daño causado por animales. Fuerza aérea. Desestimación del recurso. 


    La cámara, luego de admitir la imposibilidad de la erradicación total del peligro aviario, tuvo en cuenta que el accidente que provocó daños a la aeronave de la actora se produjo por la materialización de ese riesgo, que corresponde al deber de control de la concesionaria del aeropuerto, como lo establece la directiva 04/02 de la Fuerza Aérea y lo reconoce la propia demandada. En ese marco, entendió que de la prueba producida por las partes no surgía acreditado que la concesionaria hubiera actuado con la diligencia exigida para prevenir ese particular peligro, ni tampoco que el accidente hubiera obedecido a un caso fortuito. Los jueces ponderaron que a la fecha del accidente el plan de prevención del peligro aviario que exigía la directiva 4/02 de la Fuerza Aérea Argentina en el marco de la resolución ORSNA 85/02, no había sido puesto en marcha, como fue reconocido por la propia demandada, y que tampoco se habían señalado las tareas realizadas, o la adquisición o instalación de equipos de erradicación recomendados por la directiva mencionada. Estos aspectos medulares de la decisión atacada tampoco fueron debidamente refutados por la recurrente en esta instancia. En definitiva, las conclusiones de la alzada en cuanto a la diligencia desplegada por la demandada en función de la valoración de las constancias de la causa, no lucen irrazonables, lo cual descarta la arbitrariedad invocada. Por otra parte, el planteo referido al alcance de la indemnización fijada por el tribunal, además resultar extraño a la materia del recurso federal, no fue mantenido en la queja. Al respecto cabe señalar adicionalmente que la Cámara para limitar la condena en concepto de daño emergente a un 25% de la factura presentada por la accionante, valoró las deficiencias en la facturación expuestas en la pericia técnica y sus aclaraciones, como así también las impugnaciones de las demandadas, tal como reclama la recurrente. En ese contexto, corresponde recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a esa Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley, situación que no se advierte en este caso.


    Austral Líneas Aéreas Cielos del Sur S.A. c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7071/2005/2/RH1, 21 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Ambiental


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Derecho ambiental. Protección de la flora y la fauna silvestre. 


    La ausencia de una suficiente investigación tendiente a determinar concretamente en qué figura delictiva encuadra el hecho denunciado, impide, de momento, que la Corte pueda hacer uso de la facultad que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, por lo que corresponde a la justicia federal, que previno, proseguir el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    F. "E. P. " s/ Infracción Ley 22.421


    COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 82517/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Competencia federal. Derecho ambiental. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 82517/2017/1/CS1, "F. E. P. s/ Infracción Ley 22.421”.


    L. R., Beatriz Edith s/ Infracción Ley 22.421


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 34525/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Tribunales provinciales. Protección del medio ambiente. Residuos peligrosos. 


    Toda vez que de la reseña efectuada por los magistrados en conflicto no surge que los hechos tengan capacidad de afectar a las personas o el ambiente fuera de los límites de la provincia, se opina que corresponde a la justicia local conocer en la presente causa.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1844/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Jurisdicción y competencia. Competencia provincial. Tribunales provinciales. Derecho ambiental. Protección de la flora y fauna silvestre. 


    Toda vez que de las constancias del legajo se desprende que los imputados, tienen su domicilio en la provincia de Buenos Aires, desde donde realizarían las operaciones comerciales en infracción a la Ley 22.421, circunstancia que el magistrado provincial no cuestiona, se estima que a él corresponde asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46809/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencias 86, L.L "N.N. s/ Infracción Ley 22.421" y n° 466, L.L "Ríos, José s/ Infracción Ley 22.421 ".


    N. N. s/ Averiguación de delito


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63675/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Protección del medio ambiente. Desechos peligrosos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Tiene resuelto el Tribunal que la declaración de incompetencia debe hallarse precedida de una adecuada investigación, tendiente a determinar concretamente en qué figura delictiva encuadra el hecho denunciado, pues solo respecto de un delito concreto cabe analizar la facultad de investigación de uno u otro juez.


    H., E. y P. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9997/2016/1/CS1, 28 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Doctrina del precedente "Lubricentro Belgrano".


    La doctrina del fallo de la referencia también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, y además fue reiteradamente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051 - denunciante: T., Sergio Alejandro


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 544/2018/CS1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Acción de amparo. Daño ambiental. Minas. Recursos hídricos. Cuencas hídricas. Contaminación de aguas. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Interjurisdiccionalidad del daño. Plan de adecuación y mejora continua de las instalaciones y procedimientos de operación del sistema de Lixiviación en Valle.


    La Corte tiene dicho que si la demanda se instaura por o contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los Arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la Ley 48. La competencia federal en razón de la persona es un derecho implícito dentro del contenido del derecho a la jurisdicción, y otorga la posibilidad de ejercerlo ante los tribunales federales en función de ciertas calidades personales o institucionales, en las que no cabe hacer distinciones ni en cuanto a la materia del pleito, ni a la posición procesal que asume la parte con derecho al fuero federal. En los procesos referidos a cuestiones ambientales, para que la causa revista naturaleza exclusivamente federal, es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el Art. 7° segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La Corte ha delineado los criterios que corresponde tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que abarque a más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional, puesto que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. La Corte entiende que la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que es preciso demostrar la efectiva contaminación o degradación de tal recurso ambiental interjurisdiccional, esto es, la convicción al respecto debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá afirmar la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, de alguna otra evidencia que demuestre la verosímil afectación de las jurisdicciones involucradas. La Ley del Régimen de Gestión de Aguas, 25.688, dispone que se entiende "por cuenca hídrica superficial, a la región geográfica delimitada por las divisorias de aguas que discurren hacia el mar a través de una red de cauces secundarios que convergen en un cauce principal único y las endorreicas", la cual es considerada como una "unidad ambiental u de gestión del recurso," de carácter indivisible", definición que por su amplitud comprende también un "sistema de cuencas" y, por ende, el "Sistema del Desaguadero". Las fallas del sistema de lixiviación en valle, podrían haber afectado cuerpos de agua superficial y subterránea de una cuenca interjurisdiccional, así como también la biodiversidad del Parque Nacional San Guillermo, que ha sido incorporado al régimen establecido por la Ley 22.351. A raíz de ello, y en virtud de que su dominio y jurisdicción corresponde a aquel, la justicia federal también resulta competente en razón de tal circunstancia. El conocimiento del pleito corresponde a la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, en, razón de las personas, pues la demanda ha sido entablada por el Estado Nacional, así como también de la materia, en tanto se encuentra en juego la preservación y protección de un sistema de cuencas interjurisdiccional.


    Torres, José y otro c/ BARRICK y/o Minera Gold S.R.L. s/ Amparo (incidente de inhibitoria)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1217/2017/CS1, 02 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Daño ambiental de incidencia colectiva. Juicios en que la Nación es parte. Limites jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    En el presente caso, la actividad generadora del daño ambiental que se denuncia se produce dentro de la jurisdicción de un Municipio, no existen elementos en autos que autoricen a concluir que “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”, de modo de surtir la competencia federal perseguida. Ello determina que sean las autoridades locales las encargadas de valorar y juzgar si la actividad denunciada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. La Corte tiene dicho que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que lleven a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tan conclusión cabe extraerla de la Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. El ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. La Corte ha delineado los criterios que se tienen que tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Asimismo para la determinación de la naturaleza federal debe ser realizada con especial estrictez, es preciso demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación de tal recurso ambiental interjurisdiccional, esto es, la convicción al respecto tiene que necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá afirmar la pretendida interjurisdiccionalidad o, en su defecto, de alguna otra evidencia que demuestre la verosímil afectación de las jurisdicciones involucradas. Cabe pronunciarse en cuanto a la competencia en razón de las personas, es necesario señalar que la sola citación al Estado Nacional al proceso como terceros interesados no imponen que el conocimiento dela causa deba recaer en la justicia federal, en virtud de la prerrogativa que les asiste de litigar en dicho fuero (art. 116 de la Constitución Nacional), la Corte tiene dicho que resulta prematura la declaración de incompetencia si habiéndose citado en calidad de tercero al Estado Nacional o a un organismo nacional éste no tomó intervención en el proceso. Ello es así, ya que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. En cuanto a la Provincia, corresponde indicar que no es parte nominal ni sustancial en el proceso, tal como la jurisprudencia de la Corte lo exige para que proceda su competencia originaria (art. 117 de la Constitución Nacional).


    Surfrider Argentina c/ Axion Energy Argentina S.R.L. y otros s/ Materia a categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1546/2017/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario



    Amparo colectivo. Amparo ambiental. Daño ambiental de incidencia colectiva. Derecho a la salud. Daño futuro. Interpretación de la ley. Interpretación amplia. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Para que proceda el recurso extraordinario la resolución apelada debe ser definitiva o equiparable a esa categoría. Al respecto, si bien las decisiones que rechazan la acción de amparo dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia originaria, dichos principios no son absolutos, ya que cede cuando las resoluciones impugnadas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. En el sub lite surge que las demandadas estarían en condiciones de llevar a cabo operaciones o acciones que podrían resultar susceptibles de producir un daño al medio ambiente, a la salud y al acceso al agua potable que, debido a su magnitud y a las circunstancias de hecho, sea irreversible. En el presente caso corresponde habilitar el remedio federal pues se verifica una excepción a la regla dispuesta por la doctrina de la Corte Suprema, según la cual los pronunciamientos por los superiores tribunales provinciales deciden acerca de los recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal por revestir carácter netamente procesal. En tal sentido, procede la excepción cuando lo resuelto por los órganos de justicia locales no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que lesiona garantías constitucionales. Toda vez que el Superior Tribunal provincial, al rechazar el remedio federal por ausencia de sentencia definitiva, no consideró los agravios vertidos por el apelante en su recurso. En especial, el recurrente sostuvo que los magistrados del Superior Tribunal habían omitido valorar los hechos y los distintos elementos probatorios obrantes en la causa, que podrían haber sido conducentes para su solución. El superior tribunal provincial además omitió el análisis de las normas aplicables al caso que, por un lado exigen la emisión de la declaración de impacto ambiental en forma previa al inicio de las obras y por el otro, al disponer de forma expresa que la administración debe aprobar o rechazar los estudios presentados, se limitan a conferirle facultades regladas en este aspecto, que no incluyen la potestad de admitir tales evaluaciones en forma condicional. Vale recordar que si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la solución de controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual e insuficiente de las alegaciones de las partes, toda vez que la citada institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias. En el caso particular, las cuestiones en debate involucran los derechos humanos de todos los habitantes a la salud, al acceso al agua potable y a gozar de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras, era exigible el máximo grado de prudencia en la verificación de los recaudos para la admisibilidad de la vía de amparo, a fin de garantizar el acceso a la justicia de los afectados. En asuntos concernientes a la tutela del daño ambiental, las reglas procesales deben ser interpretadas con un criterio amplio que, sin trascender el límite de su propia lógica, ponga el acento en su carácter meramente instrumental de medio a fin, y que en esos casos se presenta una revalorización de las atribuciones del tribunal al contar con poderes que exceden la tradicional versión del juez espectador. Es importante señalar que en cuestiones de medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención del daño futuro. En ese sentido, la realización de un estudio impacto ambiental previo al inicio de las actividades no significa una decisión prohibitiva del emprendimiento en cuestión, sino, antes bien, una instancia de análisis reflexivo, realizado sobre bases científicas y con participación ciudadana.


    Majul, Julio Jesús c/ Municipalidad de Pueblo General Belgrano y otros s/ Acción de amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 714/2016/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Amparo ambiental. Estado de incertidumbre. Minería. Reservas naturales. Evaluación del impacto ambiental. Cuencas hídricas. Cuestiones de competencia. Litisconsorcio pasivo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la materia. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. Procedencia del recurso. 


    Ley del Régimen de Gestión de Aguas, 25.688. Ley local 3.749.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. Esto es lo que ocurre en el proceso, puesto que las actoras solicitaron que se declaren la competencia de la justicia federal y ello les fue denegado en la decisión recurrida. Cabe recordar que, a fin de resolver una cuestión de competencia, es preciso atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda, así como también al origen de la acción y a la relación de derecho existente entre las partes y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, pues deberá estarse a la realidad jurídica y no a la mera voluntad de las partes. Asimismo, la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. Por regla general, las causas referidas a cuestiones ambientales, en principio, incumben a la competencia de los jueces locales, según lo dispone el art. 41, tercer párrafo, de la Constitución Nacional donde establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas. Dicho texto constitucional se complementa con el art. 32 de la Ley General del Ambiente, 25.675, que prescribe que la competencia judicial será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia. Sentado ello, en los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando el acto omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales. En ese sentido, la Corte ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Asimismo, la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación del carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. El pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte, en razón de la materia, pues es parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto se encuentra en juego la preservación y protección de una cuenca interjurisdiccional. También la causa corresponde a la competencia originara de la Corte en razón de las personas, pues la Provincia de Jujuy ha sido demandada junto con la Administración de Parques Nacionales y el Estado Nacional, quienes concurren como parte necesaria a integrar la litis en virtud de la naturaleza federal del caso en examen. Puede afirmarse que concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio de los bienes colectivos afectados, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente.


    Mercedes Maidana, Florencia Cari Solís c/ Administración de Parques Nacionales y otro s/ Amparo ambiental


    FSA-Justicia Federal de Salta, 10813/2017/CS1, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Civil y Comercial 


    Derecho Civil


    Accidente de tránsito


    Indemnización por muerte. Legitimación activa. Conviviente. Interpretación de la ley. Daño moral. Declaración de inconstitucionalidad. Declaración de oficio. Igualdad ante la ley. 


    En este caso, la sentencia recurrida, más allá de su acierto o error, luce razonable y se encuentra debidamente fundada en las circunstancias fácticas comprobadas de la causa y las normas aplicables de derecho común. La Cámara ponderó la prueba producida en autos en el marco de las reglas de una sana crítica y que la mera discrepancia de los recurrentes - que no demostraron de manera suficiente la existencia de defectos en el análisis y en la valoración de los hechos y la prueba – no constituye un supuesto de arbitrariedad. Igual conclusión merece el agravio relativo a la arbitrariedad de la sentencia por vulnerar el principio de congruencia al haber dictado de oficio la inconstitucionalidad del artículo 1078 del Código Civil. Por un lado corresponde destacar la ampliación de demanda en la que la peticionante argumentó sobre la incompatibilidad de esa norma con el derecho a la protección de la familia, a la igualdad y a la reparación integral. Por otro lado, cabe recordar que la Corte convalidó la declaración de inconstitucionalidad de oficio cuando la aplicación de una norma entrañe un desconocimiento o restricción manifiesto de algún derecho o garantía constitucional (conf. Fallos: 335: 2333 “Rodríguez Pereyra”). En el sub lite se ha puesto en tela de juicio la validez constitucional del artículo 1078 del Código Civil. Cabe destacar que si bien el derecho de las víctimas a obtener una reparación plena e integral se encuentra consagrado en el artículo 19 de la Constitución Nacional y en instrumentos internacionales, en materia de responsabilidad civil el legislador puede optar por sistemas de reparación diferentes, siempre que estos se mantengan dentro del límite general impuesto por el artículo 28 de la Constitución Nacional. La garantía del artículo 16 de la Constitución Nacional conlleva la igualdad de tratamiento para casos idénticos, razonablemente similares o asimilables entre sí. Sin embargo, no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. En tal sentido, el legislador cuenta con amplio margen para distinguir y clasificar los objetos de la reglamentación en la medida en que esas distinciones se basen en motivos objetivos y razonables. Al analizar la finalidad que inspiró la regulación del daño moral por muerte en el artículo 1078 del Código Civil, incorporado por la ley 17.711, la doctrina nacional ha expresado de manera consistente que la legitimación acotada para reclamar este resarcimiento respondió a la necesidad de evitar una afluencia de juicios y la consecuente ruina del responsable. Al mismo tiempo, la norma pretendió tutelar a quienes están unidos por matrimonio o parentesco en línea ascendente o descendente, privilegiando su situación por sobre la de otros miembros del grupo familiar, como los convivientes y familiares de hecho. Las circunstancias particulares de este caso ninguna de esas finalidades brinda una justificación objetiva y razonable para excluir a la conviviente del causante de la legitimación para reclamar por el daño moral que le provocó la muerte. En suma, en el sub lite, la exclusión de la conviviente del fallecido de los legitimados por el artículo 1078 del Código Civil para reclamar la indemnización por daño moral resulta inconstitucional por vulnerar el derecho a la igualdad en relación con la protección de la vida familiar.


    Toledo, Alicia Norma y otro c/ Villalba, Dante Ricardo y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 87610/2009/2/RH1, 05 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Relaciones de familia. Adopción. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. CSJ 004088/2015/CS1 "R., M. L. y otro s/ Guarda preadoptiva", y Comp. CSJ 01847/2016/CS1, "M., J. C. y otros s/ Guarda con fines de adopción", sentencia del 21/02/2017.


    Atendiendo a la delicada materia en estudio, razones de celeridad, economía procesal y mejor servicio de justicia aconsejan que esa Corte ejerza la atribución del Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58 y se expida sobre la radicación del expediente. El Artículo 706 del nuevo código establece como principios de los procesos de familia: el respeto de la tutela judicial efectiva, la inmediación, buena fe, lealtad procesal, oficiosidad, oralidad y acceso limitado al expediente. Además, dispone que las normas que rigen el procedimiento deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia -especialmente tratándose de personas en situación de vulnerabilidad- y la resolución pacífica de los conflictos; y que cuando están involucrados niños, niñas o adolescentes se debe tener en cuenta su interés superior. Asimismo, el Artículo 716 de esa norma determina que en los asuntos referidos a la guarda, cuidado, o adopción de una persona menor de edad, es competente el juez del lugar donde ella tiene su centro de vida. Al respecto, la Ley sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, caracteriza el centro de vida como el lugar donde los niños hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. En este contexto normativo, y ponderando lo regulado por el Artículo 611 del nuevo Código Civil y Comercial -que prohíbe la entrega directa en guarda de niños, niñas y adolescentes y estipula que la guarda de hecho no debe ser considerada a los fines de la adopción-, incumbe concluir que la solución debe favorecer la estricta supervisión judicial de la separación de los menores de edad de sus familias biológicas, como lo exige el mejor interés del niño y lo disponen los instrumentos internacionales de derechos humanos.


    L., N. A. s/ Adopción - acciones vinculadas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2244/2018/CS1, 03 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia. Responsabilidad parental. Cuidado personal. Medidas cautelares. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el Artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su Decreto Reglamentario 415/06. Por otro lado, en numerosas oportunidades se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de este niño. Se considera que es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del Artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de los menores de edad involucrados, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia. Por último, sin perjuicio del objeto puntual de la vista conferida, atento a las finalidades protectorias que caracterizan a estos autos, teniendo en cuenta la multiplicación y cronicidad de los conflictos judiciales generados, se interpreta que sería aconsejable que los padres, en primer término, y los jueces en su ministerio ordenador, profundicen esfuerzos para llegar lo antes posible a las soluciones más respetuosas de los derechos del menor. Asimismo, con el propósito que se atienda primordialmente al interés del niño, y se garantice la efectividad de su escucha, se aconseja que el juez de la causa designe a un letrado especializado en la materia, para que lo patrocine.


    C., R. c/ P., N. R. s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1681/2017/CS1, 12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia civil. Competencia por la materia. Justicia nacional en lo civil. Economía procesal. 


    Razones de celeridad, economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan que la Corte Suprema ejerza la prerrogativa conferida por el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58 y se expida sobre la radicación del expediente. La solución de estos conflictos exige valorar, principalmente, la relación de hechos contenida en la demanda e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión y la relación jurídica habida entre las partes. Resulta claro que el objeto principal del juicio conduce al examen de las disposiciones que regulan los contratos de fideicomiso y de compraventa inmobiliaria. En tal contexto, por razón de la materia, debe habilitarse la actuación del fuero civil, al que acudió el mismo interesado para resguardar sus derechos. No obsta a la solución propuesta, el hecho de que las partes hayan prorrogado la jurisdicción en favor del fuero comercial, pues la competencia en razón de la materia, como bien indica el Fiscal General, es improrrogable.


    Pikholc, Federico Javier c/ Bapro Mandatos y Negocios S.A. y otros s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 11767/2018/CS1, 07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sucesiones. 


    La investigación llevada a cabo hasta el momento no permite determinar con el grado de certeza que esta etapa requiere, el verdadero alcance de los hechos objeto de pesquisa, y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide establecer con precisión una correcta calificación legal y obsta formar fundado criterio acerca de la competencia en la causa. El esclarecimiento de las deficiencias no sólo contribuiría a establecer, en su caso, un adecuado sustento a la declinatoria, sino también a discernir el verdadero alcance de los episodios que motivaron el conflicto con sus consecuentes significaciones jurídicas, más aún cuando, la multiplicidad de escenarios que los rodearon podría dar lugar a considerar más de una hipótesis delictiva posible.


    G., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40713/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Economía procesal. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés del menor. 


    En lo que aquí interesa, el Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. En numerosas oportunidades se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Resulta determinante el hecho de que el traslado de los niños a otra provincia desoyó la decisión del Juzgado de la provincia que había ordenado la permanencia de los niños en esa ciudad. Es de destacar que esa sentencia se encuentra firme, en tanto fueron rechazados los recursos de apelación y casación interpuestos por la progenitora. En tales condiciones, en las que el traslado se realizó en contra de decisiones judiciales, la promoción de las presentes actuaciones ante otra jurisdicción importó reeditar una cuestión que ya se encontraba sometida a la decisión de un órgano jurisdiccional. Es dable agregar que no se advierten, ni fueron alegadas, imposibilidades económicas de la madre para ejercer su derecho de defensa en la jurisdicción donde se dictó la sentencia de permanencia, donde se ha presentado en reiteradas oportunidades. Por ello, deben continuar su trámite ante el juzgado que primero intervino. Sin perjuicio del objeto puntual de la cuestión en debate, atento a las finalidades protectorias que caracterizan a estos autos, teniendo en cuenta el tenor del conflicto, como así también la duplicidad de las órdenes judiciales referidas al mismo caso y el tiempo transcurrido sin que se haya arribado a una solución, sería aconsejable que los jueces en su ministerio ordenador, profundicen esfuerzos para alcanzar prontamente las soluciones más respetuosas de los derechos de los niños.


    C., M. V. c/ C., L. s/ Autorización judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21/2018/CS1, 05 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia. Medidas cautelares de familia. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el Artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integración de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su Decreto reglamentario 415/06. Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de esta niña. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del Artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    N. S., P. R. c/ T., K. E. s/ Medidas precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 3825/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Determinación de la incapacidad. Competencia nacional. 


    El Art. 36 del Código Civil y Comercial de la Nación, establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso o ante el juez del lugar de su internación. Sin embargo, la adecuación a las directivas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y Comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere contemplar las características de cada caso en concreto. Implica, sobre todo, evaluar si el cambio de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado.


    C. C. G. s/ Determinación de la capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 416/2018/CS1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Herencia. Petición de herencia. Domicilio del causante. Acervo sucesorio. 


    No corresponde la intervención del Alto Cuerpo si se encuentra pendiente una apelación que debe ser resuelta por la alzada del juzgado que intervino en primer término. Sin embargo, las singulares características del supuesto, donde el propio Asesor de Incapaces consintió el cambio de competencia y la Cámara de Apelaciones ya se expidió en dos oportunidades sobre la competencia del Juzgado que previno, la naturaleza de los derechos en juego y el tiempo transcurrido, aconsejan que la Corte Suprema haga uso de la atribución conferida por el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58 y se expida sin más trámite sobre la radicación de las actuaciones. El Artículo 2.336 del Código Civil y Comercial prevé que la competencia para entender en el juicio sucesorio corresponde al juez del último domicilio del causante y que ese mismo juez es quien conoce de las acciones de petición de herencia. Con respecto a las personas que mueren fuera de Argentina, la regla de la competencia está dada por el último domicilio del causante o por el lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de éstos. Los antecedentes bastan para considerar que el último domicilio de la causante estaba situado en la ciudad de Roma, Italia, lo que torna aplicable lo previsto en el Artículo 2.643 del Código Civil y Comercial respecto de los bienes ubicados en el país. Sin perjuicio de ello, en caso de que esa Corte considere que la prueba producida con respecto al último domicilio de la causante es poco clara, debe tenerse por cierto que ese domicilio lo tenía en el lugar de su fallecimiento. Los únicos inmuebles hasta el momento denunciados se encuentran ubicados en las provincias de Formosa y de Chaco, siendo en esta última donde tramita la sucesión, cuya titular reclama la competencia para entender en estas actuaciones y en los expedientes acumulados, de tal manera, es quien debe continuar interviniendo.


    R., Lucía c/ Pretensos herederos de R., Miguel s/ Petición de herencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2358/2017/CS1, 26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Ejecución de cuota alimentaria. Domicilio del menor. Perpetuatio jurisdictionis. Competencia provincial. 


    Surgen de las constancias que ninguno de los interesados vive actualmente en la Ciudad. En ese contexto, adquiere plena virtualidad el temperamento que otorga primacía al lugar donde habitan efectivamente los menores de edad, ya que la inmediación judicial contribuye a la eficacia de la actividad protectoria. El enfoque aquí propuesto es coherente con las directivas del Código Civil y Comercial en tanto que consagra como principio procesal el respeto de la inmediación y de la tutela judicial efectiva y que asigna el conocimiento de los asuntos tocantes a los menores de edad al juez del foro en el que se sitúa su centro de vida, con lo que fija la competencia en función del sujeto de tutela, cuyo interés prevalece sobre los principios de prevención y de perpetuatio jurisdictionis.


    V., M. c/ L. V., E. C. s/ Alimento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 372/2018/CS1, 11 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Enfermedad profesional. Reparación integral. Responsabilidad objetiva. Competencia civil. 


    Precedente: “Faguada”.


    Esta Procuración señaló en el caso "Faguada", resuelto en sentido concordante por la Corte en Fallos: 340:620, que "... el Art. 4 de la Ley 26.773, último párrafo, establece que a las acciones iniciadas por la vía del derecho civil se les aplica la legislación de fondo, forma y los principios correspondientes a ese derecho. Por su parte, "el Art. 17, inc. 2, de esa norma establece la competencia de la justicia nacional en lo civil para las acciones judiciales previstas en el Art. 4 último párrafo". En ese marco, concluyó que "...esa atribución de competencia a la justicia civil es procedente en los casos en que se invoquen exclusivamente preceptos civiles, pero no se extiende a supuestos en los cuales se invoquen otros sistemas de responsabilidad".


    Torres, Isabel Raquel c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29679/2017/CS1, 27 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Cobertura médica. Sentencia firme. Cosa juzgada. Competencia federal. 


    La magistrada federal no se encontraba habilitada para reexaminar su competencia, pues ya mediaba un pronunciamiento haciendo lugar parcialmente al amparo con autoridad de cosa juzgada, y la petición a raíz de la cual declinó seguir entendiendo resulta una prolongación del objeto de las actuaciones sustanciadas ante el tribunal. La Corte ha sostenido que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia. Incluso se ha señalado que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional que reúne los caracteres de definitorio, deben continuar su trámite hasta finalizar el pleito ante el fuero que lo dictó. Las circunstancias anotadas justifican que el tribunal federal que previno conozca en aspectos que configuran una prolongación de la controversia y que, en el caso, se vinculan con el acatamiento de la sentencia pronunciada por el juez y la imposición de astreintes. Ello constituye, además, un modo de aventar el riesgo de que se adopten posturas opuestas, a la par de que favorece la concentración y la buena administración de justicia. Si bien la norma ritual autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando el litigio ha concluido mediante el dictado de la sentencia, pues sin perjuicio del orden público implicado en las normas que reglan la competencia federal, la misma índole revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los pleitos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Díaz, Paola Soledad c/ Programa Federal de Salud - Incluir Salud y otro/a s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 365/2018/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Crédito



    Mutuo con garantía prendaria. Operaciones financieras. Domicilio del deudor. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina SA c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”.


    En el precedente registrado en Fallos: 340:905, "HSBC", la Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, texto según Ley 26.361, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo, concretamente, de un mutuo con garantía prendaria. Ese tribunal expuso que el Art. 36 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el Art. 36 de la Ley 24.240, texto según ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor-consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso". Luego, ese tribunal desarrolló su postura en el marco de un secuestro prendario en la causa COM 1220/2017/CS1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Benítez, Ramona Beatriz s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Luques, Fernanda Beatriz s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21468/2017/1/RH1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Determinación de la incapacidad. Principio de inmediación. Celeridad procesal. Competencia provincial. 


    Es preciso tener en cuenta que el código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. Asimismo, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al afectado. Dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración de demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. En el sub lite, no se ha dado cumplimiento a la revisión de la sentencia, conforme lo previsto por el artículo 40 del Código Civil y Comercial de la Nación. En ese sentido, a pesar del tiempo transcurrido, se carece de una evaluación integral que permita determinar seriamente cuáles son el tratamiento y el plan de vida más adecuado para el afectado, así como la factibilidad de brindarle una alternativa menos restrictiva de la libertad.


    C., F. s/ Determinación de la capacidad (vigente hasta 13/08/2015)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 20753/1993/CS1, 05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Honorarios del abogado. Pacto de cuota litis. Competencia civil. 


    Corresponde estar a la doctrina que postula que la cuestión referente a la relación contractual entre un abogado y su cliente -ámbito en el que cabe incluir lo relativo al cumplimiento de un pacto de honorarios- es una materia propia del fuero nacional civil.


    Mirmi, Miguel Eduardo c/ Moreno, Juan Manuel y otro s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14558/2018/CS1, 13 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Relaciones de familia. Guarda preadoptiva. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. CSJ 004088/2015/CS1 "R., M. L. y otro s/ Guarda preadoptiva" y Comp. CSJ 01847/2016/CS1, "M., J. C. y otros s/ Guarda con fines de adopción". Incorrecta traba de la contienda.


    El Artículo 612 del Código Civil y Comercial establece que el magistrado con competencia para esta definición es quien declaró la situación de adoptabilidad, norma que resulta inaplicable al sub lite puesto que, no se ha dictado ninguna medida de protección integral ni excepcional, en los términos de la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Por otra parte, el Artículo 706 del código sustantivo postula como principios generales de los procesos de familia: el respeto de la tutela judicial efectiva, la inmediación, buena fe, lealtad procesal, oficiosidad, oralidad y acceso limitado al expediente. Además, dispone que las reglas que rigen el trámite deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia -especialmente tratándose de personas en situación de vulnerabilidad-, y la resolución pacífica de los litigios, y que cuando están involucrados niños, niñas o adolescentes se debe considerar su interés superior. Asimismo, el Artículo 716 de esa norma determina que en los asuntos referentes a la guarda, cuidado o adopción de una persona menor de edad, es competente el juez del lugar donde ella tiene su centro de vida. Al respecto, la Ley 26.061 conceptualiza el centro de vida como el lugar donde los niños hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. En este contexto normativo, y ponderando lo regulado por el Artículo 611 del Código Civil y Comercial, que prohíbe la entrega directa en guarda de niños, niñas y adolescentes y estipula que la "de hecho" no debe ser considerada a los fines de la adopción, se concluye que la solución que se adopte debe favorecer la estricta supervisión judicial de la separación de los niños y niñas de sus familias biológicas, conforme exige el mejor interés del niño y lo disponen los instrumentos internacionales de derechos humanos.


    D. S. B. L. s/ Guarda con fines de adopción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2289/2018/CS1, 27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Determinación de la incapacidad. Principio de inmediación. Celeridad procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de “... sus finalidades, las leyes análogas,...los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento... " En este sentido, es necesario tener en cuenta que el código actual asigna al juez la obligación de dictar sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera (arts. 35, 37 Y 40). Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al interesado. La cercanía física contribuye a la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo causas que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. Este Ministerio Público Fiscal debe advertir que la acción referida a la capacidad del interesado fue promovida en el año 2009 sin que se haya dictado la sentencia a pesar del tiempo transcurrido. En ese sentido, se carece de una evaluación integral que permita determinar seriamente si el plan de vida actual es el adecuado.


    V., G. E. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 28940/2002/CS1, 22 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Cuidado personal


    Remisión al dictamen de la causa CIV 42570/2013/3/RH1, "B., C. R. y otros c/ T., R.E. s/ Tenencia de hijos".


    B., C. R. y otros c/ T., R. E. s/ Tenencia de hijos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42570/2013/4/RH2, 09 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Abogado del niño. Convención sobre los derechos del niño. Capacidad progresiva. Patrocinio letrado. Patrocinante. Mayoría de edad. Pronunciamiento inoficioso. Tutela especial. Tutor ad litem. 


    Artículo 27, inciso c, de la Ley 26.061. Decreto 415/06. Artículo 24, 26, 109 y 677 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Artículo 5 y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Registro de Abogados Amigos de los Niños. Precedente de la c


    En cuanto a la admisibilidad de los recursos extraordinarios, si bien las resoluciones atacadas no constituyen sentencia definitiva en el estricto sentido técnico, son susceptibles de ocasionar un perjuicio de insuficiente o imposible reparación ulterior pues limitan la posibilidad de participación de los peticionantes. Habida cuenta que uno de los jóvenes recurrentes ha cumplido 18 años de edad , resulta de aplicación, en su caso, la doctrina de la Corte Suprema según la cual para el ejercicio de su jurisdicción es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya "carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión del caso concreto". De acuerdo con la normativa vigente, el adolescente tiene derecho a designar al letrado de su confianza, sujeto a un control judicial que evalúe la existencia de esas capacidades en el caso concreto y proteja su interés superior. Es decir, de acuerdo a las normas y principios del derecho internacional de los derechos humanos que integran el bloque de constitucionalidad federal, los niños pueden ejercer aquellos actos para los que tengan suficiente autonomía, conforme su grado de madurez y comprensión, incluidos los relativos a la participación en los procedimientos judiciales y al ejercicio de las garantías diferenciadas de defensa en juicio. Al mismo tiempo, la función de contralor del poder judicial resulta necesaria por las condiciones particulares de los niños, niñas y adolescentes y es de singular importancia para cumplir con el mandato convencional de asegurar su adecuado desarrollo con autonomía. La libre elección de abogado es una garantía de debido proceso de los adolescentes. No obstante, la facultad del juez de realizar esa designación emerge subsidiariamente cuando habiendo analizado las particulares circunstancias de un caso, estime que el adolescente carece de autonomía y de madurez suficiente para realizar un nombramiento por sí mismo. En cuanto a la segunda cuestión, resulta necesario determinar si el nombramiento del profesional que se designe como abogado del niño puede recaer en el tutor especial, en los términos del artículo 27, inciso c, de la ley 26.061, en consonancia con el principio de autonomía progresiva y el derecho de los niños, niñas y adolescentes a participar en los procesos que los involucren, y las garantías de debido proceso y de defensa en juicio. Así, el tutor ad litem interviene en el proceso judicial de acuerdo con su leal saber y entender, desde la mirada adulta, procurando que el interés moral y material de los menores tenga prioridad sobre cualquier otra circunstancia del caso. En cambio, el abogado del niño se limita a apoyarlo técnicamente en su participación autónoma en el proceso. Por tal razón, ambas labores no pueden ser desempeñadas por una misma persona sin riesgo de generar un conflicto irreversible entre el abogado y su asistido, incompatible con las garantías del debido proceso y el principio de autonomía progresiva.


    R., C. R. y otros c/ T., R. E. s/ Tenencia de hijos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42570/2013/3/RH1-RH2, 09 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente ferroviario. Responsabilidad contractual del Estado. Juicios en que la Nación es parte. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a los fundamentos de las causas: CIV 108280/2011/CS1, “Vizcarra, Diego Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Lesión y/o muerte pasajeros tráns. Ferroviario”; CIV 45491/2013/CS1, “Noguera Gómez, Sulma Beatriz c/ Estado Nacional y otro s/Daños y perjuicios”; CIV 84946/2013/CS1-CA2, “Ballesteros, Nelson Ovidio c/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños y perjuicios”. 


    Las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas o entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Rojas, Blanca Lucila c/ UGOFE S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 110379/2012/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Expropiación



    Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. Pueblos originarios. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen. La materia no reviste exclusivo contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, cuando se pretende obtener certeza y que se declare la inconstitucionalidad de la Ley Provincial 4.630 de expropiaciones en cuanto al monto de la indemnización que propone y, además, impugnar los actos y hechos ejecutados en consecuencia de aquella ley que conculcan el derecho de propiedad comunitaria protegido por la Ley 26.160. En tales condiciones, se efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria de la Corte. Respecto de la impugnación de la ley de expropiaciones local, la Corte ha establecido que no corresponden a la instancia originaria del Tribunal los juicios de expropiación seguidos por una provincia ni aun cuando se discuta sólo el quantum del resarcimiento. Ello es así, en virtud de que el proceso expropiatorio es un instituto de derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia en el ámbito de su respectiva competencia territorial. Como resaltó la Corte, es la naturaleza administrativa de la expropiación la que trae aparejada la conclusión expuesta, pues en caso de contienda promovida por el expropiado contra el Estado, ya sea impugnando la calificación de utilidad pública, o bien reclamando la fijación o el pago de la indemnización, la acción es ajena a la competencia prevista por el entonces Art. 101 (actual Art. 117) de la Constitución Nacional. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federa y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el Art. 14 de la Ley 48. En cuanto a la Ley 26.160 de Comunidades Indígenas, si bien se trata de una ley de carácter federal, su invocación no transforma a la materia del pleito en exclusivamente federal, ya que el proceso está directa e inmediatamente relacionado con el instituto expropiatorio, de derecho público provincial, y la facultad expropiatoria es una de las reservadas por las provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecido por los Arts. 75, inc. 12°, 121, 122 y concordantes de la Norma Fundamental. Respecto de la planteada violación de esa ley, los actores se presentan a juicio en defensa de su derecho de propiedad individual, del que acompañan prueba, pero no dicen representar a ninguna comunidad indígena originaria del país reconocida ni demuestran pertenecer a alguna comunidad preexistente que se encuentre protegida por el Art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional y por las Leyes 23.302 (Arts. 1° y 2°) y 26.160 (Art. 1°).


    Gutiérrez, Ramón Orlando y otros s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1527/2017,05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    C., M. V. c/ C., L. s/ Autorización judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21/2018/CS1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Privación de la responsabilidad parental


    Responsabilidad parental. Relaciones de familia. 


    Medidas para mejor proveer.


    Se solicita la remisión de las actuaciones relacionadas.


    F., D. A. c/ L. B., C. N. s/ Privación de la responsabilidad parental


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 78953/2016/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado



    Guarda del menor. Defensa en juicio. Falta de agravio concreto. Discrepancia del recurrente. Interés del menor. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento, A su vez, cabe recordar que, como regla, no corresponde a la Corte Suprema determinar qué tribunal debe entender en conflictos jurisdiccionales locales, en tanto ello resultará de la aplicación que hagan de las leyes provinciales los órganos judiciales contemplados por ellas.


    P., C. T y otros s/ Guarda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 24/2018/RH1, 05 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso, no media denegación del fuero federal, en tanto el pronunciamiento apelado declina la competencia la justicia federal con asiento en esta Ciudad en favor de otro magistrado federal. Por otro lado, la sentencia en crisis no coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, quedó sometido a la jurisdicción de la justicia federal, en la que podrá ejercer las defensas procesales que considere conducentes.


    Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros y Pensiones Militares c/ Correa, Héctor Rubén s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7927/2015/1/RH1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Mutuo con garantía prendaria. Mantenimiento del recurso. 


    Secuestro prendario. Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario". Precedente de Fallos: 340:905, "HSBC". Art. 36 de la Ley 24.240.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Rivera, Néstor Marcelo s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21462/2017/1/RH1, 11 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Secuestro prendario. Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario". Precedente de Fallos: 340:905, "HSBC". Art. 36 de la Ley 24.240.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Olivo, Victoria Jorgelina s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25618/2017/1/RH1, 11 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Recursos



    Recurso extraordinario. Queja por denegación del recurso. Daños y perjuicios. Interpretación y aplicación de la ley. 


    Ante todo, se considera que el recurso extraordinario es formalmente admisible pues se ha puesto en tela de juicio la validez e inteligencia de normas de carácter federal y la resolución de la cámara ha sido contraria al derecho que el recurrente funda en esas normas. Se debe tener presente que la primera fuente de interpretación de la leyes la que emerge de su letra de manera que cuando ésta no exige esfuerzo de comprensión debe ser aplicada directamente sin que resulte admisible efectuar consideraciones ajenas al caso que aquella contempla. De tal modo, de la propia Ley 23.696 surge claramente que los empleados que deben ser tenidos en cuenta a los fines del programa de propiedad participada son los que, al momento de la adhesión al programa, estaban trabajando en el ente a privatizar, en este caso, los empleados traspasados de la Administración General de Puertos SE a las concesionarias. Esa misma inteligencia fue adoptada por las resoluciones 566/2001 del ex Ministerio de Infraestructura y Vivienda y 51/2003 del Ministerio de Producción. En sentido similar, la Corte Suprema destacó que el fin tuitivo de la Ley 23.696 se extiende solo a los beneficiarios enunciados en el Artículo 22.


    González, Herminio Luis y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y otro s/ Programas de propiedad participada


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3203/2008/1/RH1, 12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Seguros


    Asegurador. Cobertura. Alcance de la cobertura. Cláusula limitativa de responsabilidad. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Cuestión no federal. Cuestión de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. 


    El recurso extraordinario será denegado cuando los argumentos remitan, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y de derecho común, los cuales resultan ajenos a la instancia extraordinaria, sin que se invocara que fueron resueltos con arbitrariedad. La decisión recurrida no desconoció la oponibilidad a las víctimas de las cláusulas, que establecen límites a la cobertura por parte de las compañías aseguradoras. Por el contrario, la conclusión a la que arribó el a quo se enmarca en el contexto de una cláusula limitativa de responsabilidad con montos exiguos en un contrato de seguro obligatorio y halla fundamento en un análisis de las especiales circunstancias de hecho del caso y en la aplicación de normas de derecho común. Concretamente, se refirió a la obligatoriedad de la contratación del seguro de conformidad con el artículo 1117 del Código Civil y analizó aspectos fácticos. La cámara declaró la nulidad de la cláusula que establece un tope indemnizatorio de cobertura por ocurrencia en un contrato de seguro que obligatoriamente deben suscribir los propietarios de los establecimientos educativos porque, en el caso, vulnera el propósito de protección de la víctima y atenta contra la función de garantía en la efectiva percepción de la indemnización del daño sufrido. Tales apreciaciones, además de ser irrevisables en esta instancia, no fueron debidamente controvertidas por la compañía aseguradora como era menester en esta instancia excepcional. Por el contrario, la recurrente se limitó a plantear argumentos como de índole federal que no habilitan en el caso la instancia extraordinaria. Por un lado, la genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente puesto que el artículo 15 de la Ley 48 demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado lo que no ocurre en el sub lite. Por el otro, tampoco confiere naturaleza federal a la cuestión el alegado apartamiento de precedentes de la Corte Suprema que la citada en garantía invoca en su recurso, decisiones que, además, se sustentaron en presupuestos fácticos y jurídicos que difieren del presente caso.


    Gómez Rocca, Javier Hernán y otros c/ Creatore, Víctor Juan y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 63965/2005/1/RH1, 13 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Sentencia de trance y remate


    Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos expuestos por la fiscal general. Criterio de la Procuración General de la Nación en la materia: CAF 80419/2015, “Universidad Nacional de la Matanza y otros c/ Estado Nacional – M. Cultura y Educación s/ Amparo ley 16.986”.


    La fiscal general en su recurso argumenta que en primer lugar, la sentencia recurrida atenta contra los artículos 18, 42 y 120 de la Constitución Nacional, y los artículos 1, 2, incisos c y e, 9, inciso d, y 31, inciso b, de la Ley 27.148 Orgánica del Ministerio Público Fiscal. En segundo lugar, se configura un supuesto de gravedad institucional pues en el caso se encuentra involucrada la protección jurídica de consumidores y usuarios, que trasciende el mero interés particular de las partes y atañe al interés general. Pese a ello, el tribunal no trató los argumentos expuestos por la Fiscalía General, a quien había concedido vista de las actuaciones, asumiendo que el único interés en juego es el de la parte cuando es deber de ese organismo intervenir en los procesos que involucran relaciones de consumo, pues existe un riesgo de que se favorezcan situaciones de abuso de posición dominante. Y por último, sostiene que la sentencia es arbitraria. En este sentido, considera que el a quo omitió tratar los planteos conducentes formulados por el Ministerio Público Fiscal y a su vez, señala que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente, pues se aparta de lo previsto en los artículos 42 y 120 de la Constitución Nacional, los artículos 36 y 52 de la ley 24.240 y los artículos 9 y 31 de la ley 27.148. Cabe destacar que de acuerdo con el artículo 120 de la Constitución Nacional, el Ministerio Público Fiscal es un organismo independiente y autónomo que tiene una misión específica en la administración de justicia, a saber, “promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad”. Esos principios son ampliamente receptados en la Ley 27.147 Orgánica del Ministerio Público Fiscal. Esa norma precisa las competencias de los fiscales en materia no penal, así como los alcances de su autonomía funcional. En particular, el artículo 2 prevé que el Ministerio Público Fiscal puede intervenir, según las circunstancias e importancia del asunto, en conflictos que afecten el interés general de la sociedad o políticas públicas trascendentes y en aquellos donde "se encuentre afectado de una manera grave el acceso a la justicia por la especial vulnerabilidad de alguna de las partes o por la notoria asimetría entre ellas" (incs. d y e). A su vez, el artículo 31 establece que los fiscales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tendrán como función velar por el debido proceso e intervenir "en casos en los que se encuentren en juego daños causados o que puedan causarse al patrimonio social, a la salud pública y al medio ambiente, al consumidor, a bienes o derechos de valor artístico, histórico o paisajístico, en los casos y mediante los procedimientos que las leyes establezcan" (incs. a y d). Asimismo, el artículo 52 de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor determina que el Ministerio Público Fiscal “actuará obligatoriamente como fiscal de ley” en las actuaciones iniciadas por consumidores y usuarios en defensa de sus intereses, siempre y cuando no intervenga en el proceso como parte. Por otra parte, tal como sostuvo la Procuración General de la Nación, el artículo 31, inciso b, de la ley 27.147 otorga amplias atribuciones a los fiscales no penales y la oportunidad y el modo del ejercicio de estas facultades por parte del Ministerio Público Fiscal no puede ser limitada por los jueces, puesto que ello atenta contra la autonomía y la independencia de este organismo previstas en el artículo 120 de la Constitución Nacional.


    Banco Santander Río S.A. c/ Preve, Nelson Alberto s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19681/2016/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Sucesiones



    Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2358/2017/CS1, “R., Lucía c/ Pretensos herederos de R., Miguel s/ Petición de herencia”.


    R. C., Lucía Manuela, C., Nélida Eva por sí y en representación del menor R. C. E. s/ Juicio sucesorio (expediente 997/11) s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140/2018/CS1, 26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Derecho Comercial



    Beneficio de litigar sin gastos


    Asociaciones de consumidores. Defensa del consumidor. Ley de defensa del consumidor. Acceso a la justicia. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 1799/2012/1/RH1, "ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento"; y COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos"; y sus remisiones. Precedente de Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros".


    Esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Por lo demás, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Consumidores en Acción Asociación Civil c/ Bosan S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14616/2013/1/RH1, 21 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Competencia


    Contienda negativa de competencia. Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción. Concurso preventivo. 


    Al tratarse de una ejecución fiscal en la que no se ha dictado sentencia, que no configura ninguna de las excepciones previstas en el Artículo 21 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, corresponde que entienda el juzgado a cargo del proceso universal, en el que aún no se ha homologado el acuerdo preventivo.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 743/2018/CS1, 21 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Acción de regreso. Acción de repetición. Obligaciones. Economía procesal. Celeridad procesal. 


    Remisión a los fallos de las causas CSJ 603/2013/CS1, "QBE ART S.A. c/ Trezal SRL s/ Cobro de suma de dinero" y COM 9643/2015/CS1, "Swiss Medical ART S.A. c/ Buenos Aires Vending S.A. s/ Ordinario".


    La contienda no ha sido debidamente trabada si la cámara confirmó la decisión del juez de grado que declinó intervenir; rechazada la atribución, es esa alzada y no el juez inferior quien debe insistir en el planteo del conflicto. No obstante ese óbice formal, razones de celeridad y economía procesal y de mejor administración de justicia tornan aconsejable que esa Corte ejercite la facultad que le confiere el Artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley 1285/58 y se expida sobre la cuestión. Tiene dicho la Corte, en la tarea de esclarecer estas contiendas que es necesario ponderar los hechos que se relatan en el reclamo y después, en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como sustento de la pretensión. La acción no puede juzgarse inserta en la aptitud jurisdiccional del fuero del trabajo, pues no se plantea entre los sujetos de esa relación ni se basa en la materia; y sí, en cambio, en la del fuero mercantil, pues incumbe a dos sociedades comerciales y se enmarca en el contrato de seguro que las uniera y en la responsabilidad solidaria declarada. Vale recordar que es prerrogativa de esa Corte, como órgano supremo de la magistratura, atribuir el conocimiento de los casos a un tercer juez competente, aun cuando no haya intervenido en la cuestión.


    Asociart S.A. A.R.T. c/ Constantino Hijos S.R.L. s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54634/2015/CS1, 27 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Juicio ejecutivo. Ejecución fiscal. Afiliación sindical. Cuota sindical. 


    Como lo establece el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto 1285/1958, texto según Ley 21.078, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el tribunal que primero conoció. Lo anterior no se modifica por la intervención que le cupo a la Sala A de esa cámara a raíz de la apelación subsidiaria deducida por la actora, toda vez que su decisión no tuvo los alcances de un fallo sobre la competencia sino que se limitó a denegar el recurso en razón del monto.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Aguilera, Patricia y Perea, María Angélica S.H. s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 32439/2015/CS1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Concurso preventivo



    Cuestiones de competencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del fuero federal. Fuero de atracción. Juicios universales. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20772/2013/1/RH1, "Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social c/ La Veloz del Norte S.A. s/ Ejecución fiscal.


    Si bien la resolución apelada ha sido dictada por el superior tribunal de la causa en los términos del Art. 14 de la Ley 48, habida cuenta el límite cuantitativo a la apelación previsto por el Art. 242 del código de procedimientos, es preciso recordar que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria al no revestir carácter de sentencia definitiva; requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En tales condiciones, no se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que equipare la sentencia a una definitiva, pues no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, el Ministerio de Trabajo quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado, en donde puede continuar tramitando su pretensión. El fuero de atracción del juicio universal, entre otras excepciones al carácter privativo de los tribunales nacionales regladas en el Art. 12 de la Ley 48, no vulnera normas constitucionales.


    Ministerio de Trabajo 12.615/11 c/ La Veloz del Norte S.A. s/ Ejecución Fiscal


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50791/2013/CS1, 27 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia



    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Resulta improcedente el fuero de atracción de la quiebra de la fallida previsto en los artículos 21 y 132 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, por lo que las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio del derecho del accionante de verificar la acreencia contra la quebrada en el marco del proceso universal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Crediahora S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1410/2018/CS1, 05 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La clausura del procedimiento por distribución final resuelta en la quiebra de la accionada ante la inexistencia de otros bienes realizables, constituye una medida provisional, que importa la suspensión del trámite y, como prevé el artículo 230 de la ley 24.522, no impide que se produzcan los efectos de la quiebra. De esta manera, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 231 del citado cuerpo normativo, el procedimiento puede reabrirse cuando se conozca la existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Le Shop Argentina S.A. s/ Ejecución Fiscal Ingresos Brutos - convenio multilateral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1626/2018/CS1, 02 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Disolución de sociedades. Liquidación de sociedades. Nulidad del acto jurídico. Excepción de incompetencia. Extraña jurisdicción. Economía procesal. Domicilio social. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que concurren en el proceso diversas pretensiones, la acción por disolución y liquidación de la sociedad de hecho, como así también la relativa a la rendición de cuentas de esa persona jurídica, deben tramitar ante el juez correspondiente a la sede social de aquélla. Por lo demás, los actos jurídicos cuya nulidad se persigue, son la transferencia del fondo de comercio y la compraventa del inmueble, todo lo cual tiene como fin último recomponer el activo de esa sociedad de hecho. En este punto, la transferencia del fondo de comercio y la compraventa del inmueble fueron instrumentados en la misma escritura pública. En definitiva, la presente acción tiene por objeto acreditar un obrar fraudulento en perjuicio del patrimonio del padre fallecido del actor, socio de la sociedad de hecho, por lo que conviene que el análisis de las pretensiones se efectúe de manera conjunta, asegurando una más expedita y uniforme administración de justicia, y evitando el dictado de sentencias contradictorias.


    Corrales, Alejandro Leonardo c/ Corrales José y/u otros s/ Disolución, liquidación y nulidad del acto jurídico


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1726/2017/CS1, 22 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Quiebra. Pedido de quiebra. Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Según el Artículo 3, inciso 1, de la Ley 24.522, el juez competente para entender en los concursos y quiebras de personas de existencia visible es el del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, en su defecto, el del lugar del domicilio. Tal como señaló la Corte Suprema, las normas de competencia territorial en materia de concursos son de orden público, por lo que ni las partes ni los tribunales pueden soslayarlas. Los elementos recabados son insuficientes para tener por acreditado que el deudor tuviera la sede de la administración de los negocios en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires al momento del pedido de quiebra, por lo que debe estarse a la regla subsidiaria prevista en el citado Artículo 3, inciso 1, esto es, el juez del lugar del domicilio del deudor. En ese marco, cabe destacar que de los elementos de prueba resulta con preponderancia decisiva que el domicilio del deudor al tiempo de la presentación del pedido de quiebra, se encontraba en la provincia de Buenos Aires, circunstancia que resulta determinante de la competencia del juez local.


    Panagopulo, Carlos Alfredo le pide la quiebra Cooperativa de Crédito Arcred Ltda.


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 29972/2013/CS1-CA1, 15 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Quiebra. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 24131/1992/7/1/RH3, "PAM S.A. Compañía Financiera s/ Quiebra s/ Incidente artículo 250".


    PAM S.A. Compañía Financiera s/ Quiebra s/ Incidente de honorarios


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 24131/1992/6/1/RH4, 23 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Falta de agravio concreto. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso, no hay denegación del fuero federal, en tanto el pronunciamiento apelado declina la competencia ordinaria de un tribunal con asiento en la Capital Federal, en favor de un juzgado nacional en lo civil. Por otra parte, los aspectos vinculados con la partición del acervo hereditario y su suficiencia para saldar los emolumentos de los letrados, podrán ser objeto de tratamiento por parte del magistrado a cargo de la sucesión, sin que, en esta instancia, se tornen definitivos los agravios al respecto.


    PAM S.A. Compañía Financiera s/ Quiebra s/ Incidente Artículo 250


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 24131/1992/7/1/RH3, 23 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    La notificación al síndico y a la concursada no fue cumplida en el modo que establece el artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sin que los motivos expresados por la secretaría judicial del Superior Tribunal local constituyan una razón válida para prescindir de la sustanciación mediante el mecanismo allí prescripto. Esta omisión reviste trascendencia habida cuenta de los deberes indelegables de la sindicatura, el rol y los intereses por cuya defensa actúa en el concurso preventivo y la quiebra.


    AFIP - DGI s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en autos: Expediente n° 1.049/2001 bis 6/2008 AFIP - DGI c/ Alpha Metal S.A. s/ Incidente de revisión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2559/2017/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario. Defensa del consumidor. Ley de defensa del consumidor. Gastos del proceso. Beneficio litigar sin gastos. Derecho procesal. 


    Remisión al dictamen de esta Procuración General en la causa COM 19346/2015/2/RH2, "ACYMA Asociación Civil c/ Cencosud S.A. (Easy) s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    ACYMA Asociación Civil c/ Cencosud S.A. (Easy) s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19346/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal. Queja por denegación del recurso extraordinario. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Defensa del consumidor. Derechos del consumidor. 


    El recurso es formalmente admisible pues la resolución recurrida sella el alcance del Artículo 55 de la Ley 24.240 en un sentido que obstruye el acceso a la justicia al someter al recurrente al riesgo de asumir las costas del proceso y, por ello, ocasiona un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior que la asimila a una sentencia definitiva. Asimismo, si bien las objeciones que trae el recurrente se vinculan con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del Artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. En esa inteligencia corresponde tratar el recurso. Esta Procuración General ha tenido oportunidad de analizar la cuestión vinculada con los alcances del Artículo 55, último párrafo, de la Ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva, en los dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Corte se expidió más recientemente en idéntico sentido. Esta Procuración General también explicó que, la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el Artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que “...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el Artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del Artículo 55 de la Ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos- configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil c/ Consult House Turismo S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6769/2017/1/RH1, 01 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Concurso preventivo. 


    Corresponde precisar que no obsta a la procedencia formal del recurso extraordinario que el pronunciamiento impugnado haya sido dictado en la etapa de ejecución de sentencia, si lo decidido configura un claro apartamiento de las constancias agregadas a la causa, provocando agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior. Sentado ello, corresponde recordar que reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema ha establecido que el carácter intangible de los pronunciamientos judiciales firmes, no es ajeno a la inviolabilidad de la defensa en juicio, pues la sentencia dictada de modo regular integra el debido proceso que dicha cláusula asegura, y constituye, asimismo, presupuesto de seguridad jurídica. En tales condiciones, el recurso resulta inadmisible, por cuanto pretende someter a conocimiento de la Corte Suprema, cuestiones que ya fueron resueltas con carácter firme. Corresponde declarar mal concedido el recurso interpuesto.


    Corpus s/ Concurso preventivo informe verbal de la Sindicatura - Banco Hispano Corfín Compañía Financiera s/ Recurso de Queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 765/2016/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Defensa del consumidor. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. 


    El recurso es formalmente admisible pues la resolución recurrida sella el alcance del Artículo 55 de la Ley 24.240 en un sentido que obstruye el acceso a la justicia de la asociación actora. Por otro lado, si bien las objeciones que trae el recurso se vinculan con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del Artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. En esa inteligencia corresponde tratar el recurso. La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el Artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé 'para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el Artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el Artículo 55 de la Ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia - similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos-, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil c/ Asatej S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 24940/2015/1/RH1, 28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Constitucional


    Acción de amparo


    



    Juicios contra el estado. Poder Judicial de la Nación. Derechos de incidencia colectiva. Control de inconstitucionalidad. 


    No se configura en el sub lite un presupuesto necesario y fundamental para instar el ejercicio de la jurisdicción atribuida al Poder Judicial de la Nación en los términos de los arts. 108 y 116 de la Constitución Nacional, esto es que exista una causa de carácter contencioso (art. 2° de la ley 27) en la que se pretenda, de modo efectivo, la determinación de un derecho debatido entre partes adversas, fundado en un interés específico, concrete y atribuible en forma determinada al litigante. La Corte tiene dicho que la pauta a la cual es menester atenerse, como principio, a fin de determinar en cada caso la existencia de legitimación procesal -entendida como la aptitud para ser parte en un determinado proceso- está dada por la titularidad, activa o pasiva, de la relación jurídica sustancial controvertida en el pleito. Por otra parte, cabe destacar que la ampliación de la legitimación derivada de la reforma constitucional de 1994 para accionar por la vía del amparo no ha modificado la exigencia de tal requisito, ya que los nuevos sujetos legitimados también deben acreditar que su reclamo tiene "suficiente concreción e inmediatez" y no se trata de un mero pedido en el que se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de normas o actos de otros poderes. Procede recordar que aquella reforma tampoco ha ampliado el universo de sujetos legitimados para la defensa de cualquier derecho, sino sólo con relación a los mecanismos tendientes a proteger ciertos derechos de incidencia colectiva. En efecto, el art. 43 de la Constitución Nacional, en su segundo párrafo, establece que podrán interponer dicha acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propenden a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización. En la especie los planteos formulados por la asociación actora no están dirigidos a la protección de ninguno de los derechos enumerados en dicho precepto constitucional, sino que ponen en debate cuestiones de carácter institucional vinculadas a los sujetos respecto de quienes ejercen sus funciones los órganos de control creados por la Constitución Nacional y otras normas reglamentarias, aspectos que claramente exceden los límites de la ampliación que ha realizado la Ley Fundamental. Tampoco surge la legitimación de la actora de los objetivos y fines para los cuales fue creada, pues de la lectura de su estatuto se desprende que, si bien se le ha conferido la función de defender los intereses de los trabajadores en lo que se refiere a los problemas institucionales, económicos, sociales y culturales, ello no resulta suficiente para demostrar que la declaración de inconstitucionalidad solicitada tiene suficiente relación, concreción e inmediatez con los perjuicios que la norma cuestionada ocasionaría a los controladores públicos y al sistema general de control, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal antes aludida. En cuanto a la tacha de arbitrariedad que se endilga a la sentencia sobre la base de que incurre en auto contradicción al citar el precedente "Colegio de Abogados de Tucumán c/ Honorable Convención constituyente de Tucumán y otro" y resolver en forma contraria, resulta inadmisible. Ello es así, toda vez que la doctrina establecida por la Corte en ese fallo fue adoptada por la cámara a los efectos de fundar que los jueces deben examinar la legitimación del accionante de manera preliminar y con ajuste a las concretas circunstancias de la causa, mas nada le impedía concluir, no se encuentran cumplidos los requisitos exigidos para el ejercicio de la jurisdicción ante la ausencia de un caso judicial. La Asociación del Personal de Organismos de Control no se encuentra legitimada para plantear la presente acción, pues no se verifica a su respecto la existencia de "caso" o "causa” en los términos de los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional toda vez que, de acuerdo con lo expuesto, no habrá de beneficiarse ni de perjudicarse con la decisión adoptada al cabo de este proceso.


    Asociación del Personal de Organismos de Control c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38098/2013/1/RH1, 09 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Pensión honorífica de Veteranos de la Guerra del Atlántico Sur. Delitos contra la humanidad. Violación de derechos humanos. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, pues se ha puesto en cuestión el alcance de normas de naturaleza federal -la ley 23.848 y el decreto 1357/2004- y se ha resuelto contra el derecho que el interesado fundó en ellas (art. 14, inc. 3, ley 48). En el presente caso la cuestión federal consiste en determinar si la decisión de la ANSES de suspender provisoriamente el pago al actor de la pensión honorífica de veterano de guerra otorgada en los términos de la ley 23.848, en tanto procesado y luego condenado por sentencia aún no firme por delitos de lesa humanidad, lesiona, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, sus derechos constitucionales. La ley 23.848 y sus modificatorias 24.343 y 24.652 establecen un régimen de pensiones vitalicias para los ex soldados conscriptos y civiles que participaron en la guerra del Atlántico Sur, entre la fecha de iniciación de las acciones y de alto el fuego. De los antecedentes y debates parlamentarios que precedieron a la sanción de estas leyes surge que la voluntad legislativa no fue la de conceder una pensión graciable sino una pensión retributiva de los actos de servicio específicamente cumplidos por sus beneficiarios, con el claro fin de reivindicar a quienes "lucharon por nuestra soberanía y ofrecieron todas sus fuerzas para el triunfo y dignidad de la Nación". En el presente caso, cabe destacar la actual situación procesal del actor. En la denominada "Causa ESMA Unificada", fue condenado a la pena de prisión perpetua, por considerarlo coautor penalmente responsable de los delitos de privación ilegítima de la libertad doblemente agravada por la condición de funcionario público y por haberse cometido con violencia e imposición de tormentos con el propósito de obtener información o quebrantar su voluntad, agravados por haber sido cometidos en perjuicio de perseguidos políticos en forma reiterada. En este marco fáctico y normativo, entiendo que la decisión de la ANSES de suspender el pago de la pensión de guerra no vulnera derechos fundamentales del actor. Aun cuando existen instancias recursivas pendientes, es dirimente el hecho de que la suspensión provisoria no priva al beneficiario del derecho a la pensión honorífica, pues, en caso de resultar absuelto, puede peticionar el restablecimiento del beneficio y la percepción de los haberes caídos.


    R., Juan Carlos c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 774/2013/(49 R)/CS1, 13 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Asociaciones sindicales. Derechos sindicales. Negociación colectiva. Convenios colectivos de trabajo. Libertad sindical. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Declaración de inconstitucionalidad. Nulidad de sentencia. 


    Resolución 2061/14. Artículos 31, inciso c, de la ley 23.551 y 1 de la ley 14.250. Acto jurisdiccional inválido.


    De los fundamentos de la decisión impugnada surge que el tribunal se refirió a la constitucionalidad del artículo 31, inciso a, de la ley 23.551. Sin embargo, esa norma no es pertinente para juzgar la validez de la resolución impugnada, puesto que existen normas específicas que regulan la representación de los intereses de los trabajadores en las negociaciones colectivas. El examen de esas disposiciones específicas no puede ser suplido por la cita de diversos pronunciamientos de la Corte Suprema, que si bien se refieren a la validez de disposiciones que establecen prerrogativas exclusivas a favor de sindicatos con personería gremial, no tratan la cuestión constitucional planteada. La Corte Suprema declaró la inconstitucionalidad de normas que establecen derechos exclusivos en favor de los sindicatos con personería gremial y, en consecuencia, equiparó, a esos efectos, a las asociaciones simplemente inscriptas, pero no trató las normas aquí involucradas ni las competencias sindicales que en esta causa se cuestionan y, de hecho, dejó a salvo de tacha constitucional determinadas prerrogativas en favor de los sindicatos más representativos. En ese sentido, sostuvo que ninguna facultad concedida a los sindicatos con personería gremial puede serles negada a aquellos que no la tienen. De acuerdo a la propia jurisprudencia de la Corte Suprema, en este caso correspondía evaluar si los derechos previstos en los artículos de la referencia son acordes o exceden "la prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas", que, según la Corte Suprema y el Comité de Libertad Sindical de la OIT, puede ser válidamente otorgada a los sindicatos más representativos. La deficiencia del razonamiento es más grave aún si se pondera que la sentencia recurrida declaró la inconstitucionalidad de una disposición legal. Ello es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones del Poder Judicial, considerada como última ratio del orden jurídico y solo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y de incompatibilidad inconciliable. La prudencia que debe guiar a los jueces en el ejercicio de esta función se acentúa en el sub lite ya que la tacha de invalidez constitucional de la resolución implica la anulación del Convenio Colectivo de trabajo, en el que el colectivo de trabajadores municipales obtuvo mejoras en sus condiciones laborales.


    Ademus y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Salta y otro s/ Amparo sindical


    FSA-Justicia Federal de Salta, 648/2015/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CSJ, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Gagliardo Agrícola Ganadera S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 885/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone San Luis S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1241/2016,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 23/2016,17 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2243/2017, "Alpargatas S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2710/2017,14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2408/2017, "Alpargatas S.A.I.C. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2709/2017,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4880/2015 "AMX Argentina S.A. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    AMX Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2703/2017,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1242/2016,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza". Opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Mastellone San Luis S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5016/2015,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1343/2016,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1033/2016 "Inc S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 16/2017 "Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017 "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Ahora S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2355/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Declaración de inconstitucionalidad. Ley tributaria. Código tributario municipal. Dirección General de Rentas. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Cuestión federal. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El objeto de la pretensión esgrimida consiste en obtener que se declare la inconstitucionalidad de los Arts. 17, inc. e), y 147, segundo párrafo, del Código Fiscal Local y 1°, 2° y 12 de la resolución 3/93 de la Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones -que revisten el carácter de actos locales- en tanto son el fundamento por el que la demandada lo obliga a actuar como agente de retención en el impuesto sobre los ingresos brutos. No es óbice a lo expuesto que se invoque la afectación de cláusulas constitucionales, puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia, cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    Akapol S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1569/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 986/2016,12 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alicorp Argentina S.C.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1130/2016,12 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Telecom Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4018/2014,12 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Base imponible. Convenio multilateral. Contratos de exploración y explotación de hidrocarburos. Petróleo crudo. Interpretación de la ley. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión federal. 


    Precedente de la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norte América dictada en el caso "Gibbons". Fallos: 319:998. Art. 122 del Código Fiscal de la Provincia del Chubut. Precedente de Fallos: 306:516.


    En lo relativo a la procedencia formal de la acción declarativa, debe recordarse que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental. En primer lugar, ha mediado una actividad explícita de la Dirección General de Rentas de la demandada, dirigida a la "percepción" del impuesto que estima adeudado. En segundo término, esa actividad explícita de la Dirección General de Rentas es susceptible de ocasionar un perjuicio a la actora. Como consecuencia de la aplicación de este criterio fiscal y la intimación al pago de este impuesto, junto a la medida aflictiva que pretende aplicársele resulta suficiente, para evidenciar el interés jurídico de la actora en obtener la declaración que propicia. Finalmente, no es óbice a lo dicho que el contribuyente haya interpuesto los recursos previstos en el ordenamiento tributario provincial o planteado el caso concreto ante los organismos del Convenio Multilateral toda vez competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento o a la vigencia de los procedimientos establecidos por las leyes locales. De acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos, en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos. En el mismo orden de ideas, tiene dicho el Tribunal que si bien las provincias conservan los poderes necesarios para el cumplimiento de sus fines y, entre ellos, las facultades impositivas que conduzcan al logro de su bienestar y desarrollo, por lo que pueden escoger los objetos imponibles y la determinación de los medios para distribuirlos en la forma y alcance que les parezca conveniente, tales atribuciones encuentran el valladar infranqueable de los principios consagrados en la Constitución Nacional. De la lectura del artículo de la referencia, se colige, que los ingresos provenientes de las operaciones de exportación no integran la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos de la Provincia, siendo irrelevante si esa exportación se realiza desde la Provincia o fuera de ella. Así, la interpretación que propone la Provincia, discrimina el tratamiento tributario, del producto en función de su destino, lo que afecta la supremacía de los arts. 9°, 10, 11 y 75 inc. 13 de la Constitución Nacional. Como ha dicho la Corte, el otorgamiento al gobierno nacional de reglar el comercio marítimo y terrestre con las naciones extranjeras y de las provincias entre sí, contenida en el inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional, "ha limitado las atribuciones provinciales, que no pueden afectar el comercio o la libre circulación de mercaderías, eventualidad invalidante que se produce cuando el gravamen establecido por las autoridades locales funciona de hecho como un derecho aduanero, afectando la entrada, tránsito y salida de un producto o cuando las mercaderías son gravadas en forma diferencial en razón de su destino. Es pacífica y constante la jurisprudencia de la Corte, a partir del precedente de la referencia, que si bien los preceptos constitucionales referidos al comercio interjurisdiccional "no fueron concebidos para invalidar absolutamente todos los tributos locales que inciden sobre el comercio interprovincial, reconociendo a éste una inmunidad o privilegio que lo libere de la potestad de imposición general que corresponde a las provincias", dichas normas protegen al comercio interprovincial "de los gravámenes discriminatorios", hipótesis que, se verifica en la especie y conduce, inexorablemente, al rechazo de la pretensión tributaria cuestionada.


    YPF S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 57/2013/(49-Y)/CS1, 17 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1756/2016/12 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1303/2016, "Roemmers S.A.I.C.F. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 796/2016 "BGH S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 722/2017 "McCain Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2408/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Causas regidas por normas federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017 "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Finlar S.A. y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 83/2018,08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Distrisur Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 84/2018,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015   “Torres e Hijos S.A. c / Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Colorit S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 205/2018,08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CSJ, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Informática Fueguina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 836/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 546/2017 "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Agrofina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2367/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CSJ, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Gaviglio Comercial S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)" y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN); CSJ 1737/2016 "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, y sus respectivas citas.


    Angiord S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2097/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Tasas. Transporte interno. Productos alimenticios. Control zoosanitario. Aduanas provinciales. Legitimación pasiva. Falta de legitimación para obrar. Calidad de parte. Interés legítimo directo y actual. 


    Remisión al fallo de la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Causas de fallos 330:103 ("Argencard S.A.") y Fallos: 330:173 ("IBM Argentina S.A."). Fallos: 310


    En las causas de los Fallos referidos, el Tribunal entendió que no era parte la provincia demandada sino una entidad autárquica con individualidad jurídica y funcional integrante de aquélla, que era quien había determinado la deuda en tales casos. Sin embargo, la Corte ha reconocido que ese criterio no puede ser llevado al extremo de desconocerle a la provincia la calidad de parte adversa en aquellos casos en los que la materia del litigio demuestra que integra la relación jurídica sustancial. La tesitura planteada en los precedentes citados no puede ser entendida con un alcance omnicomprensivo de todas aquellas relaciones procesales en las que resulte o puede resultar vinculada una entidad autárquica, sino que es necesario examinar, en cada caso concreto, cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el conflicto y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. En cuanto a la procedencia de la vía elegida, existe en autos una controversia definida, concreta, real y sustancial sobre el alcance de las normas provinciales que admite remedio específico por medio de una decisión de carácter definitivo de la Corte. En línea con lo anterior, la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.


    Sucesores de Alfredo Willner S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4101/2015,30 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017 "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza, y sus respectivas citas.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2243/2017, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Beneficio de litigar sin gastos



    Derechos de incidencia colectiva. Consumidores. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Acceso a la justicia. 


    La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, se recordó que la Corte Suprema expuso en el citado caso que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” (considerando 7°) y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". La Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil c/ Garbarino S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 38369/2014/2/RH2, 23 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Competencia


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 3875/2015 "NEXTEL COMUNICATIONS ARGENTINA S.R.L. c/ BUENOS AIRES, PROVINCIA DE s/ Acción declarativa".


    Telefónica de Argentina S.A. y Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2155/2017,08 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 717/2017 "Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza" y, CSJ 616/2017 "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Sidersa S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2114/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torrese Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa decerteza"; CSJ 174/2017 "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, provincia del s/Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017"Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Vanoli y Cia. S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2099/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza",  CSJ 1033/2016 "Inc. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 878/2017 "Válvulas Worcester Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sidersa S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2115/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI,"Orbis Mertig San Luis S.A.l.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.l.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, provinciade s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 573/2017 "Droguería 20 deJunio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    
      

    


    Sidersa S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2116/2017, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Es preciso señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el Art. 14 de la Ley 48.


    P. A., E. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 474/2018,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Río Chico S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 268/2017,08 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza",  CSJ 1033/2016 "Inc. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 16/2017 "Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza  y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Sidersa S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2111/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Jurisdicción y competencia. Competencia provincial. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de ejecución. Juicio ejecutivo. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, Originario "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 210/2018,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, XLI, Originario "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos". 


    Remisión al dictamen de la causa G. 57, XLVII, Originario "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/  Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Bueno Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal (ABL)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 342/2018,30 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Cobro de sumas de dinero. Acción de inconstitucionalidad. 


    Corresponde recordar que en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa. Por lo tanto, la causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2302/2017/ 9 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Medicina prepaga. Derechos personalísimos. Queja por apelación denegada. Economía procesal. Competencia federal. 


    Apelación pendiente de resolución.


    No corresponde la intervención de la Corte Federal si se encuentra pendiente una apelación que debe ser resuelta por la alzada del juzgado que intervino en primer término. Sin embargo, las singulares características del supuesto de autos, la naturaleza de los derechos en juego y el tiempo transcurrido, aconsejan que esa Corte Suprema haga uso de la atribución conferida por el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58 y se expida sin más trámite sobre la radicación de las actuaciones. La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. El tema objeto del litigio conduce prima facie al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga por la Ley 26.682, así como por el Programa Médico Obligatorio. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente involucrados, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Incidente n° 3 - Actor: Ampuero, Armando. Demandado: Sancor Salud s/ Incidente


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6188/2018/3/CS1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión a los dictámenes de las causas E. 85, L. XLII, "Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 60/2010 (46-E)/CS1, “Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Estado Mayor General del Ejército c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 198/2014/(50-E), 28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, ello es así en razón de las personas, en primer lugar, porque el pleito se suscita entre dos provincias, y a ambas les concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional y, en segundo lugar, porque una de ellas también demanda al Estado Nacional y a la Administración Nacional de la Seguridad Social, y ambos tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, por lo que esa es la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de todos ellos, sustanciando la acción en esta instancia originaria. Cabe recordar que en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Estado Nacional y otras s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2305/2017,29 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 19 de septiembre de 2006, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 22 de agosto de 2012; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 28 de agosto de 2012; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)", sentencia del 3 de mayo de 2016; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", fallo del 12 de julio de 2016 y, en: CSJ 1308/2017, "Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 6 de marzo de 2018, y sus respectivas citas.


    García Hermanos Agroindustrial S.R.L. c/ Santiago Del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 807/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 1876/2017, "Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y sus respectivas citas.


    Pernod Ricard Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2313/2018,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     



    Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Kiskali S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1102/2016,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Agentes diplomáticos. 


    Debe determinarse a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, si el imputado ostenta status diplomático, en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, extremo que, una vez acreditado, obligará, en atención al estadio de la investigación, a requerir al Estado al cual representa la conformidad exigida por el Artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del Decreto-Ley 1285/58 y el Artículo 32 de la citada convención, para ser sometido a juicio.


    N.N. s/ Averiguación del delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17764/2017,07 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Liliana S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1372/2016,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en las causas CSJ 1049/2016, "Arre-Beef S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y en CSJ 1419/2017, "Arre-Beef S.A. c/ Formosa, provincia de s/ Acción declarativa de certeza",


    Ante todo, cabe mencionar que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Asimismo, debe tenerse presente que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.


    Mastellone Hermanos Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2697/2017,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1049/2016, "Arre-Beef S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y en CSJ 1419/2017, "Arre-Beef S.A. c/ Formosa, provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Finlar S.A. y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 78/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, en: CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Royal Canin Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2665/2017,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 1033/2016 "Inc. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 16/2017 "Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y   CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sidersa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2119/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad;"Bayer. S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sidersa S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2108/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas:"Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII"ENOD S.A. c/  Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLV111, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "IndustriasViauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015"Torres e Hijos S.A.c/ Córdoba, Provincia de s/Acción declarativa de certeza", CSJ1033/2016 "Inc.S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 16/2017 "Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 546/2017 "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Volkswagen Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2154/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 22 de agosto de 2012; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c. / Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    
      

    


    Tit Can Gross Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2350/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. el Córdoba, Provinciade s/ Acción declarativa de certeza" y  CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    
      

    


    Vanoli y Cia. S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2352/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San LuisS.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires,Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 delCPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S. A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) ", en CSJ 1752/2016 "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de certeza” y CSJ 579/2017 "Gualtieri Hnos. S.A. c/Tucumán, Provincia de s/Acción declarativa de certeza".


    
      

    


    Tit Can Gross Sociedad Anónima c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2353/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Crédito laboral



    Alícuota. Tasas. Bancos provinciales. Derecho de propiedad. Derechos y garantías constitucionales. Recurso de inaplicabilidad de ley. Superior Tribunal de Provincia. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. 


    Competencia apelada.


    Si bien la Corte Suprema ha decidido reiteradamente que los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a esta instancia de excepción, por revestir carácter netamente procesal, a partir de los precedentes "Strada" y "Di Mascio", se ha precisado que las limitaciones de orden local no pueden ser invocadas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento. En este sentido, ese tribunal estableció que el adecuado respeto al régimen federal de gobierno y a la zona de reserva jurisdiccional de las provincias impone reconocer a los magistrados de todas las instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Constitución Nacional, así como emplazar la intervención apelada de esta Corte en el juicio que ella le ha señalado, ello es ser su intérprete y salvaguarda final. A su vez, expresó que los máximos organismos judiciales de cada provincia no pueden negar la tutela jurisdiccional por medio de las vías que autoricen la constitución y las leyes provinciales en función de la índole federal de la materia examinada, carácter que cabe asignar a los planteos basados en los artículos 14, 17, y 18 de la Constitución Nacional. El actor planteó oportunamente una afectación a su derecho constitucional de propiedad y la inconstitucionalidad de normas de naturaleza federal, y esas cuestiones no fueron tratadas sobre la base de limitaciones formales de la ley procesal local. La omisión por parte del a quo de pronunciarse sobre los derechos que el recurrente fundó en normas de indudable carácter federal apoyándose en óbices formales constituye un obstáculo para que la Corte Suprema ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el superior tribunal. Por ello, corresponde hacer lugar al recurso extraordinario pues media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (Art. 15 de la Ley 48). En un caso análogo al presente, esta Procuración General estimó arbitraria la sentencia del superior tribunal provincial que no había realizado un análisis acabado de los agravios vinculados a la afectación que la tasa pasiva de interés podría causar al derecho de propiedad del actor, acreedor de un crédito laboral, ni había ponderado elementos prima facie conducentes, tales como la pérdida del valor real del crédito en relación con diversos factores macroeconómicos.


    Giménez, Oscar Alfredo c/ Soler, Hugo Daniel s/ Despido y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1773/2016/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Inconstitucionalidad. Ordenanzas municipales. Pirotecnia. Economía procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa CAF 68.144/2016/CA1/CS1, "Cienfuegos S.A. c/ Estado Nacional -RENAR y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.


    Cámara Argentina de Empresas de Fuegos Artificiales y otros c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2420/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Acción de inconstitucionalidad contra: ley provincial 7.032; Decreto 1.567/13; Resoluciones locales 397/13, 480/13 y 63/2016.


    En cuanto a la competencia originaria de la Corte, corresponde recordar que uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las citadas disposiciones constitucionales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc 1° de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Por todo lo anterior, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Yara Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2037/2018,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: 0. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C.c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza "; CSJ 1.279/2013 (49-A), "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; y CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Sidersa S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2118/2017,08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal



    Empresas del estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Demanda contra una sociedad del Estado Nacional, aforada al fuero federal.


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los Arts. 1° de la Ley 48, 2° de la Ley 4.055, y 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1.285/58. El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una sociedad del Estado Nacional que solo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino s/ Ejecución fiscal (ABL)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1663/2017,19 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia


    Juicio ejecutivo. Aportes a obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria, toda vez que la Corte ya se expidió al respecto en la causa: CSJ 228/2013 "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal", y entendió, remitiéndose al dictamen de esta Procuración General, que "...una vez operado el traspaso del personal dependiente de la Nación a la Provincia -y, además, al encontrarse fuera de discusión el hecho de que los involucrados ejercieron su derecho de opción entre las distintas obras sociales- asiste razón a la actora en cuanto a que el objeto de esa convención se cumplió". En consecuencia, se encuentra agotada la atribución de jurisdicción allí prevista. Por lo tanto, la excepción de incompetencia articulada por la provincia no puede ser admitida, debiendo continuar la causa su trámite ante los estrados del Tribunal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1796/2016,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal



    Caducidad. Ley provincial. Pacto de San José de Costa Rica. Constitucionalidad. Tribunales provinciales. Cuestión federal. 


    La validez constitucional de la norma local objetada, en la medida en que se la consideró pertinente para el caso, había sido oportunamente puesta en crisis y no podía el a quo válidamente omitir su evaluación constitucional con base en la tesis de que su aplicación había sido resuelta ya en la primera intervención del tribunal de impugnación, cuando el conflicto con el derecho federal invocado por la querella era sólo hipotético. Efectivamente, la consideración del plazo del artículo 56 de la L.O.J.P. que introdujo el tribunal de impugnación en esa primera decisión, cuando el término aún no se había cumplido, fue el fundamento que privó al acusador particular del agravio que pretendía remediar con arreglo al derecho internacional de los derechos humanos que alegó. El perjuicio recién se materializó cuando, tiempo después, el vencimiento del lapso temporal fijado en aquella regla dio lugar a la resolución de sobreseimiento que el tribunal de impugnación revocó al acoger parcialmente la interpretación propiciada por la querella. De acuerdo con una tradicional jurisprudencia de la Corte, esa omisión del a quo de pronunciarse sobre una cuestión de indudable carácter federal constituye un obstáculo para que la Corte ejerza su competencia apelada, pues en aquellos casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria. Ello es así, pues el respeto cabal del régimen federal de gobierno y de la zona de reserva jurisdiccional de las provincias impone, por un lado, reconocer a los magistrados de todas las instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Constitución Nacional; y, por otro, exige colocar la intervención apelada de la Corte en el quicio que ella le ha señalado: ser su intérprete y salvaguarda final.


    Fiscalía de Cámara s/ Investigación ref. prev. 441


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 87/2017/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Medidas para mejor proveer



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de Servicios Financieros S.A. c/ Municipalidad de Concordia s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1074/2015/1/RH1, 02 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Obras sociales


    Prestaciones de la obra social. Afiliación a obras sociales. Sistema Nacional del seguro de salud. Programa Médico Obligatorio. Discriminación por edad. Jerarquía de los tratados internacionales. Derecho a la salud. Derecho a la vida. Jerarquía constitucional. Adultos mayores. Igualdad ante la ley. 


    Es necesario mencionar que la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, conforme dispone el artículo 4 de la ley 23.890, se encuentra excluida de los alcances de las leyes 23.660 y 23.661. No obstante su condición jurídica respecto del Sistema Nacional del Seguro de Salud, no se controvierte en autos que los implantes odontológicos no están incluidos en las prestaciones del Plan Médico Obligatorio. En ese marco, fue dictada la resolución OSDG n° 273/10 (312110) que califica como "facultativa" a la cobertura de implantes dentales, es decir, que constituye una prestación brindada "con carácter de excepción, en forma parcial y mientras las condiciones económico financieras lo permitan; pudiendo en el futuro modificarla". El derecho a la salud, íntimamente relacionado con el derecho a la vida, es reconocido y garantizado por la Constitución Nacional. De acuerdo con el ordenamiento jurídico, tales derechos de raigambre constitucional, así como los principios y garantías consagrados en la Carta Magna, no son absolutos sino que deben ser ejercidos con arreglo a las leyes que reglamentan su ejercicio (arts. 14 y 28 de la Constitución Nacional), con la única condición de no ser alterados en su substancia. La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada por la República Argentina por ley 27.36, prevé que los Estados Parte se comprometen, entre otras cuestiones, a salvaguardar los derechos humanos de las personas mayores de edad, adoptando todas las medidas necesarias para garantizar el goce efectivo del derecho a la salud física y mental, y a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población, sin ningún tipo de discriminación. En su Preámbulo reafirma que las personas mayores tienen los mismos derechos humanos que otras personas, y que queda prohibida la discriminación por edad en la vejez; y reconoce que la persona, a medida que envejece, debe seguir disfrutando de una vida plena. El artículo 2 de esa Convención conceptualiza entonces a la discriminación por edad en la vejez como cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la edad que tenga como objetivo o efecto, anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en cualquier esfera de la vida pública y privada. La garantía de igualdad requiere que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en idénticas circunstancias, mas no impide que la legislación contemple en forma diferente situaciones que considere distintas, cuando la distinción no es arbitraria ni responde a un propósito de hostilidad contra determinados individuos o clases de personas, ni encierra indebido favor o privilegio, personal o de grupo. La discriminación por edad en la vejez está prohibida expresamente en la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, e impone a los Estados Parte el deber de desarrollar enfoques específicos en sus políticas, planes y legislaciones sobre envejecimiento y vejez. En efecto, frente al derecho que le asiste a las personas de edad avanzada a gozar del nivel más elevado posible de salud física y mental, y la prohibición concreta de efectuar una discriminación basada en la edad, no se advierte razón suficiente para que el actor sea excluido del grupo de beneficiarios y deba acceder a la cobertura de un modo más gravoso, sin que tampoco haya sido invocado por la demandada un fundamento concreto que sustente esa carga.


    Sogga, Luis Constantino c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Recurso de hecho


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 17903/2012/1/RH1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento


    Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Peugeot Citroen Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1041/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    PLA S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 854/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja


    Queja por recurso denegado. Garantías procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Las cuestiones planteadas en el sub lite no se han tornado abstractas, puesto que, aun cuando ha finalizado el conflicto colectivo que dio origen a las actuaciones, persiste un interés jurídico actual y concreto que habilita a emitir un pronunciamiento útil. Cabe recordar que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria por su carácter fáctico y procesal, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, pues en estos casos la doctrina la arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Sin embargo, tal principio reconoce excepción cuando lo resuelto frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. Dicha situación excepcional se configura en el caso, toda vez que la decisión apelada, con el único argumento de que la impugnación se basa en una mera denuncia de lesión a garantías constitucionales, impide en forma definitiva el debate de las cuestiones oportunamente planteadas por la asociación actora incurriendo en una causal de arbitrariedad. Las omisiones del a quo llevan a concluir que, sobre la base de meras apreciaciones formales, se ha prescindido de efectuar un examen de las cuestiones que se encuentran en juego en el sub lite, lo que importa un serio menoscabo de los derechos de defensa y debido proceso de la recurrente (art. 18 de la Constitución Nacional).


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Apelación de resolución administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4592/2015/RH1, 02 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


     Mantenimiento del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa FBB 6631/2014/T01/59/1/1/RH24, "F., José Abdala s/ Recurso".


    D. M., Pierino s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 93002704/2010/TO1/75/1/RH5, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario


    Indemnización. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 3972/2017/CA1-CS1 “Fernández, María Cristina c/ Estado Nacional –Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones –Ley 24.043- Artículo 3”.


    Quevedo De Cobos, Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones -Ley 24.043- Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14387/2017/CA1-CS1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción de Amparo. Deuda pública. Bono nominativo en dólares. Pago diferido. Sentencia arbitraria. Igualdad de trato. Fraude. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 394, L. XLIV, "Tapella, Néstor Carlos y otro c/ EN - Bocones previsionales s/ Amparo Ley 16.986". Precedente de la causa “Paganini”; “Castiglione”.


    La Corte concluyó en que la previsión de que las tenencias se encontraran registradas antes de una determinada fecha para que sus titulares estuvieran exceptuados del diferimiento, se presentaba razonable y descartaba cualquier afectación de la garantía constitucional invocada. Según lo resuelto por la Corte en la causa “Castiglione”, corresponde tener al actor por incluido en las excepciones al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública previstas en el art. 47, inc. d apartado 1, de la ley 25.967, respecto de la cuestionada cantidad de BONTES. Al ser ello así, la decisión del tribunal apelado de considerar que esta parte de los bonos del Tesoro de titularidad del actor no debía ser incluida en las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública, a pesar de que había sido registrada en anterioridad a la fecha en cuestión, se aparta arbitrariamente de las constancias de la causa y de lo dispuesto por el art. 47, inc. d apartado 1, de la ley 25.967, en cuanto exceptúa del diferimiento a la parte de los títulos públicos a los que alude la norma "que cumpla con esta condición”, esto es, que se encuentren acreditados en la Caja de Valores S.A. a la fecha en cuestión; requisito que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa "Castiglione", resulta satisfecho si los bonos en cuestión fueron registrados en aquella entidad en algún momento anterior a la fecha mencionada. Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, cabe hacer notar lo dispuesto por el art. 6° de la ley 27.249, en cuanto autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el art. 5°, en los términos y las condiciones a las que alude aquella norma.


    Balbiani Carlos Ignacio c/ Poder Ejecutivo Nacional (Ley 25.561, Decretos 1.570/01, 214/02 BONTES) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1635/2009/1/RH1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Recursos


    Recurso extraordinario. Queja por denegación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Defensa en juicio. Fondo para el financiamiento educativo. Financiamiento educativo. 


    Ante todo, cabe recordar que, como ha dicho la Corte, si bien, en principio, la procedencia o improcedencia de los recursos locales no es materia susceptible de revisión por la vía prevista en el Art. 14 de la Ley 48, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscita, cabe hacer excepción de tal premisa cuando la solución adoptada redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado y cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, en juicio incompatible con el ejercicio del derecho de defensa y omite ponderar argumentos conducentes para una adecuada solución del litigio. En este sentido, dijo la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no se propone convertir al Tribunal en una tercera instancia, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que sólo tiende a resguardar casos excepcionales en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden sostener que la decisión es una sentencia fundada en ley. Por otra parte, cabe atribuir a la sentencia carácter de definitiva por causar un agravio de insusceptible reparación posterior. Sentado ello, asiste razón a la recurrente al sostener que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es titular de la relación jurídica sustancial que se debate en el proceso, aun cuando pueda no ser la única parte que deba intervenir en el proceso como demandada o tercero. Ello se deriva de que del entramado normativo por el que se instaura el fondo docente en cuestión se deriva una serie de obligaciones atribuidas tanto al GCBA como al Estado Nacional, lo que torna inadmisible que se excluya al primero de la litis. En lo que aquí interesa, la Ley 25.053 establece que las autoridades de la Ciudad de Buenos Aires deberán presentar a la cartera educativa nacional las plantas docentes que cumplen con las condiciones determinadas en las normas como para ser destinatarias del incentivo de marras, sobre cuya base se realizarán las transferencias de los recursos a la jurisdicción. Asimismo, determina que las autoridades del gobierno de la Ciudad Autónoma liquidaran y abonarán a cada docente identificado en la planta aprobada, el importe pertinente discriminado bajo el rubro FONAINDO con los recibos de sueldo correspondientes. Por Decreto Nacional 878/99 se aprobó la reglamentación parcial de la ley, estableciéndose que "a fin de la distribución y transferencia de los fondos recaudados, se suscribirán actas complementarias entre la autoridad de aplicación y cada una de las jurisdicciones, fijándose las obligaciones que asume cada parte estipulando el plazo y forma de cumplimiento de cada una de ellas. Para ello, cada Provincia y la Ciudad de Buenos Aires deberán: a) remitir al Ministerio de Cultura y Educación las plantas docentes de todas las escuelas de gestión pública y de gestión privada subvencionadas, conforme a los criterios fijados entre el Consejo Federal de Cultura y Educación y los gremios docentes con representación nacional; b) incorporar los desembolsos de fondos en las respectivas leyes de presupuesto .... ". En igual orden, el Art. 13 de la mencionada ley estipuló que los criterios para definir la asignación a los distintos cargos serían acordados entre el Consejo Federal de Cultura y Educación y las organizaciones gremiales docentes con personería gremial. A raíz de ello, se aprobó la resolución 102/99 CFCyE, en cuyo anexo "Criterios de distribución", se determinó que "cada provincia y la ciudad de Buenos Aires presentarán una pre liquidación con carácter de declaración Jurada sobre la base de las plantas docentes que cumplan las condiciones de la Ley y las reglamentaciones vigentes" y que "determinada la procedencia de la pre liquidación se formalizarán las actas complementarias y se transferirán los recursos". Por su parte, por medio de sendos decretos locales -548/01, 620/02, 2123/03, 742/04, entre otros- se ratificaron las respectivas actas complementarias entre la cartera ministerial nacional y el GCBA. En ellos, la Ciudad afirmó haber presentado " ... la pre liquidación establecida en el punto 14 del anexo de la resolución 102/99 y su modificatoria 122/99 del Consejo Federal de Cultura y Educación manifestando su representante con carácter de declaración jurada que la misma se ajusta en un todo a las pautas y criterios aprobados por la citada resolución". A ello se agrega que los actores sustentaron su pretensión en que debía cumplirse con lo dispuesto en la Ley local 1528. Por lo expuesto, la sentencia resulta arbitraria porque, sin considerar en su totalidad el régimen normativo del fondo docente en cuestión, cercenó en forma definitiva la posibilidad de que los actores demanden al GCBA, a quien aquél atribuye deberes específicos, y tampoco tuvo en cuenta que los jueces de la causa tenían facultades para integrar la litis con el Estado Nacional, de modo de garantizar debidamente el derecho de defensa de las partes y el dictado de una sentencia útil.


    Bruno, Marcelo José y otros s/ Queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 404/2017/RH1, 19 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Revistas


    Revista humorística. Publicación periodística. Derecho a la imagen. Derecho al honor. Libertad de expresión. Dictadura militar. Delitos contra la humanidad. Interés público. 


    Sátira. Parodia. Caricatura. Figura pública.


    El evento sobre el que trata la publicación debe ser caracterizado como un asunto de interés público, pues trata sobre una protesta llevada a cabo en el espacio público -sede del Estado Mayor del Ejército y del Ministerio de Defensa-, que expresa el cuestionamiento por parte de un grupo de personas, entre las que se encuentra la actora, a los procesos penales por crímenes de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar, y a las políticas de las autoridades del Ministerio de Defensa y de las jefaturas de las fuerzas armadas con relación a esos procesos. Desde que la sociedad argentina tiene un interés especial en el desarrollo de esos procesos judiciales y en las políticas públicas de justicia y memoria, resulta también de interés público el debate y los cuestionamientos que aquellos suscitan. En un caso originado por un reclamo por daños y perjuicios a raíz de una publicación relativa a hechos ocurridos durante la última dictadura militar esta Procuración General destacó la importancia del debate amplio y desinhibido sobre las circunstancias que rodearon la comisión de esos hechos. Las expresiones que motivaron la acción resarcitoria afectaron a la actora en su carácter de figura pública. En efecto, además de ser la presidenta de la Asociación de Familiares y Amigos de los Presos Políticos de Argentina, ha intervenido en la esfera pública generando discusiones en la sociedad sobre el enjuiciamiento de militares y el papel de las autoridades políticas y castrenses en esos procesos. Las expresiones aquí cuestionadas se refieren, precisamente, a una de esas intervenciones. En estas circunstancias, el margen de tolerancia de la actora frente a la crítica periodística debe ser mayor. Tal ha sido la postura adoptada por esta Procuración General y por la Corte Suprema con relación a las personalidades públicas. La expresión bajo análisis, conformada tanto por los titulares como por el fotomontaje, constituye una sátira que conlleva una opinión sobre una materia de interés público referida a una persona involucrada en actividades públicas. La Corte ha definido ciertas pautas relativas al enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor agresivos respecto de terceros que resultan de aplicación a este tipo de expresiones satíricas. Por un lado, ha afirmado que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Por el otro, es necesario considerar la terminología usual en el contexto en el que las expresiones han sido vertidas y el grado de agresividad discursiva propia del medio en cuestión. Con referencia a la crítica política, ha advertido que corresponde tener especial cautela a fin de eludir la autocensura, por lo que es exigible un alto grado de tolerancia ante la opinión dispar y los exabruptos. El criterio de ponderación deberá estar dado por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia. Con respecto a la forma de la expresión, corresponde advertir que la sátira social o política se encuentra tutelada por la libertad de expresión, ya que, en definitiva, es un modo de expresión de ideas que enriquece el debate público. Ya desde el siglo diecinueve, nuestro país presenciaba la aparición de publicaciones que recurrían a la caricatura, el sarcasmo y la ironía a fin de ridiculizar a figuras públicas y acontecimientos sociales. Sin dudas, este tipo de prensa ha constituido una poderosa herramienta de comunicación de ideas y opiniones sobre asuntos públicos y, por ello, merece especial protección constitucional. Resulta pertinente la afirmación de la Suprema Corte de los Estados Unidos en el conocido caso "Hustler Magazine, lnc. v. Falwell", 485 U.S. 46 (1988), según la cual: "las representaciones gráficas y las caricaturas satíricas han jugado un rol prominente en el debate público y político (...) Desde un punto de vista histórico, es claro que nuestro discurso político habría sido considerablemente más pobre sin ellas". Con respecto al medio en el que se inserta la expresión cuestionada, debe partirse de su ya descripto carácter satírico e inverosímil para entender el significado de la publicación y ponderar la entidad del agravio, pues ningún lector de la revista podía razonablemente considerar que lo que se transmitía era información verdadera o creíble acerca de la actora, su vida íntima o su imagen. Finalmente, respecto a si el contenido de la expresión guarda alguna relación con los asuntos de interés público; esto es, el acto de protesta en el que participó la actora en su condición de figura pública, resulta dirimente saber que la composición en su conjunto de locuciones e imágenes busca construir la sátira a través del absurdo en tanto le otorga una connotación sexual a la modalidad de la protesta de la agrupación encabezada por la actora, a la vez que establece una vinculación con los graves crímenes enjuiciados en los procesos que la actora cuestiona. Bajo ese prisma, todo lo que se comunica se enlaza de alguna manera con el acontecimiento político referido, por lo que no existen frases o imágenes que, más allá de su estilo mordaz, se puedan considerar injustificadas o fuera de lugar o que, en palabras de la Corte Suprema, "manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan". No se advierte que la expresión, en el marco de sentido que le brinda el carácter del medio en el que se encuentra, exceda el alcance de una opinión sobre un asunto de interés público. El hecho de que las críticas satíricas expuestas por la revista sean susceptibles de herir los sentimientos de la actora no justifica una condena indemnizatoria. De otro modo, se atentaría contra una de las libertades fundamentales en una república democrática: la preservación del debate relativo a las actividades llevadas a cabo por figuras públicas que son de interés para toda la sociedad. Por consiguiente, la publicación se encuentra amparada por el derecho a la libertad de expresión en materia de opiniones.


    Pando de Mercado, María Cecilia c/ Gente Grossa S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 63667/2012/CS1, 20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Seguro colectivo



    Ley de defensa del consumidor. Consumidores. Facultades del fiscal. Debido proceso. Principio de legalidad. 


    La ley de defensa del consumidor es de orden público, carácter que impone su consideración inexcusable por parte de los jueces de la causa, aun de oficio. Tal como sostuvo la Procuración General en el dictamen emitido en la causa CSJ 1179/2013, "Montilla Ltda. Agraria, Comercial e Industrial SA c/ Resero S.A. y Estado Nacional s/ Daños y perjuicios", a fin de no afectar la adecuada prestación del servicio de justicia, los jueces no pueden impedir a los fiscales tomar vista de una causa, ni suplir la determinación. En esa ocasión, la Procuración General destacó que esa determinación era consonante con la postura adoptada por la Corte Suprema en diversos precedentes. Ante todo, recordó que aun antes de que el Ministerio Público fuera consagrado como un organismo independiente y autónomo en la Constitución Nacional, la Corte había advertido que el cumplimiento de su misión requiere que los fiscales no estén sujetos a las instrucciones de los jueces, quienes no pueden gobernar los criterios adoptados por el Ministerio Público a fin de determinar la existencia de intereses que demandan su actuación. En este contexto, el a quo, al omitir dar vista previa al Ministerio Público Fiscal en un caso que involucra derechos de usuarios y consumidores, afectó sus competencias fijadas en la Constitución Nacional y en la legislación aplicable, citada por la fiscal general en su recurso. Ello le impidió evaluar si en el sub lite se encuentra afectada la legalidad y el interés general de la sociedad. Esa conclusión es, además, concordante con la interpretación que la Corte Suprema ha hecho sobre el modo en el que debe cumplirse la misión constitucional del Ministerio Público Fiscal.


    Consumidores Financieros Asociación Civil para SU Defensa c/ Afluenta S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5635/2014/1/CS1, 05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo VI



    Derecho Internacional


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Demanda laboral. Personal dependiente de consulados. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda


    Es ajena a la competencia originaria de la Corte la demanda laboral promovida contra un consulado, pues los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a esa instancia. Los estados extranjeros no pueden invocar inmunidad jurisdiccional cuando son demandados por cuestiones laborales, por nacionales argentinos o residentes en el país, derivadas de contratos celebrados en la República Argentina o en el exterior y que causaren efectos en el territorio nacional. Constituye una materia propia de la justicia federal, entendida en sentido lato, los casos que comprometen las relaciones con estados extranjeros. Si bien esos estados no revisten la calidad de aforados en orden a la jurisdicción originaria de la Corte, ello no obsta a que los procesos que les conciernan tramiten en la justicia federal, por hallarse implicado el resguardo de las buenas relaciones internacionales.


    Tuninetti, Roberto Andrés c/ Consulado de Italia y otro s/ Despido


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11847/2017/CS1, 04 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    


  


  
    Capítulo VII


    Derecho Laboral


    Accidente de trabajo


    Indemnización. Falta de agravio concreto. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tales excepciones no se presentan en el caso. Por un lado, la resolución apelada establece la competencia ordinaria de un juez nacional, y las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital Federal es competente para intervenir en los autos, constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada a ese Alto Tribunal por la vía excepcional que se intenta. Finalmente, la sentencia en crisis tampoco coloca a los recurrentes, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las codemandadas quedaron sometidas a la justicia nacional del trabajo en la que pueden ejercer las restantes defensas procesales planteadas.


    Robledo, Héctor Pedro c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y otros s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51193/2016/1/RH1, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Intereses. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 6263/2013/1/RH1, "Agüero Gabriel c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente".


    Los agravios que cuestionan la aplicación temporal de la ley 26.773, aquellos que denuncian una alteración en la ecuación económico·financiera y los que denuncian una doble actualización del crédito deben ser desestimados ya que no cumplen con el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48. Aún cuando se entendiera que la recurrente cuestiona el modo en que se realizó la actualización de la prestación prevista en el artículo 14, inciso 2, de la ley 24.557 mediante el índice RIPTE, lo cierto es que la cámara remarcó expresamente que esa actualización solo se aplica al piso mínimo vigente a la fecha del infortunio y no sobre el monto que arroje la fórmula allí prevista. En consecuencia, resulta carente de fundamento la argumentación plasmada en el remedio federal, lo que conduce a declarar, en el punto, la deserción de la apelación.


    Roldan, Diego Emmanuel c/ Mapfre Argentina A.R.T. S.A. s/ Accidente·- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31836/2013/1/RH1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Los agravios que cuestionan la actualización mediante el índice RIPTE de la prestación prevista en el Art. 14, punto 2, inc. a), de la Ley 24.557 encuentran adecuada respuesta en el punto III del dictamen de esta Procuración General en la causa CNT 64722/2013/1/RH 1, "Páez Alfonso, Matilde y otro c/ Asociart ART SA y otro s/ Indemnización por fallecimiento". El agravio concerniente al momento a partir del cual procede la aplicación de intereses remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común que son propios de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria. Los argumentos traídos por el recurrente -vinculados con que debió haberse aplicado por analogía la resolución SRT 104/98 que fija el momento a partir del cual las aseguradoras de riesgo de trabajo incurren en mora en supuestos donde el porcentaje de incapacidad es determinado por una comisión médica- no traslucen que la decisión de la Cámara haya realizado una interpretación irrazonable de las normas de derecho común aplicables, sino que, antes bien, revelan la mera discrepancia del recurrente con la decisión del a quo.


    Agüero, Gabriel c/ Mapfre Argentina S.A. s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6263/2013/1/RH1, 05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente in itinere. Indemnización por accidente de trabajo. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Dictamen de la causa CNT 44994/2013/1/RH1, "Chapo, Claudio José c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Los agravios que cuestionan la aplicación al caso de la Resolución 28/15 de la SSS son procedentes pues si bien remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, ajenas en principio a la instancia extraordinaria, la Corte Suprema tiene dicho que ello no constituye un obstáculo para admitir el remedio federal cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. Al respecto, cabe señalar que, sin perjuicio de la posición sostenida por esta Procuración, la Corte Suprema en Fallos: 339:781, "Esposito", y en precedentes posteriores, se ha pronunciado en contra de la aplicación de los ajustes de las prestaciones dinerarias y sus pisos mínimos previstas en la Ley 26.773 a accidentes ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia. Si bien en este caso no se encuentra en discusión la vigencia de la Ley 26.773 al ocurrir el accidente, la regla de aplicación temporal de los ajustes de prestaciones establecida en aquel precedente de la Corte debió seguirse de forma análoga para resolver la cuestión aquí debatida. Siguiendo el razonamiento de la Corte sentado en el caso "Espósito", la decisión de la cámara, en cuanto actualizó el piso mínimo de la prestación que le corresponde al actor con base en una resolución que no estaba vigente al momento del siniestro, no se ajusta al criterio señalado. Por último, el agravio concerniente al momento a partir del cual procede la aplicación de intereses remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común que son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Graffigna, Bruno Laureano c/ SMG A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48773/2013/1/RH1, 24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Incapacidad laboral. Ley sobre riesgos del trabajo. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Modificación de la tasa de interés. Inadmisibilidad del recurso. 


    Doctrina de Fallos: 335:2333, "Rodríguez Pereyra"; 337:179, "Mansilla", entre otros.


    Aun de considerarse oficioso el pronunciamiento, a la luz de la doctrina sentada por la Corte Suprema en los fallos de la referencia, la declaración de inconstitucionalidad no importó en el presente un claro apartamiento de los términos en que fue trabada la relación procesal. En conclusión, la sentencia en crisis realizó una interpretación de las normas procesales y de derecho común, y de las particulares circunstancias del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no configura un supuesto de arbitrariedad.


    Yetri, Víctor Hugo c/ Varean S.R.L. y otros s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21599/2011/CA2-CS1, 24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Incapacidad laboral. Determinación de la incapacidad. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el caso el remedio federal no logra evidenciar una arbitrariedad manifiesta en la sentencia impugnada puesto que la crítica está vinculada a que el actor padeció una reacción o desorden por estrés postraumático que no es indemnizable en los términos de la citada norma. En el presente no se encuentra en discusión la doctrina de la Corte Suprema sobre los límites de cobertura del contrato de seguros, sino el alcance de las obligaciones que surgen del propio contrato y su relación con la cuantificación del daño, extremos abordados y suficientemente fundados en la sentencia. En conclusión, el a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Villafañe, Miguel Ángel c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51213/2012/2/RH1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidente in itinere. Ley sobre riesgos del trabajo. Incapacidad laboral. Incapacidad parcial. Prueba pericial. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. RIPTE.



    Sobre los agravios que cuestionan la actualización mediante el índice RIPTE, remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, “Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Indemn por fallecimiento” resuelto de conformidad por la Corte Suprema. Respecto a la interpretación del artículo 3 de la ley 26.773 opinión de la Procuración General en los casos: CNT 64722/2013/1/RH1, “Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Indemn por fallecimiento”; CNT 33141/2013/2/RH1, “Bareiro Acosta, Jorge Alberto c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente – ley especial”; CNT 27907/2013/1/RH1, “Pezzarini, Juan Martín c/ La Caja Aseguradora de Riesgo del Trabajo S.A. s/ Accidente -ley especial”.


    Los agravios referidos a la determinación de la incapacidad física y la valoración de la prueba pericial médica remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Dorado Añez, Ricardo Daniel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1817/2014/1/RH1, 04 de octubre de 2018


    Ver dictamen


     


    Indemnización adicional. Intereses. Insuficiencia del agravio. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnizacion por fallecimiento".


    La decisión del a quo relativa al cómputo de intereses no es refutada mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación.


    Encina, Marcelo Alejandro c/ QBE Argentina A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19427/2014/1/RH1, 15 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Determinación de la incapacidad. Prueba. Pericia médica. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. 


    Los agravios referidos a la determinación de la incapacidad y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, que resultan materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del Art. 14 de la Ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los Art. 17 y 18 de la Constitución Nacional. La sentencia en crisis realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Elías, Sergio Mariano c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3254/2014/1/RH1, 14 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Los agravios referidos a la determinación de la incapacidad y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, que resultan materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del Art. 14 de la Ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los Art. 17 y 18 de la Constitución Nacional. El recurrente no expuso argumentos científicos que justifiquen apartarse de lo observado en el dictamen pericial. El a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Fleita, Luis Gustavo c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 43272/2013/1/RH1, 27 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Incapacidad laboral. Reparación integral. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la Corte. 


    Si bien los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho común -ajenas a la instancia del Art. 14 de la ley 48-, no resulta óbice cuando el fallo contiene una ponderación de la realidad económica que satisface solo en apariencia el principio de reparación integral o no constituye una decisión razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa. El pronunciamiento apelado desatendió la doctrina de la Corte Suprema referida al principio de reparación integral al confirmar la determinación del daño material causado por el accidente de trabajo sobre la base de la aplicación de una fórmula que repara únicamente la pérdida de capacidad de ganancia del operario hasta que se encuentre en condiciones de acceder a la jubilación ordinaria. La Corte ha criticado la utilización de una fórmula que "sólo atiende a la persona humana en su faz exclusivamente laboral, vale decir, de prestadora de servicios". Agregó que tal criterio de evaluación, por lo reduccionista, resulta opuesto frontalmente al régimen jurídico que pretende aplicar, dada la comprensión plena del ser humano que informa a éste. Al respecto, la doctrina constitucional de esta Corte tiene dicho y reiterado que “el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales”, ya que no se trata “de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres”. La Corte dijo que "la incapacidad del trabajador, por un lado, suele producir a éste un serio perjuicio en su vida de relación, lo que repercute en sus relaciones sociales, deportivas, artísticas, etc., y que, por el otro, debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable. De ahí, que “los porcentajes de incapacidad estimados por los peritos médicos no conforman pautas estrictas que el juzgador deba seguir inevitablemente toda vez que no sólo cabe justipreciar el aspecto laboral sino también las consecuencias que afecten a la víctima, tanto desde el punto de vista individual como desde el social, lo que le confiere un marco de valoración más amplio”. Tampoco ha dejado de destacar que en el ámbito del trabajo, incluso corresponde indemnizar la pérdida de “chance”, cuando el accidente ha privado a la víctima de la posibilidad futura de ascender en su canoera. Esas pautas fueron destacadas por esta Procuración General en "Núñez”. En el precedente "Milone" la Corte adujo que debe evaluarse si la indemnización consagra una reparación equitativa, o sea, que resguarde el sentido reparador en concreto y que una reparación inadecuada mortifica el marco de libertad constitucionalmente protegido resultante de la autonomía del trabajador y, en su caso, de su familia que experimentan una profunda reformulación de su proyecto de vida. En el precedente registrado en Fallos: 340:1038, "Ontiveros", la Corte dijo que "es la violación del deber de no dañar a otro lo que genera la obligación de reparar el menoscabo causado y tal noción comprende todo perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria que afecte en forma cierta a otro en su persona, en su patrimonio y/o en sus derechos o facultades. Dicha reparación no se logra si el resarcimiento resulta en valores insignificantes en relación con la entidad del daño resarcible". Tales aspectos, omitidos en el fallo en estudio, debieron haber sido ponderados a fin de determinar el monto del resarcimiento, máxime considerando la gravedad del detrimento y su repercusión en el proyecto de vida de la damnificada. La razonabilidad de la cuantificación se vio mermada por dos cuestiones. Por un lado, la fórmula tomó como base de cálculo el salario de la actora al mes de agosto de 2005, que estaba lejos de representar que percibiría al momento de dictarse la sentencia del Tribunal del Trabajo de acuerdo a la escala salarial de la categoría de la actora. Por el otro, la fórmula contempla un interés del 6% anual, que desatiende la realidad económica. Finalmente, la sentencia apelada confirmó que al monto de condena debía añadirse intereses calculados con arreglo a la tasa pasiva y rechazó con argumentos meramente dogmáticos los agravios llevados a la instancia por la recurrente quien peticionó la aplicación de la tasa activa. En este sentido, esta Procuración General estimó arbitraria una sentencia que no había realizado un análisis acabado de los agravios vinculados a la afectación que la tasa pasiva de interés podría causar al derecho de propiedad del actor, acreedor de un crédito laboral, ni había ponderado elementos prima facie conducentes, tales como la pérdida del valor real del crédito en relación con diversos factores macroeconómicos.


    Campano, Sandra Viviana c/ INC S.A. (Supermercados Norte S.A.) s/ Indemnización por accidente de trabajo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4878/2015/RH1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidente in itinere. Ley sobre riesgos del trabajo. Capacidad laboral. Determinación de la incapacidad. Porcentaje de incapacidad. Prueba pericial. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. El artículo 9 de la Ley 26.773, plantea la aplicación de la tabla de incapacidades como una garantía en la protección de los trabajadores damnificados a fin de evitar tratos desiguales en la evaluación de incapacidades o la exclusión arbitraria de algunas dolencias, y no como un límite de cobertura en favor de los obligados al pago de las prestaciones.


    Benítez, Walter Alfredo c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13059/2015/1/RH1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Determinación de la incapacidad. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La recurrente se agravia con fundamento en la supuesta omisión de aplicar el baremo previsto en el decreto 659/1996. Ello resulta insuficiente para mostrar la arbitrariedad de la sentencia pues, el artículo 9 de la Ley 26.773, plantea la aplicación de la tabla de incapacidades como una garantía en la protección de los trabajadores damnificados a fin de evitar tratos desiguales en la evaluación de incapacidades o la exclusión arbitraria de algunas dolencias, y no como un límite de cobertura en favor de los obligados al pago de las prestaciones. Para más, el remedio federal solo cuestiona el porcentaje de incapacidad física atribuido sin hacer referencia a los restantes elementos que integran el daño, los cuales deben ser analizados en forma íntegra al determinar la incapacidad laboral.


    Sánchez, Alexis Leonel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente in itinere


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2327/2016/RH1, 31 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente in itinere


    Incapacidad. RIPTE. Actualización monetaria. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Art. 3, Ley 26.773. Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento”. Precedente “Espósito”.


    Los agravios que cuestionan la aplicación al caso de la Resolución 6/15 de la Secretaría de Seguridad Social son procedentes pues, si bien remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas en principio a la instancia extraordinaria, la Corte tiene dicho que ello no constituye un obstáculo para admitir el remedio federal cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. Sin perjuicio de la posición sostenida por esta Procuración en los autos CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente-Ley especial", la Corte en ese mismo caso (Fallos: 339:781), y en precedentes posteriores, se ha pronunciado en contra de la aplicación de los ajustes de las prestaciones dinerarias previstas en la ley 26.773 a accidentes ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia. Si bien en este caso no se encuentra en discusión la vigencia de la ley 26.773 al ocurrir el accidente, la regla de aplicación temporal de los ajustes de prestaciones establecida en aquel precedente de la Corte debió seguirse de forma análoga para resolver la cuestión. En el caso "Espósito" la Corte sostuvo que “del juego armónico de los Arts. 8° y 17.6 de la Ley 26.773 claramente se desprende que la intención del legislador no fue otra que la de: (1) aplicar sobre los importes fijados a fines de 2009 por el Decreto 1694 un reajuste, según la evolución que tuvo el índice RIPTE entre enero de 2010 y la fecha de entrada en vigencia de la Ley, que los dejara "actualizados" a esta última fecha; y (2) ordenar, a partir de allí, un reajuste cada seis meses de esos importes de acuerdo con la variación del mismo índice. La ley 26.773 dispuso el reajuste mediante el índice RIPTE de los "importes" a los que aludían los Arts. 1°, 3° y 4° del Decreto 1694/09 exclusivamente con el fin de que esas prestaciones de suma fija y pisos mínimos reajustados se aplicaran a las contingencias futuras; más precisamente, a los accidentes que ocurrieran y a las enfermedades que se manifestaran con posterioridad a la publicación del nuevo régimen legal. El texto del Art. 17.5 no dejó margen alguno para otra interpretación. Esa precisa regla de aplicación temporal no puede dejarse de lado mediante la dogmática invocación de supuestas razones de justicia y equidad". La decisión de la cámara, en cuanto actualizó el piso mínimo de la prestación que le corresponde al actor con base en una resolución que no estaba vigente al momento del siniestro sino que expresamente fue prevista para regir durante el semestre comprendido entre el 1/03/2015 y el 31/08/2015, no se ajusta al criterio señalado. Es un hecho no controvertido que las disposiciones vigentes al momento del infortunio contemplaban el pago de una prestación dineraria, actualizada por Resolución 34/13 SSS, destinada a reparar el daño ocasionado por la incapacidad laboral que el hecho provocó. Prestación a la que la cámara le adicionó intereses desde la fecha del alta médica.


    Chapo, Claudio José c/ Galeno A.R.T. s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44994/2013/1/RH1, 05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


     Incapacidad. Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. RIPTE. Recurso extraordinario. Queja por apelación denegada. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación autónoma. Deserción del recurso.


    Actualización mediante el índice RIPTE. CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ ASOCIART ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento".


    En primer lugar, los agravios que cuestionan la actualización mediante el índice RIPTE de la prestación prevista en el artículo 14, apartado 2, inciso a, de la ley 24.557 encuentran adecuada respuesta en el punto III, del dictamen de la remisión. En segundo lugar, los agravios que cuestionan la declaración de invalidez del artículo 3 de la ley 26.773, no cumplen con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. En efecto, ese planteo no constituye una crítica concreta y razonada de la sentencia apelada, pues la recurrente se limita a afirmar que los accidentes in itinere se hallan excluidos de la compensación adicional del artículo 3 de la ley 26.773, pero no rebate los argumentos brindados por la cámara que parte de esa misma interpretación para sostener luego que tal exclusión resulta inconstitucional por establecer un trato disímil infundado, violatorio del principio de igualdad.


    Miño, Hugo Omar c/ Liberty A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20074/2013/2/RH1, 16 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad.



    Actualización mediante el índice RIPTE: remisión al precedente “Espósito”.


    Los agravios referidos a la atribución de responsabilidad derivada de un accidente de trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del Art. 14 de la Ley 48 máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los Arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. La cámara consideró que si bien la aseguradora de riesgos del trabajo, salvo en caso de autoseguro o de empleador no afiliado, es la obligada al pago de la prestación aquí reclamada, en el caso particular, el desistimiento de su citación como tercero permitía condenar al empleador, salvaguardando su derecho a repetir contra la Aseguradora. Esa decisión, más allá de su grado de acierto o error, no luce irrazonable, pues, el contrato de seguro celebrado entre la demandada y su aseguradora es ajeno al actor. De tal forma, la citación de la ART era en interés de la primera, en su carácter de principal obligada a la reparación de los daños derivados de un accidente laboral. Una decisión contraria implicaría la pérdida de la acción del trabajador tendiente a perseguir el cobro de la diferencia indemnizatoria que tiene por objeto reparar la incapacidad sufrida en el marco de la relación que lo vincula con el empleador, derecho que se encuentra reconocido judicialmente. En este punto, la sentencia en realizó una interpretación de las normas procesales y de derecho común, y de las particulares circunstancias del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no configura un supuesto de arbitrariedad.


    García, Cristian Gabriel c/ INC S.A. s/ Otros reclamos - daños y perjuicios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24368/2010/1/RH1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia


    Contienda negativa de competencia. Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Derecho laboral. 


    Remisión al dictamen de esta Procuración General y resuelto en sentido concordante por la Corte Suprema en fallos 340:620 "Faguada”.


    Barcos, Gustavo Antonio c/ La Segunda A.R.T. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39360/2015/CS1, 23 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Despido. Derecho laboral. Competencia laboral. 


    Se ha configurado un conflicto de competencia que debe resolver esa Corte Federal, de conformidad con el establecido en el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, texto según Ley 21.708. En ese contexto, y a efectos de dirimir el conflicto planteado corresponde estar, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de inicio y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho en que se funda la acción, la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. De los hechos denunciados surge que vinculó a las partes una relación laboral, y que el reclamo tiene origen en su extinción injustificada con sustento en normas de derecho común, sin que se controviertan aspectos propios de la organización del sistema nacional de salud, lo cual excluye la competencia federal. Merece recordarse que el Artículo 38 de la Ley 23.661 dispone dicha competencia para aquellas cuestiones que, de un modo u otro, comprometan principios considerados por la Ley referida y en la medida que los conflictos afecten la instrumentación o planificación de las prestaciones médico asistenciales de la Ley de obras sociales y de salud.


    Orellano, Silvia René y otro/a c/ U.A.T.R.E. y otro/a s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 866/2018/CS1, 01 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Economía procesal. Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Derecho laboral. Daños y perjuicios. Indemnización. Competencia laboral. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General, y resuelto de conformidad por la Corte Suprema, en Fallos: 340:620, "Faguada".


    En forma previa, se advierte que para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió, de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. No obstante, se opina que razones de economía, celeridad procesal y de mejor administración de justicia aconsejan dejar de lado ese óbice formal, y expedirse sobre el conflicto planteado.


    Maidana, Miguel Ángel c/ Profru A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 73058/2016/CS1, 06 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Daños y perjuicios. 


    Remisión al dictamen de esta Procuración General, resuelto de conformidad por la Corte Suprema, en Fallos: 340:620, "Faguada".


    Los hechos de la demanda, deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia.


    Da Silva, Valeria Beatriz c/ Botas Artesanales S.R.L. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7245/2015/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


     Derecho laboral.


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General y resuelto, en sentido concordante, por la Corte Suprema en el precedente registrado en Fallos: 340:620, "Faguada".


    Guillen Bernal, Daniel c/ Tito González Automotores S.A. s/ Accidente - acción civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36350/2017/CS1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Daños y perjuicios. 


    Remisión al, dictamen de esta Procuración General y resuelto de conformidad por la Corte Suprema, en Fallos: 340:620, "Faguada".


    Si bien para la correcta traba del conflicto de competencia es necesario el conocimiento por parte del órgano que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene su postura, razones de economía y de celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese óbice y expedirse sobre la contienda planteada.


    Hagemann, Marcelo c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2642/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Competencia laboral.


    Sin perjuicio del modo defectuoso en que se trabó el conflicto, dado que no medió, en rigor, una atribución recíproca de competencia, la índole de los derechos debatidos y razones de economía procesal, aconsejan que la Corte ejercite la facultad conferida por el artículo 24, Inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58 y resuelva sin más trámite la cuestión. En la tarea de esclarecer las contiendas sobre competencia es preciso valorar, primariamente, la relación de hechos contenida en la demanda y, después, en tanto se adecue a ellos, el derecho alegado como base de la pretensión, amén de indagar en su origen, naturaleza y en la relación jurídica habida entre las partes. La circunstancia de que el reclamo sea incoado por una trabajadora que prestó servicios para el Ministerio de Desarrollo Social de la ciudad no desplaza la competencia laboral. Es que, por un lado, la materia del pleito atañe exclusivamente al derecho común y no al derecho público local, y, por otro, la acción no se funda sólo en reglas civiles, sino que se apoya igualmente en disposiciones laborales. En esos términos, en que se reclama, asimismo, a una entidad de derecho privado, como la aseguradora de riesgos del trabajo, no corresponde que la cuestión sea resuelta por los jueces en lo contencioso administrativo y tributario locales, sino por la justicia nacional del trabajo, teniendo en cuenta que no se concretó aún la transferencia de la justicia nacional laboral ordinaria al poder judicial local ni se creó en ese ámbito un fuero especializado en la resolución de estos asuntos. Cabe recordar que, como se expuso en el antecedente "Faguada", el fuero nacional del trabajo asegura un piso mínimo de garantías inherentes a la especial tutela de los derechos del trabajador, tales como el impulso procesal de oficio y el beneficio de la gratuidad.


    Benítez, Norma c/ Gobierno Ciudad Autónoma Buenos Aires y otro s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 98247/2016/CS1-CA2, 21 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Derecho laboral. 


    Remisión al dictamen de esta Procuración General en la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow SA y otros s/ Despido", y resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.


    Alegre, Pablo Fermín c/ Andreani Logística S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44586/2014/CA2-CS1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de esta Procuración General y resuelto en sentido concordante por la Corte en fallos 340:620, "Faguada".


    Lencina, Jorge Nicolás c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 56519/2015/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Derecho laboral. Enfermedad profesional. Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. 


    Remisión al dictamen de esta Procuración General, resuelto de conformidad por la Corte Suprema en fallos 340:620, "Faguada".


    Lysenko, Oleksandr c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 81221/2016/CS1, 21 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia



    Despido. Salarios adeudados. Indemnización por despido. Acumulación de procesos. Perpetuatio jurisdictionis. Competencia laboral. 


    La admisión del fórum conexitatis posibilita la sustanciación ante un mismo juez de casos relacionados, y su aplicación constituye una causal de excepción a las normas generales sobre competencia que importa admitir el desplazamiento de un litigio a favor de otro juzgado, con apoyo en la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones vinculadas por la misma relación jurídica y de suprimir así el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios. Además, es doctrina de la Corte que, la acumulación de los litigios deviene procedente, no obstante que no concurra la estricta triple identidad de sujetos, objeto y causa, si existe la posibilidad de que se pronuncien resoluciones contrapuestas.


    Cruces, Rodrigo c/ Estudio Garrido Abogados Sociedad Civil y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64494/2014/CS1-CA1, 13 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Competencia por la materia. Justicia nacional del trabajo. 


    Remisión al dictamen de la causa “Faguada”, Fallos: 340: 620, resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Petruccelli, Exequiel Mariano c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60356/2016/CS1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Enfermedad accidente. Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Competencia laboral. 


    Artículo 20 de la Ley 18.345.


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las leyes de procedimiento nacionales y a tal efecto debe estarse a los hechos relatados en la demanda, y en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación habida entre las partes.


    Vitale, Daniel Enrique c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Enfermedad accidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1406/2018/CS1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Indemnización. Fondos de reservas de la ley sobre riesgos del trabajo. Superintendencia de riesgos del trabajo. Competencia federal. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho en que se basa el reclamo. También incumbe indagar en el origen y la naturaleza de la pretensión, y en la relación de derecho existente entre las partes. La acción resarcitoria no se dirige contra la aseguradora de riesgos del trabajo oportunamente contratada por el empleador, sino contra aquella que gerencia, en el supuesto, el fondo de reserva previsto en el Art. 34 de la Ley 24.557, bajo la supervisión de los entes de control del sistema de riesgos laborales, y contra los dos organismos públicos a los que atañe la administración de ese fondo de reserva y el control de la compañía contratada para proveer las prestaciones omitidas, sin perjuicio de la citación del ente liquidador de la aseguradora. La Corte ha reiterado que cuando una persona aforada es demandada ante jueces locales, puede prorrogar la jurisdicción y contestar la demanda sin oponer excepciones, pero, por el contrario, no podrá renunciar el fuero federal cuando sea requerida en ese ámbito. La Superintendencia de Seguros de la Nación y la Superintendencia de Riesgos del Trabajo son entidades autárquicas sitas en jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas y del Ministerio de Trabajo, respectivamente, y han sido requeridas en sede federal, y esa jurisdicción debe prima facie prevalecer pues a ella le corresponden los casos en que la Nación o sus entes autárquicos sean parte, sin que quepa distinguir en cuanto a la materia del litigio o a la posición procesal que asume la persona con derecho al fuero de excepción.


    Corchio, Horacio Cristian c/ Superintendencia de Seguros de la Nación y otros s/ Accidente de trabajo con A.R.T.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2476/2017/CS1, 11 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa “Faguada”, resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Tal como surge del relato de los hechos de la demanda, el actor reclama la reparación integral de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de un accidente de trabajo sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral.


    Navarro, Walter Gustavo c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25872/2017/CS1, 15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Despido. Acción de repetición. Obligaciones solidarias. Competencia nacional. 


    El Tribunal ha reiterado que para dilucidar estas contiendas debe considerarse, principalmente, la relación de hechos contenida en la demanda y después, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado en sustento del reclamo. La acción intentada no se funda en el convenio que pudo haber unido a los litigantes, sino que se apoya en disposiciones civiles referidas al reintegro del pago realizado en virtud de la responsabilidad solidaria habida entre la actora y los particulares demandados.


    Trafipaq S.R.L. c/ Cela, Atilio Ismael y otros s/ Ejecución de sentencia


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 31322/2014/CA2-CS1, 22 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Empleo no registrado. Regularización del trabajador. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se trata en el caso de un recurso interpuesto contra la sentencia de un juez federal de primera instancia con asiento en las provincias, de acuerdo con el artículo 15 de la ley 24.463, sino en un recurso judicial directo contra una resolución de un organismo administrativo, en relación a una multa relativa al incumplimiento del debido registro de alta de un grupo de trabajadores, por lo que no resulta aplicable lo dispuesto en la acordada CSJN 14/2014 y la doctrina emanada del precedente "Pedraza". Por lo demás, en el artículo 3°, inciso b, de la resolución 611/10 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, se dispone que la resolución de la Dirección de Resolución de la Fiscalización n° 53.136, es recurrible ante la Cámara Federal de la Seguridad Social, con el modo y en los plazos previstos en el artículo 9 de la ley 23.473 y sus modificatorias.


    Rocamora Navas, José Antonio c/ Ministerio de Trabajo, Empleos y Seguridad Social s/ Apelación multas


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11875/2013/CS1, 01 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidente in itinere. Reparación integral. Daños y perjuicios. Juzgado de primera instancia. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa "Faguada", resuelto de conformidad por la Corte Suprema en Fallos: 340:620.


    Alarcón, Pablo Ariel c/ Asociart S.A. A.R.T. s/ Accidente - ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22379/2015/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia



    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa: “Faguada”, y resuelto en sentido concordante por la Corte Suprema en Fallos: 340:620.


    Marin, Armando c/ Asociart. A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33392/2016/CS1, 21 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario. Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen pronunciamientos definitivos en los términos del Art. 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. La Corte, en el precedente dictado en el caso "Sapienza", abandonó la doctrina señalada y ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517, "Corrales", que establece que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio". No obstante ello, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la competencia que el Alto Tribunal asignó al juzgado federal de primera instancia en el caso "Mendoza" está limitada a los supuestos establecidos en los considerandos 20 a 22 de esa sentencia, cuyo alcance fue aclarado posteriormente en Fallos: 332:2522. De la lectura de esos considerandos surge que no se encuentra incluida la competencia para entender en acciones, como la del sub lite, que persiguen el pago de indemnizaciones laborales. La sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así, dado que no clausuró la vía procesal promovida y, por ende, la demandada quedó sometida a la justicia nacional del trabajo en la que puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas.


    Rolon, Romina Elba c/ Autoridad Cuenca Matanza Riachuelo s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 85098/2016/1/RH1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Despido. Certificado de servicios. Accidentes de trabajo. Acumulación objetiva de acciones. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Artículo 44 de la Ley 18.345.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento. En lo tocante al despido, las circunstancias vinculadas con el empleo se habrían verificado mayormente en el marco provincial, donde se domicilian tanto el actor como la sociedad empleadora, su presidente y su apoderado. Si bien en el pleito iniciado en sede nacional se ha materializado una acumulación objetiva de acciones "al agregarse al despido el reclamo de un infortunio de trabajo respecto de la aseguradora", lo concreto es que se controvierte acerca del convenio colectivo y de la categoría del trabajador, extremo que, al incidir sobre la cuantía del salario, justifica la tramitación conjunta de los reclamos, incluido el referente a los riesgos del trabajo.


    Pérez, Héctor Daniel c/ Pochtaruk, Adolfo y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 65508/2015/CS1, 23 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Sindicatos. Delegado gremial. Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. 


    No existe un real conflicto entre los Jueces contendientes que la Corte deba dirimir. Pues la resolución del juzgado criminal no sustrae nada de la competencia que la Ley 23.551 asigna a la Cámara del Trabajo, en tanto que la finalidad de hacer cesar el delito implica asumir como dado aquello que, consideradas todas las circunstancias, el juez todavía tenía que probar, y que tampoco se explica por completo el alcance de su rol de garante de los derechos sindicales en el marco del proceso penal. En todo caso, cabría discernir si se trata de una decisión efectiva o más bien una formalidad, pero en cualquier caso de ninguna manera impide a la cámara ejercer su competencia en lo atinente al "conflicto intrasindical", ya sea respecto de lo que actualmente se encuentra sometido a su consideración o de la revisión judicial, si así procede, de cualquier otra decisión ministerial, incluyendo las que se adopten en cumplimiento de la resolución que generó esta incidencia.


    Unión Personal de Seguridad c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 102832/2016/CS1, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario. Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    Ha reiterado el Tribunal que las decisiones sobre competencia no autorizan -como regla- la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, el principio admite excepciones en los casos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. A ello se suma la jurisprudencia de la Corte que establece que la falta de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la errónea interpretación del derecho que exige el caso. Por aplicación concreta de tales principios, esta apelación no puede prosperar, toda vez que las resoluciones que deciden sobre la distribución de competencia entre los tribunales nacionales con asiento en Capital Federal, en virtud del carácter federal de todos ellos, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. Si bien la Corte, en el precedente dictado en "Sapienza", abandonó tal doctrina y ratificó el criterio explicitado en Fallos: 338:1517, "Corrales"; y 339:1342, "N.N.", según el cual: no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para solucionar cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio hasta tanto se efectivice la transferencia de competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la doctrina tradicional. La determinación de cuál de los tribunales de Capital Federal es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de carácter procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción extraordinaria. A ello se añade que la decisión en crisis tampoco coloca al apelante en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa la defensa en juicio, dado que no clausuró la vía procesal promovida y, por ende, la demandada quedó sometida a un fuero determinado en el que podrá ejercer sus pretensiones.


    Unión del Personal Civil de la Nación c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6008/2015/1/RH1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 889/2018/CSJ, "Cisneros, Adriana y otro/a c/ Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación (SOEME) s/ Materia a categorizar".


    Ponce, Haydee Soledad y otros c/ Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación (SOEME) s/ Materia a categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 890/2018/CS1, 05 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Reintegro de aportes y contribuciones. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CNT 39185/2014/CS1, "Rossomando, Silvia Ester H. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de pesos".


    Para esclarecer las cuestiones de competencia se debe acudir de modo principal a la exposición de los hechos realizada en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión; así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. En el fallo “Rossomando Silvia Ester H” se adujo que la pretensión se origina en un ámbito ajeno al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones de la ley n° 24.241, razón por la cual no hablita la intervención del fuero de la seguridad social (art. 2, ley 24.655). También se dijo que la jurisdicción laboral incluye las causas en las que reviste influencia decisiva la determinación de extremos directamente vinculados con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo (arts. 20 y 21, L. O.), como acontece aquí, donde se reclama la restitución de aportes a la Caja Compensadora administrada por la demandada, con apoyo en normas estatutarias y convencionales. Al margen de sus ribetes previsionales, el conflicto se halla imbricado con aspectos colectivos del derecho laboral, al que las partes se habrían sujetado no por mandatos de seguridad social, sino en virtud del vínculo laboral que los uniera.


    Giraudo, Carlos Alfredo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Otros reclamos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 11070080/2011/CS1, 30 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa: “Faguada”, y resuelto de conformidad por la Corte Suprema en Fallos: 340:620.


    Laveglia, Octavio Bruno c/ Provincia A.R.T. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38980/2016/CS1, 21 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios


    Enfermedad profesional. Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedio federal interpuesto es inadmisible pues no se dirige contra una sentencia definitiva. Asimismo, la recurrente no ha presentado razones que permitan concluir que el pronunciamiento atacado constituye una sentencia equiparable a definitiva. La resolución impugnada no ha colocado a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata su derecho a la defensa en juicio, dado que esa decisión no clausuró la vía procesal intentada y ella quedó sometida a la jurisdicción nacional del trabajo en la que podrá ejercer las defensas procesales planteadas. Según ha recordado la Corte Suprema en numerosas ocasiones, la invocación de la arbitrariedad o de agravios constitucionales no suple la ausencia del requisito de la sentencia definitiva a los fines de la procedencia de la apelación federal.


    Gentile, Javier Augusto c/ Establecimiento Las Marías S.A. y otro s/ Interrumpe prescripción


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67458/2015/1/1/RH2, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Demanda laboral



    Despido. Responsabilidad solidaria. Socio gerente. Recurso extraordinario. Fundamentación de sentencias. Discrepancias del recurrente. 


    Lo relativo a la existencia o inexistencia de un vínculo laboral entre las partes y a la apreciación de los elementos demostrativos de aquel, así como también lo referido a la extensión de la condena a los socios y a la determinación de la base salarial para el cálculo de la indemnización, remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el Art. 14 de la Ley 48; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los Arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el caso de autos, no se encuentra controvertido que existió una relación laboral entre las partes. El superior tribunal analizó las pretensiones y defensas de las partes a la luz de la prueba documental, confesional, testimonial y pericial contable y concluyó que existió un único vínculo de naturaleza laboral que se extinguió por despido directo. La extensión solidaria de responsabilidad a los socios gerentes en los términos del Art. 59 y 274 de la Ley 19.550 se encuentra suficientemente fundada, máxime considerando que la sentencia recurrida entendió que existió una única relación laboral entre las partes y, si bien el superior tribunal fundó la confirmación de este punto en el Art. 54 de esa ley, los recurrentes no rebatieron los argumentos señalados. El a quo realizó una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de los elementos probatorios del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de los recurrentes pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Diconca, Jorge Wilson c/ AR.GA.VA. S.R.L. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1559/2014/1/RH1, 20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Despido



    Reclamo salarial. Relación de dependencia. Desconocimiento de la relación laboral. Locación de servicios profesionales. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Afirmaciones dogmáticas. Fundamento aparente.


    Si bien lo atinente a la existencia de vínculo laboral remite al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, extrañas a la instancia, cabe hacer excepción al principio cuando, la sentencia no ha dado adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con los planteos de las partes, las constancias del caso y la normativa aplicable, de manera tal que la decisión se funda en afirmaciones dogmáticas que le proveen un sustento aparente. Con respecto a la remisión de la sentencia a Fallos: 338:53, cabe poner de resalto que se trata de un supuesto distinto al examinado y su aplicación automática torna a la sentencia arbitraria. Por lo demás, en el caso, la actora carece de todas las características que den pautas claras de su autonomía profesional.


    Gómez, Andrea Paola c/ Centro Argentino de Fertilidad y Ginecología S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47076/2010/1/RH1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Conciliación laboral. SECLO. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. Por lo demás, cabe recordar que la Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. En efecto, la sentencia apelada no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues, quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender a sus planteos. A su vez, tampoco se observa que se encuentre afectado el debido proceso. Al respecto, resulta pertinente señalar, en primer lugar, que la demandada no cuestiona la validez del acta de audiencia y cierre del procedimiento de conciliación laboral llevado a cabo ante el organismo administrativo, en la cual se dejó expresa constancia de que se hallaba expedita la vía judicial por haber concluido aquella etapa previa y obligatoria. En consecuencia, si la propia administración decide que el nuevo procedimiento se aplicará a las actuaciones administrativas iniciadas a partir del 1 de marzo de 2017, y reconoce virtualidad para agotar esa instancia a los trámites iniciados por ante el SECLO con anterioridad a esa fecha, cabe sostener que el procedimiento administrativo concluido en la causa, resulta válido y eficaz para habilitar la instancia judicial.


    Luna, Dolores Eduviges c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21684/2017/1/RH1, 23 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Periodista profesional. Empresa periodística. Estatuto del periodista. Aplicación del convenio colectivo. Interpretación del convenio colectivo. Interpretación sistemática. Aplicación de la ley. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Laudo 17/75. Remisión al dictamen de la causa CSJ 382/2016/CS1, "Assuma, Orlando c/ Supercanal S.A. s/ Despido”. Convenio Colectivo de Trabajo 17/75 de Trabajadores de Prensa de la provincia de Mendoza.


    De acuerdo con la doctrina de la Corte Suprema, de constatarse la tacha de arbitrariedad no habría en rigor sentencia propiamente dicha, sin perjuicio de la naturaleza federal de algunas cuestiones planteadas. La decisión recurrida se encuentra desprovista de fundamentos válidos en cuanto excluyó del alcance del artículo 58 del Convenio referido al actor. El derecho a la concertación de las convenciones colectivas de trabajo está garantizado por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y, éstas constituyen una fuente de derecho de origen extraestatal que, tras su homologación se incorporan al régimen normativo laboral. El convenio colectivo referido tiene un alcance material y temporal definido por la misma norma con absoluta prescindencia del conflicto laboral que antecede a su creación. En ese orden, resulta irrelevante que las empresas de periodismo digital no existieran a la fecha de emisión del convenio si, por sus características, están comprendidas en el ámbito que la norma tuvo vocación de regir. La mera aparición de un nuevo formato masivo de difusión, como el medio on line o digital, que nuclea trabajadores alcanzados por el Estatuto del Periodista Profesional, no puede razonablemente excluir a esos trabajadores del convenio colectivo aplicable a su actividad. Adviértase que una misma empresa puede utilizar diferentes formatos y que, incluso, un mismo material periodístico puede ser adaptado y difundido por múltiples vías de expresión, situación que se complejiza aún más a raíz de los avances en la tecnología aplicada a la comunicación. Por ello, luce arbitraria una interpretación de la norma colectiva que conduzca a una inadecuada fragmentación del régimen jurídico aplicable a los periodistas según el soporte empleado para la difusión. Por lo demás, si bien el convenio refiere, a las empresas de radio, televisión y prensa filmada, no agota en ellas su ámbito de aplicación, pues incluye el concepto más amplio y abarcador de empresas periodísticas, contemplando así otros medios como, por ejemplo, la prensa escrita.


    De La Rosa, Gerardo Ignacio c/ Territorio Digital S.A. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 630/2016/CS1, 23 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Legislación rural


    Derecho de trabajar. Regularización del trabajador. Constitucionalidad de las leyes. Organización Internacional del Trabajo. Libertad sindical. Reglamentación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    En el sub lite, se encuentra controvertido si los artículos 65 a 68, 71 y 84 a 98 de la Ley 26.727 de Régimen de Trabajo Agrario afectan funciones reservadas por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y por los Convenios 87, 88, 98 y 154 de la OIT a las asociaciones Sindicales así como la libertad sindical. Además, se encuentra cuestionado si los artículos 16, 17 y 23 del decreto 301/2013 y la resolución 836/2013 del MTEySS constituyen excesos reglamentarios de la ley 26.727 y si son contrarios a las citadas normas constitucionales. En cuanto al Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad Agraria implementado por los artículos 65 a 68 de la ley 26.727, los artículos 16 y 17 del decreto 301/2013 y la resolución 836/2013 del MTEySS no es contrario al artículo 14 bis de la Constitución Nacional y a los artículos 4 y 5 del Convenio 88 de la OIT, por lo que los agravios efectuados no traducen más que críticas a la oportunidad, mérito o conveniencia del régimen adoptado por el Congreso de la Nación, cuestiones que no están sujetas al control judicial. La implementación del Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad Agraria (SPETTA) implicó una modificación en el sistema de contratación de trabajadores rurales que imperaba hasta la sanción de la ley 26.727. Según el Poder Ejecutivo los fines del SPETTA resultará un instrumento útil para combatir y disminuir el nivel de trabajo no registrado, así como favorecer la fluidez entre la oferta y la demanda de trabajo en las diversas actividades regionales. Se trata del ejercicio de potestades dirigidas a la protección del derecho al trabajo: por un lado, crear condiciones dignas y equitativas de empleo y, por el otro, fiscalizar que el proceso y los términos de la contratación respeten el orden público laboral (art. 14 bis y 75, inc. 19, Constitución Nacional, arts. 6 y 7 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y arts. 6 y 7 del Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derecho Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). En este sentido, la Corte Suprema destacó en el caso registrado en Fallos: 336: 672, "Asociación de Trabajadores del Estado", que entre los principios estructurales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado, se encuentra el “deber (positivo) de 'adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho a una vida digna' mayormente cuando el derecho al trabajo exige la formulación y aplicación por los Estados Partes de una política en materia de empleo con miras a ‘elevar el nivel de vida’, lo cual especifica la obligación general de asegurar el derecho de las personas ‘a una mejora continua de las condiciones de existencia’”. Los artículos 65 a 68 de la ley 26.727 no contradicen los artículos 4 y 5 del Convenio 88 de la OIT. Por el contrario, a través de ese convenio, los Estados Miembros se comprometen a mantener un servicio público y gratuito de empleo (art. 1), que consiste en un sistema nacional de oficinas de empleo "sujeto al control de una autoridad nacional" (art. 2) y cuyo personal está compuesto por funcionarios públicos con estabilidad en el empleo (art. 9). De este modo, los agravios del impugnante no tienen apoyo en el convenio, que no dispone que ese servicio deba ser administrado por los sindicatos, sino que, por el contrario, le impone su organización al Estado. Y en cuanto a la reglamentación del SPETTA, los artículos 16 y 17 del decreto 301/2013 no constituyen excesos reglamentarios ni vulneran derechos constitucionales. Según el artículo 16 del decreto, el Ministerio de Producción y Trabajo fija las condiciones de habilitación, las funciones y las acciones a cargo de las oficinas integrantes del SPETTA y de las bolsas de trabajo agrario. El artículo 68 de la ley 26.727 prevé las facultades de ese ministerio para dictar normas complementarias y aclaratorias del SPETTA, lo que comprende razonablemente a las bolsas de trabajo agrario en atención a la vinculación de sus funciones. Y el artículo 17 establece que solo los empleadores que utilicen el SPETTA podrán hacer uso del beneficio previsto en el artículo 81 de la ley 26.727. Esa norma fue dictada en ejercicio de la referida atribución prevista en el artículo 68 de la ley y sin alterar su espíritu, puesto que su artículo 66 establece que la reglamentación. En esa línea, el artículo 17 del decreto 301/2013 implementa un mecanismo de promoción y, en consecuencia, queda a salvo de tacha por exceso reglamentario. Por las mismas razones, corresponde rechazar el planteo de invalidez de la resolución 836/2013 del MTEySS. El artículo 3, inciso 2, del convenio 87 establece que las autoridades públicas deben abstenerse de toda intervención tendiente a limitar el derecho a la libertad sindical o a entorpecer su ejercicio legal. El artículo 71 de la ley 26.727 le otorga la potestad de designar veedores a entidades privadas que representan empleadores agrarios. En ese marco, no se evidencia que este sistema de veeduría permita a las autoridades estatales entrometerse en la vida interna del gremio ni configura en sí misma una intervención pública en la actividad sindical. La reglamentación del SPETTA -arts. 16 y 17 del decreto 301/2013 y resolución 836/2013 del MTEySS- no padece de excesos reglamentarios ni se inmiscuye en la libertad sindical, que tampoco es afectada por el artículo 71 de la ley 26.727; por el contrario, se trata de regulaciones dictadas en el ejercicio de la función del Estado de crear condiciones dignas y equitativas de empleo y fiscalizar su cumplimiento. Tampoco debe prosperar el planteo de inconstitucionalidad de los artículos 84 a 98 de la ley 26.727 basado en que la conformación y potestades de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) y de las Comisiones Asesoras Regionales limitan en forma ilegítima el derecho de la UATRE a ejercer la concertación colectiva de salarios y condiciones laborales de sus afiliados, en violación del artículo 14 bis de la Constitución Nacional y de los Convenios 87, 98 y 154 de la OlT. Las facultades de la CNTA, sus funciones conforman el poder de policía estatal en materia laboral y, en particular, procuran regular el orden público laboral del sector rural. Ello configura una función pública que por ende debe ser ejercida por autoridades estatales más allá de la participación de las entidades sindicales y patronales involucradas. De hecho, en otros ámbitos laborales, estas funciones también son ejercidas por autoridades públicas de aplicación, como el Ministerio de Producción y Trabajo y los ministerios de trabajo provinciales. Corresponde puntualizar que las normas dictadas por la CNTA en ejercicio de las facultades enunciadas conforman un piso mínimo de garantías (art. 8, ley 26.727), pero no impiden la libre negociación colectiva entre los trabajadores y empleadores y, por ende, el establecimiento de condiciones más favorables al trabajador como resultado del ejercicio de esa función sindical, que no se ve afectada por la ley 26.727. Según ese régimen, precisamente las resoluciones de la CNTA son válidas en tanto fijen condiciones más favorables al trabajador (arts. 9, 32, 34, 40 y 44, ley cit.). El Régimen de Trabajo Agrario no impide la concentración de convenciones colectivas en el marco de la Ley 14.250 de Convenciones Colectivas de Trabajo que prevé la participación estatal a través de la homologación por parte del Ministerio de Producción y Trabajo, en su carácter de autoridad de aplicación (art. 3, ley 14.250). La impugnante no demostró que las facultades de la CNTA previstas en la ley 26.727 en relación con la composición de conflictos colectivos invada la libertad sindical. El artículo 89, inciso i de la ley 26.727, prevé la intervención de la CNTA en los conflictos colectivos y su posible actuación arbitral solo cuando los sectores gremiales y empresarios, de común acuerdo, lo soliciten. Ello luce acorde a lo dispuesto por el artículo 4 del Convenio 98 de la OIT que reconoce al arbitraje como medio de solución de conflictos solo cuando es voluntario. El artículo 90 de la ley 26.727 le otorga la potestad de aplicar mecanismos de composición que insten a las partes a negociar con base en el principio de buena fe. Esa facultad de la autoridad de aplicación laboral no fue cuestionada fundadamente en el remedio federal, máxime considerando el acotado marco cognitivo de esta acción donde se controvierte la validez de la ley en abstracto. No tiene sustento el planteo de invalidez del artículo 23 del decreto 301/2013, que establece que los representantes sectoriales de los empleadores y trabajadores ante la CNTA y las comisiones regionales no pueden ejercer simultáneamente cargos públicos ya que se trata de una restricción que procura evitar el conflicto de intereses de los integrantes de la CNTA y, en definitiva, el ejercicio adecuado de su tarea de representar a los empleadores y trabajadores, respectivamente. Ante ello, la apelante no acreditó que esa limitación fuera irrazonable. La CNTA con su integración tripartita ejerce el poder de policía laboral y las disposiciones que dicta conforman un piso mínimo de garantías, que no impiden a la asociación sindical accionante el libre ejercicio de la negociación colectiva para determinar condiciones más favorables a los trabajadores rurales. Por ello, que en el marco de esta acción de inconstitucionalidad, la UATRE no logró acreditar que la integración y las funciones de la CNTA y de las comisiones regionales previstas en la ley 26.727 limiten en forma ilegítima su derecho de concertar en forma colectiva salarios y condiciones laborales, así como tampoco que invadan la esfera de la libertad sindical.


    Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores c/ Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42539/2012/1/RH1, 04 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Medidas cautelares



    Delegado gremial. Despido. Reinstalación en el puesto de trabajo. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 51193/2016/1/RH1, "Robledo, Héctor Pedro c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y otros s/ Accidente ley especial".


    El recurrente no consigue acreditar el carácter definitivo, o equiparable a tal, del pronunciamiento recurrido, con arreglo al artículo 14 de la ley 48. Además, de estar a las aserciones efectuadas por el apelante en la queja, la resolución en estos autos devendría, en efecto, inoficiosa.


    Coatz, Mayra Alejandra c/ Estado Nacional - Ministerio de Hacienda de la Nación s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10229/2017/2/RH2, 17 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Medidas para mejor proveer



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Grosso, Nancy Noemi y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 72367/2017/1/RH1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Personal militar



    Diferencias salariales. Liquidación de haberes. 


    Cabe señalar que se dispuso que los aumentos previstos por los decretos 1590/06, 861/07, 884/08 y 752/09 sean incorporados al concepto sueldo como "remunerativos y bonificables" y, asimismo, que se abonen las diferencias salariales retroactivas correspondientes a la liquidación de los suplementos sobre los nuevos sueldos, desde la entrada en vigencia de cada norma. Este aspecto de la cuestión no ha sido materia de agravios por parte de la recurrente, quien limita su apelación a la fecha fijada por la cámara para efectuar la liquidación de las sumas debidas. Le asiste razón en cuanto sostiene que el decreto 1305/12 no resulta aplicable al personal de la Policía de Seguridad Aeroportuaria y que, por lo tanto, resulta erróneo establecer como límite temporal a tales efectos. El decreto 1088/03 aprobó el Estatuto para el Personal de la Secretaria de Inteligencia de la Presidencia de la Nación y para el Personal Civil de Inteligencia de los Organismos de Inteligencia de las Fuerzas Armadas, que resultaba aplicable al personal de la Policía Aeronáutica Nacional. Esta fuerza fue transferida del ámbito del Ministerio de Defensa al del Interior denominándose Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA) y, posteriormente, la ley 26.338 -modificatoria de la Ley de Ministerios- trasladó esta fuerza a la órbita del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. Tras la sanción de la ley 26.102 de Seguridad Aeroportuaria, se dictó el decreto 836/08, que aprobó el Régimen Profesional del Personal Policial de la PSA y el decreto 1190/09, que aprobó el Régimen Profesional y el Reglamento de Investigaciones Administrativas del Personal Civil de la PSA. Asimismo, estos ordenamientos establecieron las retribuciones, compensaciones y subsidios que les corresponden a quienes se encuentran comprendidos en ellos. De la reseña que antecede, se desprende que las remuneraciones del personal de la PSA se encuentran reguladas por un régimen específico, lo que torna inaplicable al caso el decreto 1305/12 que, en sus considerandos, remite a la ley 19.101 y establece el haber mensual del personal militar de las Fuerzas Armadas. A los efectos de formular la liquidación que corresponde como consecuencia del carácter remunerativo y bonificable de los aumentos dispuestos mediante los decretos 1590/06, 861/07, 884/08 Y 752/09 –aspecto de la sentencia que ha quedado firme- se debe tener en cuenta la normativa específica dictada para el personal de la PSA (decretos 836/08 y 1190/09).


    Barrera, Oscar Edmundo c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria – Decreto 1.590/06 861/07 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36359/2012/CS2-CS1, 30 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario



    Accidente in itinere. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado, ya que en este caso se trata de una discusión de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el sub lite el a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable.


    Serrano, Walter Rafael c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26969/2013/1/RH1, 10 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado, ya que en este caso se trata de una discusión de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el sub lite el a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable.


    Samudio, Elvio Martín c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64539/2013/1/RH1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva. Remisión al dictamen de la causa: CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente -acción civil”.


    Castro, Andrea María c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67609/2014/1/RH1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción civil por accidente de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente-acción civil”. Ausencia de sentencia definitiva.


    Ayala, Cipriano c/ Micro Ómnibus Norte S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20310/2016/1/RH1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado



    Accidentes de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - acción civil". Ausencia de sentencia definitiva.


    Sánchez, Héctor Ulises c/ Provincia A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45690/2016/1/RH1, 22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la somete a la jurisdicción laboral nacional, donde puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas.


    Córdoba Cáceres, Diego Esequiel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17944/2017/1/RH1, 30 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     Quiebra


    Acreedor laboral. Verificación de créditos. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 49430/2000/1/4/1/RH2, "Club Ferrocarril Oeste s/ Quiebra s/ Incidente de levantamiento s/ Incidente de apelación".


    Club Ferrocarril Oeste s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de crédito


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 49430/2000/7/2/RH4, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Crédito laboral. Empleador fallido. Derechos del trabajador. 


    No puede desconocerse que la protección del trabajador y del salario tiene expreso reconocimiento en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en diferentes instrumentos internacionales de idéntica jerarquía, y en los Convenios 95 y 137 de la Organización Internacional del Trabajo, todos los cuales han hecho del trabajador un sujeto de preferente tutela. Esa condición de los trabajadores mantiene vigor ante la insolvencia del empleador y debe ser armonizada con los principios concursales que procuran alcanzar una solución colectiva frente a la crisis de la insolvencia. De hecho, uno de los fines de la ley 26.684, es proyectar la especial protección de los créditos laborales en el ámbito de los concursos preventivos y las quiebras. En precedente "Clínica Marini", la Corte Suprema destacó esa finalidad protectoria de la ley 26.684. Afirmó que "resulta claro, de tal modo, que la orientación de la reforma legislativa se dirige a asegurar que los trabajadores de la empresa insolvente conozcan el trámite que les permitirá preservar su fuente de trabajo o percibir, aunque sea parcialmente, sus créditos alimentarios, corrigiendo una marginación que muchas veces tiene su origen en la distancia temporal entre el inicio del proceso y su culminación" (considerando 11°). En esa oportunidad la Corte Suprema aseveró que no debe considerarse desde la misma perspectiva a un trabajador y a un acreedor financiero o comercial, aunque integren la misma masa pasiva, dado el origen de cada crédito -en el primer caso, derivado del producto integro de su trabajo- y la disparidad de recursos con que cuentan unos y otros para seguir el proceso falencial. A su vez, no debe perderse de vista que el Convenio 173 de la Organización Internacional del Trabajo, ratificado por la ley 24.285, contiene claras directivas con respecto• al alcance de la protección que debe otorgarse al crédito laboral ante un supuesto de insolvencia del empleador esta Procuración General dictaminó que la suspensión de los intereses de los créditos concursales prevista en el artículo 19 de la ley 24.522 (texto anterior a la ley 26.684) no rige con relación a los créditos laborales en atención a lo dispuesto por instrumentos internacionales, protectorios de los derechos del trabajador. En particular, afirmó que "el artículo 7 c del Convenio 173 de la OIT prevé que, en el supuesto de que la legislación nacional limite el alcance del privilegio de los créditos laborales a un monto prescripto, 'no deberá ser inferior a un mínimo socialmente aceptable' y se deberá reajustar cuando proceda, para mantener su valor”.


    Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8283/2006/15/1/RH1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Intereses compensatorios. Crédito laboral. Obligaciones del empleador. Empleador fallido. Derechos del trabajador. Inembargabilidad del salario. 


    Tal como ha postulado la representante del Ministerio Público Fiscal, la sentencia se apartó del texto y de la finalidad del artículo 129 de la ley 24.522 introduciendo una limitación a las garantías constitucionales que tutelan los créditos de origen laboral. En efecto, la referida norma establece el principio según el cual la declaración de quiebra suspende el curso de intereses de todo tipo y, luego, determina los créditos que se encuentran exceptuados de esa restricción. En ese marco, dispone que "tampoco se suspenden los intereses compensatorios devengados con posterioridad que correspondan a créditos laborales". En primer lugar, la sentencia interpretó la Ley de Concursos y Quiebras suponiendo una inconsecuencia, falta de previsión u omisión involuntaria del legislador al establecer el reconocimiento de intereses compensatorios para los créditos laborales. Esa hermenéutica se opone a inveterada jurisprudencia del máximo tribunal que establece, como principio, que cuando la ley emplea determinados términos, la regla más segura de interpretación es que no son términos superfluos sino que su inclusión se ha realizado con algún propósito de allí que es deber del intérprete dar pleno efecto a la voluntad del legislador. En segundo lugar, la exégesis legal de la sentencia vació de contenido la reforma que introdujo la ley 26.684 al artículo 129 de la Ley de Concursos y Quiebras, quitándole, en la práctica, eficacia al reconocimiento de intereses a los acreedores laborales. En el marco de la Ley de Contrato de Trabajo, el artículo 137 busca compensar al trabajador por la falta de cumplimiento en término de las obligaciones dinerarias de carácter alimentario a cargo del empleador. El artículo 129 de la ley concursal, según la redacción de la ley 26.684, mantiene esa protección frente a la situación de insolvencia del empleador. De este modo, los intereses que hacen posible el mantenimiento del valor del crédito laboral ante la insolvencia son intereses compensatorios en sentido amplio y, con ese sentido, fueron reconocidos por el legislador en el artículo 129 de la Ley de Concursos y Quiebras. Las cuestiones vinculadas a la aplicación de los intereses compensatorios a las acreencias laborales y a la aplicación temporal del citado artículo 129 han sido analizadas por la Procuración General en el dictamen CSJ 256/2013 (49-L) CS1 RHE "Liga Israelita de Prevención, Diagnóstico y Tratamiento de la Salud Familiar y Comunitaria s/ Quiebra". En esa oportunidad, y en lo que resulta aplicable al caso, se puntualizó que no puede desconocerse que la protección del trabajador y del salario tiene expreso reconocimiento en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en diferentes instrumentos internacionales de idéntica jerarquía (arts. 6 y 7, Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros), y en los Convenios 95 y 137 de la Organización Internacional del Trabajo, todos los cuales han hecho del trabajador un sujeto de preferente tutela. La Procuración General igualmente explicó que la condición de los trabajadores como sujetos de preferente tutela constitucional mantiene vigor ante la insolvencia del empleador y debe ser armonizada con los principios concursales que procuran alcanzar una solución colectiva frente a la crisis de la insolvencia. En este sentido, se indicó que una de las finalidades de la ley 26.684 fue proyectar la preferente protección de los créditos laborales en el ámbito de los concursos preventivos y las quiebras. En el precedente "Clínica Marini", la Corte Suprema también destacó esa finalidad protectoria de la ley 26.684. Afirmó que "resulta claro, de tal modo, que la orientación de la reforma legislativa se dirige a asegurar que los trabajadores de la empresa insolvente conozcan el trámite que les permitirá preservar su fuente de trabajo o percibir, aunque sea parcialmente, sus créditos alimentarios, corrigiendo una marginación que muchas veces tiene su origen en la distancia temporal entre el inicio del proceso y su culminación" (considerando 11°). Y aseveró el máximo tribunal que no debe considerarse desde la misma perspectiva a un trabajador y a un acreedor financiero o comercial, aunque integren la misma masa pasiva, dado el origen de cada crédito -en el primer caso, derivado del producto integro de su trabajo- y la disparidad de recursos con que cuentan unos y otros para seguir el proceso falencial. A su vez, se recordó que no debe perderse de vista que el Convenio 173 de la Organización Internacional del Trabajo, ratificado por la ley 24.285, contiene claras directivas con respecto al alcance de la protección que debe otorgarse al crédito laboral ante un supuesto de insolvencia del empleador. Esas directivas pueden ser directamente aplicadas a los casos concretos sin necesidad de que una medida legislativa, adicional a la ratificación, les confiera operatividad. Finalmente, en los autos Z. 18, L. XLVI, "Zanella Hermanos y CIA s/ Concurso preventivo", la Procuración General dictaminó que la suspensión de los intereses de los créditos concursales prevista en el artículo 19 de la ley 24.522 no era aplicable a los créditos laborales en atención a lo dispuesto por instrumentos internacionales, protectorios de los derechos del trabajador. En particular, afirmó que "el artículo 7 c del Convenio 173 de la OIT prevé que, en el supuesto de que la legislación nacional limite el alcance del privilegio de los créditos laborales a un monto prescripto, no deberá ser inferior a un mínimo socialmente aceptable y se deberá reajustar cuando proceda, para mantener su valor”.


    Club Ferrocarril Oeste s/ Quiebra s/ Incidente de levantamiento s/ Incidente de apelación


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 49430/2000/1/4/1/RH2, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Acreedor laboral. Verificación de créditos. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 49430/2000/1/4/1/RH2, "Club Ferrocarril Oeste s/ Quiebra s/ Incidente de levantamiento s/ Incidente de apelación".


    Club Ferrocarril Oeste s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de crédito


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 49430/2000/7/1/RH3, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario



    Derecho laboral. Indemnización por accidente de trabajo. Accidentes de trabajo. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El recurso fue bien denegado pues los agravios referidos a la acreditación del nexo causal entre la afección y la prestación de tareas, la cuantificación del daño y la atribución de responsabilidad derivada de un accidente de trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del Artículo 14 de la Ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los Artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En igual sentido, corresponde rechazar los agravios que cuestionan la condena por responsabilidad civil contra la aseguradora. La Corte Suprema, sostuvo que " ... no existe razón alguna para poner a una ART al margen del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestren los presupuestos de aquél, que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado (excluyente o no) entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales". Por último, se estiman improcedentes los planteos que cuestionan la tasa de interés aplicable pues ello no constituye cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que queda ubicada en el, espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa, en la medida que no resulten afectadas garantías constitucionales, situación que no se evidencia en el caso.


    Ortiz, Raúl Isidoro c/ Hemar S.A. y otro s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44935/2009/1/RH1, 15 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. Despido. Indemnización por despido. Medidas cautelares. Embargo. 


    El recurso extraordinario ha sido mal concedido pues los agravios de la recurrente no suscitan cuestión federal en los términos del Artículo 14 de la Ley 48. El caso difiere del precedente registrado en Fallos: 308:2073, "Jaralambides", donde no se discutió la aplicación de la norma al supuesto de hecho, sino el alcance de las garantías de inejecutabilidad e inembargabilidad luego de la cancelación del crédito. En este contexto, cabe recordar que la Corte Suprema ha dicho que los extremos de hecho pertinentes a la correcta aplicación de una ley federal no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria.


    Sprenk, Luis Alberto c / Montenegro, Diego Ignacio y otro s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1551/2016/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso. Ley sobre riesgos del trabajo. Superintendencia de riesgos del trabajo. Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Derecho laboral. 


    Remisión al punto 3 del dictamen de esta Procuración General, en la causa in re CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ indemn. por fallecimiento".


    En relación con el agravio que cuestiona la interpretación y aplicación al caso del Artículo 3 de la Ley 26.773, que prevé una indemnización adicional, si bien en el precedente "Espósito" la Corte Suprema, al referirse a las modificaciones introducidas por la Ley 26.773, realizó una mención sobre el punto, en tanto la exégesis del Artículo 3 no era objeto de debate en ese caso no puede entenderse que el máximo tribunal haya sentado un criterio aplicable en la materia. En esas condiciones, el agravio traído por la recurrente se vincula con aspectos de hecho, prueba y derecho común que son propios de los jueces de la causa y ajenos por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Laredo Sotelo, Héctor Mauro c/ Liberty A.R.T. S.A. (ahora Swiss Medical A.R.T. S.A.) s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1434/2015/1/RH1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Derecho laboral. 


    Se considera que el recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios referidos a la determinación de la incapacidad y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del Artículo 14 de la Ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los Artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Finalmente, cabe señalar que en el presente no se encuentra en discusión la doctrina de la Corte Suprema sobre los límites de cobertura del contrato de seguros, sino el alcance de las obligaciones que surgen del propio contrato y su relación con la cuantificación del daño, extremos abordados y suficientemente fundados en la sentencia.


    López, Judith Celeste c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente·- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15592/2012/3/RH1, 11 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso. Accidentes de trabajo. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CNT 37328/2017/1/RH1, "Álvarez, Marcelo Andrés c/ Galeno ART SA s/ Accidente - Ley especial".


    Aguilera, Juan Antonio c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52388/2017/1/1/RH2, 13 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Derecho laboral. Queja por denegación de recurso extraordinario. Extinción del contrato de trabajo. Despido. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. 


    Respecto al planteo de inconstitucionalidad del Artículo 132 bis de la Ley de contrato de trabajo, la alegación fue realizada en términos genéricos y mediante la mera invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, careciendo de la fundamentación necesaria para demostrar tal afectación. En este sentido, entiendo que el recurso intentado contiene una reiteración de argumentos vertidos en anteriores instancias que no desvirtúan los fundamentos del fallo apelado y evidencia que los agravios reflejan una simple expresión de disconformidad con lo decidido que no es idónea para sustentar el recurso. Por lo demás, en lo que refiere al planteo de arbitrariedad realizado, la crítica, en este punto, no alcanza a demostrar arbitrariedad en el fallo recurrido que extiende la multa hasta la fecha de la sentencia. En dicho contexto, las alegaciones efectuadas en el recurso intentado remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba, y de derecho común -materia propia de los jueces de la causa- que no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del Artículo 14 de la Ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Domínguez, Yanina Vanesa c/ Muresco S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37699/2013/2/RH1, 24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Queja por denegación del recurso extraordinario. Despido. Acción de amparo. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Ante todo, cabe destacar que el tribunal juzgó, sobre la base de su valoración de las pruebas rendidas, que la causa del despido del actor fue el ejercicio de actividades sindicales y concluyó, a partir de su interpretación del artículo 47 de la Ley 23.551 de Asociaciones Sindicales, que ese acto es nulo. En ese razonamiento, los agravios traídos por la impugnante con relación a la interpretación y aplicación de la Ley 23.592 no son suficientes para habilitar la instancia extraordinaria puesto que no tienen relación directa e inmediata con la cuestión decidida, tal como lo exige el artículo 15 de la Ley 48. Los restantes agravios planteados remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común y procesal, que son ajenas a la instancia federal y constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La decisión recurrida encuentra sustento en la interpretación realizada por el a quo de normas de derecho común, sin que la impugnante haya acreditado arbitrariedad, sino una mera discrepancia con lo decidido, lo que no habilita la instancia extraordinaria federal. La doctrina de arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Sánchez, Omar c/ Transportes Atlántida S.A. s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24871/2011/1/RH1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Jurisdicción y competencia. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del Artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Vivanco, Carlos Nicolás c/ ASOCIART A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32447/2017/1/RH1, 01 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Recurso de queja. Resoluciones judiciales. Medidas para mejor proveer. 


    Previo a emitir dictamen sobre el remedio federal y el recurso de queja, la Corte debería, como medida para mejor proveer, correr vista a la parte demandada para que manifieste lo que considere pertinente sobre la presentación de la actora. Se propicia esta medida a efectos de conciliar los derechos de defensa y el debido proceso legal, garantías constitucionales por las que se debe velar y la jurisprudencia de la Corte según la cual sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevivientes al recurso extraordinario.


    Ojeda, Gabriela Viviana c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36658/2017/1/RH1, 01 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Derecho laboral. Denegatoria del recurso.



    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CNT 37328/2017/1/RH1, "Álvarez, Marcelo Andrés c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - Ley especial".


    Bogado, Miguel Ángel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25273/2017/1/RH1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Ley sobre riesgos del trabajo. Superintendencia de riesgos del trabajo. Accidentes de trabajo. Derecho laboral. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del Artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Rosales, Mario Ernesto c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23521/2017/1/RH1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    


  


  
    



    Capítulo VIII


    Derecho Penal


    Abuso sexual calificado


    



    Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Derecho a ser oído. Capacidad progresiva. Declaración de la víctima menor. Violencia sexual. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La apreciación de la prueba constituye, por vía de principio, facultad propia de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad ya que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas yCAPÍTULO VIII< constituyan una derivación razonada de derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El pronunciamiento apelado no cumple con esa elemental condición de validez. Resulta manifiesta en los pronunciamientos de la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas y la Corte interamericana, la importancia de evaluar las declaraciones de niños y niñas bajo el tamiz de la inexperiencia que pueden presentar en algunos aspectos de la vida, y teniendo especialmente en cuenta su edad y madurez intelectual. La opinión mayoritaria del a quo sostuvo que el testimonio de la niña no resultaba creíble más allá de toda duda razonable para responsabilizar al imputado. El voto de la mayoría hizo hincapié en aspectos como el supuesto desinterés, hipotéticas contradicciones y la omisión de detalles que ni siquiera se ocupó de particularizar; ello se apartó de los estándares internacionales mencionados para el juzgamiento de esta clase de hechos, y relativizó el relato de la niña a pesar de que, conforme lo valoró el voto en minoría, los informes psicológicos descartaron la presencia de elementos fabulosos y de tendencia a la fabulación. Lo cierto, es que son sólo dogmáticas las afirmaciones sobre el desinterés que supuestamente exhibió la niña en la cámara Gesell y la falta de detalles sobre los hechos denunciados, pues los jueces no expusieron en concreto las actitudes que permitirían sostener aquella inclinación del ánimo en la menor ni cuáles serían los pormenores de relevancia que ésta habría omitido. El voto de la mayoría constituye un mero estereotipo basado en el género y la edad, que además resulta contrario a la pauta internacional en materia de violencia contra la mujer y violencia sexual según la cual las pruebas relativas a los antecedentes de la víctima en ese aspecto son en principio inadmisibles. Esas consideraciones son resultado de una mera subjetividad de los jueces. La mera referencia a “los pasos procesales” evidencia un análisis superficial de la cuestión, que es sustancialmente más compleja, y que en el caso concreto significó para la menor no sólo exámenes médicos invasivos y la declaración sobre los sucesos en reiteradas oportunidades frente a personas extrañas, sino también la exposición de aspectos íntimos a terceros. El pronunciamiento de la mayoría no expone fundadamente una duda razonable acerca de la intervención y responsabilidad del imputado en los hechos objeto del proceso, sino que se ha limitado a tratar de desvirtuar la actitud de la menor víctima, omitiendo la evaluación de constancias relevantes con arreglo a los criterios de aplicación en la investigación de hechos de estas características. Cabe recordar que ese estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. La mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. El concepto “más allá de duda razonable” es en sí mismo probabilístico y, por lo tanto, no es simplemente una duda posible, del mismo modo que no lo es una duda extravagante o imaginaria. Es como mínimo, una duda basada en razón. El fallo apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido. Es pertinente mencionar que ese defecto adquiere especial significación en el sub examine teniendo en cuenta el compromiso de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer plasmado en la Convención de Belém do Pará (artículo 7°, primer párrafo) tal como ha sido interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y también por la Corte.


    S., J. M. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo -


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 873/2016/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Asociación ilícita



    Posesión. Parcelas. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. 


    El pronunciamiento impugnado mediante recurso extraordinario equivale a una sentencia definitiva en el sentido exigido por el artículo 14 de la ley 48. No reconocer el carácter definitivo de lo decidido, en cuanto prácticamente priva al ejercicio del derecho en debate de toda utilidad razonable, no sólo es manifiestamente erróneo, sino que confirma la privación de justicia en la que, han incurrido los tribunales de la provincia; situación que la Corte, tal como lo ha sostenido reiteradamente, por imperio de la norma constitucional que garantiza la defensa en juicio de la persona y de los derechos, tiene por misión subsanar. La tutela que ese derecho fundamental merece, obligaba a los jueces de la causa a encontrar una solución oportuna y significativa a quien reclamaba que, a través de una interpretación contraria a las leyes locales, le era indebidamente cercenada la posibilidad de intervenir en el procedimiento iniciado por la denuncia de delitos de los que sería víctima, ser escuchada ante una eventual decisión de clausura y conocer e impugnar la resolución de sobreseimiento. En lugar de ello, y sin que esto implique abrir juicio acerca de cuáles son las atribuciones procesales específicas que las leyes locales confieren a las víctimas de delitos, se entiende que los tribunales de la provincia le negaron sistemática e injustificadamente a la recurrente remedios recursivos mediante resoluciones excesivamente formalista que confirmaban la situación de privación de justicia de la que alegaba ser objeto.


    W., Carlos Bernardo y otros s/ Asociación ilícita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 504/2017/RH1, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Certificación de firma


    Firma falsa. Solicitud de afiliación. Sobreseimiento. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Afirmaciones dogmáticas.


    Mediante formulaciones genéricas se desechó el planteo por el cual se destacó que el sobreseimiento del imputado resulta prematuro, en la medida que para valorar los hechos que se le atribuyen es preciso determinar antes la concreta actuación de los delegados partidarios designados para la certificación de las firmas en los formularios de afiliación. En consecuencia, el pronunciamiento apelado, sin fundamentación suficiente, frustró una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, lo que justifica el otorgamiento de la apelación extraordinaria.


    P. T. P. (PXX) y otros s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8568/2013/1/RH1, 14 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Derecho penal. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Es criterio establecido por la jurisprudencia de la Corte, que si uno de los jueces del conflicto expone argumentos que discrepan con la postura del declinante, el otro debe ponderarlos y no limitarse a elevar las actuaciones sin aportar nuevos elementos de juicio.


    I., Héctor s/ Encubrimiento


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 254/2018/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. 


    Remisión al fallo de la casua Competencia n° 452, L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge David s/ Infracción a la Ley 23.737".


    G. M., Gustavo s/ Tenencia de arma de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2523/2017/CS1, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Servicio público. Accidente ferroviario. Homicidio culposo. 


    Al resultar de las constancias de autos que a consecuencia del accidente aquí investigado la formación debió detener su marcha, circunstancia reconocida por el juez federal, cabe inferir que, sin perjuicio del tiempo en que se mantuvo la interrupción, primordialmente en razón de las tareas de rescate y las inspecciones de rigor sobre los vehículos, el hecho tuvo entidad suficiente para entorpecer el tráfico ferroviario en una vía de comunicación por la cual se cumple con un servicio de transporte público interjurisdiccional. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del fuero federal para entender en estas actuaciones.


    D. P., Miguel Ángel y otro s/ Homicidio culposo


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 225/2018/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Competencia excepcional. Delitos contra la administración pública. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. También ha sostenido la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el Artículo 3°, de la Ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    C., Milton s/ Incumplimiento de autoridad y violación deberes de funcionario público, abuso de autoridad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 864/2017/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Delitos contra la propiedad. Extorsión. Servicio penitenciario. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 669, L. XLVII, "Moscoso, OIga s/ Denuncia".


    Incidente N° 1 - denunciante: B., María de los Ángeles - denunciado: G., Vanesa Alejandra s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62322/2016/1/CS2, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Robo. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos de prueba remitidos en el legajo no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. En ese sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de la moto y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la posible intervención del tenedor en el delito del que la cosa proviene. Por otra parte, es oportuno recordar, tal como lo hace el juez nacional en su rechazo, que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital, y cuyo juzgamiento corresponde a los tribunales de la Nación, afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    V., Carlos Patricio s/ Encubrimiento


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 321/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia nacional. Competencia penal. Competencia criminal y correccional. Derechos y garantías constitucionales. Hábeas corpus. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    F., Aníbal Leonardo s/ Hábeas corpus


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24851/2018/1/CS1, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia. Victima menor de edad. Delitos contra la integridad sexual. Abuso sexual. Abuso sexual calificado por el parentesco. 


    Tiene dicho la Corte en casos como el presente, en que un menor de edad es víctima de agresiones sexuales a lo largo del tiempo, que las conductas de ese tipo deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En tanto todos los hechos habrían ocurrido respecto de una menor de edad, debe ponderarse prioritariamente, a fin de establecer el juez competente, su lugar de residencia, pues esa solución es la que mejor se compadece con el interés superior del niño y la que, por otra parte, lo coloca en una situación de mayor inmediación judicial con su centro de vida y más eficaz ejercicio de la defensa de sus intereses. Más todavía, cuando de esa manera se la preserva, de la posible reedición de vivencias emotivas y traumáticas en distinta sede.


    G., C. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2104/2017/CS1, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Jurisdicción y competencia. 


    Es doctrina de la Corte que para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole. También ha sostenido el Tribunal que la jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionada o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial.


    N.N. s/ Averiguación de delito Denunciante: A., Carlos José


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 38049/2014/1/CS1, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Queja por denegación o retardo de justicia. Competencia del tribunal de casación. Competencia penal. Robo calificado. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    R., Edgardo S. y otro s/ Robo con armas


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29604/2007/TO1/5/1/CS2, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Delitos contra la integridad sexual. Pornografía infantil. Derecho penal. Competencia provincial. 


    En atención a que es suficientemente clara la información respecto del horario en que se desarrolló la conducta y que de las constancias surge que el domicilio en el que se encuentra radicado el abonado desde el cual se compartieron las carpetas con archivos que contenían material de abuso sexual infantil, se encuentra en una localidad bonaerense, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 493/2018/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 398 L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737".


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: identidad reservada


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 79470/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que los estupefacientes secuestrados no se encontraban fraccionados en dosis -tal como lo establece el artículo 2, Inciso 1 de la Ley 26.052-, se considera que en el presente caso no puede afirmarse que estuvieran destinados a la venta para su consumo. Se entiende que ello es así pues, más allá de la balanza incautada, tampoco consta que se hubiera secuestrado algún otro elemento destinado a su fraccionamiento y distribución. Corresponde asignar la competencia a la justicia federal, cuya intervención, además, es prioritaria en la materia.


    G, Ramón Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 722/2018/CS1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia. Tecnología de la información. Derecho informático. Derecho penal. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que conforme a los dichos de la denunciante y a los informes de la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte, surgiría que dentro de un contexto de violencia doméstica se habría accedido ilegítimamente a su dirección de email, resulta conveniente que en el caso sea el juzgado federal quien continúe con la investigación de todos los hechos, ya que la cuenta de correo electrónico constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los Artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación.


    I., Roberto Fernando s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 533/2018/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Competencia federal. Economía procesal. Delitos contra la administración pública. Encubrimiento. Arma reglamentaria. 


    Se entiende que razones de economía procesal aconsejan pronunciarse sobre el fondo de la cuestión. En este sentido, toda vez que la sustracción del arma reglamentaria afecta directa y efectivamente al Estado Nacional, su competencia corresponde a la Corte. También, llegado el caso, ese fuero deberá entender en el posible encubrimiento de ese suceso, teniendo en cuenta, no obstante, la relación concursal entre este delito y el de portación ilegítima de armas. Finalmente, dado que los escasos elementos remitidos no alcanzan, por el momento, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere la conducta en la que habría incurrido el imputado, se estima que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya practicado alguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    S., Jorge Luis s/ Encubrimiento


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 480/2018/CS1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Estafa. 


    Es doctrina de la Corte que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    J., Maximiliano s/ Estafa s/ Denuncia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64273/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Estupefacientes. Derecho penal. 


    No existe ninguna cuestión que la Corte deba resolver.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62767/2016/1/CA1-CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estupefacientes. Derecho penal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 163 L. XLIII, "Chávez, Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


    P., Cristian s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2180/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Jurisdicción y competencia. Contienda negativa de competencia. Personas extraviadas. Derecho penal. Competencia provincial. Economía procesal. 


    No obstante la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, lo cierto es que, tal como lo sostiene la juez federal, no se encuentra agregado al legajo elemento alguno que justifique esa competencia de excepción y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva. Desde esa óptica, y sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad, frente a las constancias remitidas -en las que se encuentran plasmadas diversas averiguaciones realizadas por la justicia local para dar con el paradero del joven-, la radicación ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal.


    S., L. E. s/ A determinar


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2384/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Encubrimiento. Delitos contra la integridad sexual. Trata de personas. 


    En la medida en que a los funcionarios locales se les imputa el encubrimiento de un delito de jurisdicción nacional, como lo es el del Artículo 145 bis del Código Penal, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto de ello resulte.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP FGR-Justicia Federal de General Roca, 52000766/2012/1/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Violación a menor de doce años. Delitos contra la integridad sexual. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    R., M. S. s/ Violación de menor de 12 años


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53257/2009/TO1/2/CFC1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Falsedad material. Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Delitos contra la fe pública. 


    Es doctrina de la Corte que la falsificación de la cédula de identificación de un vehículo, por el carácter nacional que sustenta, debe ser investigada por la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, y si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. En cuanto a la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal la Corte tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe estarse al de su comprobación. No obstante el criterio expuesto en esa doctrina relativa a la competencia material de tal infracción, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la anterior -falsificación de documentos registrales- máxime si se advierte la correspondencia entre la numeración del dominio colocado y la que figura inserta en la cédula verde que sería falsa. Por lo tanto, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser el juzgado federal de Reconquista, aunque no haya sido parte en esta contienda, atento a que fue en dicha localidad donde se usó la documentación que sería aparentemente apócrifa.


    N.N. s/ Falsificación documentación automotor Denunciante: Carlos Joaquín Q.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2552/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia provincial. Delitos contra la propiedad. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable al hecho denunciado, lo cierto es que, tal como lo señala el magistrado federal, de las constancias del expediente no surge elemento alguno que justifique, al menos de momento, esa competencia de excepción, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    V., Carlos Alberto s/ Robo


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 163/2018/CS1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia



    Amenazas. Armas. Municiones. Competencia federal. 


    No sólo la gran cantidad de armas y municiones halladas configurarían en principio el delito de acopio de exclusiva competencia federal sino que además, varias de ellas tendrían su numeración no visible, posiblemente erradicada, infracción que, luego de la reforma introducida por la ley 25.886, también se encuentran incluida entre aquellos delitos que debe investigar la justicia de excepción, de acuerdo a lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. A ello debe sumarse que se incautaron dos granadas de gas irritante y pólvora, y que la posible comisión del delito previsto en el artículo 189 bis, inciso 1°, del Código Penal, también debe ser investigada por la justicia federal.


    A., Mario Enrique s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2039/2017/CS1, 21 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Asociación ilícita. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que se le imputa al sospechoso su participación en calidad de miembro en una banda dedicada a la sustracción de vehículos en connivencia con agentes de la policía bonaerense, así como a su receptación, desguace y/o corte, y posterior comercialización, respecto de rodados robados mayormente en la provincia de Buenos Aires, donde en definitiva se comprobó que se desarrollaba la actividad principal de la agrupación delictiva, y donde fueron enjuiciados algunos de sus integrantes, por ello, corresponde declarar la competencia del tribunal local, en cuya jurisdicción, en definitiva, se consumó ese delito contra el orden público. Tiene dicho la Corte que en razón de la relación de alternatividad existente entre la figura de encubrimiento y el delito encubierto, y a fin de evitar que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva pudieran resultar contradictorias, corresponde que sea el tribunal que entiende en este último quien tome intervención también respecto del primero. En ese orden de razonamientos, atento a que el restante reproche atribuido al imputado se refiere al hallazgo en su poder de ciertas piezas correspondientes a automotores sobre los cuales pesaban sendas denuncias de robo ante la justicia provincial, es que corresponde que en ese ámbito se resuelva previamente la situación jurídica del imputado respecto de cualquier grado de participación que pudiera caberle en cada sustracción, más aun si se tiene en cuenta que éstas se mencionaron en la acusación atribuida a la banda en su conjunto y en la que además aquél habría tenido a cargo el rol de receptar vehículos previamente sustraídos por otros de los integrantes de la asociación.


    S., Edgardo s/ Asociación ilícita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1371/2017/CS1, 05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Desechos peligrosos. Daño ambiental. Interjurisdiccionalidad. Competencia provincial. 


    Cabe señalar que a partir del caso "Lubricentro Belgrano", la Corte subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    G., Ramiro s/ Infracción Ley 24.051


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1782/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Comercialización ilegal de estupefacientes. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes “al menudeo”, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1660/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa: “Encima, Daiana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización”.


    G., María Cristina s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2017/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Robo con armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, por ello corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de uso civil por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    B., David Dario y otros s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2075/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrable. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    A., Sergio s/ Encubrimiento


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66011/2016/2/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    D., R. s/ Robo y encubrimiento


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37363/2016/3/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Delitos contra el orden público. Intimidación público. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. Atento que la figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado "e" del Código Procesal Penal de la Nación, no resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 306:1391. Toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, por lo expuesto corresponde declarar la competencia al juzgado provincial de garantías para entender en la causa.


    N.N. s/ Intimidación pública


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 99678/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Tenencia de armas. Policía Federal. Competencia federal. 


    Habida cuenta que, según surge de las constancias del incidente, la pistola nueve milímetros secuestrada pertenecía a la Policía Federal, el Estado Nacional resultaría directa y efectivamente perjudicado por ese delito, razón por la cual su conocimiento corresponde al fuero de excepción.


    R. N., Ernesto s/ Infracción Artículo 189 bis


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 64027/2017/1/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrable. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    L., Matías Mauro A. y otro s/ Encubrimiento


    COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 37054/2016/1/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Curatela. Personas privadas de la libertad. Domicilio del causante. Competencia nacional. 


    Corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia nacional en lo civil. No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales nacionales sean ajenos a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    H., A. E. s/ Curatela (Artículo 12 Código Penal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2613/2017/CS1, 21 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 12431/2015/1/CS1, "G. Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Brian Leonel s/ Encubrimiento agravado


     COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23829/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Malversación de caudales públicos. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    En lo concerniente al otorgamiento de concesiones a distintas empresas gastronómicas no permiten descartar prima facie un perjuicio para el erario público, máxime cuando al menos en algunos casos se habrían utilizado servicios, tales como agua corriente, energía eléctrica e internet, lo que no parece resultar compatible con lo establecido por la ley 17.321 –referida al régimen de tarifas y aranceles para los museos- que, en su artículo 7°, restringe específicamente aquellos permisos a la promoción de actividades cuyo objeto sea, únicamente, la ayuda y mejora de dichos establecimientos nacionales. Por lo demás, aun cuando pudiese existir un vacío legal tanto acerca del modo de funcionamiento de tales entidades, como de sus derechos y obligaciones y la falta de exigencia de rendición de cuentas que, por consecuencia, traerían aparejadas dificultades para acreditar el destino dado a los fondos recibidos de manos de terceros, esas circunstancias no desvanecen per se la posible existencia de hipótesis delictivas en detrimento del fisco cuya determinación, en definitiva, quedará sujeta a la profundización de la pesquisa que todavía resta llevarse a cabo para ensayar una determinada calificación legal, que por ahora no consta en la resolución del magistrado federal e impide la adecuada resolución del conflicto.


    N.N. s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 260), abuso de autoridad y violación Deberes Funcionario Público (Artículo 248), defraudación por administración fraudulenta y defraudación contra la administración pública denunciante: Oficina Anticorrupción carpeta de referencia n° 1232, y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13673/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Trata de personas. Explotación sexual. Menores. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, hallándose firme un procesamiento y requerida la elevación a juicio por un delito de competencia federal a esa judicatura corresponde continuar con la sustanciación del proceso, que comenzó y transcurrió ante esos estrados hasta arribar a la etapa del juicio propiamente dicho. Conviene recordar la estrecha relación que existe entre la trata de personas y la promoción de la prostitución ajena en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el Art. 2, inc. c) de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842 y la fundamental importancia de mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime. A ello cabe agregar que también se encontrarían en trámite ante la justicia federal otros expedientes relacionados con una de las menores por hechos de idéntica naturaleza, circunstancia coadyuvante para sostener la competencia de ese fuero.


    R., M. A. y otro s/ Infracción Ley 26.364


    COMP FSA-Justicia Federal de Salta, 9136/2013/TO1/5/CS2, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia



    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1036, L. XLVIII, "López, Carlos Adrián; Ramírez, Mercedes Milagros; Pérez, Verónica Gisela y Maldonado, Hugo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización agravada".


    C., Sandro s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 85267/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Amenazas. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 16297/2017/2/CS3. Criterio establecido en la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto, s/ Defraudación por desbaratamiento".


    M., Miguel Ángel s/ Amenazas. Damnificado: D., Ana Verónica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16297/2017/1/CS2, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Contienda negativa de competencia. Cohecho. Competencia federal. 


    No debe descartarse que los hechos que constituyen el objeto de la causa hayan podido afectar, tal como explica el juez nacional en lo criminal, el normal funcionamiento de un órgano judicial de carácter federal o corromper el buen servicio de sus empleados; en consecuencia la causa debe continuar su trámite ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal.


    R., Juan José y otros s/ Infracción Artículo 256 bis, etc.


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 832/2011/31/CS1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Comercialización ilegal de estupefacientes. Secuestro de estupefacientes. Competencia federal. 


    Cabe recordar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3° y 4°. De acuerdo con ese criterio y aún cuando la venta se produciría en la Provincia, no debe soslayarse que tanto las detenciones de todos los prevenidos, como el secuestro de la mayor cantidad de estupefacientes tuvieron lugar en la Ciudad, por lo que corresponde declararse la competencia al juzgado federal para que continúe conociendo en la causa. En la causa surge del informe pericial realizado respecto del revólver calibre nueve milímetros que su numeración se hallaba suprimida. Por ello cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5 del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal.


    M., Alejandra Luján y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18/2018/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Daño, incendio y otros estragos



    Pueblos originarios. Querellante particular. Insuficiencia del agravio. Sentencia arbitraria. Gravedad institucional. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Dado que, no se comprende, ni el recurrente explica, cuál es el perjuicio concreto que le ocasionan esas expresiones del juez de cámara, máxime teniendo en cuenta que una detenida e integral lectura de la sentencia impugnada permite concluir que, para el a quo, aquellas manifestaciones que el apelante tacha de discriminatorias no revisten más relevancia que las de un obiter y, por consiguiente, no vinculan con fuerza de cosa juzgada formal la decisión que puedan adoptar en el futuro tanto el juez instructor como, en su caso, el de apelación, en el marco de la causa principal. La falta de definitividad que por las razones dadas conlleva la decisión cuestionada no se ve conmovida, por los restantes agravios planteados en el recurso extraordinario. Más allá de la opinión que el desempeño de los magistrados intervinientes en la causa le merezca al recurrente, tampoco en este punto logra demostrar el perjuicio concreto e irreparable que le produce la resolución que aquí impugna, sin que tal déficit pueda suplirse mediante la invocación de garantías supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de lo decidido. Más aun, incluso si por vía de hipótesis se asumiera que pudiera asistirle razón al impugnante en cuanto al alegado carácter federal de sus reclamos, cabe recordar el criterio de la Corte según el cual las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, durante la tramitación del litigio, son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que, en su caso, quepa deducir contra la sentencia final de la causa. Por último, establecido el correcto alcance de la decisión jurisdiccional recurrida, la invocación de la excepcional doctrina de la gravedad institucional tampoco puede prosperar, pues el hecho de que en el marco de la misma causa se investiguen otros delitos que involucran intereses de la comunidad indígena a la que el querellante pertenece, no es suficiente, para demostrar que la intervención de la Corte tuviera en el sub lite otro alcance que el de remediar los intereses de la parte.


    C., Gustavo Javier y otro s/ Homicidio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 529/2016/RH1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Delitos contra las personas


    Tipo penal. Asociación ilícita. Calificación legal. Crimen organizado. Pluralidad de intervinientes. Sentencia arbitraria. Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Ius cogens. Delitos contra la humanidad. 


    Fundamento aparente. Afirmaciones dogmáticas. Acto jurisdiccional inválido.


    La cámara ha resuelto una cuestión de derecho federal que, de quedar firme, condicionaría el juicio de reenvío ordenado, en el que aquella cuestión ya no podría ser nuevamente planteada, haciendo que el Ministerio Público se vea obligado a satisfacer requisitos probatorios injustificados para pretender que se lo condene por los otros hechos que se le atribuyen, que no se subsumen en ese tipo. En esas condiciones, un eventual recurso contra la sentencia adversa que resultara del procedimiento de reenvío tal y como ha sido ordenado por el a quo sería irremediablemente tardío de acuerdo con la doctrina de la Corte en la materia. De acuerdo con ella, y salvo la mejor interpretación que de sus propios precedentes pueda hacer el Tribunal, el pronunciamiento impugnable por la vía del artículo 14 de la ley 48 es la decisión que adjudica de modo definitivo la cuestión federal en disputa en el proceso, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión. En cuanto al fondo del asunto, en primer término, acierta al calificar de arbitraria la decisión del a quo, en tanto afirma, sin ningún argumento, que al haber entendido que no había prueba suficiente del propósito delictivo de cometer una pluralidad indeterminada de delitos se imponía la conclusión de que también debía ordenarse la revisión del fundamento de las demás imputaciones. Además, considerando que no ha brindado ningún argumento para sostener esa afirmación, ella se contradice con la consideración de la asociación ilícita como delito autónomo e independiente, característica que nunca estuvo en discusión en el caso y que incluso el a quo, al citar jurisprudencia de la Corte, reconoció expresamente. En particular, según la Corte, la intención de asociarse para cometer delitos indeterminados no debe confundirse con el dolo que corresponde al autor de cualquier otro delito, pues de lo contrario el tipo de la asociación ilícita perdería su autonomía. En suma, si existe una relación de independencia recíproca entre la asociación ilícita y los otros delitos cometidos por sus presuntos miembros, la consecuencia lógica es que la falta de prueba de la primera no puede ser razón suficiente para revocar la condena por los otros delitos imputados. En segundo lugar, tampoco se puede confundir el dolo específico de la asociación ilícita con el típico de los delitos de lesa humanidad. Tal como señaló la Corte, la asociación ilícita requiere el propósito de integrarla con el fin de cometer delitos indeterminados, el tipo de los delitos de lesa humanidad contiene, como elemento subjetivo, el conocimiento del agente de que su conducta forma parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil. Al respecto, la Procuración General ha sostenido, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Penal Internacional que, el tipo bajo análisis no requiere que el agente esté de acuerdo con el plan criminal, ni su intención de que su conducta forme parte del ataque, sino sólo que sepa que eso es así. Desde esta perspectiva, entonces, es infundado sostener que sólo podía ser responsable de delitos de lesa humanidad cometidos durante el último gobierno de facto en nuestro país aquel que hubiera compartido el propósito de quienes elaboraron el plan sistemático de represión, y no también todo aquel que hubiera cometido alguno de esos delitos con el conocimiento de que su conducta podía considerarse, objetivamente, como parte de la ejecución de ese plan, aunque no lo compartiera.


    M., Manlio Torcuato s/ Delito contra las personas


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401118/2000/TO1/15/RH6, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Extinción de la acción penal


    Fraude a la administración pública. 


    De acuerdo con una afianzada doctrina del Tribunal, la prescripción de la acción penal tiene carácter de orden público, y debe ser declarada de oficio, pues se produce de pleno derecho por el mero transcurso del plazo.


    R. F., Raúl Rolando y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 885/2017/CS1, 05 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Extradición


    Violación. Víctima menor de edad. Nulidad de sentencia. Discrepancia del recurrente. Deber de imparcialidad. Sistema acusatorio. Rechazo in límine. Debido proceso. 


    Doctrina del precedente "Callirgós Chávez"; “Baez”; “Quiroga”; “Valenzuela”. Remisión al dictamen de la causa "D., Gastón Heberto s/ Extradición"; "V., Yaakov Kopul s/ Extradición"; y "H. G., Lucas Martín y otros s/ Extradición".


    En cuanto a la nulidad aducida, corresponde recordar el criterio restrictivo que rige en materia de nulidades procesales, el cual también es de aplicación en actuaciones de esta naturaleza. En cuanto al rol que cumple el Ministerio Público, este no es equiparable a una parte más en el proceso, ni, por ende, puede considerárselo exclusivamente como un representante del Estado requirente, máxime cuando éste cuenta con la potestad de designar sus apoderados para intervenir en ese carácter en el proceso. Por lo demás, es pacífica la doctrina del Tribunal en el sentido de que el proceso de extradición no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben en él otras discusiones que las referidas a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables.


    L. A., F. J. y otro s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2177/2017/CS1, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Oposición a la extradición. Violación al debido proceso. Derecho a un traductor. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Prescripción de la acción penal. Pacta sunt servanda. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Falta de agravio concreto. 


    Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal 24.767. Artículo 10.1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.


    En primer término, en cuanto a la falta de determinación de la identidad de la reclamada. No asiste razón al planteo de la parte. Teniendo en cuenta la documentación agregada al pedido formal de extradición y la encontrada en poder de la requerida, de donde surge que el nombre, la nacionalidad, el número de pasaporte, la fecha de nacimiento y las fotografías de la persona cuya entrega se demanda, son idénticos. La Corte ha resuelto en planteos similares, que estos reparos deben ser evaluados por los tribunales del proceso que origina el pedido de colaboración internacional, en virtud de que al juez de la extradición le está vedado conocer del fondo del asunto, y en especial sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona reclamada, ello en razón de que el trámite no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. En este agravio subyace únicamente la disconformidad del recurrente con la solución del litigio, lo que de modo alguno es argumento suficiente para sustentar la nulidad de la sentencia. Al haber observado el a quo las formalidades exigidas por la ley 24.767, la tacha de nulidad basada en la pretendida asimilación plena de esas audiencias a la prevista en el artículo 294 y ss. del Código Procesal Penal de la Nación, resulta manifiestamente improcedente. A igual conclusión, también cabe arribar en cuanto a la invalidez de todo lo actuado. Los tratados en materia de extradición son instrumentos destinados a reglar los modos y condiciones en que las naciones firmantes habrán de entregarse mutuamente los criminales que se encuentran en sus respectivos territorios, por lo que resultaría frustratorio de las condiciones allí concertadas y, en consecuencia, una expresa violación al principio de pacta sunt servanda admitir mayores requisitos para la viabilidad del pedido que los que el instrumento legisla. Al no preverse en el tratado bilateral limitaciones a la extradición nacidas de las penas que no sea la capital, esta discusión se encuentra vedada, ya que significaría imponer al Estado del pedido requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, en afectación del principio pacta sunt servanda y de las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Además, no se advierte que en la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos exista una norma expresa respecto de esa modalidad de sanción, y si se tiene en consideración que ese instrumento internacional sólo admite la pena de muerte cuando un Estado ya la ha instaurado con anterioridad, con mayor razón no se puede sostener que el monto elevado de la pena en abstracto esté excluido de las alternativas de condena. Ello, sin dejar de reconocer que las penas privativas de la libertad tienen como finalidad la reforma y readaptación social de los condenados. Se queja la defensa porque el país requirente no garantizó que el tiempo de privación de la libertad que sufra su pupila en el marco del procedimiento, será tenido en cuenta en el que allí se le sigue. dado que, el requisito en cuestión, contemplado en el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, no ha sido incluido en el convenio y, como la Corte tiene dicho, ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría, apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre las naciones. Sin perjuicio de ello, el Tribunal tiene establecido que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del Estado requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeta la requerida, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo se compute como si lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    L., Hyeran s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 36701/2014/CS1, 29 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Inadmisibilidad formal. Rechazo un límine. Tratamiento médico. Intervención quirúrgica. Falta de agravio concreto. Presentación extemporánea. Extinción de la pena. Discrepancia del recurrente. 


    Doctrina del precedente "Callirgós Chávez". “Torrico Becerra”.


    Es de exclusiva potestad del condenado la decisión de someterse a un tratamiento sexológico, luego de un procedimiento que tiene numerosos pasos destinados a garantizar que esa decisión sea consciente y libre, y que aquél, además, no concluye indefectiblemente en una castración química o quirúrgica. Así, las castraciones quirúrgicas no pueden realizarse en prisioneros o en personas privadas de su capacidad legal. La intervención podrá ser permitida a resultas de la petición escrita del paciente interesado quien deberá tener al menos veinticinco años de edad, deberá haber cometido un crimen violento motivado por el sexo, deberá contar con un examen médico experto que demuestre la presencia de una específica desviación sexual y una alta probabilidad de que volverá a cometer un crimen violento motivado por el sexo y que además otros métodos de tratamiento probaron ser infructuosos para el paciente. El formulario de solicitud debe incluir información detallada sobre la intervención y debe ser acompañado por una recomendación del médico actuante así como también por una evaluación médica independiente. Por consiguiente, no puede aseverarse que en virtud del tratamiento impuesto con la condena a prisión, el requerido corra el riesgo de ser sometido a un castigo inhumano, en tanto no solo descansa en su absoluta decisión la medida a adoptar, sino que además deben cumplirse rigurosos requisitos para que las autoridades del Estado solicitante autoricen ese procedimiento que aún no ha sido derogado. En lo que respecta a la orden de detención y a la solicitud de extradición, emanadas de una autoridad con potestad jurisdiccional, conforme a lo previsto por el artículo 13.d de la ley 24.767 y a la jurisprudencia de la Corte en la materia. El hecho de que sea el Ministerio de Justicia del estado requirente la autoridad que materializa la solicitud de la extradición, no implica que ese organismo no judicial haya asumido facultades exclusivas del tribunal interviniente, sino muy por el contrario, que únicamente a partir de la decisión de éste último, donde específicamente requirió la entrega del extraditurus en el marco de esta asistencia internacional, se encontró habilitado para trasladar esa resolución judicial al plano internacional. Lo hasta aquí considerado, determina la sustancial desestimación de este planteo extemporáneo. En lo que se refiere a la queja de que el monto de la pena no satisface el umbral mínimo. Por lo demás, no puede pasarse por alto que las consecuencias del tiempo que insuma el procedimiento en el país requerido no pueden trasladarse al Estado requirente, cuya solicitud se ha ajustado a los términos de la citada norma nacional. Adviértase en este sentido, que aún en el marco de la prontitud del trámite que prevé el artículo 1°, segundo párrafo, de aquella norma, no es inusual que hasta adquirir firmeza la sentencia definitiva del juicio de extradición pueda transcurrir un plazo mayor al de un año previsto en su artículo 6°; razón por la cual la exigencia que el umbral de un año de privación de libertad para los casos de cumplimiento de pena exista al momento de presentarse la solicitud, no solo respeta la letra de la ley, sino también los fines de cooperación que la inspiran. Por lo demás, al no encontrarse el nombrado en el territorio del Estado requirente de la asistencia jurídica internacional, no corrió a su respecto la prescripción de la condena impuesta, cuyo cómputo debe regirse según su ley.


    K., Martín s/ Extradición


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21547/2016/CS1, 12 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Estelionato. Auxilio jurídico internacional. Estado requirente. Sentencia arbitraria. Principios del derecho internacional de los derechos humanos. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Comité contra la tortura. Ius cogens. Condiciones de detención. Cuestión insustancial. 


    Precedente de la causa “Romero Severo”.


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que los agravios que se intentan hacer valer constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate, los cuales fueron considerados por juez de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con el Estado Plurinacional de Bolivia y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, sin que los argumentos que la parte ha expuesto en su presentación ante la Corte alcancen a refutar las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos. Esa sola deficiencia es apta para determinar -per se- el rechazo de la apelación. En lo que se refiere a si habría prescripto la pena, por cuanto el país requirente no acompañó las coplas de la legislación que, a su criterio, servirían para verificar ese extremo, se entiende que la documentación remitida permite aseverar su subsistencia y cumplir, a su vez, plenamente lo exigido por el convenio bilateral. Cabe recordar, a ese respecto, que es voluntad de las partes contratantes que para la vigencia del ius puniendi “sólo se tendrá en cuenta la legislación del país requirente” y que para satisfacer ese análisis basta “una manifestación acerca de que la acción o la pena no se encuentran prescriptas”. Los tratados en materia de extradición son instrumentos destinados a reglar los modos y condiciones en que las naciones firmantes habrán de entregarse mutuamente los criminales que se encuentran en sus respectivos territorios, por lo que resultaría frustratorio de las condiciones allí concertadas y, en consecuencia, una expresa violación al principio pacta sunt servanda y de las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, admitir mayores requisitos para la viabilidad del pedido que las que el instrumento legisla. Por esta razón, es que no puede exigírsele al Estado aquí requirente que cumpla con lo establecido por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal para verificar si operó la prescripción de la pena, ya que ésta rige únicamente ante la ausencia de tratado que vincule a las partes, sin que resulte procedente incorporar requisitos no contemplados en el acuerdo bilateral a partir de la interpretación de sus términos; ni la defensa ha intentado desvirtuar lo informado al respecto por el Estado requirente. También se impugna lo resuelto bajo la tacha de arbitrariedad por considerarse que, de accederse a su extradición, el imputado correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos. A fin de establecer si la requerida se encuentra en riesgo de enfrentarse a uno de los supuesto del art. 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes cabe acudir a la específica doctrina de la Corte. Para determinar si el riesgo de exposición permite activar la cláusula de excepción prevista en la Ley 24.767 debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte a la requerida. Así, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, la persona requerida se verá expuesta a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respectaran sus derechos fundamentales. Cabe concluir que no existen motivos ciertos y actuales para fundar en esta circunstancia el rechazo de la extradición. Resta agregar, en atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, la Corte ha dicho que “han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo “cierto” y “actual” de condiciones inhumanas de detención".


    C. C., Fanny s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16880/2016/CS1, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Asociación ilícita. Lavado de activos. Pacta sunt servanda. Errónea apreciación de la prueba. Insuficiencia del agravio. 


    Doctrina del precedente "Callirgós Chávez"; “Peyrú”. Precedente “Arla Pita”. Doble incriminación. Artículo 16.3 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Precedente de Fallos: 330:3673. Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Acto jurisdiccional invalido. Doble subsunción. Remisión al dictamen de la causa B. 434, L. XLVI, "B., Nicholas”.


    El planteo efectuado no compromete en modo alguno el "principio de igualdad de armas" que debe regir con la defensa del extraditurus, pues es claro que la singular intervención que compete al Ministerio Público tanto en primera instancia como ante la Corte, reviste ese carácter mixto que incluso redunda en beneficio del requerido. La estricta interpretación del artículo 280, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación realizada en la causa "Rigaud", no consulta acabadamente los alcances del cuadro normativo y jurisprudencial reseñado ni su incidencia en los supuestos de apelaciones ordinarias deducidas por los fiscales federales contra fallos adversos a la extradición, lo cual implica la incorporación de una severa limitación práctica a las funciones propias que desde esta sede se ejercen ante la Corte en la materia. En razón de ello y sin perjuicio de la observancia del temperamento en cuestión en el sub judice, ha de solicitarse al Tribunal que reconsidere para lo sucesivo la inteligencia del plazo aplicable efectuada en el precedente citado. En virtud de los principios que gobiernan la actuación del Ministerio Público en los procesos de esta naturaleza, resulta pertinente la consideración en lo referido al instrumento internacional bajo el cual debe ser examinada la extradición que ha solicitado la República de Guatemala. Constituye una regla general en esta materia que, ante la existencia de tratado, la solicitud de extradición debe regirse según sus previsiones. Esa pauta determina que en las presentes actuaciones resulte aplicable, la Convención Interamericana de Extradición suscripta en Montevideo de 1933, que también rige en la República de Guatemala. El temperamento propiciado, también se fundamenta en la regla pacta sunt servanda del artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y, particularmente, en su artículo 30.3, que prevé la aplicación preferente de las normas de un tratado posterior entre las partes en lo concerniente a una misma materia, sobre las de uno anterior no terminado ni suspendido. En esa inteligencia y sin que ello importe modificar la calificación legal adoptada en el pedido de entrega, cuestión vedada al Estado requerido, es que ha de examinarse teniendo presente ambos instrumentos, máxime cuando la República de Guatemala se ha ocupado de invocar y transcribir en la solicitud las normas específicas en materia de extradición de aquella Convención. En cuanto al fondo del asunto, la conclusión de la juez a quo es producto de una valoración errónea y fragmentaria de los elementos incorporados al legajo, lo cual constituye causal de arbitrariedad que descalifica su pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. En primer lugar, sustenta la supuesta insuficiencia del pedido de extradición en la omisión de haberse acompañado las normas penales referidas a la totalidad de los delitos que se enuncian en la nota verbal de la Embajada de Guatemala en nuestro país por la cual fue solicitada. Sin embargo, si bien en esa presentación se hizo referencia a la comisión de "múltiples delitos, entre ellos tráfico de influencias, cohecho activo, cohecho pasivo, lavado de dinero, enriquecimiento ilícito, fraude y colusión" por parte del "grupo criminal" que habrían integrado las personas que allí se mencionan, lo concreto es que en ambas etapas la solicitud respecto del extraditurus se circunscribió a los delitos de asociación ilícita y lavado de dinero u otros activos, previstos en los artículos 4° de la Ley contra la Delincuencia Organizada y 2°de la Ley contra el Lavado de Dinero u otros Activos del Estado requirente, cuyos textos auténticos y transcripción fueron aportados. A similar conclusión corresponde arribar en cuanto al supuesto incumplimiento del artículo 5°, inciso "b", de la Convención lnteramericana de Extradición ante la omisión de acompañar el texto auténtico del artículo 442 del Código Penal de Guatemala, que también ha sido observada como un impedimento en la sentencia, pues la mera referencia a esa norma, no constituyó petición alguna de la entrega al respecto, razón por la cual el argumento del fallo en tal sentido resulta vacuo. Esta conclusión se fortalece al advertir que la posterior presentación del formal pedido de extradición tampoco abarcó esa conducta. Respecto del delito de lavado de dinero u otros activos, la sentencia se funda, por un lado en la imprecisa y dogmática descripción que el tribunal requirente efectuó de los hechos que lo conformarían, el cual no expuso las circunstancias de modo, tiempo y lugar de las supuestas transferencias que se enuncian. Por el otro, la juez a quo señala como deficiencia para alcanzar los extremos típicos de la ley argentina, que se carece de elementos indicativos del ilícito penal precedente, tal como lo prevé el artículo 303 de nuestro Código Penal. En cuanto al primer aspecto, el Ministerio Público observa que se ha pasado por alto que la resolución judicial guatemalteca por la cual se dio impulso al pedido de extradición, cuya parte dispositiva, debe integrarse con el audio de sus fundamentos transcripto, y a la vez se integra con el respectivo requerimiento planteado por la auxiliar fiscal e incorporado; el cual resulta sustancialmente análogo al acompañado con el pedido de arresto provisorio que consta incluido como prueba documental en la sentencia apelada, donde también fue reseñado. No obstante lo así considerado en la sentencia recurrida y en virtud de la deficiencia invocada por la juez a quo, de la lectura de la presentación de la fiscalía, surge que el requerido junto con las demás personas allí mencionadas, tomaron intervención en la operación vinculada con la construcción de una terminal de contenedores, en pos de obtener réditos que pudiera generar esa contratación por medio del cobro de comisiones en contratos con el Estado, así como asignación de obras y servicios, entre otros. Desde ese punto de vista, al examinar los recaudos que la juez a quo consideró insuficientes para la procedencia de la extradición, al estimar cumplido lo previsto en el artículo del artículo 5°, inciso "b", de la Convención Interamericana de Extradición, debe mantenerse la impugnación interpuesta por la representante del Ministerio Público. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal pues él no envuelve, en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, con los hechos que dan lugar al reclamo. Como consecuencia de ese principio, la Corte se encuentra inhabilitada para valorar si la prueba acompañada alcanza para la imputación por la que se solicita la ayuda, sino que le corresponde examinar lo referente a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes o tratados aplicables a las naciones extranjeras. El cotejo de ambos textos específicos y la reseña de los hechos antes efectuada, cuya valoración ha sido omitida en la sentencia, no dejan duda de la acreditación al respecto del requisito de doble subsunción, pues la sustancia de la infracción, resulta incuestionable ante la suficiente simetría entre ambas normas, sin que resulte exigible la precisión que reclama la defensa en cuanto a las acciones comisivas por la etapa de trámite en que se encuentra el proceso extranjero, a la que el país requirente ha hecho referencia, y porque se trata de una defensa de fondo que deberá ser introducida ante la justicia guatemalteca. Adviértase que esa pretensión conduciría a examinar aquí, el sinnúmero de operaciones internacionales propias de la actividad allí imputada, lo cual desnaturalizaría el objeto de estas actuaciones. Este último criterio de la Corte también conduce a desvirtuar el fundamento de la sentencia acerca de la omisión de la República de Guatemala de acompañar los términos del acuerdo de colaboración eficaz celebrado como anticipo de prueba con el procesado, pues más allá de las referencias normativas puntuales que al respecto pueden extraerse de la transcripción de sus dichos, se trata de una cuestión relacionada con la valoración de esa declaración en aquella sede judicial según su derecho interno, y sus efectos para la imputación que allí se dirige hacia el extraditurus , todo lo cual también resulta impropio en estas actuaciones. Así lo ha juzgado la Corte al declarar la improcedencia de agravios sobre la insuficiencia de la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido, pues con ellos se pretende cuestionar la legalidad del procedimiento extranjero. Por lo demás, frente a la consideración de la juez a quo en cuanto a que tampoco se cuenta con elementos para acreditar el ilícito precedente, la descripción de los hechos de corrupción que surge de la documentación acompañada por el Estado requirente antes referida, permite juzgar acreditado ese requisito del tipo con el grado de certeza exigible a la naturaleza de esta clase de procesos y con arreglo al criterio de prueba indiciaria con el que cabe examinar ese elemento de la figura penal en cuestión. En cuanto a la restante calificación en la que se ha fundado la solicitud, esto es, el delito de asociación ilícita, la sentencia ha omitido toda referencia, lo cual concurre a su descalificación como acto jurisdiccional válido por tratarse de un aspecto que resultaba de ineludible consideración para su adecuada resolución. Por lo demás, este Ministerio Público estima que la entre ayuda también resulta procedente al respecto, aun frente a la diversa regulación que en cuanto a la finalidad de la agrupación ilegal, se advierte, entre el tipo del artículo 210 del Código Penal Argentino y el del artículo 40 del decreto 21-2006 del Congreso de la República de Guatemala. La transcripción permite advertir que además de la diversa previsión respecto del requisito sobre el fin delictivo singular o indeterminado, también existe diferencia en cuanto al número de integrantes, pues la norma de Guatemala no lo especifica. De todos modos, al surgir de la descripción de los hechos también la intervención de tres o más personas, se trata de una circunstancia que no afecta el principio de doble incriminación. Empero, aun cuando prima facie podría considerarse que el distinto alcance de aquel elemento del tipo penal de la asociación ilícita en uno y otro sistema legal obsta a la acreditación de la sustancia de la infracción, ese parecer se disipa al acudir a las previsiones de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, que también rige en este proceso. Frente a la claridad de dicho instrumento internacional que, vincula a ambos Estados, no es posible considerar que la diversa regulación en el ámbito de los respectivos derechos internos sobre la cantidad de delitos para los que se hubiera constituido la asociación ilícita, impida acreditar el requisito de doble subsunción, máxime si se tiene en cuenta que el artículo 16.2 de la convención prevé que a los fines de la extradición podrán incluirse delitos que queden fuera de su alcance.


    G., Mauricio José s/ Extradición - Artículo 52


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9961/2016/CS1, 02 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Delitos contra la integridad sexual. Prescripción de la acción penal. Estado requirente. Cómputo del plazo. 


    El Tratado de extradición con la República del Perú, que rige el presente trámite en virtud de lo dispuesto por el artículo 2 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, establece que lo referido a la prescripción debe valorarse con arreglo a la legislación del Estado requirente y que para ese fin se deben acompañar las disposiciones legales específicas. Por consiguiente, corresponde considerar la cuestión según lo previsto en la ley de ese país. En lo que respecta a cuáles son los actos jurisdiccionales que según el artículo 83, primer párrafo, del Código Penal Peruano son aptos para interrumpir la extinción de la acción, cabe observar, que el planteo que con ese alcance introduce la recurrente, en tanto se dirige a cuestionar la inteligencia del derecho extranjero en esa materia, debe ser formulado ante sus tribunales por cuanto constituye una defensa de fondo, ajena por definición a este tipo de procedimientos.


    P. Á., Miguel Candelario s/ Extradición - Artículo 52


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1672/2017/CS1, 14 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Auxilio jurídico internacional. Tráfico de estupefacientes. Condena. Idioma extranjero. Derecho a un traductor. Debido proceso. Lugar del hecho. Facultades del estado requerido. 


    Para analizar el agravio relativo a que se habría violado el debido proceso en tanto el requerido no contó con un traductor, ya que desconoce el idioma, corresponde efectuar un análisis integral de los diversos envíos de documentación por parte del Estado requirente. Aun cuando no se cuenta con la traducción completa al español del fallo condenatorio, surgen con claridad numerosas conversaciones entre los imputados que fueron obtenidas a través de las escuchas telefónicas ordenadas. La valoración en general de esa prueba respecto del requerido sí consta en la traducción parcial del fallo. Si bien por tratarse del idioma oficial del Estado requirente es natural que las actuaciones se labren en esa lengua, ello no impide advertir circunstancias que indican que fue la originalmente utilizada por los interlocutores. Esta afirmación se refuerza si se tiene en cuenta su intervención en los hechos por los que fue condenado. Su grado de actuación en la organización no parece compatible con el desconocimiento idiomático que se alega. Es pertinente agregar en igual sentido, que una de las defensas planteadas, precisamente, en el "conjunto de las conversaciones interceptadas" para, sobre la base de su valoración, afirmar que "puede deducirse solamente un papel de trámite entre los diversos interlocutores y de nuncius de las voluntades de éste último". El agravio referido al menoscabo al derecho a ser informado respecto de los hechos que se le imputaban y de los motivos de su detención, tampoco se compadece con cuanto surge del legajo traducido. El requerido estuvo presente en algunas audiencias y optó por no hacerlo en otras, dejando actuar a su defensa de confianza; asimismo, en su declaración admitió haber sido trasladado a audiencias desde Roma a Palermo y que fue juzgado con otras veinte personas. Esa participación sin reservas a lo largo del proceso permite descartar el desconocimiento de las conductas atribuidas y que haya existido menoscabo al derecho a contar con la asistencia gratuita de un traductor o intérprete si no comprende o no habla el idioma del tribunal, cuyo alcance consiste en asegurar que las personas "puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales”. A partir de esas circunstancias y de lo que acreditan las transcripciones de las escuchas telefónicas referidas, cuyo contenido incluso fue invocado ante la justicia italiana en defensa del requerido, los agravios planteados respecto de la ausencia de intérprete en aquel proceso y de la adecuada intimación de la imputación, carecen de sustento y corresponde su desestimación. Respecto al agravio referido a que la sentencia de la Corte de Apelaciones de Palermo fue dictada en ausencia, nuestra Corte sostuvo que el resguardo del debido proceso implica asegurar la presencia de imputado durante la sustanciación de juicio propiamente dicho, mas no en la etapa recursiva. En cuanto al agravio que refiere que los hechos por los que se solicita la entrega para ser sometido a juicio habrían ocurrido en territorio argentino, y ello torna inoperable la cláusula impediente del Art. 7 inc. a) del Tratado de Extradición con la República de Italia, sumado a la nacionalidad argentina del requerido, la Corte, en el precedente de “Duque Salazar” rechazó la solicitud porque "la totalidad del reproche contenido en la conducta por la que se reclama a los requeridos ya está comprendida por la imputación más amplia que se les formula en jurisdicción nacional" y "conceder la extradición para que se los juzgue por 'confabulación' representaría una clara violación al principio non bis in idem". En sentido similar, al resolver en "Cabrera" juzgó improcedente el pedido por considerar que "el tipo penal del delito de tráfico de estupefacientes agravado por la intervención de tres o más personas organizadas para cometerlo, consume -al resultar agravado por representar un mayor avance del iter criminis- el injusto de la confabulación, en razón de tratarse de las que se denominan 'infracciones progresivas' en las que el proceder del agente va recorriendo diferentes infracciones jurídicas de creciente gravedad y respecto de las cuales la punición del grado más avanzado comprende el contenido del injusto de los pasos previos". En este pronunciamiento reiteró el criterio que ya había fijado en "Ralph", en cuanto a que los "delitos que, como el tráfico ilícito de estupefacientes, afectan a la comunidad de las naciones, requieren razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación judicial, atento a que, dada la modalidad en que se llevan a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o tramos típicos de un mismo hecho". En esa misma dirección, concluyó allí que "la aplicación de una regla sobre la concurrencia de jurisdicciones, lejos de atentar contra la cooperación penal la refuerza ya que procura, en definitiva, hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas que tengan una dimensión internacional desde que la declaración de la competencia está basada en la proximidad con el hecho". En similar sentido, el Tribunal ha revocado sentencias favorables a la extradición en casos donde interpretó que las conductas imputadas e investigadas en la jurisdicción extranjera solicitante, podían habilitar la jurisdicción penal argentina. Ello, con invocación del Art. 7°, inc. a), de la Convención de Extradición celebrada con la República Italia y de normas similares, con sustento en que frente a cláusulas convencionales en que obligatoriamente la jurisdicción del país requerido desplaza la del requirente, no son de aplicación las normas de derecho interno, pues se privaría unilateralmente de eficacia lo acordado entre dos naciones, en oposición a lo previsto en el Art. 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Al igual que en estos últimos precedentes, no consta que los cargos por los que se reclama se encuentren investigados en jurisdicción argentina y, según la descripción que acompañó al pedido, habrían tenido ocurrencia en esta ciudad sin perjuicio de su vinculación con los demás hechos que se imputan en el Estado requirente a los otros integrantes de la organización criminal que el nombrado habría conformado. Empero y contrariamente a lo resuelto en la sentencia apelada, esas circunstancias carecen de entidad para que este aspecto del proceso de extradición pueda resolverse apartándose de los criterios reseñados. En consecuencia, la "unidad de juzgamiento" que han consagrado los Estados parte en el Art. 7°, inc. a), del acuerdo bilateral aplicable determina la prioridad que, en forma exclusiva, quisieron asignarle a la "competencia" del país requerido con exclusión de la jurisdicción extranjera aun cuando fuera competente sobre bases territoriales o extraterritoriales. Este criterio, con directa referencia al tratado celebrado con la República de Italia, también fue aplicado por la Corte en "Albornoz”, referido a un pedido de extradición formulado por ese país en relación a tipos penales alcanzados por la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Así las cosas, la incuestionada comisión en el territorio de la República Argentina de aquellos tramos de las conductas constitutivas de los delitos sobre los que versa esta solicitud de extradición impone a este Ministerio Público Fiscal oponerse a este segundo pedido, porque el ejercicio del deber de "representar el interés por la extradición" que le asigna el Art. 25 de la Ley 24.767 debe conjugarse con la defensa de la legalidad que la Constitución Nacional pone en cabeza de los fiscales y teniendo en cuenta la naturaleza de "orden público" que reviste la afirmación de la jurisdicción penal internacional de la República Argentina. El temperamento postulado, por lo demás, guarda coherencia con la obligación que -ratione loci- surge de la citada Convención, en cuanto fija el deber de adoptar todas las medidas necesarias para que un Estado parte se declare competente respecto de delitos convencionales que haya tipificado cuando el presunto delincuente se encuentra en su territorio y dicha parte no lo extradite a otra basándose en que el delito se ha cometido en su territorio.


    C., Héctor Adolfo s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3303/2010/CS1, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Estado requirente. Violación de tratados internacionales. Presentación extemporánea. Rechazo in límine. Apreciación del juez. Culpabilidad. Falta de agravio concreto. Tipo penal. Calificación legal. Aplicación temporal de la ley. 


    Doble subsunción. Principio de doble incriminación. Doctrina del precedente “Callirgós Chávez”. Precedentes “Veniero”, y “Alcántara Van Nathan”.


    El apartamiento del Juzgado Federal dispuesto en función del precedente "Llerena", no es aplicable a los juicios de extradición conforme lo resuelto por la Corte en "Acosta González" y "Villavicencio" y en "Serpa Pucheta", ya que en estos procedimientos no hay instrucción en sentido estricto, en razón de que no se persigue comprobar si existe un hecho delictuoso mediante diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad, establecer las circunstancias que lo califiquen, agraven, atenúen, justifiquen o influyan en la punibilidad, individualizar a los partícipes o comprobar la extensión del daño provocado por el delito. Y ello es así porque "el pedido formal de extradición funciona en nuestro sistema procesal de forma similar a la requisitoria de elevación a juicio". Es decir, el acto que da comienzo al proceso de extradición es análogo y equiparable al que inaugura la etapa de juicio. En varios precedentes la Corte decidió dejar de lado el reparo formal y trató planteos extemporáneos, pero ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y aqui oportunidad no se advierte que se presenten aquellas circunstancias extraordinarias, que han permitido a la Corte soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. No obstante ello, la procedencia de esa medida se explica por las inasistencias del requerido a las audiencias que el tribunal ordenó a fin de dictar sentencia. En tales condiciones, la acreditación de aquellas citaciones que reclama ante la Corte la defensa oficial, importa una medida que, además de su extemporaneidad, no solo pretende desvirtuar la aludida declaración prestada bajo juramento que ha sido acompañada como prueba con el pedido de extradición y certificada por el Departamento de Justicia de los Estados Unidos, que merece plena fe, sino que, además, resultaría superflua. También se queja el apelante porque el a quo no formuló un juicio de valoración jurídico acerca de si el acuerdo de culpabilidad alcanzado por el imputado con las autoridades estadounidenses satisfacía los recaudos del debido proceso adjetivo. Cabe destacar que, para esa diligencia ante los fiscales el requerido contó con la asistencia de un abogado defensor. Asi, la especial naturaleza del trámite de extradición no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se le sigue a la persona en el país requirente, dado que imponerle a jueces ajenos al proceso resolver cuestiones, como la validez y fiabilidad de la prueba, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa, trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses de los imputados. Por consiguiente, al tratarse de un agravio que se refiere a cuestiones que atañen al fondo del asunto que se ventila en el juicio que se le sigue en aquel Estado y, por lo tanto, ajenas al objeto de este trámite, debe ser desestimado. Respecto de la última queja de la defensa, el tipo penal que debe tenerse en cuenta a los efectos de la doble incriminación es el vigente al momento del Ingreso del pedido formal de extradición. El proceso de extradición no es un juicio en sentido estricto, puesto que su función es constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la entrega que pretende el Estado requirente. En este marco, el requisito de la doble punibilidad tiene por objeto verificar si el delito motivo del requerimiento tiene su correlato en la legislación Argentina. Ello es así porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita la persecución penal de una persona en condiciones que no considera susceptibles de criminalizar. Asi, la doble subsunción en cuanto obliga a la inserción en la ley penal interna de la conducta atribuida en el extranjero a un individuo, es el modo de proteger las garantías de los individuos contra injerencias estatales que no está dispuesto a realizar. Por el contrario, el Estado requirente sí busca ejercer su potestad penal, y de allí que se le exija en el pedido formal de extradición la concreción típica de los hechos por los cuales solicita el extrañamiento. La doble subsunción que exige la aplicación del principio de la doble incriminación no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación del hecho a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que allí se pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley.


    I., Roberto Fabián s/ Extradición


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 29632/2015/CS1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Pedido de extradición. Nulidad procesal. Ley nacional. Estado requirente. Comunidad Mapuche Tehuelche. Non bis in ídem. Defensa en juicio. Aplicación errónea de la ley. Apreciación de la prueba. Falta de fundamentación autónoma. Perseguido político. Falta de agravio concreto. Discrepancia del recurrente. Detención en el extranjero. Auxilio jurídico internacional. Improcedencia del recurso. 


    Doble subsunción. Remisión al dictamen de la causa FCR 930/2015/CS1. Informe del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas en Chile. Precedente de Fallos: 326:4415. Sentencia de la causa "Michaux, José Alberto s/ Extradición".


    Respecto al agravio referido a la nulidad de lo actuado en razón de la inobservancia de la normativa específica indígena porque el extraditurus integra la comunidad mapuche. La lectura del Memorial permite apreciar que se reduce a la transcripción de diversas normas del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, aunque sin explicar de manera fundada las razones por las cuales ellas deberían incidir del modo que se pretende en el trámite del proceso de extradición, en el cual no se juzga la inocencia o culpabilidad del requerido sino exclusivamente la acreditación de los requisitos previstos en el tratado o la ley aplicables. Por lo demás, el sentido de los preceptos allí transcriptos se refiere a cuestiones más vinculadas con el proceso penal que tramita ante la justicia del Estado requirente; sin referencia alguna a un proceso como el de autos, regido por la aludida normativa específica y cuyo objeto se limita a declarar la procedencia o improcedencia de la entreayuda. De todos modos, de conformidad con el artículo 8, inciso 1), de dicho instrumento internacional, el trámite de estas actuaciones acredita, que el tribunal a quo tuvo en cuenta las costumbres del extraditurus en lo referido a su salud, ceremonias e incluso, durante la audiencia de debate, su idioma. Sin perjuicio de ello, al no advertirse que se trate de una normativa aplicable al objeto específico que debe decidirse en este proceso, corresponde concluir en la desestimación del agravio. En cuanto a la afectación de la garantía del ne bis in ídem y del derecho de defensa en juicio, el Ministerio Público ya se expidió a favor de la procedencia de la solicitud en el dictamen referido. En efecto, sólo una decisión en esos términos podría obstar a un nuevo pedido por los mismos hechos. Empero, el alcance de lo resuelto en ese primer proceso e incluso el posterior fallo de la Corte, carecen de la entidad que postula la defensa pues no ha existido un pronunciamiento anterior de aquella naturaleza. El sentido del dictamen aludido no puede prefigurar afectación alguna a la garantía del ne bis in idem, no sólo porque el proceso de extradición no constituye un juicio sobre la inocencia o culpabilidad del requerido, sino también porque la función legalmente asignada a esta institución es la de representar el interés por la ayuda sin ejercicio de la potestad de juzgar. Por lo demás, en el supuesto de advertirse el menoscabo a esa u otra garantía fundamental del extraditurus, el Ministerio Público se encontraría determinado por una norma de jerarquía superior a postular su inmediata enmienda no obstante aquella representación. Bajo esas pautas, no verificada esta última circunstancia ni el supuesto de reiteración de un pedido ya resuelto en aquellos términos sustanciales, corresponde agregar que la vigencia de la garantía en cuestión se encuentra prevista en el artículo 3°, inciso c), del tratado aplicable al sub judice. Así, rigen al respecto los mismos requisitos que en todo proceso penal, esto es, las identidades de sujeto, objeto y causa. Si bien las dos primeras se encuentran presentes, el tercero de los elementos enunciados luce ausente. En cuanto al alcance del principio en esta materia, es doctrina de la Corte que "si bien la sentencia que recae en actuaciones de extradición es definitiva pues pone fin al procedimiento en la forma en que se lo ha seguido y con prescindencia de la posibilidad de su reiteración, la resolución denegatoria no impide" que se reabra la instancia con nuevos documentos y nuevas pruebas, si el rechazo se ha fundado en el defecto o insuficiencia de las piezas presentadas o de los recaudos legales exigibles". La apertura de este proceso fue con plena observancia de las garantías del extraditurus tanto por lo actuado por las fuerzas de seguridad como por la autoridad judicial interviniente; y más allá del alcance de la resolución firme del a quo, la inadmisibilidad del recurso del Ministerio Público resuelta por la Corte, ha tornado insustancial el planteo que respecto de la doble persecución intenta la apelante. En cuanto a la alegada afectación al derecho de defensa en juicio al haber denegado el a quo parte de la prueba ofrecida para acreditar que los hechos que eran materia de la solicitud de extradición constituyen delitos políticos o conexos a ellos, el agravio se vincula con la arbitrariedad denunciada por la falta de fundamentación que exhibiría el fallo por haber rechazado esos planteos y la invocada persecución por su condición de nacional argentino. Así, en casos como el de autos rige el estándar aplicable en los procesos penales según el cual la determinación de qué pruebas son pertinentes es una potestad del juez de la causa, quien no viola la garantía de defensa en juicio si considera que las propuestas por la parte no son conducentes, por cuanto no es su obligación conformar su decisión a las pretensiones de la parte sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Respecto de la falta de fundamentación del recurso, la defensa ha sostenido que al citar el precedente de Fallos: 115:312, el a quo invocó "un antiguo fallo" de la Corte, sin mencionar que en el mismo sentido también fueron evocados los similares posteriores de Fallos: 265:219,319:2545 y 333:1735, para negar el carácter de infracciones políticas o conexas con ellas a hechos "particularmente graves y odiosos por su bárbara naturaleza". La relevancia que el a quo asignó a esos vigentes criterios de la Corte para arribar a la conclusión que se apela, y descartó su carácter político o conexo y, por lo tanto, la existencia de ese impedimento a la procedencia de la extradición, hacía indispensable que la defensa también se ocupara de confutarlos, pues es insuficiente afirmar que los incluidos en la solicitud configuraron delitos "asociados al de rebelión", máxime cuando también se ha omitido toda mención a los elementos típicos de esa conducta, al menos, desde su regulación en el Código Penal argentino. En síntesis, por un lado el planteo reclama porque no se incluyeron esas figuras en el pedido de extradición; y, al mismo tiempo, se queja porque el a quo determinó que ese proceder de la justicia extranjera observa las recomendaciones de los informes específicos de órganos de las Naciones Unidas para proceder en ese sentido y ello le impide argumentar en beneficio de su posición. Esa contradicción argumental adquiere mayor entidad si se considera que la propia defensa presentó pruebas que fueron incorporadas a las actuaciones y acreditaron la vigencia del temperamento que critica, lo cual desvirtúa su actual postura. De todos modos, la ley 24.767 prevé que "no se considerarán delitos políticos… los actos de terrorismo". Es decir, que aun en el supuesto de haberse aplicado esa calificación en el proceso extranjero, ella no habría constituido per se un obstáculo para la procedencia de la extradición. Aquel déficit de fundamentación sobre la alegada naturaleza política de los delitos que se imputan al extraditurus, se vincula con la referida a la persecución por etnia y nacionalidad que aduce la recurrente. En efecto, aun cuando el juez federal interpretó con arreglo a la doctrina de la Corte de Fallos: 329:2523 y sus citas, que esa alegación resultaba ajena al tratado que rige el sub judice, abordó su tratamiento por razones de orden público. Para desestimar esa defensa y de conformidad con el inciso d) del artículo 8° de la Ley 24.767, invocó las constancias objetivas que surgen de lo actuado en "el proceso" de origen por la justicia chilena, las cuales han sido pasadas por alto por la recurrente. Así, con invocación de los precedentes de la Corte de Fallos: 319:2545 y 339:1277, el a quo destacó que en la "audiencia de formalización de la investigación", el requerido fue informado sobre los hechos que se le atribuían, que allí contó con la asistencia de su letrado, quien ejerció las defensas que consideró pertinentes; y que esas garantías existieron en todos los actos en que intervino antes de darse a la fuga. Lo hasta aquí reseñado también permite descartar el agravio referido a que la solicitud de extradición significa un acto de persecución por su condición de ciudadano argentino, pues no consta que durante el trámite de aquellas actuaciones, mientras estuvo a derecho, su situación se haya diferenciado de la de sus consortes de causa. En consecuencia, la situación descripta impide inferir que su sola condición de ciudadano argentino le pueda traer aparejada una especial animosidad por parte de las autoridades de un Estado que tradicionalmente mantiene estrechas vinculaciones diplomáticas, culturales, económicas y sociales con el nuestro, lo cual conduce a descartar la existencia del impedimento del artículo 8°, inciso d), de la ley 24.767. La defensa se agravia porque el a quo no habría efectuado el correspondiente control de convencionalidad al dictar sentencia. Con sustento en los precedentes "Wong Ha Wing vs. Perú" y "Norín Catrimán y otros vs. Chile", de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, alega que esa omisión comprometería la responsabilidad internacional del Estado argentino e insiste sobre la existencia de un riesgo "previsible, real y personal" de sufrir tratos contrarios a la prohibición de tortura, crueles, inhumanos o degradantes, y que el juez debió tratar esa alegación en observancia de aquel deber. Sin embargo, bajo esa argumentación se queja nuevamente del criterio del auto de admisibilidad de la prueba y pretende no sólo una inteligencia diferente de lo actuado por la justicia chilena respecto de otros imputados en el expediente donde se reclama la extradición, cuestión que excede el objeto de este proceso, sino también un examen del "conflicto histórico, político y cultural" dentro de un "Estado plurinacional", todo lo cual constituye una discrepancia con los supra aludidos criterios que, siguió el magistrado para descartar la existencia de aquellos impedimentos y dejar a salvo la responsabilidad internacional de la República Argentina. Resta hacer referencia a la afectación del derecho de defensa que se alega por la forma en que el juez dispuso la reapertura del debate para la lectura de la sentencia. La recurrente no ha alcanzado a demostrar que la supuesta nulidad que introduce sobre esa base haya comprometido de modo sustancial la garantía que invoca, razón por la cual se trata de un planteo que sólo exhibe un mero formalismo que resulta improcedente ante el criterio restrictivo que rige al respecto. El cuestionamiento dirigido contra la ausencia del requisito de doble sub sunción, tampoco puede prosperar. En primer término, porque no se han modificado las circunstancias valoradas sobre esta cuestión en el ya aludido dictamen. En segundo lugar, porque la crítica de la parte recurrente hacia ese aspecto de la sentencia sugiere una inteligencia de las figuras penales que desatiende el criterio de la Corte en cuanto a que lo que cabe considerar es la sustancia de la infracción, más allá del nomen iuris utilizado en la ley extranjera. También resulta improcedente la objeción hacia la acreditación de ese recaudo respecto del arma por cuya tenencia ilegal se ha solicitado la entrega. La parte recurrente se atiene nuevamente a la literalidad de los artículos 3, inciso 3°, 9 y 13 de la ley 17.798 de la República de Chile, para sostener que la ley penal argentina no incluye las armas de fabricación artesanal dentro de las armas de guerra o de uso civil. Sin embargo, omite atender el pormenorizado y ajustado desarrollo de fundamentación y normativo de la sentencia que, con invocación de un precedente específico de la Corte, determinó al juez a concluir que el hecho de que se trate de un arma de fabricación artesanal no impide considerarla como un arma de fuego portátil, tiro a tiro, de los incisos 1°, 3° Y 7° del artículo 3 del decreto 395/75, reglamentario de la ley 20.429, y por sus características encuadrar su tenencia en el artículo 189 bis, inciso 2°, segundo párrafo, del Código Penal argentino. Cabe agregar que esta conclusión no se altera por la mera invocación de las leyes 24.492 y 25.886 y del decreto 821/96. En tales condiciones, esa insuficiencia argumental del recurso, que sólo exhibe una discrepancia que no conmueve la adecuada fundamentación del a quo para juzgar acreditada la doble identidad de la sustancia de la infracción, determina la improcedencia del agravio. En cuanto al planteo referido al tiempo de detención sufrido por durante el trámite del anterior proceso de extradición, al igual que las mismas razones de equidad y justicia en que la Corte ha fundado la jurisprudencia que invocó el juez para aplicar ese criterio respecto de la actual privación de libertad, permiten acceder al reclamo de la defensa y ordenar al magistrado que con ese alcance amplíe el temperamento allí adoptado, debiendo disponer a tal fin las medidas que correspondan. Ello, aun cuando el tratado aplicable a esta solicitud, formulada por la República de Chile, no contemple dicha circunstancia. La parte también reclama sobre la falta de las seguridades que prevé el artículo 11, inciso "e", de la ley 24.767. Por tratarse de una previsión de derecho interno no prevista en el instrumento internacional que rige la ayuda y que, por lo tanto, no es posible incorporar su exigencia unilateralmente, en consonancia con el criterio señalado en el párrafo anterior, que corresponde recomendar que, al ser informadas del tiempo de detención, las autoridades extranjeras también "arbitren las medidas a su alcance" a tal fin. Por último, en referencia al ejercicio de la opción de ser juzgado en la República Argentina prevista en el artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, lo expresado por el a quo en la sentencia impugnada se ajusta a la doctrina de la Corte.


    J. H., Francisco Facundo s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 11466/2017/CS1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Tráfico de estupefacientes. Calificación legal. Principio de congruencia. Debido proceso. Defensa en juicio. Estado requirente. Auxilio jurídico internacional. Principio de legalidad. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. 


    Doble subsunción. Fallos: 42:409. Artículo 30 y 33 de la ley 24.767. Precedente de la causa “Veniero”; “Ríos Llancalahuen”; "Cabrera”; “Lariz Iriondo”; "Alcántara Van Nathan"; entre otros.


    En los casos de extradición, el proceso judicial no va enderezado a determinar la inocencia o culpabilidad de la persona reclamada y el carácter contencioso del debate que se desarrolla es el fruto de la contraposición de intereses que subyacen al pugnar, por un lado, el interés del Estado Nacional de dar satisfacción al requerimiento de la potencia reclamante y, por el otro, el del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada. Sin perjuicio de lo previsto en los tratados que rigen las solicitudes, el objeto y trámite de esta clase de procesos se restringe a las condiciones exigidas por la ley 24.767, referidas a la solicitud de extradición cuyo contenido es informado al requerido desde un inicio y, por ende, la intervención que en ellos compete a este Ministerio Público no se vincula al ejercicio de la acción pública, ni son aplicables los criterios referidos a la competencia fiscal sino sólo aquéllos que imponen la vigilia acerca del fiel cumplimiento de las leyes y reglas del procedimiento. En el presente caso, si bien de la reseña de los sucesos que dan origen al auxilio internacional se advierten mayores acontecimientos presuntamente delictivos que los que se atribuyen a los extraditurus, lo cierto es que "los hechos con relevancia típica escogidos por el país requirente", no pueden subsumirse en las conductas elegidas por el a quo. Sin embargo, la eventual nulidad que, podría afectar a la sentencia no impide que la Corte, en su jurisdicción apelada, adecue la subsunción de los hechos y conceda la extradición. Ello en atención a la amplitud de conocimiento que otorga a la Corte el recurso en materia de extradición. En cuanto al análisis del principio de la "doble subsunción" o "doble incriminación". Este examen debe realizarse teniendo en cuenta que, como sostiene el Tribunal, su configuración no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el pedido de extradición, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. De conformidad con inveterada doctrina de la Corte, los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. No obstante, a fin de determinar si el hecho es subsumible en algún tipo penal conminado con una pena debe confrontarse su descripción con el ordenamiento penal argentino, sin que para esta constatación el juez de la extradición esté afectado por el nomen iuris del delito. La doble subsunción no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de su adecuación a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley. Por lo tanto, corresponde verificar solamente si los hechos, son tipificables en alguna o algunas de las figuras del ordenamiento penal argentino. A los fines de la subsunción de la conducta en la legislación nacional, se considera al tipo penal que debe tenerse en cuenta a los efectos de la doble incriminación el vigente al momento del ingreso del pedido formal de extradición. En este marco, el requisito de la doble punibilidad tiene por objeto verificar si el delito motivo del requerimiento tiene su correlato en la legislación nacional. Ello es así porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita que una persona que se encuentra en su territorio sea perseguida penalmente en el extranjero, en condiciones que él no considera susceptibles de criminalizar. En esas condiciones, la doble subsunción está lejos de constituir una medida penal por parte del Estado argentino, sino que es el modo de proteger las garantías de los individuos contra injerencias estatales que él no está dispuesto a realizar. Por el contrario, el Estado requirente sí busca ejercer su potestad penal, y de allí que se le exija en el pedido formal de extradición la concreción típica de los hechos por los cuales solicita el extrañamiento. El Estado requerido no tiene que probar la responsabilidad del extraditable sino si están dadas las condiciones para proceder a su entrega, por lo tanto la adecuación hipotética al ordenamiento interno deberá hacerse sobre la base de la legislación punitiva vigente al tiempo del ingreso del pedido de extradición. Si lo que se pretende es verificar si la República Argentina considera adecuado prestar colaboración a una nación que se la solicita, será importante constatar si la Argentina considera viable el ejercicio de la persecución penal por ese hecho al momento en que se solicite su asistencia internacional, esto es, a partir del ingreso del pedido formal de extradición, que es la primera ocasión en la cual se le pide al Estado argentino que haga uso de su poder represivo a título de cooperación internacional. Esta es la posición adoptada por la Corte en los precedentes de la referencia. Además, ella armoniza con la letra del tratado bilateral aplicable.


    G. R., Moisés y otro s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1222/2013/CS1, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Recurso de apelación. Mantenimiento del recurso. Ministerio Público Fiscal. Calidad de parte. Orden público. Plazo razonable. 


    La intervención del Ministerio Público excede la mera calidad de "parte apelante". En efecto, ella resulta imperativa por la función de representar "en el trámite judicial el interés por la extradición" asignada en el artículo 25 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal 24.767. Cabe recordar que esa representación no es subsidiaria, pues se mantiene aun cuando el Estado requirente haya tomado la intervención "como parte en el trámite judicial por medio de apoderados" que autoriza el segundo párrafo de ese precepto. Esa previsión legal abona el carácter sui generis que cabe atribuir al rol que ejerce el Ministerio Público en estos expedientes y permite afirmar que la calidad de "parte" correspondería al Estado que se presenta en las actuaciones en esos términos, pues su objetivo se dirige exclusivamente a que prospere la extradición solicitada. La especial calidad de "parte" que el legislador le asignó en esta clase de procesos, también responde al carácter de "magistratura de control" que el Ministerio Público Fiscal ejerce de conformidad con el artículo 120 de la Constitución Nacional, y que la Corte ya había reconocido en su precedente, "a fin de custodiar el orden público y la defensa del orden jurídico en su integridad". Con directa referencia a juicios de extradición y a que su actuación en esos casos no es en el ejercicio de la acción penal pública sino para vigilar el fiel cumplimiento de las leyes y reglas de procedimiento, ese rol funcional ha sido destacado, bajo la vigencia del Código de Procedimientos en Materia Penal y la ley 24.767. En esa misma inteligencia y con mayor precisión, en el precedente "Peyrú" sostuvo que concedido el recurso ordinario de apelación contra las sentencias dictadas en materia de extradición, debe darse vista al Procurador General, "pues él no se halla equiparado a una parte particular en el proceso". Este criterio fue reafirmado en "Green". Las particularidades descriptas autorizan a sostener que el planteo que efectuado no compromete en modo alguno el "principio de igualdad de armas" que debe regir con la defensa del extraditurus, la singular intervención que compete al Ministerio Público tanto en primera instancia como ante la Corte, reviste ese carácter mixto que incluso redunda en beneficio del requerido. La estricta interpretación del artículo 280, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación realizada en "Rigaud", no consulta acabadamente los alcances del cuadro normativo y jurisprudencial reseñado ni su incidencia en los supuestos de apelaciones ordinarias deducidas por los fiscales federales contra fallos adversos a la extradición, lo cual implica la incorporación de una severa limitación práctica a las funciones propias que desde el Ministerio Público ejercen ante la Corte en la materia. El a quo rechazó la entrega reclamada apartándose de las reglas previstas por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), de aplicación supletoria (art. 2). La norma es suficientemente clara en cuanto consagra que finalizado el trámite administrativo y recibido el pedido de extradición en sede judicial, el juez dispondrá la citación a juicio salvo que el requerido diera su consentimiento para ser extraditado (art. 28) o si se comprobara que la persona detenida no es la requerida (art. 29). Luego, una vez superada la etapa de juicio (art. 30, segundo y tercer párrafos) el ordenamiento legal habilita a la autoridad judicial a pronunciarse acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición (art. 32). También prevé que cuando el magistrado advierta falencias en los requisitos de forma del pedido, hasta el momento de dictar sentencia puede suspender el proceso y conceder al Estado requirente un plazo -que no excederá de treinta días corridos- para que lo subsane (art. 31). La razonabilidad del tiempo que demora una potencia extranjera en contestar las requisitorias de otro país, importa definir un concepto eminentemente impreciso. Por ese motivo, en el artículo 10 del tratado bilateral se estipula que para tales supuestos, la parte requerida debe establecer un "plazo razonable" para el cumplimiento de la obligación "conforme a su legislación interna", que sirve, en definitiva, para guiar el accionar de las autoridades de la requirente. En las tres solicitudes que dispuso a lo largo del trámite, el a quo debió -y eventualmente deberá- imponer un plazo a la República Francesa para que cumpla con la remisión de la documentación adicional que estimó necesaria (art. 31 de la ley 24.767), Y luego convocar a las partes a la audiencia oral que -de no darse los supuestos de los artículos 28 y 29 de esa norma- resulta ineludible y sin la cual le está vedado adoptar cualquier resolución sobre la procedencia o no de la entreayuda (art. 32 ídem). Corresponde concluir que la sentencia apelada carece de validez al no haberse cumplido las etapas procesales del trámite judicial establecidas legalmente, tal como la Corte lo ha sostenido en el precedente" Videla". Tiene dicho la Corte que si en el ámbito de su competencia extraordinaria se encuentra habilitada para efectuar el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada, con mayor razón conserva dicha potestad cuando actúa en el marco de la amplitud de la jurisdicción ordinaria (art.33 de la ley 24.767), ya que la medida del conocimiento que otorga el recurso de apelación coincide con la que corresponde al órgano que dictó la resolución impugnada.


    V., Yaakov Kopul s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7264/2016/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Homicidio calificado



    Juicio por jurados. Jueces naturales. Garantías procesales. Debido proceso. Jueces naturales. Presunción de inocencia. Igualdad ante la ley. Impugnación de la declaración testimonial. Presentación extemporánea. Prisión perpetua. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. 


    Los agravios vinculados con la aplicación del nuevo ordenamiento procesal penal de la provincia y las disposiciones que regulan el juicio por jurado popular resultan inadmisibles, debido a la conducta procesal asumida por los acusados. En ese sentido, la actuación de aquéllos y sus defensas durante el trámite permite afirmar que los reparos introducidos recién luego del veredicto de culpabilidad no resultan susceptibles de ser tutelados por la vía del artículo 14 de la Ley 48, pues han quedado afectados por las consecuencias de su anterior conducta discrecional. Dado que, los imputados ni sus defensas cuestionaron la realización del juicio frente a un tribunal que estuvo constituido por jurados populares, ni objetaron las normas que lo regulan, la dirección que aplicó el juez profesional o las reglas e instrucciones que éste impartió a los miembros del jurado. Por el contrario, participaron sin disidencias u oposiciones en el trámite del debate, lo que, desvirtúa la situación que alegó el recurrente y descarta toda posibilidad de que los imputados hayan visto afectado el debido proceso, la garantía del juez natural, el ejercicio de sus defensas, la presunción de inocencia y la igualdad ante la ley. Conforme tiene dicho la Corte, nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, máxime cuando ellos fueron producto de una determinada actitud procesal válidamente adoptada en su oportunidad. En cuanto a los planteos vinculados con la valoración de las declaraciones de los testigos, el veredicto del jurado y la pena de prisión perpetua, la apelación federal carece de la fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48 pues, según lo ha interpretado la Corte, para la procedencia del recurso no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. En tal sentido, el recurrente se limitó a reiterar las consideraciones expuestas en la anterior instancia que fueron respondidas por el a quo mediante argumentos que aquél no rebatió. No obstante, el apelante sólo expresó que el acusador presento a los testigos de manera extorsiva y obtuvo así una versión incriminatoria respecto de los acusados, sin demostrar arbitrariedad en la decisión recurrida ni indicar algún elemento en sustento de esa grave afirmación. Lo mismo ocurrió, con el planteo acerca de la pena de prisión perpetua impuesta, pues el a quo, con cita de doctrina y jurisprudencia, ratificó los fundamentos que expuso el tribunal de impugnación en el sentido de que la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad reconoce el fin re socializador de esa clase de sanción y establece beneficios que permiten el acceso a regímenes de libertad antes de su agotamiento, no obstante lo cual el recurrente no se hizo cargo de ese argumento, pues sin sustento en alguna disposición legal expresó que "no habrá posibilidad de egreso anticipado ni progresividad alguna, desde que su edad no lo permitiría", y se limitó a afirmar de manera dogmática que, dada la edad de su asistido, es "ciertamente probable que no egrese con vida de la prisión" o que, de hacerlo, no tenga posibilidad de reinsertarse socialmente y valerse por sí mismo.


    C., Mariano Eduardo y otro s/ Homicidio agravado – impugnación extraordinaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 461/2016/RH1, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Homicidio simple


    Defensa en juicio. Falta de fundamentación del agravio. In dubio pro reo. Presunción de inocencia. Denuncia anónima. Sentencia arbitraria. Individualización de la pena. Discrepancia del recurrente. 


    Fallos 329:5556.


    El reclamo basado en la violación al derecho de defensa, en particular a la garantía del acusado de controlar la prueba de cargo que surge del artículo 8.2.f de la CADH, es inadmisible por carecer de la fundamentación indispensable. Ninguno de los argumentos ha sido objeto de una refutación puntual por parte del recurrente, ni en lo que atañe a la caracterización de la nota anónima como notitia criminis y su correspondiente valoración en el proceso, ni con respecto a la circunstancia definitoria de que, en todo caso, la condena se haya sustentado en los elementos de prueba que confirmaron la versión anónima y que, naturalmente, sí pudieron ser controlados por la defensa. Tiene dicho la Corte que si bien la duda, es de naturaleza subjetiva, no debe por ello dejar de estar fundamentada en la expresión de una minuciosa, racional y objetiva valoración de todos los elementos de prueba apreciados en forma conjunta. Es que todo asunto del pasado, sujeto a evidencia y demostración, está abierto a una duda posible o imaginaria, razón por la cual el concepto más allá de duda razonable es en sí mismo probabilístico y no se refiere simplemente a una duda posible, del mismo modo que tampoco a una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón. Con respecto al planteo subsidiario acerca de la pena impuesta, tiene dicho el Tribunal que el ejercicio de la facultad para graduar las sanciones dentro de los límites legales no es susceptible de revisión en la instancia del artículo 14 de la Ley 48. Por cierto, el juzgador cuenta con un razonable arbitrio para valorar las circunstancias que inciden en la gravedad del hecho y la culpabilidad del autor; y por ello, conforme a la ley, no se encuentra vedado apreciar en la forma en que el hecho fue concebido y ejecutado, una mayor intensidad en el desprecio al bien jurídico dañado por el delito.


    C., Sergio Rubén y otro s/ Homicidio simple


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35964/2008/TO1/5/RH1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Oposición a la extradición



    



    Plazos procesales. Estafa. Asociación ilícita. Falta de prueba. Participación criminal. 


    Fraude electrónico y postal. Art. 280 CPCCN. Doble incriminación. Precedente “Rigaud”.


    En el precedente “Rigaud”, la Corte se ocupó de la cuestión respecto al plazo para la presentación del memorial, y señaló "la conveniencia de que, en lo sucesivo, en la sustanciación de apelaciones ordinarias interpuestas por el Ministerio Público Fiscal en el traslado para fundar el recurso, se explicite que se formula por diez días, bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado, en el marco de lo dispuesto por el artículo 280, 2° párrafo, del CPCCN. Esta Procuración General entiende que esta cuestión debe ser reconsiderada. La razón esencial radica en que la intervención de este Ministerio Público en procesos de esta naturaleza excede la mera calidad de "parte apelante". Ella resulta imperativa por la función de representar "en el trámite judicial el interés por la extradición" asignada en el Art. 25 de la Ley 24.767. Esa representación no es subsidiaria, pues se mantiene aun cuando el Estado requirente haya tomado la intervención "como parte en el trámite judicial por medio de apoderados" que autoriza el segundo párrafo de ese precepto. Esa previsión legal abona el carácter sui generis que cabe atribuir al rol que ejerce el Ministerio Público en estos expedientes y permite afirmar que -en su caso- la calidad de "parte" correspondería al Estado que se presenta en las actuaciones. Esa especial calidad de "parte" que el legislador le asignó en esta clase de procesos, también responde al carácter de "magistratura de control" que el Ministerio Público Fiscal ejerce de conformidad con el Art. 120 de la Constitución Nacional, y que la Corte ya había reconocido en el precedente de Fallos: 311:593. Con directa referencia a juicios de extradición y a que su actuación en esos casos no es en el ejercicio de la acción penal pública sino para vigilar el fiel cumplimiento de las leyes y reglas de procedimiento, ese rol funcional ha sido destacado en Fallos: 311:1925; 319:1464; Fallos: 330:2507, y con mayor precisión en “Peyrú”. El planteo no compromete en modo alguno el "principio de igualdad de armas" que debe regir con la defensa del extraditurus, pues es claro que la singular intervención que compete al Ministerio Público tanto en primera instancia como ante la Corte, reviste ese carácter mixto que incluso redunda en beneficio del requerido. La estricta interpretación del Art. 280, 2° párrafo, del CPCCN realizada in re "Rigaud", no consulta acabadamente los alcances del cuadro normativo y jurisprudencial reseñado ni su incidencia en los supuestos de apelaciones ordinarias deducidas por los fiscales federales contra fallos adversos a la extradición, lo cual implica la incorporación de una severa limitación práctica a las funciones propias que desde esta sede se ejercen ante la Corte en la materia. El exámen de la doble incriminación, según doctrina de la Corte, no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el pedido de extradición, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. Tiene dicho también que los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. Por ello debe confrontarse su descripción del hecho con el ordenamiento penal argentino, a fin de determinar si aquél es subsumible en algún tipo penal conminado con una pena, sin que para esta constatación el juez de la extradición esté afectado por el nomen iuris del delito. La tarea de subsunción en la legislación nacional presenta ciertas características: la doble subsunción no se realiza en un mismo plano, pues mientras que para el país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requerido lo hipotético es que el hecho caiga bajo su jurisdicción. En lo que se refiere específicamente a las entreayudas con el país aquí reclamante, el Art. 2.3 del tratado bilateral prevé especiales reglas de interpretación. En virtud de los términos de sus incisos a) y b) ambos Estados han convenido que esa previsión específica no obsta a la procedencia de la extradición cuando el objeto de la investigación descripta se refiere a un grupo de personas envuelto en una maniobra defraudatoria muy clara, que consistía en inducir mediante ardides o engaños a los consumidores a adquirir productos que una vez abonados no les eran entregados según lo convenido. Esa conducta es la que, en definitiva, reprimen los Arts. 1341 y 1343 del Título 18 del Código de los Estados Unidos. Al carecer de relevancia que nuestra ley no tipifique la defraudación por aquellas vías, debe tenerse por subsumidos los hechos en el delito de estafa, previsto y reprimido por el Art. 172 de nuestro CP. Asimismo, con arreglo al Art. 2.2, inciso b), en función del 2.1 de aquel instrumento internacional, corresponde añadir en cuanto al número de integrantes que exige el Art. 210 del CP argentino al tipificar la asociación ilícita, por lo que se habría configurado para cometer aquel delito contra la propiedad y por la cual también se requiere a los imputados. La Corte había considerado extraditables los delitos previstos en el Título 18 del Código de los Estados Unidos de América, Arts. 1.343 y 2, en "Truppel", donde juzgó procedente la entrega por el cargo de "conspiración" para cometer fraude por cable, en el marco del delito de estafa por cable. En relación a la falta de pruebas para establecer el grado de participación de los requeridos en los hechos y de la forma en que funcionaría el instrumento de la delación premiada en el Estado requirente, estas actuaciones no revisten el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelven el conocimiento del proceso en el fondo, ni implican decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo razón por la cual no caben aquí otras discusiones que las referentes a la identidad de la persona cuya entrega se reclama y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados que gobiernan el proceso. Las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales; las que se dirigen a cuestionar la legalidad de los tipos penales del ordenamiento jurídico extranjero o de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente; y las referidas a que la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido resultaba notoriamente insuficiente ya que el proceso carecía del control de una defensa técnica; constituyen defensas de fondo que han de ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera con competencia para ello, ya que lo contrario conduce a desnaturalizar el procedimiento de la extradición, que debe ser favorable al propósito de beneficio universal que tiende a perseguir el juzgamiento de criminales o presuntos criminales, no admitiendo, por tal circunstancia, otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes y en tratados. La especial naturaleza de este trámite no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se le sigue a la persona en el país requirente, dado que imponerle a jueces ajenos al proceso resolver cuestiones como la validez y fiabilidad de la prueba, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses de los imputados. La condición de nacionales argentinos de ambos requeridos no obsta a la procedencia de la extradición en virtud de lo previsto en el Art. 3 del tratado bilateral. Razones de equidad y justicia aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del Estado solicitante el tiempo de privación de libertad al que estuvieron sujetos los requeridos en este trámite, con el fin de que la autoridad jurisdiccional competente extranjera arbitre las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si lo hubiesen sufrido en el proceso principal.


    H. G., Lucas Martín y otros s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1540/2017/CS1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Prisión domiciliaria


    



    Cuerpo médico forense. Diagnóstico médico. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Procedencia del recurso de queja: remisión al fallo de las causas T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa N° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa N° 16.486", y A. 57, L. XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa N° 15.858".Admisibilidad del recurso extraordinario: precedente "Di Nunzio".


    El remedio del Art. 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Además de resultar inadmisible que el a quo haya fundado su decisión de declarar la inadmisibilidad de recurso de casación en afirmaciones carentes de apoyo argumental, desconoció los agravios planteados por el recurrente, quien el requisito para conceder la detención domiciliaria. Cabe recordar que el estándar aplicable es que esa detención es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. La Ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto. Ese sentido de la ley surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Por otro lado, el tribunal oral no valoró adecuadamente el dictamen del Cuerpo Médico Forense, en el cual se excluye que el estado de salud evaluado sea aquel previsto en la Ley 24.660 como uno de los presupuestos que autorizan la concesión de la detención domiciliaria, por lo que no se advierte qué otros elementos se habrían considerado para afirmar lo contrario. El tribunal oral adoptó una decisión incompatible con ese informe, por lo que resulta imprescindible que el a quo, al ponderarla como derivación razonada del derecho vigente de acuerdo a las circunstancias de la causa, precisara cuáles fueron las que le permitieron a ese tribunal contradecir la opinión de los especialistas en la materia. En este sentido, no se puede olvidar que la Corte "ha remarcado que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas y, por tal motivo, le ha dado intervención a dicho organismo en oportunidad de ordenar, como medidas para proveer, la realización de informes médicos tendientes a determinar el estado de salud o capacidad de las personas". La decisión apelada carece del carácter de acto jurisdiccional válido, con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, pues omite planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso y se basa en fundamentos sólo aparentes.


    C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 737/2013/TO1/10/1/RH13, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Admisibilidad del recurso extraordinario: remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    Es arbitraria esa decisión del a quo en tanto el argumento en el que se fundó es sólo aparente, lo que la descalifica como acto jurisdiccional válido. La ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, se han de tomar en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. Ese sentido de la ley surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. No obstante las patologías sufridas, el interesado podía permanecer alojado en un establecimiento carcelario, sin perjuicio de que se le garantizaran los controles y el seguimiento médico que requería su estado. No había fundamento para sostener que, debido a sus problemas de salud, mantenerlo en prisión habría constituido un trato cruel, inhumano o degradante. Además, no puede omitirse que desde la unidad carcelaria donde se encontraba detenido, se informó que su falta de asistencia a ciertas citas médicas externas al penal se debió a que él mismo se negó a su traslado, en razón de "la metodología y vehículos utilizados". Por ello, no se debió conceder la detención domiciliaria sin antes haber corroborado que el servicio penitenciario no puede garantizar que reciba la atención médica necesaria para resguardar su salud. En particular, no se advierte que existiera una situación de urgencia por la cual se debía considerar que la salud o la vida del interno corrían un peligro inminente y, en consecuencia, debía adoptarse esa decisión con premura, aun cuando se careciera de una información que, como se ha sugerido, resultaba fundamental.


    C., Roque Armando s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 17520/2014/TO1/5/1/1/RH11, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Acto jurisdiccional invalido. Fundamento aparente.


    En este caso no está en discusión la existencia de los requisitos legales que justifican la privación cautelar de la libertad, sino la modalidad de su ejecución. Por ello, al tener en cuenta la necesidad de asegurar la realización y el resultado del proceso mediante esa privación, corresponde analizar si el a quo señaló las circunstancias concretas que fundamentan la adopción de una medida excepcional como lo es la detención domiciliaria. De acuerdo con la decisión del a quo, en este incidente no obra ninguna constancia de la que surjan indicios concretos de que la salud del imputado resultó afectada por su detención carcelaria, o bien de que el servicio penitenciario no se encuentra en condiciones de brindarle la atención médica adecuada a las patologías que padece. Pero, no se advierte ningún fundamento que demuestre que el detenido, de encontrarse en su domicilio, se encontraría en mejor situación de ser asistido frente a la misma situación de urgencia. Ello, sumado a que, no hay indicios de que la salud del imputado haya resultado afectada por su detención carcelaria, o bien de que el servicio penitenciario no se encuentre en condiciones de brindarle la atención médica que necesita según su estado de salud actual.


    F., Roberto Manuel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53030615/2004/TO1/95/3/1/RH58, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Ley 24.660. Acto jurisdiccional inválido.


    La decisión impugnada contraria la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Si bien el detenido cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados.


    M., Andrés Reynaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000982/2009/TO1/39/1/1/1/RH16, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja (procesal). Mantenimiento del recurso. 


    Admisibilidad formal del recurso: remisión al precedente registrado en Fallos: 336:2392, y al fallo de las causas C. 902, L. XLVIII, "Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario"; y C. 129, L. XLIX, "Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa 14.569".


    Sobre la cuestión relativa a que el requisito etario no es suficiente para conceder la medida en cuestión, esta Procuración General ya ha sentado su posición acerca de que tal interpretación de la ley es correcta, en tanto ella no obliga, sino que faculta al juez a conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los mayores de setenta años, por lo que dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para evitar arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, impedir el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados . Las objeciones oportunamente introducidas por el recurrente relativas al desconocimiento del a quo de la existencia de un informe médico en el cual consta que el encarcelamiento no impide el tratamiento adecuado de las dolencias; y a la fiabilidad, en cambio, del informe médico en el que se basó exclusivamente la decisión del a quo, no fueron respondidas en la decisión apelada mediante recurso federal, lo que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido, dado que es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso. La Corte ha remarcado que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas, por lo que su intervención es "ineludible". Pero, salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal, de ello no se sigue que los informes de ese cuerpo médico deban ser los únicos a considerar al momento de decidir sobre la concesión de una detención domiciliaria. En este sentido, no se puede omitir que la Corte también ha resaltado la importancia de que la adopción de un temperamento de esa índole sea precedida de una instancia en que, sin mengua de la debida celeridad, se asegure el pleno resguardo del contradictorio, de modo tal que las partes puedan hacer pleno uso del derecho a controlar las conclusiones de los informes del Cuerpo Médico Forense. Se ha omitido resguardar la eficacia de ese contradictorio, al haberse desconocido en la decisión del a quo, sin ningún fundamento, las objeciones planteadas por el representante de este Ministerio Público a las conclusiones del médico forense.


    D., Luis Gustavo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000136/2009/TO1/7/4/1/RH13, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por apelación denegada


    Defraudación. Interpretación de sentencias. Sentencia de la Corte Interamericana. Recurso de revisión (procesal). Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones relativas a la interpretación de los incisos 1° y 4° del artículo 479 del Código Procesal Penal, en especial, el alcance que debe darse a la expresión "hecho nuevo", no son idóneas, por su carácter procesal, para la apertura de la instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad. Por otro lado, en relación con el alcance que cabe asignar a las sentencias de la Corte Interamericana, en el caso resulta inoficiosa, pues la pretensión de los recurrentes de dejar sin efecto el pronunciamiento pasado en autoridad de cosa juzgada, ni siquiera halla base en la sentencia del tribunal interamericano que alegan como fundamento de la revisión.


    Principal en Tribunal Oral TO 01 - Imputado: G., s/ Defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11119/2015/TO1/1/1/RH2, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por denegación del recurso extraordinario



    Suspensión del juicio a prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Violación al debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Criterio de la Corte Suprema "Di Nunzio".


    El Fiscal General sostuvo que la decisión del a quo fue arbitraria, en la medida en que se basó en afirmaciones dogmáticas y omitió considerar los agravios planteados respecto de la descalificación de la oposición a la suspensión del juicio a prueba. El Fiscal General expuso, en primer lugar que la aseveración sobre el alcance del examen que corresponde al fiscal respecto de la solicitud de suspensión del juicio, fue meramente dogmática. Explicó que dicho análisis no versa sólo sobre los requisitos previstos en la ley, sino que consiste también en un juicio de conveniencia en el caso concreto, vinculado con el ejercicio de la acción penal y la necesidad de proseguir con el trámite del proceso hacia la realización del juicio oral, para el que aquel magistrado cuenta con un ámbito de discrecionalidad. Con cita de doctrina y jurisprudencia específicas, añadió que entre las pautas de política criminal que puede invocar en apoyo de su opinión se encuentran, por ejemplo, las consideraciones acerca de los intereses de las partes, las características de los hechos atribuidos, y la utilidad de la realización del debate oral a efectos de cumplir con la función de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Y señaló que las circunstancias sobre las que se basó la oposición en el sub lite se enmarcan en ese aspecto del examen. Tal criterio coincide con el que expuso esta Procuración General al dictaminar en el precedente "Góngora", oportunidad en la que destacó que del trámite parlamentario del artículo 76 bis del Código Penal surge que no basta el cumplimiento de condiciones objetivas para ser merecedor de este beneficio, sino que se requiere además una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal -sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas, cabe entender- sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. Conforme lo que se sostuvo en aquel dictamen, pueden ser interpretadas como una clara remisión a las facultades de política criminal que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales -artículo 33, inciso "e", de la ley 24.946 y artículo 3° de la ley 27.148-. En segundo lugar, el Fiscal General también sostuvo que el dogmatismo en que incurrió la cámara de apelaciones al negarle la posibilidad de considerar, en el estudio de la procedencia del beneficio, las mentiras que los imputados expresaron sobre sus datos personales, la falta de domicilio acreditado y el irregular ingreso de uno de ellos al país -no el origen, como dijo la cámara de apelaciones-. Ningún motivo dio esa cámara para negar que tales comportamientos de los imputados pudieran ser valorados en el examen de sus compromisos con las condiciones de suspensión del juicio a prueba, y permitieran formular una razonable oposición a la aplicación de ese instituto. El recurrente también destacó el incumplimiento de la exigencia de fundamentación, que en el caso generaba especial desconcierto teniendo en cuenta que aquellas circunstancias sí fueron valoradas oportunamente para rechazar las excarcelaciones, y la cámara además admitió su relevancia en esta materia al expresar que, eventualmente, podían incidir en la revocación de la suspensión del juicio a prueba. En cuanto a la insuficiente acreditación del domicilio de los imputados, destacó que la invocación de ese déficit como uno de los impedimentos se vincula con el ofrecimiento de la defensa en cuanto a que sus asistidos realicen “... tareas comunitarias en la sede de Cáritas más cercana a su domicilio ", lo cual constituye un dato objetivo de sus condiciones personales relevante a los fines de evaluar la procedencia del instituto previsto en el artículo 76 bis del Código Penal. Resulta evidente que la impugnación del representante del Ministerio Público Fiscal no consistió en una mera expresión de disconformidad, sino que expuso un supuesto de arbitrariedad sobre el que correspondía que conociera el a quo de acuerdo con el criterio establecido por la Corte. Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a esta instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando se ha frustrado la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente.


    D. C., Eric Rubén y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33017/2017/5/1/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Privación ilegal de la libertad calificada. Perseguido político. Sustracción de menores. Ocultamiento del menor. Retención de menor. Doctrina de la arbitrariedad. Errónea apreciación de la prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. En el sub examine se ha conformado unos de los supuestos de excepción, tal como lo apunta el recurrente, pues frente a las pruebas e indicios valorados en los votos disidentes de las sentencias del tribunal oral y del a quo, cabe concluir que esta resolución sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, que presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido. Lo que la mayoría del a quo consideró que no se había demostrado es la intervención del imputado en esos hechos, a pesar de su desempeño en el hospital mencionado y, como lo admitió la juez que integró esa mayoría, lo poco creíble que resulta que no supiera nada al respecto, tal como habría afirmado para defenderse. Como se señaló en el voto disidente de la sentencia del tribunal oral, según el recurrente, si los empleados, los médicos militares y hasta las autoridades del hospital reconocieron que allí había funcionado un centro clandestino de detención donde eran alojadas las prisioneras embarazadas, es sensato concluir que el imputado, debido a las responsabilidades que tenía a su cargo en ese lugar y en esa época, también estaba al corriente. La conclusión que llega el voto de la mayoría responde a una apreciación parcial de la prueba reunida, que pierde de vista el valor que asumen los indicios que derivan de ella cuando se la analiza en su conjunto. Cabe señalar que la Corte ha descalificado aquellos fallos que, como consecuencias de una valoración fragmentaria de la prueba de cargo, han desconocido el valor de indicios cuando, integrados con los demás antecedentes de la causa, son decisivos para el resultado del pleito. Es así que la decisión impugnada mediante recurso federal se invocó el principio in dubio pro reo con apoyo en la subjetividad de los jueces, sin correlato en las constancias de la causa, lo que descalifica la decisión como acto jurisdiccional válido, ya que si bien es cierto que ese principio presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, lo cual, a la luz de las consideraciones efectuadas en este dictamen, no ha sucedido en este caso.


    B., R. B. A. y otros s/ Sustracción de menores de 10 años


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16964/2008/TO1/16/RH4, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestión federal. Ministerio Público Fiscal. Fiscal general. Facultades del fiscal. Interpretación de la ley. Gravamen irreparable. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La negativa de aceptar la intervención de los auxiliares fiscales es violatorio a lo dispuesto en el artículo 120 de la Constitución Nacional y los artículos 1 y 2 de la ley n° 27.148.


    La negativa del tribunal unipersonal a aceptar la intervención del auxiliar fiscal si bien no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella por sus efectos, pues el ejercicio de la facultad del Ministerio Fiscal para efectuar la designación del auxiliar fiscal sólo podía ser objeto de tutela útil en la etapa en que tuvo lugar esa actividad procesal. Existe cuestión federal cuando se hallan en tela de juicio las funciones atribuidas al Ministerio Público Fiscal por el artículo 120 de la Constitución Nacional y la inteligencia y aplicación de normas de la Ley Orgánica del Ministerio Fiscal (Artículos 12, 51 y 52 de la ley n° 27.148). En el caso se presenta un conflicto institucional entre dos de los principales responsables del sistema de administración de justicia, la cuestión en debate excede el interés individual de las partes y se proyecta sobre la regularidad y estabilidad de los procesos y la seguridad jurídica en el acceso al sistema, lo cual reafirma la conveniencia de una resolución que ponga fin a la discusión planteada. Es aplicable al caso el criterio excepcional de Fallos: 310:819 y 324:4061, también aplicado al resolver el 13 de julio de 2007 in re "Bussi" (causa B. 903, XL), pues aun cuando ante un eventual avance del trámite de la causa pudiera llegarse a considerar que un pronunciamiento resultaría inoficioso, es evidente la utilidad de una decisión de la Corte ante la razonable expectativa de que continuarán generándose impugnaciones sobre la cuestión federal discutida. El voto mayoritario de la Acordada n° 5/17desconoce que el Ministerio Fiscal, a diferencia del Poder Judicial, posee una estructura jerárquica en virtud de la cual el Procurador General, como máxima autoridad, puede delegar o avocarse, a menos que la propia Ley Orgánica del Ministerio Público disponga lo contrario. Sin embargo, las leyes 24.946 y la 27.148 no sólo no sometieron a ninguna restricción la facultad de delegar, sino que además la segunda la consagró expresamente del modo más amplio (Artículos 12 y 52). La ley 27.148 no prevé la existencia de fiscales que actúen exclusivamente en instrucción (entre ellos, los auxiliares fiscales) y fiscales que actúen exclusivamente en juicio (los fiscales generales), ni vincula la distinta jerarquía de los fiscales mencionados en los artículos 46 y 47 a una etapa procesal específica y exclusiva. La ley n° 27.148 habilita una mayor flexibilidad en la forma de organización y actuación del Ministerio Fiscal (Artículo 9, inciso “b”), permitiendo que a lo largo de todo el proceso, es decir, desde la instrucción hasta el juicio oral (e incluso, la etapa recursiva), se pueda disponer la intervención de una representación plural, cuando así lo demanden la complejidad del caso o las necesidades funcionales, compuesta por auxiliares y asistentes fiscales a que actúan bajo la dirección del fiscal titular (Artículos 44, incisos “g” y “h”, 51 y 53). Es sabido que las normas no deben ser interpretadas aisladamente, sino correlacionándolas con las que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en conjunto, y teniendo en cuenta la finalidad perseguida que no es otra que la de dotar al Ministerio Fiscal de una organización dinámica y flexible que atienda a la complejidad del caso y las necesidades funcionales. Al poner en duda la vigencia de las normas que autorizan la designación del auxiliar fiscal, los jueces pasaron por alto no sólo el alcance preciso de lo dispuesto por el DNU n° 257/2015, sino también, que cualquier incertidumbre a ese respecto había quedado despejada por la propia Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación del Nuevo Código Procesal Penal de la Nación, que precisamente en el marco de las labores de coordinación para la implementación de la reforma de las leyes n° 27.307 y 27.308, observó que la eventual multiplicidad de audiencias que pudieran realizarse de manera simultánea ´generaría a los fiscales ´dificultades operativas´ para el cumplimiento de los procedimientos instaurados por esta reforma y, como solución a esos inconvenientes, sugirió la reglamentación del régimen de auxiliares fiscales al considerar ‘que la facultad contemplada en el artículo 51 posee carácter operativo’. Según el criterio de la Presidencia de la Comisión aludida, y en la línea del resto las de las presentaciones, 'la eventual multiplicidad de audiencias que pudieran realizarse de manera simultánea' generaría a los fiscales 'dificultades operativas' para el cumplimiento de los procedimientos instaurados por estas reformas. Como solución a esos inconvenientes se sugirió la reglamentación del régimen de auxiliares fiscales, al considerar 'que la facultad contemplada en este artículo 51 posee carácter operativo' (fojas 55/56 del último expediente mencionado)". La omisión de considerar un argumento conducente priva de sustento, desde la perspectiva de la doctrina de la arbitrariedad, a todo lo actuado.


    Recurso queja n° 1 - Recurso queja n° 3 - Imputado: P., Pablo Martín s/Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 887/2013/TO1/3/1/RH2, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Abuso sexual. Non bis in ídem. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    En el caso en examen la apelante planteó, en primer término, un supuesto serio de arbitrariedad, al postular que la absolución impugnada fue dictada como consecuencia de haber desatendido el procedimiento previsto en la ley procesal aplicable que vedaba al tribunal de juicio considerar la excepción que ya había sido presentada y rechazada en las instancias anteriores del proceso. Al hacerlo, no sólo se apartó injustificadamente de las disposiciones de la ley inequívocamente aplicables al sub judice –razón suficiente para privarla de validez a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias- sino que, a su vez la sentencia desbarató una situación procesal ya consolidada al amparo de la preclusión en desmedro del derecho al debido proceso de la recurrente, que vio clausurada la posibilidad de obtener una decisión sobre el fondo de la cuestión llevada a juicio, lo que por sí la descalifica como acto jurisdiccional válido. En segundo lugar, la fiscalía cuestionó la inteligencia que el tribunal de juicio dio a normas de naturaleza federal, como lo son aquellas que consagran el derecho de toda persona a no ser perseguida penalmente más de una vez por un mismo hecho -los artículos 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos- y la decisión recurrida fue contraria a la pretensión que esa parte fundó en ellas. Eso constituye un planteo que habilita la instancia extraordinaria ante la Corte. En ese sentido, la garantía alegada sólo protege a quien ya ha sido perseguido penalmente por el mismo hecho, y que en un caso como el presente, en el que, durante el primer procedimiento, el hoy acusado ni siquiera fue objeto de la intimación formal de un hecho imputado. La resolución del a quo contradiría lo resuelto en el precedente de la Corte en Fallos: 326: 2805, que entendió que no era objeto de persecución penal múltiple quien no había sido sometido a declaración indagatoria en un proceso anterior por los hechos específicos que conforman la materia del segundo procedimiento. Corresponde resaltar que el formalismo infundado con el que el a quo se negó a atender los agravios de naturaleza federal adecuadamente planteados por la fiscalía, está en tensión con el deber de “actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer” que imponen sobre el Estado Nacional de la Convención de Belém do Pará (art. 7 b). Como se sostuvo en el dictamen en Fallos: 337: 1021, términos que la Corte compartió, cuando en un caso de violencia contra la mujer la parte acusadora impugna la sentencia de absolución alegando agravios serios, no es posible desoír el planteo mediante la sola aplicación de fórmulas generales, sin evaluar el mérito de la petición. Pues, vale recordar que, según lo ha sostenido la Corte interamericana de Derechos Humanos, es una parte importante de la obligación internacional asumida para la eliminación de prácticas sociales discriminatorias, como las que se expresan en la violencia de género, el asegurar que los procedimientos en los que se ventilan ataques de esa naturaleza sean conducidos de modo que no se socave la confianza de los miembros del grupo discriminado en la capacidad y disposición de las autoridades de protegerlos de la amenaza de violencia discriminatoria.


    M., M. A.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55655/2013/TO1/5/1/RH3, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por recurso denegado


    Prórroga de la prisión preventiva. Derechos y garantías constitucionales. Violación al debido proceso. Derecho a ser oído. Facultades del fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero la Corte ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. El interés del Ministerio Público en el mantenimiento de la detención cautelar del imputado en esta causa subsiste aun cuando la modalidad de privación de la libertad a la que está sometido no se modifique en lo inmediato, por lo que el a quo no podía dejar de responder a los argumentos planteados con el fin de demostrar que correspondía prorrogar nuevamente la detención cautelar del imputado. En consecuencia, se ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al habérsele impedido, indebidamente, alegar ante el a quo sobre la arbitrariedad del pronunciamiento del tribunal oral, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual.


    G., Néstor Omar s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/48/1/1/RH42, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Incidentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


    H. A., Emilio Alberto s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 2450/2007/TO1/23/1/RH15, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


    H. A., Emilio Alberto s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO2/24/1/RH22, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Incendio y otros estragos. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    R., Daniel Fabián s/ Incendio u otro estrago (Artículo 186, inciso 1)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14533/2009/TO1/1/1/1/1/RH1, 22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario. Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Artículo 32, letra “a”, de la Ley 24.660. Remisión a los fallos de las causas O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486"; y A. 57, L. XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858". 


    R., Miguel Ángel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13000001/2007/73/1/1/RH10, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Detención domiciliaria. Alternativas a la prisión preventiva. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Facultades del juez. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a la causa T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486"; y A. 57, L. XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858". Doctrina del precedente “Di Nunzio”. Remisión a la causa T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486"; y A. 57, L. XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n°  15.858". Doctrina del precedente “Di Nunzio”. Remisión al dictamen de la causa CFP 14216/2003/TO4/12/2/RH28, "Suárez Mason, Carlos Guillermo y otros s/ Inf. Art. 144 bis, inc. 1 y otros". Acto jurisdiccional invalido. Fundamento aparente. 


    El remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Por ello, acierta el recurrente al señalar que el sub examine no se subsume en ninguna de las hipótesis que facultan al juez a verificar la existencia de las razones humanitarias que justificarían la concesión de la detención domiciliaria. Así, en la misma línea de lo sostenido en el recurso federal, el estándar aplicable es que esa detención es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. La ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder tal detención morigerada, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, a los enfermos terminales o a la madre de una persona discapacitada, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto ya mencionados, según la posición propugnada por la Procuración en el dictamen citado, pero siempre que, se hubiera verificado previamente la concurrencia de alguno de los supuestos previstos en el artículo 32 de aquella ley.


    L., Enrique Andrés s/ Incidente de prisión domiciliaria


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 188/2000/TO1/8/1/RH1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta. Infracción ley 23.737.


    M., Sergio Daniel s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6474/2016/1/1/RH1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Se mantiene la queja interpuesta.


    M., Florencia Yanina y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7754/2015/3/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/173/1/1/RH43, "Chiesa, Miguel Ángel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario".


    C., Mario Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/49/1/1/RH93, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Se mantiene la queja interpuesta. Remisión al dictamen de la causa FBB 6631/2014/TO1/59/1/1/RH24, "F., José Abdala s/ Recurso".


    P., Oreste Valentín s/ Legajo de casación


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000040/2008/TO1/2/4/1/RH3, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Excarcelación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a la causa V. 261, L. XLV, "Vigo, Alberto Gabriel s/ Causa n° 10.919"; J. 35, L. XLV, "Jabour, Yamil s/ Recurso de casación"; G. 1162, L. XLIV, "Guevara, Aníbal Alberto s/ Causa 8222"; entre otros. Fundamento aparente. Acto jurisdiccional inválido.


    M., Nicomedes s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12127/2013/TO1/14/2/1/RH1, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicitud de excarcelación. Libertad condicional. Declaración de reincidencia. Sentencia arbitraria. Resoluciones equiparables a definitiva. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    La corte ha establecido que el pronunciamiento impugnable por la vía del recurso extraordinario es, la decisión que adjudica de modo final la cuestión en disputa en el proceso, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión. En cuanto al fondo de la cuestión, se comparte plenamente los fundamentos desarrollados por el Fiscal General en su impugnación, en el sentido de que el auto apelado no es la derivación razonada de las normas vigentes con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que toda parte tiene derecho, en cuanto ha prescindido injustificadamente de una declaración de reincidencia anterior a la invalidada y, así, omitió dar al asunto la solución prevista por la regla del artículo 14 del Código Penal, indiscutiblemente aplicable al caso, que prohibía, en virtud de esa declaración, la concesión de la libertad condicional. La sentencia es, por lo tanto, arbitraria con arreglo a la doctrina de la Corte en la materia. Sin perjuicio de ello, la Corte dejó sin efecto el pronunciamiento en el que el a quo basó la decisión contra la que se dirige el actual recurso extraordinario y, de esa manera, la privó incluso del fundamento que los propios magistrados pretendieron darle. Por ello, que, en virtud de la doctrina del Tribunal según la cual sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, corresponde revocarla también por esa razón.


    A., Marcelo Javier s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12009752/2013/TO1/2/1/1/1/RH2, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso". Se mantiene la queja interpuesta.


    A., Felipe s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001067/2011/TO1/24/2/1/1/RH4, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Procedimiento tributario. Actividad agropecuaria. Vitivinicultura. Sentencia arbitraria. Cuestiones de competencia. Derecho de defensa. Denegatoria del recurso. 


    Ley 14.878. Ausencia de sentencia definitiva.


    De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, las decisiones adoptadas en materia de competencia no son impugnables por la vía del artículo 14 de la Ley 48, pues no son sentencias definitivas, ni son equiparables a tales, salvo cuando deniegan el fuero federal y en algunas circunstancias excepcionales que importan una efectiva privación de justicia o la afectación de derechos de defensa en juicio cuya eventual reparación ulterior sería imposible o tardía. La decisión contra la que se alza no ha clausurado la vía procesal que ha intentado, sino que, como consecuencia de ella, el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado, lo que excluye la posibilidad de una situación de privación de justicia con arreglo a la doctrina del Tribunal. Tampoco, lo ha privado de la jurisdicción federal, sino que se ha limitado a adjudicar el caso a uno de los juzgados federales con asiento en el lugar, sobre la base de una interpretación de la naturaleza preponderantemente administrativa del régimen sancionatorio de la Ley referida y del control judicial que dispone, así como también de las reglas de división de tareas en razón de la materia que establece la Ley 22.292 para esos tribunales. Si bien la Corte ha reconocido que decisiones que no ponen fin al litigio son, sin embargo, equiparables a sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la Ley 48 cuando afectan de tal modo derechos constitucionalmente garantizados a la defensa en juicio que resulta necesaria una tutela inmediata, lo cierto es que el sólo hecho de que la ley 22.292 no atribuya al juzgado que ha sido designado para entender en estas actuaciones competencia para conocer en "asuntos de materia penal", no permite inferir la existencia de un riesgo de esa naturaleza. A este respecto, debe recordarse que la invocación de una supuesta interpretación errónea del derecho que rige el caso, o la alegada arbitrariedad de la resolución interlocutoria que se apela, no permite sortear la ausencia de una sentencia definitiva, o un pronunciamiento equiparable a tal, que impide por sí la apertura de la vía extraordinaria ante la Corte.


    B. E. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 29413/2016/1/1/RH2, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual, se entiende que éste es uno del os esos casos. Es acertada la tacha de arbitrariedad del recurrente. Primero, porque, el a quo desconoció que en el sub examine no está en discusión la existencia del riesgo procesal que fundamenta la detención cautelar. Segundo, porque su resolución se fundó en la edad del imputado y la existencia de razones humanitarias pero, los informes médicos aludidos, ni ninguna otra constancia del legajo permiten sostener que se han comprobado esas razones. En consecuencia, el temperamento adoptado contraría la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, esta circunstancia no puede considerarse suficiente para conceder la medida bajo examen, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de concederla, entre otros, a los imputados mayores de esa edad. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida por ello la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la admisibilidad del recurso remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    Si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. Es jurisprudencia de la Corte, según la cual, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    C., César Pablo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000008/2012/TO1/3/2/1/RH2, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la admisibilidad del recurso remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    El estándar aplicable en estos casos es que la detención domiciliaria, aun cuando el interesado sea mayor de setenta años, es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, por lo que el cumplimiento de ese requisito etario no es suficiente para concederla. Ese estándar resulta conforme con la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


    B., Roberto Armando s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/40/1/RH30, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    La decisión impugnada contraría la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaría, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias capaces de sustentar la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    G., Julio César s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 61/2013/TO1/26/371/RH1, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Aplicación errónea de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la admisibilidad del recurso remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    Es jurisprudencia de la Corte que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, la Procuración General ya ha tenido oportunidad de sostener que el estándar aplicable en estos casos es que la detención domiciliaria es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, pero que estas razones humanitarias que fundamentan el instituto sólo pueden ser ponderadas si se verifican previamente los supuestos legales que facultan al juez a conceder la medida. El a quo, al concederle la detención domiciliaria, se apartó de las normas aplicables en la especie a partir de una interpretación que las desvirtúa, en tanto lleva a que esta modalidad de detención pueda ser concedida también a aquellos cuyas situaciones no estén previstas en la ley, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    G. M., Aníbal Alberto s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 94001389/2011/TO1/1/1/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Delitos contra la humanidad. Sentencia arbitraria. Sentencias contradictorias. Falta de fundamentación autónoma. Mantenimiento del recurso. 


    Dado que, el a quo, no dio respuesta al agravio planteado, pues la crítica no se dirigía a discutir la posibilidad de modificación de la calificación legal, sino a señalar la contradicción en la que había incurrido la cámara de apelaciones, al haber confirmado el procesamiento de los imputados por delitos calificados como de lesa humanidad y, al mismo tiempo, haber revocado sus prisiones preventivas con base en las dudas expuestas sobre esa calificación, cuando la ley procesal aplicable exige el mismo estándar probatorio para ambos pronunciamientos. Por lo tanto, no puede concluirse, sin contradicción, que la imputación es lo suficientemente probable como para dar fundamento al auto de procesamiento, pero que no lo es para justificar la prisión cautelar. En síntesis, de acuerdo con la consolidada doctrina del Tribunal a ese respecto, pues si bien no desconozco que los jueces no están obligados a seguir a las partes en todas sus alegaciones y argumentos, resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del litigio.


    R., Rafael Oscar y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16441/2002/100/1/1/RH7, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Prisión domiciliaria. Delitos contra la humanidad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/34/2/1/1/RH38, "B., Luis Enrique s/ Legajo de casación".


    Si bien el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual, se entiende que éste es uno de esos casos.


    B., Luis Enrique s/ Legajo de casación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/34/2/1/3/RH44, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Diagnóstico médico. Cuerpo médico forense. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Sobre la admisibilidad del recurso remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Por otro lado, si bien el imputado tiene más de setenta años, esta circunstancia no puede considerarse suficiente para conceder la medida bajo examen, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de concederla, entre otros, a los imputados mayores de esa edad. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese temperamento, resulta coherente con la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    C., Juan Carlos s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41001077/2011/TO1/6/1/RH12, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Excarcelación. Delitos contra la humanidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    No resulta aplicable al caso el artículo 58 del Código Penal, que sólo permite la unificación de condenas que hubieran adquirido firmeza. Sin embargo, esa circunstancia, es relevante porque se refiere a la existencia de un concurso real de delitos que, por una contingencia procesal, fue imputado al detenido de forma fragmentada en procesos distintos, pero que tiene como solución legal la aplicación de una pena única en caso de que resulte condenado en todos ellos, tal como ocurrió. En otras palabras, por más que las condenas dictadas no estén firmes, la objeción del fiscal es conducente para la adecuada solución del caso porque "la pena impuesta" prevista en el artículo 317, inciso 4, del código procesal citado, no debe ser entendida en el sub examine como la fijada únicamente en esta causa, como si las otras no se le hubieran impuesto a él, sino a otro individuo. El juzgamiento en procesos distintos de los hechos que se le imputan al detenido, y la consecuencia de que se hayan dictado sentencias distintas, dependen únicamente de una contingencia procesal, la que de ninguna manera excluye la aplicabilidad de las reglas de los artículos 55 y 58 del Código Penal y del principio de unidad de las penas reconocido en nuestro derecho. La decisión del a quo se aparta de las normas aplicables en la especie a partir de una interpretación que las desvirtúa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional valido. En efecto, esa interpretación lleva a que se concluya, de modo inadmisible, que el condenado por un concurso real de delitos en procesos separados habría cumplido su pena tras permanecer en prisión el tiempo correspondiente a la sanción que se le hubiera impuesto por uno solo de esos delitos mediante sentencia no firme, sin que importara a ese respecto la magnitud de la o las sanciones impuestas por los demás, como si se tratara de penas independientes, totalmente ajenas al principio de unidad receptado en nuestro ordenamiento.


    C., Antonio Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 33008736/2005/TO2/19/2/1/RH3, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486"; y A. 57, L. XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858". 


    El estándar aplicable es que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. Asimismo, la Ley 24.660, no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia del supuesto del artículo 32, letra “a”, de la ley 24.660, ni de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    C., Enrique Leandro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002901/2009/TO1/50/2/1/1/1/RH10, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    Z., Wanchun s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4650/2018/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    C., Mario Juan s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 82196/2017/1/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Régimen penal tributario. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    B., Ulises Mauro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6965/2018/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    D. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 10341/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    D. S. I. y C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1540/2016/4/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    E. A. 1 S.A. y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1507/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    D. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 230/2016/5/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    E. C. E. P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15504/2015/9/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    B., Julieta y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 9616/2013/3/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    A. P. S.A. y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 3176/2017/2/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    C., Ramón Femando s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14462/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    B., Carlos Alfredo Roque s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1710/2012/4/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    C. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 995/2016/6/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Procedencia del recurso. 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    B., Bruno Ignacio y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8688/2016/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 52041/2015/20/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    D., Bruno Antonio y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 48330/2016/1/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    “E. L. G. S.A.” y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3705/2014/1/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    C., Norma s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 19708/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    B. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1486/2017/1/1/2/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    B. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1486/2017/1/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Suspensión de la prescripción. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    De acuerdo con los términos del párrafo sexto, inciso "c", del artículo 67 del Código Penal, la prescripción se interrumpe por "el requerimiento acusatorio de apertura o elevación a juicio, efectuado en la forma que lo establezca la legislación procesal correspondiente". Precisamente, el artículo 347 del Código Procesal Penal de la Nación prevé que "la parte querellante y el agente fiscal manifestarán...", por lo que es claro que la ley procesal a la que el Código Penal remite, contempla ambas presentaciones, y en consecuencia las dos resultan relevantes en orden a la consideración de la vigencia de la acción penal en los términos del citado artículo 67. Esa expresa dualidad también se encuentra prevista en los artículos 346 y 348 de aquel cuerpo normativo, referidos, asimismo, a la "clausura de la instrucción y elevación a juicio". La decisión apelada, entonces, parecería contrariar la pauta de interpretación según la cual no se debe distinguir donde la ley no distingue. El resto de la redacción de dicho artículo también lleva a concluir la arbitrariedad del pronunciamiento. En efecto, cuando el legislador quiso aludir a un acto o circunstancia en particular y excluir otros posteriores de la misma naturaleza, lo hizo expresamente. Así, el inciso "b" del sexto párrafo, establece que la prescripción se interrumpe también por "el primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado", y de ese modo deja fuera de consideración eventuales convocatorias posteriores. Además, de seguirse el criterio literal que inspira la sentencia impugnada cabría concluir, en cuanto al supuesto de "comisión de otro delito" previsto en el inciso "a", que sólo tendría aptitud para interrumpir el curso de la prescripción el primero cometido después de aquél a cuyo respecto se evalúe la vigencia de la acción, pues esa disposición también ha sido redactada en singular. La sinrazón de tal criterio concurre en refuerzo del temperamento que postula el Ministerio Público.


    C., Juan Carlos s/ Legajo de casación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10039/2001/49/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    A. d. M. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 83/2013/6/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    E. A., Sergio s/ Infracción Ley 24.769


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 14084/2017/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    C. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19970/2016/2/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja


    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    P., Marcelino José s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 510/2006/8/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de revisión penal


    Régimen penal cambiario. Falsa declaración relacionada con operaciones de cambio. Retroactividad de la ley. Interpretación de la ley. Ley penal en blanco. Mantenimiento del recurso. 


    En los votos que conformaron la mayoría del pronunciamiento impugnado se confunde el tipo de modificación legislativa a la que refiere el derecho reconocido en los artículos de la referencia, con una mera variación de normas contextuales que bien pueden incidir en el sentido de las razones que pudo tener el acusado para cometer las infracciones por las que fue condenado, pero que no cambiaron el tipo del comportamiento criminalizado, ni la respuesta punitiva prevista para él, como tampoco la clase de defensas que pueden postularse para morigerarla o exceptuarse de ella. De acuerdo con la doctrina de la Corte en la materia, el derecho de quien ha cometido un delito a beneficiarse de eventuales reformas posteriores que dispongan "la imposición de una pena más leve" no puede depender del azar de la técnica legislativa elegida por el Congreso. Por ello, la Corte ha resuelto que si, como en el caso de las llamadas "leyes penales en blanco", parte de la caracterización de la acción punible o de la respuesta punitiva prevista para ella está determinada por normas ajenas al derecho, las modificaciones de estas últimas regulaciones son, en principio, retroactivamente aplicables a los hechos cometidos en violación de las vigentes entonces, siempre que las nuevas expresen "un criterio legislativo de mayor lenidad en orden a la infracción cometida". Sin embargo, ni el tipo del artículo 1, inciso c, de la ley 19.359 es una ley penal en blanco, ni la regulación establecida por la comunicación "A" 6244 refleja un criterio legislativo de mayor lenidad en lo que respecta precisamente a la infracción prevista en esa norma. El nuevo marco regulativo del mercado cambiario, pudo haber removido motivos y oportunidades para formular, después de su adopción, el tipo de declaraciones falsas que asentó el imputado al realizar las operaciones de cambio sobre las que versaron el proceso y la condena. El tipo del artículo 1, inciso c, no es una ley penal en blanco que deba ser integrada por normas como la comunicación "A" 6244, sino que describe autónomamente, y de manera suficientemente completa, la conducta a la que atribuye sanción. En eso se diferencia de los tipos de conducta a los que imputan pena, por ejemplo, los incisos e y f de ese mismo artículo, que refieren a las regulaciones cambiarías para completar su caracterización, sin las que no es posible conocer cuáles son las acciones u omisiones que sancionan. En cambio, la determinación de qué es una declaración falsa relacionada con una operación de cambio, y qué no lo es, no depende en absoluto de tales reglamentaciones. La Corte ha sostenido el criterio según el cual la cuestión de la ley más benigna ha de ser adjudicada tomando en cuenta no sólo las leyes penales en sentido estricto, sino todas las normas que condicionan la sanción penal. Efectivamente, la doctrina jurídico penal ilustra los alcances de ese criterio interpretativo con un ejemplo que, guarda una semejanza significativa con el asunto en examen. La relación que media entre el tipo del artículo 1, inciso c, de la ley 19.359, las modificaciones de la reglamentación general del mercado cambiario y el derecho reconocido en los artículos 9 in fine de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 in fine del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es, equivalente a la doctrina citada. Las reformas introducidas al mercado cambiario por la comunicación "A" 6244 sólo afectaron el sentido de declarar con falsedad acerca de una cosa u otra, o el de hacerlo de una manera o de otra, de modo que tal vez después de la reforma el acusado no tendría los motivos que tuvo en el tiempo de los hechos para actuar como lo hizo entonces. Pero la reforma no ha alterado en nada el hecho de que hoy, exactamente como ocurría en aquel momento, la ley penaliza la realización de declaraciones falsas de esa naturaleza en relación con cualquier operación de cambio. De esta manera, el derecho a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna no alcanza a las meras modificaciones del contexto normativo que sólo alteran las razones que pudo haber tenido el imputado para cometer una conducta delictiva, pero que dejan invariada la definición suficientemente completa del comportamiento punible. En definitiva, el a quo ha fundado su pronunciamiento absolutorio en una hermenéutica errónea del derecho federal aplicable, sin advertir las diferencias relevantes que existen entre los tipos de incisos e y f del artículo 1 dela ley 19.359, por un lado, y el de su inciso c, por otro, ha aplicado sin razón al caso de este último la doctrina de la Corte ha desarrollado para los primeros; al hacerlo, ha otorgado al derecho garantizado por los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos un alcance injustificadamente mayor al que cabe reconocerle.


    O., Osvaldo Francisco


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 328/2014/CS1, 29 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario


    



    Queja por recurso denegado. Alternativas a la prisión preventiva. Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486"; y A. 57, L. XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858". 


    Si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas.


    J. T., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/43/1/1/1/RH16, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Régimen penal cambiario. Operaciones de cambio sin autorización. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Irretroactividad de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    Artículo 1, inciso c, de la ley 19.359. Remisión al dictamen de la causa CPE 49/2016/1/CS1, "H. Bank Argentina S.A. y otros"; y CPE 45/2016/2/RH2, "C. M. Argentina Sociedad de Bolsa S.A. y otros".


    Teniendo en cuenta que, el a quo, al aplicar retroactivamente las regulaciones cambiarias con base en las cuales declaró el sobreseimiento impugnado, incumplió la doctrina del Tribunal según la cual "la retroactividad de la ley más benigna no resulta aplicable de modo indiscriminado en el campo de las leyes penales en blanco", por lo que es menester llevar a cabo una evaluación del sentido de la reforma a fin de determinar si constituye la clase de variación normativa que da fundamento al derecho en cuestión. La regulación cambiara cuya aplicación retroactiva ha dispuesto el a quo en estas actuaciones aumentó primero, y removió después los límites máximos para la adquisición de moneda extranjera; pero no ha derogado la penalización de "toda falsa declaración relacionada con las operaciones de cambio" del citado artículo 1, inciso c. Extender el sobreseimiento dictado también a esa infracción habría importado darle al derecho invocado por la defensa un alcance que éste no tendría. De esta manera, el a quo ha efectuado una hermenéutica irrazonable del derecho federal en juego.


    L. N. Compañía Industrial Argentina S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1041/2015/1/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/35/2/1/RH11.


    Teniendo en cuenta, que no se logró demostrar, que el encarcelamiento del imputado hubiera afectado su estado de salud, ni la existencia de razones por las cuales debiera concluirse que su detención domiciliaria le habría garantizado una atención médica más eficaz. Por ello, el nuevo informe ponderado no altera la opinión citada, dado que el estándar aplicable en estos casos, es que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. Tampoco se puede aceptar que, el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, ya que dicha ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de concederla, entre otros, a los imputados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte., en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


    E., Miguel Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54007241/2013/53/1/CS2, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Régimen penal cambiario. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Desistimiento del recurso. 


    En atención a que la doctrina del precedente de la Corte en “Cristalux” es incuestionablemente aplicable al sub examine, ya que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a los agravios planteados por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440 se desiste del recurso interpuesto.


    V. del C. S.A. y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 44894/2014/1/CS1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    En atención a que la doctrina del precedente de la Corte en “Cristalux” es incuestionablemente aplicable al sub examine, ya que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a los agravios planteados por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440 se desiste del recurso interpuesto.


    D. C., Marcelo Salomón y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 9211/2014/1/CS1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 47504/2015/1/1/1/RH1, “N.N. s/ Robo”.


    N.N. s/ Falsificación documento privado y estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9772/2013/2/1/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por recurso denegado. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    A., Jorge Edgardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 83000124/2012/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    A., Juan Américo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11009900/2012/2/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Prisión domiciliaria. Diagnóstico médico. Cuerpo médico forense. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas C. 902, L. XLVIII, "Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario"; C. 129, L. XLIX, "Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n° 14.569" y Fallos 336:2392, especialmente a los votos disidentes de los jueces Lorenzetti, Highton de Nolasco y Maqueda. 


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual, se entiende que éste es uno de esos casos. Además de resultar inadmisible que el a quo haya fundado su decisión en afirmaciones carentes de apoyo argumental, también desconoció los agravios planteados por el recurrente. En efecto, según se ha dicho, el Ministerio Público no manifestó una mera opinión diversa sobre la cuestión debatida y resuelta, sino que, alegó que no concurre en el caso ninguno de los supuestos relacionados con el estado de salud y los demás derechos fundamentales del interesado que permitiría la concesión de la medida. Al respecto, la Corte ha establecido, que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Si bien el detenido cumple con el requisito etario previsto en el artículo referido, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley, tal como surge de la jurisprudencia de la Corte ya citada, no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, aun en el caso de esa clase de imputados. En conclusión, el representante de este Ministerio Público acierta en sostener que el a quo, al rechazar el recurso de casación contra la resolución que concedió la medida bajo examen, dictó un acto jurisdiccional carente de validez, y con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, pues pasó por alto planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso y se basó en fundamentos sólo aparentes.


    G., Marino Héctor s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 86000024/2011/TO1/1/4/RH2, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Extradición. Derecho a la integridad física. Non bis in ídem. Computo de la pena. Confirmación de sentencia. 


    El primero de los agravios planteado por la defensa supone que de accederse a la extradición, el requerido correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos a los cuales adhiere la República Argentina. En este punto, no se ha alegado ni existen constancias que acrediten participación alguna de las autoridades chilenas en la hipotética situación que se invoca, la cual tornaría efectiva la cláusula de excepción prevista en el artículo 8, inc. e) de la ley 24.767. Tampoco se ha demostrado que “el peligro es personal y presente”, esto es, que “la persona en cuestión correría peligro personalmente”. Por lo demás, ello resulta compatible con cuanto surge de los informes que fueron acompañados oportunamente por la República de Chile con la solicitud de traslado para el cumplimiento de pena con arreglo al acuerdo bilateral aprobado por ley 26.003. En lo que respecta al segundo agravio que se refiere a la supuesta afectación de la garantía que impide el doble juzgamiento. La objeción fue considerada por el a quo de forma ajustada a derecho y a la Ley de Cooperación Internacional en materia Penal (24.767). Por último, en relación al planteo en cuanto al cómputo del tiempo de detención, resulta admisible en virtud del precedente “Croucillat Carreño”.


    A. L. de Ap. Mat., Orlando Hernán s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 27754/2016/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Hábeas corpus. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    Detenidos en Pabellones Federales y otros s/ Hábeas corpus


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 5963/2017/1/RH1, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Declaración indagatoria. Menor de dieciséis años. Detención del menor. Régimen penal de la minoridad. Juicio a menores. Tribunal de menores. 


    En el pronunciamiento apelado no fueron evaluados debidamente los planteos federales que formuló la defensa acerca de los efectos de la decisión de convocarlo a prestar declaración indagatoria en las particulares circunstancias del caso. El a quo omitió considerar cuestiones relevantes para la correcta solución del pleito. En primer lugar, no analizó los términos de la ley 22.278 ni explicó por qué cabría sostener que admite convocar a un niño que no cumplió dieciséis años para que preste declaración indagatoria, teniendo en cuenta que su artículo 1 ° -además de establecer que no resultan punibles- contempla que si existiere imputación contra alguno en esa situación la autoridad judicial lo dispondrá provisionalmente, procederá a la comprobación del delito, tomará conocimiento directo del menor, de sus padres, tutor o guardador y ordenará los informes y peritaciones conducentes al estudio de su personalidad y de las condiciones familiares y ambientales en que se encuentre. El pronunciamiento no contiene explicación que válidamente permita considerar a la declaración indagatoria dentro de la actuación expresada en ese artículo. El fundamento en este aspecto es sólo aparente, e incluso contradictorio desde que, bajo aquellos argumentos, avala una convocatoria en oposición al silencio del menor y a lo expresado por sus representantes legales. Resulta pertinente recordar lo que la Convención sobre los Derechos del Niño establece al respecto en su art. 40.3. Acerca de la obligación de establecer un límite etario de responsabilidad penal, el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, en su Observación General n°10/2007 se expide al respecto. En segundo término, el a quo omitió considerar el impacto que la experiencia de declarar en carácter de imputado podría tener en la salud psicológica del menor no punible. La cuestión también era de particular relevancia, teniendo en cuenta que lo dicho por la Convención sobre los Derechos del Niño en el art 40, puntos 1 y 3, primer párrafo e inciso "b". En similar sentido se expidió Observación General n°10/2007, del Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas. Al respecto, la Corte señaló que "un resultado de igual tenor se impone a la luz de las Reglas de Beijing, en cuanto establecen que incluso para los "menores delincuentes" pasibles de sanción, "se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de éstos sin recurrir a las autoridades competentes [...] para que los juzguen oficialmente". Esta práctica, explica el comentario de la citada regla, en muchos casos constituye la "mejor respuesta", y sirve para mitigar los efectos negativos de la continuación del procedimiento en la administración de justicia de menores. Para el niño no pasible de sanción, en consecuencia, cobra toda su magnitud el art. 40.4 de la Convención relativo a las "diversas medidas" ajenas a los procedimientos judiciales, y a "otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones", que debe prever el Estado". La Corte agregó que "el deber del Estado de respetar los derechos reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, incumbe a cualquier poder y órgano, independientemente de su jerarquía, so pena de incurrir en responsabilidad internacional. No se deja de apreciar entonces, que todos los órganos del Estado deben asumir los roles de garante, que a cada uno, de acuerdo a sus atribuciones constitucionales y legales, les corresponde. Así, entre 'las medidas de otra índole' que el Estado debe arbitrar para dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención se inscriben las sentencias judiciales" y los actos de este Ministerio Público Fiscal. En el sub examine, sin embargo, el pronunciamiento apelado no explicó debidamente por qué la citación a prestar declaración en carácter de imputado constituía la mejor respuesta para el menor no punible, en lugar de sólo tomar conocimiento del niño y ordenar los informes conducentes al estudio de su personalidad y sus condiciones familiares y ambientales -artículo 1 ° de la ley 22.278- o disponer otra medida ajena al procedimiento judicial. La posibilidad de que el menor resultara beneficiado con su declaración en calidad de imputado no resultó más que una mera subjetividad de los jueces. Por lo demás, tampoco explicaron por qué aquella hipotética información provechosa para el niño no podía ser obtenida por otra medida o diligencia que no implicara la formulación de una imputación en su contra, con arreglo a los específicos criterios supra enunciados. A este aspecto hace hincapié el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, en su Observación General n° 12/2009, en cuanto al "derecho del niño a ser escuchado". También resultaba relevante en el examen del carácter de la sentencia que motivó el recurso ante el a quo. Consiste en la duración del trámite del expediente en relación con el menor desde el día del allanamiento en que fue detenido hasta la fecha del pronunciamiento apelado: dos años y cinco meses. Cabe recordar lo que a su respecto, establece la Convención sobre los Derechos del Niño en el art. 40, apartado 2, inciso b, punto iii. Y el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, en la citada Observación General n° 10/2007. En igual sentido se expide el comentario a la regla 20.1 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de menores (Reglas de Beijing).


    H., A. O. s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41000199/2012/1/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Prisión domiciliaria. Facultades del juez. Mantenimiento del recurso. 


    En lo referido a la admisibilidad formal del recurso extraordinario remisión al fallo de la causa: O. 296, XLVII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


    La decisión del a quo al concederle al condenado la detención cautelar domiciliaria es arbitraria, pues los argumentos que la sustentan se basan en fundamentos aparentes que la descalifican como acto jurisdiccional válido. El requisito etario no puede considerarse suficiente, porque la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró que otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. Surge también de la jurisprudencia de la Corte que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo en forma adecuada. No se advierte razones humanitarias que justifiquen la concesión de la medida en cuestión.


    S., Francisco Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53030615/2004/TO3/38/1/1/RH56, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    En lo que respecta a la admisibilidad formal del recurso extraordinario remisión a los votos disidentes de los jueces Lorenzetti, Highton de Nolasco y Maqueda en los fallos de las causas: Fallos: 336:2392; C. 902, XLVIII, “Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario”; C. 129, XLIX, “Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n°14569”. 


    El representante del Ministerio Público había planteado en su recurso de casación que el caso del condenado no estaba previsto en la norma invocada por el a quo, en tanto las patologías que presentaba podían ser curadas mediante una cirugía ambulatoria, por lo que no sería necesaria la internación en un establecimiento hospitalario, ni podría sostenerse que el encarcelamiento resultaría inhumano, cruel o degradante, tras la recuperación del interno y su reintegración al penal. El condenado fue operado exitosamente, por lo que las patologías que padecía habían desaparecido al dictarse el pronunciamiento de prisión domiciliaria. En consecuencia, se objetó que la circunstancia que sustentó la concesión de la medida excepcional cuestionada ya no subsistía.


    R., Roberto Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/T07/3/1/1/1/1/RH41, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Recursos


    Recurso extraordinario. Queja por denegación del recurso. Admisibilidad del recurso. Alternativas a la prisión preventiva. Prisión domiciliaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la decisión del a quo en razón de que no se funda en el tipo de razones humanitarias pertinentes para justificar la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. En consecuencia, se entiende que la decisión impugnada contraría la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, se añade que aunque se cumpla con el requisito etario previsto en el Artículo 32, Letra "d", de la Ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados.


    K., Claudio Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/211/2/1/RH73, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/T01/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


    M., Gabino y otros s/ Incidente de prisión preventiva


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2699/2015/TO2/8/1/RH1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en el caso CPE 1041/2015/1/CS1 "L. N. Compañía Industrial Argentina S.A. y otros", el 3 de mayo de 2018.


    E. B. S. C. A. S.R.L. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 112/2016/CS1, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Derecho procesal. Recurso de apelación. Extradición. Pedido de extradición. Proceso penal. 


    Conforme la Corte lo señalara en los precedentes de Fallos: 322:486 y 324:1564 y 1694, entre otros, la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. Es oportuno señalar que el tratamiento del planteo reseñado en segundo término (el Estado búlgaro no cumplió con la manda del Artículo 13 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal) es inadmisible, toda vez que fue introducido recién en esta instancia, razón por la que correspondería su rechazo in limine. Sin embargo, no se desconoce que en varios precedentes la Corte decidió dejar de lado este reparo formal y trató la cuestión cuando es susceptible de afectar el orden público argentino -como lo sería la ausencia de un presupuesto necesario para que el Estado Nacional conceda la extradición-. La Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto del concepto de "resolución judicial" en numerosas oportunidades, en las cuales, de acuerdo a un acabado análisis de la legislación de los respectivos Estados requirentes, delimitó sus alcances. Particularmente, para los países miembros de la Unión Europea, como lo es la República de Bulgaria, sostuvo en el precedente "Perriod" que la orden de detención europea es una resolución judicial adecuada para satisfacer el extremo exigido por la legislación nacional. De acuerdo a la Decisión Marco relativa a la orden de detención y a los procedimientos de entrega entre Estados Miembros, dictada el 13 de junio de 2002 por el Consejo de la Unión Europea, la orden de detención europea es "una resolución judicial dictada por un Estado miembro con vistas a la detención y la entrega por otro Estado miembro de una persona buscada para el ejercicio de acciones penales o para la ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas de libertad", siendo que necesariamente debe sustentarse en " ... la existencia de una sentencia firme, de una orden de detención o de cualquier otra resolución judicial ejecutiva que tenga la misma fuerza ... ". Es decir que en el supuesto de que el fiscal sea la autoridad judicial que libra la orden, no asume facultades exclusivas del juez, sino que, muy por el contrario, únicamente a partir de la decisión de éste último se encuentra habilitado para trasladar esa resolución al plano internacional. Es de destacar que la circunstancia de que el impulso de la revisión de la sentencia dictada en su ausencia quede en manos de la persona condenada en nada afecta la vigencia y efectividad de la garantía de que se celebre un nuevo procedimiento. Así lo ha entendido la Corte en los precedentes "Panavinja"; , "Perriod" y "Bortolotti" y, en especial, "KIementova", donde ante análogas previsiones en legislaciones extranjeras, consideró que los compromisos asumidos por los Estados en ellos requirentes, satisfacían el extremo exigido por la norma nacional. Se estima pertinente considerar al respecto, que la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal aplicable al sub judice no prevé como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga una familia o un hijo menor de edad, máxime si se advierte que el niño quedaría al cuidado de su madre, por lo que no se advierten circunstancias excepcionales que aconsejen, a criterio de esta Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en "Caballero de López". Hecha esta salvedad y sin perjuicio de la falta de invocación de alguna situación de extraordinaria gravedad que permitiera aplicar el criterio seguido al dictaminar en ese precedente, la cual tampoco se advierte, cabe asimismo recordar que, en el marco de las normas aplicables, el niño no tiene una pretensión autónoma para oponerse a la declaración de procedencia de la entreayuda, que de prosperar ésta, el hijo menor habría de continuar al cuidado de su progenitora, y que la separación temporal respecto de su padre por causas legales es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. Sin perjuicio de ello, como lo ha sostenido la Corte reiteradamente, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. En este sentido, el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de la instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad del menor pudiera eventualmente generar la extradición de su padre. A lo hasta aquí desarrollado, resta agregar que el planteo pasa por alto la existencia de la orden de expulsión del país dictada el 28 de mayo de 2017 respecto de Plamen Boianov S. por la Dirección Nacional de Migraciones, sobre cuyo alcance y efectos no corresponde aquí expedirse.


    S., Plamen Boianov s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 39516/2016/CS1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Cuestiones de competencia. Resoluciones apelables. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 47504/2015/1/1/1/RH1.


    N.N. s/ Hurto y uso de documento falso


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36308/2017/1/1/1/RH2, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja. Delitos contra la propiedad. Cuestión abstracta. Queja por recurso denegado. Defensa en juicio. 


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición de la apelación extraordinaria. Es oportuno observar que la recurrente no ha precisado qué defensas se vio privada de ejercer, qué argumentos resultaron imposibles de desarrollar o qué pruebas no pudo ofrecer como consecuencia del trámite impreso a la causa, ni ha señalado cómo esa actividad habría incidido en la solución del caso. En ausencia de esa demostración, no puede invocarse, una afectación del derecho de defensa que quepa resolver a la Corte.


    V., Carlos Alberto y otro s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54805/2013/TO1/2/1/RH1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario. Queja por denegación del recurso extraordinario. Prisión domiciliaria. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo a conocida doctrina de la Corte, sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.


    T., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3993/2007/TO1/28/1/1/RH22, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación", sentencia del 27 de agosto de 2013.


    Cabe recordar que si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. No se pasa por alto que las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido. En suma, lo dicho basta para que la Corte abra la queja, declare procedente el recurso federal interpuesto y revoque la decisión apelada. La decisión impugnada contraria la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


    H. A., Emilio Alberto s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/31/1/1/RH12, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción penal cambiaria. Régimen penal cambiario. Mantenimiento del recurso. 


    Por los fundamentos expuestos por el Fiscal General se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. averiguación Banco Central de la República Argentina eleva actuaciones, expediente. 100.112/11 R. C. y otros s/ Infracción Ley 19.359 (Artículo 1 inciso A)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 5254/2016/CS1, 16 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Banco Central de la República Argentina. Carta orgánica de bancos. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tal como lo señala el señor Fiscal General recurrente, la comunicación "A" 6037 del Banco Central de la República Argentina, no ha configurado un cambio en la valoración social de la conducta cambiaria investigada en estas actuaciones, sino sólo la morigeración -no eliminación- de los requisitos fijados en la reglamentación de la ley penal en blanco para adecuarla a una nueva coyuntura. Se trata, una vez más, de la manifestación de la dinámica que rige en esta materia. En tales condiciones, teniendo en cuenta que transacciones de esa naturaleza continúan bajo el escrutinio de la autoridad de contralor, se estima que el alcance asignado por la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico a la garantía constitucional referida a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna a partir de su interpretación de los precedentes "Cristalux" y "Docuprint" de la Corte, suscita la cuestión federal que el representante del Ministerio Público plantea en esta instancia.


    L. Sociedad de Responsabilidad Limitada y otro s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1127/2016/1/C1, 16 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por denegación del recurso. Admisibilidad del recurso. Alternativas a la prisión preventiva. Prisión domiciliaria. 


    Remisión a los fallos de las causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486"; y A. 57, XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858."


    Cabe recordar que si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. No se pasa por alto que las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido.


    M., Roberto Domingo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000008/2012/TO1/1/2/1/RH1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Régimen penal cambiario



    



    Ingreso de divisas. Exportaciones. Queja por recurso denegado. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa “Cristalux” (Fallos: 329:1053). Criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    C. E. y C. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1750/2013/2/1/RH2, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Ingreso de divisas. Exportaciones. Queja por recurso denegado. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa “Cristalux” (Fallos: 329:1053). Criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    No Banco Central E/ Actuaciones (Sum. 5.652 Expediente 100.930/07). C. d. T. d. T. T. y otros s/ Infracción Ley 19.359


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 44469/2015/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Compra y venta de divisas. 


    Precedente “Cristalux”.


    Por tratarse de una conducta cuyo específico disvalor penal cambiario conserva vigencia, la aplicación de aquel precedente que respecto de esa infracción ha efectuado la cámara a partir del dictado de aquella comunicación y en función de la garantía prevista en el artículo 2° del Código Penal, importa una fundamentación que descalifica lo resuelto.


    A. S.C.A. continuadora de A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1381/2015/1/CS1, 22 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Retroactividad de la ley penal. Ley penal en blanco. Apartamiento de la doctrina de la Corte. 


    El derecho reconocido en los Arts. 9 in fine de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 in fine del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos alcanza también, como principio, a las modificaciones de los reglamentos de naturaleza no punitiva cuyo contenido completa la descripción del comportamiento criminal izado por normas penales como las del Régimen Penal Cambiario. Como lo expuso el juez Petracchi en su disidencia en el precedente de Fallos: 321:824 "la retroactividad de la ley más benigna no resulta aplicable de modo indiscriminado en el campo de las leyes penales en blanco". Por ejemplo, no corresponde cuando la reglamentación complementaria tiene carácter "eminentemente variable" o cuando su modificación no importa una variación del "fin de protección del reglamento", o ella "no se propone permitir un espacio mayor de libertad de comportamiento". De acuerdo con esta doctrina, la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna a la que se tiene derecho en virtud de las disposiciones citadas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no consiste en la aplicación mecánica o irreflexiva de cualquier reglamento posterior al hecho imputado por la sola razón de que beneficiaría al acusado en comparación con la norma en vigor en el momento de comisión de la infracción. Antes bien, ella exige una evaluación del sentido de la reforma a fin de determinar si constituye la clase de variación normativa que da fundamento al derecho en disputa. El pronunciamiento impugnado contradice esa doctrina federal. En lugar de evaluar el sentido de la reforma introducida por la Resolución N° 3/2015 del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas y juzgar si la modificación dispuesta tenía el carácter necesario para que se extendiera a su respecto el derecho a su aplicación retroactiva, la cámara hizo aplicación indiscriminada del principio en cuestión, sin observar siquiera si correspondía hacer alguna de las excepciones explícitamente indicadas en la disidencia del juez Petracchi en Fallos: 321:824. Los propios términos de los considerandos de la Resolución N° 3/2015 ponen de manifiesto que la modificación allí dispuesta fue ordenada como parte del régimen creado por el Decreto 616/2005, cuyo Art. 5 faculta a la cartera de economía a introducir cambios en los porcentajes y plazos impuestos en respuesta a las variaciones macro económicas que aquélla detecte y que así lo aconsejen. En este sentido, la regulación en examen redujo a cero el porcentaje del depósito previsto en el Art. 4, inc. c), de ese decreto en atención a la situación financiera nacional e internacional actual y a las consecuentes modificaciones dispuestas en el mercado de cambios. La medida confirma la persistencia del régimen del que forma parte: un régimen flexible, que deja en manos de la autoridad regulatoria la posibilidad de ajustar porcentajes y montos de los depósitos en cuestión, según su estimación de las exigencias que la coyuntura económica plantea al mercado cambiario. Es éste un caso de regulación "eminentemente variable" en el sentido de la doctrina a la que alude el pronunciamiento del a quo. La mera invocación de la sentencia de la causa CSJ 385/2008 (44-D)/CS1 "Docuprint S.A." de la Corte no es capaz de brindar un fundamento suficiente a la decisión del a quo. En efecto, en primer lugar, el Tribunal se limitó allí a hacer aplicación de la doctrina de Fallos: 329:1053, sin dar más fundamentos ni precisiones sobre el caso; y esa doctrina, lleva en las circunstancias de la presente causa a una resolución distinta de la dispuesta en el pronunciamiento de la cámara. Por otra parte, como lo recordó la Corte al pronunciarse sobre el punto en la sentencia publicada en Fallos: 339:662, las normas en discusión en el pleito resuelto en CSJ 385/2008 (44-D)/CS1 "Docuprint S.A." no son las mismas que las que se hallan en disputa en el proceso actual. Aquéllas referían al régimen que impuso originalmente el Decreto 2581/64 y restableció el Decreto 1606/01, que obligaba a liquidar en el mercado de cambio local el contravalor obtenido por las transacciones de comercio exterior y a las modificaciones de los plazos dentro de los cuales debía cumplirse con ese deber. La Corte reconoció en esa oportunidad que el derecho a la retroactividad de la ampliación se había dispuesto tiempo después de los hechos de la causa "para que, bajo el amparo de los nuevos plazos dictados por las autoridades pertinentes, se considerase que la empresa condenada había cumplido en término aquella obligación". En el sub examine, en cambio, el régimen infringido es otro y las obligaciones modificadas son distintas de aquéllas. No puede, entonces, predicarse una analogía entre ambos casos, como lo ha hecho el a quo, sin ofrecer razones que justifiquen su trato idéntico, máxime cuando la consideración de la doctrina del precedente aludido lleva a una solución opuesta.


    H. B. Argentina S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 49/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Sanciones administrativas



    Decomiso. Jurisdicción administrativa. Control judicial. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Excesos y omisiones en el pronunciamiento. 


    Si bien, como regla, las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, la Corte ha hecho excepción a ese principio y la ha admitido, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando la decisión adoptada se sustenta en afirmaciones dogmáticas o cuando con injustificado rigor formal lo decidido omite ponderar argumentos conducentes para la solución del litigio, lo cual conduce a una restricción sustancial de una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado. La Corte Provincial desestimó el recurso local con fundamento exclusivo en las disposiciones del Código Fiscal, más sin atender a la particular índole de una de las cuestiones que le había sido presentada para examinar. Es preciso recordar que, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema, en casos de jurisdicción administrativa el cumplimiento de la garantía de la defensa en juicio requiere, como condición de validez constitucional, que la decisión de los órganos administrativos esté sujeta a un control judicial amplio y suficiente. Ello supone asegurarle al afectado la oportunidad de acudir, por una vía ordinaria, ante un órgano judicial al cual solicitar la revisión de las cuestiones de hecho y de derecho, comprendidas o resueltas en la decisión administrativa. Si el régimen normativo cumple con tales resguardos, entonces no cabe predicar afectación alguna a la garantía consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional, ni menoscabo a la efectiva tutela jurisdiccional de los derechos en los términos del Art. 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, siendo indiferente, a tales fines, que la regulación aplicada carezca de una doble instancia judicial de revisión. Los agravios planteados por el impugnante ameritaban al menos prima facie ser examinados por el a quo desde la perspectiva de la doctrina de la arbitrariedad, a fin de comprobar si se lo había privado indebidamente de aquel control judicial de la jurisdicción administrativa que es condición para su validez, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio y la separación de poderes. En atención al carácter federal del agravio planteado, era aplicable la doctrina sentada por la Corte en los precedentes "Strada" y "Di Mascio" y, así también, que la omisión del a quo de pronunciarse a su respecto implicó un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido.


    G., Diego Javier s/ Plantea recurso de queja por apelación en expediente n° 2.248/12 reg. Dirección General de Rentas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1438/2017/RH1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba


    Admisibilidad formal. Acuerdo del fiscal. Recurso de queja (procesal). Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 558/2012/TO1/1/1/RH1, "Z., Hugo Jorge s/ Infracción ley 22.415".


    P. L., Jesús Manuel s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 341/2015/TO1/4/1/RH1, 02 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes



    Participación secundaria. Agravantes de la pena. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Violación de la ley o doctrina legal. 


    Intervención. Trascendencia o relevancia de los aportes.


    La interpretación adoptada por la mayoría del tribunal, según la cual la aplicación de la agravante prevista en el inciso c) del Art. 11 de la Ley 23.737 rige solamente si se trata de la intervención de autores, coautores y partícipes necesarios, configura una restricción arbitraria del tipo penal en cuestión, en tanto exige mayores requisitos que los previstos en la norma sin más razón que la sola voluntad de los magistrados. La Corte ha dicho que la exégesis de la norma legal no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que impone la ley y que no corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace. A las exigencias establecidas por el legislador a fin de tener por configurada la agravante en estudio: pluralidad de intervinientes -tres o más personas- y actuación organizada, el a quo añadió un tercer requisito, relativo a la trascendencia del aporte en el hecho, que no se halla contemplado en la letra de la ley y que sólo encuentra fundamento en una interpretación extremadamente restrictiva del término "intervención" que desnaturaliza el espíritu que ha inspirado la sanción de la norma que lo contiene. No es posible soslayar que el tráfico de estupefacientes es una de las modalidades de la criminalidad organizada, y que ni siquiera cuando los hechos constitutivos de tal delito se presentan en esa forma de manifestación más extrema, se han establecido en nuestra legislación requisitos tan estrictos para la existencia de una intervención organizada como los que señala el a quo. En efecto, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, aprobada por Ley 25.632, dispone en su Art. 2, lo que debe entenderse por “grupo delictivo organizado”, y “por «grupo estructurado”. Pero, más allá de los requisitos de número, concurso no fortuito y propósitos, no se establece ninguna exigencia en cuanto a la trascendencia o relevancia de los aportes, sino todo lo contrario, y mucho menos se sujeta la condición de miembro a que el interviniente lo haga en calidad de autor, coautor o partícipe necesario. No hay ninguna razón sistemática para reclamar requisitos más estrictos para la intervención organizada de tres o más personas prevista como agravante genérica de los delitos de la Ley 23.737, y ello más aún en cuanto se advierte que su formulación, más amplia incluso que la de «grupo delictivo organizado», resulta abarcadora de todo tipo de organización, aun de las que no alcanzaran el estatus de la citada convención. La ratio legis de esa disposición se basa en la convicción de que una pluralidad de intervinientes que actúan de manera organizada, es decir, con cierta coordinación y reparto de funciones, no sólo constituye un mecanismo eficiente para la comisión de los delitos a los que se refiere la Ley 23.737, sino que supone además mayores posibilidades de asegurar la supervivencia de la empresa delictiva y una mayor capacidad para neutralizar la acción estatal. En ello reside el fundamento de la mayor gravedad del hecho cometido mediante la actuación coordinada de un conjunto de intervinientes, con división de roles y funciones, aun cuando éstas constituyan un aporte no esencial al hecho, en la medida en que también contribuyen a su eficacia. Por lo demás, esa disposición de derecho interno consagró legislativamente aun antes de su aprobación por Ley 24.072, las directrices trazadas por la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988, que en su Art. 3, ap. 5°, inc. a), refirió entre las circunstancias de particular gravedad a tener en cuenta por los Estados "la participación de un grupo delictivo organizado del que el delincuente forma parte". La correcta interpretación del Art. 11, inc. c), de la Ley 23.737, es la que postula que con la agravante allí prevista se busca sancionar más severamente aquellos casos en los que al menos tres personas toman la precaución de actuar organizadamente en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, con absoluta independencia de cuántos efectivamente realizan un aporte esencial. Esta interpretación amplia concuerda con la receptada mayoritariamente por la doctrina especializada en la materia, que ha expresado con claridad que: "la ley no establece que la agravante requiera la presencia de tres o más personas que tomen parte en la ejecución de los hechos sino que le es suficiente con que intervengan en los sucesos, con lo cual es posible, o bien que los intervinientes lo hagan en calidad de coautores, o bien que la participación sea admisible a título de complicidad por auxilio o cooperación, dado que se trata de intervenir, de esa forma, en la ejecución del hecho". En consecuencia, contribuyen a la realización del delito en cuestión tanto los coautores cuanto los cómplices en cualquiera de sus modalidades. De igual modo, no son diferentes las apreciaciones que han sido formuladas constantemente por la jurisprudencia nacional en torno a la correcta hermenéutica de la disposición en examen, pues también allí los tribunales han considerado comprendidos en la agravante a los partícipes en ambas modalidades, es decir, sin diferenciación de funciones o relevancia de sus aportes. La inteligencia amplia asignada a la voz "intervención" no viene determinada únicamente por el tenor literal de la ley, sino que encuentra también fundamento en la genética del precepto, inspirada en directrices internacionales, en la consideración sistemática de la disposición con las contenidas en esos instrumentos que forman parte de la legislación nacional y la complementan, en la praxis doctrinaria y jurisprudencial y en el sentido y fin que le dan racionalidad al precepto en consonancia con los designios mandados por el ordenamiento jurídico vigente en la materia. El a quo se limitó a rescatar la postura de cierta doctrina que atribuye a esa voz un alcance restringido, sin dar cuenta de las razones en las que se fundaría tal posición. Asimismo, es contradictorio el argumento con el que ha pretendido sustentar la exclusión de la agravante respecto del cómplice o partícipe no necesario, pues según su criterio, la agravante exigiría que cada uno de los intervinientes contara con "la posibilidad cierta de dominar su parte del hecho". La sentencia es incongruente, pues, en rigor de verdad todos los intervinientes, incluso el cómplice no necesario, tienen el dominio de su propio aporte, de su parte del hecho. A su vez, si lo que ha pretendido decir el a quo es que la agravante sólo resulta aplicable a quienes tienen "el dominio del hecho", tampoco en esta variante el razonamiento podría servir de base para la conclusión que se extrae, pues entonces no se comprende de qué modo podrían quedar alcanzados por ella los cómplices primarios, como contradictoriamente sostiene en su sentencia el a quo, si con arreglo a la teoría del dominio del hecho -presupuesta en el argumento- sólo los autores y coautores dominan (o codominan) el hecho y aquello que caracteriza a la participación, en cualquiera de sus modalidades, es precisamente su ausencia. Al déficit vinculado con la correcta ponderación de la ratio legis, se añade la incongruencia en el razonamiento mediante el cual el a quo pretende fundar su decisión, circunstancia que impone su descalificación como acto jurisdiccional válido también con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencia.


    T., Gustavo Raúl y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5. inciso c), infracción Ley 23.737 (Artículo 11. inciso c) e infracción Artículo 303, inciso 4°


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22017306/2012/TO1/7/1/1/RH1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Administrativo


    Competencia


    Defensa de la Competencia. Intereses. Infracciones administrativas. Finalidad de la ley. Interpretación de la ley. Principio de legalidad. 


    Corresponde aclarar que lo que está en juego es la competencia del Ministerio de Economía y Finanzas de aplicar intereses sobre multas en supuestos no previstos normativamente. Cabe recordar que deben estimarse penales las multas aplicables a los infractores cuando ellas, en lugar de tener un carácter retributivo del posible perjuicio causado, tienden a prevenir y reprimir la violación de las pertinentes disposiciones legales. Para esos casos la Corte había delineado claramente dos perspectivas, la facultad de aplicar sanciones, por un lado, y la posibilidad de que dicha facultad se ejerciera sobre la base de una previsión legal federal calificada como sumamente vaga e imprecisa. Allí se concluyó que la norma no tenía dichas características, pero nunca se admitió que una infracción no prevista como tal pudiera dar lugar a la potestad mencionada. Puede definirse entonces que la multa, cuando tiene el propósito de prevenir y reprimir la violación de las pertinentes disposiciones legales en materia económica, constituye una pena que aplica el Estado en ejercicio de su poder de policía y en virtud de una ley que tiende a proteger el orden público económico, esto es, un interés general y no particular. Por tal motivo, no es posible aplicar una sanción sin previsión legal expresa para ello. De acuerdo el art. 18 de la ley de Defensa de la Competencia 25.156 -según texto ley 26.993- y su art. 2, se puede concluir que la multa aplicada en un acto administrativo no puede devengar intereses por sí sola si no está prevista normativamente dicha posibilidad y veda la competencia del órgano administrativo para fijarlos. Cabe recordar que el carácter de infracción y la posibilidad de aplicar intereses por dicha cuestión no obsta al respeto debido de las garantías constitucionales básicas por parte del órgano administrativo, que se fundan en la necesidad de que exista una ley previa para que una persona pueda incurrir en la comisión de una falta pasible de ser sancionada al igual que para su consiguiente aplicación de intereses. Es así que, no puede sostenerse que la cámara haya incurrido en arbitrariedad al afirmar que no se verifica en el caso un vacío legal. En efecto, al haberse establecido en las normas rituales el modo para hacer efectiva la multa ante su falta oportuna de pago, es el juez quien deberá establecer, de acuerdo con las disposiciones de fondo que correspondan, si procede la aplicación de intereses así como su cuantía, tasa y fecha desde que comienzan a devengarse.


    Holcim (Argentina) S.A. - Ex Juan Minetti S.A. - s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1430/2015/1/RH1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. Tributos. Impuestos sobre los ingresos brutos. 


    Corresponde recordar aquí que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Se debe atener a la exposición de los hechos de la demanda de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los Arts. 4° y 5° del CPCCN y la doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230. En especial, la Corte tiene dicho que las Leyes-Convenio -entre las que cabe incluir el régimen de coparticipación federal y el Convenio Multilateral en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales- hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal. Finalmente, no es ocioso recordar que el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la Ley 48. Se estima que la solución que propicio es la que mejor se engarza con el carácter excepcional del fuero federal y, por ende, de la competencia originaria de la Corte, que es de índole taxativa y, en consecuencia, se halla circunscripta a las causas que expresamente le atribuye la Constitución Nacional en los Arts. 116 y 117 y no puede ser extendida por persona o poder alguno.


    Panino S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2694/2017,15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2017, "Panino S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Panino S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2692/2017,15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor proveer.


    Peralta, Silvio Ángel y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Educación de la Nación s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31135/2015/CS1, 19 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Amparo por mora. Pronto despacho. Determinación de la incapacidad. Competencia contencioso administrativa. 


    A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición. La justicia en lo Contencioso Administrativo Federal deberá continuar el trámite dado que se peticiona que un organismo administrativo nacional, con sede en Capital Federal, se expida sobre un asunto llevado ante él, debatiéndose si el ente ha incurrido en mora al pronunciarse, y no que el tribunal resuelva el problema que aquél implica y trate lo referido a la determinación de la supuesta incapacidad en el plano de la Ley de Riesgos del Trabajo.


    Henríquez, Nelson I. c/ Estado Nacional - Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20067/2017/CA1-CS1, 02 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal.



    Remisión al dictamen de la causa: CAF 20067/2017/CA1-CS1, “Henríquez, Nelson I. c/ Estado Nacional-Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora”.


    Debles, Martín c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70920/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Superintendencia de riesgos de trabajo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 20067/2017/CA1-CS1, "Henríquez, Nelson I. c/ EN - Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora".


    Meder, Jorge Amilcar c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63494/2017/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Acumulación de procesos. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La admisión del forum conexitatis, estatuido por el artículo 6° del Código Procesal, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de litigios relacionados entre sí, y que su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas que determinan la competencia contenidas en ese código, que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con apoyo en la conveniencia de concentrar ante un solo juzgado todas las acciones vinculadas por la misma relación jurídica. Los jueces no contienden respecto a la conexidad existente entre los procesos "originados en el mismo siniestro y en los que se debate la responsabilidad de accionados y citados" sino que discrepan sobre la procedencia de la acumulación ante el fuero previniente, en virtud de la distinta etapa procesal que transitan. Interesa recordar que los artículos 188 y 190 del Código Procesal disponen que la acumulación se podrá ordenar en cualquier etapa del litigio anterior al estado de sentencia, quedando a salvo que procederá siempre que fuere admisible la sustanciación conjunta de los procesos, sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite del que estuviere más avanzado. En el supuesto, el magistrado contencioso precisó, al elevar los autos a esa Corte Suprema, que la causa "Carrizo" se encuentra con remisiones pendientes al Cuerpo Médico Forense y próxima a concluir la etapa probatoria. Del informe de esta Procuración General que se adjunta en este acto resulta, por su lado, que las últimas actuaciones añadidas al litigio son los informes de ese órgano forense. De todo ello se deriva que, si bien el expediente "Carrizo" no se encuentra, en rigor, en el estado de dictar la sentencia, sí presenta un grado de avance muy superior al del sub lite. En tales condiciones, aunque para evitar demoras cabe negar el pedido de acumulación, corresponde que este litigio menos adelantado quede radicado, sin acumular, ante el fuero local, a fin de sortear el riesgo de fallos eventualmente contradictorios en casos que presentan identidad de hecho y causa e identidad parcial de sujetos.


    Waldman, Beatriz Raquel c/ Rouge, José Adolfo y otro s/ Daños y perjuicios (accidente tránsito con lesiones o muerte)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 391/2018/CS1, 12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Amparo por mora. Superintendencia de riesgos de trabajo. Determinación por incapacidad. Pronto despacho. Competencia contencioso administrativa. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa CAF 20067/2017/CA1/CS1, "Henríquez, Nelson c/ Estado Nacional - Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora".


    Narváez, Jonatán Germán c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73132/2017/CS1, 21 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Empleo público. Diferencias salariales. Economía procesal. Devolución del expediente. Competencia contencioso administrativa. 


    En el sub examine no ha quedado debidamente trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, porque al haber intervenido la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en la primera declaración de incompetencia, es ese tribunal el que debió insistir en la postura y no la jueza nacional de primera instancia de dicho fuero. Por tal razón, correspondería ordenar la devolución de esta causa a sus efectos, sin perjuicio de lo cual -para el caso de que la Corte considere que razones de celeridad y economía procesal permiten dejar de lado tales aspectos y dar por trabada la contienda negativa de competencia- procedo a dictaminar sobre la cuestión. En línea con lo resuelto en la causa CAF 38106/2014 “Corrado”, el presente juicio debería tramitar ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Acosta, Claudia Griselda c/ Casa de Moneda S.E. s/ Empleo público


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 53896/2017/CS1, 14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Reincorporación. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos, ya que al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual “(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Pizzuto, Miguel Daniel c/ Universidad Tecnológica Nacional s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20702/2018/CS1, 12 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Competencia por la materia. Competencia por el territorio. Competencia contencioso administrativa y tributario. 


    De las constancias de la causa, surge que el juzgado a cargo del concurso preventivo de la demandada, declaró la conclusión del proceso por cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesan todos los efectos del proceso universal y habilita el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Serkin, Daniel s/ Ejecución fiscal radicación de vehículos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2248/2018/CS1, 07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Médico de guardia. Persona jurídica pública estatal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios resp. prof. médicos y aux. ordinario".


    Las contiendas de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Por lo demás, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Además, debe tenerse en cuenta que el art. 129 de la Constitución Nacional reconoce a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el derecho a la propia jurisdicción, es decir, a ser juzgada por su juez natural, y que la materia en debate es propia de la competencia contencioso administrativa que el art. 8° de la Ley 24.588 atribuye a la justicia de la Ciudad.


    R., J. M. c/ I. C., J. C. y otros s/ Daños y perjuicios – responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12384/2012/CS1, 30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Empresa. Juicios contra el estado. AFIP. Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte interno. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades por parte del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de transporte interjurisdiccional de pasajeros. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En este sentido, lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que regulan el servicio público de transporte interjurisdiccional de pasajeros (ley 12.346, decreto 2407/02 y sus normas complementarias), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Se debe resaltar que no obsta a ello lo dispuesto por el Tribunal en las sentencias publicadas en Fallos: 327:1789 y 332:1007, dado que lo que determina la competencia federal en el sub judice no es la ilegitimidad del gravamen invocada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir al transporte interjurisdiccional de pasajeros, actividad que está alcanzada por los poderes que el artículo 75, inc. 13 de la Constitución Nacional confiere al gobierno central.


    Derudder Hermanos S.R.L. y otros c/ Estado Nacional - AGIP - DGR y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24474/2015/CS1-CA1, 24 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Transporte interno. Competencia contencioso administrativa. 


    Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades por parte del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de transporte interjurisdiccional de pasajeros. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, así cómo de las disposiciones que regulan el servicio público de transporte interjurisdiccional de pasajeros (ley 12.346, decreto 2407/02 y sus normas complementarias), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Se debe resaltar que no obsta a ello lo dispuesto por el Tribunal en las sentencias publicadas en Fallos: 327:1789 y 332:1007, dado que lo que determina la competencia federal en el sub judice no es la ilegitimidad del gravamen invocada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir al transporte interjurisdiccional de pasajeros, actividad que está alcanzada por los poderes que el artículo 75, inc. 13 de la Constitución Nacional confiere al gobierno central.


    Vía Bariloche S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 45410/2015/3/CS1, 24 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción meramente declarativa. Declaración de inconstitucionalidad. Daños y perjuicios. Responsabilidad del Estado. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia contencioso administrativa. 


    Doctrina de la Corte en la causa “Barreto” y precedente “Sojo” publicado en Fallos: 32: 120.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, resulta imprescindible examinar la materia sobre la que versa el pleito, la cual debe revestir naturaleza exclusivamente federal o civil, requiriéndose en este último caso, además, la distinta vecindad respecto de la provincia, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, no basta para surtir el fuero federal, la única circunstancia de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados por al Constitución Nacional. Según se desprende de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, ninguna de las pretensiones se encuadra en alguna de las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria de la Corte, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. En efecto, el juez competente para solucionar el pleito no sólo deberá examinar las cláusulas de la Constitución Nacional, sino que se verá obligado a encuadrar la pretensión, también, en el marco del derecho público local, todo lo cual es de competencia exclusiva de los gobiernos locales de conformidad con la doctrina de la Corte señalada en la causa de referencia. Al respecto la Corte señaló que “quedan excluidos de la competencia originaria de la Corte Suprema todos aquellos casos en que se pretenda imputar responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios que invoquen sufrir los ciudadanos de otro Estado local o un extranjero, por la actuación o por la omisión de los órganos estatales en el ejercicio imperativo de sus funciones administrativas, legislativas o jurisdiccionales, entendidas todas ellas como una “potestad pública” propia del Estado de derecho; materia cuya regulación corresponde al campo del derecho público local y de resorte exclusivo, por ende, de los gobiernos locales de conformidad con lo dispuesto por el art. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y que encuentra su fundamento en principios extraños a los propios del derecho privado”. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que, ante la ausencia de normas propias del derecho público que regulen específicamente dicha materia se apliquen por analogía otras disposiciones del ordenamiento jurídico local, toda vez que ellas pasan a integrarse en el plexo de principios del derecho administrativo en el que, prima facie, se encuadra el presente caso. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que requiere que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales, que también puedan comprender esos pleitos, sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Por otra parte, el fuero federal en razón de la distinta vecindad encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales de manera de no perturbar su administración interna. Es decir, frente a las cuestiones de naturaleza local cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial. Esa prerrogativa sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil, según lo dispuesto en los arts. 116 y 117 de la Constitución nacional, reglamentados por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente “Sojo”, entre muchos otros, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    José Minetti y Compañía Limitada Sociedad Anónima Comercial e Industrial c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad-daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2620/2017,23 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, y por ende no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2026/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Asistencia médica. Hospitales públicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462; L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen de la causa G. 57; L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal”. 


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Pampa, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2027/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Energía eléctrica. Suministro de energía eléctrica. Cámara contencioso administrativa. 


    Competencia CSJ 400/2013 (49-C) /CS1, "Costa, Matías Hernán c/ Registro Automotor N° 46 (señora A. Norma F. de López) s/ Diligencia preliminar".


    Al haber intervenido en la contienda un juez contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". De ello se sigue, pues, que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal carecía de facultades para resolver, razón por la cual, su decisión mal podría constituir un pronunciamiento hábil para dar por configurado un nuevo conflicto de competencia que corresponda resolver a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58.


    Catena, Marcelo Gustavo c/ EDESUR S.A. s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8478/2016/CS1-CA2, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    Al haber intervenido en la contienda un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "(t) odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". De ello se sigue, pues, que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil -a través del Tribunal de Superintendencia- carecía de facultades para pronunciarse, razón por la cual, su decisión mal podría constituir un pronunciamiento hábil para dar por configurado un nuevo conflicto de competencia que corresponda resolver a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58.


    Gutiérrez, Sandro Fabián c/ Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 95362/2016/CS1/CA1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una sociedad del Estado Nacional que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2560/2017,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una sociedad del Estado Nacional, que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2477/2017,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Título profesional. Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    Al haber intervenido en la contienda un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "(t) odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". De ello se sigue, que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal carecía de facultades para resolver, razón por la cual, su decisión mal podría constituir un pronunciamiento hábil para dar configurado un nuevo conflicto de competencia que corresponda resolver a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58. Así las cosas, corresponde devolver la causa a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal a fin de que de que se expida de conformidad con la atribución conferida a dicho tribunal por la citada ley 26.854.


    Taverna, Vanesa Celeste y otro c/ Fundación Pro Instituto Pierre Fauchard y otros s/ Amparo Ley 16.986


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5430/2017/CS1/CA2, 04 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Despido. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Toda vez que en el proceso es parte el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se cuestiona la actuación de una autoridad local en ejercicio de sus funciones administrativas –lo cual deberá ser examinado a la luz de normas de derecho público local-, corresponde a la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Díaz, Fernando Oscar c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 62297/2015/1/RH1, 05 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Incompetencia. 


    Remisión al fallo la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”. Y remisión al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal", opinión compartida por la corte en su sentencia. 


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 841/2018,30 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”. Y remisión al dictamen y fallo de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal". 


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 862/2018,30 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 887/2018,30 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Empleo público. Economía procesal. Competencia contencioso administrativa. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No ha quedado debidamente trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, porque al haber intervenido la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en la primera declaración de incompetencia, es ese tribunal el que debió insistir en la postura y no la jueza nacional de primera instancia de dicho fuero. De tal exposición en el caso se desprende que la actora interpuso la presente demanda contra la Comisión Nacional de Comercio Exterior con el objeto de reclamar la declaración de nulidad del despido dispuesto por la accionada, su reincorporación en el cargo en el que se desempeñaba y los haberes devengados hasta el momento en que sea efectivamente restituido en su puesto de trabajo. Subsidiariamente, solicita que se condene a la demandada al pago de una indemnización en razón de despido arbitrario. La resolución de la presente causa requiere determinar la naturaleza del vínculo que une a la actora con el organismo demandado y su eventual encuadramiento en el régimen de empleo público. Al ser ello así, el fuero federal en lo contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, por lo que resulta clara la relevancia que los aspectos privativos del derecho administrativo asumen para su solución, circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a, de la ley 13.998.


    Paredes, Alejandro Hernán c/ Comisión Nacional de Comercio Exterior s/ Empleo público


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46780/2016/CS1, 12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas. Transporte interno. Asistencia financiera. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La Corte tiene reiterado que en la tarea de esclarecer las contiendas de competencia es necesario ponderar los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En tales condiciones, el conflicto excede la aptitud prevista por el artículo 20 de la Ley 18.345, pues no media una controversia entre un trabajador y un empleador y, prima facie, tampoco posee influencia decisiva para la resolución de este problema la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral.


    El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Secretaría de Transporte s/ Medida autosatisfactiva


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6756/2015/CS1, 23 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    Habilitación del establecimiento. Violación del reglamento de copropiedad. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En ese marco, considerando que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es parte en el proceso y que se persigue la revocación de una habilitación de explotación comercial otorgada en ejercicio de las funciones administrativas legalmente atribuidas -lo cual deberá ser examinado a la luz de normas de derecho público local-, corresponde que la causa tramite ante la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de esta Ciudad.


    Consorcio Avenida Corrientes 2XXX/XX/XX/XXXX, esquina Ecuador 4XX/XX/XX c/ De Marco de Toscano, Ester s/ Cumplimiento de reglamento de copropiedad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91695/2014/CS1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Establecimientos asistenciales. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462; L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen y fallo de la causa G. 57; L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal". 


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2158/2018,26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Nulidad del decreto



    Beneficios tributarios. Autoridad de aplicación. Facultades del gobierno nacional. Vicio de incompetencia. Multa administrativa. 


    Aun cuando la ley 22.021 haya conferido a las provincias el rol de autoridad de aplicación del régimen promocional, la Provincia se extralimitó en las facultades otorgadas y, por lo tanto, sus órganos dictaron las resoluciones sin competencia para hacerlo. A mayor abundamiento, el plazo estipulado en el decreto 1535/98 tiene un correlato directo con el sacrificio fiscal que el Estado Nacional realiza y ello constituye un límite a la aprobación de planes por parte de las autoridades provinciales. En tal sentido, los textos normativos no deben ser considerados a los efectos de establecer su sentido y alcance de manera aislada, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por aquéllos. A la luz de tal directiva, aun cuando los beneficios promocionales fueron asignados por la Provincia al amparo de la ley 22.021 y de sus normas complementarias, que atribuían a aquélla el rol de autoridad de aplicación, ello se hizo en el marco del presupuesto aprobado por la ley 24.938, cuyo art. 51 in fine facultó al Poder Ejecutivo Nacional a aprobar proyectos de promoción no industrial y le fijó un plazo determinado a tal fin, previendo un cupo fiscal que el Estado debía asignar a determinados ejercicios presupuestarios. Por tal motivo, las resoluciones dictadas por la Provincia, modificando el plazo establecido en aquel decreto, implicó una reasignación de dicho cupo a ejercicios presupuestarios distintos a los previstos por la Nación, todo ello en exceso de las facultades otorgadas a las provincias. Así las cosas, las resoluciones de los órganos de la Provincia fueron dictadas por una autoridad incompetente para pronunciarse en esos términos, resultando viciadas en su competencia, causa y motivación. En consecuencia, corresponde declarar su nulidad absoluta. Por otro lado, si bien los beneficios tributarios tienen fundamento en el art. 75, inc. 18 de la Constitución Nacional, el texto los califica como "privilegios", desde que importan alterar la generalidad con que deben ser aplicados los gravámenes, para conjugarlos con el art. 16 de la Ley Fundamental en el sentido de que la igualdad es la base del impuesto y las cargas públicas, debiendo aplicarse abarcando íntegramente las categorías de personas o bienes previstos por la ley y no a una parte de ellas. Por tal razón cuando la normativa establece una condición a cargo del beneficiario, teniendo en cuenta, precisamente, dicha situación de privilegio, cabe exigir de éste el estricto cumplimiento que aquélla supone por cuanto la opción elegida resulta una circunstancia deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. Ahora bien, el examen de los asuntos referidos a la cantidad de empleados como a la correlación entre la dotación de personal y la actividad desarrollada remiten, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho y prueba ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa. Por último, no puede prosperar la pretensión de la actora dirigida a que se declare la nulidad del art. 3° del decreto 664/12 sobre la base de entender la empresa que la multa allí impuesta debe tenerse por condonada en razón de haberse acogido al régimen de regularización impositiva de la ley 26.476. Ello, toda vez que dicha multa fue aplicada "según lo dispuesto en el art. 17 de la ley 22.021 y sus modificatorias", ordenamiento legal que, consagra un régimen promocional y que, precisamente, por tal motivo se halla excluido en forma expresa de la ley 26.476, pues con arreglo a lo dispuesto en el art. 1° in fine de esta última no serán alcanzadas por las normas sobre regularización impositiva "las obligaciones e infracciones vinculadas con regímenes promocionales que concedan beneficios tributarios".


    Establecimiento Las Marías S.A.C.I.F.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 245/2012/(48-E)/CS1, 20 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario



    Propiedad participada. Daños y perjuicios. Daño moral. Prescripción. Fundamentación de sentencias. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Cabe destacar que, si bien lo referido al término de prescripción aplicable y a su cómputo no constituye materia federal, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer de los casos cuyas particularidades hacen excepción a dicho principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La ley 23.696 estableció un Programa de Propiedad Participada para aquellos trabajadores que se desempeñaban en entidades públicas que fueron privatizadas. Con el dictado de la resolución 566/01, estos trabajadores fueron privados de percibir los bonos que esa ley otorgaba. Los actores demandaron la reparación de los daños y perjuicios que esa privación les causó (Confr. a la ley 23.696), y, además, el daño moral. Ello no fue considerado por la sentencia apelada que se limitó a reiterar que el cómputo del plazo prescriptivo debía comenzar con la sanción del decreto 584/93, reglamentario de la Ley de Reforma del Estado. Es necesario señalar que la Corte en su precedente “Dominguez” revocó la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, pues consideró que ese órgano no había dado respuesta concreta a las alegaciones de los reclamantes relativas, por un lado, a que el hecho que creaba el título de la obligación dineraria a favor de aquellos y el correlativo daño por su insatisfacción, se fue produciendo, de manera periódica, en cada oportunidad en que se abonó el dividendo, según las ganancias que eventualmente, resultarán de cada balance. Y, por otro, a que, en las antedichas condiciones, no podía válidamente ubicarse el diez a quem para todos los períodos litigiosos en la oportunidad en que fue publicado el decreto 395/1992. Por ello, no resulta razonable ubicar el comienzo del plazo de prescripción de todos los períodos litigiosos en la oportunidad fijada por la sentencia apelada.


    Urquiza, Juan José y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Programa de Propiedad Participada


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3204/2008/1/RH1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    Sanciones administrativas. Sanciones pecuniarias. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Asimismo, la Corte ha establecido que la doctrina invocada tampoco tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento como “la sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Sobre la base de lo expresado, el recurso interpuesto es inadmisible, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria. Así, la recurrente no logra desvirtuar los argumentos brindados por el tribunal en la sentencia que cuestiona, ni logra demostrar que en la sentencia se haya incurrido en apartamiento de las reglas aplicables, falta de fundamentación en los hechos conducentes, o irrazonabilidad de las conclusiones. Al respecto, cabe recordar que, en la doctrina de la Corte, la circunstancia de que el juez haya dado preferencia a determinados elementos probatorios respecto de los invocados por el apelante no configura arbitrariedad, pues la mera divergencia de los recurrentes, en cuanto sólo revela su discrepancia con el criterio de la cámara en la selección y valoración de la prueba, excluye la tacha de arbitrariedad, aun cuando se haya prescindido de alguna de las pruebas aportadas. Habida cuenta de ello, los argumentos del recurrente carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas que les son privativos.


    Derudder Hermanos S.R.L. y otros c/ Resolución 369/10 - CNRT (Expediente S01:26494/09) y otro s/ Entes reguladores


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21157/2011/1/RH1, 14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios el recurso resulta inadmisible, toda vez que la resolución impugnada, al disponer la remisión de los autos a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, mal puede configurar supuesto alguno capaz de ocasionar un agravio federal definitivo que justifique el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Barandiarán, Rodrigo Miguel Ángel c/ Ministerio de Educación de la Nación y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 82865/2017/1/RH1, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Falta de traslado. Nulidad procesal. Debido proceso. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    El traslado del recurso extraordinario tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige la garantía del debido proceso y planear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución del litigio. La sustanciación es, asimismo, condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte Suprema sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario. Sentado ello, se encuentra habilitada la intervención de la Corte cuando resulta necesario adecuar la actuación de la alzada cuando se configura un supuesto de transgresión a los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia. Sobre tales bases, es doctrina de la Corte que corresponde reconocer a los organismos de la administración pública la facultad de intervenir en las instancias judiciales de apelación en defensa de la legalidad de sus actos. También la Corte ha resuelto que la repartición cuya decisión fue impugnada, debe ser anoticiada tanto del pronunciamiento dictado en consecuencia cuanto del recurso extraordinario interpuesto contra este último. En tales condiciones, se han vulnerado aspectos que atañen al orden público y, por lo tanto, el defecto señalado constituye un vicio que debe provocar la nulidad de todo lo actuado ante el a quo. Ello por cuanto en autos se patentizó una grave violación a la garantía constitucional del debido proceso y de defensa en juicio, contemplados en el artículo 18 de la Constitución Nacional, respecto del órgano emisor de la resolución que se cuestiona, que no ha podido expedirse respecto del recurso directo interpuesto, tal como era su derecho conforme a lo dispuesto por la ley.


    Asociación Civil Inter Artis Argentina - SAGAI y otro c/ IGJ 7480576/1880189 s/ Recuso directo a Cámara


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13581/2017/1/RH1, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Recurso de apelación


    AFIP. Clausura del establecimiento. Independencia del Ministerio Público. Mantenimiento del recurso. 


    Al resultar de aplicación la doctrina de la Corte en cuanto a que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de su dictado aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, el estado actual de los autos principales afecta la vigencia de la finalidad oportunamente perseguida por el magistrado recurrente. No obstante ello, la reiteración de casos análogos, aconseja proponer a la Corte que acuda al criterio excepcional de Fallos: 310:819, considerandos 5° a 7°, y 324:4061. Es pertinente dejar constancia que este Ministerio Público mantiene la posición que inspiró la apelación federal interpuesta, por la cual reitera su facultad de intervenir en procesos de esta naturaleza con fundamento en el artículo 120 de la Constitución Nacional y en las leyes orgánicas n° 24.946 y 27.148. Es oportuno agregar que la intervención que se reclama encuentra sustento en el precedente de Fallos: 243:258, cuya doctrina -del año 1959- mantiene esencial vigencia en la materia. En esa ocasión la Corte hizo excepción a la regla del similar de Fallos: 233:60 -que había admitido la excusación del Procurador General cuando, por entonces, actuaba como parte en representación de los intereses del fisco- y determinó, como postula el recurrente, que debe intervenir "en los juicios de naturaleza penal, aun los contencioso administrativos, en los que priva la consideración del acierto en la aplicación de la ley represiva, que incumbe igualmente al Ministerio Público".


    F., Gabriel Ramón s/ Infracción Artículo 40 Ley 11.683. Denunciante: AFIP-DGI


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 68/2017/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Dirección Nacional de Vialidad) s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2033/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2417/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Lilus S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 178/2017,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Migraciones. Nulidad del acto administrativo. Aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cámara, para revocar la sentencia de primera instancia y declarar la nulidad de la disposición de la DNM y la de los actos administrativos posteriores mediante los cuales se rechazaron los recursos interpuestos por el actor en sede administrativa, se basó en una norma que no resultaba aplicable al caso. Al respecto, el ejercicio de la facultad conferida a la DNM por el art. 62 de la ley 25.871, de cancelar -dentro del plazo previsto normativamente- "la residencia que se hubiese otorgado (...) cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa de la admisión", sólo puede entenderse respecto de extranjeros que hubieran sido admitidos como residentes en alguna de las categorías legales (permanentes, transitorios o temporarios) y siempre que tal encuadramiento se encuentre vigente; de lo contrario, no existiría residencia susceptible de ser cancelada por la autoridad migratoria. En ese sentido, cabe recordar la doctrina de la Corte según la cual la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos; desde esa compresión, el Tribunal ha destacado que la primera fuente de interpretación de la leyes es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ella, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su texto o de su espíritu. Así, la hermenéutica adoptada por el a quo se aparta del texto de la ley 25.871 y pretende extender la aplicación de un supuesto de adquisición de firmeza, por el paso del tiempo, de una "residencia que hubiese otorgado (...) cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa de la admisión" como el previsto por el art. 62, inc. b), a un caso no alcanzado por esa norma, pues el actor se encontraba residiendo irregularmente en el país y, por lo tanto, no gozaba de ninguna de las categorías de residencia legalmente previstas. Esta interpretación, que prescinde de las vías previstas legalmente para la adquisición de la residencia permanente (v. art. 22 de la ley 25.871), tendría como resultado obviar la intervención de la DNM como autoridad de aplicación de la política migratoria argentina y le impediría ejercer las facultades que la ley 25.871 le otorga para el cumplimiento de los fines perseguidos por la legislación.


    Rodríguez Buela, Raúl / Defensoría Pública Oficial y otro c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22428/2012/CS1-CA1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    



    Accidentes de trabajo


    



    Daños y perjuicios. Asegurador por riesgos del trabajo. Inobservancia de reglamentos o deberes. Sentencia arbitraria. Privación de justicia. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Ha reiterado esa Corte que las decisiones sobre competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, salvo que concurran circunstancias extraordinarias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Estas circunstancias excepcionales no se advierten en el caso. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por los litigantes. Por el otro, en un ámbito de eminente naturaleza fáctica y procesal, no se patentiza un gravamen concreto y actual de insusceptible reparación ulterior que permita equipararla a una decisión definitiva, puesto que no clausura la vía intentada ni cercena el acceso a la justicia y el actor podrá acudir a la jurisdicción de un tribunal determinado para continuar tramitando la pretensión. En este punto, la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Campos, Gaspar Alejandro c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15135/2015/2/RH1, 13 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Artículo 1 de la ley 27.348.


    Es doctrina de la Corte Suprema que, sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Por lo expuesto, los planteos de inaplicabilidad e invalidez del procedimiento administrativo ante las comisiones médicas plasmado por el recurrente en el remedio federal y reiterado en la queja se han tornado abstractos.


    Marches, Alan Emanuel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38417/2017/1/RH1, 06 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    CELOMAT S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Apelación directa a la Corte


    Asociaciones civiles. Elección de autoridades. Privación de justicia. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    La presentación no constituye acción o recurso alguno que, con arreglo a los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, habilite la competencia ordinaria o extraordinaria de la Corte Suprema. En primer lugar, tal como ha dicho ese tribunal, no es procedente la intervención que se postula con apoyo en el artículo 6 de la ley 48, pues esa atribución reconocida inicialmente al tribunal quedó derogada desde 1902 al entrar en vigencia la ley 4055, que creó las cámaras federales como tribunales ordinarios de apelación de las decisiones de los jueces de distrito y, en consecuencia, desplazó hacia dichos tribunales intermedios la competencia invocada. En segundo lugar, tampoco el artículo 24, inciso 7, del decreto 1285/1958 habilita la intervención de la Corte Suprema puesto que el presentante no ha acreditado haber planteado una cuestión de competencia con relación a la intervención de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo por las vías previstas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Para más, la supuesta privación de justicia luce carente de sustento puesto que justamente el Juzgado Nacional del Trabajo desestimó la medida cautelar porque entendió que no le correspondía intervenir en una cuestión vinculada a las impugnaciones del proceso electoral, que, en concordancia con los artículos 59, 60 y 62 de la ley 23.551 y el artículo 15 del decreto 467/1988; se encontraba en la instancia administrativa ante el Ministerio del Trabajo, cuyo tribunal de alzada es la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. Tampoco se presentan en el caso circunstancias excepcionales, como una cuestión institucional de suma gravedad, que autorice a la Corte Suprema a intervenir con prescindencia de la inexistencia de una vía específica. Nada de ello sucede en el sub lite, donde la intervención de la cámara laboral a fin de decidir la forma de concesión del recurso de apelación interpuesto encuentra sustento en el artículo 62 de la ley 23.551. En suma, la reparación de los supuestos agravios causados por el pronunciamiento de la alzada debió ser promovida por las vías legalmente previstas, pues la mera invocación de un estado de privación de justicia no da lugar a que la Corte Suprema ponga en ejercicio su jurisdicción, que sólo puede encauzarse mediante las vías expresamente contempladas por ley del Congreso de la Nación con ese objeto.


    Asociación del Personal de Dirección de Ferrocarriles Argentinos c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7261/2018/1/CS1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Beneficio de litigar sin gastos


    Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 24940/2015/1/RH1, "ACYMA Asociación Civil s/ Asatej S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    ACYMA Asociación Civil c/ Avantrip.com S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28332/2014/1/RH1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia


    



    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torrese Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza", sentencia del 3 de octubre de 2017 y CSJ 546/2017 "General Motors de ArgentinaS.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa decerteza".


    S.C. Johnson & Johnson de Argentina S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2232/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Contienda negativa de competencia. Salud pública. Programas de salud. Programa médico obligatorio. Acción de amparo. Derechos y garantías constitucionales. 


    Remisión al fallo de la Corte S.C. Comp. 743, L. XLV, "Luraschi, Cecilia s/ Amparo", y a los dictámenes de esta Procuración General "G., G. c/ IOMA y otro s/ Amparo"; S.C. Comp. 352, L. XLIX, "L., Á c/ IOMA y otro s/ Amparo"; FLP 17807/2014/CS1, "G., A. A. y otro c/ IOMA s/ Ley de discapacidad"; y CSJ 1174/2016/CS1, "B., M. A c/ lOMA s/ Amparo".


    Ante un conflicto negativo de competencia, ha reiterado la Corte que la solución de este tipo de conflictos exige considerar principalmente la relación de los hechos contenida en la demanda, e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. El tema objeto del litigio conduce prima facie al estudio de obligaciones impuestas por la legislación sobre discapacidad y salud mental, de modo que no se encuentran motivos para preterir la doctrina según la cual conciernen al fuero de excepción los litigios que conducen, en último término, a la aplicación de normas federales.


    R., A. M. c/ IOMA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 284/2018/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Honorarios del abogado. Ejecución de honorarios. 


    Ha reiterado la Corte que, para dilucidar las cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como fundamento de su pretensión. También ha reiterado, que la cuestión referente a la relación contractual entre un abogado y su cliente -ámbito en el que cabe incluir lo tocante al cumplimiento de un pacto de honorarios- es, en principio, materia propia del fuero nacional civil, salvo que se presenten notas de conexidad y accesoriedad con la causa principal. Esas notas se encuentran presentes en este caso, por lo que resulta conveniente que tramite ante el tribunal que conoció en el pleito originario, en atención a un elemental principio de economía procesal y en procura de garantizar la más adecuada prestación del servicio de justicia. La competencia para la ejecución atañe al tribunal que homologó los convenios el que, además, a la luz de las aristas particulares que exhibe el caso, se encuentra en mejores condiciones de pronunciar la sentencia, por su previo conocimiento del tema litigioso y de los pormenores del pleito.


    Valiente, Armando Nobel c/ Tiveron, Rubén Atilio y otro s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 67296/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Derechos y garantías constitucionales. Régimen nacional de obras sociales. Modificación de las prestaciones. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a la relación de hechos contenida en la demanda y, en tanto se ajuste a ese relato, al derecho alegado en apoyo de la petición. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza del reclamo, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Corresponde intervenir al fuero federal pues, por un lado, el amparo objeta una resolución dictada por la DOSUBA "que es una entidad regulada por la Ley de Obras Sociales Universitarias 24.741 y no una empresa de la medicina prepaga" y por el otro, el reclamo impone el estudio del vínculo entre los afiliados y la obra social, a la luz -prima facie- de disposiciones y reglamentos federales de trascendencia para la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional.


    Blanco, Oscar Luis y otro c/ DOSUBA s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5876/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia por el territorio. Fuero de la niñez, la adolescencia y la familia. Residencia habitual del niño. Domicilio del menor. Economía procesal. 


    El Juzgado Unipersonal de Familia no está facultado para declarar la competencia de un tercer tribunal que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución exclusiva de esa Corte como órgano supremo de la magistratura. Sin embargo, debido a las singulares características del supuesto de autos y el tiempo transcurrido, cuestiones de economía y celeridad procesal aconsejan que esa Corte Suprema haga uso de la atribución conferida por el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58 y se expida, sin más trámite, sobre la radicación de las actuaciones. El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida.


    B., M. A. s/ Internación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 157/2018/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Daños y perjuicios. Indemnización. Accidente de tránsito. Sucesiones. 


    Es doctrina la Corte que la solución del derogado Artículo 3284, inciso. 4°, del Código Civil, en materia de acciones personales de los acreedores del difunto, se ajusta a lo previsto por el nuevo Código Civil y Comercial. En ese marco, cabe recordar que la sucesión atrae las acciones por deudas personales del difunto mientras subsista la indivisión hereditaria, cuyo cese se produce -recién- con la partición de bienes debidamente inscripta. No obsta a la operatividad del instituto la circunstancia de que el causante haya fallecido en el accidente, pues tiene dicho esa Corte que si los herederos no participaron del hecho dañoso, resulta evidente que la pretensión de la actora -reparación de daños y perjuicios derivados del infortunio protagonizado por el difunto- compromete el patrimonio del de cujus y debe considerarse incluida en los supuestos contemplados por el fuero de atracción.


    Rodríguez, Daniel A. c/ Bianquiman, Mirna M. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 343/2018/CS1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Indemnización. Mala praxis. Responsabilidad profesional. Competencia civil. 


    Si bien la contienda no ha sido debidamente trabada, toda vez que el tribunal que la promovió no tuvo oportunidad de expresar en el expediente si mantiene o no su postura, se opina que razones de celeridad y economía procesal y de mejor administración de justicia tornan aconsejable que la Corte Suprema ejercite la facultad que le confiere el Artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley 1285/1958 y se expida sin más dilaciones sobre la cuestión. Cabe resaltar que esa Corte tiene dicho que, para resolver una cuestión de competencia, debe estarse a la exposición de los hechos formulados en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Tiene dicho esa Corte que cuando se demanda la responsabilidad civil de los médicos, corresponde entender a la justicia civil, aun cuando integren la litis como demandados, entes sujetos al fuero federal.


    O., A. N. c/ Estado Nacional – Dirección de Salud y Acción Social de la Armada y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75093/2015/CS1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia originaria. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión a los fallos de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 4148/2015, "Red de Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza; y CSJ 411/2017, "Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    PROTE-FOS S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 81/2018,15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Daños y perjuicios. Indemnización. 


    Ante todo, cabe recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, tiene dicho la Corte que para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. No se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a declarar la instancia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°), del Decreto-Ley 1285/58, toda vez que la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. Se entiende que el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48. En consecuencia, el reclamo de la actora deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia de Buenos Aires, en cuyo caso al versar el pleito sobre una materia regida por el derecho público provincial será ante sus propios tribunales, o que se demande al Estado Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, se opina que este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Pereyra, Romina Elisabet c/ Grupo Empresario Holdec Homar S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 69185/2013/CS1, 08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Desobediencia a un funcionario público. Retención indebida. Competencia provincial. 


    En atención a las hipótesis delictivas planteadas, cabe recordar que en relación con el delito de desobediencia, la Corte tiene resuelto que corresponde entender en la investigación al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones; y respecto de la retención indebida, que este delito se reputa cometido en el lugar donde debió ser realizada la entrega o devolución no cumplida.


    M. M. S.A. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 264/2018/CS1, 07 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Contienda positiva de competencia. Responsabilidad parental. Relaciones de familia. Cuidado personal. 


    En lo que aquí interesa, el Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida. A su vez, la Ley 26.061 define tal concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. En tales condiciones, la elección debe hacerse sopesando cuál de las jueces estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de los niños. En ese sentido, la proximidad de la que goza la magistrada de Puerto Madryn constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar, debido al acceso directo a la persona de los niños afectados, por lo que se considera que es necesario priorizar el principio de inmediatez, en procura de una eficaz protección de aquellos derechos.


    A., E. T. c/ P., A. R. s/ Cuidado personal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 672/2018/CS1, 13 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Mala praxis. Responsabilidad médica. Responsabilidad profesional. Daños y perjuicios. 


    Para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos efectuada en la demanda y después, en tanto que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión. Corresponde que el fuero federal intervenga en el reclamo por mala praxis médica incoado, entre otros, contra una obra social incluida, en principio, en los términos de los Artículos 1 y 2 de la Ley 23.660 y 2 y 15 de la Ley 23.661, pues resulta aplicable el Artículo 38 de esta última norma en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes al fuero de excepción, pudiendo optar por el ordinario cuando sean actores.


    López, Marcelina c/ Dibi, Silvana Myriam y Unión Personal Civil de la Nación s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 751/2017/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 3333/2015/1, " Pluspetrol S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otros s/ Incidente".


    El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Petrobras Argentina S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 462/2018,11 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Tributos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CSJ 2718/2017, "Werthein, Andrea y otros c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Asimismo, se considera conveniente señalar que, aunque la actora plantea la inconstitucionalidad de normas locales por considerarlas contrarias también a la Ley 23.548, no resulta aplicable al caso lo resuelto por la Corte en Fallos: 332:1007, puesto que lo que determina la radicación del sub lite en la instancia prevista en el Artículo 117 de la Constitución Nacional no es la ilegitimidad del gravamen provincial planteada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada interferencia que la pretensión tributaria provincial produciría al ejercicio de facultades propias que la Nación puso en práctica por medio del régimen de sinceramiento fiscal establecido en el libro 11 de la Ley Federal 27.260. En tales condiciones, se estima que la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el Art. 2, inc. 10, de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal, y ello torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Simón, Juan Ernesto c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 701/2018,05 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Economía procesal. Programas de salud. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Antecedentes de la Corte en los fallos de las causas “S., M. O.”, Fallos: 339:1831 y “B., R. V.”, Fallos: 340:628.


    La contienda no ha sido entablada correctamente, toda vez que el juzgado local no estaba habilitado para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en ella, pues esa constituye una potestad excepcional reservada al órgano supremo de la magistratura. Asimismo, se advierte que ninguno de los jueces intervinientes ha escuchado al Ministerio Público Pupilar, pese a que el interesado directo es una persona menor de edad, ni se ha expedido a propósito de la medida cautelar peticionada, pese al cuadro de salud que lo aqueja. No obstante los reparos apuntados, ante la delicada índole del asunto, se considero que razones de economía procesal y de buen servicio de justicia aconsejan que esa Corte ejerza la atribución que le acuerda el Artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, y se expida sin más trámite sobre la radicación de las actuaciones. La solución de estos conflictos exige considerar la relación de los hechos contenida en el escrito inicial, e indagar el origen y la naturaleza de la petición, así como la relación de derecho existente entre las partes. Corresponde inscribir el criterio sustentado por el Ministerio Público Fiscal, al que se adhirió el juzgado federal que previno, en el sentido de que la obligada a cumplir con esta prestación es la provincia y que la actora -empadronada en ese ámbito- debió dirigir su reclamo contra la autoridad ejecutora local, sujeto pasivo de la relación jurídica. De tal forma, el Ministerio de Salud de la Nación no sería parte sustancial en el juicio, con arreglo a una postura que no mereció crítica de la amparista y que resulta convalidada por el Artículo 7° del Decreto 160/2018.


    B., E. N. c/ Estado Nacional - Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1128/2018/CS1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Competencia nacional. Economía procesal. Responsabilidad profesional. Mala praxis. Responsabilidad médica. Competencia civil. 


    Cabe apuntar que el tribunal que inició la controversia no ha tenido oportunidad de decidir si mantiene la postura expuesta, por lo que el conflicto no se haya debidamente trabado. Empero, atendiendo a la materia objeto del pleito, razones de economía y celeridad procesal y de mejor administración de justicia, aconsejan que esa Corte ejerza la atribución conferida por el Artículo 24, inciso 7, del Decreto - Ley 1285/58 y se expida sobre la radicación de la causa. La solución de estas contiendas exige considerar la relación de hechos contenida en el escrito inicial, así como atender al derecho invocado –en la medida en que se adecue a ese marco fáctico- e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. La Corte ha reiterado que, por imperio del Artículo 43 del Decreto - Ley 1285/1958, la Justicia Nacional en lo Civil está llamada a intervenir en los expedientes en los que se reclama por responsabilidad civil de los profesionales médicos, incluso cuando el proceso se integre con una obra social en calidad de codemandada. También ha explicitado que la posibilidad de litigar en el fuero federal es renunciable por las obras sociales y que ello debe admitirse, sea que se concrete de manera explícita o que resulte de la prórroga jurisdiccional consentida en la causa.


    M. G., M. A. c/ C., C. A. y otros s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22412/2013/CS1, 13 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Contienda negativa de competencia. Honorarios del abogado. Pacto de cuota litis. Homologación del acuerdo. Competencia civil. 


    Dado que no se patentizan aquí extremos de insoslayable conexidad y accesoriedad con el proceso principal que justifiquen apartarse de la regla, corresponde estar a la doctrina que postula que la cuestión referente a la relación contractual entre un abogado y su cliente - ámbito en el que cabe incluir lo relativo al cumplimiento de un pacto de honorarios-, es una materia propia del fuero nacional civil.


    Fischetti, Nunzio Antonio c/ Pérez, Néstor Eduardo s/ Homologación de acuerdo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 52286/2015/CS1, 13 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Indemnización. Daños y perjuicios. Mala praxis. Competencia federal. 


    Cabe recordar que en la tarea de esclarecer las contiendas de competencia es necesario ponderar los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Corresponde que el fuero federal conozca en esta demanda, promovida, entre otros, contra una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los Artículos 1 y 2 de la Ley 23.660 y 2 y 15 de la Ley 23.661, pues resulta aplicable el Artículo 38 de esta última norma en cuanto determina el sometimiento exclusivo de sus agentes, en la faz pasiva, al fuero de excepción. Vale reiterar que la actora imputa centralmente a la obra social el incumplimiento del deber referente a la prestación médico asistencial a la que se hallaba obligada y que cedió a un tercero, por lo que su reclamo se encuentra regido, asimismo, por las Leyes 23.660 y 23.661.


    L., J. A. y otro c/ P., B. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1241/2018/CS1, 13 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Justicia nacional en lo civil. Economía procesal. Daños y perjuicios. Competencia civil. 


    Si bien la alzada no se ha expedido, en rigor, sobre si sostiene la declinatoria, por lo que el conflicto no se encuentra debidamente trabado, razones de economía procesal y de mejor servicio de justicia justifican que la Corte ejerza la atribución del Artículo 24, Inciso 7, del Decreto-Ley 1285/58 y dirima la contienda. Se opina que asiste razón al Sr. Fiscal General por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, cuando concluye que el litigio debe tramitar en ese fuero, donde, por lo demás, lo promovió la propia interesada por aplicación del Artículo 43, Inciso b), del Decreto-Ley 1285/1958. Es que, en efecto, los daños aquí reclamados resultan ajenos al vínculo laboral que existió entre las partes. También se precisa que la imputación agraviante que generó el daño a resarcir ocurrió después del despido y fue ajena a éste, y que incluso fue posterior al inicio del juicio laboral, que fue el marco donde tuvo lugar la ofensa. Bajo esta perspectiva, resulta claro que el fundamento de la acción se enraíza en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho civil, y no con cuestiones referidas a la relación laboral que existió con el accionado. Ello es así pues en lo que interesa, éste se encuentra desligado de esa relación y las calificaciones vertidas a propósito de los supuestos hábitos de la ex empleada resultan prima facie extrañas a la materia del proceso laboral en curso.


    Ackermann, Elisabeth c/ Trilenium S.A. s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 38320/2017/CS1, 01 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Medicina prepaga. Competencia federal. 


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el reclamo, e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. El tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente en su artículo 12. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Cuñado, Juan Benito y otro c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3423/2018/CA1-CS1, 14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Contienda negativa de competencia. Sucesión ab intestato. Domicilio del causante. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Se estima que, prima facie, concurren las situaciones especiales de conexidad que la Corte ha tenido en cuenta para apartarse del principio basal del último domicilio del causante y admitir la acumulación de sucesiones cuando se trata del mismo patrimonio, existe identidad de herederos y no se inscribió la partición, todo lo cual, sumado a la economía procesal, convalida que siga entendiendo en el expediente un juez que no es el establecido por la citada regla.


    Cerrudo, Leocadio Beltrán s/ Sucesión ab intestato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85845/2017/CS1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Adquisición de dominio. Prescripción adquisitiva. Competencia civil. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Resulta competente para entender en el caso la justicia nacional en lo civil, toda vez que el objeto principal de la demanda es la usucapión de un automotor con fundamento exclusivo en normas de derecho común y el reclamo no se ha dirigido contra el Registro Nacional de la Propiedad Automotor ni se ha cuestionado decisión alguna emanada de dicho órgano de aplicación en materia registral.


    Archiduche, Susana Beatriz C/ Mafut, Gumersinda s/ Prescripción adquisitiva


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 18442/2018/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Jurisdicción y competencia. Economía procesal. Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Contrato de prestaciones médicas. Defensa del consumidor. 


    Es preciso señalar que el conflicto de competencia no ha sido trabado correctamente. En efecto, se requiere la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado, para que declare si sostiene su posición. No obstante ello, razones de economía y celeridad procesal aconsejan, salvo mejor criterio de la Corte, dejar de lado esos reparos y expedirse sobre el asunto. La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. El tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la Ley 26.682, especialmente por el Artículo 17. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Adamoli, Lucas Augusto c/ Medicus S.A. s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4279/2017/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Concurso preventivo


    



    Concurso en caso de agrupamiento. Intimación previa. Preclusión. Patrocinio letrado. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Artículo 257 de la ley 24.522.


    El sentenciante fundó su decisión en la ley local que establece el patrocinio letrado obligatorio en todas las actuaciones, prescindiendo de la solución que ese ordenamiento procesal prevé para las presentaciones que carecen de firma letrada: la intimación a subsanar el defecto legal por un plazo de veinticuatro horas y, ante la persistencia del defecto, el desglose del escrito. La terminología potestativa de la norma admite diferentes interpretaciones. Estas varían entre reconocer discrecionalidad al funcionario sindical para decidir cuándo requerir asesoramiento y patrocinio letrado hasta imponerle la asistencia letrada obligatoria en todo aquello que exceda la actuación normal en el proceso y, por ende, los conocimientos profesionales del síndico como contador. Es decir, que la solución del a quo podría constituir una de las interpretaciones posibles de la norma, si se fundara en la circunstancia de que la contestación de traslados en instancia recursiva compromete una materia que requiere de conocimientos jurídicos que exceden el saber técnico de la sindicatura. Más allá de la interpretación adoptada con relación a esa norma de derecho común, resulta arbitraria la sentencia apelada pues, en un contexto normativo que admitía distintas interpretaciones, impuso una interpretación legal sin darle una posibilidad cierta a la parte de subsanar el eventual defecto tal como, además, lo dispone la ley procesal local citada en sustento de la decisión. El principal fundamento del patrocinio letrado obligatorio es asegurar que el interesado reciba una defensa eficaz, que sea ejercitada con conocimiento de las normas y principios jurídicos. En el caso, al tener sin más por no presentados los escritos de la sindicatura por la falta de firma: de letrado, la decisión condujo al estado de indefensión que, precisamente, se pretende evitar con la exigencia de patrocinio jurídico.


    Yoma S.A. y otras s/ Concurso preventivo por agrupamiento - incidente de pago de gastos de administración posteriores a la quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1680/2016/RH1, 07 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia


    



    Accidente ferroviario. Daños y perjuicios. Capital Federal. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Vilar, Juan Pablo c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia y Otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39770/2012/CS1-CA2, 02 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Servicios públicos. Servicios eléctricos. Contrato de servicios. Competencia federal. 


    En el sub lite, más allá de que se trate de un juicio entablado para el cumplimiento de un contrato de locación entre dos sociedades anónimas, la decisión que se adopte podría incidir en la prestación del servicio público de electricidad habida cuenta de que la actora provee de energía al sistema Interconectado Nacional, por lo que su juzgamiento atañe al fuero de excepción. Si bien es cierto que tanto el Estado Nacional como sus organismos no son parte en la contienda, la actividad de la actora se halla afectada a dicho servicio y alcanzada por las normas de naturaleza federal. En ese sentido cabe recordar que, según la ley 15.336, eminentemente de carácter federal, “las actividades de la industria eléctrica destinada total o parcialmente a abastecer de energía a un servicio público serán consideradas de interés general, afectadas a dicho servicio y encuadradas en las normas legales y reglamentarias que aseguren el funcionamiento normal del mismo”. En esas condiciones, pudiéndose encontrar afectado, directa o indirectamente el servicio de energía eléctrica y tratándose de un litigio que versa sobre situaciones jurídicas que, en principio, podrían ser alcanzadas por reglas de índole federal, corresponde dar intervención al tal fuero ratione materiae.


    Generación Rosario S.A. c/ Central Térmica Sorrento S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9672/2015/CS1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Capacidad. Restricciones a la capacidad. Garantías procesales. Acceso a la justicia. Competencia por la materia. Competencia de familia. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso, o ante el juez del lugar de su internación. Esa pauta legal debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos y los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. La cercanía física favorece la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen una particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona, máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    A., A. E. y otro s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 78577/1983/CS1, 01 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cobro de sumas de dinero. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Los sujetos de la acción no se encuentran ligados por una relación laboral, desde que se trata de un planteo que atañe a dos sociedades comerciales, a propósito de un reclamo de repetición de dinero que se enmarca en la póliza de seguros que las vinculara como tomadora y prestataria. Cabe recordar que lo referido a las aseguradoras de riesgos de trabajo está regulado por la Ley 20.091, sin perjuicio de lo dispuesto en ese plano por la ley especial. En ese marco, es competente la justicia comercial pues, no mediando un conflicto entre trabajador y empleador, el caso resulta ajeno al artículo 20 de la Ley 18.345. Se añade a ello que, prima facie, no posee influencia decisiva para la solución del litigio la determinación de cuestiones directamente ligadas con aspectos de derecho laboral.


    Instituto Almafuerte S.H. c/ Asociart S.A. A.R.T. s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12096/2016/CS1, 15 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Villafañe, Julio César c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52740/2015/CS1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicio ejecutivo. Cobro de sumas de dinero. Domicilio del demandado. Competencia comercial. 


    Surge de las actuaciones que la actora promovió juicio ejecutivo contra el demandado ante el Juzgado de 1° Instancia en lo Civil y Comercial, con el objeto de cobrar un pagaré. Tanto el lugar de emisión del título de crédito como el determinado de pago es en territorio bonaerense, y el domicilio real del deudor se encuentra en dicha localidad. En ese contexto y dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante, que el deudor sea una persona humana y el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240 (texto según ley 26.361), en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda.


    Credil S.R.L. c/ Márquez, Rubén Benjamín s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22237/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de la Corte FSM 004931/2014/CS1, “Host, Enrique Raúl c/ PROFE s/ Prestaciones médicas”, FMP 10027/2015/CS1, “Parasuco, Raquel c/ PROFE s/ Amparo” y CSJ 963/2016/CS1, “T., M. c/ Ministerio de Salud – PROFE s/ Acción de amparo”.


    N., Gustavo Arturo c/ Incluir Salud Buenos Aires y Estado Provincia de Buenos Aires s/ Recurso de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 7/2018/CS1, 19 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Relación de consumo. Ejecución comercial. Domicilio del demandado. Competencia comercial. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. Surge de las presentes actuaciones que la actora promovió juicio ejecutivo con el objeto de cobrar diversos cheques. Tanto el lugar de emisión de los títulos de crédito como el domicilio del demandado son en esta Ciudad, y la cuenta corriente referida en la demanda estaba radicada en la provincia de Buenos Aires. En ese contexto y dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante y que el deudor sea una persona humana) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En tales condiciones, es necesario agregar que no obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ni la declaración de rebeldía, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio. Por lo demás, la Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud, circunstancia ésta última que no ha sido referida por el juez nacional en oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción.


    Banco Provincia c/ Carpano, Carlos Antonio s/ Cobro sumario de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1676/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Alumbrado, barrido y limpieza. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Ha dicho la Corte que el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, toda vez que las disposiciones que rigen el fuero de atracción inherente a estos procesos son imperativas o de orden público, pues ellas tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por convenio de las partes. En el sub lite se reclama una deuda anterior al fallecimiento del causante, y no obra acreditada la inscripción definitiva de los bienes del acervo hereditario correspondiente al de cujus. En tales condiciones, continúa operando el fuero de atracción del juicio universal, por lo que la ejecución debe tramitar ante el juez de la sucesión del demandado. Ello, claro está, sin perjuicio de la opción por el fuero del heredero único que, en su caso, corresponde ejercer a la ejecutante, en los términos del artículo 2.336, in fine, del Código Civil y Comercial.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Regnier, Julio s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2105/2017/CS1, 02 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Procedimiento laboral. Ejecución contra el concursado. Fuero de atracción. Seguridad jurídica. Economía procesal. Competencia comercial. 


    Más allá de la naturaleza laboral del proceso principal, excluido del fuero de atracción, corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean la situación planteada, las que determinan que la causa deba radicarse, para imprimirle el trámite que competa, ante el juzgado a cargo del proceso universal, con arreglo a principios de orden superior, como los de seguridad jurídica, interés general de los acreedores y cumplimiento de las reglas de orden público concursal, cuyo resguardo es función propia de este Ministerio Público. En este sentido, es dable mencionar que en la presente ejecución de sentencia, se decretó y trabó embargo sobre un inmueble de propiedad de la concursada. En tales condiciones, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos (tales como los del deudor laboral y los de los acreedores del concurso), y en razón de principios de economía y celeridad procesal, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la ejecución.


    Soraidez, Sergio y otros c/ Bidegain, Eduardo y otro s/ Ejecución de sentencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2434/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Condiciones de detención. Curatela. Restricciones a la capacidad. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El causante egresó de la unidad, y actualmente, goza del beneficio de la libertad condicional. En tal contexto, la cuestión se ha tornado abstracta y un pronunciamiento de la Corte Suprema deviene inoficioso.


    L., M. A. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2574/2017/CS1, 14 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Quiebra. Juez del concurso. Competencia nacional.


    Este conflicto debe ser resuelto por aplicación del Art. 3, inciso 1°, de la Ley 24.522, y de la doctrina en virtud de la cual, cuando se pretende la declaración en concurso de personas de existencia visible, corresponde intervenir al juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, al del lugar del domicilio. La competencia concursal es de orden público y no puede ser prorrogada salvo excepciones, ni alterada por voluntad de los interesados o por los jueces, y que ello atiende a la unidad de ejecución colectiva y a la pars conditio creditorum, lo que se relaciona con los principios del juez natural, la seguridad jurídica y la economía procesal. Al no aparecer configurada nítidamente la intención del concursado de crear un domicilio ficticio, con el exclusivo objeto de burlar la acción de los acreedores, el debido respeto a los principios de economía procesal y seguridad jurídica aconsejan mantener la radicación de los autos en la justicia nacional.


    Cuminetti, Pablo s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36539/2012/CS1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juicio ejecutivo. Ejecución fiscal. Incumplimiento del convenio. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Toda vez que se persigue el cobro ejecutivo de dólares estadounidenses, con más sus intereses, costas y costos, la cuestión debatida no reviste un manifiesto contenido federal, puesto que el título ejecutivo que da base a esta acción se sustenta en normas y actos de carácter local sin que resulte necesario, prima facie, en el limitado marco cognoscitivo de este tipo de proceso, recurrir al análisis, interpretación y alcance del régimen establecido en normas federales tales como la Ley de Hidrocarburo, por lo que tampoco se encuentra configurado en esta causa supuesto alguno en que debe resultar de aplicación lo establecido en el Art. 84 de dicha norma.


    Provincia de Río Negro c/ Petrolera del Comahue S.A. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1520/2017/CS1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Cobro de sumas de dinero. Contrato de obra. Competencia por el territorio.



    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial, como ocurre en la especie, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento. En ese orden de ideas, por aplicación de lo establecido en el art. 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez no debe declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio.


    Ripiera del Ser S.A. c/ Municipalidad de San Martín de los Andes s/ Acción procesal administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2191/2017/CS1, 22 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Internación. Competencia nacional. 


    El objeto del trámite se circunscribe a un control de la internación en los términos de la ley 26.657. En ese contexto, es preciso subrayar que este tipo de procesos autónomos no corresponden al tribunal del domicilio, sino al del lugar en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud y evita las demoras en la adopción de resoluciones vinculadas a la libertad ambulatoria del interesado. Ahora bien, en el sub examine, el causante se retiró de la institución terapéutica de puertas abiertas a la que había ingresado bajo la modalidad de internación voluntaria, con destino al domicilio familiar sito en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde, pocos días después habría iniciado un tratamiento ambulatorio en una institución con sede en esta ciudad. Frente a este nuevo marco fáctico, la justicia nacional se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad jurisdiccional que pudiere corresponder. Asimismo, cualquier diligencia a concretarse en el territorio provincial, obligaría a una persona que podría estar afectada por un padecimiento mental, al igual que a su grupo familiar, a actuar ante un foro con el que no tienen ninguna conexión actual, con los costos y complicaciones económicas y humanas que ello implica.


    D., D. S. s/ Determinación de la capacidad


     


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 315/2018/CS1, 16 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Medidas cautelares. Embargo preventivo. Competencia federal. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En tales condiciones, y conforme dispone el artículo 6, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es juez competente en las medidas preliminares y precautorias el que deba conocer en el proceso principal.


    Braun Peña, Alejandro c/ Mercado a Término de Rosario S.A. (Rofex) y otros s/ Embargo preventivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1887/2017/CS1, 19 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Inhibitoria. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1726/2017/CS1, "Corrales, Alejandro Leonardo y otro c/ Corrales José y/u otros s/ Disolución, liquidación y nulidad del acto jurídico".


    López, Sergio Alejandro y otro s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2138/2017/CS1, 22 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Sucesiones. Fuero de atracción. Partición. Competencia civil y comercial. 


    Cabe recordar que la sucesión atrae las acciones por deudas personales del difunto mientras subsista la indivisión hereditaria, cuyo cese se produce recién con la partición de bienes debidamente inscripta. Dado que el sucesorio ha llegado a la etapa de la inscripción de la declaratoria, sin efectuarse la división de la herencia, por ello, continúa operando el fuero de atracción del trámite universal.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Arribas, José Luis y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5044/2013/CS1, 06 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Curatela. Economía procesal. Celeridad procesal. Remisión del expediente. Domicilio del causante. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531, "Alonso" y 332:908, "A. R"; entre otros, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia con competencia en lo civil provincial.


    F., A. A. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 364/2018/CS1, 05 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Cabe señalar que la deuda en cuestión, se origina en una multa impuesta por el Ministerio de Trabajo, con anterioridad a la apertura del concurso de la demandada razón por la que resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, que opera respecto de obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso preventivo. En este sentido, al tratarse de una ejecución fiscal en la que no se ha dictado sentencia, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el mencionado artículo 21, resulta competente el tribunal a cargo del proceso universal.


    Ministerio de Trabajo c/ González, José s/ Ejecución fiscal


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22851/2014/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Cabe señalar que la deuda en cuestión, se origina en una multa impuesta por el Ministerio de Trabajo, con anterioridad a la apertura del concurso de la demandada razón por la que resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, que opera respecto de obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso preventivo. En este sentido, al tratarse de una ejecución fiscal en la que no se ha dictado sentencia, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el mencionado artículo 21, resulta competente el tribunal a cargo del proceso universal.


    Ministerio de Trabajo c/ González, José s/ Ejecución fiscal


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 20558/2013/CS1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Canon locativo. Bienes inmuebles. Herederos. Competencia civil y comercial. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a la relación de hechos contenida en la demanda y, en tanto se ajuste a ese relato, al derecho alegado en apoyo de la petición. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza del reclamo, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. La presente causa no encuadra en las previsiones del artículo 2336 -y concordantes- del Código Civil y Comercial, toda vez que el fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones personales donde el causante es demandado, como un modo de concentrar ante la sucesión los procesos contra el extinto que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio. Lo anterior no se verifica en el supuesto pues la controversia se suscita entre los herederos actuales de los titulares originarios y a propósito de la fijación de un canon locativo supuestamente devengado con posterioridad a sus decesos. Los autos deberán seguir su trámite ante el Juzgado Civil y Comercial.


    F., B. M. y otros c/ V., M. y otro/a s/ Incidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2457/2017/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Violencia familiar. Celeridad procesal. Competencia civil. 


    Atento a que el problema viene encuadrado dentro del marco de la violencia familiar y en el acotado ámbito en que se debe dictaminar, debe acudirse al criterio sostenido en anteriores oportunidades por esa Corte, en el sentido de que lo decisivo en la materia es el domicilio del supuesto damnificado. Tal solución favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de recursos y la celeridad en la intervención. Si bien el denunciante pone de manifiesto la existencia de reclamos económicos por parte de la accionada, que el divorcio se halla en trámite ante el Juzgado de Familia del Departamento Judicial provincial y que el primer incidente relatado se produjo en el domicilio donde habita la demandada con sus hijos, sito en la localidad provincial, el sucinto relato impide determinar, con rigor, las características y la magnitud de este problema. No es prudente considerar aisladamente esos elementos, -enunciados por lo demás, en un contexto sumamente limitado- para fundar una asignación excepcional de la competencia, sustituyéndola del foro de la presunta víctima. Los autos deben continuar su trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, en cuyo ámbito jurisdiccional reside la eventual víctima.


    F. M. D. c/ G. M. A. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 488/2018/CS1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cobro de sumas de dinero. Tratamiento médico. Competencia civil y comercial. 


    Como ha reiterado el Alto Tribunal, en la tarea de esclarecer las contiendas de competencia es necesario ponderar los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como sustento de la pretensión. En los autos, la parte actora reclama la restitución del dinero desembolsado, frente al incumplimiento de la sentencia dictada por la Cámara de Apelaciones de Pergamino en la causa "A., N. S. c/ Mutual Federada 25 de Junio s/ Reclamo contra actos particulares" –n° 44627-. En esa sentencia, se condenó a la demandada a suministrar el tratamiento médico requerido por la actora conforme al plan terapéutico que resulta de su historia clínica. En función de ello, incumbe recordar que el fuero de excepción sólo procede, en estos supuestos, en la medida que los conflictos conduzcan a la interpretación de normas concernientes al sistema de salud organizado por el Estado Nacional, estructura que incluye, entre otros, a los entes privados de servicios médicos. En el litigio, el objeto de la pretensión se ciñe al reintegro de sumas de dinero, cuestión propia del derecho común, sin que se contienda aquí la instrumentación del sistema de salud, aspecto que debió eventualmente debatirse en el antecedente firme que tramitó ante la justicia local. A ese respecto, incumbe destacar que el juez provincial hizo hincapié en que la demandada no cuestionó la competencia en el proceso originario, pese que allí se discutía la procedencia y el alcance de la cobertura. Por ende, en virtud del objeto del reclamo, resulta excluida la competencia del fuero federal.


    A., N. S. y otro/a c/ Mutual Federada 25 de Junio s/ Cobro sumario sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2645/2017/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Despido. Obras sociales. Prestaciones de la obra social. Competencia provincial. Competencia laboral. 


    Incumbe señalar que el objeto del reclamo se circunscribe aquí a aspectos propios del derecho común, sin que se controviertan otros atinentes a la organización del sistema nacional de salud, lo cual excluye la competencia federal. Merece recordarse que el artículo 38 de la ley 23.661 dispone dicha competencia para aquellas cuestiones que, de un modo u otro, comprometan principios considerados por la ley referida y en la medida que los conflictos afecten la instrumentación o planificación de las prestaciones médico-asistenciales de la ley de obras sociales y de salud. Se añade a lo expuesto que, la actora ha desistido de la acción contra las obras sociales -extremo sobre el que habrá de expedirse el juez competente-, lo que refuerza la idea de que la relación jurídica entre las partes se ciñe al marco de la legislación laboral común.


    Rojas, Lorena Vanesa c/ Rojas, Carlos Osvaldo s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2643/2017/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Acción de amparo. Adultos mayores. Medicina prepaga. Defensa del consumidor. Competencia civil y comercial. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. En autos, se promovió acción de amparo en representación contra la prepaga. En la demanda persigue que se ordene a la empresa de medicina prepaga eliminar de la cuota mensual los adicionales por edad y/o franja etaria con más la restitución de los importes percibidos por tal concepto desde la sanción de la ley 26.682 hasta el momento del dictado de la sentencia. El tema objeto del litigio conduce, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente por el artículo 12 segundo párrafo, expresamente invocada por la peticionaria. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente involucrados, no hallo motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Machado, Delia Alcira c/ Medicus S.A. s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8461/2017/CS1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Carreras de perros. Cuestión de derecho común. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y solo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De tal exposición, en el caso se desprende que la asociación actora interpuso la presente acción declarativa de inconstitucionalidad en los términos del art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en representación de los intereses de los criadores de perros de raza, a fin de solicitar la declaración de inconstitucionalidad de la ley 27.330. Ello, al considerar que la prohibición en ella establecida respecto de la realización de carreras de perros en todo el territorio nacional vulnera los derechos adquiridos de sus asociados, en cuanto prohíbe sus actividades, en especial aquella de los criadores la raza Greyhound (conocidos como galgos y lebreles) afectando su derecho de propiedad, igualdad y entorpeciendo la libertad de trabajo e industria. En tales circunstancias, la justicia criminal y correccional federal resulta incompetente para entender en el presente, toda vez que, el ejercicio del control judicial de constitucionalidad por parte de los jueces federales penales debe ser llevado a cabo en el contexto de un "caso", entendido en este ámbito específico como "un hecho presuntamente penalmente relevante que excite la jurisdicción para la iniciación de una investigación en este fuero de excepción". La ley 24.050 de competencia penal, en efecto, circunscribe en su art. 26 el ámbito de acción de los juzgados nacionales en lo criminal y correccional federal de la Capital Federal a los asuntos comprendidos en el art. 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En él, pues bien, sólo se prevén dos supuestos de intervención: la instrucción de delitos que allí se enumeran, y el juzgamiento en instancia única de esos mismos delitos, siempre que estén reprimidos con pena no privativa de la libertad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres años. En función de tales términos, y toda vez que la acción declarativa prevista en el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación tiene como finalidad "obtener una sentencia meramente declarativa" -lo cual descarta toda posibilidad de imponer condena alguna en concreto, cabe concluir entonces que el supuesto de autos resulta ajeno al ámbito de competencia del fuero criminal y correccional federal. Ello no obstante, la presente causa tampoco corresponde a la competencia del fuero en lo contencioso administrativo federal, la cual se define, no por el órgano productor del acto, ni porque intervenga en juicio el Estado lato sensu, sino por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la subsunción del caso en el derecho administrativo. Tal recaudo no se verifica en autos al cuestionarse la constitucionalidad de la ley de prohibición de carreras de perros sobre la base de la alegada afectación de los derechos de propiedad, trabajo y ejercicio de la industria lícita, lo cual remite al estudio de cuestiones propias del derecho común. En tales circunstancias, y dado que la Corte tiene la facultad de otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes aun cuando no hubiesen sido parte en la contienda, la Corte podría ejercer dicha facultad en el presente y, en tal caso, asignar competencia a la justicia nacional en lo civil y comercial federal, por considerar aplicable al caso lo expresado por esa Corte al afirmar que es dicho fuero el que debe intervenir en el ámbito de la justicia federal cuando en el caso no prevalecen prima facie aspectos relativos al derecho administrativo.


    Kennel Club Argentino c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 84160/2016/CS1-CA2, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Indemnización. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Acumulación de procesos. Remisión del expediente ad effectum videndi. Competencia civil y comercial. 


    Las cuestiones de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, y a tal efecto debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. A raíz de los diferentes pedidos de acumulación efectuados por las accionadas y las citadas en garantía, el juzgado nacional solicitó la remisión de los expedientes ad effectum videndi o de copias de las demandas y de sus respectivas notificaciones, a los fines de establecer si se ventila en ellos el mismo hecho y si se trata de esclarecer la responsabilidad que les concierne a los partícipes en él. Las razones de conexidad resultan ostensibles toda vez que, según lo expuesto por las partes y lo que surge de las constancias de autos, se persigue la indemnización de los daños y perjuicios derivados del mismo siniestro y, si bien no se configura la estricta identidad de partes requerida por el artículo 188 del Código Procesal, la causa origen de los reclamos es la misma, por lo que deviene preciso que sea un solo juez el que intervenga en todos estos pleitos a fin de evitar el posible dictado de sentencias contradictorias. En tal sentido, cabe recordar la doctrina del Alto Tribunal en orden a que procede la acumulación, no obstante que no concurra la estricta triple identidad de sujetos, objeto y causa, si media la posibilidad de que se expidan fallos contrapuestos. Considerando las particularidades del caso, resulta razonable declarar operativa la acumulación de los pleitos, y que el juez provincial asuma el conocimiento del que tramita en sede nacional.


    Álvarez, Osmar Neri y otros c/ Horli Turismo S.R.L. y otros s/ Interrupción de prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12796/2012/CS1, 10 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Medidas cautelares. Economía procesal. Contrato de trabajo. Competencia laboral. 


    Corresponde precisar que, a fin de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a la relación de hechos contenida en la demanda y, en tanto se ajuste a ese relato, al derecho alegado en apoyo de la petición. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza del reclamo, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Es competente la justicia laboral, pues se peticiona a propósito de la supuesta inobservancia de una cesión de derechos, concertada en el marco del contrato de trabajo que unió a las partes. De tal forma, reviste influencia decisiva para solventar esta controversia la determinación de cuestiones directamente relacionadas con aspectos individuales del derecho del trabajo, lo que torna aplicable los artículos 20 y 21 de la ley 18.345.


    BTELT S.R.L. c/ Restelli, Fernando Pablo s/ Medida cautelar


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 60840/2017/CS1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Acción de amparo. Medicina prepaga. Competencia nacional. 


    Corresponde a la Alzada que previno.


    No corresponde a la Corte expedirse sobre el conflicto planteado entre el fuero federal y el fuero nacional, pues ya fue resuelto por el órgano investido con facultades para ello, es decir, la alzada de la que depende el magistrado que previno en las actuaciones.


    Scalise, Vicente José c/ OSDE s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4736/2017/CS1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    


    Determinación de la incapacidad. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    El Art. 36 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el órgano del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento". En tal contexto interpretativo, en el tribunal correspondiente al domicilio del interesado, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. El Código actual asigna al juez la obligación de dictar sentencia fundado en dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el Art. 35, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al interesado. Dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción del fin de la norma. Al propio tiempo, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la actividad asignada a los jueces por el nuevo código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita de manera estable la persona; máxime, cuando el desempeño de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    C., R. M. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22717/1995/CS1, 15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juzgado de familia. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En este sentido, es necesario tener en cuenta que el código actual asigna al juez la obligación de dictar sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera (arts. 35, 37 Y 40). Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que asista al interesado. Cabe colegir que la cercanía física contribuye a la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de procesos que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita de manera estable la persona; máxime, cuando el desempeño de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. Más allá del objeto concreto de la vista conferida, señalo que en autos no se ha completado la revisión prevista en el artículo 40 del Código Civil y Comercial, ni se ha mantenido audiencia en los términos del artículo 35, ni se han continuado las diligencias propias de la determinación de la capacidad desde la declaración de incompetencia (e informe citado). Por ello es menester que, con la premura del caso, teniendo en cuenta que la causante fue declarada incapaz a la luz del código anterior, el juzgado competente esclarezca la situación actual de la causante y adopte las medidas a las que hubiere lugar en los términos del Código Civil y Comercial y de la ley 26.657.


    A., S. B. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 121096/1999/CS1-CA2, 15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Sucesión testamentaria. Domicilio del causante. Acumulación de procesos. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si bien el último domicilio del causante determina, en principio, el lugar en el que se abre su sucesión, cabe hacer excepción a esta regla cuando concurren circunstancias especiales de conexidad y de economía procesal. En este contexto, y dado que en ambos procesos se han declarado válido los testamentos, media identidad de los bienes que componen la masa hereditaria y del único sucesor instituido, es aconsejable acumular las presentes actuaciones al proceso que tramita ante el juzgado provincial, por ser el que previno.


    Pinillos, Angélica Rosario s/ Sucesión testamentaria (Expediente 101.500)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 260/2018/CS1, 18 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Regulación de honorarios. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la decisión atinente a la aptitud jurisdiccional de un juez o tribunal no puede ser adoptada en cualquier estado del proceso, sino que debe ceñirse a las oportunidades allí establecidas. En tal sentido, incumbe recordar que la oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal índole, extremos que no se han configurado. Por otra parte, tampoco se verifica en el caso ningún elemento que haga surgir la competencia del fuero federal, que es un fuero de excepción. En efecto, conforme se desprende de los hechos relatados en la demanda, a los que cabe estar a los fines de resolver un conflicto de competencia, la parte actora limitó su reclamo al cobro de honorarios por el asesoramiento profesional prestado a las codemandadas, invocando normativa local relativa a los aranceles de abogados y procuradores de la provincia en cuestión. En tales condiciones, la cuestión de fondo en la causa es propia del ámbito del derecho común; sin que se advierta, dentro del limitado marco cognoscitivo en que deben resolverse las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa. Cabe descartar el fuero federal, asimismo, en razón de las personas, en tanto ni el Estado Nacional, ni otros entes públicos han sido nominal y sustancialmente demandados.


    Berón, Oscar Alberto c/ Gotte S.A. y otros s/ Regulación de honorarios (judicial por trabajos extrajudiciales)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 466/2018/CS1, 16 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Concurso preventivo. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el Art. 21 de la Ley 24.522, desde que la deuda en cuestión se devengó con anterioridad a la presentación en concurso preventivo. En el concurso preventivo, se declaró su conclusión en los términos del Art. 59 de la Ley 24.522 y que el acuerdo se encuentra en etapa de cumplimiento. El Art. 59 de la Ley 25.522 establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo, sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención de otros funcionarios concursales; de los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del proceso universal y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Miguel Angel Gallego y Asociados s/ Ejecución fiscal radicación vehículos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 658/2018/CS1, 16 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Contrato de prestaciones médicas. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los fallos CSJ 373/2014 (50-C)/CS1, "Escalera Pérez Víctor y otros s/ Proceso de conocimiento"; CSJ 224/2013 (49-C)/CS1 "Consumidores Libres Ltds. de Provisión de Servicios Ac c/ Telefónica Móviles de Argentina S.A. s/ Sumarísimo" y CSJ 400/2013 (49-C)/CS1, "Costa, Matías Hernán c/ Registro Automotor n° 46 (Sra. A. Norma F. de López) s/ Diligencia preliminar”.


    Todo conflicto de competencia planteado entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un juez de otro fuero debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. Dado que el presente conflicto involucra a un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, ha quedado resuelto a partir de lo decidido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, por ende la causa debe continuar su trámite ante la justicia civil y comercial federal.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Hospital Alemán Asociación Civil s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14070/2016/CS1, 23 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Privación de la responsabilidad parental. Interés del menor. Competencia de familia. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. En numerosas oportunidades se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de este niño. Es dable agregar que no se advierten, ni fueron alegadas, imposibilidades económicas del progenitor para ejercer su derecho de defensa en el foro provincial, ya que se ha presentado en tal jurisdicción sin introducir planteo alguno en orden a la competencia. El enfoque propuesto guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de los menores de edad involucrados, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación como principios generales que deben gobernar los procesos de familia. Las presentes actuaciones y todas sus vinculadas deben seguir su trámite ante el Juzgado de Familia y Menores.


    F., D. A. c/ L. B., C. N. s/ Privación de la responsabilidad parental


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 78953/2016/CS1, 24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Restricciones a la capacidad. Acceso a la justicia. Principio de inmediación. Domicilio residencia habitual. Competencia provincial. 


    El código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantir la inmediatez con el causante, entrevistándolo y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Como puede colegirse, la cercanía física aporta a la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los restantes aspectos prácticos característicos de este tipo de expedientes que exigen particular celeridad y eficacia. La labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    C., M. L. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40635/2011/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos 328:76 "Ramos" y 327:3610: "Castillo".


    Wilde, Ana Cristina c/ Instituto Autárquico Entre Ríos s/ Ley Riesgos del Trabajo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 15238/2016/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Muerte del cónyuge. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Remisión al dictamen de esta procuración general, resuelto de conformidad por la Corte Suprema en Fallos 340:620, “Faguada”.


    Barboza, Angélica c/ La Segunda A.R.T. S.A. y otros s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61908/2016/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente de trabajo in itinere. Indemnización. Daños y perjuicios. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo 340:620: "Faguada”.


    Rodríguez, Rubén de Jesús c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51205/2014/CS1, 13 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Sistema nacional del seguro de salud. Órgano de representación. Consejo directivo. Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a la relación de hechos incluida en la demanda y, en tanto se ajuste a ese relato, al derecho alegado en apoyo de la petición. Asimismo, es preciso indagar en la índole del reclamo, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Ello es así, puesto que el tribunal competente en las cautelares es el que debe conocer en el proceso principal. Corresponde intervenir al fuero federal toda vez que la medida cautelar atañe a la integración del consejo directivo de la accionada. En otros términos, nos hallamos ante un planteo dirigido, en suma, a cuestionar las potestades y la dinámica de funcionamiento de un agente natural del Sistema Nacional de Seguro de Salud que se halla sometido exclusivamente, en su faz pasiva, a la jurisdicción de los tribunales federales. Por ello, y más allá de las prerrogativas que pueden concernir a las entidades gremiales respecto de la organización y administración de las obras sociales, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual atañen al fuero de excepción las cuestiones que conducen, en último término, a la aplicación de normas inherentes al sistema nacional de salud o que, como aquí, puedan afectar la planificación o la instrumentación de las prestaciones médico asistenciales regladas por las Leyes 23.660 y 23.661.


    Unión del Personal Jerárquico de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones c/ Obra Social de Mandos Medios de las Telecomunicaciones de la República Argentina y el Mercosur s/ Otros reclamos


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7694/2017/CS1, 29 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Cámara contencioso administrativa. 


    Doctrina de Fallos: 330:120, "Carballo", y precedente Comp. 31, L. XLIX, "Giorgetti, Sandra Fabiana c/ Galeno Argentina S.A. s/ Amparo".


    Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlas, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. Con ajuste a la doctrina de la referencia, es la alzada del juez ante el cual vino a quedar radicado un litigio la que debe decidir los recursos de apelación planteados contra las medidas cautelares dictadas por el tribunal incompetente que previno en la causa. Si bien en el presente supuesto la cuestión apelada se relaciona con el beneficio para litigar sin gastos, y no con una medida cautelar, esta franquicia también debe plantearse ante el juez que debe entender en el proceso principal, y además, lo que se resuelve en torno a ella tampoco causa estado y subsiste hasta tanto se mejore de fortuna.


    Freyre, Paula Beatriz s/ Beneficio de litigar sin gastos - Otros juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 652/2018/CS1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cobro de sumas de dinero. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Competencia civil y comercial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimientos. La admisión del fórum conexitatis estatuido en el artículo 6° del Código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí. Su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia, e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro magistrado con base en la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y, de ese modo, evitar el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios. Resulta razonable declarar operativa la conexidad y atribuir al juez provincial el conocimiento del litigio en curso ante el fuero nacional, dado que en aquel ámbito se notificó primero la demanda.


    Swiss Medical A.R.T. S.A. c/ Maciel, José María y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 70612/2014/CS1, 05 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia federal. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia procede estar, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Más allá de la relevancia de aspectos contractuales eventualmente implicados, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual los pleitos que conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de resoluciones tocantes al sistema nacional de salud, deben conferir intervención al fuero federal ratione materiae, máxime en el caso en que la provisión de la cobertura fue esclarecida previamente en esa sede.


    Vadillo, Mariela Luisa c/ OSECAC s/ Cobro de pesos - sumas de dinero


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 31048/2017/CS1, 06 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Procesos de conocimiento. Economía procesal. Devolución del expediente. Competencia contencioso administrativa. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Todavía no ha quedado trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, porque la jueza nacional en lo contencioso administrativo federal remitió directamente los autos a la Corte Suprema, cuando previamente debía comunicar su decisión a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal para que se pronunciara acerca de las razones esgrimidas por aquélla para desprenderse del conocimiento de la causa, las que podrían criterio originalmente sostenido. Sólo en caso de mantenerse dicha posición se suscitará aquel conflicto, desde que es requisito para ello la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Sin perjuicio de ello, para el caso de que la Corte considere que por razones de celeridad y economía procesal permiten dejar de lado tales aspectos procesales y dar por trabada la contienda, cabe destacar que la solución del pleito requiere aplicar e interpretar las normas propias de la materia aduanera, como presupuesto de la consignación en pago efectuada, por lo que la causa queda comprendida en el art 45, inc. a), de la ley 13.998. En efecto, la cuestión a decidir no se ciñe a aspectos meramente comerciales de la relación entre las partes, sino que encuentra en tela de juicio la aplicación de las normas que regulan los procedimientos aduaneros, cuya interpretación será fundamental para discernir si la demandada incurrió en la conducta ilícita que se le endilga y que justificaría el pago de la suma consignada por la actora, el egreso a plaza de la mercadería y, en su caso, la pretensión resarcitoria esgrimida. De ello, resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho aduanero asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, ya que ellos pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarcaría el caso.


    Zara Argentina S.A. c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5412/2017/CS1, 05 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cobro de expensas comunes. Acreedores de la sucesión. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Prima facie, concurren las situaciones especiales de conexidad que la Corte ha tenido en cuenta para apartarse del principio del último domicilio del causante y admitir la acumulación de sucesiones cuando se trata del mismo patrimonio, media identidad de herederos y no se concretó la partición, todo lo cual, sumado a la economía procesal, convalida que siga entendiendo en el trámite un juez que no es el del domicilio del causante.


    Correa, María Purificación s/ Sucesión ab intestato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14553/2015/CS1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Empresa de servicios públicos. Distribución de gas. Juicios contra el estado. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Más allá del acierto o error de la decisión adoptada, al haberse consentido el pronunciamiento de la jueza en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad en la que sostuvo que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires no era parte sustancial en la causa, sino sólo nominal pues no era titular de la relación jurídica en que se sustentaba la pretensión ni podría verse alcanzada por una eventual sentencia condenatoria y, con base en ello, declaró su incompetencia para entender en la cuestión, ya no resulta revisable lo allí establecido con relación a dicha intervención procesal. No es parte en el sub lite la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, requisito que resulta ineludible, a la luz de lo establecido en los arts. 1° y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario local para que proceda la competencia de dicho fuero. Por el contrario, se trata de un litigio entre particulares en el que la parte actora alega que la demandada pretende realizar, en el edificio que habita, una obra que no respetaría el nivel de protección "cautelar" con el que se encuentra catalogado tal inmueble en virtud de una norma legal cuyo estado emisor -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- no es parte en la causa. En tales condiciones, la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad no resulta competente para entender en estas actuaciones. No obstante que el conflicto negativo de competencia quedó trabado entre la titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario y el juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal, es conocida la atribución excepcional de que goza la Corte -como órgano supremo de la magistratura- de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda. La Corte debería ejercer esa facultad en el presente caso y asignar su conocimiento a la justicia nacional en lo comercial, en tanto no se advierte que la pretensión esgrimida exija precisar el sentido y los alcances de normas federales (en el caso, las dictadas por el Estado Nacional con relación al servicio de distribución de gas natural), sino que la cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada, y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes en lo atinente a la ubicación que debe asignarse al módulo de regulación de presión, según las características del edificio y el grado de protección que le ha sido asignado por las autoridades locales.


    Almeida, Mario de c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo - suspensión de obras


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1197/2018/CS1, 15 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Para resolver las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la petición. A esos fines, también debe indagarse su origen y naturaleza y la relación jurídica habida entre las partes. En tales condiciones, sin perjuicio de que la accionante alega preceptos de derecho común para fundar su pretensión, el magistrado federal es quien debe entender en esta causa por razón de la materia. Ello es así, dado que el reclamo encuentra su causa principal en los daños ocasionados a una usuaria por una supuesta prestación deficiente del servicio eléctrico. De ello surge que su reclamo cuadra en el marco regulatorio pautado por la ley 24.065, de naturaleza federal.


    Perfinsa Cooperativa de Crédito, Consumo, Vivienda, Turismo y Servicios Asistenciales Ltda. c/ Edesur S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50748/2014/CS1, 30 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Autorización para viajar. Acumulación de procesos. Prohibición de salida del país. Competencia nacional. 


    Según ha establecido el Alto Tribunal, los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento. La admisión del fórum conexitatis estatuido en el artículo 6 del código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí. Su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia, e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro magistrado con base en la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y, de ese modo, evitar el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios.


    C., E. A. y otro c/ C., L. E. s/ Autorización


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30524/2018/CS1, 21 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Cobertura médica. Personas con discapacidad. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. Sobre la conexidad planteada por el juez federal respecto de las actuaciones en trámite ante el fuero civil, corresponde recordar que la acumulación de expedientes en virtud de conexidad pierde el objeto práctico que la justifica cuando uno de ellos ha concluido. Más allá de lo emprendido por el tribunal que conoció en la internación, con miras a obtener las prestaciones de salud, lo cierto es que el objeto de este proceso autónomo dirigido a conseguir la cobertura pendiente conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las obras sociales en la materia. Por ello, valorando que la competencia atribuida al tribunal civil es exclusiva y excluyente en cuestiones de familia y capacidad de las personas, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    S., E. E. y otro c/ OSPACP s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 252/2017/CA1-CS1, 17 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución del convenio. Homologación judicial. Honorarios. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


    La relación contractual entre un letrado y su cliente, es materia propia de la justicia nacional en lo civil, salvo que se presenten notas de conexidad y accesoriedad relevante con la causa principal. En ese marco, no se advierte que se den en el caso los extremos que justifiquen apartarse de la regla. Además, el objeto del reclamo no es una regulación de honorarios stricto sensu sino la aplicación de los supuestos convenios suscriptos entre las partes.


    Cirmi Obon, Eduardo Horacio c/ Ramaglia, Sandra Viviana y otros s/ Ejecución de convenio


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2599/2017/CS1, 17 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acciones de clase. Asociaciones de consumidores. Ley de defensa del consumidor. Cuestiones de hecho y prueba. Relación de consumo. Competencia civil y comercial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y solo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La controversia planteada involucra cuestiones de derecho común originadas en una relación contractual de consumo entre privados y busca determinar si ha mediado infracción a la prohibición de prestar servicios no requeridos por los usuarios con cargo automático. Estos aspectos se hallan regulados por los artículos 35, 37, 38 y 52 bis de la ley 24.240 que integran el derecho común. En este sentido, el artículo 4 de la Ley 27.078 de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones exceptúa a las relaciones de consumo de la competencia federal allí prevista para cualquier conflicto que, de modo directo o indirecto, pudiera surgir o derivar de la aplicación de esa ley. Así las cosas, no se advierte que en este caso resulte esencial e ineludiblemente necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan el servicio de telefonía móvil, las normas contenidas en la Ley 27.078 o resoluciones administrativas.


    Proconsumer (Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur) c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 802/2018/CS1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Autopistas. Mantenimiento de autopistas. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a tal efecto debe estarse a los hechos relatados en la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.


    De Rissio, Carlos Alberto c/ Autopista Buenos Aires La Plata s/ Daños y perjuicios automotores con lesiones o muerte (exc. estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632/2018/CS1, 05 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cobro de sumas de dinero. Reintegro de aportes y contribuciones. Competencia provincial. 


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. En tal contexto, a fin de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a la relación de hechos incluida en la demanda y, en tanto se ajuste a ese relato, al derecho alegado en apoyo de la petición. Asimismo, es preciso indagar en la índole del reclamo, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Tiene dicho el Tribunal que, la atribución de competencia a la justicia local que establece el artículo 63 de la Ley 23.551, es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente disponer el Congreso, en relación a una materia regida por el derecho común, con la reserva de jurisdicción que incumbe a cada provincia, salvo los casos especiales de competencia excepcional que la propia norma prevé y que no incluye el de autos. Por lo demás, la sola circunstancia que el Ministerio de Trabajo Nacional sea la autoridad de aplicación de la Ley 23.551, no implica que ese organismo sea parte necesaria en las contiendas judiciales entre trabajadores y entidades sindicales. Por otro lado y dado el alcance de la acción promovida, la que, no fue dirigida a la obra social destinataria de los aportes deducidos que se reclaman, no obsta a la solución propuesta lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley 23.661, aplicable a esas entidades.


    Cisneros, Adriana y otro/a c/ Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación (SOEME) s/ Materia a categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 889/2018/CS1, 05 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Mala praxis. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Dado que el prestador del servicio, es una asociación civil, entidad no comprendida dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia para las llamadas obras sociales y en tanto el objeto principal de la presente acción, es el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de un presunto actuar negligente de la accionada en el marco de la relación contractual que la vincula con la actora, resulta aplicable lo dispuesto por los artículos 43 y 43 bis del decreto ley 1285/58.


    C., M. c/ Medifé A.C. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44175/2016/CS1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Incumplimiento del contrato. Servicio público. Gas natural. Suministro de gas. Competencia federal. 


    Más allá de que la accionante funde su pretensión en reglas que, como la ley 24.240, integran el derecho común, se advierte que lo medular del asunto pasa por interpretar el sentido y alcance de normas de naturaleza federal que estatuyen el marco regulatorio del servicio público de provisión de gas natural. Es que, teniendo en cuenta el marco fáctico, el análisis respecto de la legalidad del corte de suministro, a fin de esclarecer la procedencia de la petición, no puede llevarse a cabo sin la ponderación de la preceptiva que rige la prestación del servicio.


    Maggi, Juana M. c/ Litoral Gas S.A. s/ Daños y perjuicios incumplimiento contractual (exc. Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1492/2018/CS1, 05 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Indemnización por muerte del trabajador. Competencia laboral.



    Remisión al dictamen y lo resuelto por la Corte en Fallos: 340: 620 “Faguada”.


    D. G., V. J. c/ QBE Argentina A.R.T. S.A. s/ Accidente -Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14507/2013/CS1, 10 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Internación. Domicilio. Competencia nacional. 


    Criterio de la Causa CSJ 3938/2015/CS1, "M., L. M. s/ Control de internación - Ley 26.657".


    El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado. En el sub lite, el juez del domicilio se encuentra en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad jurisdiccional que pudiere corresponder. Asimismo, cualquier diligencia a concretarse en el territorio provincial, obligaría a una persona que podría estar afectada por un padecimiento mental, al igual que a los miembros de su familia, a actuar ante un foro con el que no tendrían ninguna conexión actual, con los costos económicos y humanos que ello implica.


    C., P. A. s/ Internación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1473/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Excepción de incompetencia. Petición de herencia. Indemnización. Desaparecidos. Hijos de desaparecidos. Madres de Plaza de Mayo. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En ese marco, y con independencia del nomen iuris que el actor asigna a su pretensión, lo cierto es que se trata de un reclamo de sumas de dinero entre particulares que, por tratarse de una cuestión regida por normas de derecho común cuyo conocimiento no ha sido expresamente atribuido a jueces de otro fuero, debe tramitar ante la justicia nacional en lo civil. Esa naturaleza de las normas que rigen el caso no varía por el hecho de que las sumas cuyo cobro persigue el actor tengan su origen en el beneficio otorgado en los términos de la ley 24.411 por el Estado Nacional, en tanto el actor no reclama a este último que le reconozca dicha indemnización sino que pretende que el causahabiente que la percibió le pague el porcentaje le corresponde; ello, que el con fundamento en la transmisión de la obligación en virtud de la subrogación prevista por el art. 4° ter de la mencionada ley. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual todos los jueces de cualquier jerarquía y fuero pueden y deben, por expreso mandato de la Ley Fundamental, interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponde, sin perjuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas puedan ser objeto de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Pérez Roisinblit, Guillermo Rodolfo Fernando c/ Pérez, Mariana Eva s/ Proceso de conocimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 49698/2006/CS1-CA4, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Haber jubilatorio. Diferencia de haberes jubilatorios. Renta vitalicia previsional. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019, "Viejo Roble S.A.".


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. La Corte Suprema, por remisión al dictamen de este Ministerio Público, señaló que si se demanda a una de las entidades previstas en el artículo 1 de la Ley 25.587 de Emergencia Pública y Reforma del Régimen Cambiario, en una relación jurídica entre particulares que se rige por el derecho privado, la causa corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1 y 6 de ese mismo cuerpo normativo.


    Olivera, Ana Cleta c/ HSBC Seguros de Retiro Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2676/2016/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Guarda del menor. Situación de desamparo. Situación de vulnerabilidad. Principio de inmediación. Domicilio del menor. Estado de adoptabilidad. Interés del menor. Competencia provincial. 


    Artículo 609 del Código Civil y Comercial de la Nación. artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos referidos a la guarda, cuidado, o adopción de niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. En relación con ello, se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Sin embargo, de los términos en los que la guarda fue dispuesta surge que la misma no tiene en miras la adopción de los niños, ya que éstos no se encuentran inscriptos en el Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos. Se trata, en definitiva, de una medida de naturaleza provisoria, que, cabe agregar, en los hechos se ha mantenido durante casi cinco años. En tales condiciones, y ponderando lo regulado por el artículo 611 del Código Civil y Comercial de la Nación, se debe concluir que la solución debe favorecer la estricta supervisión judicial de la separación de los niños y niñas de sus familias biológicas, conforme lo exige el interés superior del niño y lo disponen los instrumentos internacionales de derechos humanos. En este marco, a partir de una interpretación armónica de las reglas y de los hechos citados, reviste particular relevancia promover la inmediación entre el tribunal interviniente y la familia de origen, entre los que se encuentran cuatro hermanos, a fin de facilitar su intervención y esclarecer la situación de los niños. Por otra parte, si bien la tutela integral de los derechos de los niños requiere un cuidado que se ve simplificado por la cercanía física del juez, una correcta inteligencia descarta la aplicación mecánica de esa directiva y postula que el intérprete realice un examen circunstanciado que considere las características de cada situación.


    S., K. y otro s/ Guarda


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 58653/2010/CS1, 17 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Control de legalidad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Residencia habitual del niño. Principio de inmediación. Presunta víctima. Competencia provincial. 


    Criterio de la causa CSJ 695/2016/CS1, "F.S., M c/ B., J.D s/ Medidas preventivas urgentes - ley n° 26.485".


    La residencia actual de esta joven presenta visos de estabilidad, lo que ha llevado al órgano designado por ley como operador central en este tipo de procesos a intervenir y a solicitar el control de la medida de acogimiento por la justicia provincial, ámbito, por lo demás, donde residen los referentes afectivos y otros familiares de la persona menor de edad. En tales condiciones, dada la distancia que separa a la menor de los jueces bonaerenses, la actuación de la justicia cordobesa ha de contribuir más acabadamente a la realización activa de los objetivos protectorios propios de este tipo de actuaciones, puesto que sus órganos tienen, dentro de su ámbito territorial, acceso directo a la adolescente afectada. En ese contexto, la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar.


    D. R. M. E. s/ Control de legalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1758/2018/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Sucesión ab intestato. Acumulación de procesos. Economía procesal. Competencia civil y comercial. 


    La correcta traba de la contienda exige el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro juez, para que declare si sostiene su posición. Prima facie, concurren las situaciones especiales de conexidad que la Corte ha tenido en cuenta para apartarse del principio basal del último domicilio del causante y admitir la acumulación de sucesiones, cuando se trata del mismo patrimonio, existe identidad de herederos y no se inscribió la partición, todo lo cual, sumado a la economía procesal, convalida que siga entendiendo en el expediente un juez que no es el dispuesto por la citada norma.


    Sierra, Lydia Sofía s/ Sucesión ab-intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1779/2018/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley. Renta vitalicia previsional. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019, "Viejo Roble S.A.".


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Si se demanda a una de las entidades previstas en el artículo 1 de la Ley 25.587 de Emergencia Pública y Reforma del Régimen Cambiario, en una relación jurídica entre particulares que se rige por el derecho privado, la causa corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1 y 6 de ese mismo cuerpo normativo.


    Nasife, Elsa Esther c/ HSBC Seguros de Retiro Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2667/2016/CS1-CA1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Prescripción adquisitiva. Automotores. Competencia civil y comercial. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, como así también a la naturaleza de la relación habida entre las partes. Resulta competente para entender en el caso la justicia civil y comercial local, toda vez que el objeto principal de la demanda es la usucapión de un automotor con fundamento exclusivo en normas de derecho común y el reclamo no se ha dirigido contra el Registro Nacional de la Propiedad Automotor ni se ha cuestionado decisión alguna emanada de dicho órgano de aplicación en materia registral.


    Ceriotti, Nicolás c/ Vissani, Albano s/ Prescripción adquisitiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1394/2018/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial. 


    Es preciso subrayar que el proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.


    F. F. M. A. s/ Control de legalidad - Ley 26.061


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30893/2006/CS1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cuota social. Aumento de cuota. Medicina prepaga. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. Más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, resulta aplicable la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Hernández, Eduardo Omar y otro c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2067/2018/CS1, 26 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Más allá de la aplicabilidad al caso del artículo 133, párrafo segundo, de la ley 24.522, que establece que, ante la existencia de litisconsorcio pasivo necesario en el que el fallido sea demandado, el juicio debe proseguir ante el tribunal originario, igual solución se desprende del artículo 132 de la ley 24.522, que remite al artículo 21 de ese cuerpo legal. En efecto, los procesos de conocimiento en trámite, se encuentran legalmente excluidos del fuero de atracción, sin que el accionante haya optado por suspender el procedimiento y verificar su crédito en el proceso universal.


    Silvero, Jorge Mauricio c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 41068/2011/CS1, 26 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Obras sociales. Cobertura médica. Síndrome autista. Interpretación de la ley. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión a los fallos de las causas “Rossi”, Fallos: 330: 810; Comp. 743, L. XLV, "Luraschi, Cecilia s/ Amparo"; Comp. 590, L. XLVIII, "G., G. D. S. c/ IOMA y otro s/ Amparo"; y CSJ 2296/2017/CS1, "R., M. A. s/ Amparo".


    El Tribunal ha reiterado que para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.


    P., C. A. c/ Instituto de Seguridad Social y Seguros de la Provincia del Chubut s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15953/2018/CS1, 24 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa “Faguada”, Fallos: 340: 620.


    Luques, Gonzalo Damián c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33343/2015/CS1, 31 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Sucesiones. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    La admisión del forum conexitatis permite sustanciar ante un mismo juez causas vinculadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las normas generales sobre competencia, lo que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro magistrado con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal las acciones que se encuentren ligadas por la misma relación. Así, la acumulación de dos o más sucesiones tiene por fin asegurar que la transmisión del patrimonio heredado se efectúe de acuerdo con el orden sucesorio, cuyo régimen es de orden público. Ahora bien, el artículo 696 del Código adjetivo dispone que cuando se hubieren iniciado dos o más sucesorios ab intestato vinculados entre sí, para su acumulación prevalecerá, en principio, el que primero fue iniciado o, a criterio del juez, el que se halla procesalmente más avanzado. Los sucesorios deben tramitar en forma conjunta cuando concurren situaciones especiales de conexidad como para admitir su acumulación, es decir, al existir identidad parcial del patrimonio hereditario; al tratarse, al cabo, los interesados, de los sucesores de la heredera premuerta; y al no haberse concretado aún la partición, todo lo cual, sumado a la economía procesal, habilita que continúe entendiendo en el proceso un tribunal que no es el establecido por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial. Se agrega a ello que los interesados en ambos sucesorios pidieron la acumulación del expediente local al radicado en sede nacional y que en ese ámbito se encuentra tramitando la inscripción de los inmuebles, por lo que, dada la estrecha vinculación entre ambas sucesiones y su grado de avance procesal, resulta adecuado que el juez nacional continúe conociendo en los trámites inherentes a la división y liquidación de la masa hereditaria.


    Volpini, Luisa Marina s/ Sucesión ab intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1707/2018/CS1, 23 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus fines, las leyes análogas, los instrumentos sobre derechos humanos, los principios y valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En ese marco, el código asigna al juez la obligación de revisar la sentencia periódicamente, sobre la base de dictámenes interdisciplinarios, y de salvaguardar la inmediatez con el causante, entrevistándolo y asegurando tanto la accesibilidad como los ajustes razonables que requiera, de lo que se sigue que la labor asignada a los jueces implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona. En el punto, el principio de inmediatez integra la garantía de acceso a una tutela judicial efectiva y que su observancia se encarece en los casos de personas con trastornos mentales.


    C., M. D. L. A. s/ Determinación de la capacidad (vigente hasta 13/08/2015)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84599/2008/CS1, 09 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Subsidio estatal. Internación. Establecimientos geriátricos. Cámara de apelación en lo civil y comercial. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas reglas procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las previsiones que la rigen, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, mientras no obsten a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Así, con arreglo a los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la oportunidad de los tribunales de origen para declarar su incompetencia solo puede verificarse de oficio al inicio de la acción o bien al tiempo de resolver una excepción de tal tenor; y aun en los casos en los que la ley autoriza la declaración de oficio en cualquier etapa, el ejercicio de esa facultad excepcional es impropio cuando la cuestión ha fenecido mediante el dictado del fallo que pone fin a la controversia y sin que el tema de competencia haya sido objeto de agravios por el recurrente. Por lo expuesto y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden estas cuestiones, corresponde dirimir la contienda y disponer que las actuaciones continúen ante la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de la provincia.


    B., A. P. R. c/ Instituto Autárquico Provincial de Obra Social IAPOS s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1839/2018/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Cuidado personal. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés del menor. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de este tipo de procesos al juez del foro en el cual se sitúa el centro de vida del menor de edad. De su lado, el régimen de protección integral de niños, niñas y adolescentes define dicho concepto como el lugar donde hayan transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia. Por otra parte, se ha señalado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Tampoco puede soslayarse que, si bien no se han validado los hechos de violencia familiar referidos, cabe estar al criterio expuesto en la causa de la referencia, en punto a que corresponde evitar a las posibles víctimas cumplir en el foro de los eventuales agresores las diligencias personales propias de este tipo de problemáticas. Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de aquellos derechos. Además, no es posible esclarecer aquí la concurrencia de impedimentos al contacto y supervisión materna o de restricciones infundadas en el ejercicio de su defensa, en función de la distancia. En suma, es dable concluir que los órganos bonaerenses cuentan con un elemento privilegiado en el desempeño de la función protectoria, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la niña. El enfoque aquí propuesto es coherente con la directiva del artículo 706 del nuevo ordenamiento que, entre los principios que deben gobernar los procesos de familia, consagra de manera expresa el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación.


    C., J. O. c/ L., A. M. s/ Cuidado personal de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2064/2018/CS1, 08 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Curatela. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


    Si bien la correcta traba del conflicto exige la atribución recíproca y el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro juez para que declare si sostiene su posición, y ello no ha ocurrido aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan, dejar de lado ese reparo formal y expedirse sobre la cuestión. En tal contexto, ponderando las finalidades del proceso de curatela previsto en el artículo 12 del Código Procesal, la cuestión se ha tornado abstracta y que un pronunciamiento de la Corte Suprema deviene inoficioso.


    A. S. E. D. J. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2290/2018/CS1, 22 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Remisión al dictamen de esta procuración general resuelto de conformidad por la Corte Suprema en Fallos: 340:620, "Faguada".


    Robledo, Raúl Eduardo c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 57317/2017/CS1, 05 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Prestaciones de la obra social. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1128/2018/CS1, “B.E.N. c/ Estado Nacional – Presidencia de la Nación – Agencia de discapacidad s/ Amparo de salud”.


    Si bien el PROFE fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud Nacional, algunas provincias adhirieron a él para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el supuesto al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. En ese sentido, el decreto local 880/2004 aprobó el convenio entre Nación y Provincia, por medio del cual ésta asume la atención médica de los afiliados residentes en su territorio. En ese marco, se creó la Unidad de Gestión del Programa, que actualmente se sitúa en la órbita del Instituto de Obra Médica Asistencial, “IOMA” –decs. 796/2007 y 234/2017-, al que la amparista dirigiera sus reclamos. En autos, el amparo persigue la cobertura de prestaciones concretas, provistas por la actora a beneficiarios de la provincia, cuya implementación corresponde a las jurisdicciones locales, por lo que la agencia nacional no sería parte sustantiva en el asunto.


    L. Á. d. S. S.A. c/ Agencia Nacional de Discapacidad - Instituto Médico Asistencial - Programa Federal Incluir Salud s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 113097/2018/CS1, 29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. En ese marco, lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido exclusivamente a la relación contractual de índole comercial que vincula a la accionante con la empresa, así como también las eventuales reparaciones que pudiesen corresponder en virtud de las normas del Código Civil y Comercial de la Nación y de la ley 24.240, invocadas por la demandante. En efecto, no se advierte que, prima facie, la resolución del caso exija necesariamente precisar el sentido y los alcances de normas contenidas en la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, sus modificatorias y reglamentarias. En tales condiciones, no se encuentran argumentos suficientes para atribuir el conocimiento del presente asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.


    Contreras, EIsa Raquel c/ Telecentro S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4063/2018/CA1-CS1, 24 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. Más allá de los aspectos contractuales involucrados, no se encuentra motivo para soslayar la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ente ese fuero ratione materiae. Y considerando que la presente controversia no encuadra dentro de la competencia del fuero de la seguridad social establecida en el artículo 2 de la ley 24.655, corresponde conocer a la justicia en lo civil y comercial federal.


    Díaz, Juan Alberto c/ OSDE (Organización de Servicios Directos Empresarios) s/ Amparo


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 83217/2013/CS1, 17 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia provincial.



    Más allá de la aplicabilidad al caso del artículo 21, segundo párrafo, apartado 3), de la ley 24.522, que establece que, ante la existencia de litisconsorcio pasivo necesario en el que el concursado sea demandado, el juicio debe proseguir ante el tribunal originario, igual solución se desprende del artículo 21, segundo párrafo, apartado 2), de la ley 24.522. Los procesos de conocimiento en trámite, en los que se dará necesaria intervención al síndico, están legalmente excluidos del fuero de atracción, sin que el accionante haya optado por suspender el procedimiento y verificar su crédito en el proceso universal que se encuentra actualmente activo. Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite ante el Juzgado provincial de Primera Instancia en lo Civil y Comercial.


    Condori, Fabiana c/ Juan B. Justo SATCI y otros s/ Daños y perjuicios automotores con lesiones o muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1786/2018/CS1, 22 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Contrato de prestaciones médicas. Restitución de sumas de dinero. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    No corresponde al Alto Tribunal expedirse sobre el conflicto planteado entre el fuero nacional en lo civil y el fuero nacional comercial, pues ya fue resuelto por el órgano investido con facultades para ello; es decir, la alzada de la que depende el magistrado nacional que previno en las actuaciones. En efecto, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil resolvió que el reclamo atañe materialmente a la justicia nacional en lo comercial dado el carácter mercantil del presente reclamo. Por tanto, habiendo sido definitivamente zanjado el asunto con ajuste a las reglas procesales aplicables, el juez comercial carecía de aptitud para insistir con la declinatoria.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Swiss Medical S.A. s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14074/2016/CS1, 28 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Economía procesal. Juicio ordinario. Competencia civil y comercial federal. 


    Subsiste un conflicto de competencia en el expediente principal que corre agregado, pues el juez no se expidió respecto del desistimiento efectuado por la parte actora. A su vez, conforme dispone el artículo 6, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es juez competente en las medidas preliminares y precautorias el que deba conocer en el proceso principal. Más allá de la índole compleja de determinados contratos que, en casos como el planteado, abarcan aspectos que pertenecen al sistema tuitivo del consumidor, los hechos de la demanda remiten al estudio de derechos y obligaciones que son propios del régimen de mercados de capitales, toda vez que se deben analizar -entre otras cuestiones- el cumplimiento de los deberes impuestos a los participantes en la oferta pública de valores negociables (en particular, el art. 1, inc. g, ley 26.831) y las normas de responsabilidad previstas en la Ley de Mercado de Capitales (arts. 117, inc. b, y 119). Sin perjuicio de que la accionante alegue preceptos de derecho común para fundar su pretensión, se observa que el reclamo se circunscribe a los daños ocasionados a los consumidores financieros por incumplimientos vinculados al régimen informativo y de transparencia, previsto por las normas que rigen el mercado de capitales, principalmente, por la ley 26.831, de naturaleza federal. Resulta aplicable el concepto rector sentado por esa Corte Suprema, por el cual los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que se hallan regidas por normas de índole federal, como ocurre en esas actuaciones principales, deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae, el cual es improrrogable, privativo y excluyente de la competencia ordinaria. Al tratarse de una cuestión suscitada en torno a relaciones jurídicas contractuales y extracontractuales entre particulares, cuya solución requerirá la interpretación y aplicación de normas y principios propios del derecho privado, la presente causa, en la que se solicita una medida cautelar, dada la estrecha vinculación con el juicio ordinario, debe tramitar ante el magistrado federal con competencia civil y comercial.


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Petrobras Argentina S.A. y otro s/ Medida precautoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32087/2016/CS1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Pagaré en blanco. Competencia comercial. 


    Dadas las particularidades circunstancias del caso (las prestaciones de servicios brindadas, que el deudor sea una persona humana y el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240 (texto según ley 26.361), en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandando en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma -art. 65-. Sin perjuicio de ello, el pagaré que se pretende ejecutar fue endosado en blanco, sin que la endosataria actora haya entablado acción contra el endosante conforme lo faculta el decreto-ley 5965/63 (arts. 16, 47 y 51). En ese contexto, debo mencionar que tal circunstancia no puede ser óbice para la aplicación del régimen antes expuesto, en tanto una solución diversa, importaría habilitar la posibilidad para los prestadores o proveedores de esquivar la competencia establecida legalmente en protección del consumidor. Además, el endosatario adquirió el documento -sabiendo o al menos, debiendo conocer- que no podría ejecutarlo en jurisdicción distinta a la correspondiente al domicilio del consumidor, cuya calidad, reitero, surge de los elementos incorporados al título de crédito. Esa Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud, circunstancia ésta última que no ha sido referida por el juez nacional en oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción.


    De los Santos, Marcela Alejandra C/ Ochoa, Luis Alberto s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1553/2018/CS1, 28 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Despido. Curador. Regulación de honorarios. Competencia laboral. 


    Es aplicable la doctrina de la Corte en orden a que no puede alterarse la aptitud que procede razonablemente atribuir al tribunal administrativo, asignándole facultades para decidir asuntos que están reservados al Poder Judicial. Por ello, atendiendo al tenor de la tarea vinculada al cuidado de la salud de una persona con discapacidad, que esgrime la actora, y al carácter excepcional del órgano administrativo, este reclamo debe sustanciarse ante el fuero del trabajo. Lo anterior es así, sin perjuicio de señalar que, con arreglo a jurisprudencia del Tribunal, incumbe al juez del proceso de determinación de la capacidad lo relativo a la regulación de honorarios por las tareas del curador que intervino en el expediente que finalizó a raíz del deceso del causante, pues es el más habilitado para justipreciarlos, en orden a su naturaleza accesoria y a que el asunto tramitó bajo su dirección.


    Morel, Norma Beatriz c/ Frontaura, Carlos Federico Ramón s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60699/2016/CS1-CA1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Telecomunicaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Más allá de que el actor funde su pretensión en disposiciones de la Ley 24.240, se advierte que la resolución del pleito exige interpretar el sentido y alcance de normas de naturaleza federal, como la Ley 19.798 y su modificatoria, Ley 27.078 de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, y la resolución 10.059/99 de la Secretaría de Comunicaciones que aprobó el Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico. En tales condiciones, resulta de aplicación la doctrina de la Corte donde establece la competencia del fuero federal, por razón de la materia. En igual sentido, la Corte Suprema ha admitido la procedencia del fuero de excepción cuando la pretensión se relaciona, con la inteligencia de las disposiciones federales mencionadas y se encuentra en juego la suspensión del servicio de telefonía. Cabe agregar que el tenor del reclamo, la naturaleza privada de la relación y la invocación de disposiciones referentes al consumo, excluyen el presente supuesto de la competencia contencioso administrativa federal que prevé el artículo 4 de la Ley Argentina Digital, más no así de su juzgamiento en el ámbito del fuero de excepción.


    Molina Rodríguez, Pedro Adolfo c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88719/2017/CS1, 25 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Redes sociales. Facebook. Libertad de expresión. Competencia civil y comercial federal. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza de la relación existente entre las partes. El asunto atañe al fuero federal ya que se reclama el restablecimiento de la cuenta de la usuaria alojada en la plataforma web perteneciente a una red social. Es así que la cuestión concierne a actividades que se llevan a cabo por vía de Internet, medio de interrelación global que permite acciones de carácter extra local, desde que los archivos de datos se encuentran interconectados en redes virtuales interjurisdiccionales, y la pretensión propende al restablecimiento de contenidos que obran en una base de datos interconectada en esas redes. Teniendo en cuenta el tenor del reclamo, la naturaleza privada de la relación y la invocación de disposiciones referentes al consumo, excluyen el presente supuesto de la competencia contencioso administrativa federal que prevé el artículo 4 de la Ley Argentina Digital, más no así de su juzgamiento en el ámbito del fuero de excepción. Por lo demás, vale recordar que cuando la jurisdicción federal se determina en función de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria.


    Seibert, Natalia Soledad c/ Facebook lnc. y otro s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4982/2018/CS1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Cuota alimentaria. Domicilio del acreedor. Competencia nacional. 


    Es doctrina consolidada de la Corte que las demandas relativas al derecho de alimentos, pueden deducirse hábilmente ante el tribunal del lugar donde se encuentre el niño, la niña o el adolescente titular, criterio que resulta coherente con la directiva del Art. 716 del Código Civil y Comercial, en tanto determina la competencia en función del sujeto de la tutela, cuyo interés prevalece sobre los principios de prevención y de perpetuatio jurisdictionis. No obstante a que el acreedor alimentario llegue a su mayoría de edad con posterioridad a la promoción de la demanda, este hecho carece de virtualidad para desplazar la competencia, toda vez que, con arreglo al nuevo Código Civil, el deber de prestar alimentos a los hijos se extiende, en principio, hasta los veintiún años y, en ese marco, el progenitor conviviente está legitimado para continuar con el proceso promovido durante la minoría de edad del hijo. Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas a partir de las normas nacionales de procedimiento. Resulta aplicable el Art. 5°, inc. 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que, al regular la competencia referida a los derechos de índole creditoria y de origen legal, habilita a quien ejerce una acción personal, a demandar ante el juzgado del lugar de cumplimiento de la obligación que, en este caso, es el del domicilio del acreedor.


    B., M. C. y otro c/ B., H. G. P. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 23502/2017/CS1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Relaciones de familia. Derecho de comunicación. Juzgado de familia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 672/2018/CS1, "A., E. T. c/ P., A. R. s/ Cuidado personal".


    P., A. R. c/ A., E. T. s/ Derecho de comunicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 921/2018/CS1, 13 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Divorcio. Responsabilidad parental. Cuidado personal. Interés del menor. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. No es posible determinar si el centro de vida de estos niños se asienta en el lugar donde viven con su madre, desde que al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de los menores de edad involucrados, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    C., L. M. c/ D. C., M. L. s/ Divorcio vincular -contencioso - incidente cambio cuidado personal - expediente 7.007.006


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1708/2018/CS1, 01 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Principio de inmediación. Interés del menor. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. En este caso se han adoptado decisiones judiciales cautelares contrapuestas. Frente a esos elementos antitéticos, no se cuenta con bases suficientes respecto de la irregularidad de la permanencia de la menor en General Belgrano, ni es la oportunidad adecuada para formular juicios sobre los temas de fondo, que tan íntima relación guardan con los términos en los que se han solventado las inhibitorias articuladas. En ese marco, no existe certeza en cuanto a las razones que originaron la actual situación, ni en cuanto a sus concretos alcances, pues las explicaciones que las partes ofrecen son discordantes, sin que corresponda ingresar en su esclarecimiento. Por ende, no es posible determinar si el centro de vida de la niña se asienta en el lugar donde vive con su madre, desde que al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad, aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de esta niña. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia. La Ley 26.485 de Protección Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, consagra, entre otros, el acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia y su derecho a obtener una respuesta oportuna y efectiva.


    P., M. M. s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1246/2018/CS1, 07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Despido indirecto. Crédito laboral. Procedimiento laboral. Juicios universales. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    A efectos de establecer el juez competente para entender en la ejecución del crédito laboral que tramita paralelamente ante los dos juzgados contendientes, corresponde valorar, por un lado, lo dispuesto por el artículo 21 de la ley 24.522 que dispone que en los juicios laborales no procederá el dictado de medidas cautelares, y que la sentencia que allí se dicte valdrá como título verificatorio en el concurso. Así también el artículo 135 de la Ley 18.345 de Procedimiento Laboral, establece que “la ejecución contra el deudor fallido o concursado, se deberá llevar al respectivo juicio universal”. Por otro lado, deben ponderarse las particulares circunstancias que rodean la situación planteada, las que determinan que la causa deba radicarse ante el juzgado a cargo del proceso universal, con arreglo a principios de orden superior, como los de seguridad jurídica, interés general de los acreedores y cumplimiento de las reglas de orden público concursal, cuyo resguardo es función propia del Ministerio Público. En este sentido, es dable mencionar que, en el marco del juicio laboral, el actor solicitó la subasta del establecimiento comercial de la concursada y con posterioridad, celebró un convenio de pago en el que un tercero se obliga a cancelar el crédito por la demandada concursada. En tales condiciones, a fin de evitar situaciones que afecten el trato paritario de los acreedores concursales, incluidos los demás acreedores laborales, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la ejecución.


    Incidente n° 2 en autos “Manfredi, Vicente América c/ Talleres Gráficos Morales e Hijos SACIFI s/ Despido”


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37294/2008/2/CS1, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Juicio ejecutivo. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que la Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si eI asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58. Sobre tales bases el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, aquí demanda al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos S.A. s/ Ejecución fiscal (ABL)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2156/2017, 19 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Despido. Competencia provincial. 


    En el sub examine no ha quedado trabada contienda de competencia alguna que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que la declaración de incompetencia del juez federal y aquella del magistrado provincial no han tenido lugar en el marco de la misma causa.


    Escudero, Lerina Yamile c/ Registro Público de la Propiedad Automotor N° 2 s/ Cobro de pesos/ Sumas de dinero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 9956/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Razones de economía procesal. Competencia provincial. 


    Incumbe puntualizar que los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. La Corte ha reiterado que si bien el artículo 354, inciso 1° del Código ritual prevé el archivo del expediente en el caso de que el juez considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de los supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el magistrado en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. No resulta cuestionable la resolución de la alzada, quien admitió la excepción de incompetencia y consideró que elementales razones de economía procesal exigen preservar los actos procesales ya cumplidos, sin perjuicio de las adecuaciones procedimentales que incumba implementar para litigar en la sede local.


    Carrasco, Esteban David c/ Cadenas, Manuel Alberto y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 58858/2013/CS1, 15 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Mala praxis. Responsabilidad profesional. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer esta contienda, es menester atender a los hechos que se relatan en el escrito de inicio, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición. Surge de las constancias de la causa que la parte actora interpuso demanda contra quienes resulten responsables de los daños y perjuicios derivados de la muerte del damnificado por la mala praxis médica y la inobservancia de la obligación de seguridad en que habrían incurrido. El reclamo se funda principalmente en los artículos 512, 902, 909 y concordantes, del Código Civil entonces vigente. En tales condiciones, incumbe a la justicia federal entender en el presente caso, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la ley 23.660 y 2 y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo, resulta aplicable el artículo 38 de esta última norma, que prevé el sometiendo exclusivo de sus agentes al fuero de excepción, pudiendo optar por el ordinario sólo cuando sean actores. Cabe destacar que los actores demandan al agente del seguro de salud por haber inobservado el deber de seguridad referente a la prestación médico-asistencial a la que estaba obligado, por lo que su reclamo se rige por las leyes 23.660 y 23.661 antes citadas.


    P., L. H. y otros c/ S. B. S.R.L. Clínica Privada y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2325/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Procedimiento laboral. Sucesiones. Deudas de la sucesión. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento. En este orden de ideas, el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, toda vez que las disposiciones que rigen el fuero de atracción inherente a estos procesos son imperativas o de orden público, pues ellas tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por convenio de partes. No obsta a la operatividad del citado instituto la circunstancia de que se trate de procesos que, en principio, corresponderían al fuero laboral. En el supuesto de autos se reclama una deuda anterior al deceso del causante y no se encuentra acreditada la inscripción registral de la partición de los bienes del acervo del causante. En tales condiciones, continúa operando el fuero de atracción del juicio universal, por lo que el caso debe tramitar ante el juez de la sucesión del codemandado.


    Barisone, Gerardo Daniel c/ Fantelli, Jesús C. y otros s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2641/2017/CS1, 20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Derechos humanos de los ancianos. Protección de la tercera edad. Dementes. Incapacidad. Competencia provincial. 


    Dado que las cuestiones aquí denunciadas dan cuentas de que podrían hallarse cercenados derechos fundamentales de una persona adulta mayor, con diagnóstico de demencia senil, corresponde que un juez de familia intervenga, sin más dilaciones, a fin de impulsar la producción de medidas preliminares adecuadas para asegurar los derechos de la presunta incapaz. La convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada por la República Argentina por ley 27.360, prevé que los Estados Parte se comprometen, entre otras cuestiones, a salvaguardar los derechos humanos de las personas mayores de edad, adoptando y fortaleciendo todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin de garantizar un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos, y prevenir, sancionar y erradicar todas aquellas prácticas que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor. El artículo 38 de la ley 14.442 dispone que corresponde al Asesor de Incapaces, entre otras atribuciones tomar contacto inmediato y directo con los incapaces que representen judicialmente, y con aquéllos que requieran su asistencia, aunque no exista causa judicial en trámite, y peticionar en nombre de ellos, por propia iniciativa, cuando carezcan de representantes o existan entre éstos y los incapaces conflicto personal u oposición de intereses o cuando resulte necesario para impedir la frustración de los derechos a la vida, salud, identidad, y de ser oídos por el juez de la causa. Tal solución permite resguardar debidamente, al menos en esta etapa preliminar del proceso, el principio de tutela judicial efectiva y de inmediación.


    B., C. c/ M., F. E. y otro s/ Actas de exposición/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2456/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Salud mental. Padecimientos mentales. Inimputabilidad. Internación psiquiátrica. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El control de la internación no corresponde al tribunal del domicilio, sino al del lugar en el que se realiza el tratamiento. No obstante, el causante fue dado de alta del nosocomio en que era asistido por abandono del servicio. Ante este nuevo contexto fáctico, el fuero que previno se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad jurisdiccional que resulta menester pues, los hechos en que se vio envuelto el causante se produjeron en esta ciudad y es el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil quien autorizó -al cabo- su internación y se encuentra supervisando la búsqueda para reintegrarlo al establecimiento donde era asistido. En torno a este punto, el control de la internación involucra, asimismo, la verificación paralela de que esa situación se mantenga hasta el alta médica.


    S. R., C. A. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 58663/2017/2/CS1, 15 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlas, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos de la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado; e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. Dicho ello, cabe señalar que cuando la competencia del fuero federal surge por razón de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, y su aplicación debe ser sostenida aun de oficio, sin que la anuencia o el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios. A ello, se añade que la incompetencia del fuero ordinario puede promoverse sobre esa base en cualquier estado del litigio. En autos, la determinación del juez competente se relaciona, prima facie, con la interpretación de cláusulas del Anexo 1 del Convenio de Transferencia del Régimen Previsional de la Provincia al Estado Nacional. Vale recordar que la cláusula 21° del anexo -expresamente aplicable al Régimen de Retiros y Pensiones Policiales- prevé que cuando los reclamos se promuevan con posterioridad a la entrada en vigor del acuerdo y versen sobre prestaciones conferidas bajo legislación local, la Provincia asume la obligación de citar como tercero a la ANSES y de instar la actuación del fuero federal con competencia en el territorio. Esa cláusula establece asimismo, en tales casos, la carga de los beneficiarios de demandar conjuntamente a la Provincia y a la ANSES, en la justicia federal.


    Lehr, Silvia Cristina y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso Administrativo - Varios


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 12205/2016/CS1, 13 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios. Indemnización. 


    Es doctrina de esa Corte que, para dilucidar los conflictos de competencia, debe considerarse, principalmente, la relación de hechos contenida en el escrito inicial y después, en tanto se ajuste a ese relato, el derecho alegado en sustento de la petición. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Los asuntos tocantes a la extensión de la cobertura provista por entidades como la accionada hacen directa referencia a las obligaciones y derechos vinculados al campo específico de la salud. Conducen, en definitiva, a la aplicación e inteligencia de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema sanitario implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otras entidades, a prestadoras de servicios médicos. En consecuencia, resulta aplicable el concepto rector expuesto por la Corte, donde se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que, prima facie, se hallan regidas por normas de índole federal, deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae.


    H., S. S. c/ OS. s/ Incidente en los autos "H., S. S. c/ OS. s/ Amparo contra actos particulares"


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43725/2017/1/CS1, 16 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    La atribución de competencia a los tribunales de Formosa, encuentra sustento jurídico en el Artículo 5, Inciso 3, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sin que el estado procesal constituya un óbice para tal solución.


    G., A. c/ O. y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad de Profesionales Médicos y Auxiliares


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2557/2015/CS1, 16 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Asegurador. Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Domicilio del asegurador. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, y a tal efecto debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue al relato, al derecho que se alega como sustento de la pretensión. La Corte ha reiterado que en los casos de acciones personales derivadas de hechos ilícitos, en los que se solicita la citación en garantía de una firma de seguros, los eventuales damnificados podrán optar por el juez del lugar del evento o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo 118 de la ley 17.418. En el supuesto, corresponde que la justicia nacional entienda en el reclamo por los daños y perjuicios derivados de un accidente vial ocurrido en territorio provincial, si la actora, fundada en el domicilio de la aseguradora, optó por dicha sede. Vale anotar que el demandado en ningún momento alegó que la aseguradora tuviera una sucursal en dicho territorio sino que se limitó a esgrimir que la citada en garantía no es codeudora. Por lo expuesto, las actuaciones deberán tramitar ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, al que habrán de remitirse, a sus efectos.


    Cruz, Eduardo c/ Guzmán, Juan Benito y otro s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 193/2018/CS1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    En autos no se ha trabado un conflicto de competencia en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, dado que la configuración futura de la disputa está supeditada a la suerte del procedimiento pendiente ante el juez requerido.


    D., M. E. y otro s/ Solicita homologación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 490/2018/CS1, 24 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Contratos administrativos. Juicios en que es parte una provincia. Prórroga de la competencia. Competencia contencioso administrativa. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Dado que una entidad nacional con derecho al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, demanda a la Provincia de Buenos Aires, quien tiene el privilegio de litigar ante la competencia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia por lo cual resultaría indiferente la materia del pleito. Sin embargo, concurre en la causa una circunstancia decisiva que obsta a la radicación del proceso ante esta instancia originaria y de excepción. Ello es así, pues desde antiguo el Tribunal ha reconocido la validez de la prórroga de la competencia originaria de la Corte en favor de la jurisdicción provincial, en tanto tal jurisdicción únicamente surja en razón de las personas. En efecto, las partes se sometieron a los Tribunales Contencioso Administrativos de la Provincia de Buenos Aires y, además, la provincia ratificó su voluntad de someterse a la jurisdicción de los tribunales locales también en oportunidad de plantear la declinatoria ante la justicia federal. Tales circunstancias demuestran que las partes han renunciado expresamente a sus privilegios jurisdiccionales en razón de la persona, lo que trae aparejado una prórroga a favor de la justicia local. Sentado lo expuesto, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, este juicio es ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Dirección General de Fabricaciones Militares c/ Ministerio de Seguridad – Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 59811/2017/CS1, 04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Restitución de menores. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Economía procesal. Interés del menor. Domicilio del menor. Residencia habitual del niño. Principio de inmediación. Acceso a la justicia. Competencia provincial. 


    Es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de los derechos. El tribunal provincial cuenta con el acceso directo a la persona afectada, que es un elemento privilegiado en el cumplimiento de la función protectoria. No se advierten, ni fueron alegadas, imposibilidades económicas del progenitor para ejercer su derecho de defensa en el foro provincial. El enfoque propuesto es coherente con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial que, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, consagra el respeto de la tutela judicial efectiva y de la inmediación. Se recomienda que los progenitores, en primer término, y los jueces, en su ministerio ordenador, profundicen esfuerzos para llegar lo antes posible a las soluciones más respetuosas de los derechos del niño.


    P., F. G. c/ V., E. H. s/ Reintegro de hijo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 74074/2015/CS1, 23 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Económica procesal. Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Competencia nacional. 


    Previo a todo, se advierte que la contienda no ha sido debidamente trabada pues si, tal como ocurrió en el caso, la cámara confirmó la decisión del juez de grado que declinó intervenir, rechazada la atribución, es esa alzada y no el inferior quien debe insistir en el planteo del conflicto. No obstante ese óbice, se opina que razones de celeridad y economía procesal y de mejor administración de justicia tornan aconsejable que esa Corte ejercite la facultad que le confiere el Artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley 1285/1958 y se expida sin más dilaciones sobre la cuestión. Sentado ello, incumbe puntualizar que los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. En supuestos como el estudiado -de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos- en los que se demanda, entre otros, a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por deducir la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al Artículo 118 de la Ley 17.418 y al Artículo 5, inciso 4, del código de procedimientos.


    Schoenfeld, Orlando Fabián c/ Romagnoli, Javier Rolando y otro s/ Daños y perjuicios (accidente tránsito sin lesiones)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 56540/2014/CS1-CA1, 06 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Instrumentos públicos. Redargución de falsedad. Competencia federal. 


    No se hallan razones que justifiquen que en el sub examine deba intervenir la Corte, por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, habida cuenta de que la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal ya resolvió el conflicto de conformidad con lo dispuesto en el art. 20 de la Ley 26.854.


    Jorge, Pablo Gerardo c/ Sanfilippo, Maximiliano Ariel y otro s/ Varios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 74031/2016/CS1, 30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Transferencia de servicios educativos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la acción se apoya en forma directa en normas nacionales de naturaleza previsional, por lo que la causa reviste manifiesto contenido federal. Por lo expuesto, y en virtud de los prescripto en los arts. 116 y 117 de la Ley fundamental, por ser parte una provincia en una causa que reviste manifiesto contenido federal -materia previsional-, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Córdoba, Provincia de c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Nulidad de actos administrativos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1095/2018,02 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Falta de traslado. 


    Es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el precepto normativo es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.


    Securitas Argentina S.A. c/ Municipalidad de Vicente López s/ Acción mere declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 60650/2017/CS1, 02 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Alta mar. Buque de bandera nacional. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer las contiendas de competencia es necesario ponderar los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Es aplicable al caso la doctrina del Tribunal erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 610 a 616 de la ley 20.094 y 116 de la Constitución Nacional, que asigna competencia al fuero federal para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional, máxime, habiendo ocurrido el supuesto evento incapacitante en alta mar.


    López, Roberto Aníbal c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente de trabajo - Acción especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 754/2018/CS1, 13 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Suministro de medicamentos. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de la Corte FSM 004931/2014/CS1, "Host, Enrique Raúl c/ PROFE s/ Prestaciones médicas"; FMP 10027/2015/CS1, "Parasuco, Raquel c/ PROFE s/ Amparo"; CSJ 963/2016/CS1, "T., M. c/ Ministerio de Salud - PROFE s/ Acción de amparo"; "B., R. V. c/ Programa Incluir Salud s/ Amparo ley 16.986" y Comp. CSJ 1807/2017/CS1, "S., C.R.M. c/ Incluir Salud (Programa Federal) y otro s/ Amparo".


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. En ese contexto, el problema resulta análogo al resuelto por la Corte en los autos consignados en la referencia, a cuyos términos corresponde acudir en lo pertinente, por razones de brevedad.


    P., A. I. c/ Programa Federal Incluir Salud s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1333/2018/CS1, 09 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia por conexidad. Desplazamiento de la competencia. Competencia civil. 


    La admisión del forum conexitatis, reglado en el artículo 6° del Código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de las causas relacionadas. A su vez, la aplicación de este instituto configura una causal de excepción a las reglas sobre competencia que importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, dado la conveniencia de reunir ante un tribunal las acciones vinculadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contrapuestos. El desplazamiento de la competencia ha perdido el objeto práctico que lo justifica cuando en el proceso conexo ha sido resuelta la cuestión de fondo, lo cual despeja el peligro de sentencias contradictorias.


    Autopartes Fal S.A. y otro c/ Unión de Obreros y Empleados Plásticos (UOYEP) s/ Daños y perjuicios


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37227/2017/CS1, 07 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una sociedad del Estado Nacional que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1008/2018/27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Servicio público telefónico. Interpretación de la ley. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la vía del artículo 14 de la ley 48 en tanto no constituyen sentencias definitivas, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegación del fuero federal. Para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que la parte actora realiza en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. En ese marco, prima facie, el tema objeto del litigio conduce a determinar los derechos del usuario del servicio de telecomunicaciones y las obligaciones del prestador, que están regidos por un plexo legal de índole federal que regulan el servicio de telecomunicaciones. En tales condiciones, más allá de los aspectos de derecho común atinentes a la eventual responsabilidad del proveedor por daños originados en el incumplimiento de sus obligaciones legales o contractuales, la pretensión de la actora tendiente a obtener la efectiva instalación del servicio de telefonía básica exige precisar el sentido y alcance de normas federales dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley Nacional de Telecomunicaciones, cometido reservado a la jurisdicción federal ratione materiae, lo que determina la procedencia de la intervención del fuero de excepción.


    Kolodziej, Alejandro Daniel y otro c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Cumplimiento de contratos civiles/ comerciales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2404/2017/RH1, 23 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medicina prepaga. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. En ese contexto, el tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Podolsky, Felipe Fabián c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4160/2018/CS1-CA1, 06 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Curatela. Personas privadas de la libertad. Competencia por el territorio. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión a los Fallos: 323: 1531, “A.R.”.


    M., S. G. s/ Curatela Artículo 12 Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2449/2018/CS1, 10 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Enfermedad laboral. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen y lo resuelto por la Corte en Fallos: 340:620 “Faguada”.


    Fernández, Melisa Ailín c/ Ercolano Hnos. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 53151/2015/CS1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión a los dictámenes y fallos de las causas G.33; L. XLVIII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal"; G.961; L. XLVIII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal (ABL)" y CSJ 4211/2014, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1445/2018/28 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil y comercial federal. 


    No existen razones que justifiquen la intervención de la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 -texto según ley 21.708-, toda vez que la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal ya resolvió el conflicto, de conformidad con lo dispuesto en el art. 20 de la ley 26.854, y en ese marco es que asignó competencia para entender en estos autos al fuero nacional en lo civil y comercial federal.


    Martins Das Neves, Liliana c/ Edesur S.A. s/ Proceso de ejecución


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70659/2017/CA1-CS1, 24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Honorarios. Competencia previsional. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación determina que en la ejecución de los honorarios devengados es competente el juez del proceso principal, y que es ante ese tribunal que debe seguirse su ejecución.


    Paz, José Dolores c/ Prevención A.R.T. s/ Ejecución de sentencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 971/2018/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Ejecución de alquileres. Competencia comercial. 


    El contrato base de la presente acción fue celebrado entre dos sociedades comerciales respecto de un inmueble, cuyo precio se estableció en relación al volumen mensual de venta de combustible. Sobre esa base, el uso y goce del inmueble forma parte de una operatoria comercial más amplia, razón por la cual la relación jurídica que une a los litigantes excede el marco de un contrato de locación urbana. En consecuencia, y dentro del limitado marco cognoscitivo en que se deben resolver las cuestiones de competencia, corresponde la intervención del fuero comercial.


    Petrolera del Conosur S.A. c/ Viento al Sur S.R.L. s/ Ejecutivo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 9007/2016/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Personas con discapacidad. Medicamentos. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. CSJ 0284/2018/CS1, "R., A. M. c/ I.O.M.A. s/ Amparo".


    Ha reiterado la Corte que la solución de estos conflictos exige considerar principalmente la relación de los hechos contenida en el escrito inicial e indagar el origen, la naturaleza de la petición y la relación jurídica existente entre las partes. También ha reiterado que es juez competente en las medidas precautorias el que deba conocer en el proceso principal. El tema objeto del planteo conduce –prima facie- al examen de obligaciones impuestas por la legislación sobre discapacidad y salud, de modo que no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual conciernen al fuero de excepción los litigios que conducen, en último término, a la aplicación de normas federales.


    T., L. M. c/ Instituto de Obra Médica Asistencial s/ Medidas cautelares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 57676/2018/CS1, 10 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, al haber intervenido en la contienda un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver cuestiones de competencia trabadas entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Balmaceda Lorena Noemí c/ Trenes Especiales Argentinos S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 111185/2012/CS1, 16 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el juez del domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el juez del lugar de la internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus fines, las leyes análogas, los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En ese marco, el código asigna al juez la obligación de revisar la sentencia periódicamente, sobre la base de dictámenes interdisciplinarios, y de salvaguardar la inmediatez con el causante, entrevistándolo y asegurando tanto la accesibilidad como los ajustes razonables que requiera, de lo que se sigue que la labor asignada a los jueces implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona. En el punto, el principio de inmediatez integra la garantía de acceso a una tutela judicial efectiva y su observancia se encarece en los casos de personas con trastornos mentales.


    T. G. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39567/2010/CS1, 31 de octubre de 2018


    Ver dictamen


     


    Acción civil por accidente de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa “Faguada”, Fallos: 340: 620.


    Sotto, Damián Gabriel c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26379/2017/CS1, 31 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Acción civil por accidente de trabajo. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen y fallo de la causa “Faguada”, Fallos: 340: 620.


    Valdez, Leonel Ezequiel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35653/2017/CS1, 17 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Fuero de atracción. Extinción del fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el caso, se ha dictado sentencia que mandó llevar adelante la ejecución de los honorarios, que se encuentra firme, lo cual importa una excepción a las reglas del fuero de atracción. En esas condiciones, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio del derecho del acreedor de verificar su crédito contra el concursado en el marco del proceso universal. No obstante lo anterior, el juzgado nacional a cargo del concurso preventivo, declaró la conclusión del proceso por cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesan todos los efectos del proceso universal y habilita el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio, sin que conste que el actor haya verificado allí su crédito presentando la sentencia firme dictada en la causa, como título verificatorio.


    Scarimbolo, Martín c/ O.S.P.I.H.M.P. s/ Ejecución de honorarios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 42000666/2005/CS1, 26 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios. Medidas para mejor proveer. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y teniendo presente que el trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los Arts. 9 ° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se solicita a la Corte que tenga a bien requerir al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario la remisión de expediente.


    Chaviel, Julia y otro c/ Escuela República Haití n° 11 y otros s/ Daños y Perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54250/2016/CS1, 01 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Capacidad. Restricciones a la capacidad. Principio de inmediación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Competencia provincial. 


    Es jurisprudencia de esa Corte Suprema que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o de un privilegio federal específico o una privación de justicia incompatible con la índole de los derechos en juego, de imposible o dificultosa reparación posterior. De acuerdo lo establecido en el artículo 36 del Código Civil y Comercial, la solicitud de declaración de incapacidad, debe deducirse ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus fines, las leyes análogas, los instrumentos sobre derechos humanos, los principios y valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. El principio de inmediatez integra la garantía de acceso a una tutela judicial efectiva y que su observancia se encarece en los casos de personas con trastornos mentales (arts. 35 y ccds., CCyC; 18, CN; 8.1 y 25 Convención Americana sobre Derechos Humanos; 13, Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad; 31, Convención Interamericana sobre Protección de Derechos Humanos de las Personas Mayores). Por ello, poner en cabeza del causante lo relacionado con el traslado al juzgado no cumple con el fin tuitivo inherente a la inmediatez, ni con el rol primordial de los jueces en estos procesos, que traen aparejado examinar las restricciones a la capacidad aplicadas oportunamente y analizar los planes de vida y de sostén que pudieren corresponder.


    Recurso de Queja n° 1 - O., N. A. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 192442/1985/1/RH1, 17 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Fallos de la Corte Suprema. Competencia laboral. Competencia nacional. 


    La doctrina de la Corte determina, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Corresponde recordar que el art. 24 de la ley 18.345 establece que "en las causas entre trabajadores y empleadores será competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato, o el del domicilio del demandado". El Tribunal ha señalado que dicho precepto está inspirado en el propósito evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los accionantes a los que se refiere la disposición. La causa debe proseguir su trámite ante la Justicia Nacional del Trabajo. El accionante optó, tanto en ocasión de iniciar la demanda como de recurrir la sentencia de declaración de incompetencia, por la jurisdicción donde, según señaló, celebró los diversos convenios y desempeñó su tarea laboral para la accionada, quien no compareció en el proceso, razón por la que, corresponde estar a los términos de dicha opción.


    Sciarrotta, Osvaldo Serafín c/ Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 87663/2016/1/RH1, 06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Responsabilidad civil. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda. Fallos: 328:293.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tales condiciones, la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Ferreira González, Brígido Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Transporte y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65325/2012/CS1, 13 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Elecciones gremiales. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. A su vez, los conflictos de competencia entre Jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. En tales condiciones, sin que ello importe abrir juicio sobre la vía elegida por el actor para hacer valer su pretensión, resulta aplicable al caso la atribución de competencia a la justicia local que establece el artículo 63 de la ley 23.551, ya que es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente disponer el Congreso, en relación a una materia regida por el derecho común, con la reserva de jurisdicción que incumbe a cada provincia, salvo los casos especiales de competencia excepcional que la propia norma prevé. Por lo demás, si bien el Ministerio de Producción y Trabajo es la autoridad de aplicación, ello no implica que sea parte necesaria en las contiendas judiciales entre trabajadores y entidades sindicales. Ello así pues, el amparo procura la suspensión del acto eleccionario convocado por la asociación pero no cuestiona medidas emanadas del órgano federal.


    Russo, Lucio Juan Carlos c/ Ministerio de Trabajo de la Nación y otro s/ Amparo sindical


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 113152/2018/CS1, 27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa “Pages”, Fallos: 340: 641 y a los fallos de las causas CNT 17148/2014/CS1, “Villa, María de los Ángles p/ Sí y en representación de su hija menor S.L.M. y otro c/ Domus S.R.L. y otro s/ Accidente –acción civil”, y CNT 17192/2014/CS1, “Ledesma, María de los Ángeles y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Accidente-acción civil”.


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Sobre esa base, en los juicios derivados de contratos laborales entre particulares resulta aplicable el artículo 24 de la ley 18.345 y, en consecuencia, es competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Coronel, Ariel Enrique c/ Ingeniero Medina S.A. y otro s/ Accidente - ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33408/2016/CS1, 29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte del trabajador. Accidente in itinere. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas “Castillo”, Fallos 327: 3610 y “Ramos”, Fallos 328:76 y al dictamen de la causa FRO 15238/2016/CS1, “Wilde, Ana Cristina c/Inst. Autarq. E.R. s/ Ley Riesgos del Trabajo”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Corresponde atribuir competencia, en los términos del artículo 20 de la ley 18.345, a la justicia nacional del trabajo pues la cuestión debatida aparece directamente vinculada con aspectos del derecho laboral, se funda en normas de derecho común y, además, la acción se dirige contra sujetos de derecho privado. Por ello, su tratamiento resulta ajeno al fuero federal de la seguridad social.


    Fernández, Elba Amelia s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34167/2013/CS1, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defensa de la competencia. Aplicación de la ley. Ley vigente. Competencia civil y comercial federal. 


    El objeto del juicio principal se relaciona prima facie con la interpretación, sentido y/o alcance de cuestiones vinculadas al régimen de defensa de la competencia. La sola mención de la ley 27.078 en el escrito inicial no modifica esa conclusión puesto que la pretensión central de los accionantes es instar a que la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia controle que la fusión en cuestión se adecúe al régimen de defensa de la competencia. La Ley de Defensa de la Competencia 27.442 fue sancionada con posterioridad al inicio de la pretensión cautelar pero mientras se encontraba en discusión la competencia para entender en el sub lite. De este modo, y teniendo en cuenta que las normas de naturaleza procesal son de aplicación inmediata, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores, esa norma es aplicable al caso. Su artículo 67 prevé la competencia del fuero civil y comercial federal para los recursos directos en materia de defensa de la competencia. Cabe observar que la presente acción no se encuentra comprendida por el supuesto de ultraactividad de la ley 25.156, previsto en el artículo 81 del decreto 480/2018, para los expedientes iniciados en los términos del Capítulo III. Cabe señalar que incluso durante la vigencia de la ley 25.156 (art. 53), modificada por la 26.993 (art. 68, que sustituye al 53), que para tales casos establecía la competencia de la cámara de relaciones de consumo o de las cámaras competentes, ante la falta de conformación de la primera, la cuestión se dirimía por aplicación del decreto reglamentario 89/2001, que prescribía la competencia de la cámara federal civil y comercial en la Ciudad de Buenos Aires. La Corte en sus precedentes concluyó que la instancia de apelación se halla reglada por el artículo 53 de la ley 25.156 en las condiciones que establecen los decretos 1019/1999 y 89/2001. La Corte en esa oportunidad también sostuvo que "las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituye una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta”.


    Sombra, Jorge Horacio y otro c/ Telecom Argentina S.A. s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6631/2018/CS1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El presente juicio debe proseguir ante el juzgado originario, ya que, de conformidad con lo previsto por el artículo 21, segundo párrafo, apartado 2°, de la ley 24.522, los procesos de conocimiento en trámite en los que se dará necesaria intervención al síndico, están legalmente excluidos del fuero de atracción, sin que el accionante haya optado por suspender el procedimiento y verificar su crédito en el proceso universal. Además, no existe identidad de partes ni de objeto, lo cual aventa el peligro de sentencias contradictorias. Por ello la causa deberá continuar su trámite ante el juzgado federal.


    Autotransporte Andesmar S.A. c/ Expreso Uspallata S.A.


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 24036245/2009/CS1, 29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Incapacidad. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Corresponde precisar que el artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación, establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso o ante el juez del lugar de su internación. Sin embargo, las directivas constitucionales y las pautas fijadas por el Código Civil y Comercial, requieren ponderar junto con el principio de inmediatez, las características de cada caso en concreto en aras de asegurar la tutela judicial efectiva. Implica, sobre todo, evaluar si el cambio de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado. Sentado ello, no puede soslayarse la inestabilidad que afecta al incapaz desde su infancia, que también se evidencia en el campo habitacional. En efecto, el causante ha circulado por varias instituciones y por los domicilios de diferentes parientes y allegados, en los que ha permanecido por cortos lapsos de tiempo. En tales condiciones, en las que el causante no se encuentra internado y que no es posible determinar un lugar de residencia estable a los fines previstos por el artículo 36 del Código Civil y Comercial, el juzgado nacional se encuentra en mejores condiciones para entender en las presentes actuaciones. Ello es así, pues ese tribunal ha venido conociendo en la problemática del causante desde el año 2010, e incluso antes, pues intervino en los autos "Giménez, Pamela Judit c/ Giménez, Romina Elizabeth s/ Incidente de familia" en los que se analizó la situación familiar y que dieron origen a la presente causa; siendo, asimismo, una sede accesible si el causante se encuentra en una ciudad determinada o en otra localidad bonaerense. Es necesario agregar en este punto que las sucesivas declaraciones de incompetencia, en función de los diversos y precarios cambios de residencia del incapaz, obstan a la eficacia de la labor judicial. Todos estos elementos, valorados en su conjunto, aconsejan continuar el trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    S., L. J. s/ Artículo 152 ter Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 46683/2010/CS1, 27 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia previsional. 


    El reclamo deducido posee carácter previsional y que no se ha planteado en autos una pretensión resarcitoria apoyada en un infortunio laboral que pueda tornar aplicable en ese punto la legislación de riesgos del trabajo. El apelante pretende el beneficio por invalidez de la ley 24.241, pues alega una minusvalía laboral del 70%, normativa que establece -en su artículo 49- la sustanciación ante el fuero federal. La ley 24.655 estipula la intervención del fuero de excepción cuando se trata de reclamos que versen sobre la aplicación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones establecido por la ley 24.241 y sus modificatorias (art. 2, inc. "b"), y que se plantea en las actuaciones la citación de la ANSES, al tiempo que se invoca la ley 26.425, de índole federal. Cuando la competencia del fuero federal surge por la materia es improrrogable, privativa y excluyente, sin que el consentimiento ni el silencio de los litigantes sean hábiles para dejar de lado esos principios, y la incompetencia del fuero ordinario puede promoverse sobre esa base en cualquier estado del litigio. Si bien el apelante critica la solución del artículo 49, apartado 4, de la ley 24.241, en cuanto establece que las resoluciones de la comisión médica central serán recurribles por ante la Cámara Federal de Seguridad Social, lo cierto es que, opta subsidiariamente por ella, sin cuestionar, en rigor, la validez de la norma. También cabe señalar que en el marco de una contienda de competencia, la Corte como órgano supremo de la magistratura, tiene la facultad excepcional de declarar la competencia de un tercer tribunal que no intervino en el conflicto.


    Rueda, José Walter c/ Comisión Médica Central s/ Incidente


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5543/2013/1/CS1, 28 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Regulación de honorarios. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Derecho de propiedad. Derecho a la justa retribución. Insuficiencia del agravio. 


    Artículo 730 del Código Civil y Comercial de la Nación. Remisión al precedente de Fallos 332:921, "Abdurraman"; 332:1118, "Brambilla"; y 332:1276, "Villalba".


    Los argumentos esgrimidos por la sentencia recurrida no son suficientes para apartarse de la doctrina citada. En el caso, el beneficiario de la regulación tiene la posibilidad de reclamarle a su patrocinada el excedente de su crédito por sobre el límite porcentual establecido en la norma en cuestión, de allí que no ha demostrado que resulte lesionado su derecho de propiedad ni comprometido su derecho a una retribución efectiva por su labor. Esa conclusión no se ve controvertida por la circunstancia de que su patrocinada hubiera obtenido el beneficio de litigar sin gastos.


    Latino, Sandra Marcela c/ Sancor Cooperativa de Seguros Ltda. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45865/2009/CS1, 12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Mala praxis. Seguro de responsabilidad civil. Contratos de adhesión. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios traídos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48 puesto que el artículo 15 demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.


    R., C. H. y otros c/ M., C. s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesionales médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 60684/2010/1/RH1, 04 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Despido



    Derecho de defensa. Vistas y traslados. Falta de traslado. 


    El traslado del recurso extraordinario federal que dispone el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Sallatti, Fernando Gastón c/ Elheymec S.A. y otro s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1456/2017/RH1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Kolodziej, Alejandro Daniel y otro c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Cumplimiento de contratos civiles/comerciales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2404/2017/RH1, 01 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    



    Ejecución hipotecaria. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es preciso recordar que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria por no revestir carácter de sentencia definitiva, requisito que no puede suplirse, aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, no media denegación del fuero federal, en tantos el pronunciamiento apelado declina la competencia ordinaria de la justicia de la provincia de Buenos Aires en favor de otro magistrado de la Capital Federal con competencia en materia civil. Tampoco se advierte un gravamen concreto y actual de insuficiente o imposibilidad reparación ulterior, que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva.


    Forzisi, Edgardo Atilio y otros c/ Tontarelli, Gustavo Emilio s/ Ejecución Hipotecaria


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66143/2016/1/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Domicilio del deudor. Mantenimiento del recurso. 


    Secuestro prendario. Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Laterza, Martín Nicolás s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6797/2017/1/RH1, 19 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Sentencia definitiva. Cuestiones procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte –en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco, se justifica la aplicación al sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Simonelli, Pier Giorgio c/ Correo Oficial Argentino s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13285/2017/1/RH1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Prenda. Mantenimiento del recurso. 


    COM 25194/2015/1/RH1 “HSBC Bank Argentina S.A. C/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”; Fallos: 340:905, “HSBC”; COM 1220/2017/CS1, “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Benitez, Ramona Beatriz s/ Secuestro prendario”.


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son análogas a las consideradas en el dictamen de la referencia. A lo allí expuesto, cabe agregar que el precedente registrado en el fallo referido, la Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la ley 24.240 de Defensa de Consumidor, texto según ley 26.361, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo. El tribunal concluyó que “por aplicación de la regla contenida en el art. 36 de la ley 24.240, texto según ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor –consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso”. La Corte también desarrolló su postura en el marco de un secuestro prendario (cfr. a la causa en referencia).


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Krohn, Oscar Alejandro s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15697/2017/1/RH1, 27 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 al no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación de estos criterios, el recurso intentado es inadmisible porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco, por lo demás, se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Castelli, Claudio Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11459/2017/1/RH1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Sentencia definitiva. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la somete a la justicia nacional del trabajo, donde puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Balmaceda, Maria Graciela c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24514/2017/1/RH1, 13 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Personería gremial. Sindicatos. Agravio extemporáneo. Denegatoria del recurso. 


    El planteo de inconstitucionalidad de los artículos 28 y 30 de la ley 23.551 resulta extemporáneo pues no fue sometido a tratamiento de la autoridad administrativa ni de la cámara. La apelante sostuvo en todo momento la validez de los artículos de la ley 23.551 que pretende atacar. Por ello, el planteo de la cuestión federal va en contra su propios actos y resulta fruto de una reflexión tardía. Por lo demás, la sentencia se funda en argumentos no federales autónomos y suficientes, que no fueron rebatidos por el recurrente, por lo que el planteo de esa cuestión federal no guarda relación directa e inmediata con el resultado final del proceso. En nada altera esta conclusión la atribución de los tribunales y de esa Corte de declarar de oficio la inconstitucionalidad de una norma, pues su ejercicio presupone, entre otros requisitos, que se hubiera instado adecuadamente su jurisdicción, y ello no ocurre en el caso pues el recurso extraordinario resulta inadmisible. Además tampoco procede el control de oficio de inconstitucionalidad de una norma cuando el beneficiario de esa decisión ha fundado en ella sus argumentos, evidenciando su conformidad con esa disposición.


    Ministerio de Trabajo c/ Sindicato Argentino de Farmacéuticos s/ Ley de Asociaciones Sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 43581/2011/1/RH1, 17 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Sentencia definitiva. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la somete a la justicia nacional del trabajo, donde puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Alzogaray, Agustín Manuel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13069/2017/1/RH1, 16 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Denegatoria del recurso. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el presente no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que parte, tampoco ella no coloca deniega el fuero federal al recurrente en una y, por otra situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados c/ Red Hat Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49524/2016/1/RH1, 04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Indemnización por accidente de trabajo. Aplicación temporal de la ley. RIPTE. Cómputo de intereses. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto al agravio que cuestiona la aplicación temporal del ajuste dispuesto en el artículo 17, inciso 6, de la ley 26.773, el recurso carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48 pues arriba firme a esta instancia que el hecho generador de responsabilidad ocurrió el día 2 de septiembre de 2013 y la ley 26.773 fue publicada en el Boletín Oficial el día 26 de octubre de 2012. En consecuencia, resulta carente de fundamento la argumentación plasmada en el remedio federal, lo que conduce a declarar, en el punto, la deserción de la apelación. Por otro lado, los agravios referidos a la supuesta doble actualización del crédito deben ser desestimados puesto que, en el caso, no se aplicó el índice RIPTE a las prestaciones de fórmula, sino al piso mínimo. Finalmente, el agravio concerniente al momento a partir del cual procede la aplicación de intereses, remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común que son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria. En tal sentido, los argumentos traídos por el recurrente no traslucen que la decisión haya realizado una interpretación irrazonable de las normas de derecho común aplicables, sino que, antes bien, revelan la mera discrepancia del recurrente con la decisión del a quo.


    Etchecobar, Marta Olga c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18749/2014/1/RH1, 27 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Juicio ejecutivo. Relación de consumo. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso, no media denegación del fuero federal en tanto el pronunciamiento apelado declina la competencia de la justicia federal con asiento en esta Ciudad en favor de otro magistrado federal de la provincia. Por otro lado, la sentencia en crisis no coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, quedó sometido a la jurisdicción de la justicia federal en lo civil y comercial de la ciudad de Posadas, en la que podrá ejercer las defensas procesales que considere conducentes.


    Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros y Pensiones Militares c/ Córdoba, Luis Ricardo s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7461/2013/RH1, 18 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso ya que, por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones y por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la somete a la jurisdicción laboral nacional, donde puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Martínez, Lorena Rosana c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35561/2017/1/RH1, 16 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Accidente in itinere. Decretos. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso.



    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART SA y otro s/ Indemnización por fallecimiento".


    Aguilar, Melina Solange c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40999/2013/1/RH1, 21 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción in itinere. Decretos. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonso, Matilde y otro c/ Asociart ART SA y otro s/ Indemn. por fallecimiento".


    Piedrabuena, Aníbal Ariel c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19881/2013/1/RH1, 11 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidentes de trabajo. SECLO. Fallos de la Corte Suprema. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. Cabe recordar que la Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. En efecto, la sentencia apelada no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender a sus planteos, la justicia nacional del trabajo. El recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Villeres, Matías Abel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21820/2017/1/RH1, 11 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Doctrina de la arbitrariedad. Aplicación temporal de la ley. Sucesiones. Vocación hereditaria. Denegatoria del recurso. 


    Ante todo, corresponde precisar que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio revisables en la instancia del Artículo 14 de la Ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Además, la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Por otro lado, cabe agregar que lo atinente a la eficacia de la ley en el tiempo y a la validez intertemporal de las normas, constituye materia ajena al recurso extraordinario. La sentencia recurrida halla suficiente sustento en las consideraciones y fundamentos expuestos, que más allá de lo opinable que puedan resultar, descartan la tacha de arbitrariedad invocada.


    R., I. y otro c/ M., M. A. s/ Colación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1815/2016/RH1, 03 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Canon locativo. Nulidad procesal. Sentencia definitiva. Interés legítimo. Gravamen irreparable. Denegatoria del recurso. 


    Si bien las resoluciones que deciden respecto de nulidades procesales no revisten -en principio- el carácter de sentencias definitivas, en el caso corresponde hacer excepción a esa regla debido a que el agravio presentado no resulta susceptible de reparación ulterior al haberse puesto fin al proceso con el dictado de la sentencia. Sentado ello, corresponde recordar que en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictivo y que sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. En ese contexto, la mera divergencia de los apelantes con el criterio del a quo en la selección y valoración de la prueba sin exceder facultades que le son propias, excluye la tacha de arbitrariedad. Por lo demás, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


    Campolieti, Esther Carmen y otro c/ Carrillo Teresita, María Cristina Carrillo y Miguel Ángel Carrillo s/ Incidente civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 35302/2007/1/RH1, 15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente in itinere. Indemnización por accidente de trabajo. RIPTE. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Dictamen de la causa CNT 64722/2018/1/RH1, “Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento”.


    Los agravios vinculados a la inconstitucionalidad del artículo 3 de la ley 26.773, declarada por la alzada como sustento para otorgar la compensación adicional allí prevista, no cumplen con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. En efecto, esos planteos no constituyen una crítica concreta y razonada de la sentencia apelada pues la recurrente no rebate los fundamentos brindados por la Cámara en cuanto a que tal exclusión legal resulta inconstitucional por establecer un trato disímil infundado, violatorio del principio de igualdad. Por otro lado, los agravios que cuestionan la actualización mediante el índice RIPTE de la prestación prevista en el artículo 14, apartado 2, inciso a, de la ley 24.557 encuentran adecuada respuesta en el dictamen de referencia. Por último, en cuanto a los agravios referidos a la determinación de la incapacidad psicológica y la valoración de la prueba, asiste razón a la demandada ya que la sentencia resulta infundada, pues las manifestaciones del perito no resultan suficientes para validar la conclusión expuesta en el informe.


    Rastelli, Jorge Pedro c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26080/2013/1/RH1, 29 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Indemnización. Daños punitivos. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    En los casos en los que las sentencias emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre recursos extraordinarios previstos en el orden local, la tacha de arbitrariedad debe considerarse como particularmente restrictiva. En ese marco, el recurso extraordinario fue bien denegado pues las objeciones planteadas por la recurrente remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al remedio federal; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. A su vez, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y tiene por objeto corregir fallos cuyas deficiencias lógicas o total ausencia de fundamento normativo impiden considerarlos como sentencias fundadas en ley en los términos de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En conclusión, el a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Por último, la inteligencia del artículo 42 de la Constitución Nacional no guarda relación directa e inmediata con la materia del pleito, pues se trata de una situación regida por normas de inequívoca naturaleza no federal, cuya validez no fue cuestionada. La mera invocación de preceptos constitucionales no basta para la apertura de la instancia extraordinaria en los términos del artículo 15 de la ley 48.


    Teijeiro (o) Teigeiro, Luis Mariano c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A y G. s/ Abreviado - Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3846/2015/RH1, 03 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Accidentes de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Álvarez, Marcelo Andrés c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37328/2017/1/RH1, 13 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Álvarez, Mauricio Leonardo c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34466/2017/1/RH1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Empleo no registrado. Regularización del trabajador. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios traídos por el recurrente carecen de fundamentación suficiente en los términos del artículo 15 de la ley 48 pues, de acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.


    Arias, Gonzalo Guillermo c/ Comisión Administradora del Río de La Plata s/ Acción declarativa


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 87431/2016/1/1/RH1, 07 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Accidentes de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 37328/2017/1/RH1, "Álvarez, Marcelo Andrés c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - ley especial”.


    Ledesma, Susana del Carmen c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46082/2017/1/RH1, 21 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente de trabajo in itinere. Seguro. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios referidos a la determinación de la incapacidad y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Cabe señalar que no se encuentra en discusión la doctrina de la Corte sobre los límites de cobertura del contrato de seguros, sino el alcance de las obligaciones que surgen del propio contrato y su relación con la cuantificación del daño, extremos abordados y suficientemente fundados en la sentencia. El a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común y procesal aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Ledesma, Diego Marcelo c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47722/2014/1/RH1, 16 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Registro de la propiedad inmueble. Fallos de la Corte Suprema. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde recordar la reiterada jurisprudencia del Tribunal conforme a la cual los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales En el presente no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, toda vez que, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Barbieri de Lacquaniti, Catalina c/ Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90351/2012/1/RH1, 14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente in itinere. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado, pues los agravios referidos a la determinación de la incapacidad y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal que resultan materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En conclusión, la sentencia en crisis realizó una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de las pruebas producidas en el presente que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Velázquez, Lautaro Ezequiel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35648/2013/1/RH1, 06 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Indemnización. Impuesto a las ganancias. Cuestiones de competencia. Cuestiones procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso intentado es inadmisible, pues las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Ello sentado y hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco, por lo demás, se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Méndez, Fernando Aníbal (153961) c/ YKK Argentina S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 41844/2016/1/RH1, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Peaje. Aumento de tarifas. Impugnación de medidas cautelares. Ombudsman. Legitimación procesal. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FRE 11002690/2013/3/RH3, “Defensor del Pueblo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional – Secretaría de Transporte de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986".


    La primera cuestión a dilucidar es la legitimación procesal, por cuanto tal recaudo es ineludible para la existencia de un caso o controversia que habilite la intervención de un tribunal de justicia en los términos del art. 116 de la Constitución Nacional. En tal sentido, el Defensor del Pueblo de la Provincia carece de legitimación para cuestionar judicialmente actos emanados de una autoridad nacional, toda vez que su desempeño se encuentra limitado al control de la actividad administrativa de los órganos locales en defensa del interés de los habitantes de la provincia.


    Defensor del Pueblo de la Provincia del Chaco c/ Dirección Nacional de Vialidad y otro s/ Incidente


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1268/2016/1/1/RH1, 05 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 3203/2008/1/RH1, “González, Herminio L. y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía y otro s/ Programa de Propiedad Participada”.


    Ríos, César Domingo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Programa de Propiedad Participada


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3209/2008/3/RH1, 17 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Denegatoria del fuero federal. Competencia por la materia. Competencia por la persona. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales media denegación del fuero federal. Como lo tiene dicho reiteradamente la Corte, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda, y después, solo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. También ha dicho que, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Ante todo, la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima y en el segundo, en cambio, procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte y cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias. Por aplicación de tales principios, la inhibitoria es procedente y corresponde declarar la competencia del juez federal para conocer en la causa que tramita ante la justicia provincial, toda vez que concurren ambas situaciones. En tales condiciones, más allá de que la pretensión se funde en normas que, como la ley 24.240, integran el derecho común, lo medular de la cuestión planteada exige esencial e ineludiblemente interpretar el sentido y los alcances de dos leyes de naturaleza federal que se vinculan con la cuestión discutida en la causa y cuyo conocimiento está reservado a la justicia de excepción y excluido de la competencia de los tribunales locales. En suma, el juez federal es quien debe conocer en la causa, pues la cuestión central a decidir trae aparejada la competencia federal ratione materiae, improrrogable por su propia naturaleza, privativa y excluyente de los tribunales provinciales. Por otra parte, la competencia federal también corresponde en razón de las personas por la distinta vecindad de las partes litigantes. En tal sentido, la excepción al principio basal del fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes exige que el arraigo, derivado del establecimiento de una actividad permanente de la demandada en sede local, se encuentre inequívocamente demostrado, lo que no ocurre si la sede social se encuentra en jurisdicción de la Ciudad de Buenos Aires y la demandada no posee establecimiento ni sucursal alguna en la provincia. Ello no se ve modificado con la actividad de las concesionarias, en tanto resultan personas jurídicas autónomas y diferentes del fabricante, que ejercen la actividad por cuenta propia.


    Ford Argentina S.C.A. s/ Inhibitoria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15335/2017/1/RH1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución cambiaria. Pagaré. Sucesiones. Cuestiones de competencia. Sentencia arbitraria. Desestimación del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio de ese tenor o una efectiva privación de justicia de imposible reparación ulterior. No cabe tachar de arbitraria la decisión de los jueces de la causa que valoraron que el acreedor era un ex administrador de los bienes objeto de la sucesión en trámite y que el pagaré que pretende ejecutar en el marco de un proceso universal instado por los herederos, es un título autónomo que debía ser pagado en la Argentina y que se rige por lo dispuesto por el decreto ley 5965/63.


    Aranda, Carlos Aristóbulo c/ Herederos de Battel, Enrique Alberto s/ Ejecución cambiaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 468/2018/RH1, 11 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de inaplicabilidad de la ley. Medidas autosatisfactivas. Libertad de expresión. Censura previa. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El artículo 14 de la Constitución Nacional veda expresamente la censura previa. Por su parte, el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que el ejercicio del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores. El único supuesto de censura previa que admite es el de los espectáculos públicos "con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia". Además, la Corte Suprema en materia de libertad de expresión, a lo largo de su jurisprudencia estableció que toda restricción, sanción o limitación a la libertad de expresión debe ser de interpretación restrictiva, a la vez que señaló que toda censura previa que se ejerza sobre la libertad de expresión padece una fuerte presunción de inconstitucionalidad. La Corte Suprema sostuvo que su jurisprudencia es consecuente con el principio rector según el cual el derecho de prensa goza en nuestro ordenamiento jurídico de una posición privilegiada pues "la sociedad contemporánea respira a través de la información y de la comunicación". Indicó que, en ese contexto, "en un país donde rige ostensiblemente el dogma de la soberanía del pueblo, la censura no es solamente un peligro, sino un absurdo inmenso" y recordó que la prohibición a la censura previa solo podría ceder frente a supuestos absolutamente excepcionales. Finalmente, la Corte Suprema destacó que "en la ya señalada tarea de armonización de las garantías constitucionales cabe entender que la protección judicial del interés del menor debe estar estrictamente ceñida a lo que resulta indispensable, para evitar así una injustificada restricción de la libertad de prensa, ya que como esta Corte ha señalado, el derecho de prensa, reconocido como derecho de crónica en cuanto a la difusión de noticias que conciernen a la comunidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse únicamente por ley y su interpretación deba ser restrictiva. En conclusión, la sentencia del superior tribunal de la causa se basó en argumentos dogmáticos vinculados a la tutela de la intimidad de los menores y omitió analizar su afectación concreta en la causa y considerar aspectos fundamentales relativos al derecho a la libertad de expresión, por lo que el pronunciamiento apelado resulta descalificable como acto jurisdiccional sobre la base de la doctrina de arbitrariedad de sentencia. En este marco, el derecho de defensa de la recurrente fue vulnerado por el superior tribunal provincial al rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de la ley sobre la base de un razonamiento de excesivo rigor formal que no brinda respuesta suficiente a los agravios constitucionales de la demandada respecto de una decisión judicial adoptada inaudita parte, que implica una restricción de su derecho a expresarse libremente.


    L., M. G. c/ N., W. S. s/ Medida precautoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1799/2016/RH1, 12 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acciones de clase. Defensa del consumidor. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Gratuidad del procedimiento. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Además, la Corte Suprema señaló que "… la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo", que "... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. Finalmente, en la determinación de los mecanismos a través de los cuales se instrumentará la publicidad en los procesos colectivos se debe balancear, por un lado, el carácter esencial que reviste la adecuada notificación de los usuarios que puedan tener un interés en el resultado del litigio y, por el otro, el acceso a la justicia sin obstáculos de índole económica. Ello supone privilegiar la elección de mecanismos que articulen ambos extremos –amplia difusión y gratuidad- por sobre otros abiertamente más gravosos.


    Consumidores Financieros Asociación Civil p/ Su defensa c/ Telefónica Móviles de Argentina S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35632/2011/3/RH3, 05 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Vínculo filial. Prueba de la filiación. Prueba de ADN. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    C. A., D. c/ T., E. L. s/ Impugnación de filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91969/2015/1/RH1, 09 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Fallos: 332: 2815, "Benítez".


    El recurso fue bien denegado ya que los agravios planteados en el remedio federal que cuestionan la interpretación y el alcance del artículo 30 de la ley 20.744 remiten al estudio de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En ese sentido, la Corte Suprema sostuvo que no corresponde, en el marco de un recurso extraordinario, formular una determinada interpretación del artículo 30 de la ley 20.744, dado el carácter común que posee. Agregó que "Las cuestiones atinentes al derecho del trabajo, naturalmente, no flexibilizan esta regla: si la Corte Suprema "entrara a conocer el fondo de un litigio con el propósito de fijar la recta interpretación de la ley común aplicable y conseguir, por ese medio, la uniformidad jurisprudencial sobre el punto, en realidad so color de restablecer la igualdad constitucional supuestamente violada por fallos contradictorios de diversos tribunales del país sobre una misma cuestión en materia laboral, ejercería una facultad ajena al recurso extraordinario". En ese marco, el a quo realizó una interpretación posible de una norma de derecho común en función de las circunstancias del caso. Esta exégesis, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Bergonci, Ilda Leonor c/ YPF S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52304/2010/1/RH1, 20 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Desestimación del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Ha reiterado la Corte que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no constituyen sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que consientan su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal o una privación de justicia no susceptible de reparación ulterior. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por los litigantes. Por el otro, más allá de lo discutible que pueda resultar la resolución de la juzgadora, en un ámbito de eminente naturaleza fáctica y procesal, no se patentiza un gravamen concreto y actual de insusceptible reparación ulterior que permita equipararla a una decisión definitiva, puesto que no clausura la vía intentada ni cercena el acceso a la justicia y la compañía puede acudir a la jurisdicción de un juez determinado para seguir tramitando la pretensión. Así, la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente violadas ni por la supuesta arbitrariedad o gravedad institucional de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso. Respecto de la incidencia del domicilio de la recurrente, el Tribunal tiene reiterado que las sociedades anónimas que ejercen su actividad en una provincia se encuentran en la misma condición en la que puede hallarse un vecino de ella, ya que la actuación en una localidad, el conocimiento de sus circunstancias particulares, la valoración de los intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinado territorio. En ese entendimiento, no cabe establecer la vecindad de una sociedad en atención al domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio en el que se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio y, en el caso, no se discute que el lugar de cumplimiento de las obligaciones comprende dos o más jurisdicciones ni que la accionada posee una sucursal en Gualeguaychú, por lo que la actora estaba facultada para accionar en esa sede, sin que obste a ello lo expuesto por la demandada en orden a que el servicio es prestado por una compañía con domicilio en la ciudad de Buenos Aires. Por último, la Corte ha reiterado que la acumulación de los procesos por conexidad se funda en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría significar el dictado de pronunciamientos contradictorios, y que ella pierde el objeto práctico que la justifica si en uno de los procesos ya se expidió sentencia, aunque no conste que esté firme.


    Cablevisión S.A. c/ Asociación Protección de Consumidores del Mercado Común del Sur (Proconsumer) s/ Inhibitoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15712/2016/1/RH1, 17 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Derechos del consumidor. Defensa del consumidor. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Gratuidad del procedimiento. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Dictámenes de las causas CAF 1799/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento", COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos" y precedente registrado en Fallos: 338: 1344, "Consumidores Financieros".


    La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Corte Suprema señaló también que, "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos-, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. En virtud de lo anterior, la recurrente acreditó que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso por lo que debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    ACYMA Asociación Civil c/ Construdiseño S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7238/2014/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Dictámenes de las causas CAF 1799/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento", COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos" y precedente registrado en Fallos: 338: 1344, "Consumidores Financieros".


    La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Corte Suprema señaló también que, "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos-, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. En virtud de lo anterior, la recurrente acreditó que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso por lo que debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    ACYMA Asociación Civil por los Consumidores y el Medio Ambiente c/ Editando S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22744/2017/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Juicio ejecutivo. Relación de consumo. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 7461/2013/RH1, "Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros y Pensiones Militares c/ Córdoba, Luis Ricardo s/ Proceso de ejecución".


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La sentencia en crisis no coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia quedó sometido a la jurisdicción de la justicia federal de la provincia, en la que podrá ejercer las defensas procesales que considere conducentes.


    Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros y Pensiones Militares c/ Zanella, Carlos Alberto s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4524/2018/1/RH1, 28 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Víctima del accidente. Culpa de la víctima. Indemnización por muerte. Víctima menor de edad. Valor vida. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencias contradictorias. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Indemnización insuficiente. Revocación de sentencia. 


    Fundamento aparente. Afirmaciones dogmáticas. Acto jurisdiccional invalido. Precedente “Aquino”.


    En primer lugar, el a quo redujo sustancialmente los montos fijados en concepto de valor vida de la menor y daño moral de los accionantes sobre la base de argumentos contradictorios con los expuestos por el propio tribunal para confirmar la responsabilidad exclusiva de los demandados en el accidente automovilístico y, más grave aún, ajenos a los principios de la responsabilidad civil. La decisión del tribunal se basa, más allá de la invocación de fundamentos genéricos y dogmáticos, en la supuesta imprudencia de los padres por la falta de utilización de elementos de seguridad. En la cuantificación del concepto de valor vida, el tribunal asevera que los padres "permitieron la peligrosa ubicación de la niña". De la misma manera, al ponderar el daño moral, hace referencia a una "conducta imprudente de los progenitores quienes permitieron que la niña de sólo un año de edad viajara sentada en las faldas de su madre". Así, una vez concluido que la falta de uso de elementos de seguridad no guarda relación de causalidad con los daños reclamados y que los demandados deben responder en forma exclusiva por ellos, la consideración de esa supuesta imprudencia para cuantificar los daños resarcibles se aparta de los principios del Código Civil y de la Constitución Nacional que rigen la responsabilidad civil y la reparación del daño. En el sub lite, ante la inexistencia de relación causal entre la conducta de los padres y la producción del daño, la disminución drástica de las indemnizaciones fijados en concepto de valor vida y daño moral fundada en su imprudencia al permitir "la peligrosa ubicación de la niña" se aparta de los artículos 1068, 1078, 1083, 1084, 1111 y del Código Civil y del artículo 19 de la Constitución Nacional y no constituye más que un reproche moral que es ajeno a la jurisdicción del tribunal para decidir la responsabilidad civil. En efecto, esas normas previstas en el Código Civil, reglamentarias del principio constitucional alterum non laedere, consagran la reparación integral del daño, cuyo norte es procurar la justa reparación de todo perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria que afecte en forma cierta a otro en su persona, en su patrimonio o en sus derechos o facultades. En ese marco, la conducta de la víctima sin incidencia causal no puede menoscabar su derecho a ser resarcido en forma plena. Las razones otorgadas por el tribunal para realizar una sustancial reducción de la indemnización por incapacidad sobreviniente, no logran sustentar la exigencia constitucional de adecuada fundamentación. En este aspecto, el tribunal se limitó a describir genéricamente el daño sufrido por las víctimas, el carácter indiciario de los porcentuales de discapacidad fijados por los diferentes baremos, el salario y la edad, así como el nivel socioeconómico de las mismas, y concluyó que los importes fijados por ese concepto por la magistrada de grado "parecen abultados", por lo que resolvió otorgar unas sumas que calificó como "más equitativas y adecuadas a las particularidades señaladas". Sin embargo, no especificó el método utilizado para reducir los montos fijados en concepto de incapacidad sobreviniente. A ello cabe agregar que la sentencia de grado analizó, de manera detallada y en consonancia con los criterios expuestos por la Corte Suprema, no sólo la capacidad laboral de los actores, sino también diversos aspectos que se proyectan en su personalidad plena, en el aspecto individual como el social, detallando que los actores eran deportistas y tenían proyectos para realizar un emprendimiento familiar, todo lo cual se vio afectado producto de las graves lesiones y secuelas del accidente.


    G., G. O., C. P. A. y otros c/ C., E. O. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente tránsito c/ lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 80458/2006/1/RH1, 27 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Compañía Industrial Cervecera S.A. (CICSA) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1915/2016/20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Kronen Internacional S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4877/2015/20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1, “Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”.


    Banco Santander Río S.A. y otro c/ Rojas, Cintia Gabriela s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12085/2017/1/RH1, 06 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Ejecución hipotecaria. Mutuo hipotecario. Contrato de consumo. Relación de consumo. Consumidores. Ley de orden público. Mantenimiento del recurso. 


    Ha entendido la Corte Suprema que procede la vía extraordinaria cuando, pese a que el recurso se dirige contra resoluciones judiciales adoptadas en materia de competencia, se configura un supuesto de privación de justicia incompatible con la naturaleza de los derechos en juego de imposible o tardía reparación ulterior. En el marco de las relaciones de consumo, el consumidor se encuentra en una situación de subordinación estructural. Por tal motivo, con el fin de preservar la equidad y el equilibrio en estos contratos la legislación contempla previsiones tuitivas en su favor. En lo que aquí interesa, este principio protectorio quedó plasmado en el artículo 36 de la ley 24.240 que regula las operaciones financieras para consumo. De este modo, la resolución apelada desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos que contempla especialmente las desventajas que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. En este sentido, la efectiva vigencia del mandato que surge del artículo 42 de la Constitución Nacional requiere asegurar a los consumidores la posibilidad de obtener su eficaz defensa en las instancias judiciales, y ello no es posible si se les impone litigar ante los jueces extraños a los de su domicilio. Por lo demás, en cuanto a las cuestiones que se debaten en el sub lite referidas a la aplicación de la norma sobre competencia que contiene la Ley de Defensa del Consumidor, esta Procuración General precisó que la cuestión de competencia planteada en el marco de una ejecución con base en un contrato de mutuo hipotecario que incluía una cláusula de prórroga de jurisdicción se encontraba amparada por los principios previstos en la Ley de Defensa del Consumidor. Concretamente, que la cláusula debía ser interpretada en el sentido más favorable a la parte débil de la relación jurídica -el consumidor- de conformidad con los artículos 3 y 37 de la ley 24.240. En forma concordante, la Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la Ley de Defensa del Consumidor pues el carácter de las partes intervinientes en el negocio jurídico coincidía con la formulación normativa que corresponde a los sujetos de la relación de consumo. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el art. 36 de la ley 24.240, texto según ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones, el juez con jurisdicción sobre el domicilio real de la demandada". Finalmente, cabe destacar que se ha admitido la declaración oficiosa de incompetencia en pronunciamientos posteriores al invocado en la sentencia recurrida y que, además, ella resulta inexcusable en atención al orden público que involucra la protección de los derechos de consumidores y usuarios. También la Corte Suprema señaló que "un nuevo examen de la cuestión permite concluir que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en que resulta aplicable el art. 36 de la ley 24.240, texto según ley 26.361, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma (art. 65 de esa ley)".


    Banco Hipotecario S.A. c/ Iglesias, Gonzalo Martín y otro s/ Ejecución hipotecaria


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94442/2016/CS1, 13 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Limitada c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 781/2016,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Laboratorio Elea S.A.C.I.F.Y.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1477/2016,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5012/2015,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente – Acción civil”.


    López, Mario Alejandro c/ Horizonte Cía. Argentina de Seguros Generales S.A. y otros s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 55939/2012/1/RH1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente – Acción civil”.


    Marizza, Vanesa Noemí c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 93069/2016/1/RH1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Loma Negra C.I.A.S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa L. 238; L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Granja Tres Arroyos S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 425/2013/(49-G)/CS1, 04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 974/2018,19 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa G. 2462; L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen de la causa G. 57; L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad Buenos Aires c/ Chaco, Provincia del (Unidad De Gestión Provincial) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 735/2018,19 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 571/2018,15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Cuestiones procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso intentado es inadmisible, pues las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Ello sentado y hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco, por lo demás, se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Berterreche, Mauro Matías y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 80051/2015/CS1-CA1, 28 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    General Motors de Argentina S.R.L c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 546/2017,24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Procesos de ejecución. Derecho canónico. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Fallos: 314:1324, "Lastra".


    El artículo I del acuerdo celebrado con la Santa Sede no reconoce a la Iglesia la prerrogativa de regirse por su jurisdicción en materia educativa. En ese marco, es infundado el desplazamiento de la ley argentina que rige las obligaciones cambiarias, así como son inoponibles a los terceros de buena fe las restricciones a la suscripción de pagarés emergentes del derecho canónico, que, en todo caso, hacen a la organización interna del colegio. Bajo ese prisma, las facultades del representante legal del Colegio católico para administrar bienes y contraer obligaciones relativas a ese establecimiento educativo no se encuentran comprendidas en el ámbito de competencia reservado a la Iglesia por ese concordato y, por ende, son ajenas a la jurisdicción y a la aplicación del derecho canónico reconocidas a la Iglesia en su artículo I. De este modo, no corresponde acudir a las reglas de código canónico invocadas por el recurrente en función de ese instrumento internacional y la cuestión debe regirse por la ley cambiaria. Por otro lado, la determinación de las facultades de las autoridades religiosas vinculadas a la administración de bienes eclesiásticos destinados a la realización de sus fines espirituales específicos se encuentra dentro de la competencia de la Iglesia en los términos del Acuerdo celebrado entre la República Argentina y la Santa Sede y, por ende, sujetas a la jurisdicción eclesiástica y al derecho canónico, sin que los terceros -aún de buena fe- puedan cuestionar su oponibilidad, en la medida que no afecten principios de orden público del derecho argentino. En efecto, se encuentra comprendida en el artículo I del acuerdo celebrado con la Santa Sede la competencia de la Iglesia para determinar las facultades del párroco respecto de la asunción de obligaciones que comprometan el patrimonio de la parroquia destinado a la consecución de sus fines espirituales específicos en los términos del canon 1254 §2. Ello determina su jurisdicción y la aplicación del derecho canónico en la materia. En este marco, la inoponibilidad de las normas de derecho canónico pretendida por el ejecutante implicaría limitar los alcances de ese acuerdo, en desmedro de su objeto y fin, que comprenden la libre organización de la Iglesia y el libre ejercicio del culto.


    Peluffo, Diego Pedro c/ Colegio Santo Domingo de Guzmán - Obispado de Quilmes y otros s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3813/2006/CA1-CS1, 05 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Contrato verbal. Prestación de servicios. Cuestión de derecho común. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso resulta formalmente admisible pues, aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales, media denegación del fuero federal. Tiene dicho reiteradamente la Corte, que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda, y después, solo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. También ha dicho que, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.


    Zerdán Antonetti, Adriana Marcela c/ Amsterdam Salud S.A. y otro s/ Cobro de pesos/sumas de dinero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 11000025/2013/CS1, 04 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Quiebra. Nulidad procesal. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Si bien los pronunciamientos que decretan nulidades procesales no son, como principio, sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a esa regla general si lo resuelto ocasiona un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, resulta de imposible reparación ulterior; o cuando incurre en un rigor formal lesivo de la garantía de la defensa en juicio. Dicha situación excepcional se configura cuando la decisión apelada conlleva un perjuicio a la garantía de defensa en juicio, que se encuentra integrada por el derecho a una rápida y eficaz decisión Judicial. Asimismo, las cuestiones que se originan en torno a la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal no son, en principio, susceptibles de revisión por la vía extraordinaria federal. Sin embargo, corresponde hacer excepción a tal premisa cuando la sentencia apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La decisión apelada se fundó exclusivamente en la exigencia de patrocinio letrado prevista en el artículo 56 de Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, prescindiendo de articular esa disposición con las normas específicas del proceso falencial. En efecto, en el ámbito de los concursos y quiebras, el artículo 257 de la ley 24.522 dispone que "el síndico puede requerir asesoramiento profesional cuando la materia exceda de su competencia, y patrocinio letrado. En todos los casos los honorarios de los profesionales que contrate son a su exclusivo cargo". El tribunal resolvió el caso sobre la base de la ley local, sin efectuar ninguna referencia al artículo 257 de la ley 24.522, ni con relación a cómo debe ser interpretado e integrado con la ley local, ni a su incidencia concreta en el trámite del presente caso. Ello es más grave aún en atención a que el artículo 278 de la ley 24.522 prevé que las leyes procesales locales son de aplicación supletoria en los concursos y en las quiebras, lo que, al menos, ameritaba alguna fundamentación sobre la integración de ambos regímenes normativos. En segundo lugar, en un contexto normativo que admite diversas interpretaciones, es especialmente relevante que la sindicatura efectuó, en todas las instancias anteriores, diversas actividades procesales sin patrocinio letrado, sin que ello fuera observado por el juez de primera instancia ni por el tribunal de apelación, aún ante el pedido de desglose realizado por el Estado Nacional. El control de oficio de la actuación con patrocinio letrado está contemplado en la ley procesal local. En suma, el síndico intervino sin asistencia legal desde el inicio de las actuaciones y ello puede ser el resultado de la interpretación del artículo 257 de la ley 24.522 adoptada por ese órgano concursal y por los magistrados actuantes en las instancias anteriores, sin que la sentencia apelada haya realizado alguna referencia a la incidencia de esa norma en el caso. En ese marco, se entiende que la declaración de nulidad es excesiva. Por un lado, ella fue realizada de oficio, esto es, no respondió a un pedido de la parte. Si bien el tribunal apelado entendió que la falta de patrocinio pudo incidir en la suerte de las pretensiones de la sindicatura, no puedo dejar de ponderar que el propio síndico enfatiza que resultó parcialmente vencedor en sus pretensiones y que la circunstancia de haber carecido de asistencia jurídica no afectó su derecho de defensa. Por otro lado, el tribunal indicó sin mayor precisión que la falta de asistencia legal pudo afectar la adecuada prestación del servicio de justicia. En relación con ello la sanción de nulidad implica retrotraer a sus inicios un proceso que se encuentran en trámite desde el año 2005, donde se persigue la satisfacción de un crédito de naturaleza alimentaria y donde la falta de patrocinio letrado puede ser el resultado de la interpretación del artículo 257 de la ley 24.522 adoptada por el síndico y los magistrados actuantes en las instancias anteriores. De este modo, también convergen en el mantenimiento de las actuaciones procesales razones de orden público vinculadas con el derecho del recurrente a obtener una tutela jurisdiccional oportuna y efectiva (art. 18, Constitución Nacional y arts. 8 y 25, Convención Americana sobre Derechos Humanos), así como con la firmeza de los actos procesales y el principio de preclusión procesal. En el sub lite, esas razones priman por sobre la eventual afectación del servicio de justicia, máxime cuando el justiciable entiende que no padeció un perjuicio de esa índole. En conclusión, el pronunciamiento recurrido resulta descalificable en virtud de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, puesto que no constituye una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, lo que afecta los derechos y garantías reconocidos en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Frigorífico Mellino S.A. s/ Incidente de continuidad de la explotación (Artículo 189 Ley Concursos y Quiebras)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1689/2017/CS1, 29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Recursos



    



    Recurso extraordinario. Medidas para mejor proveer. Resoluciones judiciales. Garantías procesales. 


    Solicita medidas para mejor proveer.


    Contenidos Mediterráneos S.A. c/ Provincia de Córdoba s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 484/2016/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor proveer.


    La Voz del Interior S.A. c/ Provincia de Córdoba s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 551/2016/CS1, 18 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Gastos del proceso. Gratuidad del procedimiento. Derecho procesal. Derechos del consumidor. Ley de defensa del consumidor. 


    Remisión a los dictámenes de la Procuración General en las causas CAF 1799/2012/1/RH1 "ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento"; COM 38707/2007/1/RH1 "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    La Corte señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que " ...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, expuso que “... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos'" y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos, fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en, el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su defensa c/ Orbis Compañía de Seguros S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4328/2014/1/RH1, 14 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja. Queja por denegación del recurso extraordinario. Daños y perjuicios. Indemnización. Libertad de prensa. Libertad de expresión. Derecho a la privacidad. Derecho a la intimidad. Derechos personalísimos. Derechos y garantías constitucionales. 


    El recurso extraordinario interpuesto fue mal denegado. En efecto, los agravios de la recurrente suscitan cuestión federal toda vez controvierten la interpretación del alcance de las cláusulas constitucionales que garantizan la libertad de expresión y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la demandada fundó en ellas. Por otra parte, los agravios sustentados en la tacha de arbitrariedad, al estar inescindiblemente unidos a las cuestiones federales aludidas, deben ser tratados en forma conjunta. Por lo tanto, el recurso de queja es procedente. La libertad de expresión se encuentra especialmente protegida en nuestro ordenamiento constitucional. Sin embargo, el ejercicio de ese derecho constitucional no autoriza al desconocimiento del derecho a la intimidad, que también se encuentra consagrado en la Constitución Nacional y en instrumentos internacionales que tienen jerarquía constitucional. Por último, los agravios de la parte demandada vinculados con el monto indemnizatorio constituyen cuestiones de hecho y prueba ajenas al recurso extraordinario, sobre todo cuando aquellos sólo presentan una discrepancia con la evaluación del daño resarcible efectuada por la cámara y la sentencia apelada se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad.


    M., C. A. c/ Arte Gráfico Editorial Argentino y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34989/2011/1/RH1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Competencia provincial. Procesos de conocimiento. Acción meramente declarativa. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la Ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. Sentado lo anterior, conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La Corte reiteradamente ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia no sujeta, por si sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionados por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la Ley 48.


    Banco de Servicios Financieros S.A. c/ Municipalidad de Concordia s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1074/2015/1/RH1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia. Cuestiones de competencia. Medidas autosatisfactivas. Medida cautelar innovativa. Competencia federal. 


    En primer lugar, cabe recordar que la Corte ha sostenido que los pronunciamientos sobre cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria del Art. 14 de la Ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, entre ellas, cuando existe denegación del fuero federal. Corresponde señalar ante todo que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Edelap S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 77181/2017/CS1-CA1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja. Daños y perjuicios. Derechos y garantías constitucionales. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios vinculados con la atribución de responsabilidad por daños y perjuicios remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del Artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice para admitir el recurso por arbitrariedad cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por lo tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. Asiste razón a la recurrente al sostener que la cámara valoró erróneamente los incumplimientos de la empresa de gas para eximirla de responsabilidad. En ese sentido, el tribunal omitió considerar que la interpretación del alcance de la obligación de seguridad y la consecuente atribución de responsabilidad debe ser efectuada teniendo en cuenta el derecho a la seguridad previsto en la Constitución Nacional para los consumidores y usuarios, tal como lo expresó la Corte Suprema de Justicia de la Nación en "Ledesma". Allí, el tribunal puntualizó que la incorporación del vocablo seguridad en el Artículo 42 de la Constitución Nacional es una decisión valorativa "que debe guiar la conducta del Estado así como a los organizadores de actividades que, directa o indirectamente se vinculen con la vida o la salud de las personas" y "obliga a los prestadores de servicios públicos desempeñar conductas encaminadas al cuidado de lo más valioso que existe en ella: la vida y la salud de sus habitantes, ricos o pobres, poderosos o débiles, ancianos o adolescentes, expertos o profanos". También señaló que "los usuarios y consumidores son sujetos particularmente vulnerables a los que el constituyente decidió proteger de modo especial, y por lo tanto no corresponde exigirles la diligencia de quien celebra un contrato comercial”. Ello, especialmente en el marco de la responsabilidad objetiva prevista en el Artículo 40 de la Ley 24.240 que establece: "si el daño al consumidor resulta del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación del servicio, responderán el productor, el fabricante, el importador, el distribuidor, el proveedor, el vendedor y quien haya puesto su marca en la cosa o servicio. El transportista responderá por los daños ocasionados a la cosa con motivo o en ocasión del servicio. La responsabilidad es solidaria, sin perjuicio de las acciones de repetición que correspondan. Sólo se liberará total o parcialmente quien demuestre que la causa del daño le ha sido ajena”. No es ocioso señalar que la emanación de monóxido de carbono es un riesgo frecuente que debe ser contemplado por la empresa prestadora del servicio, de lo que da cuenta la Resolución de Enargas 1256/99 referido al Marco de Referencia Provisorio para la Revisión Periódica de Artefactos. Esta establece que, teniendo en cuenta la falta de idoneidad del usuario común para advertir el riesgo en el que puede llegar a encontrarse, las licenciatarias de distribución realizarán un muestreo representativo de las condiciones de los artefactos residenciales para obtener parámetros y confeccionar los procedimientos definitivos de prevención de accidentes por causa de emanaciones de monóxido de carbono.


    V., M. A. y otros c/ Gas Natural Ban S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65945/2011/1/RH1, 04 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Disolución del matrimonio. Divorcio. 


    Ha reiterado la Corte que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. También ha expuesto que las decisiones que admiten o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas y atañe al interesado, en su caso, poner de resalto la existencia de un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de imposible reparación ulterior, sin que la mera alegación de arbitrariedad supla la ausencia del recaudo. Procede recordar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad o gravedad de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Marti Coll, Carlos José c/ Snopek, María Eugenia s/ Divorcio - recurso de inconstitucionalidad interpuesto en Expediente n° C-113806/18


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2210/2018/RH1, 05 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Sustracción internacional de menores. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Restitución internacional de menores. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso resulta formalmente admisible pues, aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del Artículo 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los que, media denegación del fuero federal. Cabe señalar, como lo tiene dicho reiteradamente la Corte, que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda, y después, solo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. También ha dicho que, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Ante todo, conviene recordar que la competencia federal en razón de la distinta nacionalidad de las partes constituye un privilegio creado especialmente en beneficio del extranjero, que procede en aquellos casos en que éste es parte -siempre que se trate de una causa civil- ya sea que litigue contra un ciudadano argentino o contra una provincia, salvo renuncia explícita o prórroga de jurisdicción operada en la causa. Se opina que la distinta nacionalidad como fundamento de la procedencia del fuero de excepción, cede ante el principio del interés superior del niño, cuya salvaguarda exige contemplar la especial situación de los niños y niñas como participantes en los procesos y brindar herramientas diferenciadas y efectivas para asegurar una tutela judicial efectiva. Corresponde aplicar la regla de especialidad de la justicia dedicada a la solución de los conflictos familiares y, en consecuencia, rechazar la competencia del fuero federal para intervenir en el sub lite.


    K., K. J. c/ P., C. S. s/ Civil y comercial - varios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 36636/2018/CS1, 11 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Per saltum. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1246/2018/CS1, "P., M.M. s/ Inhibitoria".


    No se ha cumplido con el traslado a la contraparte impuesto legalmente, cuyo objeto es proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Sin embargo, el recurso debe ser rechazado sin más trámite, pues no se observan los requisitos que habilitan la procedencia de la instancia. En primer lugar, el recurso no fue planteado en una causa de competencia federal. Por otra parte, cabe recordar que la finalidad del recurso extraordinario por salto de instancia es prescindir del recaudo del tribunal superior en aquellas causas en que el recurso constituye el único remedio eficaz para la protección del derecho federal comprometido, a los fines de evitar perjuicios de imposible o insuficiente reparación ulterior, pero no faculta a la Corte Suprema a suplir la inexistencia de cuestión federal y el recurrente no acredita en el caso un supuesto de gravedad institucional.


    A., P. J. c/ P., M. M. s/ Per Saltum


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1284/2018/CS1, 09 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que la Nación es parte. Juicios contra el Estado. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa FRE 41000184/2006/1/RH1, "Recurso queja N° 1 - Vicentín S.A.I.C. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Civil y comercial - varios”.


    Vicentín S.A.I.C. c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo s/ Civil y comercial - varios


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 41000184/2006/CS1, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Deviene inoficioso expedirse en este recurso.


    Marcos Fernández S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64530/2017/CS1-CA1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios



    Base regulatoria. 


    La estimación propuesta por la interesada resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -Art. 29 de la Ley 20.305- conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles que consta.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Fernanda Laura Salem (idioma inglés)


    S 143/0,27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Fernanda Laura Salem (idioma inglés)


    S 143/1992/12 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Resoluciones judiciales


    Medidas para mejor proveer. 


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Aberasturi, Héctor Roberto y otros c/ Provincia de La Pampa s/ Demanda contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2148/2017/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen

  


  
    



    Capítulo XI


    Derecho Procesal Constitucional


    Accidentes de trabajo


    Sentencia arbitraria. Principio de congruencia. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte ha reiterado que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, salvo que mediare la denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación, tales como el desconocimiento de un privilegio federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. En este caso, no se deniega el fuero federal, en tanto el fallo apelado declina la competencia ordinaria del foro nacional en favor de los tribunales provinciales. Por lo demás, la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Barrientos, Diego Javier c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 88993/2016/1/RH1, 13 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


     


    



    Habilitación de instancia. Agotamiento de la instancia administrativa. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. Cabe recordar que la Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. En efecto, la sentencia apelada no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. Para más, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Colque, Natalia Soledad c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36242/2017/1/RH1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción civil


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/Asociart ART S.A. s/ Accidente - acción civil”.


    Galván, Jaqueline c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4601/2016/1/RH1, 22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción contencioso administrativa


    Municipalidad. Inspección municipal. Impuestos municipales. Impuesto sobre los ingresos brutos. Fallos de la Corte Suprema. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Es reiterada doctrina de la Corte que resulta necesario que el monto de la tasa y el costo del servicio guarden cierta relación, sin que ello deba interpretarse en el sentido de una equivalencia estricta, prácticamente imposible de establecer, a lo que agregó, con rotundidad, que "no se ha considerado injusto y se ha tenido más bien por equitativo y aceptable que para la fijación de la cuantía de la tasa retributiva de los servicios públicos se tome en cuenta, no sólo el costo efectivo de ellos con relación a cada contribuyente, sino también la capacidad contributiva de los mismos representada por el valor del inmueble o el de su renta, a fin de cobrar a los menos capacitados una contribución menor que la requerida a los de mayor capacidad, equilibrando de ese modo el costo total del servicio público". Esta doctrina de la Corte no hace más que reflejar las consecuencias jurídicas de la decisión financiera adoptada por el legislador quien, al estimar oportuno brindar un determinado servicio y frente a la necesidad de prever la manera en que éste ha de financiarse, al apreciar la característica de su divisibilidad -que permite individualizar a cada uno de sus recipiendarios-, optó por solventarlo mediante una tasa, descartando así los demás recursos financieros a su alcance (endeudamiento, ingresos patrimoniales, otro tipo de tributo). De tal forma, es el propio legislador quien, en el origen de la obligación, liga la recaudación del tributo a la financiación de un servicio, por lo que mal puede pretender que aquélla, apreciada globalmente, sobrepase con exceso el costo de la prestación. Ello no implica necesariamente, desde la posición individual de los contribuyentes a quienes el servicio les ha sido prestado, que la cuota individual con la que cada uno ha de concurrir al sostenimiento de ese determinado gasto público deba tener una estricta equivalencia con lo que le cuesta al Estado prestar el servicio en cuestión a ese contribuyente en concreto, puesto que el coste global del servicio no sólo puede distribuirse proporcionalmente entre ellos, sino que es susceptible de hacerse de acuerdo con criterios de capacidad contributiva. La valoración realizada por la sentencia recurrida no se adecua a la doctrina de la Corte expuesta en el punto anterior, puesto que el demandado no ha demostrado que el producido de la tasa guarde proporción con el costo total del servicio de inspección de seguridad, higiene y salubridad que estimó necesario llevar a cabo, y para el cual previó su retribución por la tasa cuyo pago aquí se cuestiona. En efecto, si bien el Municipio informó los importes recaudados en concepto de tasa de inspección, seguridad e higiene durante los períodos de este juicio, lo que le impidió explicitar la preceptiva correlación entre la recaudación total por la tasa y el coste global del servicio a prestar. Tal carencia resulta fatal para su derecho, máxime cuando la Corte ha indicado con meridiana claridad que la carga de probar el costo del servicio prestado por el Municipio no puede imponerse al contribuyente. La omisión de la sentencia recurrida en advertir esa falta del Municipio demandado la vicia como acto jurisdiccional válido, toda vez que no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. C/ Municipalidad de Quilmes s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1533/2017/RH1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 1217/2017/CS1, “Torres, José y otro c/ Barrick y/o Minero Gold S.R.L. s/ Amparo (incidente de inhibitoria)”.


    Estado Nacional – Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable c/ Minería Argentina Gold S.R.L. s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20733/2017/CA1-CS1, 02 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por denegación del recurso extraordinario. Gravamen irreparable. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina de la Corte que la índole excepcional del amparo, en tanto constituye un proceso reservado para aquellas situaciones extremas en las que la carencia de otras vías legales aptas para zanjarlas puede afectar derechos constitucionales. Su viabilidad requiere circunstancias muy específicas, caracterizadas –entre otros- por la existencia de un daño concreto y grave, que sólo pueda eventualmente ser reparado acudiendo a esta acción urgente y expedita. La Corte destacó que resulta particularmente necesario que, al interponer el recurso extraordinario, el apelante demuestre la existencia de un requisito indispensable para su procedencia: que la decisión impugnada posee carácter “definitiva”, en el sentido de que el agravio alegado es de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior, precisamente porque no habría posibilidad en adelante para volver sobre lo resuelto. No habiendo probado la amparista que la apelada es la sentencia definitiva a la que alude el art. 14 de la ley 48, el recurso extraordinario ha sido bien denegado, toda vez que, según asentada doctrina de la Corte, la invocación de arbitrariedad o de agravios constitucionales no suple la ausencia de tal requisito.


    Flores, José Antonio c/ AFIP - DGI s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7761/2016/2/RH1, 20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Declaración de inconstitucionalidad. Universidades nacionales. Extranjeros. Control de constitucionalidad. Igualdad ante la ley. 


    Mediante la resolución 7349/13 dictada por el Consejo Superior se aprobó el Reglamento del Programa de Estudios de la UBA en establecimientos del Servicio Penitenciario Federal (Programa UBA XXII), cuyo art. 19 dispone que los aspirantes extranjeros deben cumplir los requisitos establecidos por la resolución (CS) 3836/11. Este último ordenamiento, por su parte, aprobó el Régimen de Admisión de Estudiantes Extranjeros e Internacionales para el nivel de grado y en su anexo 1, art. 6°, establece que para realizar una carrera de grado en la UBA el aspirante extranjero debe presentar en el Ciclo Básico Común el documento nacional de identidad argentino o un documento del país de origen que acredite su identidad. Seguidamente, dispone que "para obtener el alta definitiva como estudiantes, aquellos que no hubieren presentado el documento nacional de identidad argentino al momento de su ingreso deberán presentarlo en la Unidad Académica en la que formalice su inscripción, antes de transcurridos dos cuatrimestres a partir del ciclo lectivo en el que ingresa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 de la Ley N° 25.871". A su vez, dicho art. 7° determina que en ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, sea público o privado; nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. De la reseña que antecede relativa al control de se desprende una primera constitucionalidad que corresponde efectuar con respecto a la norma que impide al actor inscribirse en la carrera de Sociología. Se advierte que, si bien el pasaporte puede resultar suficiente para que los aspirantes extranjeros se inscriban al iniciar el Ciclo Básico Común (CBC), lo cierto es que dicha documentación no los habilita a cursar la carrera elegida, pues la reglamentación exige que, dentro de un plazo determinado, el aspirante presente el documento nacional de identidad argentino, que es el único que le permite obtener el alta definitiva como estudiante. Por tal motivo, las cuestiones planteadas en autos no pueden dilucidarse efectuando una interpretación -ya sea amplia o restrictiva- del art, 6°, anexo I, de la resolución (CS) 3836/11 en cuanto les permite inscribirse con un "documento del país de origen que acredite su identidad", sino que es menester efectuar un examen de la validez de la norma que cercena la posibilidad de continuar cursando la carrera elegida a aquellos estudiantes extranjeros que no presentan el documento nacional de identidad argentino en el plazo estipulado, Sentado lo anterior, cabe recordar que la Corte ha establecido que, a fin de abordar la cuestión relativa al derecho a la igualdad contenido en el art. 16 y en los tratados internacionales con jerarquía constitucional según lo prescripto en el art 75, inc. 22, de la Constitución Nacional, se debe tener particularmente presente que el derecho genérico de las personas a ser tratados de modo igual por la ley no implica una equiparación rígida entre ellas, sino que impone un principio genérico que no impide la existencia de diferenciaciones legítimas. La igualdad establecida en la Constitución no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que en iguales circunstancias se concede a otros. El criterio de distinción no debe ser arbitrario o responder a un propósito de hostilidad a personas o grupos de personas determinados, o tratar desigualmente a personas que están en circunstancias de hecho esencialmente equivalentes El Alto Tribunal también ha complementado el principio de igualdad mediante la aplicación de un examen más riguroso cuando se trata de clasificaciones basadas en categorías o criterios llamados "sospechosos", tales como la raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, pues se trata de categorías que no pueden ser empleadas para efectuar distinciones, máxime a partir del otorgamiento de jerarquía constitucional a diversos tratados internacionales sobre derechos humanos. Procede recordar que el derecho de aprender que la Constitución y los pactos internacionales amparan no sufre mengua alguna por el hecho de que una razonable reglamentación condicione su disfrute a la observancia de pautas de estudio y de conducta a las que el titular de aquél debe someterse. En la especie, el requisito impuesto por las autoridades universitarias en función del marco normativo vinculado a la acreditación de la identidad -y que implica un cierto grado de arraigo- no parece irrazonable ni una exigencia injustificada si se tiene en cuenta que lo que se encuentra en juego es el acceso a las ofertas educativas que permitan a los aspirantes formarse, capacitarse y obtener el título universitario que los habilite a ejercer una profesión. No obsta a lo expuesto lo resuelto por la Corte en el precedente publicado en Fallos: 330: 3853, toda vez que allí se declaró la inconstitucionalidad de un precepto que, para acceder a una pensión por invalidez, exigía un requisito mucho más gravoso a los extranjeros en cuanto a la residencia mínima continuada en el país, mientras que en el sub lite las normas aplicables en lo que atañe a la acreditación de la identidad precisamente no efectúan distinción alguna entre nacionales y extranjeros, ni entre las personas privadas de su libertad y aquellas que no lo están. La reglamentación impugnada no vulnera el derecho a la educación ni puede ser tachada de discriminatoria (arts. 14 y 16 de la Constitución Nacional), pues no requiere una exigencia diferente o más gravosa al extranjero con relación al nacional que aspira a obtener el alta definitiva como estudiante de una carrera que se ofrece en el marco del programa denominado UBA XXII, sino que, en razón de la situación en que se encuentra el actor por motivos que exceden el ámbito universitario, no le resulta posible cumplir uno de los requisitos, cual es la presentación del documento nacional de identidad.


    Costa Ludueña, Peter Harry c/ Universidad de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31235/2016/CS1-CA1, 29 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4851/2015/RH1, "Unión Cívica Radical de la Provincia de Santa Cruz y otros c/ Estado de la Provincia de Santa Cruz s/ Amparo".


    Unión Cívica Radical de la Provincia de Santa Cruz y otros c/ Estado de la Provincia de Santa Cruz s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 43/2016/RH1, 21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Sistema electoral. Ley de lemas. Gobernador. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Cuestión de derecho público local. Cuestión no federal. Discrepancia del recurrente. 


    Art. 122 de la Constitución Nacional.


    A fin de verificar las condiciones requeridas para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que resulta ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público provincial, porque son privativas de los tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo en los supuestos de arbitrariedad. De acuerdo con el art. 122 de la Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas. Establecen su régimen electoral, eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, "sin intervención del gobierno federal". En este precepto, la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir las formas en que las provincias organizan su vida autónoma. Sin embargo, la Constitución Nacional, que garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones, el ejercicio de ellas y la elección de sus autoridades, sujeta a aquéllas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno, impone su supremacía sobre las constituciones y leyes locales y encomienda a la Corte el asegurarlo como custodio de la Ley Suprema. Pero esta intervención está limitada a los casos en que, frente a un evidente y ostensible apartamiento del sentido de las normas de derecho público local, quedan lesionadas instituciones fundamentales de los ordenamientos provinciales que hacen a la esencia del sistema representativo y republicano que las provincias se han obligado a asegurar. Sólo ante situaciones de excepción, la actuación del Tribunal federal no avasalla las autonomías provinciales, sino que procura la perfección de su funcionamiento asegurando el acatamiento a aquellos principios superiores que las provincias han acordado respetar al concurrir al establecimiento de la Constitución Nacional. Sobre tales bases, el recurso extraordinario interpuesto es inadmisible, ya que por su intermedio la recurrente pretende que la Corte revise una sentencia del tribunal superior provincial acerca de una materia que integra el derecho público local, cual es el sistema o régimen electoral establecido para la elección de gobernador y vicegobernador. En el caso, no se ha configurado una cuestión federal que autorice a la Corte a intervenir en una decisión referida al procedimiento y sistema electoral escogido por una provincia para la elección de gobernador y vicegobernador que el art. 122 de la Constitución Nacional confía a las autonomías provinciales. Tal conclusión no se ve alterada por los planteos introducidos por la apelante en el recurso extraordinario vinculados a la afectación del sistema representativo y republicano de gobierno, o de la garantía de igualdad del voto consagradas en la Constitución Nacional, pues estos argumentos carecen de relación directa e inmediata con la cuestión litigiosa ventilada en el sub lite y con las normas que regulan su solución. En este sentido, no basta la mera invocación del desconocimiento del régimen representativo y republicano de gobierno para configurar una materia federal apta para ser considerada y decidida mediante la vía del art. 14 de la ley 48. Ello es así pues, como ha señalado la Corte, el juicio definitivo de toda elección popular llevada a cabo en el ámbito de los estados locales concluiría naturalmente bajo el control de la Corte, lo que daría lugar a que la decisión final sobre la designación de las autoridades provinciales estuviera en manos del Gobierno Federal, vaciando de todo contenido institucional a la cláusula estructural sentada en el art. 122 de la Carta Magna. Así, los defectos hermenéuticos que sostienen el planteo de la actora no alcanzan el estándar definido por la Corte para dar lugar a un supuesto de inequívoco carácter excepcional como es la arbitrariedad con arreglo al cual se debe demostrar que la equivocación del pronunciamiento impugnado es tan grosera que aparece como algo inconcebible dentro de una racional administración de justicia, situación que, no ha sido acreditada.


    Unión Cívica Radical de la Provincia de Santa Cruz y otros c/ Estado de la Provincia de Santa Cruz s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4851/2015/RH1, 21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de inconstitucionalidad


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505; L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 C:PCCN)”; CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2359/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de repetición. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 107/2013 (49-B), "Buasso, Martín Luís c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ordinario".


    Telenco S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2046/2016,17 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de repetición


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1876/2017, "Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". 


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2465/2018,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de certeza


    Impuestos sobre los ingresos brutos. Recaudación de impuestos. Causas en que es parte una provincia. Admisibilidad del recurso. 


    En lo relativo a la procedencia formal de la acción declarativa, no es ocioso recordar que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental. La postura de la demandada es inaceptable, pues si bien es cierto que una parte de la actividad de la actora se desarrolla dentro de su territorio, no menos cierto es que otra porción de esa actividad se desarrolla no sólo a extramuros de sus límites físicos sino, incluso, fuera del país. De esta forma, resulta evidente que su pretensión de computar el precio íntegro de los pasajes internacionales en la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos de la Provincia de Buenos Aires no refleja adecuadamente el quantum de la actividad efectivamente desarrollada dentro de su territorio e implica, por ende, un inaceptable desborde de los límites territoriales de su poder de imposición. En nuestro país se han arbitrado dos mecanismos de coordinación financiera interjurisdicional; uno, de sentido vertical, es el de coparticipación federal, que vincula a la Nación y a las provincias, para disciplinar el ejercicio de sus respectivas atribuciones, especialmente en el amplio campo en el cual son concurrentes y para evitar superposiciones impositivas. Y el otro, de sentido horizontal, es el Convenio Multilateral para evitar que sus respectivos impuestos sobre los ingresos brutos, en los casos de actividades interjurisdiccionales, graven más de una vez la misma materia imponible. En el específico tributo que atañe al presente caso, la ley convenio define que el impuesto sobre los ingresos brutos recaerá sobre el ejercicio de actividades empresarias y se determinará "sobre la base de los ingresos del periodo". Ahora bien, cuando esa actividad es ejercida por un mismo contribuyente en una, varias o todas sus etapas en dos o más jurisdicciones, y sus ingresos brutos provienen de un proceso único e económicamente inseparable, ellos deben atribuirse conjuntamente a todas ellas por medio del mecanismo previsto en el Convenio Multilateral. No se me escapa que, el 100% del precio de los pasajes y fletes percibidos o devengados se asignan a la jurisdicción de "origen del viaje". Empero, ello que no desvirtúa mi razonamiento, toda vez que este criterio resulta de aplicación únicamente para repartir base imponible cuando ese transporte interjurisdiccional se realiza entre dos o más jurisdicciones adheridas al Convenio. Cabe recordar, en este punto, que el ordenamiento vigente en el país admite que las provincias puedan restringir convencionalmente el ejercicio de sus poderes impositivos mediante "acuerdos entre si y con la Nación", por lo cual pueden resignar la base imponible que les corresponde en aras de evitar la doble o múltiple imposición. Pero ese criterio de distribución, pactado entre jurisdicciones que ostentan sustento territorial para exigir el pago del impuesto sobre los ingresos brutos, no puede ser desvirtuado en su esencia para justificar una indebida extensión de la potestad tributaria local más allá de sus límites físicos, en aras de gravar actividades realizadas fuera del país.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 278/2014/(50-A)/CS1, 04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1709/2017, “Millán S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Frigorífico Forres – Beltrán S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2153/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 390/2017, “Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 546/2017, “General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2157/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017, "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. 


    



    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2193/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017, "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. 


    Petroken Petroquímica Ensenada S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2194/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 390/2017, “Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 546/2017, “General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2206/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 948/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    YPF S.A. c/ Chaco, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 237/2016,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1429/2017, "FCA Automobiles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza". 


    Solidez - Empresa Federal de Alta Complejidad Médica S.A. c/ Santa Fe , Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 137/2018,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3992/2015,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    R.P.B. S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1790/2016,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Minería. Productos mineros. Política ambiental. Principio precautorio. Derecho a un medio ambiente sano. Protección del medio ambiente. Principio de legalidad. 


    En primer lugar, la provincia de Córdoba dictó la ley 9526 en ejercicio de sus facultades ambientales y, más precisamente, a fin de completar las normas nacionales que protegen el ambiente en el desarrollo de la actividad minera, sin alterar las competencias ejercidas por el Estado Nacional para dictar los códigos de fondo en los términos del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. La ley 9526 adoptó diversas medidas a fin de tutelar el medio ambiente y, en particular, los cursos de agua, previniendo daños irreversibles. Así, la provincia de Córdoba, a través de la ley 9.526, ha ejercido sus facultades constitucionales para complementar y establecer mayores exigencias o requisitos en materia ambiental que los previstos por la legislación nacional aplicables en la especie. Los agravios de las recurrentes basados en las diferencias entre las leyes nacionales que establecen los presupuestos mínimos de protección ambiental y la ley local no son suficientes para mostrar su invalidez constitucional. En efecto, el principio que regula el reparto de competencias en materia ambiental es el de complementariedad, pues apunta a la optimización de la tutela ambiental en resguardo de las características específicas, geográficas, climáticas, poblaciones y socioculturales del entorno provincial. En este sentido, no se encuentra controvertido que las medidas implementadas por la ley local maximizan la protección ambiental establecida por las leyes 24.585 y 25.675, por lo que el artículo 41 de la Constitución Nacional no se encuentra vulnerado. Por otro lado, el ejercicio de competencias ambientales realizado por la provincia de Córdoba a través de la ley 9.526 no avanza sobre las facultades exclusivas del Congreso de la Nación para dictar el Código de Minería. No puede obviarse que, en un régimen federal, conviven diversas regulaciones sobre una misma materia; en el caso, el propio artículo 233 del Código de Minería, prevé que los mineros se encuentran sujetos a las reglas vinculadas a la conservación del ambiente dictadas por la Nación y por las provincias en los términos del artículo 41 de la Constitución Nacional. Tampoco los accionantes han demostrado que la norma cuestionada obstaculice la regulación prevista en el código de fondo sobre los derechos, obligaciones y procedimientos referentes a la adquisición, explotación y aprovechamiento de las sustancias minerales. Al respecto, la Corte Suprema ha destacado que el ejercicio por las autoridades locales de las facultades de poder de policía sólo puede considerarse incompatible con las ejercidas por las autoridades nacionales cuando, entre ambas, medie una repugnancia efectiva, de modo que el conflicto devenga inconciliable. En el marco de esta acción declarativa, las impugnantes se han limitado a realizar afirmaciones dogmáticas, sin puntualizar y, menos aún, acreditar la existencia de una incompatibilidad de esa índole. En lo que atañe a la regulación del medio ambiente en materia de minería nuclear cabe arribar a idénticas conclusiones. Ello pues, el artículo 205 del Código de Minería, prevé que la exploración y explotación de esos minerales se regirán por las disposiciones de ese cuerpo legal referidas a las minas de primera y segunda categoría, en todo lo que no se encuentre modificado en ese título. De la lectura de ese título no se advierte contradicción alguna con el artículo 233 citado supra, por lo que resulta plenamente aplicable lo allí dispuesto en cuanto a la sujeción de la actividad minera a las normas ambientales que se dicten conforme los términos del artículo 41 de la Constitución Nacional. Tampoco en este aspecto las recurrentes lograron acreditar una interferencia concreta con la política nuclear fijada por el Estado Nacional. Al respecto, las apelantes no individualizaron cuáles son las minas de minerales nucleares que deberían cesar su actividad a partir de la sanción de la norma, ni han demostrado que los proyectos, reactores y equipos de medicina nuclear que supuestamente se verían afectados por la ley impugnada se hallen efectivamente abastecidos por minerales provenientes de la provincia de Córdoba. En segundo lugar, y en el marco de la acción declarativa entablada, las recurrentes no han demostrado que la ley 9.526 haya restringido, en forma irrazonable, sus derechos de trabajar y ejercer toda industria lícita, así como con su derecho de propiedad, previstos en los artículos 14 y 17 de la Constitución Nacional. Por su lado, las recurrentes si bien cuestionaron el alcance de la medida, no acreditaron la existencia de otros medios que sean idóneos y eficaces para evitar la lesión de esos bienes comunes y de los derechos fundamentales en juego. En ese contexto, la medida adoptada por la ley cuestionada es coherente con los principios de prevención del daño, precaución y sustentabilidad, que guían el derecho ambiental y se encuentran prescriptos en el artículo 4 de la Ley General del Ambiente 25.675. Tales principios deben imperar ante la creación de un riesgo con efectos desconocidos y, por lo tanto, imprevisibles. La Corte Suprema enfatizó que, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención del daño futuro. Todas estas consideraciones deben conjugarse con el principio según el cual la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal constituye la última ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior. Esa situación excepcional no se configura en el caso, en especial, si se pondera que la finalidad de la norma es resguardar derechos que cuentan con especial tutela constitucional, como el derecho al medio ambiente sano y equilibrado y el derecho al agua y que las actoras no demostraron de manera suficiente los agravios invocados.


    CEMINCOR y otro c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1666/2016/RH1, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recursos naturales. Política de recursos naturales. Dominio del Estado. Dominio originario. Impacto ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Cuencas hídricas. Ley general del ambiente. Ley de protección ambiental de los bosques nativos. División de poderes. Distribución de competencias. 


    Resolución 1238/11. Resolución 1149/11. Art. 41 de la Constitución Nacional. Decreto 1919/06. Estatuto del Río Uruguay. Comisión Administradora del Rio Uruguay. Ley 25.688.


    Si bien la obra proyectada se realizaría sobre recursos hídricos que nacen y concluyen dentro del territorio de la provincia actora, lo cierto es que las autoridades nacionales resultan competentes para adoptar un temperamento protector del medio ambiente en ejercicio de facultades precautorias ante una situación de peligro como la que se presenta en el sub lite, en razón de que, según surge de los estudios interdisciplinarios realizados, las aguas que serán afectadas por las obras conforman la Cuenca Hídrica Ayuí Grande-Río Miriñay-Río Uruguay, siendo este último de carácter internacional. Ello es así, pues la titularidad de los recursos naturales que contempla el art. 124 de la Constitución Nacional a favor de las provincias no puede impedir ni obstaculizar el ejercicio de la jurisdicción que corresponde al Estado Nacional en materia ambiental, cuando se trata de un recurso interjurisdiccional e indivisible que se extiende más allá de la frontera provincial. La Corte ha dicho que la concepción misma de la cuenca hídrica es la de unidad, en la que se comprende al ciclo hidrológico en su conjunto, ligado a un territorio y a un ambiente en particular. Se entiende por cuenca hidrográfica el espacio geográfico delimitado por la línea divisoria de las aguas que fluyen hacia una salida o depósito común. La cuenca hidrográfica es el eje de la acción a cargo del Organismo de Cuenca. Asimismo, señaló que las cuencas son ámbitos físicos dentro de los cuales los distintos usos y efectos de los recursos hídricos y los demás recursos naturales son naturalmente interdependientes y por tal motivo deben ser usados y conservados de manera integrada. Desde otra perspectiva, la Secretaría y la Jefatura de Gabinete no dispusieron la paralización de las obras proyectadas ni se pronunciaron acerca de la legitimidad de los actos provinciales de aprobación o la concesión del uso de las aguas, sino que se limitaron a establecer la incompatibilidad del emprendimiento con las obligaciones internacionales asumidas por el Estado argentino en materia ambiental, con fundamento en que las autorizaciones fueron otorgadas por los órganos locales sobre la base de un estudio que contiene datos que parecerían cuestionables y con impactos previstos que serían inexactos, omitiendo ponderar además que las obras tendrán un impacto negativo múltiple sobre un ecosistema que constituye una unidad ambiental y trasciende los límites de la provincia y aun los de la República Argentina. En efecto, de los informes técnicos elaborados en el ámbito de la demandada se desprende claramente la necesidad de adoptar una perspectiva que considere al agua como un soporte vital e inescindible del ambiente, como así también que el proyecto productivo producirá una afectación relevante por los residuos peligrosos que derivan del uso de fertilizantes y agroquímicos utilizados en el cultivo del arroz, por las alteraciones que produce la inundación de grandes extensiones de bosques nativos, por la pérdida de la diversidad biológica y de especies migratorias, por la desaparición de humedales, por la disminución del caudal en el Arroyo Ayui Grande-Río Miriñay, por la afloración indiscriminada de algas a causa del vuelco artificial de nutrientes, entre otras consecuencias. Por lo demás, las resoluciones impugnadas de ningún modo excluyen la posibilidad de que, eventualmente, se adopte una decisión definitiva con respecto al "Proyecto Productivo Ayuí Grande" a partir de una adecuada relación de coordinación entre las autoridades nacionales, locales, de la CARU y del COFEMA, tornando operativo de este modo el sistema federal constitucional. Ello es así, por cuanto debe tenerse en cuenta que no es posible tratar la cuestión en debate como si únicamente estuviera en juego la gestión de las aguas consideradas como recurso natural en los términos del art. 124 de la Constitución Nacional, sino que la solución del conflicto requiere un análisis interjurisdiccionalidad y de una los actuación acorde a la recursos hídricos que se afectarían y a la circunstancia de que conforman un ecosistema integrado. En este sentido, la Corte sostuvo que el ambiente es un bien colectivo, de pertenencia comunitaria, de uso común e indivisible, calificación que cambia sustancialmente el enfoque del problema cuando son múltiples los afectados y comprende una amplia región. Asimismo, expresó que la regulación jurídica del agua ha cambiado sustancialmente en los últimos años basándose en un paradigma eco-céntrico o sistémico, y no tiene en cuenta solamente los intereses privados o estaduales, sino los del mismo sistema, como bien lo establece la Ley General del Ambiente y sostuvo que la protección del agua es fundamental para que la naturaleza mantenga su funcionamiento como sistema y su capacidad de resiliencia. No se advierte la existencia de una invasión concreta por parte del Estado Nacional en la esfera de injerencia de la provincia actora, puesto que aquél se circunscribió a efectuar una declaración en ejercicio de atribuciones que le incumben en materia ambiental por encontrarse comprometida una cuenca hídrica de carácter interjurisdiccional que trasciende incluso los límites de la República Argentina, de conformidad con el principio precautorio y produce una obligación de previsión extendida y anticipatoria a cargo del funcionario público. Al respecto, la Corte tiene dicho que la aplicación de este principio implica armonizar la tutela del ambiente y el desarrollo, mediante un juicio de ponderación razonable. Por esta razón, no debe buscarse oposición entre ambos, sino complementariedad, ya que la tutela del ambiente no significa detener el progreso de la economía regional en el caso, sino por el contrario, hacerlo más perdurable en el tiempo de manera que puedan disfrutarlo las generaciones futuras. Finalmente, tampoco resultan procedentes los argumentos esgrimidos por la actora en cuanto a que no se le permitió exponer, en sede administrativa, las razones de su decisión, ni ofrecer y producir prueba, ni controlar la prueba producida, o presentar alegatos. Al efecto, la Secretaría inició las actuaciones que dieron origen al dictado de la resolución 1238/11 al tomar conocimiento del proyecto de construcción de la represa y, a fin de expedirse acerca de su viabilidad, debió promover la acción de amparo a la que se aludió ante la omisión de la propia provincia, quien se habría negado en un principio a entregar los antecedentes e informes relacionados con dicha obra, amparo en el que la provincia pudo expresar argumentos y defensas. En estas condiciones, el Estado Nacional se encontraba obligado a resguardar su responsabilidad en lo que atañe a la conservación del ecosistema sobre el que incidiría el proyecto, lo que requería una actuación inmediata en cumplimiento de obligaciones propias de tutela y en su carácter de parte en acuerdos internacionales en vigor relativos al aprovechamiento de los recursos hídricos compartidos a lo que se suma que la provincia tuvo oportunidad, además, de expresar sus argumentos al tiempo de impugnar, administrativa y judicialmente, los actos de las autoridades nacionales. No obstante ello, la medida que adoptó el Estado Nacional sobre la base de la información suministrada por la provincia y por los organismos técnicos que actuaron en el orden nacional, de ningún modo impide la participación de las autoridades locales, de la CARU y el COFEMA, en la oportunidad y con el alcance que correspondan. Tiene dicho el Tribunal, que el sistema federal importa asignación de competencia a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica subordinación de los estados particulares al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidos al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar, para la consecución eficaz de aquel fin; no debe verse aquí un enfrentamiento de poderes, sino unión de ellos en vista a metas comunes.


    Corrientes, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 660/2012/(48--C)/CS1, 28 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Estado de incertidumbre. Sociedades comerciales. Inscripción de sociedades. Interpretación de la ley. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. 


    Ley 19.550. Ley 6.723.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Constitución Nacional. El diseño del sistema federal previsto en la Constitución Nacional reconoce la preexistencia de las provincias y la reserva de todos los poderes que éstas no hubiesen expresamente delegado en el gobierno central, a la vez que exige aplicar estrictamente la preeminencia de los poderes federales en las áreas en que la Ley Fundamental así lo estableció. En el marco de estos principios, la Corte ha resaltado que los poderes de las provincias son originarios e indefinidos y los delegados a la Nación son definidos y expresos, pero aquellas atribuciones provinciales no pueden enervar el ejercicio razonable de las facultades delegadas al, gobierno federal, so pena de convertir en ilusorios sus propósitos y objetivos, que fincan en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y del cual participan todas las provincias. Así, entre los poderes delegados por las provincias al gobierno federal se encuentra el art. 75, inc. 12, de la Carta Magna. Tal prerrogativa implica la atribución del Congreso Federal para regular lo concerniente al régimen de las sociedades comerciales, y es en uso de estas facultades exclusivas que el legislador nacional sancionó la ley general de sociedades 19.550. En el mismo sentido, el art. 3° de la resolución general 1.734 de la Administración Tributaria de la provincia del Chaco tampoco logra superar el test de constitucionalidad toda vez que, al definir lo que debe entenderse por sucursal, invade una atribución expresa del Congreso Nacional, como es la atinente a la regulación de las sociedades comerciales, que el legislador federal efectivamente ejerció en la ley 19.550. Ello, de ningún modo implica menoscabar la facultad que asiste a la provincia accionada para organizar un registro público de comercio dentro de su territorio y así fiscalizar a las sociedades y sucursales que allí se inscriban. Sin embargo, el ejercicio de tal prerrogativa no puede ser llevado al extremo de reconocerle a la demandada facultades para obligar a la actora a constituir una sucursal dentro de su territorio, pues ello implicaría desconocer una atribución que la Constitución Nacional ha puesto bajo la órbita del Gobierno Federal. La Corte ha señalado que la facultad conferida a la Nación de dictar los códigos y leyes comunes es de naturaleza exclusiva y, por consiguiente, el Congreso, al ejercitarla, no sólo puede dictar disposiciones de carácter policial relativas a las materias contenidas en el derecho privado, sino también impedir que las provincias usen de las propias para alterar o modificar el contenido de las leyes sustantivas. En caso contrario, la delegación hecha al gobierno de la Nación para dictar los códigos comunes habría quedado reducida a una mera fórmula, pues la mayor parte de las instituciones comprendidas en aquéllos, son susceptibles de considerables restricciones motivadas en razones de policía.


    Cargill S.A.C.e.I. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1672/2012/(48-C)/CS1, 19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Procedimiento licitatorio. Preferencias comerciales. Interpretación de la ley. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Ley provincial 13.505.


    En cuanto a la competencia originaria del Tribunal, corresponde recordar que uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde prescripciones constitucionales directa y exclusivamente en de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En el sub lite, el planteamiento que efectúa la actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte. Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra una norma local, se advierte que su pretensión exige –esencial e ineludiblemente- dilucidar si lo dispuesto en ellas interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación en lo relacionado con la regulación del comercio interjuridiccional y al establecimiento de aduanas interiores. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional así como dilucidar, en forma previa, si la actuación de las autoridades provinciales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1° de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Por lo expuesto, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Igarreta Sociedad Anónima Comercial e Industrial c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1039/2018,13 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Estado de incertidumbre. Bienes públicos del Estado. Parques nacionales. Parque Nacional Nahuel Huapi. Establecimiento de utilidad nacional. 


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye una causa en los términos de la Ley Fundamental. Sobre la base de estas premisas, en el sub lite se encuentran cumplidos los requisitos establecidos por el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pues ha mediado una actividad de la provincia demandada dirigida a anexar territorios al ejido municipal de San Carlos de Bariloche que estarían comprendidos dentro de un parque nacional y de reservas nacionales, situación que genera un estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y torna procedente la vía elegida por la actora. Los territorios objeto de la Litis, continúan perteneciendo al dominio público nacional, por haber sido excluidos de los bienes que debían transferirse con motivo de la provincialización dispuesta por la ley 14.408 y por darse, respecto de ellos, los cuatro elementos esenciales que la doctrina señala como integradores del concepto de dominialidad, a saber: 1) el subjetivo, que se refiere a la titularidad estatal del dominio; 2) el objetivo, que se relaciona con los bienes susceptibles de integrar el dominio público; 3) el teleológico, referido al "fin" de uso público al que deben destinarse las dependencias dominicales; y 4) el normativo o legal, en cuyo mérito se atribuye, a un bien que reúne los demás elementos, carácter público. La Corte tuvo oportunidad de pronunciarse acerca de los establecimientos de utilidad nacional creados antes de la creación de las provincias y sostuvo, con referencia a la ley 18.501, que determinó el límite entre las provincias de Rio Negro y Neuquén siguiendo la línea media de los cursos de los ríos Neuquén y Limay, "ello es así en todo aquello que no pertenezca a otro ente, tal como sucede en el Caso con el último de los ríos mencionados, en el tramo que forma parte del parque y la reserva natural Nahuel Huapi. Máxime cuando todas esas tierras, lugares y ríos pertenecían al Estado Nacional ya que el parque y la reserva son anteriores en el tiempo a la creación de los estados provinciales". En esas condiciones, los territorios comprendidos dentro de los límites legales del parque nacional y de las reservas nacionales pertenecen al dominio público del Estado Nacional, asignados a la APN, según lo dispuesto por la ley 22.351, hasta tanto se resuelva su desafectación, lo que impide a la provincia demandada efectuar actos de disposición con respecto a ellos.


    Administración de Parques Nacionales c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 468/2012/(48-A)/CS1, 15 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017, "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. 


    Pehuenia Alimentaria S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2181/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505; L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 C:PCCN)”; CSJ 1849/2016 "Sodecar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1477/2016, "Laboratorio Elea S.A.C.I.F. y A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 596/2017, "Don Basilio S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Forestal Bosques Del Plata S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2383/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 546/2017, “General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Honda Motor de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2379/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329: 3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 174/2017, "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". 


    Molinos Marimbo – Sociedad Anónima Industrial y Comercial c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2101/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Control sanitario. Control de productos alimenticios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas L. 238; L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 5321/2014, "Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal)"; CSJ 1155/2016, "Frigorífico Paladini S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 2334/2016, "Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Millan S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1709/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S. A. l. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN) ";  CSJ 1737/2016, "Red Surcos S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". 


    Panificadora Veneziana S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2096/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505; L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 C:PCCN)”; CSJ 4880/2015, "AMX Argentina S.A. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Limitada c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2120/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S), “Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 174/2017, “Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 717/2017, “Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 616/2017, “Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Libertad S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2251/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1303/2016, "Roemmers S.A.I.C.F c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 796/2016, "BGH S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 722/2017, "McCain Argentina S.A. c/ Sanca Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. 


    Procter & Gamble Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2252/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas: O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A.c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN); CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Procter & Gamble Argentina S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2253/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A.c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 390/2017, "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Procter & Gamble Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2254/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329: 3890; E. 230; L. XLVII "ENOD S.A.	 c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 390/2017, “Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 546/2017, “General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.



    Laboratorios Phoenix Sociedad Anónima Industrial Comercial y Financiera c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2332/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".



    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1125/2016,08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.



    Telecom Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2902/2015,26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.



    Matadero Frigorífico Unión S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 283/2016,26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Municipalidad. Admisibilidad del recurso.



    Remisión al dictamen de la causa FSM 21311/2013/1/RH1, "Operadora de Estaciones de Servicio S.A. c/ Municipalidad de Vicente López s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Operadora de Estaciones de Servicios S.A. c/ Municipalidad de Ituzaingó s/ Acción mere declarativa de derecho


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 76912/2014/CS1, 14 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Programa nacional de uso racional y eficiente de la energía. Reintegros impositivos. IVA. Estado de incertidumbre. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Falta de fundamentación autónoma. Reglas de la sana crítica. 


    La respuesta suscripta por quien no identifica su cargo en la empresa ni señala las fechas y modalidades de pago del IVA tal como fue requerido en el oficio, no constituye base suficiente para justificar la existencia de la deuda cuyo pago se ha impuesto a la AFIP en la condena, más aun cuando no se advierte que el a quo haya valorado constancias adicionales tendientes a demostrar que las distribuidoras de energía eléctrica trasladaron el tributo a los usuarios, que estos últimos lo pagaron y que, en el caso de haber sido de tal modo, si dicho importe no les fue compensado por las empresas o si no exigieron su devolución a éstas. Tampoco se ponderó, mediante los instrumentos legales pertinentes, si las distribuidoras ingresaron dichos importes a la AFIP y, en tal caso, si ellos no fueron objeto de una posterior acción de repetición por parte de estas últimas. Habida cuenta de las consideraciones efectuadas, cabe concluir que los distintos razonamientos argumentales que intentan sustentar la sentencia impugnada se apartan de las reglas de la sana crítica, pues se basan en apreciaciones meramente conjeturales sin advertir que de tal modo consagran una solución manifiestamente contraria al correcto entendimiento judicial, como la que resulta de condenar al Fisco a pagar una deuda indeterminada que no se encuentra debidamente justificada.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ AFIP - DGI, Mauro Gatti s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 73023669/2011/1/RH1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 616/2017,13 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 174/2017,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    La Pellegrinense S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2109/2016,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Bridgestone Argentina S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 724/2016,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Torres e Hijos S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2326/2016,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Contrato de obra. Empresa constructora. Energía eléctrica. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión a los fallos de las causas I. 147, L. XLIV, “Intesar S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro s/ Acción declarativa de certeza” y Fallos: 327: 2369; 329: 358.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuya ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. Sobre la base de estas premisas, se encuentran reunidos todos los requisitos establecidos por el art. 322 del código de rito. En lo atinente a la violación del principio de reserva de ley en materia tributaria, la restricción que se verifica en este caso a las potestades tributarias provinciales encuentra respaldo en el art. 12 de la ley 15.336. Frente a ello, la autoridad federal se ha limitado a constatar, que la pretensión tributaria local restringe o dificulta la libre circulación de la energía eléctrica. Por ello, debe ser rechazado el planteo de la demandada en este punto pues, no nos encontramos ante la creación ex novo de una exención por medio de un reglamento, o de un contrato en este caso, sino que, por el contrario, en virtud de lo claramente estatuido por dicho art. 12 de la ley 15.336, las autoridades nacionales competentes se circunscribieron a verificar la ocurrencia, en los hechos, del presupuesto fáctico contemplado en la norma legal de exención, la cual reposa en claras facultades constitucionales otorgadas a la Nación. Por otra parte, en lo referido a la distinción que funda en el texto del art. 45 del contrato, entre los impuestos "vigentes a la fecha de cotización" y los "no vigentes" a esa fecha y que pudieran incidir en el canon, no brinda sustento a la diferencia que pretende aquí introducir la demandada a poco que se repare que el tercer párrafo se dedica al tratamiento de "todo impuesto provincial o municipal" sin distinguir entre vigentes y no vigentes a la fecha de cotización. Establece que todos ellos, en cuanto intenten gravar el canon anual, las actividades objeto del contrato COM o la licencia técnica, dificultan la libre circulación de la energía eléctrica. Se reconoce al transportista independiente el derecho de incrementar el canon anual en la exacta incidencia del tributo local exigido, derecho que el transportista independiente podrá ejercer o bien impugnar el cobro de dicha gabela por ilegitimo. No puede afirmarse, que se verifique un enriquecimiento sin causa de la empresa toda vez que, por imperio del tercer párrafo del art. 45 del contrato COM, la Provincia se encuentra legalmente impedida para exigir el pago del impuesto sobre los ingresos brutos por el canon y el comitente no debe, por ende, soportar incremento alguno en las sumas abonadas por ese concepto. Por ello, más allá de las particularidades que puedan desprenderse de los mecanismos adoptados por el Estado Nacional para la consecución de sus fines propios, éstos se inscriben entre aquellas altas políticas del ámbito energético federal, en su aspecto legal, y que son demostrativas de la determinación de los medios apropiados para lograr los fines de interés nacional en la materia. Es decir que, la precisión contenida en el art. 45 del contrato COM, si bien puede aparecer como fruto de un convenio entre la actora y el Comité de Ejecución, fue también ciertamente aprobado tanto por el ENRE como por el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y tal conducta de las autoridades nacionales debe ser entendida en el contexto del reconocimiento de la consolidada jurisprudencia de la Corte de que "quien tiene el deber de procurar determinado fin, tiene el derecho de procurar los medios para su logro efectivo".


    Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia y otros s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2014/(50-I)/CS1, 16 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Transporte automotor. Transporte interno. Interpretación de la ley. Distribución de competencias. 


    Art. 75, inc. 13, y artículo 126 de la Constitución Nacional. Ley 24.653. Art. 5 y 11 de la ley 24.653. Decreto 1035/12. Disposición 37/2012. Ley provincial 6.960. Decreto provincial 722/15.


    En cuanto a la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental. Sobre la base de estas premisas, se encuentran reunidos los requisitos establecidos por el art. 322 del CPCCN. Es criterio de la Corte a propósito del deslinde de competencias entre el Estado Nacional y los estados provinciales en torno a la regulación de tales asuntos, respecto de lo cual tiene dicho que "el diseño del sistema federal en la Constitución Nacional reconoce la preexistencia de las provincias y la reserva de todos los poderes que éstas no hubiesen expresamente delegado en el gobierno central, a la vez que exige aplicar estrictamente la preeminencia de los poderes federales en las áreas en que la Ley Fundamental así lo estableció. En el marco de dichos principios la Corte, ha sostenido que los poderes de las provincias son originarios e indefinidos y los delegados a la Nación son definidos y expresos, pero aquellos poderes provinciales no pueden enervar el ejercicio razonable de los poderes delegados al gobierno federal, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades que fincan en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y del cual participan todas las provincias. La Corte ha sostenido invariablemente que "entre los poderes delegados por las provincias al gobierno federal se encuentra la denominada "cláusula comercial", expresión que sintetiza la arraigada “doctrina de la corriente del comercio”; noción ésta que la jurisprudencia posterior precisó más aún al aclarar su alcance y sentido, y que fue acogida por la Corte en sus decisiones más tempranas y de un modo constante. Habida cuenta de la cuestión planteada en el presente caso, aquí también "cobra virtualidad la noción orgánica o integradora del término “comercio”, que fue descripto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Fallos: 154:104. Dicha concepción del comercio procura evitar que las actividades económicas interjurisdiccionales puedan ser entorpecidas, complicadas o impedidas por las provincias, lo cual conspira contra la unidad del sistema federal y su regular funcionamiento. A dicha noción integradora de la actividad económica en el territorio nacional es que corresponde, acudir cuando se trata de interpretar el alcance de las atribuciones provinciales en el área abarcada por la llamada "cláusula comercial", tal como concluye el Tribunal en el aludido caso. Desde esa perspectiva, es dable concluir entonces que la regulación del tránsito interprovincial de productos en general está alcanzada por los poderes que el art. 75, inc. 13 de la Constitución Nacional confiere al gobierno central. Con invocación de lo dispuesto en la referida ley provincial y su reglamentación, el Ministerio de Infraestructura y Servicios Públicos de la provincia del Chaco emitió la resolución 42/15, mediante la cual estableció el régimen tarifario vigente "en todo el territorio provincial para el transporte público de cargas de productos primarios sin procesar o semi procesados"; régimen que fue prorrogado por la resolución 258/16 del citado ministerio hasta su actualización por la resolución 2170/17, entre otras. Dicha normativa provincial fue, el fundamento utilizado por la Subsecretaría de Transporte provincial tanto en las actas de infracción y sus correspondientes notificaciones, como en las disposiciones por las que impuso a la actora la sanción de multa y aquellas correspondientes recursos mediante las de nulidad y cuales rechazó revocatoria; de igual fundamento se sirvió el Ministro de Infraestructura y Servicios Públicos provincial al rechazar el recurso jerárquico interpuesto por la actora contra una de las mencionadas disposiciones. Al aplicar la citada normativa local a un supuesto de transporte interjurisdiccional y, en razón de ello, obligar a la actora a ajustarse al régimen tarifario fijado por la autoridad provincial, es dable concluir que la conducta de la demandada plasmada en los mencionados actos resulta violatoria de lo dispuesto en la norma constitucional respecto del reparto de competencias entre el Estado Nacional y las provincias en estos casos. Toda vez que, de acuerdo con las directrices fijadas por de la Corte al respecto, el tránsito que se inicia en una provincia y concluye en otra no atribuye jurisdicción local a cada una de ellas, sino que es la jurisdicción nacional la que alcanza a los servicios en los aspectos locales de su tráfico, en cuanto éste es inescindible del cometido nacional de la empresa. En esa inteligencia, lo expresado por la Corte al referirse a la "indivisibilidad del tráfico comenzado y terminado en distintas jurisdicciones" y al afirmar, que "el poder para regular el comercio así comprendido, es la facultad para prescribir las reglas a las cuales aquél se encuentra sometido y su ejercicio corresponde al Congreso de la Nación de una manera tan completa como podría serlo en un país unitario". De no ser ello así, se obstaculizaría la actividad comercial que cumple la empresa, afectándose de ese modo el desenvolvimiento del transporte interprovincial de carga aquí en juego y, en definitiva, el objetivo constitucional de asegurar un régimen que mantenga y consolide la unión nacional.


    Bunge Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2016,12 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Seguros. Póliza. Conformidad ambiental. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravedad institucional. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Ley general del ambiente. Seguro de caución. Daño ambiental. Verosimilitud del derecho invocado. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. 


    Afirmaciones dogmáticas. Fundamento aparente.


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, dicho principio no es absoluto, puesto que cede cuando aquellas resoluciones causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser objeto de insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional porque los pronunciamientos de esa especie pueden alterar el poder de policía del Estado o exceden el interés individual de las partes y afectan al de la comunidad. La misión más delicada de los jueces es la de saber mantenerse dentro de su órbita de jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a otros poderes, toda vez que el Poder Judicial es el llamado por la ley para sostener la observancia de la Constitución Nacional. De ahí, la clásica advertencia de que un avance de ese poder en desmedro de las facultades de los demás revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público. En lo atinente a los requisitos que condicionan la admisibilidad de medidas precautorias de esta especie, los fundamentos dados por la cámara resultan insuficientes para tener por acreditada la verosimilitud del derecho, cuya apreciación requería en el caso especial prudencia en virtud de la presunción de legitimidad de la que gozan las leyes y decretos. La Corte ha destacado con énfasis que en el examen del recaudo de peligro en la demora que se exige para dictar este tipo de medidas, se requiere una apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer cabalmente si las secuelas que llegaren a producir los hechos que se pretenden evitar pueden restar eficacia al ulterior reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada como acto final y extintivo del proceso, así como que ese extremo debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de las diversas disposiciones impugnadas, entre ellos su gravitación económica. El déficit de fundamentación en que incurrió la alzada se profundiza si se considera apropiadamente, con arreglo a precedentes igualmente conocidos y reiterados de la Corte, el carácter marcadamente excepcional que debe presidir el amparo precautorio que se persigue a través de una medida innovativa, en tanto altera el estado de hecho o de derecho existente al momento que su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa y que, coincide sustancialmente con la pretensión principal, soslayando que esta última solo puede satisfacerse con el previo cumplimiento del debido proceso legal, que es uno de los pilares del ordenamiento jurídico y del estado de derecho.


    NGN Asesores en Seguros S.A. c/ Alba Compañía Argentina de Seguros S.A. y otro s/ Acción mere declarativa de derecho


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 21000240/2012/3/1/RH1, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Bunge Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1480/2017,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Acciones de clase


    Ley de defensa del consumidor. Proveedor. Deber de información. Cuestiones de competencia. Interpretación de la ley. Cuestión de derecho común. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Artículo 36 de la ley 24.240. Acordada 32/14 CSJN.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal. Respecto a la incidencia del domicilio del banco recurrente, la Corte tiene reiteradamente dicho que las sociedades anónimas que ejercen su actividad en una provincia se hallan en las mismas condiciones en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal. En ese entendimiento, no cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar de su domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio. Despejado el aspecto relativo a la competencia territorial y a la competencia federal en razón de la persona invocada por la demandada con fundamento en la alegada distinta vecindad, es preciso agregar que el banco demandado se halla sujeto al cumplimiento, tanto del conjunto normativo que envuelve a la ley de defensa del consumidor como a las reglamentaciones impuestas por el Banco Central de la República Argentina. En tales condiciones, si bien existe una clara correlación entre ambos plexos normativos, la pretensión se circunscribe a resguardar los intereses de los usuarios según las previsiones de la ley 24.240, norma de derecho común complementaria de los preceptos contenidos en el Código Civil y Comercial, sin que se hallen en juego reglamentaciones propias del Banco Central de la República Argentina, en ejercicio de su poder de policía financiero en el marco de la Ley de Entidades Financieras 21.526. En ese sentido, lo mismo cabe concluir respecto del análisis de la Ley 25.065 de Tarjetas de Crédito, toda vez que consiste en una normativa especial de derecho común, que regula las operatorias de tarjetas de crédito y a la cual se aplican, supletoriamente, el Código Civil y Comercial de la Nación y de la ley 24.240. Adicionalmente, se debe recordar que la intervención del fuero federal es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur - Proconsumer c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1838/2017/RH1, 03 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Amparo


    Transporte interno. Subsidio estatal. Suspensión del subsidio estatal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Falta de fundamentación autónoma. 


    Fundamento aparente. Afirmaciones dogmáticas.


    La orfandad de sustento que exhibe el pronunciamiento que no menciona argumento alguno que avale la continuidad del pago del subsidio a la empresa, sumado a la afirmación de la propia cámara en cuanto a que el otorgamiento del beneficio obedece a facultades discrecionales de la autoridad administrativa, y que el fallo apelado, con fundamentos aparentes, omitió el estudio de las normas y de los hechos y pruebas conducentes para la solución del litigio planteado. De tal manera, la cámara llegó a una decisión dogmática desprovista de sustento jurídico y fáctico, sólo apoyada en la voluntad de los jueces.


    Transporte Interprovincial Correntino Sociedad Anónima (TICSA) c/ Secretaría de Transporte de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 2753/2013/CA2-CS1, 21 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Amparo ambiental


    Daño ambiental. Desechos peligrosos. Recomposición del daño ambiental. Plan de saneamiento. Medidas cautelares. Ley general del ambiente. Evaluación del impacto ambiental. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Principio precautorio. 


    Acto jurisdiccional invalido. Afirmaciones dogmáticas.


    Las resoluciones que se refieren a medidas cautelares, ya sea que ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten el carácter de sentencias definitivas, principio que admite excepción cuando la medida dispuesta es susceptible de producir un agravio al medio amiente que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. En el particular ámbito de las demandas encuadradas en las prescripciones de la Ley General de Ambiente, la interpretación de la doctrina debe efectuarse desde una moderna concepción de las medidas necesarias para la protección del medio ambiente, pues el art. 4° de esa ley introduce en la materia los principios de prevención del daño ambiental y de precaución ante la creación de un riesgo con efectos desconocidos y por lo tanto imprevisibles. En casos como el presente, la ley coloca en cabeza de la parte interesada el deber de presentar la declaración jurada a los fines de manifestarse respecto de la posible afectación el medio ambiente resultante de su actividad, luego de lo cual el procedimiento continúa con un estudio de impacto ambiental cuya presentación será determinada por las autoridades competentes, quienes en consecuencia deberán realizar una evaluación de impacto ambiental y emitir una declaración de impacto ambiental en la que deberán manifestar la aprobación o rechazo de los estudios presentados. Idéntico criterio ha sido adoptado por la ley provincial 11.723, en la que además se prevé la suspensión de toda actividad llevada a cabo sin la previa obtención de la Declaración de Impacto Ambiental. En tal contexto, tiene dicho la Corte, que en cuestiones de medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención del daño futuro. En ese sentido, y a la luz del principio de prevención previsto en el art. 4° de la ley 25.675, cabe concluir que la realización de un estudio de impacto ambiental previo no puede ser interpretada como una decisión prohibitiva del emprendimiento en cuestión, sino antes, bien, una instancia de análisis reflexivo, realizado sobre bases científicas y con participación ciudadana.


    Asociación Civil Protección Ambiental del Río Paraná Control de Contaminación y Restauración del Hábitat y otro y otro c/ Carboquímica del Paraná S.A. y otro/a y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3570/2015/1/1/RH1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Falta de traslado. 


    Es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el precepto normativo indicado es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Mercedes Maidana, Florencia Cari Solís c/ Administración de Parques Nacionales y otro s/ Amparo ambiental


    FSA-Justicia Federal de Salta, 10813/2017/1/RH1, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Autorización para viajar


    Desglose. rechazo in límine. Defensa en juicio. Doble instancia. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Dictámenes de las causas CIV 42570/2013/3/RH1 y CIV 42570/2013/4/RH2.


    El recurso extraordinario requiere, para su procedencia, que la decisión apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 o resulte equiparable a tal, ya sea porque pone fin al pleito, impide su continuación o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. En virtud de lo dictaminado por esta Procuración General, en las actuaciones de la referencia, no concurren en el caso los supuestos de excepción que permiten habilitar la instancia extraordinaria.


    T., R. E. y otros c/ B., C. R. s/ Autorización


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 37178/2014/1/RH1, 09 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos


    Derechos de incidencia colectiva. Consumidores. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Acceso a la justicia. 


    La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, se recordó que la Corte Suprema expuso en el citado caso que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” (considerando 7°) y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". La Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil, c/ Avantrip.com S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28332/2014/2/RH2, 14 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, se recordó que la Corte Suprema expuso en el citado caso que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” (considerando 7°) y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". La Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores -ADUC- c/ Banco Patagonia S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36955/2015/1/RH1, 14 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Defensa del consumidor. Derechos del usuario. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La cuestión debatida en el sub lite vinculada con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 53 de la Ley de Defensa del Consumidor ha sido analizada por la Procuración General en el dictamen de la causa COM 12990/2015/RH1, "Felgueroso, Carlos Alberto c/ Caja de Seguros S.A. s/ Proceso de conocimiento". En el mencionado dictamen se señaló que el artículo 53 de la ley 24.240 otorga el beneficio de justicia gratuita a las acciones judiciales iniciadas de conformidad con esa ley en razón de un derecho o interés individual. Asimismo, dispone que la parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor y, en ese caso, cesará el beneficio. Por otra parte, se advirtió que la ley 24.240, reglamentaria del artículo 42 de la Constitución Nacional, es caracterizada como una norma de orden público (art. 65, ley 24.240). En esa oportunidad también se recordó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores se explicó que el máximo tribunal dispuso la restitución del depósito previsto en el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con fundamento en la exención del artículo 26 de la ley 26.361, que sustituyó el texto del artículo 53 de la ley 24.240. La Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley en asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. El beneficio de justicia gratuita del artículo 53 de la ley 24.240, con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos-, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. Refuerzan esa tesitura la innegable finalidad de protección que acuerda la ley 24.240 y la propia literalidad de su artículo 53. En efecto, ésa norma presume la carencia de recursos e invierte la carga probatoria de la solvencia, extremo que cobra sentido si se admite que la dispensa provisional incluye la de soportar los gastos que la tramitación del proceso origine.


    Bursese, Lidia Graciela y otro c/ Montpellier Automóbiles S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12563/2017/1/RH1, 26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    Derechos de incidencia colectiva. Consumidores. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Mantenimiento del recurso. 


    La cuestión vinculada con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva, ha sido analizada por la Procuración General en las causas CAF 1799/2012/1/RH1,"ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento"; COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos". En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que "la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo" (considerando 6°). Además, se recordó que la Corte Suprema expuso en el citado caso que "el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé 'para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos'" (considerando 7°) y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos" (considerando cit.). La Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley


    ACYMA Asociación Civil c/ Walmart Argentina S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3402/2017/1/RH1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Ley de defensa del consumidor. Queja por recurso denegado. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 38369/2014/2/RH2, "ACYMA Asociación Civil c/ Garbarino S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    ACYMA Asociación Civil c/ Garbarino S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 38369/2014/1/RH1, 06 de julio de 2018


    Ver dictamen


    Derechos de incidencia colectiva. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Alcances del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240. Dictamen de la causa CAF 1799/2012/1/RH1, "ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento"; y COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ FordCredit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos". Precedente de la causa COM 039068/2011/1/RH1, "Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su Defensa c/ Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Ltda. s/ Ordinario"; CAF 023469/2003/CS001, "Unión de Usuarios y Consumidores c/ EN -ley 25413 – M° Economía - resol. 72/03 y otro s/ Proceso de conocimiento"; y U. 4, L. XLIX. REX, "Unión de Usuarios y Consumidores c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Sumarísimo”. Precedente de Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros".


    En los dictámenes de la referencia, se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. El máximo tribunal se expidió más recientemente en idéntico sentido en las causas referidas. Por último, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Así, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil por los Consumidores y el Medio Ambiente c/ Pinturerías Prestigio S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22249/2017/1/RH1, 18 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales


    Defensa en juicio. Principio de congruencia. Sentencia ultra petita. Sentencias contradictorias. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Ley 24.018. Acto jurisdiccional inválido.


    Es doctrina reiterada de la Corte Suprema que la circunstancia de que los agravios remitan a aspectos fácticos, de índole procesal y de derecho común no resulta óbice decisivo para habilitar el recurso extraordinario cuando la cámara se excedió de la jurisdicción conferida por el recurso de apelación, límite que tiene jerarquía constitucional en cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de las garantías de defensa y propiedad. El a quo en su sentencia se apartó de los límites de competencia que solo atribuyen al tribunal de segunda instancia la jurisdicción que resulta de los recursos deducidos ante ella, límite que tiene jerarquía constitucional. La decisión de la cámara resulta arbitraria por contradictoria y por incurrir en una indebida reformatio in pejus, ya que colocó al único apelante en peor situación que la resultante de la sentencia apelada. La Corte Suprema estableció que el fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos resulta incompatible con las garantías constitucionales de defensa y propiedad, y con el principio de congruencia toda vez que el juzgador no puede convertirse en intérprete de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria.


    Virgolini, Julio Ernesto c/ ANSES s/ Prestaciones varias


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 70869/2013/CA1-CS1, 01 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    Cohecho


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1200/2015/RH1, "L., Héctor José y otros s/ Privación ilegítima de la libertad agravada (art. 142 inc. 1)".


    F., Carlos Isidoro y otros s/ Cohecho


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2308/2016/RH1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1200/2015/RH1, "L., Héctor José y otros s/ Privación ilegítima de la libertad agravada (art. 142 inc. 1)".


    F., Carlos Isidoro y otros s/ Cohecho


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1920/2016/RH1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Competencia



    Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Procesos de conocimiento. Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 922/2016,04 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Competencia provincial. Tribunales provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Impuestos sobre los ingresos brutos. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 477/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 19 de septiembre de 2006, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 22 de agosto de 2012; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 28 de agosto de 2012; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)", sentencia del 3 de mayo de 2016; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", fallo del 12 de julio de 2016 y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", sentencia del 27 de noviembre de 2017, y sus respectivas citas.


    Gador S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 513/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Acción de amparo. 


    Corresponde poner de resalto que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. En este orden de ideas, es preciso señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En consecuencia, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte y corresponde que sea dirimido por los jueces provinciales, ya que son estos últimos quienes, al resolver el pleito, deberán, ineludiblemente, examinar el alcance de normas locales. La solución que aquí se propició tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    ERSA c/ Estado Provincial - Dirección General de Rentas s/ Amparo Ley 16.986


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 4436/2014/CA1, 29 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L . XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y, CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Molinos Florencia S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 646/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y, en CSJ 1988/2018, "Mastellone San Luis S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y sus respectivas citas.


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2423/2018,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Concursos


    Expropiación. Declaración de utilidad pública. Cuestión constitucional. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Recurso extraordinario. Gravedad institucional. Cuestiones de hecho y prueba. Tasas de interés. Monto de la indemnización. 


    Tiene dicho la Corte que la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva critica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. Cabe destacar que la Corte sostuvo que el carácter de orden público que pueda haber atribuido el legislador a una ley no obsta al ejercicio del control de su constitucionalidad por parte de los jueces, pues lo contrario entrañaría tanto como reconocer entre las posibilidades del Poder Legislativo el desconocimiento de las garantías individuales consagradas obligatoriamente por la Constitución Nacional. Asimismo, la Corte ha dicho que no basta la expresión de una determinada solución contraria a la escogida en la sentencia sobre la base de la interpretación de normas federales, cuando ella no atiende y controvierte los argumentos que sustentan la decisión apelada. Por otro lado, y en atención a que el Estado Nacional dedujo queja únicamente por la gravedad institucional denegada, corresponde señalar que los agravios vertidos en el recurso extraordinario vinculados al incumplimiento del recaudo establecido por el artículo 8° de la ley 25.344, la competencia asumida por la justicia comercial, la legitimación reconocida a la sindicatura para deducir el planteo constitucional, su temporaneidad, y la omisión de dar tratamiento al argumento esgrimido acerca de la errónea aplicación al concurso del artículo 130 de la ley 24.522, deben ser rechazados. Toda vez que tales agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, como así también a la aplicación de normas y principios de derecho común y procesal que, como regla y por su naturaleza, son ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48, sin que el apelante haya invocado ni demostrado la existencia de alguna causal de arbitrariedad en el recurso extraordinario y en la queja interpuesta.


    Ciccone Calcográfica S.A. s/ Otros - concurso preventivo s/ Incidente transitorio


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 38295/2013/CS1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia


    



    Daños y perjuicios. Transporte subterráneo. Competencia comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es dable resaltar que la ley 26.740 ratificó la transferencia a la Ciudad de Buenos Aires de los servicios de transporte subterráneo y premetro dispuesta por las leyes 23.969 y 24.588, sus modificatorias y por los decretos 2608/93, 1527/94, 393/99. Asimismo, por la primera ley mencionada se estableció que corresponde a la Ciudad de Buenos Aires ejercer en forma exclusiva la competencia y la fiscalización de dicho servicio público, cuya prestación corresponda al territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. No se configura en el caso un supuesto de competencia federal ratione materiae, pues la pretensión esgrimida por el actor exige precisar el sentido y los alcances de la Ley de Defensa del Consumidor y de normas de derecho común. De acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, en el sub lite no se halla demandado organismo público alguno, ni cuestionada tangencialmente su actuación. Cabe considerar que tratándose de una cuestión suscitada, en forma directa, en el marco de relaciones jurídicas entre particulares corresponde que sea la justicia nacional en lo comercial la que siga conociendo en el juicio.


    Oliveri, Pablo c/ METROVIAS S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 17880/2017/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Las constancias agregadas al incidente resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa. Es criterio de esta Procuración, con base en la doctrina de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


    L., Celso Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67154/2013/1/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Defraudación. Retención indebida. Competencia nacional. Prevaricato. Competencia provincial. 


    Al no surgir que se hubiera acordado el lugar donde debía efectuarse la rendición de cuentas o la devolución de los instrumentos, y atento que de las constancias de la causa resultaría que aquéllos se encontrarían disponibles en una escribanía ubicada en esta Capital, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para conocer en las actuaciones iniciadas por la supuesta comisión del delito de retención indebida. Por otro lado, es la justicia provincial la que debe investigar el delito de prevaricato supuestamente cometido por la abogada al perjudicar los intereses confiados, toda vez que tanto los juicios civiles como el proceso penal tramitan ante los juzgados del departamento judicial bonaerense.


    L., Elizabeth de los Ángeles y otros s/ Defraudación y prevaricato


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45141/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Competencia federal. 


    Corresponde atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4°, CPCCN) y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que alega como sustento de su pretensión. El reclamo se encuentra excluido del fuero de atracción que ejerce el sucesorio respecto de las acciones personales iniciadas con anterioridad al deceso del causante.


    OSECAC c/ Sucesores de Antonio Azarloza s/ Ejecución fiscal - CPCN


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12000173/2003/CS1, 09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Partidos políticos. Elección de autoridades. Competencia electoral. 


    Cabe recordar que, para que la Corte Suprema zanje un conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. En el caso, la jueza federal -con competencia electoral- tomó como útil, a tal fin, la decisión de la jueza electoral provincial adoptada en otro proceso que había concluido con el rechazo de la petición con fundamento en que la cuestión era de competencia de la justicia nacional electoral; sobre esa base, estimó que el conflicto quedaría definitivamente trabado si la magistrada provincial insistía en la postura que había sostenido en aquella oportunidad, cuando -en rigor- se trataba de dos procesos distintos y, por lo tanto, el pronunciamiento de la justicia electoral local no podía ser utilizado para dar por configurado un conflicto.


    Funes Gazari, Emilio Ernesto y otro s/ Impugnación de acto de órgano o autoridad partidaria - Coalición Cívica Afirmación para una República Igualitaria (ARI)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2018/CS1, 04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Cobertura médica. Medicina prepaga. Aumento de cuota. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en la demanda, e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. Más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Salinas, Justo Manuel c/ OSDE s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4561/2018/CS1-CA1, 17 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Asistencia médica. Competencia correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 01128/2018/CS1, "B.E.N. el Estado Nacional - Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    M., V. B., en representación de su hijo menor B.J.G.M. c/ Ministerio de Salud – Programa Federal Incluir Salud s/ Prestaciones médicas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 119138/2018/CS1, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Amparo. Obras sociales. Cuota mensual. Competencia civil y comercial federal. 


    Ley 26.682.


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. En ese contexto, el tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a la demandada por la Ley 26.682. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Gazzo, América Esmeralda c/ William Hope Obra Social del Personal de Perfumería s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2262/2018/CS1, 17 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Convocatoria a elecciones. Elecciones gremiales. Competencia provincial. 


    Para que la Corte dirima un conflicto en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958, debe mediar una atribución recíproca de competencia entre dos órganos que carecen de un superior común. Esa circunstancia no se verifica en las actuaciones pues, más allá de la forma defectuosa en que se planteó la controversia, lo cierto es que contienden, actualmente, dos tribunales ordinarios de la provincia de Buenos Aires.


    Espinosa Viale, Guadalupe c/ Junta Electoral Nacional de la Asociación Bancaria y otros s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1598/2018/CS1, 12 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Derecho a la salud. Medicina prepaga. Cuota mensual. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte ha reiterado que para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. El tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente en su artículo 12. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales, deben tramitar ante, ese fuero ratione materiae.


    Scalise, Vicente José c/ OSDE s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4736/2017/CS1, 24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Trata de personas. Competencia nacional. 


    La justicia federal asumió inicialmente en el caso el conocimiento prioritario que le cabe conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto. Ahora bien, descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal tras la realización de una serie de medidas de prueba, y si bien pudo establecerse la oferta y promoción de servicios sexuales, no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16870/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión a los fallos de las causas “Rossi”, Fallos: 330: 810; Comp. 743, L. XLV, “Luraschi”; Comp. 590, L. XLVIII, “G.G.” y CSJ 2296/2017/CS1, “R., M.A.”.


    El tema objeto del litigio, conduce, prima facie, al estudio de las normas constitucionales y tratados internacionales, como así también de las obligaciones impuestas por la legislación federal sobre discapacidad y salud, lo cual, a su vez, importa analizar las disposiciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como al resto de las prestadoras de servicios médicos.


    T., D. R. c/ Instituto de Seguridad Social y Seguros Chubut s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 16853/2018/CS1, 23 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Criterio de la Corte Suprema para el conflicto entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un juez de otro fuero en las causas Comp. CIV 14070/2016/CS1 "Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Hospital Alemán Asociación Civil s/ Daños y perjuicios" y CIV 104016/2012/CS1 "Testa, María Marcela cl Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otro si daños y perjuicios".


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En esta disposición legal se basó la Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Observatorio Internacional de Prisiones c/ Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24435/2017/CS1-CA1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Asistencia médica. Agencia Nacional de discapacidad. Programa federal de salud. Competencia civil y comercial federal. 


    Ha reiterado la Corte que la solución de este tipo de conflictos exige valorar, principalmente, la relación de hechos contenida en el escrito inicial e indagar el origen, la naturaleza de la pretensión y la relación jurídica existente entre las partes. El planteo se sustenta en preceptos constitucionales arts. 14 bis, 33, 41 a 43 y 75, incs. 22 y 23, C.N. y en normas internacionales concordantes. El asunto debe ventilarse ante el fuero federal. Es que, por un lado, el reclamo reviste esa naturaleza en razón de la persona accionada –Agencia Nacional de Discapacidad, organismo descentralizado inserto en la órbita de la Secretaría General de la Presidencia de la Nación, art. 4, decreto 160/2018-. Por el otro lado, el amparo no persigue el suministro de una prestación concreta, respecto del afiliado de una provincia "aspecto éste asumido por las jurisdicciones locales, sino que pretende la normalización del flujo de fondos que el Estado Nacional proporciona al Programa Federal Incluir Salud en orden a la provisión de esta práctica médica. En esas condiciones, el reclamo conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones de financiamiento impuestas al Estado Nacional por lo que resulta aplicable la doctrina según la cual atañen al fuero de excepción los litigios que versan, en último término, sobre la aplicación de normas federales. Por último, en lo atinente a la competencia territorial, por un lado, el domicilio de las demandadas se localiza en la ciudad de Buenos Aires; y por otro, de prosperar el reclamo, cualquiera fuere el lugar en el que se satisfaga cada prestación concreta o se restablezca el servicio, la obligación de girar los fondos a las circunscripciones provinciales ha de verificarse por los carriles administrativos pertinentes. La Corte ha establecido la competencia del fuero federal para entender en cuestiones en que se hallan en juego normas y principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia para el sistema de salud implementado por el Estado Nacional, lo cual excluye la competencia del fuero en lo contencioso administrativo federal que se define, no por el órgano productor del acto, ni porque intervenga en juicio el Estado lato sensu, sino por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la sub sunción del caso en el derecho administrativo. Por lo expuesto, el amparo deberá radicarse por ante el fuero nacional en lo civil y comercial federal.


    F. Q. S. J. c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2066/2018/CS1, 20 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios contra el estado. Medidas cautelares. Competencia administrativa. Competencia federal. 


    Es oportuno señalar que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Sentado lo anterior, corresponde señalar que, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. A mayor abundamiento, cabe señalar que aunque ese tribunal, para resolver como lo hizo, sostuvo que la materia en debate no era de competencia de la justicia federal porque el derecho cuya tutela se pretendía no era exclusivamente federal, sino concurrente con el derecho público local, nada dijo acerca de la competencia federal en razón de la persona, prerrogativa que -con sustento en lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional- invocó el Estado Nacional al tomar intervención como tercero en la causa. Al respecto, cabe recordar que la Corte tiene dicho que cuando el Estado Nacional -o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal, aun cuando intervengan personas no amparadas en el fuero de excepción, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal. La eventual falta de legitimación pasiva del Estado Nacional -alegada por éste al comparecer al proceso- sólo podrá ser resuelta al momento de dictar sentencia definitiva en la causa, dado que, en el marco del proceso de amparo, está vedado articular excepciones previas.


    López, Ramón Esteban c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55261/2016/1/CS1-CA1, 12 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pirotecnia. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas CAF 68144/2016/CA1-CS1, “Cienfuegos S.A. c/ Estado Nacional – RENAR y otros s/ Proceso de conocimiento” y Comp. 2420/2017/CS1, “Cámara Argentina de Empresas de Fuegos Artificiales y otros c/ Municipalidad de Santa Rosa".	


    Zurita, Silvana Magdalena y otros c/ Municipalidad de Tartagal s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 23111/2017/CS1, 04 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Internación. Establecimientos geriátricos. Cobertura médica. Competencia federal. 


    Las reglas de atribución fijadas por las normas que rigen la cuestión planteada, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado (arts. 5, inc. 3°, CPCCN; y 4°, ley 16.986).


    El amparo persigue la cobertura integral por internación y tratamiento psiquiátrico del padre de los actores en un centro sito bonaerense, u otro de similares características y ubicación, así como el reintegro de lo abonado por tales conceptos en un establecimiento. Se explicita que el afectado padece un cuadro psiquiátrico severo y que cuenta con un certificado de discapacidad emitido con arreglo a la ley 22.431.


    Sobre tal base, las partes acordaron poner fin al litigio, comprometiéndose la demandada a cubrir la estadía del reclamante en una residencia geriátrica bonaerense, tal como se había requerido, en definitiva, en la demanda.


    En tales condiciones, más allá de las repercusiones que la ausencia de determinación de la capacidad pudiere generar en el litigio, asiste razón a la Cámara Federal. Es que, en definitiva, la obligación de cobertura habrá de efectivizarse -prima facie- en la localidad mencionada, ámbito en el que el causante cursa su internación, tiene el asiento de su domicilio real y fue señalado en el amparo. Por lo demás, allí funciona una sede de la demandada, en la que podrán efectuarse los trámites atinentes al pertinente reintegro.


    Es el magistrado de esa sede, en suma, quien deberá expedirse acerca del pedido de homologación del acuerdo presentado y, en el caso de prosperar, quien deberá entender en las cuestiones relativas a la ejecución de sus términos.


     


    A., N. H. c/ Organización de Servicios Directos Empresarios y otro s/ Amparo de salud


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91583/2017/CS1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda positiva de competencia


    Inhibitoria. Remisión del expediente. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    Agro Gestión del Litoral S.A. y otros c/ Municipalidad de San José de Gualeguaychú s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12894/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de compentencia



    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Unilever de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 763/2016,17 de agosto de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 17412017, "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 717/2017 "Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 616/2017 "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza ".


    British American Tobacco Argentina S.A.I.C. y F. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2089/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de ínconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/201, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 174/2017, "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A.C.I. Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Dulcor S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2095/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S. A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; en CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A.C.I. Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". 


    Austin Powder Argentina S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2233/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 205/2014 (50-S) "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 174/2017 "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 717/2017 "Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 616/2017 "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Aqualaf S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2260/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1033/2016 "Inc S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Aqualaf S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2261/2017,01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Interpretación de la ley. Telefonía celular. Competencia federal. 


    Cabe recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de telefonía móvil y que se vinculan con la cuestión discutida en la causa, esto es, el precio que la demanda debe cobrar por segundo, durante los 30 segundos iniciales de cada comunicación establecida por los usuarios del servicio de telefonía móvil que presta.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ AMX Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65152/2014/CS1, 19 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional y esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 Y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (O.S.P.L.A.D.) c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2571/2017,20 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. 


    Tiene dicho la Corte que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El requisito de sentencia no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. La resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, pues no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Ramoa, Rene Marcelino c/ Estado Nacional-Ministerio de Seguridad-Gendarmería Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 47068/2017/1/RH1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Distribución de competencias. Juzgados nacionales. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Gravedad institucional. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autoriza, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resulto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación de dichos principios el recurso es inadmisible, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de la competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refieren el Art. 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Si bien lo resuelto en autos CNT 679/2016 "Sapienza, Matias Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo" donde la Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales”, donde sostiene que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”, no obstante se considera que hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Tampoco la resolución apelada coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Carrizo, Miguel Ángel c/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 7056/2016/CS1-CA1, 09 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 26096/2015/CS1 "Delta Dock S.A. y otro c/ Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción declarativa de derecho".


    Petromining S.A. y otro c/ Fiscalía de Estado Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24199/2015/CS1, 26 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FLP 26096/2015/CS1 "Delta Dock S.A. y otro c/ Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción declarativa de derecho".


    Molca S.A. y otro c/ Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 25706/2015/CS1, 26 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Impugnación del acto administrativo. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Transporte interno. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión no federal. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local, que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial. Por otra parte, el cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción, un acto administrativo, y que sólo corresponde discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. Se debe tener presente que dentro de las atribuciones del Congreso de la Nación, y de los distintos tipos de leyes que sanciona, se encuentra la de dictar las que se denominan de "derecho común" cuya aplicación corresponde a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, tal como expresamente lo establece el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Ha explicado la Corte que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una leyes contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    González Tarabelli S.R.L. c/ Chubut, Provincia del s/ Impugnación Acto Administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1522/2017,26 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Tributos. Tasas. Tasas portuarias. Puertos. Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Lo medular de la pretensión de la actora remite a determinar si la potestad tributaria de la Provincia resulta inconstitucional por afectar la jurisdicción nacional en materia de actividades portuarias y los intereses del Estado Nacional protegidos por la ley de puertos 24.093, su decreto reglamentario y los arts. 12, 75, inc. 10, y 126 de la Constitución Nacional. Por lo tanto, la cuestión que se plantea remite necesariamente a desentrañar el sentido y el alcance de tales preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Delta Dock S.A. y otro c/ Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26096/2015/CS1, 26 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Prestación de servicios. Hospitales públicos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al precedente de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia"; y remisión al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 280/2018,14 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Estado de incertidumbre. Interpretación de normas y actos locales. Falta de tribunal superior común. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    La materia del pleito exige de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de diversas disposiciones y actos de la Municipalidad que revisten el carácter de derecho público local, por los que se establece el aludido derecho de inspección, registro y servicio de contralor y, particularmente, su modalidad de retención y percepción. Es que solo a partir del resultado que se obtenga de dicha labor hermenéutica se determinará el verdadero alcance de los preceptos cuya inconstitucionalidad se plantea. Es jurisprudencia de la Corte, en cuanto tiene reiteradamente dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades locales no es suficiente para sujetar por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá en razón de las personas cuando aquéllos sean lesionados por o contra una autoridad nacional o en razón de la materia cuando las causas "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por leyes de la Nación", en sentido estricto, esto es, cuando la solución de aquéllas dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales. En el marco de lo expuesto, corresponde que sean los jueces locales los que intervengan en este proceso porque son ellos los que deben examinar el alcance de disposiciones locales, creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    Papelera del Plata S.A. c/ Dirección General de Rentas de la Municipalidad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2349/2017/CS1, 20 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Hidrocarburos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión a las causas CSJ 3333/2015/1, "Pluspetrol S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otros s/ Incidente"; y CSJ 590/2014/CS1, "Petrolífera Petroleum Limited (Sucursal Argentina) c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Petrobras Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2700/2017,19 de marzo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Régimen jubilatorio. Docentes. Agentes de retención. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Agravio concreto. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. Interpretación de la ley. Convenios con las provincias. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Doctrina del precedente "OSPLAD c/ Provincia de Catamarca s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" (Fallos 331:1262).


    El artículo 14 bis de la Constitución Nacional establece que el Estado otorgará los beneficios de la seguridad social y garantizará la protección integral de la familia, y el artículo 75, inciso 12, impone al Congreso de la Nación el mandato de dictar el Código de Seguridad Social, atribuyéndole potestad para legislar en la materia. A su vez, el artículo 121 sienta el principio según el cual las provincias conservan los poderes no delegados al Estado federal y todos aquéllos que se reservaron en los pactos especiales al tiempo de su incorporación; y el artículo 125 reconoce los poderes concurrentes sobre ciertas materias que son de competencia tanto federal como provincial y que, por lo tanto, son susceptibles de convenios o acuerdos de concertación. Por su parte, el convenio de transferencia prevé que la provincia actúa como agente de retención de los aportes personales al régimen complementario de jubilaciones y pensiones para la actividad docente regulado por la ley 22.804. Dicho convenio y sus actas complementarias fueron debidamente ratificados en todos sus términos por el legislador local. De ese modo, la ley local regula cuestiones vinculadas a la afiliación y desafiliación del régimen complementario de jubilaciones y pensiones para docentes, que, fue creado y regulado por normas federales y por el convenio de transferencia. Además, la provincia no puede determinar, en forma unilateral, los sujetos que actúan como agentes de retención del aporte complementario en cuestión.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1525/2013/(49-C)/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Medidas cautelares. Transmisión de acciones. 


    Contienda de competencia pendiente: necesidad de resolución previa.


    Resulta aplicable el artículo 6°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas preliminares y precautorias, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Además, para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En ese contexto, para definir la competencia en la causa, resulta definitoria la competencia establecida en el principal. Dado que, aún se encuentra pendiente de resolución un conflicto de competencia negativo planteado en el juicio principal, en el que, por otra parte, la actora presentó un desistimiento que no fue proveído, cuyo alcance se desconoce, no resulta posible expedirse respecto de la contienda de competencia trabada en el presente expediente.


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Petrobras Argentina S.A. y otro s/ Medida precautoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32087/2016/CS1, 14 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Nulidad de la resolución. Juicios en que es parte una provincia. Fisco provincial. Farmacias. Habilitación del establecimiento. Sociedades comerciales. Jerarquía constitucional. Facultades del gobierno provincial. Poder de policía municipal. Inconstitucionalidad. Tribunales provinciales. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    De conformidad con el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, las provincias han atribuido al Congreso de la Nación la facultad exclusiva de dictar la legislación de fondo. A su vez, el art. 31 de aquélla, al dar carácter de ley suprema de la Nación a las leyes que se dicten por el Congreso de acuerdo con la Constitución haciéndolas obligatorias para las provincias, no obstante cualquier disposición en contrario que sus leyes o constituciones contengan, encierra el medio de hacer efectivo en todo el territorio de la República el principio de la unidad de legislación común, consagrado por el art. 75, inc. 12. La regulación sobre la titularidad o propiedad de los establecimientos farmacéuticos se vincula con la capacidad de las personas humanas y jurídicas para adquirir derechos y contraer obligaciones, cuestión que no queda comprendida en el derecho público local, sino que se trata de un elemento general del derecho y, por lo tanto, del resorte exclusivo del Congreso de la Nación, en virtud de lo dispuesto por el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional en cuanto constituye una facultad expresamente delegada por las provincias al Gobierno Federal. La inconstitucionalidad del art. 14 de la ley 10.606 aparece indudablemente configurada, pues la provincia demandada al legislar sobre la propiedad o titularidad de los establecimientos farmacéuticos, avanzó indebidamente sobre un tema -la capacidad de las personas- cuya regulación uniforme en todo el país corresponde exclusivamente al Congreso de la Nación. Esta conclusión de ningún modo implica desconocer o menoscabar el poder de policía que, por razones de salubridad, moralidad y seguridad, corresponde a la Provincia de Buenos Aires sobre la actividad o industria farmacéutica y que ha sido expresamente reconocido por la Corte en el precedente registrado en Fallos: 308:943. Compete a la provincia demandada regular, entre otras cuestiones, lo concerniente a la habilitación de los establecimientos farmacéuticos y el contralor de la matrícula de los profesionales. El poder de policía local no puede llevar al extremo de desconocer o invadir una atribución exclusiva que la Constitución Nacional, en el art. 75, inc. 12, ha puesto bajo la órbita del Gobierno Federal, como es la atinente a la regulación de la capacidad o aptitud de las personas humanas y jurídicas. La Corte ha señalado que la facultad conferida a la Nación de dictar los códigos y leyes comunes es de naturaleza exclusiva y, por consiguiente, el Congreso, al ejercitarla, no sólo puede dictar disposiciones de carácter policial relativas a las materias contenidas en el derecho privado, sino también impedir que las provincias usen de las propias para alterar o modificar el contenido de las leyes sustantivas. En caso contrario, la delegación hecha al gobierno de la Nación para dictar los códigos comunes habría quedado reducida a una mera fórmula, pues la mayor parte de las instituciones comprendidas en aquéllos, son susceptibles de considerables restricciones motivadas en razones de policía. El art. 14 de la ley 10.606 resulta inconstitucional, pues aun cuando se refiere a la autorización para instalar o enajenar farmacias, en rigor de verdad avanza sobre la regulación de lo concerniente a su titularidad -materia que, como se indicó, es de exclusiva competencia del Congreso de la Nación- conculcando de este modo los principios consagrados en los arts. 31 y 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Al respecto, la norma provincial impugnada no se vincula con la modalidad del ejercicio de la profesión de farmacéutico y tampoco implica el control sobre la matrícula profesional, aspectos cuya reglamentación indudablemente corresponde a las autoridades locales. Corresponde recordar que el legislador nacional, en uso de aquella prerrogativa, ha regulado lo referente a la propiedad de las farmacias en el art. 13 del decreto 2284/91 (ratificado mediante ley 24.307, art. 29), cuya aplicación ha solicitado la actora desde su primera presentación en el proceso. Esta norma, con el fin de "abaratar los precios de venta al público" procedió a desregular lo concerniente a la propiedad de establecimientos farmacéuticos, permitiendo que cualquier persona física (hoy humana) o jurídica pueda ser titular de ellos. Este precepto posee vigencia y plena operatividad en todo el territorio de la Nación en la medida en que ha sido dictado por el legislador nacional en virtud de las atribuciones exclusivas que le han sido conferidas por el art. 75, inc. 12, de la Carta Magna. Por ello, carece de relevancia que, la Provincia de Buenos Aires no haya adecuado sus instituciones a lo establecido en cuanto a la propiedad de las farmacias en esa jurisdicción. Lo expuesto resulta plenamente corroborado por el art. 119 del decreto 2284/91 (ratificado por la ley 24.307) que dispone "Invitase a las Provincias a adherir al régimen sancionado en el presente Decreto en lo que a ellas les competa" (énfasis agregado). En consecuencia, el art. 13 del decreto 2284/91 en cuanto establece los sujetos que pueden ser propietarios de las farmacias, constituye una norma jurídica obligatoria, dictada por el legislador nacional en ejercicio de facultades propias y exclusivas, cuya operatividad no requiere adhesión ni implementación alguna por parte del estado local demandado. En lo que atañe a la tacha de inconstitucionalidad alegada por la actora respecto del Art. 3° de la ley 10.606, procede recordar que la corte local consideró que se tornó abstracta la cuestión al haberse rechazado la demanda deducida con relación al art. 14 de la misma ley y, por ende, no se pronunció sobre este punto concreto sometido a fallo. No es ocioso recordar que la decisión del Congreso Nacional, plasmada en la ley 48, fue que todo pleito radicado ante la justicia provincial en el que se susciten cuestiones federales debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local. Ello es así, dado que los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprendan puntos regidos por la Constitución, federales y los tratados internacionales. La Corte ha establecido reiteradamente que las decisiones que son aptas para ser resueltas por esa Corte Nacional no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia. Corresponde devolver las presentes actuaciones a la justicia local para que, por medio de quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento en el que se trate en forma expresa el planteo de inconstitucionalidad formulado por la actora con respecto al art. 3° de la ley 10.606.


    Farmacity S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Pretensión anulatoria - recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 118/2017/RH1, 11 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; y CSJ 1276/2017, "Cervecería y Maltería Quilmes Sociedad Anónima Industrial, Comercial, Agricola y Ganadera c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Cervecería y Maltería Quilmes Sociedad Anónima Industrial, Comercial, Agrícola y Ganadera c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2570/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.	


    Digital Fueguina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2584/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2711/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecucion Fiscal (ABL)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2024/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca reviste un manifiesto contenido federal, por lo que es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. Es que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los actores dirigen su pretensión contra la ley 2.936 de la Provincia de La Pampa, que en su Título II, instituye el impuesto especial provincial (que, afirman, debe ser adicionado al impuesto especial nacional establecido en la ley 27.260 "régimen de sinceramiento fiscal") y, en particular, persiguen la declaración de inconstitucionalidad de sus arts. 12, 4° inc. A) y 2° por entender que la provincia incurrió en un exceso normativo y se extralimitó en el ejercicio de su potestad tributaria al alcanzar con el gravamen bienes que se encuentran radicados en extraña jurisdicción y respecto de los cuales, por lo tanto, no se cumple con el requisito de la existencia de sustento territorial, todo ello en abierta violación de lo dispuesto en los arts. 1°, 31, 75, inc. 2°, 16 y 17 de la Constitución Nacional. Así entonces, aunque los actores dirigen la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que en la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental -a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48-, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental -v. arts. 1°, 31 y 75 inc. 2°- lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En razón de lo expuesto, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Werthein, Andrea y otros c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2718/2017,26 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 743/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2722/2017,06 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2722/2017, "Dass Argentina S.R.L c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Dass Argentina S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2720/2017,06 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 743/2017 "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2721/2017,06 de abril de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2319/2016. "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición”.


    Dass Argentina S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2719/2017,06 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, " Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza". 


    Comercial Rossi S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2699/2017,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Impuesto sobre los ingresos brutos. Locación de servicios profesionales. Energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaría de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Por otro lado, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En el caso, más allá de que la acción iniciada por la actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la pretensión tributaria de la Provincia de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad desplegada por la actora, invade un ámbito propio de la Nación. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1° de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Por último, cabe mencionar que resultará fundamental desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales, en particular, las del art. 75, incs. 13 y 18 de la Constitución Nacional, así como las de las leyes 15.336, 26.566 y 24.065 -que integran el marco regulatorio de la energía eléctrica- que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. En razón de lo expuesto al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Bureau Veritas Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2365/2017,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Amparo ambiental. Medida de no innovar. Evaluación del impacto ambiental. Audiencia pública. Litisconsorcio pasivo. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675. Asimismo, a través de distintos precedentes el Tribunal ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional.


    Gahan, Juana María y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Amparo ambiental


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1168/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Exequátur. Ejecución de sentencia extranjera. Títulos de deuda pública. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Criterio del precedente “Sojo”, Fallos 32:1220. Y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Además, si bien para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda, también se torna imprescindible examinar el origen de la pretensión, así como la relación de derecho existente entre las partes. No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto involucre la interpretación de normas nacionales, como las leyes 25.561 y 27.249, porque así planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.


    Neveu, María Beatríz y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Exequatur


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 354/2018,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Contienda negativa de competencia. Accidente de trabajo. Policía de seguridad aeroportuaria. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La intervención de la Corte resulta prematura, los autos deben volver al Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal a fin de que se pronuncie en forma expresa y concreta sobre su competencia. No obstante lo expresado por la Corte en la causa “Costa” invocada por el magistrado que intervino en último término para resolver como lo hizo, el principio allí enunciado no resulta de aplicación al presente caso. Dicho principio al hacer referencia a la “facultad excepcional” de la Corte “para declarar la competencia de un tercer fuero que no intervino en el conflicto”, no puede sino interpretarse en el marco de lo dispuesto en el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1258 en punto a la atribución para resolver las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales del país sin superior jerárquico común, reconocida por regla a la Corte y sólo excepcionalmente a las cámaras nacionales de apelación en el supuesto que allí se prevé.


    Dziubek, Daniel Dario c/ Policía de Seguridad Aeroportuaría y otro s/ Accidente de trabajo c/ Enfermedad profesional acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 373/2015/CS1, 22 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Tasas. Control sanitario. Control de productos alimenticios. Comercio interior. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia originaria de la Corte, uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del CPCCN- se desprende que las actoras cuestionan la pretensión –cuya declaración de inconstitucionalidad solicitan- que, con sustento en normas locales, esgrime la Provincia, de ejercer de un modo no admitido por el Código Alimentario Argentino y su decreto reglamentario, una potestad de control alimentario sobre el ingreso a su territorio de productos alimenticios provenientes de otras jurisdicciones, así como la potestad tributaria, por la cual les exige el pago de una tasa de re inspección bromatológica como condición para poder ingresar sus productos en la provincia lo que, sostienen, resulta violatorio de lo dispuesto en los arts. 9°, 10, 11, 12, 75 incisos 13 y 18 de la Constitución Nacional. Así entonces, aunque la parte actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas locales (ley provincial 2.766 Y su decreto reglamentario), se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad provincial interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13 de la Ley Fundamental) cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Así las cosas, la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella . Por todo lo anterior, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2713/2017,08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Sucesión ab intestato. Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso no media denegación del fuero federal debido a que el pronunciamiento apelado declina la competencia ordinaria de un juez provincial en favor de otro nacional con asiento en la Capital federal, lo que no importa la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48, tampoco lo sería si se entendiera que la resolución declina la competencia de la República Oriental del Uruguaya favor de la justicia nacional, en tanto en el vecino país continúan su curso la sucesión y la desheredación denunciadas por el recurrente. No modifica el criterio que sustento el hecho de que según el recurrente la causa deba tramitar ante la justicia de Uruguay, ya que, por un lado, no se está privando al apelante de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    B., J. M. s/ Sucesión ab-intestato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 23729/2013/1/RH1, 27 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E.230, L.XLVII "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    BASF Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2649/2017,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A.c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gador S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2667/2017,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".



    Gador S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2668/2017,04 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria.



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E.230, L.XLVII "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Ahora S.A. c/ Santiago del Estero S.A. s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 127/2018/09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria.



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 138/2018,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria.



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E.230, L.XLVII "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 207/2018,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Frigorífico Gorina S.A.l.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 230/2018, 08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Frigorífico Gorina S.A.l.C. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 228/2018,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los precedentes "Palópoli": Fallos: 318:2503 y 323:19 y "Stiefel": Fallos: 334:1346.


    Transportadora Río Coronada S.A. u otro c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2548/2017,15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 4148/2015, "Red de Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 411/2017, "Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Maycar S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2724/2017,15 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución de sentencia. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2434/2017/CS1 "Soraidez, Sergio y otros c/ Bidegain Eduardo y otro s/ Ejecución de sentencia”.


    Soraidez, Sergio y otros c/ Bidegain Eduardo y otro s/ Ejecución de sentencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 476/2018/CS1, 08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Interpretación de la ley. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Al respecto, la Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son viola torios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una leyes contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, las instituciones provinciales y etc., son violatorios de nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. En el sub lite, se configura el último de los supuestos enunciados, por lo que las cuestiones esgrimidas deben tramitar ante la justicia local de la Provincia. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país, del sistema federal y de las autonomías provinciales. Por otra parte, la solución propiciada es la que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprenden esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48.


    ZF Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2714/2017,10 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, debe examinarse la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el proceso se presenta esta última hipótesis, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 50 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, el actor reclama una indemnización por daños y perjuicios imputándole responsabilidad extra contractual a la provincia por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido sus órganos policiales, materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte en las causas "Barreto" con independencia del factor de atribución que se invoque. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del previamente derecho provincial, en jurisdicción y que local se debe deducir el planteo de inconstitucionalidad de que se trate, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. En virtud de lo señalado y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo”, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Díaz, David Gabriel c/ La Pampa, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 116/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos públicos. Constitución provincial. Control de constitucionalidad. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la causa se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. En el sub lite, se configura el último de los supuestos enunciados, por lo que las cuestiones aquí esgrimidas deben tramitar ante la justicia local de la provincia. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales.


    Empresa Ciudad de Gualeguaychú S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 135/2018,17 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Tasas. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincial. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Tasa por los servicios de inspección, control y fiscalización higiénico-sanitaria. Productos cárnicos y derivados. Tránsito federal. Remisión al dictamen de la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", opinión compartida por la Corte en su sentencia; CSJ 5321/2014, "Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa", opinión compartida por la Corte en su sentencia; CSJ 1155/2016  “Frigorífico Paladini S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", opinión compartida por la Corte en su sentencia; CSJ 2333/2016, "Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Refinería del Centro S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2018,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de repetición. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Control de constitucionalidad. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la causa se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la actora solicita la repetición de ciertas sumas de dinero abonadas en concepto del impuesto sobre los ingresos brutos -con fundamento en que las normas locales mediante las que se exigen tales emolumentos son inconstitucionales- y, conjuntamente con ello, requiere que el Tribunal fije una tasa de interés distinta de la prevista en las leyes provinciales, cuya razonabilidad y constitucionalidad también pone en debate. La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. En el sub lite, se configura el último de los supuestos enunciados, por lo que las cuestiones deben tramitar ante la justicia local de la provincia de Buenos Aires. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país, del sistema federal y de las autonomías provinciales. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Freddo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2715/2017,08 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Estado de incertidumbre. Impuestos. Empresa familiar. Productos lácteos. Convenio con las provincias. Convenio multilateral. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1419/2017, "Arre-Beef S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Peiretti Celsa, Peiretti Héctor, Peiretti Haydeé y Peiretti Raúl Sociedad de Hecho c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 259/2018,29 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia originaria de la Corte, corresponde recordar que uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda desprende que la actora cuestiona la pretensión que, con sustento en normas locales -cuya declaración de inconstitucionalidad solicita-, esgrime la Provincia de ejercer de un modo no admitido por el Código Alimentario Argentino y su decreto reglamentario una potestad de control alimentario sobre el ingreso a su territorio de productos alimenticios provenientes de otras jurisdicciones, así como la potestad tributaria por la cual le exige el pago de una tasa de inspección como condición para poder ingresar sus productos en la provincia lo que, sostiene, resulta violatorio de lo dispuesto en los arts. 9° a 12 y 75 -incs. 13 y 18- de la Constitución Nacional. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13 de la Ley Fundamental) cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Alimentos Refrigerados Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 344/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Johnson Acero S.A. Industrial y Comercial c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 377/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Johnson Acero S.A. Industrial y Comercial c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 378/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 393/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 410/2018,28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 411/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 413/2018,28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 412/2018,28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Dass Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 414/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Johnson Acero S.A. Industrial y Comercial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 435/2018,28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios contra el estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 208/2018,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 206/2018,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L .XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y  CSJ 754/2017, "Facor S.R.L. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición".


    Cetrogar S.A. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 430/2018,28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    B.G.H. S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 795/2016,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 569/2016,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, “General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Rheem S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 233/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 270/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios contra el estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 209/2018,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Peiretti Celsa, Peiretti Héctor, Peiretti Haydeé y Peiretti Raúl, Sociedad de Hecho c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 258/2018,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Superintendencia de Servicios de Salud. Competencia originaria. Fondo Solidario de Redistribución. Admisibilidad del recurso. 


    Los aspectos de fondo se vinculan, sustancialmente, con el análisis de disposiciones de naturaleza federal -leyes 23.660, 23.661- y la procedencia del reclamo de la suma de dinero correspondiente al 50% de la contribución anual prevista por el artículo 17, inciso f), de la ley 19.322 por el período comprendido entre el 1 de abril de 1991 y el 1 de octubre de 1995, que debía ser recibida, administrada y destinada al Fondo Solidario de Redistribución por la SSS. Al respecto, no se encuentra controvertido que mediante el decreto 1615/96 se fusionó la ANSSAL, el INOS y la DINOS, y se constituyó la SSS, organismo descentralizado en jurisdicción del Ministerio de Salud con autarquía administrativa, económica y financiera; que, como continuador de los entes fusionados, se hizo cargo de su personal, su activo y asumió su pasivo. En este sentido, esa Corte ha sostenido la legitimación activa de la SSS para reclamar el cobro de aportes. Teniendo en cuenta ello, es dable destacar que el artículo 19 inciso d), de la ley 23.660 impone a los empleadores, dadores de trabajo o equivalentes, en su carácter de agentes de retención la obligación de aportar a favor del ANSSAL (hoy SSS) el 50% de los recursos de distinta naturaleza destinados al sostenimiento de las obras sociales. En línea con ello, el artículo 22, inciso b), de la ley 23.661 prevé que esas sumas de dinero sean destinadas al Fondo Solidario de Redistribución, administrado por la ex ANSSAL. Por su parte, en el ámbito bancario, el entonces vigente artículo 17, inciso f), de la ley 19.322, a los efectos de fondear el patrimonio del Instituto de Servicios Sociales Bancarios establecía que las entidades bancarias de la Nación, provincias y municipios obligadas, debían realizar una contribución anual del 2% sobre el total percibido en concepto de intereses y comisiones. Esta contribución constituía un recurso de distinta naturaleza destinado al sostenimiento del Instituto de Servicios Sociales Bancarios, por lo cual de conformidad con la normativa referida, correspondía que el 50% fuera depositado a favor de la ANSSAL, actual SSS, para ser integrado al Fondo Solidario de Redistribución. Desde esta perspectiva, la contienda requiere, ineludiblemente, el estudio de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas a la incumbencia de este Ministerio Público Fiscal.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Río Negro, Provincia de s/ Cobro de aportes y/o contribuciones


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 976/2000/(36-S), 18 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Telecomunicaciones. Defensa del consumidor. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa FLP 43106734/2009/CS1, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de La Plata s/ Acción meramente declarativa".


    Rivera, Prudencio c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Recurso directo Ley 24.240


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 2779/2015/CS1-CA1, 04 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos públicos. Interpretación de normas y actos locales. Cuestión no federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la causa se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la actora solicita la repetición de ciertas sumas de dinero abonadas en concepto del impuesto sobre los ingresos brutos con fundamento en que las normas locales mediante las que se exigen tales sumas son inconstitucionales y, conjuntamente con ello, requiere que el Tribunal fije una tasa de interés distinta de la prevista en las leyes provinciales, cuya razonabilidad y constitucionalidad también pone en debate. La actora efectúa un planteamiento conjunto de cuestiones locales y federales, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado con el análisis e interpretación de normas locales, en principio, dictadas en ejercicio de las facultades provinciales previstas en los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional y, por ende, no delegadas al Estado Nacional. La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. En el sub lite se configura el último de los supuestos enunciados, por lo que las cuestiones esgrimidas deben tramitar ante la justicia local de la provincia en cuestión. Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    ZF Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2716/2017,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Plastar San Luis S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 546/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Plastar San Luis S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 553/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Simmons de Argentina Sociedad Anónima Industrial y Comercial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 686/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Simmons de Argentina Sociedad Anónima Industrial y Comercial c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 688/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Plastar San Luis S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 549/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Plastar San Luis S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 550/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1281/2017, "Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 481/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1281/2017, "Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 483/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1281/2017, "Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 484/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone San Luis S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 516/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 579/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 517/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 518/2018/06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Granja Tres Arroyos Sociedad Anónima Comercial Agropecuaria Financiera e Inmobiliaria c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 499/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto de sellos. Energía eléctrica. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos C.253. L.XLIX., "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar"; I.2, L.L. "Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza; CSJ 1001/2016/1 "Central Puerto S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de certeza (incidente de medida cautelar)”.


    Lo que determina la competencia federal en el sub iudice es la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir en la regulación del sistema de energía eléctrica, que es -como se dijo- materia reservada al ejercicio de los poderes del gobierno central. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora-, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Rovella Carranza S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 91/2018,4 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Accidente de tránsito. Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es preciso señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, debe examinarse la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales autoridades provinciales. En el proceso se presenta esta última hipótesis, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, el actor reclama una indemnización por daños y perjuicios imputándole responsabilidad extracontractual a la provincia demandada por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos policiales, materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, y que se debe deducir previamente en jurisdicción local el planteo de inconstitucionalidad de que se trate, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. En virtud de lo señalado y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Tacacho, Daniel Marcelo c/ Provincia de Salta s/ Daños y perjuicios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 1912/2013/CS1, 30 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1419/2017, "Arre-Beef S.A. c/ Formosa, provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Vicentín Sociedad Anónima Industrial y Comercial (Vicentín S.A.I.C.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 79/2018,22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 92/2017, "Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    YPF S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 440/2018,13 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Col-Ven Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 835/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1308/2017, "Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Acindar Industria Argentina de Aceros Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 744/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 92/2017, "Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Pampa Energía S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 865/2018,13 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Simmons de Argentina Sociedad Anónima Industrial y Comercial c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 687/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 411/2017, "Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Col-Ven Sociedad Anónima c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 838/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".	


    Col-Ven Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 837/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Col-Ven Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 842/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 92/2017, "Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 719/2018,13 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cervecería y Maltería Quilmes Sociedad Anónima Industrial, Comercial y Ganadera c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 828/2018,12 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Productos agropecuarios. Comercio interior. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1049/2016, "ArreBeef S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1419/2017, "Arre-Beef S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cofco International Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 657/2018,06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Amparo ambiental. Especies protegidas. Orca. Litisconsorcio pasivo. Policía ambiental. Áreas protegidas. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión no federal. Incompetencia. 


    Criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre otros.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. En primer lugar, no procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Provincia y el Estado Nacional es inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En segundo término, tampoco procede tal instancia de la Corte por ser parte una provincia, puesto que a tal fin resulta imprescindible examinar la materia sobre la que versa el pleito, la cual debe revestir naturaleza exclusivamente federal y, dicha hipótesis tampoco se verifica en autos. La Corte ha resuelto que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo aquéllas, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en tal materia, las que no pueden ser alteradas. No obsta a ello el hecho de que la actora invoque el respeto de leyes nacionales, cláusulas constitucionales y tratados internacionales, ya que ello no resulta suficiente para fundar la competencia originaria de la Corte en razón de la materia, en la medida que, esta instancia sólo procede cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se incluyen, además, temas de índole local y de competencia de los poderes locales. sistema federal. autonomía provincial. Tampoco incide sobre la decisión adoptada el fundamento de la actora con respecto a que la zona ha sido declarada Patrimonio Natural de la Humanidad por la UNESCO, pues la estructura federal del Estado no puede ser concebida como un obstáculo para el efectivo cumplimiento de las obligaciones que surgen de aquella declaración, en tanto éste está obligado a adoptar las medidas que sean necesarias en función precisamente de su estructura y de la distribución de competencias entre el Gobierno Nacional y las provincias, según lo disponen los arts. 1°, 5°, 75, 116 y 121 y siguientes de la Constitución Nacional. Lo contrario importaría invadir las facultades reservadas de la Provincia.


    Asociación Argentina de Abogados Ambientales de la Patagonia (AAAAP) c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 826/2018,14 de junio de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Servicio público. Gas natural. Distribución de gas. Relación de consumo. Atención al público. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Así, aunque la acción de inconstitucionalidad se dirige contra normas locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la demandada pretende ejercer facultades regulatorias en materia de distribución de gas natural, que constituye un servicio público nacional e integra el comercio interjurisdiccional, cuya actividad se encuentra reglada por una legislación específica de carácter federal, en la que se incluye lo referente a las obligaciones del prestador con relación a la atención de los usuarios. En este sentido, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental.


    Gas Natural Ban S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 936/2018,10 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Obras intelectuales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Dominio público pagante.


    Toda vez que el Fondo Nacional de las Artes, entidad nacional con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, demanda a la Provincia de Buenos Aires, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Fondo Nacional de las Artes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2556/2017,11 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 210/2018, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1068/2018/11 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1017/2018,11 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Policía Federal Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 839/2018, 1 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 411/2017 "Laboratorios Casasco S.A. I. C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Fimaco S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1091/2018,05 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Interdicto de retener. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Se desprende de los términos de la demanda que la actora persigue el cese de la turbación de la posesión de los inmuebles que describe, con fundamento en los arts. 2238 y conc. del Código Civil y Comercial de la Nación y en los arts. 610 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.


    Quila - Lafquen S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del y otros s/ Interdicto de retener


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 361/2017,30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    AFIP. Contribuciones patronales. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que la Provincia, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda a la Administración Federal de Ingresos Públicos, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 8 de la Ley 23.473 se establezca expresamente la competencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora demanda para que se declare la nulidad de actos de una entidad nacional.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2454/2017/1, 12 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Transporte de pasajeros. Transporte interno. Tarifa de servicios públicos. Competencia federal. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la Ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. Es doctrina de la Corte que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Así, aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas locales, tal pretensión exige determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de transporte interjurisdiccional de pasajeros. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al respecto, la Corte ha sostenido que el servicio público de transporte interjurisdiccional de pasajeros resulta alcanzado por los poderes que el art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional confiere al gobierno central.


    Empresa Ciudad de Gualeguaychú S.R.L. y otros c/ Municipalidad de Gualeguaychú s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5395/2017/CS1-CA1, 30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a la causa O. 459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1433/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Walmart Argentina S.R.L. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1314/2018,30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a la causa O. 459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone San Luis S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1319/2018,30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1253/2016, "Mastellone Hermanos S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. 


    Mastellone Hermanos S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1316/2018,08 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S. A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1318/2018,08 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos". Y remisión al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1360/2018,08 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Daño ambiental de incidencia colectiva. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a Fallos: 329: 2315


    El asunto radica en determinar si en el sub examine se configuran los requisitos para acceder a la competencia originaria de la Corte prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58), para lo cual ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 40 y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230-4, el actor plantea la inconstitucionalidad de la acordada 8/2015 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y tal pretensión es la única que se deduce con la exactitud necesaria y exigible, en cumplimiento de la carga establecida en los incs. 3° y 6 del art. 330 del CPCCN. En relación a lo que podría denominarse como tercera pretensión, parecería inferirse que el reclamo tiene por objeto la defensa de un bien de incidencia colectiva, configurado por el ambiente, en tanto parecería estar referido a la recuperación de las dinámicas de los flujos ordinarios, con lo cual, se podría afirmar que se configuraría la interjurisdiccionalidad prevista en el artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales” y que la cuestión sería común a todas las jurisdicciones a las que se demanda. En tales condiciones, dado en este último caso el manifestó de carácter federal que parecería surgir de la materia del pleito, siempre que se considere que se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjurisdiccional y al ser parte una provincia, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad del actor, esta pretensión debería sustanciarse ante los estrados del tribunal. Dicha solución también satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de ser demandado ante los tribunales federales, de conformidad con el art. 116 de la ley fundamental. La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    De Amorrortu, Francisco Javier s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 791/2018,14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CSl, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1580/2016,17 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de inconstitucionalidad. Fallos de la Corte. Municipalidad. Servicio público. Juez previniente. Competencia federal. 


    Conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de transporte interjurisdiccional e internacional de pasajeros. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al respecto, la Corte ha sostenido que el servicio público de transporte interjurisdiccional de pasajeros resulta alcanzado por los poderes que el art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional confiere al gobierno central. Lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que regulan el servicio público de transporte interjurisdiccional e internacional de pasajeros, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega.


    H.E.R.S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Paraná s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 353/2017/CS1-CA1, 14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CSl, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    AMX Argentina S.A. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4880/2015,17 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad";  CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1278/2017, "Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza". 


    Marfrig Argentina Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1503/2018,24 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Derecho a la salud. Medicina prepaga. Cobertura médica. Competencia civil y comercial federal. 


    Ley 26.682.


    Teniendo en cuenta que, la competencia atribuida al tribunal civil es exclusiva y excluyente en cuestiones de familia y capacidad de las personas, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    A., G. c/ Galeno s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10120/2017/CS1-CA1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Agropecuaria El Jaguel Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1608/2018,04 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Estado de incertidumbre. Agentes de retención. Aportes previsionales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Fallos: 328:3032; 328:2694, entre otros.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. En consecuencia, la acción se apoya en forma directa en normas nacionales de naturaleza previsional, por lo que la causa reviste manifiesto contenido federal, tal como lo ha entendido la Corte los fallos de la referencia. Ya que, lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    San Luis, Provincia de c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 717/2018,19 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017 "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires cl Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 541/2018,15 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1609/2018,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1278/2017, "Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Rotoplas Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1764/2018,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Cobro de sumas de dinero. Certificado de deuda. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G.2462, XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1610/2018,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Aportes sindicales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que la Provincia, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el art. 5°, in fine, de la Ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1339/2018,19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Acción declarativa de certeza. Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio exterior. Sociedades offshore. Zona primaria aduanera. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del decreto-ley 1.285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. Aunque la acción de inconstitucionalidad se dirige contra actos locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la Provincia pretende ejercer facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación del comercio internacional y de las Aduanas, que constituyen atribuciones del Gobierno Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Lo que determina la radicación del sub lite en la instancia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional no es la ilegitimidad del gravamen provincial planteada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada interferencia que la pretensión tributaria provincial produciría en el ejercicio de facultades propias de la Nación en las materias aduanera y de regulación del comercio internacional. Lo expuesto, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Colorantes Industriales Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1344/2018,11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Comercio interior. Pesca. Transporte de pescado. División de poderes. Distribución de competencias. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.


    Unión Pesquera Patagonia S.A. y otras c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1294/2018,13 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Declaración de inconstitucionalidad. Pirotecnia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dictamen de la causa A. 373; L. XLII, "A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal" y fallo de las causas CAF 68144/2016/CA1-CS1, “Cienfuegos S.A. c/ Estado nacional – RENAR y otros s/ Proceso de conocimiento” y Comp. 2420/2017/CS1, “Cámara Argentina de Empresas de Fuegos Artificiales y otros c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Inconstitucionalidad”.  


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta, toda vez que, más allá de que la actora dirija su pretensión declarativa de inconstitucionalidad contra una norma local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de las facultades provinciales en materia de seguridad y salubridad pública, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de regulación de la actividad de fabricación, transporte, almacenamiento y comercialización de material pirotécnico. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversas disposiciones de la Ley Fundamental, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. En razón de lo expuesto, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Gorordo, Jorge Oscar c/ Provincia de Neuquén s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 28680/2017/CS1, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Aportes y contribuciones previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional y esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1644/2018,06 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de energía eléctrica. Facultades del gobierno nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en actos de naturaleza local, lo medular de la cuestión planteada se encuentra dirigido a determinar si la pretensión de la Provincia de gravar el contrato y la actividad comercial que desarrolla la actora, con el impuesto sobre los ingresos brutos, viola lo establecido en el régimen federal regulatorio de la energía eléctrica y si ello constituye un avance de la provincia sobre las facultades delegadas al Gobierno Nacional. En este sentido, el núcleo del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional a las que alude el art. 2 o, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Finalmente, corresponde puntualizar que la invocación del Pacto federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento que en su escrito de inicio efectúa la actora en nada modifica lo hasta aquí expuesto, ya que ella solo se refiere al apartado 2, del art. 1° de dicho instrumento, norma a la que la Corte le ha atribuido carácter federal en razón de la materia que regula: la energía eléctrica. Por todo ello, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal –cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Transportel Patagónica S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1356/2018,27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Agentes de percepción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1569/2017, “Akapol S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Complejo Alimenticio San Salvador S.A. C/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1536/2018,24 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional y esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1860/2018,26 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Obras sociales. Asistencia médica. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, según los términos del escrito de inicio, el presente no corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello es así, toda vez que el GCBA, que no es una provincia, demanda a una obra social que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estados del Tribunal. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en los que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno al conocimiento del tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal Rural y Estibadores de la República Argentina s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1729/2018,10 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuestos. Exteriorización de capitales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2718/2017, "Werthein, Andrea y otros c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Distrizub Sociedad Anónima c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1582/2018,08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión no federal. Control difuso de constitucionalidad. Competencia provincial. 


    Doctrina de los precedentes de Fallos 327:1789 y 332:1007.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. La que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprenden esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    MSU S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1463/2018,12 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Medida cautelar autónoma. Despido. Empleo público. Cámara de apelaciones. Competencia contensioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia suscitada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En esta disposición legal se basó la mencionada cámara la que esa Corte para disponer que debía resolver conflictos era de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación. Por lo demás, así lo ha entendido recientemente la Corte en la causa Comp. CIV 14070/2016/CS1, "Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Hospital Alemán Asociación Civil s/ Daños y perjuicios", en la que consideró definitivamente resuelto por la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal un conflicto negativo de competencia suscitado entre un juez de ese fuero y magistrados de primera instancia de los fueros nacionales en lo civil y en lo civil y comercial federal, y dispuso remitir las actuaciones al juzgado al cual dicha cámara había asignado competencia para entender en la cuestión.


    García Micele, Leonardo Néstor c/ Estado Nacional – Ministerio de Hacienda Y Finanzas Publicas de la Nación s/ Medida cautelar (autónoma)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38469/2016/CS1-CA2, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto de sellos. Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa: C. 37, L. XLVIII, "Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo", resuelta de conformidad por la Corte Suprema.


    Gire Sociedad Anónima c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1687/2018,12 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".



    Laboratorio Cuenca S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1841/2018,08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de inconstitucionalidad. Impugnación del decreto de necesidad y urgencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la Provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la. Ley Fundamental- y la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1802/2018/1, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 2713/2017, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    S.R. Frigorífico S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1754/2018,08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Retenciones impositivas. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. En la misma línea, sólo cabe discutir en esta instancia la validez de un tributo cuando es impugnado como contrario a la Constitución Nacional, circunstancia que, se presenta en el sub lite. Así, aunque la acción de inconstitucionalidad se dirige contra normas locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la demandada pretende ejercer sus facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación de la actividad bancaria, que constituye una atribución del Gobierno Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional. Todo ello, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1790/2018,19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Obras sociales. Asistencia médica. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el presente no corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que el GCBA, que no es una provincia, demanda a una obra social que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estados del Tribunal. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en los que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal de Entidades Deportivas y Civiles s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1815/2018,03 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 16/2017, "Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Industrias Frigoríficas Recreo S.A.I.C. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2003/2018,19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017 "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos S.A. s/ Ejecución fiscal (Alumbrado, Barrido y Limpieza)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1828/2018,31 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de inconstitucionalidad. Telecomunicaciones. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual, en aquellos supuestos en que una causa se encuentre con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es este quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que se considere que corresponde seguir entendiendo en el proceso. En tales condiciones, la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal debió haberse pronunciado sobre los recursos de apelación interpuestos antes de remitir las actuaciones a la justicia federal.


    Telecom Argentina S.A. C/ Estado Nacional- Ente Nacional de Comunicaciones (ENACOM) y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20988/2017/CS1, 06 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Comp. CCF 5412/2017/CS1, "Zara Argentina S.A. c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de conocimiento".


    Zara Argentina S.A. c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3175/2018/CS1, 07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Monte Verde S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1431/2017,08 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Juicios en que la Nación es parte. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1802/2018/1, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar".


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1618/2018/06 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1802/2018/1, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar".


    Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1700/2018/1, 06 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G.230, XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Programa de Servicios Agrícolas Provinciales s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1859/2018,07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1802/2018/1, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar".


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1739/2018,06 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1802/2018/1, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar".


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1986/2018,07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Criterio de la Procuración General de la Nación al respecto en las causas CSJ 28/2013 (49-0), "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal" y CSJ 215/2013 (49-0) "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD)c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    
      

    


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, se entiende que es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2106/2018,07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Red Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4148/2015,01 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Amparo ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Participación ciudadana. Servicio de agua corriente. Recursos hídricos interprovinciales. Litisconsorcio pasivo. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”. En ese sentido, la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Asimismo, la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación del carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. Dado el manifiesto carácter federal de la materia, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjuridiccional y al ser partes una provincia y la provincia de Buenos Aires, junto con el Estado Nacional, que concurre como parte necesaria a integrar la litis en virtud de la naturaleza federal del caso en examen, se entiende que –cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores-, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    De Aguirre, María Laura y otro c/ La Pampa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2214/2018,23 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Asistencia médica. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos"; y remisión al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires". 


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1996/2018,14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Muerte de un hijo. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Criterio de la Corte aplicable al caso: Comp. CIV 14070/2016/CS1, “Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Hospital Alemán Asociación Civil s/ Daños y perjuicios"; y CIV 104016/2012/CS1, “Testa, María Marcela c/ Unidad de Gestión OperativaFerroviaria de Emergencias y otro s/ Daños y perjuicios".


    En el sub lite, la Corte no es el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.85, según la cual “todo conflicto de competencia planeado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal”. En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Gambaccini, Ana Elena y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 105517/2008/CS1, 22 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Pretensión fiscal. Competencia federal. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente, supuesto que se configura en el sub lite. Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra actos locales, lo medular de la cuestión exige determinar, en forma previa, si el ejercicio de las facultades tributarias municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de energía eléctrica. Al ser ello así, resultará fundamental para la solución del asunto desentrañar el sentido y los alcances del marco regulatorio del régimen federal de la energía eléctrica y de generación de energía toda vez que su adecuada hermenéutica permitirá apreciar si existe la violación constitucional alegada. Tales circunstancias implican que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Por otra parte, cuando la competencia federal surge ratione materiae, ella es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios.


    Genneia S.A. C/ Municipalidad de Paraná s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8457/2017/CS1-CA1, 21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Base imponible. Gas licuado. Interpretación de la ley. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Surge de lo expuesto en la demanda que lo medular del planteo consiste en sostener que la referida pretensión provincial resulta violatoria de la cláusula consagrada en el art. 75 inc. 18 de la Carta Magna, y dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que ello remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las denominada cláusula del progreso (art. 75, inc. 18 de la Ley fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Por ello, se considera que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1353/2018,13 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Estado de incertidumbre. Determinación de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2718/2017, "Werthein, Andrea y otros c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Distrizub S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1997/2018,13 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en estas actuaciones. No obsta a ello que la actora haya efectuado presentaciones ante la Dirección General de Rentas de la provincia en cuestión con relación a la liquidación del impuesto sobre los ingresos brutos efectuada por dicho organismo, y que al respecto aún no se haya expedido la autoridad administrativa, pues la competencia originaria de la Corte -que proviene de la Constitución- no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. Tampoco es óbice a la competencia originaria de la Corta el precedente que invoca la demanda y registrado en Fallos: 332:1007 ("Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Provincia de Misiones"), a poco que se repare que el planteo allí efectuado se sustentaba no sólo en la inconstitucionalidad del gravamen sino también en su ilegitimidad a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos. A diferencia del citado precedente, en autos la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto -tal como ha sido introducido por la actora en su demanda- no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Hoerbiger de Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1246/2017,04 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2367/2018,04 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 411/2017 "Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Syngenta Agro S.A. C/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2392/2018,07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1876/2017, "Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". 


    Syngenta Agro S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2394/2018,07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1764/2018, "Rotoplas Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Syngenta Agro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2397/2018, 07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1968/2017, "Droguería Rosfar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Syngenta Agro S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2395/2018,07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Medida cautelar autónoma. Impuesto de sellos. Compraventa de acciones. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso con intereses contrapuestos, por un lado, la Provincia de Formosa, que ha sido citada por el demandado como tercero y, por el otro, el Estado Nacional, que resulta ser el demandado en el pleito, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. Además, el juicio reviste manifiesto contenido federal, toda vez que la pretensión de la actora se funda de manera directa en la aplicación e interpretación de un tratado internacional y, en materia de relaciones internacionales las provincias han delegado en la Nación la celebración de tratados y el ejercicio de la política exterior, de conformidad con lo dispuesto por el art. 75 incs. 22 y 24 de la Constitución Nacional, acuerdo que goza de la jerarquía que le otorgan los arts. 27 y 31 de la Ley Fundamental. Además, "Un tratado internacional constitucionalmente celebrado es orgánicamente federal, pues el Poder Ejecutivo concluye y firma tratados, el Congreso nacional los desecha o aprueba mediante leyes federales y el Poder Ejecutivo Nacional ratifica lo tratados aprobados por ley, emitiendo un acto federal de autoridad nacional". Asimismo, el ejercicio de las potestades tributarias de la provincia que se cuestiona por entrar en conflicto con las cláusulas del Tratado Internacional de Promoción y Protección de Inversiones, podría llevar a la situación de hacer incurrir al Estado Argentino en responsabilidad internacional. Por otra parte, no resulta aplicable al sub examine lo resuelto por la Corte en Fallos: 329:218 "Ontivero", toda vez que la competencia originaria no solamente surge en razón de las personas sino también por intervenir una provincia y ser la materia del pleito de naturaleza federal, situación que descarta de plano el fuero federal de grado según lo dispuesto en Fallos: 315:2157 "Flores".


    Arca Continental S.A.B de C.V. c/ Estado Nacional y otro s/ Medida Cautelar


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20877/2017/CA1-CS1, 12 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Contienda negativa de competencia. Violencia familiar. Lugar del hecho. Domicilio. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Atento a que el problema viene encuadrado dentro del marco de la violencia familiar, debe acudirse al criterio sostenido en anteriores oportunidades por la Corte, en el sentido de que lo decisivo en esta materia es el domicilio del supuesto damnificado. Tal solución favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de los recursos y celeridad en la intervención.


    V. S. B. c/ R. P. s/ Protección contra la violencia familiar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2471/2018/CS1, 19 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Amparo ambiental. Ley general del ambiente. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7° , segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales" . En ese sentido, la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional. Asimismo, la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación -según los términos de la Ley General del Ambiente- del carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. En tales condiciones, dado el manifiesto carácter federal de la materia del pleito, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjurisdiccional, y al estar demandados una Provincia, el Estado Nacional, y un organismo interjurisdiccional -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de las actoras-, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación Civil Asamblea por los Ríos Pampeanos y otros c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1548/2018,21 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Ejecución fiscal. Juicios contra el estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, según los términos del escrito de inicio, el juicio no corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello es así, toda vez que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una entidad nacional que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estados del Tribunal. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en los que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno al conocimiento del tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2396/2018,21 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestiones de hecho y prueba. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La controversia requiere, el estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal ajenas a las incumbencias del Ministerio Público cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    La Rural Viñedos y Bodegas S.A. Ltda. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1922/2016,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Declaración de inconstitucionalidad. Beneficio de litigar sin gastos. Tasa de actuación judicial. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    De la forma en que ha quedado planteada la controversia se desprende que el tema en debate consiste en determinar si el conflicto planteado debe ser resuelto de acuerdo a las previsiones contenidas en la ley 19.983 o si, por el contrario, su conocimiento debe permanecer en la órbita del Poder Judicial de la Nación. La norma establece, para su aplicación, dos requisitos fundamentales: a) que se trate de un conflicto pecuniario, cualquiera sea su naturaleza o causa, y b) que se suscite entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluidas las entidades autárquicas. De darse ambos, la contienda interadministrativa debe ser resuelta por el Procurador del Tesoro de la Nación o por el Poder Ejecutivo Nacional. Ello resulta así por tener un superior común y porque las causas repercutirán necesariamente en el patrimonio del Estado. En estos términos, en las presentes actuaciones no concurren los requisitos mencionados precedentemente. En efecto, en el estado actual de la causa no se verifica un conflicto patrimonial que involucre a dos entes públicos estatales, lo que impide considerar a las presentes actuaciones como un conflicto interadministrativo. No obsta a tal conclusión la circunstancia de que, mediante la ley 26.761, se haya declarado de utilidad pública y sujeta a expropiación a la Compañía de Valores Sudamericana S.A. (ex Ciccone Calcográfica), pues ese hecho no implica que la cuestión debatida en el sub lite se convierta en una disputa económica entre organismos estatales. Sobre las bases de tales premisas, la cuestión litigiosa debe ser dirimida por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, ya que no se encuentra configurada una controversia de naturaleza pecuniaria entre algunas de las entidades mencionadas en el art. 1° de la ley 19.983, lo que torna inaplicable el régimen previsto en dicha norma y en su decreto reglamentario 2.481/1993.


    Ciccone Calcográfica S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83500/2015/1/CS1-CA1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que una Provincia, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 370/2018,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 122/11 “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2493/2017,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1802/2018/1, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad -incidente de medida cautelar-".


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2267/2018/1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios


    



    Procesamiento. Prisión preventiva. Responsabilidad extracontractual del Estado. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a la procedencia formal del recurso interpuesto. El examen de normas de derecho público y las cuestiones de hecho y prueba constituyen, en principio, facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. Ello, pues "los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la Ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas", principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. Por ello, la Corte tampoco podría transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones, por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, ni en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de que el Tribunal puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. Sobre la base de tales principios, no hay cuestión federal que habilite esta instancia como tampoco que concurra en el caso un supuesto de arbitrariedad de la sentencia, pues el superior tribunal funda debidamente su decisión, al ponderar, a la luz de la doctrina de sus propios pronunciamientos, los hechos de la causa y los requisitos que podrían habilitar la reparación y que no concurren en el caso. La doctrina de la Corte aplicada a la responsabilidad extracontractual de las provincias o incluso, en la órbita nacional, la sola circunstancia de haber sido absuelto en la causa penal no basta para responsabilizar al Estado de los daños sufridos por el procesado durante el término de su detención. Conforme a ello, como principio, sólo puede responsabilizarse al Estado por error judicial en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño haya sido declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios constituir un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por ley. La Corte ha sostenido, que si para obtener el resarcimiento de eventuales daños derivados de un pronunciamiento judicial firme, pudiesen otros jueces valorar nuevamente las circunstancias de la causa para determinar si hubo error en la anteriormente tramitada, no se verían estos últimos exentos de la posibilidad de cometer un nuevo error. Así pues, la Corte ha expresado que si para escapar del peligro de error posible hubiera de concederse recurso de las decisiones de la Corte, para escapar a idéntico peligro, habría que conceder recurso de las decisiones del tribunal que pudiera revocar la decisiones de la Corte, y de éste a otro por igual razón, estableciendo una serie que jamás terminaría porque jamás podría hallarse un Tribunal en que no fuera posible el error. Habría que establecer, por consiguiente, la eterna incertidumbre del derecho con la impotencia de los poderes sociales para poner fin a los pleitos; y por un temor de un peligro posible se caería en un peligro incierto, y sin duda alguna más grave, de una permanente anarquía, entendimiento que, si bien fue dicho respecto de la órbita nacional, reposa en principios generales, extensibles al ámbito de las provincias. Sabido es que no incumbe a la Corte revisar el acierto o error o injusticia de las decisiones de los tribunales de provincia en las cuestiones de su competencia, pues hay que recordar que la vía excepcional del recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de cuestiones que les son privativas ni abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas no federales.


    I., Carlos Francisco y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Ordinario - daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1026/2016/RH1, 06 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Debido proceso


    



    Ministerio Público Fiscal. Facultades del fiscal. Defensa en juicio. 


    Entre las funciones del Ministerio Público se encuentra la de velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas) c/ Catamarca, Provincia de s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 294/2012/(48-E)/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Despido


    



    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - acción civil".


    Cuitiño, Soledad Pamela c/ Servicios Seat S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16608/2016/1/RH1, 05 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Estupefacientes


    Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Recurso de queja (procesal). Denegatoria del recurso. 


    Cuando la apelación federal no se halla dirigida contra la sentencia definitiva de la causa, corresponde rechazar la queja.


    N., Eduardo Daniel s/ Abandono de personas con muerte e infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8680/2007/TO1/1/1/1/RH2, 02 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Excepción de incompetencia


    



    Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Remisión al dictamen de la Procuración General en la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción civil".


    Ramírez, EIsa Ramona c/ Lavoro Argentina S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47004/2016/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la Procuración General en la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART SA s/ Accidente acción civil"


    Hernández, Diego Ariel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50845/2016/1/RH1, 09 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. 


    Remisión al dictamen de la Procuración General en la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART SA s/ Accidente -acción civil".


    Vasques, Oscar Alberto c/ Asociación Mutual Israelita Argentina s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 63323/2014/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Cuestiones de competencia. Distribución de competencias. Juzgados nacionales. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Privación de justicia. Gravedad institucional. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso intentado es inadmisible, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Si bien lo resuelto en autos CNT 679/2016 "Sapienza, Matias Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo" donde la Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales”, donde sostiene que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”, no obstante se considera que hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional.


    Alvarado, Leonardo José c/ Secretaría de Hacienda del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas y otro s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31957/2016/1/RH1, 08 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 09027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - acción civil".


    El recurso extraordinario no habilita la intervención de la Corte para resolver cuestiones de competencia cuya solución la ley encomienda a otros órganos judiciales. En este sentido, el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 establece que los conflictos planteados entre jueces nacionales de primera instancia serán resueltos por la cámara de la que dependa el juez que previno.


    Alaniz, Juan Carlos c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 55928/2015/1/RH1, 07 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Exteriorización de capitales


    



    IVA. Ingreso de divisas. Ley de blanqueo. Interpretación de la ley. 


    Ley 26.860.


    El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente ha sustentado en ella. Por otra parte, en su tarea de establecer la correcta interpretación de normas de ese carácter, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue. Ha sostenido la Corte que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. La ley exime al "impuesto al valor agregado" que oportunamente se omitió declarar, sin distinguir si se origina en débitos o en créditos fiscales inexactos. El principio hermenéutico, postula que no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, quien podría haber excluido de la liberación al crédito fiscal del IVA proveniente de facturas consideradas apócrifas por parte de la AFIP, tal como lo reguló en otros regímenes y, sin embargo, no lo hizo. En tal sentido, dentro de la propia ley 26.860, el legislador ha sido claro respecto de otros supuestos que quedaban fuera de la regularización, tal como el previsto en el art. 11 de la norma. El capital oculto puede originarse tanto en ventas omitidas cuanto en compras ficticias. Es que, por ambas vías, el contribuyente declara un IVA menor al realmente adeudado, y obtiene así un capital que permanece oculto al Fisco y cuya exteriorización el régimen de la ley 26.860 procura. Ello adquiere especial relevancia puesto que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema en que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias y la verificación de los resultados a que su exégesis conduce en el caso concreto.


    Copparoni S.A c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55700/2016/CS1-CA1, 19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas


    



    Pedido de informes a la DGI. Secreto fiscal. Investigación administrativa. Funcionarios públicos. Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción. Jerarquía constitucional. Interpretación de la ley. 


    Artículo 1 de la Ley 11.683. 120 de la Constitución Nacional, 26 y 45 de la ley 24.946, 7° y 27 de la ley 27.148, y 36 y 38 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.


    En primer término, quien requiere el acceso a la información amparada por el secreto fiscal es un órgano de control con competencia específica para investigar el desempeño de funcionarios públicos y agentes de la administración, recordando a tal fin la jurisprudencia de la Corte que sostiene que la existencia de estos órganos de control eficiente sobre la tarea desarrollada por los funcionarios públicos es una de las características definitorias del sistema republicano de gobierno. Por ello, la autonomía consagrada constitucionalmente al Ministerio Público Fiscal, será afectada al subordinarse su actuar a los reglamentos de un organismo dependiente del Poder Ejecutivo Nacional, quien podría negarle el acceso a información relevante para desarrollar de manera eficaz sus funciones. Con fundamento en lo expuesto en Fallos: 335:622, resulta contradictorio interpretar las leyes que hoy regulan la actuación de la PIA con límites y restricciones que no estaban presentes en el período previo a la reforma constitucional de 1994, siendo que esta última consagró la autonomía e independencia del Ministerio Público Fiscal. La PIA no solamente integra el Ministerio Público Fiscal creado por mandato constitucional, sino que se consagra como un órgano especializado en materia de investigación y persecución de delitos y faltas disciplinarias cometidas por los funcionarios públicos, en concordancia con los lineamientos fijados por la Convención Interamericana contra la Corrupción y por la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. En consecuencia, no resulta ajustado a derecho que se rechace un pedido de información efectuado por un órgano de control sobre la base de una norma interna de la AFIP, toda vez que la eficacia de la referida vigilancia depende tanto de su independencia funcional como de las garantías que la tomen posible. En segundo término, el exceso en la reglamentación en que incurrió la AFIP al dictar la instrucción general 8/06 y la disposición 98/09. En tal sentido, la ley 11.683 nada dice respecto de la actuación de la entonces FIA sino que únicamente faculta a la AFIP para determinar los alcances del secreto fiscal, lo que debe ser congruente con la totalidad del ordenamiento jurídico, esto es, con la Constitución Nacional, con las leyes 24.946 y 27.148, así como también con los tratados internacionales de aplicación en la materia. En tercer lugar, la atribución de la FIA para acceder a los datos protegidos por el secreto fiscal se encuentra razonablemente implícita dentro de las facultades atribuidas por los ya citados artículos. En especial, respecto de esta última Convención, destaca que su artículo 40 exige el levantamiento de cualquier obstáculo o secreto bancario o financiero que impida cumplir con sus propósitos y que dicha cláusula resulta plenamente operativa, razón por la cual la reglamentación nacional que se le oponga deberá ser tachada de inconstitucional. En cuarto y último lugar, la privacidad de las declaraciones juradas que los contribuyentes presenten ante la AFIP no se verá afectada, en este caso concreto, por su divulgación masiva, toda vez que el empleo de la información provista será acotado al interior de la PIA y bajo apercibimiento de imputación penal en la hipótesis de su divulgación. Por ende, la instrucción general 8/06 y la disposición 98/09 colisionan con la Constitución Nacional, con los tratados internacionales y con las leyes 24.946 y 27.148, pues, al condicionar el acceso de la PIA a la información en los supuestos definidos en los incisos a) y b) de la disposición citada en último término, se atenta contra la independencia de ese organismo y contra su autonomía funcional, frustrando el eficaz ejercicio de su competencia y lesionando el interés público comprometido.


    Fiscalía de Investigaciones Administrativas (Expte. 23.330/1.581 y otros) c/ en Ministerio de Economía AFIP resolución IG 08/06 y otras s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30623/2010/CA1–CS1, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Impuesto a las ganancias


    



    



    Pagos a beneficiarios del exterior. Interpretación de la ley. Retroactividad de la ley. Principio de legalidad. Sentencia arbitraria. Apreciación de la prueba. Falta de agravio concreto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Discrepancia del recurrente. Presentación extemporánea. 


    Ley 25.784. Ley 20.628. Art. 4, 17, 52, 75 y 99 de la Constitución Nacional. Art. 1°, inc. h), primer párrafo, del decreto 916/04.


    Debe examinarse la arbitrariedad endilgada por el Fisco Nacional al pronunciamiento recurrido toda vez que, si en el recurso extraordinario se aduce la distinta interpretación de una norma federal y el vicio de sentencia arbitraria, este último planteo debe ser considerado en primer término puesto que, de existir, no habría sentencia propiamente dicha. Así, esta causa no fue declarada de puro derecho sino que el juez de primera instancia dispuso la apertura a prueba y proveyó algunas de las ofrecidas, al tiempo que rechazó otras. También, frente a la resolución que desestimó parcialmente la prueba ofrecida, el Fisco Nacional planteó: a) recurso de apelación y nulidad en lo referido a la fijación de los hechos, b) recurso de reposición contra ese rechazo de ciertos medios de pruebas y, finalmente, c) incidente de nulidad, por cuanto se proveyó la prueba sin haber previamente fijado los hechos conducentes. Asimismo, la sentencia ahora recurrida rechazó nuevamente los agravios del Fisco Nacional contra la resolución que había establecido las pruebas admitidas y las había proveído, pues afirmó que tal controversia ya había sido dirimida por su anterior sentencia, en la que se desestimó el recurso de apelación presentado por la accionada y se confirmó el rechazo por extemporáneo del incidente de nulidad. Tal decisión, adquirió firmeza al desestimarse el recurso extraordinario interpuesto. En cuanto a la tacha de arbitrariedad fundada en la omisión de tratamiento que endilga al pronunciamiento apelado respecto de la falta de congruencia entre el reclamo impropio deducido por la actora y la posterior demanda judicial. Así, la Cámara brindó una respuesta que consta de fundamentos de derecho procesal que acuerdan sustento bastante a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada. Tal rechazo se ratifica ya que, en la tarea de establecer la correcta interpretación de esas normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente le otorgue. Al contrario, los agravios que plantea el Fisco Nacional contra la inconstitucionalidad declarada por la sentencia impugnada tornan formalmente admisible el remedio extraordinario, pues remiten a la interpretación que cabe otorgar a normas de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la demandada fundó en ella. Por lo demás, asiste la razón a la sentencia recurrida en cuanto afirma que, por medio de esta incorporación reglamentaria, se eliminó el requisito del "sujeto vinculado del exterior", exigido por el art. 15 de la ley 20.628 para que resulte de obligatoria aplicación el sexto método de determinación del precio de transferencia. El Fisco Nacional esgrime el art. 8° de la LIG no requiere, para la aplicación del sexto método previsto en el art. 15 de la LIG, que el destinatario final de la mercadería en el exterior se encuentre "vinculado" con el exportador argentino, razón por la cual el art. 1°, inc. h), primer párrafo, del decreto 916/04 no representa una innovación al soslayar esta exigencia. Según dispone el art. 8° de la LIG, cuando las operaciones de exportación son realizadas con personas o entidades "vinculadas" y sus precios y condiciones no se ajusten a las prácticas del mercado entre partes independientes, ellas deben calcularse de conformidad a lo previsto por el art. 15 de la LIG. El art. 15 de la LIG enumera, distintos métodos para fijar los precios de transferencia, entre los que se encuentran los de precios comparables entre partes independientes, de precios de reventa fijados entre partes independientes, de costo más beneficios, de división de ganancias y de margen neto de la transacción, en la forma y entre otros métodos que, con idénticos fines, establezca la reglamentación. Pero, a diferencia de todos los demás métodos enumerados en art. 15 de la LIG, el legislador consagró un requisito taxativo para la aplicación del "sexto método": que se trate de "exportaciones realizadas a sujetos vinculados". Ha sostenido la Corte que la primera fuente de interpretación de la leyes su letra y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. No puede admitirse por ende que por vía reglamentaria se prescinda del taxativo requisito de "exportaciones realizadas a sujetos vinculados" previsto por el legislador para la aplicación del sexto método, más aún cuando no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador al implementar el sexto método con estas particularidades Por ello, es cometido del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador y que, cualquiera sea la índole de la norma, no hay método hermenéutico mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla, nada se encuentra en los debates parlamentarios citados que permita inferir una voluntad legislativa distinta de la claramente plasmada en el texto del art. 15 de la LIG, en cuanto requiere, para la aplicación del sexto método, que se trate únicamente de "exportaciones realizadas a sujetos vinculados”. Respecto a los agravios planteados por el Fisco Nacional respecto de la declaración de inconstitucionalidad del art. 1°, inc. h), cuarto párrafo, del decreto 916/04, efectuada por la sentencia recurrida. En este punto, el art. 2° de la ley 25.784 incorporó también a continuación del quinto párrafo del art. 15 de la LIG, lo siguiente: "El método dispuesto en el sexto párrafo del presente artículo no será de aplicación cuando el contribuyente demuestre fehacientemente que el sujeto intermediario del exterior reúne, conjuntamente, los siguientes requisitos: a) Tener real presencia en el territorio de residencia, contar allí con un establecimiento comercial donde sus negocios sean administrados y cumplir con los requisitos legales de constitución e inscripción y de presentación de estados contables. Los activos, riesgos y funciones asumidos por el intermediario internacional deben resultar acordes a los volúmenes de operaciones negociados; b) Su actividad principal no debe consistir en la obtención de rentas pasivas, ni la intermediación en la comercialización de bienes desde o hacia la República Argentina o con otros miembros del grupo económicamente vinculado, y c) Sus operaciones de comercio internacional con otros integrantes del mismo grupo económico no podrán superar el treinta por ciento del total anual de las operaciones concertadas por la intermediaria extranjera". Al reglamentar este inc. c), el art. 10, inc. h), cuarto párrafo, del decreto 916/04 dispuso: "A su vez, para el cálculo del porcentual establecido en el referido inciso c), deberán relacionarse los ingresos y egresos totales por operaciones con los restantes integrantes del mismo grupo económico, con los ingresos y egresos totales del intermediario deducidos los ingresos y egresos por operaciones con el operador local integrante del grupo económico de que se trate". Así, la sentencia recurrida sostiene en la inconstitucionalidad de este párrafo del reglamento, toda vez que ordena una deducción no prevista en el texto legal. En efecto, el inc. c) transcripto requiere cotejar dos cifras: por un lado, las operaciones realizadas por el intermediario extranjero con "otros" integrantes de su mismo grupo económico y, por otro, el " total anual de las transacciones concertadas por ese intermediario. Para que rija la exclusión del sexto método, las primeras no deben representar más del treinta por ciento de las segundas. El precepto legal es claro al fijar el "total anual" de las operaciones concertadas por el intermediario extranjero como una de las variables para el cálculo, sin deducción ni detracción como la que establece el reglamento impugnado. En estos términos, el art. 1°, inc. h), cuarto párrafo, del decreto 916/04 altera la sustancia de los derechos otorgados por la ley 25.784 e introduce una deducción ajena a su letra, lo cual configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la Constitución Nacional concede al Poder Ejecutivo. En tercer lugar, agravia al Fisco Nacional la tacha de inconstitucionalidad del art. 2° del decreto 916/04, en cuanto la Cámara entendió que este precepto reglamentario dispone la aplicación retroactiva de la ley 25.784 a períodos fiscales concluidos con anterioridad a la emisión del decreto y, por ende, viola tanto el principio de legalidad tributaria cuanto el derecho de propiedad de los contribuyentes. Para un correcto enfoque de la controversia, deben resaltarse ciertos aspectos de las modificaciones introducidas por la ley 25.784 a los arts. 8 y 15 de la LIG. Respecto del primero, en su cuarto párrafo se estableció: "Cuando las operaciones a que se refiere el presente artículo fueran realizadas con personas o entidades vinculadas y sus precios y condiciones no se ajusten a las prácticas del mercado entre partes independientes, las mismas deberán ajustarse de conformidad a lo previsto por el artículo 15 de la presente ley". En cuanto al segundo, al consagrar el denominado sexto método, la ley 25.7S4 incorporó el siguiente texto: "Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente, cuando se trate de exportaciones realizadas a sujetos vinculados, que tengan por objeto cereales, oleaginosas, demás productos de la tierra, hidrocarburos y sus derivados, y, en general, bienes con cotización conocida en mercados transparentes, en las que intervenga un intermediaría internacional que no sea el destinatario efectivo de la mercadería, se considerará como mejor método a fin de determinar la renta de fuente argentina de la exportación, el valor de cotización del bien en el mercado transparente del día de la carga de la mercadería, sin considerar el precio al que hubiera sido pactado con el intermediario internacional. No obstante, si el precio convenido con el intermediario internacional, fuera mayor al precio de cotización vigente a la fecha mencionada, se tomará el primero de ellos para valuar la operación". Tanto el art. 8° como el sexto método consagrado en el art. 15 de la LIG se aplican para calcular el valor de exportaciones singulares. Esto es, según el art. 8° de la LIG, en cada operación realizada con una persona o entidad vinculada deberá verificarse si su precio y condiciones se ajustan a las prácticas del mercado entre partes independientes y, si ello no ocurre, la transacción deberá someterse a lo previsto en el art. 15 de la LIG. Por su parte, el art. 15 de la LIG, al consagrar el referido sexto método establece que, para determinar la renta de fuente argentina de la exportación, deberá cotejarse el valor de cotización del bien en el mercado transparente del día de la carga de la mercadería con el precio pactado con el intermediario internacional y tomar el más alto para valuar la operación. En estas condiciones, cuando el art. 7 de la ley 25.784 establece que sus disposiciones entrarán en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial, significa, que éste rige para calcular el valor de cada contrato de exportación celebrado a partir de esa fecha, únicamente. Desde tal perspectiva, forzoso es colegir la inconstitucionalidad del art. 2° del decreto 916/04, pues fija, en contradicción a lo dispuesto por la ley 25.784, que las disposiciones sobre el sexto método consagrado en dicha ley "deben considerarse a los fines de la determinación del impuesto correspondiente a los períodos fiscales que finalicen a partir de dicha fecha, inclusive", debiendo aplicarse así incluso a contratos celebrados antes, por encontrarse comprendidos en un período fiscal culminado a partir de esta última fecha. En tales condiciones se advierte que el decreto reglamentario avanza más allá de la ley que reglamenta, al establecer una fecha de entrada en vigor anterior a la allí fijada, en contra de lo expresamente previsto en los arts. 28 y 99, inc 2° de la Constitución Nacional, lo cual conduce a declarar su inconstitucionalidad en este aspecto.


    Vicentín S.A.I.C. c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo s/ Civil y comercial - varios


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 41000184/2006/1/RH1, 19 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Impugnación del acto administrativo


    



    Sanciones disciplinarias administrativas. Suspensión por causas disciplinarias. Estabilidad del empleado público. Intangibilidad de la remuneración. Defensa en juicio. 


    La Corte tiene dicho que, en aras de lograr un buen servicio, debe reconocerse a la administración una razonable amplitud de criterio en el ejercicio de sus facultades discrecionales, sin que las decisiones atinentes a la política administrativa constituyan una materia justiciable, en tanto las medidas adoptadas no impliquen respecto de los agentes una descalificación o medida disciplinaria encubierta.


    Alaguibe, Ana María c/ AFIP s/ Contencioso


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21009971/2009/CA1-CS1, 26 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso


    



    Remisión al fallo de la causa FSA 44000124/2012/12/2/RH3, "Vargas, Osvaldo y otros s/ Privación ilegal de la libertad", con base en los fundamentos y conclusiones pertinentes, expresados en el dictamen de la Procuración General.


    V., Ramón R. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 85000120/2008/6/1/1/RH2, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    ADECUA c/ Nuevo Banco de Santa Fe S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22017/2011/1/RH1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Vía Bariloche S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 45410/2015/3/CS1, 28 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Fondo Nacional de las Artes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2556/2017,24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Serantes, Jorge Eduardo c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso colectivo - acción de clase


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 689/2018/RH1, 23 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Alcalis de la Patagonia S.A.I.C. c/ Estado Nacional – Ministerio Planificación - Decreto 475/05 s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10344/2010/2/RH2, 06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Alcalis de la Patagonia S.A.I.C. c/ Estado Nacional – Ministerio Planificación - Decreto 475/05 s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10344/2010/1/RH1, 06 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Unión Transitoria de Empresas - Supercemento S.A.I.C., Benito Roggio e Hijos S.A. y Esuco S.A. – y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5710/2017/2/RH1, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones - Disposición 28.367/05 (Expediente 215.355-3/96) c/ Vidal, José s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35381/2011/1/RH1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Obras sociales


    



    Devolución del expediente. 


    Toda vez que la parte demandada es una obra social y no una provincia como se consigna en la carátula, se devuelven las actuaciones al Tribunal, a los fines correspondientes.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2279/2018,04 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Procesos de conocimiento


    



    



    Juicios contra el estado. Facultades del fiscal. Independencia del Ministerio Público. Consejo de la magistratura. Facultades del Poder Judicial. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAP 29053/2006/1/RH1, "Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires y otro c/E.N. – Ley. 26.080" (apartado V).


    Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires y otro c/ Estado Nacional - Ley 26.080 – Decreto 816/99 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29053/2006/CA1-CS1, 24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Se mantiene en todos sus términos el recurso extraordinario interpuesto por el Fiscal General, sin perjuicio de hacer valer las consideraciones efectuadas en el dictamen de la causa A.1343, XLII, "AABA c/ EN - ley 26.080 s/ Amparo". En relación con la argumentación expuesta en ese dictamen, que a ella no obsta lo expresado con posterioridad por la Corte en la causa "Rizzo", oportunidad en la que declaró la inconstitucionalidad de la ley 26.855, que había introducido cambios en la integración del Consejo de la Magistratura e instaurado, como mecanismo de selección de los representantes de los jueces, abogados de la matrícula y académicos, la "elección por el pueblo de la Nación por medio de sufragio universal". En dicho contexto, la Corte sostuvo que el sistema de selección de los miembros del Consejo de la Magistratura adoptado por aquella ley, según el cual doce de sus diecinueve integrantes serían elegidos en forma directa por sufragio universal y los siete restantes en forma indirecta por los órganos resultantes de la elección popular, importaba "un evidente apartamiento de lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución Nacional que buscó asegurar una composición equilibrada entre los integrantes del Consejo, de modo tal que no tuvieran primacía los representantes provenientes del sistema de naturaleza exclusivamente político-partidario respecto de los representantes del Poder Judicial, del ámbito profesional y del académico". Esas consideraciones no son trasladables al sistema diseñado por la ley 26.080 pues, salvo mejor interpretación que pueda hacer la Corte de sus propios fallos, pienso que lo decisivo para la censura que la Corte efectuó en aquella oportunidad no fue la proporción que la ley 26.855 otorgaba a cada estamento en la conformación del consejo, sino el origen político electoral exigido para casi los dos tercios de los consejeros. Ausente esa característica en la ley 26.080, en el dictamen de la citada causa "AABA", al analizar la impugnación constitucional de esa misma ley, el Ministerio Público afirmó que era erróneo cuestionar la citada ley sobre la base de considerar que todos los consejeros legisladores más el representante del Poder Ejecutivo conformarían un solo bloque que actuaría en forma conjunta y en una misma dirección, cuando lo cierto es que la única identidad común de los primeros es su condición de legisladores, ya que pertenecen a distintos partidos políticos (mayoría y primera minoría en cada una de las cámaras legislativas), a los que se suma el representante del Poder Ejecutivo, que puede o no identificarse con alguno de ellos. Dadas las circunstancias hasta aquí reseñadas, lo expresado en dicha oportunidad logra dar acabada respuesta a las cuestiones puntuales planteadas en la presente causa. En efecto, toda vez que, más allá de las alegaciones respecto de la unidad de acción que se le atribuye al denominado "estamento político" (los seis representantes de los legisladores más el representante del Poder Ejecutivo), lo cierto es que en autos no se ha aportado prueba alguna que haya logrado demostrar tales extremos. No se ha comprobado, por lo tanto, de qué manera la norma impugnada contradice la Constitución Nacional, resultando insuficiente para ello la sola invocación de agravios meramente conjeturales. Tal como quedó expresado en el referido dictamen, cabe concluir en que las disposiciones legales que la actora ataca no exhiben la incompatibilidad manifiesta e inconciliable con la Ley Fundamental que se requiere para obtener su descalificación constitucional, ni aquélla ha logrado demostrar, con el rigor que se exige en estos casos, que padecen de la tacha que le endilgan. El acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse, porque no se puede ejercer un control político a través de un proceso judicial, así como que la declaración de la inconstitucionalidad de una ley -acto de suma gravedad institucional- requiere que la repugnancia de una norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable, extremos que no concurren en el sub examine.


    Recurso Queja N° 1 - Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires y otro c/ Estado Nacional - Ley 26.080 – Decreto 816/99 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29053/2006/1/RH1, 24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Prórroga de la prisión preventiva


    



    Gravamen irreparable. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. 


    Recurso federal procedente: remisión a la sentencia de Fallos: 333:2218; y en las dictadas en G. 1162, L. XLIV, "Guevara, Aníbal Alberto s/ Causa N° 8222"; P. 666, L. XLV, "Pereyra, Rosario Antonio s/ Causa N° 11.382"; G. 328, L. XLV, "Grillo, Roberto Omar s/ Recurso extraordinario"; M. 306, L. XLV, "Machuca, Raúl Orlando s/ Recurso de casación", entre otras.	


    El a quo no dispuso la libertad de los imputados, sino que ordenó que se dictara un nuevo pronunciamiento conforme a los fundamentos de su decisión. Pero en la medida en que en ésta ha fijado una interpretación según la cual las circunstancias ponderadas en las resoluciones de primera y segunda instancias no son suficientes para fundamentar la presunción de fuga o entorpecimiento de la investigación, lo que impondría la necesidad de tener que demostrar otras en el procedimiento de reenvío que, según lo planteado por el recurrente, no son determinantes, ha generado un agravio de imposible o tardía reparación ulterior para este Ministerio Público, ya que ese criterio no podría ser impugnado en una etapa ulterior del proceso. En ese sentido, la Corte ha establecido, que el pronunciamiento impugnable por la vía del Art. 14 de la Ley 48 es la decisión que adjudica de modo definitivo la cuestión en disputa en el proceso, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión. Esa conclusión parece confirmada por la nueva resolución emitida por el tribunal de segunda instancia tras la interposición del recurso extraordinario bajo examen. En efecto, la Cámara Federal se ha pronunciado por segunda vez, disponiendo el cese de la prisión preventiva de los imputados, dado que, de acuerdo con la mayoría, el criterio fijado por el tribunal de casación imponía esa solución, al haber entendido que las circunstancias valoradas al prorrogarse aquella medida cautelar resultaban insuficientes. De esa manera, el fiscal ante esa cámara, de quedar firme la decisión impugnada en esta causa mediante recurso extraordinario, no podría recurrir la nueva resolución con el argumento de que su fundamento es incorrecto, ya que la opinión contraria habría sido convalidada irremediablemente. A ese respecto, cabe recordar que los fallos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.


    F., Juan Carlos y otros s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/56/1/RH21, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Sentencia definitiva. Privación de justicia. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar que la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte –en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    ACE PAMI Y OTROS c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Incumplimiento prestación de obra social / Medicina prepaga


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4145/2014/1/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Prenda. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de esta Procuración General en la causa COM 7201/2015/1/RH1 "Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. y otro c/ Ripa, Stephanie Belen s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10509/2017/1/RH1, 06 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de esta Procuración General en la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    La Corte Suprema se expidió en el precedente registrado en Fallos: 340:905, "HSBC" donde consideró aplicables las reglas de competencia de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, texto según Ley 26.361, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo. Ese tribunal expuso que el mencionado Artículo 36 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el Art. 36 de la Ley 24.240, texto según Ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor - consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso".


    HSBC Bank Argentina S.A. y otro c/ Bravo, María José s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11427/2017/1/RH1, 06 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Enfermedad accidente. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1773/2016/RH1, "Giménez, Oscar Alfredo c/ Soler, Hugo Daniel s/ Despido y cobro de pesos".


    Ojeda, Oscar Bernabé c/ Imation Argentina S.A. s/ Enfermedad - accidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 943/2016/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: COM 24940/2015/1/RH1 “ACYMA Asociación Civil c/ Asatej S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    ACYMA Asociación Civil c/ Asatej S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28333/2014/1/RH1, 28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa: COM 1600/2015/2/RH1, “Proconsumer c/ Walmart Argentina S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    Proconsumer c/ Walmart Argentina S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 1600/2015/2/RH2, 14 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva. Remisión al dictamen de la causa: CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julian c/ Asociart ART SA s/ Accidente-acción civil”.


    Peralta, Silvana Victoria c/ Royal & Sun Alliance Seguros Argentina S.A. y otro s/ Otros reclamos


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 62486/2016/1/RH1, 23 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Robo. Tentativa. Graduación de la pena. Pacto de San José de Costa Rica. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica -mucho menos la mera invocación de una garantía- si ella no está razonada y constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y aquella presentación, dedicada exclusivamente a recordar la vigencia de los precedentes "Strada" y "Di Mascio" y a cuestionar el monto de la pena y la reincidencia, carece de todo desarrollo argumental en orden a demostrar la afectación de ese derecho en el caso concreto. Aun cuando ello podría bastar ya para determinar el rechazo de la queja, es oportuno señalar que de acuerdo con el alcance que la Procuración otorgó al derecho consagrado en el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en los precedentes ''Duarte'' y "Chambla", el agravio con base en su afectación tampoco podría prosperar. En el primero de ellos esta Procuración, en línea con lo que luego también resolvería la Corte, predicó que el derecho a obtener una revisión amplia del fallo también le asistía a la persona que es condenada por primera vez por un tribunal revisor que conoce en el recurso deducido contra la sentencia absolutoria dictada en primera instancia. Y si bien en el segundo de esos precedentes propició la extensión de esa doctrina a un caso en el que el tribunal revisor agravó una primera condena, lo hizo por considerar que en él la segunda sentencia dictada como consecuencia del recurso del acusador era tan distinta de la primera e implicaba un agravamiento tan significativo de la pena, que no era posible describirla ya sustancialmente como una simple revisión del pronunciamiento anterior, sino como una nueva primera condena que, a los efectos de la doble conformidad que busca asegurar la cláusula convencional, se hallaba en pie de igualdad con la condena dictada por primera vez por un tribunal revisor que conoce en el recurso contra la absolución. No es ésta la situación que se presenta en el sub lite, en el caso "Chambla", la condena original a tres años de prisión, por homicidio en riña, había sido reemplazada por otra completamente distinta, a diez años y ocho meses de prisión, por el delito de homicidio simple, agravado por la participación de un menor de edad, y eso fue lo determinante para considerar que se trataba de una nueva primera sentencia que ameritaba su revisión en los términos del artículo 8.2.h. de la citada Convención. En relación con la decisión del a quo de convalidar el rechazo de la cámara del recurso de inaplicabilidad por considerar que la defensa no había logrado demostrar la existencia de cuestiones federales que habilitaran la aplicación de la doctrina sentada por la Corte en los precedentes de Fallos: 308:490 y 311:2478 ("Strada" y "Di Mascio"), señala que coincide con los jueces de la causa. La impugnación que el recurrente dirigió contra la determinación de la pena descansa exclusivamente en una diferente valoración de las circunstancias del hecho y la personalidad del imputado, que, aun si tuviera razón, no convierte a la opinión contraria, adoptada por la cámara, en arbitraria, mientras que en lo relativo al cuestionamiento contra la declaración de reincidencia no advierto refutación al mérito que hicieron los jueces de las constancias de la causa, que expresamente indicaron, y por las que concluyeron que ya había sido ya privado de su libertad como condenado. Además, que tampoco esos reclamos hayan sido mantenidos en la apelación federal, presentación ésta en la que, como fue señalado al inicio, el recurrente se circunscribió a desarrollar el agravio referido al doble conforme. En razón de todo ello, corresponde rechazar la queja.


    Y., Héctor Gastón s/ Recurso de queja en causa n° 12.943 de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Bahía Blanca, Sala II


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 192/2017/RH1, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Homicidio calificado. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Asimismo, tampoco hay razón para considerar que tal desestimación pueda haber privado al condenado de su derecho de defensa, en cuanto convalidaría de algún modo la sentencia de casación que confirmó el monto de pena impuesto por el tribunal de juicio, sin hacer ''un análisis conglobado de las constancias de la causa". De acuerdo con una tradicional doctrina constitucional de la Corte, no puede invocarse una afectación del derecho de defensa si el apelante -a quien no se le ha negado el derecho a ser oído en el procedimiento principal y mediante la posibilidad de revisión judicial plena de la decisión de condena- no indica cuáles han sido las defensas o pruebas de las que se habría visto privado como consecuencia del trámite impreso a la causa, ni tampoco señala cómo tales defensas habrían incidido en la solución del caso. La simple objeción que el apelante dirigió en su recurso tardío contra la confirmación de la determinación de la pena de doce años de prisión que impuso el tribunal de juicio omite indicar por qué el "análisis conglobado" que la defensa solicita llevaría a fijar una sanción aún más cercana al mínimo, de la escala punitiva que la ley establece para el crimen cometido. En tales condiciones, no hay base sobre la que pueda sostenerse razonablemente que la decisión de la corte provincial sea descalificable por aplicación de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, en el sentido especialmente restrictivo que corresponde en virtud de la naturaleza de la decisión cuestionada Ni que pueda predicarse de ella que importó una violación al derecho de defensa del condenado en estas actuaciones.


    Y., José Cesáreo s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en causa número 54.348


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2303/2016/RH1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Accidente in itinere. Improcedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado pues la recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte cuestiones resueltas por el juez de primera instancia que no fueron impugnadas ante la alzada, y, en consecuencia, resultan fruto de una reflexión tardía.


    Tapari, Adriana Andrea c/ Berkley International A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51190/2013/1/RH1, 13 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Asegurador. Incapacidad laboral. Denegatoria del recurso. 


    La recurrente cuestiona por la vía del recurso extraordinario que la sentencia en crisis, al determinar el porcentaje de incapacidad física de la actora, omitió aplicar el baremo previsto en el decreto 659/96 y ello implica que la condena excede el límite de cobertura del seguro. Esa cuestión no había sido sometida a revisión de la cámara y, por lo tanto, arribaba firme a esa instancia. En efecto, en el recurso de apelación contra la sentencia de grado, la demandada planteó que el accidente consistió en una simple caída que no podría provocar la incapacidad determinada en la pericia y que no se acreditaron lesiones de gravedad pero no hizo mención alguna a la omisión normativa que aquí endilga ni cuestionó el baremo aplicado para determinar el porcentaje de incapacidad física. Además, argumentó que ese infortunio solo ocasionó una torcedura de tobillo que no tuvo consecuencias en las actividades habituales de la actora. Sobre esa base, impugnó ampliamente el porcentaje de incapacidad psicológica atribuido, pero ello no fue sostenido en el remedio federal. Esos planteas fueron oportunamente tratados por la cámara y la demandada no impugnó sus conclusiones en el recurso extraordinario, por lo que corresponde declarar su deserción.


    Blanco, Mabel Irene c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38263/2014/1/RH1, 16 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Concurso preventivo. Sentencia no firme. Categorización de acreedores. Acuerdo preventivo. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable en los términos del artículo 14 de la ley 48. Además, cabe recordar que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. El recurrente no ha demostrado que la sentencia apelada se encuentre desprovista de fundamentos válidos en cuanto determinó que la resolución impugnada ante esa instancia extraordinaria carece de definitividad y no produce agravios irreparables. En primer lugar, las cuestiones vinculadas a la existencia y legitimidad de los créditos admitidos en la oportunidad del artículo 36 de la ley 24.522 pueden ser planteadas a través de la revisión prevista en el artículo 37, que contempla la oportunidad de recurrir ante la instancia de alzada (art. 285, ley 24.522). En segundo lugar, los planteos relativos a la afectación de la base del cómputo de las mayorías del concurso preventivo tampoco muestran una deficiencia en el razonamiento de la sentencia. Al respecto, el superior tribunal local apuntó que el juez de primera instancia resolvió categorizar a los acreedores admitidos bajo condición resolutoria y suspender el período de exclusividad con relación a esa categoría hasta tanto se resuelvan las condiciones en cuestión. A través de esa medida se dio tratamiento a las objeciones centrales de la concursada, que se vinculaban con la posibilidad de que los acreedores admitidos bajo condición resolutoria conformen las mayorías y decidan la suerte del concurso preventivo. A su vez, esa decisión procuró atender el derecho a votar el acuerdo preventivo de los acreedores admitidos bajo condición resolutoria, que son una porción sustancial del total del pasivo. Los argumentos planteados por el impugnante no demuestran que la decisión apelada sea definitiva o equiparable a los efectos del artículo 14 de la ley 48.


    Obras Sanitarias Mendoza S.A. s/ Concurso preventivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4954/2015/RH1, 17 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Impuesto sobre los ingresos brutos. Industria de la construcción. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte ha resuelto en forma reiterada que, en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde examinar éste en primer término pues, sin perjuicio de la existencia de materia federal estricta, de constatarse esa tacha no habría en rigor sentencia propiamente dicha. En el sub lite se configura un supuesto de arbitrariedad en los términos de la doctrina del Tribunal, toda vez que el superior tribunal local omitió el tratamiento de cuestiones oportunamente introducidas por el apelante sin dar razones valederas para ello, con desconocimiento de las constancias relevantes de la causa. El pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene graves defectos en la consideración de las normas conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar el planteo de la apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. El tratamiento de los restantes planteos de la actora deviene inoficioso.


    Petersen Thiele y Cruz S.A. de Construcciones y Mandatos c/ Municipalidad de Vicente López s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1358/2017/RH1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Honorarios. Juicios en que es parte una provincia. Prescripción. Cuestión de derecho público local. Facultades del poder legislativo. Admisibilidad del recurso. 


    La controversia de autos se circunscribe a determinar si la legislatura local puede establecer para sus obligaciones un régimen de prescripción liberatoria diverso del fijado por el Congreso Nacional. Al respecto, corresponde aclarar que el conflicto se presenta entre las normas del Código de Procedimiento Administrativo provincial y el anterior Código Civil -ley 340 y sus modificaciones- aplicable al caso en virtud de que, si bien hoy se encuentra derogado y reemplazado por el Civil y Comercial de la Nación -aprobado por la ley 26.994-, bajo ese régimen quedó agotada o consumada la situación en examen. La regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores corresponde a la legislación nacional, por lo que no cabe a las provincias dictar leyes incompatibles con lo que los códigos de fondo establecen al respecto, inclusive cuando se trata de regulaciones concernientes a materias de derecho público local. Ello es así, pues al haber delegado en la Nación la facultad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que las contradigan. Añadió el Tribunal que la facultad del Congreso Nacional para dictar tales códigos comprende la de establecer las formalidades necesarias para hacer efectivos los derechos que reglamenta, entre las que se incluye lo atinente al régimen de prescripción liberatoria, por cuanto se trata de un modo de extinción de las obligaciones. La pretensión de la actora que consiste en obtener el pago de una suma de dinero por el supuesto incumplimiento de obligaciones nacidas de un contrato celebrado con la demandada, se encuentra regida en cuanto al plazo de prescripción por la legislación nacional, en cuanto instituto general del derecho (art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional), motivo por el cual el superior tribunal no debió anteponer su ley local a la legislación del Código de fondo nacional. En atención al encuadramiento realizado y habida cuenta de que, desde la fecha que el tribunal local adoptó a los fines del cómputo hasta la de presentación de la demanda, no ha transcurrido el plazo decenal del art. 4023 del anterior Código Civil, debe rechazarse la defensa opuesta.


    Montamat y Asociados S.R.L. c/ Provincia de Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 159/2017/RH1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Ministerio Público Fiscal. Principio de legalidad. Independencia del Ministerio Público. 


    Las especiales características del sub lite, en el que este organismo reviste el carácter de parte particular en el proceso, constituyen un obstáculo para que esta Procuración pueda expedirse en los términos de los artículos 33, inciso a), apartado 5° ele la ley n° 24.946, y 2, inciso a), de la ley n° 27.148, según la doctrina que surge de Fallos: 233:60 y 243:258. Ello se compadece con la estricta defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad que el artículo 120 de la Constitución Nacional y las leyes n° 24.946 -artículo 25, inciso a)- y 27.148 -artículo 1°-le encomiendan a este Ministerio Público Fiscal. Un temperamento distinto podría ser objetado por poner en riesgo los derechos de defensa y debido proceso legal que le asisten a la actora (artículo 18 de la Ley Fundamental), ya que el dictamen se produciría una vez clausurado el debate y cuando la causa se encuentra sometida al pronunciamiento del Tribunal.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional c/ Estado Nacional – Consejo de la Magistratura y otros S/ Incidente de medida cautelar


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63646/2017/2/1/RH3, 08 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Aplicación temporal de la ley penal. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2,"F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    T. X. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1109/2017/1/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486" y A. 57, XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858".


    R., Víctor s/ Recurso de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002901/2008/TO1/42/1/1/1/RH9, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Sentencia no firme. Ejecución de la pena. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Cuando la sentencia de condena se impugna por la vía del recurso extraordinario federal, se escinden su ejecutabilidad de su firmeza. En el caso, de acuerdo a lo previsto en el artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y lo resuelto por la Corte en el precedente "Olariaga", la condena devino ejecutable a partir del rechazo del recurso extraordinario federal, mientras que el fallo condenatorio recién adquirirá firmeza si la Corte Suprema desestima la queja de la defensa. En tanto se halle operativa la fase recursiva contra la sentencia condenatoria, el pronunciamiento no puede considerarse firme. Tal consideración resulta independiente del carácter suspensivo del efecto de la interposición del recurso de queja por apelación federal denegada y a las previsiones del artículo 285 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto establece que mientras la Corte no haga lugar a esa vía no se suspenderá el curso del proceso, pues estas cuestiones se refrieren a la posibilidad de lograr la ejecución inmediata de la resolución impugnada durante el plazo para recurrir, pero no definen la firmeza de la decisión. En ese orden la Corte ha sostenido que la sola interposición del recurso de queja no tiene efecto suspensivo y no procede acordárselo si no obran circunstancias excepcionales y que "sólo procede hacer excepción a tal principio cuando median en la causa razones de orden institucional o de interés público". También ha resuelto que en atención a que el artículo 285, último párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone que mientras la Corte no haga lugar a la queja no se suspenderá el curso del proceso, se encuentra a cargo del recurrente la demostración de un supuesto que haga admisible formular alguna excepción a dicho principio. Este criterio también ha sido aplicado en materia penal. En el sub examine, y salvo mejor criterio de la Corte, al no haberse invocado ni advertirse supuestos que autoricen la excepción al principio enunciado en l norma citada, correspondía disponer la inmediata ejecución de la sentencia de condena del imputado luego del rechazo del recurso extraordinario federal. Por ello, al haberse apartado sin fundamento válido tanto de la letra de la ley como de los citados precedentes de la Corte, la decisión impugnada por el fiscal general debe descalificarse como acto judicial válido.


    N., Eduardo Daniel s/ Abandono de personas con muerte e infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8680/2007/TO1/1/3/2/RH4, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Homicidio calificado. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Apreciación de la prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte sobre el punto, pues en él se reiteran dogmáticamente objeciones vinculadas a cuestiones de hecho y prueba, ya formuladas en la instancia anterior, que fueron respondidas por el a quo con argumentos no refutados por el apelante. Pues si bien la defensa atribuye arbitrariedad al fallo impugnado, su crítica en definitiva se dirige contra la valoración de la prueba que efectuaron los jueces de la causa, insistiendo en una hipótesis alternativa sobre lo que sucedió el día del hecho pero sin hacerse cargo de la respuesta que recibió por parte del a quo, ni demostrar contradicciones de tal magnitud que hagan prácticamente irreconocible la aplicación del método de reconstrucción histórica o groseras deficiencias de razonamiento que impidan considerar al pronunciamiento recurrido como la "sentencia fundada en ley" a que hace referencia el artículo 18 de la Constitución Nacional. No se encuentra que la defensa haya expuesto en este punto una real situación de duda producto de circunstancias verosímiles. Sus objeciones no traducen más que un mero desacuerdo con la tesis sostenida en el fallo como consecuencia de una razonable valoración de la prueba que, se la comparta o no, brinda suficiente apoyo a la decisión acerca del horario en que habría tenido lugar el hecho lesivo. En cuanto al agravio mediante el cual, también con base en la doctrina de la arbitrariedad, se pretende cuestionar la mecánica del hecho y la trayectoria del proyectil que se han tenido por probadas en el caso, tampoco es idóneo para habilitar esta instancia federal, toda vez que aquella doctrina reviste carácter excepcional y su procedencia requiere algo más que una mera discrepancia con la valoración de la prueba. Se coincida o no con la opinión del a quo, el tratamiento que le dispensó a los extremos señalados no puede ser tachado de arbitrario, pues el criterio de valoración probatoria mediante el cual entendió que se hallaba debidamente acreditada la presencia del imputado y su accionar en el hecho, en los términos en que se le atribuye en la sentencia condenatoria, no aparece fuera de los límites de la racionalidad.


    C. H., Juan Javier s/ Homicidio agravado por el uso de armas de fuego


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1422/2016/RH1, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Quiebra. Banco Central de la República Argentina. Sindicatura. Cuestión federal. Depósito bancario. Embargo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 8769/1997/CS1, "Banco Austral s/ Quiebra".


    Banco Austral S.A. s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8769/1997/31/RH1, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Quiebra. Banco Central de la República Argentina. Sindicatura. Cuestión federal. Depósito bancario. Embargo. Admisibilidad del recurso. 


    Debe rechazarse el agravio vinculado con la afectación al derecho de defensa, pues al Banco Central se le corrió traslado, mediante cédula dirigida a su domicilio, de la liquidación practicada por la sindicatura y del planteo realizado en relación con la obligación de la entidad de abonar intereses. En igual medida, se le notificó la sentencia del magistrado de primera instancia y, por lo tanto, tuvo la oportunidad de esgrimir cuanto estimó pertinente a su derecho y, en ese contexto, presentó la apelación contra esa última decisión, que fue concedida. Tampoco el recurrente alega en esta instancia que haya sido privado de la posibilidad de presentar defensas oportunamente. Corresponde desestimar los agravios a este respecto. Sentado lo anterior, la cuestión a estudio consiste entonces en determinar si el Banco Central de la República Argentina, en el ejercicio de sus funciones en el marco de un proceso de reestructuración de una entidad financiera, incumplió sus obligaciones al no preservar adecuadamente el valor de los depósitos de dinero que constituían activos excluidos de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35 bis de la ley 21.526. Al respecto, cabe señalar que el instituto de la exclusión de activos y pasivos previsto en el artículo 35 bis -apartado II- de la ley 21.526 es un mecanismo destinado a la reestructuración de una entidad financiera en crisis, en resguardo del crédito y en defensa de los depositantes. Forma parte de una serie de medidas -entre otras, reducción, aumento y enajenación del capital social, exclusión y transferencia de activos y pasivos, intervención judicial: que son adoptadas a juicio exclusivo del Banco Central de la República Argentina, cuando una entidad financiera está en condiciones de que se revoque su autorización para funcionar (arts. 44 y 35 bis, primera parte, ley 21.526). Así, en aras de resguardar intereses de orden público económico vinculados a la regularidad del sistema financiero y de proteger los derechos de los usuarios financieros (arts. 35 bis, ley 21.526 y 3 y 4 inc. h, Ley 24.144 Carta Orgánica del Banco Central de la República Argentina), se establece un régimen exorbitante del derecho común cuya implementación es decidida exclusivamente por el órgano de control, y, en virtud del cual, se puede disponer la exclusión de activos a su elección, valuados por un importe equivalente al de los distintos rubros del pasivo, mencionados en el inciso b) del art. 35 bis, punto II, manteniendo en cada caso la equivalencia de los mismos (inciso c). En tales condiciones, es oportuno mencionar que la Ley de Entidades Financieras, preveía en el texto vigente al momento del dictado de la resolución 484/95 -17/8/95-, que la transferencia de los activos y pasivos excluidos se debía realizar a otras entidades financieras y, en ese marco, el Banco Central podía otorgarles facilidades (excepciones temporarias a los límites y prelaciones técnicas adecuadas, eximición o diferimiento del pago de cargos y multas, u otras medidas pertinentes, art. 34 de ese cuerpo legal). Estos beneficios tienen como contrapartida la administración de tales fondos, y la cancelación de los pasivos excluidos. El procedimiento de exclusión de activos mencionado tiene el propósito de resguardar los derechos de los depositantes y la protección de la confianza en el sistema financiero, y es dispuesto y supervisado en todas sus etapas por el Banco Central, por lo que su actuación debe ponderarse de acuerdo con el estándar de previsión que regla el artículo 902 del Código Civil -hoy derogado• y el artículo 1725 del Código Civil y Comercial de la Nación vigente. De acuerdo al sentido del instituto de la exclusión de activos, el monto del activo excluido y depositado en el Banco Central en el año 1995, debía resultar suficiente para satisfacer igual cantidad de pasivo privilegiado a esa misma fecha (arts. 35 bis y 49, inc. e), ley 21.526); por lo que la preservación del valor resultante de la venta de los bienes excluidos, no puede considerarse una cuestión ajena a las incumbencias de control y supervisión propias del Banco Central, que implementa, por lo demás, con amplia discrecionalidad ese procedimiento de reestructuración. El Banco Central, en las circunstancias del presente caso, evaluadas en el marco de las funciones y responsabilidades que impone la ley de entidades financieras respecto de su actuación en este tipo de procedimiento, y específicamente con relación a la vía de exclusión de activos, tenía el deber de actuar con diligencia para resguardar el valor de ese activo excluido con el fin de cumplir adecuadamente con el objetivo cautelar que prevé la ley (artículo 35 bis de la ley 21.526). En la situación descripta, parece razonable la interpretación que realizó el a quo de las normas federales en juego para sostener la condena al organismo de control. Ello así, pues no fue cumplida la única finalidad del procedimiento previsto en el artículo 35 bis mencionado, cual era satisfacer a los acreedores privilegiados que debían ser excluidos del patrimonio de la fallida, a raíz precisamente de que por casi 20 años el depósito en dinero resultante de la venta del inmueble excluido, permaneció inmovilizado, sin devengar intereses, en el contexto de un proceso inflacionario. El embargo decretado por la justicia y la inmovilidad de los fondos prevista contractualmente, cuya eficacia fue limitada en el tiempo tal como ya se mencionó, no logran sustentar la imposibilidad de invertir los fondos, o de tomar las medidas conducentes para preservar el valor del activo excluido, que en su origen tenía la aptitud de cancelar una determinada cantidad de pasivo con privilegio que no logra satisfacer en la actualidad.


    Banco Austral s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8769/1997/CS1, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


     


    



    



    Prisión domiciliario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486" y A 57, XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858".


    O. A., Darío s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 600809/2000/TO1/12/1/1/1/RH5, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 13581/2017/1/RH1, “Asociación Civil Inter Artis Argentina – SAGAI y otro c/ IGJ 7480576/1880189 s/ Recurso directo a cámara”.


    Asociación Civil Inter Artis Argentina - SAGAI y otro c/ IGJ 7480576/1880189 s/ Recuso directo a cámara


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13581/2017/3/RH3, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 13581/2017/1/RH1, “Asociación Civil Inter Artis Argentina – SAGAI y otro c/ IGJ 7480576/1880189 s/ Recurso directo a cámara”.


    Asociación Civil Inter Artis Argentina - SAGAI y otro c/ IGJ 7480576/1880189 s/ Recuso directo a cámara


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13581/2017/2/RH2, 14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Daños y perjuicios. Agravio extemporáneo. Defensa en juicio. Caducidad de instancia. Interés del menor. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es cierto que las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48, toda vez que remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal, ajenas de por sí al remedio excepcional, también lo es que tal criterio admite excepción cuando media apartamiento de las constancias de la causa o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal, lo que afecta la garantía de defensa en juicio. También ha sostenido reiteradamente la Corte Suprema de Justicia de la Nación que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, evitando incurrir en un exceso ritual que la desnaturalice. Conviene recordar, a su vez, que la intervención del Defensor Público de Menores e Incapaces no es equivalente a la de quien patrocina a un adulto pues, en el primer caso, está en juego el interés superior del niño y el orden público, valores estos que merecen de especial tutela jurisdiccional. En este sentido, tiene dicho el máximo tribunal federal que cuando se trata de resguardar el interés superior del niño, atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia y la naturaleza de las pretensiones, encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con particular tutela constitucional. El caso reúne las condiciones apuntadas, toda vez que la sentencia frustró la pretensión de la defensora general de menores ante la cámara, mediante una aplicación errada del artículo 135 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y disposiciones concordantes, que obligaban al a quo a notificarla, personalmente y en su despacho, de la vista conferida. En lugar de ello, la sentencia aplicó de modo arbitrario el mecanismo de notificación previsto para otros funcionarios judiciales, del cual se encontraba la referida defensora expresamente excluida por la norma, extendiendo a la remisión del expediente los efectos propios de la notificación personal, para dar por decaído el plazo.


    L., D. c/ T., C. E. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 74056/2011/1/RH1, 04 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Apertura de la instancia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Cabe tener presente que la Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal al remitir las actuaciones a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. Por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Frechero, Hilda Hebe c/ Instituto Nacional de Cine y artes Audiovisuales s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7375/2018/2/RH1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Trata de personas. Falta de fundamentación autónoma. Agravio extemporáneo. Denegatoria del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La impugnación carece de la debida fundamentación pues sólo cuenta con afirmaciones dogmáticas y no se ajusta a las constancias del expediente. En ese sentido, aunque el recurrente expresó que aquel límite cuantitativo y la ausencia de cuestión federal obstaban a la procedencia de la impugnación del fiscal contra la sentencia condenatoria, un agravio de ese carácter había sido efectivamente planteado por el representante de este Ministerio Público. Los agravios distaron de consistir, conforme pretendió presentarlos el apelante, en una mera discrepancia sobre la aplicación de la ley sustantiva. Por el contrario, aquellas objeciones expusieron un supuesto de arbitrariedad -en el que el acto jurisdiccional carecía, en este aspecto, de los requisitos que lo sustentaran válidamente como tal- por el que correspondía que la Cámara Federal de Casación Penal, como lo hizo prescindiera de obstáculos formales y conociera previamente, en su carácter de tribunal intermedio, en la cuestión de naturaleza federal que intentaría someterse luego a la decisión final de la Corte Suprema, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en el caso "Di Nunzio" (Fallos: 328: 1108). Ello pone en evidencia, que constituyen meras afirmaciones dogmáticas las expresiones del recurrente acerca de la omisión de la defensa particular de objetar en aquella oportunidad el ejercicio de la facultad recursiva del fiscal, así como las relacionadas con la supuesta tempestividad del agravio formulado recién en esta apelación extraordinaria, el que, en tales condiciones, resulta claramente extemporáneo. Por otra parte, también carece de adecuada fundamentación el agravio vinculado con el pronunciamiento del 4 de agosto de 2016 por el que fue confirmada la pena impuesta. En tales condiciones, el a quo desechó la arbitrariedad de la cuantificación de la pena a partir de una revisión integral de la decisión del tribunal oral, mientras que el apelante no se hizo cargo de explicar de qué manera aquel examen ajustado a las citadas pautas legales pudo haber afectado el principio que invocó, cuyo alcance y relación con los hechos del caso tampoco se ocupó de desarrollar. Del mismo modo, no se encuentra en el recurso algún fundamento, por mínimo que fuera, del agravio relacionado con la alegada desproporcionalidad de la sanción, que permita hacer excepción al criterio de la Corte según el cual el ejercicio de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas, no suscita cuestión que quepa decidir por la vía extraordinaria. También en esta materia las expresiones del recurrente constituyen meras afirmaciones dogmáticas. La impugnación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal.


    L. A., R. A. y otros s/ Delito - anterior al sistema


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 34020065/2003/TO1/3/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Compraventa. Defensa de la competencia. Empresa. Poder de policía. Concentración económica. Procedencia del recurso. 


    En el presente caso, se encuentra controvertido si la operación celebrada por la empresa constituye una de las concentraciones económicas sujetas al régimen de control previo previsto en el artículo 8 de la Ley de Defensa de la Competencia 25.156 y, más específicamente, si se trata de una toma de control de una empresa a través de la transferencia de activos en los términos del artículo 6, inciso d, de esa ley (art. 81, decreto 480/2018). La Ley de Defensa de la Competencia prevé que las operaciones de concentración económica de gran trascendencia en el mercado deben ser notificadas en forma previa a su perfeccionamiento -o dentro de una semana después de su concreción- para su fiscalización y autorización por parte de la autoridad de aplicación (artículos 6 y 8, ley 25.156). Ese sistema de control previo responde a la manda constitucional prevista en el artículo 42 de la Constitución Nacional, que tras reconocer el derecho de los consumidores y usuarios a la protección de sus intereses económicos, a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno, dispone que el Estado debe proveer a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados y al control de los monopolios naturales y legales. Las concentraciones económicas provocan cambios en la estructura del mercado, que pueden causar daños irreparables a la competencia efectiva, a los agentes económicos y, en definitiva, a los usuarios y consumidores. El control previo de esas concentraciones procura prevenir esos efectos nocivos y los costos que implica la reversión de los resultados de una concentración ilegítima. El artículo 6 de la ley 25.156 dispone que, a los fines de esa ley, se entiende por concentración económica la toma de control de una o varias empresas a través de la realización de las operaciones descriptas en sus cuatro incisos. El inciso a se refiere a la fusión entre empresas; el b, a la transferencia de fondos de comercio y el c, a la adquisición de acciones o participaciones que otorguen al adquirente el controlo la influencia sustancial sobre la persona que las emita. Por último, el inciso d, aquí en cuestión, incluye una figura residual, que comprende a "cualquier otro acuerdo o acto que transfiera en forma fáctica o jurídica a una persona o grupo económico los activos de una empresa o le otorgue influencia determinante en la adopción de decisiones de administración ordinaria o extraordinaria de una empresa". En primer lugar, los supuestos de toma de control previstos en el artículo 6 de la ley 25.156 se refieren a diversos instrumentos jurídicos por los cuales, desde el punto de vista económico, varias estructuras empresarias independientes pasan a funcionar -de hecho o de derecho-- bajo un control común, lo que conlleva una concentración del poder de decisión sobre cuestiones vinculadas a la competencia y, de ese modo, modifica aspectos estructurales del funcionamiento del mercado. Esa dimensión económica de la regulación debe ser ponderada a fin de asegurar el cumplimiento de los propósitos del sistema de control previo de concentraciones, esto es, prevenir los daños irreversibles que pueden generar ciertos cambios en la estructura del mercado. Sin embargo, la sentencia apelada descartó la aplicación del citado artículo 6 a partir de un análisis meramente formal, que desconoció que la transferencia de activos puede ser utilizada para integrar unidades empresarias bajo un mismo control, lo que explica su incorporación como forma de concentración económica en el inciso d. En segundo lugar, del análisis integral del artículo 6 surge que la toma de control, a los fines de la ley 25.156, no requiere, necesariamente, la integración de figuras societarias (incs. b y d). Contrariamente a lo razonado por el tribunal a quo, la toma de control prevista en la norma bajo análisis no demanda que los adquirentes obtengan el control de la sociedad vendedora, sino que, desde el punto de vista de defensa de la competencia, lo determinante es que, como resultado de la operación, unidades empresarias independientes sean colocadas bajo un único control, lo que lleva aparejado una concentración de porciones de mercado. Ese efecto puede resultar de la integración de estructuras societarias –como la prevista en el artículo 6, inciso a- o de otras operaciones, como la transferencia de fondos de comercio o de activos, previstas en los incisos b y d. En tercer lugar, entiendo que la transferencia de activos prevista en el inciso d, aquí en juego, no exige la transferencia de todos los activos de una empresa. En efecto, cabe ponderar que el inciso b contempla a la transferencia de fondos de comercio, por lo que el inciso d, en su carácter de norma residual, no puede referirse a un supuesto que quedaría abarcado por el inciso b. Sin embargo, tampoco toda transferencia de activos debe ser comprendida en el inciso d, puesto que esa noción debe ser vinculada con la de toma de control de una empresa prevista en el encabezado de la norma. El artículo 6, inciso d, requiere que la transferencia tenga entidad suficiente para otorgar al adquirente el control de una unidad empresaria, que no necesariamente constituye una figura societaria ni tiene estructura jurídica, sino que puede consistir en un conjunto de bienes que permita determinar el comportamiento competitivo de una actividad económica presente en el mercado. Desde el punto de vista económico, ello conduce a que estructuras empresarias independientes pasen a funcionar -de hecho o de derecho- bajo un control común, de lo que resulta una concentración del mercado. En el presente caso, a través de los distintos contratos celebrados, que deben ser interpretados de acuerdo con la realidad económica (art. 3, ley 25.156), hubo un desplazamiento de la unidad empresaria vinculada a la explotación de esas marcas, de su volumen de negocios y de su clientela y, en definitiva, de la porción del mercado que corresponde a los referidos productos. Como resultado de ello, las empresas adquirieron la posibilidad de determinar la estrategia y el comportamiento competitivo de una unidad empresaria, lo que tiene virtualidad para afectar la competencia efectiva de mercado y justifica su control previo por parte de la autoridad de aplicación, en los términos de los artículos 6, inciso d, y 8 de la ley 25.156. En otras palabras, la transferencia generó un cambio en la estructura del mercado, que en términos económicos y competitivos puede resultar significativo y hace a la esencia del control de concentraciones económicas. Por las razones expuestas, la sentencia apelada al entender que la operación analizada se encuentra excluida del sistema de control previo de concentraciones económicas realizó una interpretación errada del alcance del artículo 6, inciso d, de la ley 25.156.


    Quickfood S.A. y otros c/ Comisión Nacional de Defensa de la Competencia y otro s/ Apelación Resolución de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1277/2016/1/RH1, 21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Muerte. Accionar policial. Condiciones de detención. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    La solución brindada por el a quo resulta arbitraria pues, a la luz de las circunstancias del caso y las constancias de la causa, le correspondía examinar la configuración de una falta de servicio por parte del Estado provincial, entendida como la violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular. Este análisis comprende la apreciación, en concreto, de la naturaleza de la actividad desarrollada, los medios que se disponen, el lazo que une a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del daño. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en reiteradas oportunidades, ha expresado que quien contrae la obligación de prestar un servicio -en el caso, el resguardo de la integridad física de una persona transitoriamente alojada en una dependencia policial- lo debe hacer en condiciones adecuadas para cumplir el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular. Ha precisado la Corte que el Estado incurre en responsabilidad cuando se verifica una falta de servicio, y cuando esta contribuye o permite que se produzca el desenlace fatal. En este marco, en el sub lite, el tribunal superior no evaluó debidamente los hechos y los elementos probatorios incorporados a la causa, e invocados por la recurrente, que resultaban decisivos para la determinación de una eventual responsabilidad estatal basada en la falta de servicio por incumplimiento del deber de custodia. El a quo debió explicar, con rigor, por qué el accionar desplegado por los funcionarios policiales fue diligente en la custodia de la víctima. Ello implicaba, en relación con el deber de garantizar la seguridad de las personas bajo su custodia, determinar si el hecho pudo ser evitado mediante la correcta vigilancia de la víctima, y si se adoptaron todos los recaudos para que no sufriera daños o los provocara a terceros, tal como expresamente se consignó a la hora de atribuir responsabilidad administrativa a los agentes policiales. La decisión del tribunal superior de la causa no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, de modo que al existir una relación directa e inmediata entre los vicios de fundamentación apuntados, con las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    R., Sabrina Pamela c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4991/2015/RH1, 08 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Costas. AFIP. Intereses compensatorios. Denegatoria del recurso. 


    No es ocioso recordar que lo atinente al cargo de las costas devengadas en las instancias ordinarias es, como principio, ajeno al recurso extraordinario, por tratarse de una materia procesal, de hecho y de naturaleza accesoria, ajena al objeto con que dicho recurso ha sido instituido. Cierto es que una de las excepciones a este principio lo configura el apartamiento de la solución normativa prevista para el caso, pues es condición de las sentencias judiciales que constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias del proceso. Pero no menos cierto es que el art. 93 de la ley 27.260 establece que la AFIP reglamentará el régimen previsto en su libro II -en el cual se encuentra el art. 56, quinto párrafo, que sustenta la condonación pedida por la actora- y dictará las normas complementarias que resulten necesarias a los efectos de su aplicación. En uso de esas facultades, la AFIP dictó la ya citada resolución general 3.920, cuyo art. 14, inc. c), establece: "en los casos en que el único concepto reclamado sean intereses resarcitorios, que por aplicación del quinto párrafo del Artículo 56 de la Ley N° 27.260 resulten condonados, corresponderá la percepción de los honorarios por parte de los apoderados y/o patrocinantes del Fisco, conforme a los mínimos legales establecidos en el Apartado c), punto 8.3 de la Disposición N° 276/08 (AFIP), sus modificatorias y complementarias, o la que en el futuro la sustituya" (texto según su similar 3.935). A los fines de la aplicación de este precepto, la simple lectura de sus términos evidencia que no distingue –como lo plantea la actora- entre condonaciones que cuenten con la conformidad de ambas partes de aquellas que han sido objeto de controversia entre ellas, lo cual resulta bastante para rechazar la pretensión de la actora con fundamento en el conocido adagio ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus. Tiene dicho el Tribunal que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Sobre la base de tales premisas, el pronunciamiento impugnado se sustenta en normas de derecho procesal, razonablemente interpretadas, cuyo error o acierto no corresponde juzgar a la Corte sin alterar su cometido fundamental de tribunal de garantías constitucionales, máxime cuando no se advierte un grosero apartamiento de la solución normativa prevista para el caso o un defecto grave en su fundamentación.


    Bunge Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12372/2017/1/RH1, 21 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Bunge Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12372/2017/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Recurso directo. Juicios contra el estado. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa CAF 46527/2011/CA1-CS1, "Apaza, León Pedro Roberto c/ EN - DNM- disp. 2560/11 (exp. 39.845/09) s/ Recurso directo para juzgados".


    B. J., Claudio Damián c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior Resolución 961 Dirección Nacional de Migraciones (Expediente 800.630/06) s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6596/2013/CA1, 22 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por recurso denegado


    



    Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Articulo 32, letra “a”, de la Ley 24.660. Afirmaciones dogmáticas. Fundamento aparente. Acto jurisdiccional inválido. Remisión al precedente de Fallos: 336:2392 y la causa C. 902, L. XLVIII, “Comes, Cesar Miguel s/ Recurso extraordinario”.


    M. R., Enrique Pedro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000172/2009/TO1/2/2/1/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario". Precedente de Fallos: 340:905, "HSBC".


    Se mantiene la queja interpuesta.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Nievas, Cristian Domingo s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14898/2017/1/RH1, 01 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Excepción de incompetencia. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Walt Mart Argentina S.R.L. c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios s/ Expedientes civiles


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21000143/2012/1/RH1, 12 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12127/2013/TO1/14/2/1/RH1, "Mercado, Nicomedes s/ Incidente de recurso extraordinario".


    V., Miguel Alcides s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12127/2013/TO1/13/2/1/RH2, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/173/1/1/RH43, "Chiesa, Miguel Ángel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario".


    A., Héctor Jorge y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000982/2009/TO1/48/1/1/RH17, 03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Recurso extraordinario local. Acreditación de la personería. Presentación extemporánea. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Respecto a la procedencia de los recursos extraordinarios locales es, por su tenor fáctico y procesal, ajeno a la vía y que la arbitrariedad es singularmente restringida, en el caso la recurrente reprocha, que se le ha denegado la revisión de la declinatoria resuelta por la magistrada del trabajo. Sobre el punto, ha reiterado la Corte que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que consientan su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal o una privación de justicia no susceptible de reparación ulterior. Esas circunstancias excepcionales no se advierten en el caso. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por los litigantes. Por el otro, en un ámbito de eminente naturaleza fáctica y procesal, no se patentiza, un gravamen concreto y actual de insusceptible reparación ulterior que permita equipararla a una decisión definitiva, puesto que no clausura la vía intentada ni cercena el acceso a la justicia y la actora puede acudir a la jurisdicción de un tribunal determinado para seguir tramitando la pretensión. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso. En tales condiciones, si la recurrente no consigue acreditar el carácter definitivo o -equiparable a tal- del pronunciamiento recurrido en los términos del artículo 14 de la ley 48, el planteo deviene inadmisible.


    Gueleb, Mariana del Milagro c/ Estado Provincial de Salta y/o BBVA Consolidar A.R.T. y/u otros s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 331/2018/RH1, 05 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Cuestiones de competencia. Inhibitoria. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega al fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte –en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería c/ CEPIS s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29310/2018/1/RH1, 21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, pues la causa que originó el presente planteo de inhibitoria se encuentra radicada en la justicia federal. Por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal en determinado en donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Estado Nacional - Ministerio de Energía y Minería de la Nación c/ Rojas, Marta Beatriz s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66212/2017/1/RH1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 38295/2013/CS1, "Ciccone Calcográfica S.A. s/ Otros - concurso preventivo s/ Incidente transitorio".


    Ciccone Calcográfica S.A. s/ Otros - concurso preventivo s/ Incidente transitorio


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 38295/2013/2/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    H. G. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1755/2016/3/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    F. & B. I. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1585/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    G., Daniel Adolfo y otros s/ Medidas precautorias


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1530/2002/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 516212015/6/RH1, "T,T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".



    L. C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 75001837/2013/7/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    H., Leonardo Alfredo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 97989/2017/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    G., Luis Eduardo del Rosario y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000270/2008/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/20 l2/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    F. R., Tranquilino s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11102/2016/TO1/5/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria" .


    L. F. B., José Luis y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 9324/2014/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    



    



    Delitos contra la humanidad. Derecho de gentes. Corte Penal Internacional. Ius Cogens. 


    El a quo debió tratar el recurso de casación que dedujo el Ministerio Público, en aplicación de la jurisprudencia según la cual "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48". En efecto, al declarar abstracto el recurso interpuesto, la cámara de Casación omitió dar respuesta al planteo del recurrente que había puesto en cuestión la interpretación de una norma del derecho de gentes, tal como lo define el artículo 118 de la Constitución, desarrollada en el caso por el tribunal de segunda instancia, y con base en la cual frustró una pretensión de la parte acusadora. En particular, el apelante ha postulado, que el encubrimiento de un delito de lesa humanidad es también un delito de esa naturaleza que, ya al momento de los hechos, formaba parte del derecho internacional como regla de ius cogens, más allá del nivel de positivización que este tipo de reglas ha alcanzado hoy en día en el Estatuto de la Corte Penal Internacional. Esa discusión no es de hecho, pues no se debaten los extremos fácticos de la imputación, sino de derecho, en tanto la divergencia de opinión se refiere a la previsión de un delito determinado en ese tratado, entendido como instrumento de derecho positivo que reconoce normas ya existentes en el derecho internacional consuetudinario.


    V., Víctor Hugo s/ Legajo de Casación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 24000662/2010/1/1/CS1, 03 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Recurso de queja



    



    



    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G. T. A. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1641/2011/5/1/RH1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    G. D. S.A y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 34873/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Mantenimiento de recurso. 


    Remisión a la posición de este ministerio público desarrollada en estos autos por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal.


    Recurso queja n° 1 - legajo n° 6 - Víctima: M., Rolando Ángel y otro - Imputado: Z., Delia y otros s/ Legajo de casación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 52000696/2012/TO1/6/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/48/1/1/RH42, "G., Néstor Omar s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva".


    F., Roberto Oscar s/Legajo de prórroga de prisión preventiva


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/50/1/1/RH40, 20 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FRO 43000367/2003/56/1/RH21, "F., Juan Carlos y otros s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva".


    F., Juan Carlos y otros s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/62/1/1/RH25, 14 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    R. T. A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 55333/2017/1/1/RH1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    C. d. T. M. Ltda. y otros s/ Evasión simple tributarla


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3802/2016/1/1/RH3, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    L. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 358/2011/TO1/20/1/RH7, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    G., Mónica Noemí s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000522/2012/TO1/2/RH1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    V., Gustavo Horacio s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37844/2014/2/1/RH2, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    P., Eduardo Oscar s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 13916/2013/1/1/RH2, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    



    Remisión al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    D. - F. P. A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 67/2015/3/1/RH1, 18 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso extraordinario


    



    



    Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja.


    P., Luciana Alcira s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 16292/2016/7/1/1/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 76000029/2011/2/1/1/RH3, "M., Juan Carlos s/ Legajo de casación".


    M., Juan Carlos s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000029/2011/2/1/2/RH4, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Obra Social para los Trabajadores de la Educación Privada c/ Instituto Privado Agropecuario P 42 de Arata s/ Cobro de aportes y contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40867/2015/CS1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Ingresos brutos. Impuestos. Servicio público. 


    Remisión al fallo de la causa T.535 L.XLIII, "Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad.


    Cuando el impuesto provincial a los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del artículo 9, inciso B, párrafo cuarto de la ley 20.221 (texto según ley 22.006, modificada por la ley 23.548), y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. Con relación al decreto nacional 958/92, tal jurisprudencia sólo debe ser tomada en consideración para los ingresos provenientes de aquellos servicios calificados como públicos ya que, en cuanto a los demás, el gravamen era susceptible de ser incorporado al precio cobrado por la empresa.


    Rutamar S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación actos administrativos s/ Recurso de inconstitucionalidad con concedido y acumulado expediente N° 11.430/14


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1271/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 6631/2014/TO1/59/1/1/RH24, "F., José Abdala s/ Recurso".


    J., Eduardo José s/ Privación ilegal de la libertad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 76000089/2011/TO1/15/4/1/RH3, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 6631/2014/TO1/59/1/1/RH24, "F., José Abdala s/ Recurso".


    R., Cristóbal José Antonio s/ Legajo de casación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000290/2010/25/4/1/RH7, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 6631/2014/T01/59/1/1/RH24, "F., José Abdala s/ Recurso".


    R., Juan Félix s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/43/2/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505; L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)” y CSJ 1433/2017, “Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Gualtieri Hnos. S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2701/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 57/2017, “Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Tecnosur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2583/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, CSJ 743/2017, “General Motors de Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1454/2017, “Gador S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad -repetición".


    Gador S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2672/2017,28 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, CSJ 1715/2017, “Dulcor S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1433/2017, “Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Dulcor S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2698/2017/, 8 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 22934/2013/1/RH1, “De Santibañes, Fernando José (TF 22057-I) c/ Dirección General Impositiva”.


    De Santibañes, Fernando José (TF 22.057 - I) c/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22934/2013/CS1, 09 de marzo de 2018


    Ver dictamen


    



    Egreso de divisas. Mercado cambiario. Desistimiento del recurso. 


    El nuevo marco regulatorio introducido por el decreto 839/17 es idéntico al que produjo el decreto 530/91, del 28 de marzo de 1991, cuyas consecuencias para casos análogos al presente interpretó la Corte al dictar sentencia "Cristalux", registrada en Fallos: 329: 1053. En atención a que la doctrina de ese precedente es aplicable al sub examine, habida cuenta de que esta situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre otros, se desiste el recurso interpuesto.


    L. Q. S.R.L. y otros


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9379/2013/CS1, 12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Daños y perjuicios. Indemnización. Delitos contra el honor. Ofensas cometidas por medio de la prensa. Derecho al honor. Derecho a la imagen. Publicación de fotografía. Doctrina de la real malicia. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Interés público. Falta de prueba. Procedencia del recurso. 


    Precedente de la causa "Boston Medial Group". Doctrina “Campillay”. Figura pública. Las constancias probatorias no demuestran que el demandado divulgó la información falsa a sabiendas de su falsedad o con total despreocupación al respecto.


    Dado que, el actor no es un simple particular, sino que, se postuló para un cargo público, y su nombre circulaba en los medios de comunicación como posible candidato a desempeñar una función pública. De este modo, reúne las características de, al menos, una figura pública puesto que se expuso voluntariamente al escrutinio público al participar en asuntos relevantes en la esfera pública. Por lo expuesto, la expresión cuestionada se encuentra especialmente protegida, lo que conduce a recordar la necesidad de fomentar en una sociedad democrática el debate desinhibido, robusto y amplio sobre los asuntos de interés público. De acuerdo con la Corte Suprema, la crítica o la disidencia, aun cuando sea expresada ardorosamente, no genera responsabilidad a menos que constituya un insulto o una vejación gratuita o injustificada, lo que no ocurre en el caso, puesto que las expresiones guardan relación con las ideas que se exponen. Tal como recordó la Corte recientemente en el caso de la referencia, la investigación periodística sobre los asuntos públicos desempeña un rol importante en la transparencia que exige un sistema republicano. El excesivo rigor y la intolerancia del error llevarían a la autocensura lo que privaría a la ciudadanía de información imprescindible para tomar decisiones. Además, frente a información de asuntos de interés público, la Procuración General ha destacado que quien pretende obtener un resarcimiento civil debe acreditar, ante todo, la falsedad de la información difundida. Pues, como lo ha establecido la Corte, el estándar constitucional en juego “presupone obviamente la existencia de una información objetivamente falsa”, requisito al que se aplica la regla general de que cada parte debe probar los presupuestos de su propia pretensión. Por último, el a quo consideró que la fotografía incluida en la publicación y su leyenda son injuriantes, cuando no inducen necesariamente al lector a pensar que el actor es el tercero que aparece en la foto, puesto que las oraciones están separadas por un signo de puntuación y tienen un estilo de letra distinto. Para más, la vinculación que sugiere la foto según el actor no es más que la afirmación contenida en el texto de la nota.


    Hatriek, Jorge Luis c/ Editorial La Página S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 18767/2008/1/RH1, 01 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Monsanto Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1853/2016,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2118/2017, “Sidersa S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Andreani Logística S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2557/2017,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Intelectric S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2622/2017,12 de abril de 2018


    Ver dictamen


    



    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 630/2016/CSJ, "De La Rosa, Gerardo Ignacio c/ Territorio Digital S.A. s/ Despido".


    Pierro, Eva Lorena c/ Territorio Digital S.A. (diario digital mzonline) s/ p/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad-casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1384/2016/CS1, 23 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 630/2016/CSJ, "De La Rosa, Gerardo Ignacio c/ Territorio Digital S.A. s/ Despido".


    Carrizo, Juan Cruz c/ Territorio Digital S.A. s/ Despido p/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad-casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1382/2016/CS1, 23 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1255/2017, “Estancias Marginales S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Maycar S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2723/2017,09 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la Corte Competencia n° 504 L. XLIV "Franco, Eduardo Alberto s/ Infracción Art. 6.1.9 de la ley 451".


    I., Juan C. s/ Intimidación Pública. Denunciante: F., Alberto


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9642/2016/1/ CS2, 24 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1, "Banco Comafi S.A c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario".


    Se mantiene el recurso deducido por la Fiscal General.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Terrazas, Leonardo s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 16010/2017/CS1, 21 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario". Precedente de Fallos: 340:905, "HSBC". Causa COM 1220/2017/CS1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Benítez, Ramona Beatriz s/ Secuestro prendario".


    Se mantiene el recurso deducido por la Fiscalía General.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Petrocini, María Elisa s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14809/2016/CS1, 21 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 12077/2011/CA1-CS1, "Cello, María Mónica c/ EN M° Seguridad - Disp. 268/09 212/10 s/ Proceso de conocimiento".


    Cello, María Mónica c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Disposición 268/09, 212/10 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12077/2011/1/RH1, 02 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Acción de amparo. Nulidad procesal. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es inadmisible, pues las decisiones amparo por dejar subsistente el acceso a la revisión judicial a través de otras vías como aquellas que deciden sobre temas de índole procesal que no resuelven como aquellas que deciden sobre temas de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son susceptibles, en principio, de habilitar la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, salvo circunstancias excepcionales que permitan equiparar esas resoluciones a sentencias definitivas, entre ellas, cuando el pronunciamiento atacado conduzca a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior o, en su caso, cuando medie denegación del fuero federal. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de esas situaciones, toda vez que la decisión que declaró la nulidad de lo actuado y el archivo de las actuaciones, fundada en la incompetencia del fuero local para entender en la acción de amparo deducida, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal, antes bien, considera que ese es el competente para resolver la cuestión y, por el otro lado, tampoco coloca a los apelantes en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que no les cercena la posibilidad de acceder a la justicia. Cabe destacar que no se verifican circunstancias de imposible o tardía reparación ulterior, en la medida que el superior tribunal local no se pronunció sobre el fondo de la cuestión, al así no desconoció a los actores, ni menos aún desestimó, los derechos que pudieran asistirles. En ese sentido la decisión recurrida no importa un pronunciamiento contrario a la pretensión de aquéllos, sino sobre la competencia del juez que debe resolverla, razón por la cual no constituye sentencia definitiva ni equiparable a tal, ya que deja subsistente la posibilidad de replantear el caso ante el fuero competente, tampoco existe, a mi modo de ver, gravedad institucional que justifique prescindir de ese requisito. Es necesario poner de resalto que la ausencia del recaudo de definitivo que debe tener el pronunciamiento recurrido no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Torres, Marcela María, Castañeda, Carlos por sí y en representación de vecinos autoconvocados de Campo Quijano c/ AMX Argentina S.R.L. y/u otros s/ Amparo – recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15/2018/CS1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 15/2018/CS1, "Torres Marcela María, Castañeda Carlos por sí y en representación de vecinos auto convocados de Campo Quijano c/ AMX ARGENTINA S.R.L. y/u otros s/ Amparo".


    Torres, Marcela María; Castañeda, Carlos por sí y en representación de vecinos autoconvocados de Campo Quijano c/ AMX Argentina S.R.L. y/u otros s/ Amparo – recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 11/2018/CS1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 15/2018/CS1, "Torres Marcela María, Castañeda Carlos por sí y en representación de vecinos auto convocados de Campo Quijano c/ AMX ARGENTINA S.R.L. y/u otros s/ Amparo".


    Torres, Marcela María; Castañeda, Carlos por sí y en representación de vecinos autoconvocados de Campo Quijano c/ AMX Argentina S.R.L. y/u otros s/ Amparo – recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 13/2018/CS1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 15/2018/CS1, "Torres Marcela María, Castañeda Carlos por sí y en representación de vecinos auto convocados de Campo Quijano c/ AMX ARGENTINA S.R.L. y/u otros s/ Amparo".


    Torres, Marcela María; Castañeda, Carlos por sí y en representación de vecinos autoconvocados de Campo Quijano c/ AMX Argentina S.R.L. y/u otros s/ Amparo – recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 12/2018/CS1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 15/2018/CS1, "Torres Marcela María, Castañeda Carlos por sí y en representación de vecinos auto convocados de Campo Quijano c/ AMX ARGENTINA S.R.L. y/u otros s/ Amparo".


    Torres, Marcela María; Castañeda, Carlos por sí y en representación de vecinos autoconvocados de Campo Quijano c/ AMX Argentina S.R.L. y/u otros s/ Amparo – recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2018/CS1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1433/2017, “Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.		


    Monroe Americana S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1114/2018,30 de julio de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 1041/2015/1/CS1, "L. N. C. I. A. S.A. y otros".


    M., Horacio Víctor s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1784/2016/CS1, 03 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Entre Ríos Crushing S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2017,13 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1433/2017, “Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1565/2018,24 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 16/2017, “Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1570/2018, 24 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 75920/2014/1/RH1, "American Express Argentina S.A. c/ EN - AFIP - DGI – s/ Dirección General Impositiva".


    American Express Argentina S.A. c/ Estado Nacional - AFIP DGI – s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 75920/2014/CS1-CA1, 14 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Mora de la administración. Amparo por mora. Viáticos. Responsabilidad del Estado. Resoluciones equiparables a definitiva. Interpretación de la ley. Ley federal. Sanciones conminatorias. Astreintes. Control de constitucionalidad. Procedencia del recurso. 


    Art. 1° de la Ley de Responsabilidad del Estado 26.944.


    Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. El tema en debate gira en torno a determinar si la sanción cuyo pago le es exigido al demandado resulta contraria a lo dispuesto en el 1 ° de la Ley de Responsabilidades del Estado 26.944. Dicha norma, no abarca las medidas emergentes de sanciones conminatorias impuestas por los jueces en ejercicio de su facultad de imperium para hacer cumplir sus sentencias. Ello es así, pues ha dicho el Tribunal que las medidas conminatorias como las astreintes suponen una sentencia condenatoria que impone un mandato que el acreedor no satisface deliberadamente, y procuran vencer la resistencia del renuente mediante la presión psicológica que lo mueva a cumplir; de ahí que los jueces pueden graduarlas en la intensidad necesaria para doblegar la porfía del obligado. Dichas medidas importan el ejercicio del poder público estatal a cargo de los magistrados y constituyen un medio para lograr el cumplimiento de las decisiones judiciales, entender lo contrario implicaría privar a los jueces de uno de los instrumentos legalmente conferidos para ejercer su imperium. En tal sentido, se diferencian nítidamente de las medidas disuasivas aludidas en el art. 1° in fine de la ley 26.944, que carecen, por su naturaleza y finalidad, de carácter compulsivo. En tales condiciones, no resulta admisible que la norma en examen excluya la posibilidad de que el juez aplique "medidas compulsivas y progresivas" para que las partes cumplan su mandato. Ha entendido la Corte que la declaración de inconstitucionalidad, al importar el desconocimiento de los efectos, para el caso, de una norma dictada por un poder de jerarquía igualmente suprema, constituye un remedio de ultima ratio que debe evitarse de ser posible mediante una interpretación del texto legal en juego compatible con la Ley Fundamental, pues siempre debe estarse a favor de la validez de las normas, y cuando exista la posibilidad de una solución adecuada del litigio, por otras razones que las constitucionales comprendidas en la causa, corresponde prescindir de estas últimas para su resolución. En consecuencia, al constituir dicha revisión judicial la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal, solo es practicable como razón ineludible del pronunciamiento que la causa requiere, debiendo llegarse a una declaración de inconstitucionalidad sólo cuando ello sea de estricta necesidad.


    Bernardes, Jorge Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa – s/ Amparo por mora de la administración


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 52020002/2012/CS1-CA1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    Reescalafonamiento. Personal administrativo. Procedencia del recurso. Ley de consolidación de la deuda pública. Pronunciamiento inoficioso. 


    Acto jurisdiccional invalido.


    El recurso extraordinario es admisible y fue mal denegado, toda vez que los agravios se refieren a la prescindencia de aplicar normas de carácter federal y la decisión del tribunal ha sido contraria a los derechos que el recurrente funda en ellas.


    Bambill, Gabriel c/ INIDEP s/ Laboral


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22012456/2001/1/RH1, 27 de agosto de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Peugeot Citroën Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1077/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1049/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Industrias Frigoríficas Recreo S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1042/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gleba S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 976/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 2319/2016 “SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición”.


    Fimaco S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 984/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 546/2017, "General Motors de Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Fimaco Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 986/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Fimaco S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 985/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gleba S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 975/2018,27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Financiamiento de los partidos políticos. 


    Ley 26.215. Remisión a la causa CSJ 1011/2013 (49-A)/CS1, "Alianza UNEN-CF c/ Estado Nacional Ministerio del Interior y Transporte s/ Promueven acción de amparo".


    En cuanto a uno de los argumentos de la inadmisibilidad del recurso expresado por la cámara en tanto se vinculan con las pautas regladas en la acordada 4/2007, corresponde que sean examinados, en principio, por esa Corte. Si estimara el Tribunal que los defectos que la cámara reprocha no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitir la apelación, podría dejar de lado tales reparos y realizar el análisis de las cuestiones planteadas. Así, no existen razones como para resolver un cambio de criterio del Tribunal ni la cámara expone de manera nítida, inequívoca y concluyente la existencia de una causa o hecho que haga ineludible un cambio de la regla de interpretación aplicada.


    Apoderados de la Alianza Frente Patriota Bandera Vecinal Distrito Buenos Aires (Artículo 71 bis Ley 26.215) s/ Aportes públicos


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6635/2017/1/RH1, 27 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa FLP 43106734/2009/CS1, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de La Plata s/ Acción meramente declarativa".


    Matarin, María Josefa c/ Telefónica de Argentina y otro s/ Recurso directo Ley 24.240


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23868/2014/CS1, 19 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 112/2017,06 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1400/2016,12 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1278/2017, "Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1740/2018,12 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    La Corte resulta competente para conocer en su instancia originaria, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Telecom Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4128/2015,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa L. 238; L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Frigorífico General Pico S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 396/2014/(50-F)/CS1, 11 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Sodecar S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1352/2017,06 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1405/2017, "Cabrales S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Repetición”.


    Alpargatas S.A.l.C. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1571/2018/03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1281/2017, “Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Quickfood S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1634/2018/, 4 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1308/2017, "Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1568/2018,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 754/2017, "Facor S.R.L. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición”.


    Alpargatas S.A..C. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1564/2018,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1572/2018,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1278/2017, "Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.l.C. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1566/2018,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 411/2017, "Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1569/2018,03 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 573/2017 "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    R.P.B. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1544/2018,04 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    R.P.B. S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1611/2018,04 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1433/2017, “Gualtieri Hnos. S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    García Hermanos Agroindustrial S.R.L. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1574/2018,04 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CNT 51193/2016/1/RH1, "Robledo, Héctor Pedro c/ Estado Nacional Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y otros s/ Accidente-ley especial".


    Robledo, Héctor Pedro c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y otros s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51193/2016/2/RH2, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa COM 3402/2017/1/RH1, "ACYMA Asociación Civil c/ Walmart Argentina S.R.L s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    ACYMA Asociación Civil c/ Wal-Mart Argentina S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3402/2017/2/RH2, 18 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 37697/2013/CA1-CS1, “Rina Iberia SL Suc. Argentina c/ AFIP – DGI s/ Dirección General Impositiva”.


    Turismo Doss S.A. c/ Estado Nacional- AFIP - DGI – Resolución 1/11 (NGDE) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22006/2013/CA1-CS1, 20 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CIV 9007/2016/CS1, “Petrolera del Conosur S.A. c/ Viento al Sur S.R.L. s/ Ejecutivo".


    Petrolera del Conosur S.A. c/ Viento al Sur S.R.L. s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 9010/2016/CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Distribución de competencias. Cuestión no federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Fallo de la causa CNT 679/2016 "Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo". Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Mas allá de lo resuelto la causa de la referencia, donde la Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal, al sostener que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio". No obstante, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.


    Estado Nacional – Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto c/ Unión Personal Civil de la Nación s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91713/2017/1/RH1, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Conflicto entre jueces nacionales. Fallo de la causa CNT 679/2016 "Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo". Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. La Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal, al sostener que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio". Ello no obstante, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. Por lo demás, tampoco se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Universidad Nacional de General San Martin c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55726/2016/CA1-CS1, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 599/2017, "Industria Argentina de la Indumentaria S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Plastar Buenos Aires S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1909/2018,08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47. L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1056/2017, “Siderca S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1899/2018,08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 2319/2016 “SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición”.


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1900/2018, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 947/2017, "Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    García Hermanos Agroindustrial S.R.L. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1575/2018,08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 2193/2017, “Petroquímica Cuyo S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Mastellone San Luis S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1988/2018,16 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Maincal S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 750/2017,16 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1070/2012 (C-48)/CS1, “Crucero del Norte S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Cayetano Caruso S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1109/2013/(49-C)/CS1, 08 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Interpretación de la ley. Remuneración. Adicionales de remuneración. Personal civil de las Fuerzas Armadas. Servicios de inteligencia. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 46478/2013-1-RH1, "Sosa, Carla Elizabeth y otros c/ E.N. - M° Defensa Ejército s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de seg.".


    De acuerdo con lo dispuesto por el art. 28 del Estatuto para el Personal de la Secretaría de Inteligencia y para el Personal Civil de Inteligencia de los Organismos de Inteligencia de las Fuerzas Armadas, existe una regla de proporcionalidad, prevista normativamente, entre las retribuciones del personal civil de inteligencia de las Fuerzas Armadas y las del personal militar en actividad en servicio efectivo de las mismas fuerzas, según la cual se toma como referencia el haber mensual del grado de coronel (o sus equivalentes) para determinar la remuneración base de la categoría 1 del cuadro "D" de aquel personal, a partir de la cual se calculan las retribuciones de todas las categorías que integran aquel personal civil. Por medio del decreto 1305/12, aplicable al personal militar de las Fuerzas Armadas, se sustituyeron los suplementos particulares "por responsabilidad de cargo o función" y "por mayor exigencia de vestuario" previstos por los apartados d) y e) del inc. 4 ° del art. 2405 de la reglamentación del capítulo IV -Haberes- del título 11 de la ley para el personal militar 19.101, por los suplementos particulares "por responsabilidad jerárquica" y "por administración del material"; se determinaron las condiciones que debería reunir el personal militar en actividad para percibir uno u otro suplemento, en forma excluyente entre sí; se establecieron los coeficientes a aplicarse sobre el haber mensual para la percepción de dichos suplementos; y se fijó un tope del 35% y del 55% del total del personal en actividad de cada fuerza armada y del total de efectivos de un mismo grado a los que correspondería otorgar estos suplementos. Asimismo, se derogaron los incs. f) y j) del artículo 2408 de la reglamentación del capítulo IV - Haberes- del título 11 de la ley 19.101, por medio de los cuales se habían creado las compensaciones "por adquisición de textos y demás elementos de estudios" y "por vivienda", respectivamente. Mediante el art. 5° del mismo decreto, se dispuso que el personal que, percibiera una retribución mensual bruta inferior a la que le hubiere correspondido según el escalafón vigente a la fecha de su entrada en vigencia, sin considerar el efecto de ninguna medida judicial, y en tanto se mantuvieran las condiciones previstas en dicho escalafón para su percepción, cobraría una suma fija transitoria que se determinaría por la metodología y con los efectos contemplados en las disposiciones del inc. b) del art. 1° del decreto 5592/68, la cual no podría estar sujeta a ningún tipo de incremento salarial y permanecería fija hasta su absorción por cualquier incremento en las retribuciones, aun los correspondientes a los ascensos del personal. Por último, se suprimieron los adicionales transitorios creados por los arts. 5° de los decretos 1104/05, 1095/06, 871/07, 1053/08 Y 751/09 y se dejaron sin efecto las compensaciones otorgadas al personal militar en situación de retiro y pensionistas de las Fuerzas Armadas por los decretos 1994/06, 1163/07, 1653/08, 753/09, 2048/09 Y 894/10. Así, por medio de la modificación introducida por el decreto 245/13, se eliminó el límite del 35% del total de efectivos de un mismo grado que podrían percibir el suplemento por responsabilidad jerárquica, aunque se aclaró que no podría generalizarse dicho suplemento por grado, y se elevó el porcentaje de los efectivos de un mismo grado a los que podría asignarse el suplemento por administración del material al 70%; y que, mediante el decreto 855/13, se convirtió la suma fija transitoria creada por el art. 5° del decreto 1305/12 en una suma fija permanente, no remunerativa y no bonificable, ni sujeta a incremento salarial alguno. Por otra parte, por medio del decreto 1306/12, aplicable al personal civil de inteligencia de los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas, se dejaron sin efecto los incrementos dispuestos por los decretos 1782/06, 871/07, 1053/08 y 751/09 en los coeficientes de las compensaciones por vivienda, por trabajos extraordinarios y por mayor exigencia de vestuario; se dispuso restablecer los porcentajes y coeficientes establecidos por el Estatuto aprobado por el decreto 1088/03; y se suprimieron los adicionales transitorios creados por los decretos mencionados anteriormente. Asimismo, se determinó que el personal civil de inteligencia de los Organismos de Inteligencia de las Fuerzas Armadas percibiría su remuneración base conforme a las disposiciones del art. 28 del Estatuto; y se estableció que aquellos que, por aplicación de tales modificaciones, percibieran una retribución mensual bruta inferior a la que les hubiese correspondido según el escalafón vigente hasta aquella fecha, sin considerar el efecto de ninguna medida judicial, y en tanto se mantuvieran las condiciones previstas en dicho escalafón para su percepción, cobrarían una suma fija transitoria que se determinaría por la metodología y con los efectos contemplados en las disposiciones del inc. b) del art. 1° del decreto 5592/68. La que no podría estar sujeta a ningún tipo de incremento salarial y permanecería fija hasta su absorción por cualquier incremento en las retribuciones, incluyendo los correspondientes a los ascensos del personal. En tales condiciones, si las asignaciones otorgadas al personal militar en actividad bajo las denominaciones "suplemento particular por responsabilidad jerárquica" y "suplemento particular por administración del material" deben formar parte de su haber mensual, forzoso es concluir en que, por aplicación del régimen de proporcionalidad establecido por el art. 28 del Estatuto aprobado por el decreto 1088/03, aquellas asignaciones deben ser tenidas en cuenta para determinar la remuneración base de la categoría 1 del cuadro "D" del personal civil de inteligencia de los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas. Toda vez que la declaración de la existencia de ese derecho no puede conducir a que la remuneración base de la categoría 1 del cuadro "D" del personal civil de inteligencia de los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas supere el haber mensual del grado de coronel o sus equivalentes, para el caso de que los actores perciban una suma fija transitoria en los términos del art. 6° del decreto 1306/12, este último monto deberá ser absorbido por el incremento de sus remuneraciones que implica el acogimiento de la pretensión de autos, y descontado al momento de efectuar la liquidación.


    López Quintero, Adriana Sonia Patricia y otros c/ Estado Nacional – Dirección de Inteligencia del Ejército Argentino s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 574/2015/CA1-CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Reajuste jubilatorio. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 574/2015/CA1-CS1, "López Quintero, Adriana Sonia Patricia y otros c/ E.N. Dirección de Inteligencia del Ejército Argentino s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg.".


    La cuestión federal planteada en autos no puede calificarse de insustancial, en los términos definidos en Fallos: 316:2747 y 323:1432, ya que el precedente de la Corte citado por el a quo en el auto denegatorio se refería a suplementos y compensaciones diferentes de las asignaciones que dieron origen a la demanda de autos, razón por la cual no puede sostenerse que exista una clara jurisprudencia indudablemente aplicable al sub examine, que impida toda controversia seria respecto de su solución.


    Menéndez, Víctor Hugo y otros c/ Estado Nacional – Dirección de Inteligencia del Ejército Argentino s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 495/2015/1/RH1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 574/2015/CA1-CS1, "López Quintero, Adriana Sonia Patricia y otros c/ E.N. Dirección de Inteligencia del Ejército Argentino s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg."


    De Donato, Rodolfo Osvaldo c/ Estado Nacional – Dirección de Inteligencia del Ejército Argentino s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1663/2015/CA1-CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 574/2015/CA1-CS1, "López Quintero, Adriana Sonia Patricia y otros c/ E.N. Dirección de Inteligencia del Ejército Argentino s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg.".


    Morello, Alffredo Aníbal c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa – Fuerza Aérea Argentina - DJ s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38287/2014/CA1-CS1, 27 de septiembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Swift Argentina S.A. (antes JBS Argentina S.A.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 758/2017,07 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, "G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario".


    S., Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/276/2/1/RH95, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, "G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario".


    C., Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/43/2/1/1/RH46, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, "G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario".


    D., Raúl Artemio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/27/1/1/1/RH42, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, "G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario".


    N., Pedro José s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/36/3/1/1/RH45, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, "G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario".


    M., Alejandro Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001067/2011/TO1/6/2/1/1/RH5, 12 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Nulidad de la resolución. Entidades deportivas. Juicios contra el estado. Cuestión federal. Insuficiencia del agravio. Inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cabe tener presente la doctrina de la Corte según la cual "si las argumentaciones que desarrolla el recurrente no fueron oportuna y suficientemente propuestas a grado, ello impide su consideración en los jueces de la instancia extraordinaria". Un agravio de esa índole exige de un sólido desarrollo argumental y fundamentos suficientes para su viabilidad. Ello es así, en la medida que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto normativo constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, ya que configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no debe recurrirse a ello sino cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio, a la que cabe acudir en primer lugar. En ese sentido, resulta, extemporáneo el planteo de inconstitucionalidad formulado y desarrollado en la instancia del art. 14 de la ley 48, sobre la base de cotejar el decreto 246/17 y la resolución MS 354-E/2017 con la ley 23.184, sin haberlo hecho en las oportunidades anteriores que le brindaba el proceso. No procede el recurso extraordinario cuando las cuestiones constitucionales en que se sustenta, fundadas por primera vez en el escrito de interposición de aquél, pudieron proponerse durante el proceso judicial. El desarrollo de tal agravio por primera vez al deducir dicho recurso obsta a su examen, en la medida que resulta fruto de una reflexión tardía que es ineficaz para su apertura, impidiendo su consideración en esta instancia extraordinaria.


    A., Eduardo Elías c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Dirección Nacional de Seguridad de Espectáculos s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30754/2017/CS1-CA1, 26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 38/2014 (50-D)/CS1, “Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Un tributo es siempre e indefectiblemente un consto, tanto para empresas como para particulares, y que éstos buscarán removerlo: las empresas incrementando el precio de sus bienes, o bien obteniendo una rebaja en el precio de los insumos –o ambas cosas a la vez, y en la medida en que ello sea posible, en cada dirección-; y los particulares ya que, en su carácter de consumidores finales de bienes y servicios, no pueden trasladar la carga hacia adelante por la vía de la comercialización, o bien buscarán un incremento de sus ingresos por las vías que fueren pertinentes –partidarias; protestas gremiales; diversas fuentes de negociación; etc.-, o bien utilizarán los mecanismos que estimen convenientes para sustituir o disminuir el consumo del producto gravado. Tal fenómeno económico carece de la entidad que la demandada le adjudica y no resulta apto para torcer el eje de la cuestión en debate ni para modificar la correcta solución que corresponde a este juicio. Sostuvo la Corte que lo que se controvierte en estos procesos es "...la discriminación que genera la legislación provincial en función del lugar de radicación del contribuyente, en tanto lesiona el principio de igualdad (Constitución Nacional, art. 16), y altera la corriente natural del comercio (arts. 75, inc. 13 y 126), instaurando así una suerte de 'aduana interior' vedada por la Constitución (arts. 9° a 12), para perjudicar a los 'bienes y servicios' foráneos en beneficio de los 'producidos' en su territorio”. Por ende, forzoso es colegir que la eventual e hipotética traslación del impuesto sobre los ingresos brutos cuyo pago se le exige a la actora carece de toda relevancia para convalidar la inconstitucional actividad estatal que dificulta la venta de mercaderías de cualquier otra provincia en la de Buenos Aires, crea una categoría arbitraria de contribuyentes, inspirada en un propósito de hostilidad, y atenta contra las finalidades perseguidas por nuestra Norma Fundamental de asegurar el libre comercio interno en la República como si se tratara de un solo territorio para un mismo pueblo.


    Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1752/2016,27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Torres e Hijos S.A. C/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2325/2016/29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1876/2017, “Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Campari Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2272/2018,26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 1439/2017, “Egger Argentina S.A. (ex Masisa Argentina S.A.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Campari Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2270/2018,26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 411/2017, "Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Swift Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2239/2018,29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1752/2016, “Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Argentoil S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2180/2016,27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 578/2017, "Gualtieri Hnos. S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Torres e Hijos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2135/2018,26 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1752/2016, “Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1737/2016,27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1752/2016, “Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Clover Plast S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1682/2016,27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1752/2016, “Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 961/2016,27 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte –que proviene de la Constitución- no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. En efecto, la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1542/2016,29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte –que proviene de la Constitución- no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. En efecto, la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Válvulas Worcester Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 878/2017,29 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al fallo de la causa FMZ 81005638/2013/CA1-CS1, "Brizuela, Sandra Analía c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Recurso directo ley 24.240".


    Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Expedientes Civiles


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 81135098/2012/CS1, 12 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Juicios contra el estado. Exilio. Indemnización. Constitucionalidad. Derecho a la libertad. Igualdad ante la ley. Interpretación de la constitución. Confirmación de sentencia. 


    El tema a dilucidar radica en la validez constitucional del artículo 1°, inciso b), de la resolución 670/E/2016 MJyDDHH. A fin de examinar el planteo de inconstitucionalidad y discernir si la administración ha excedido su órbita de atribuciones, el cumplimiento del objetivo reparatorio perseguido por el Congreso Nacional al sancionar la ley n° 24.043 no atañe únicamente a ese departamento de estado, sino también a los restantes poderes públicos, los cuales, dentro de la órbita de sus respectivas competencias, deben hacer prevalecer el espíritu que anima a tales normas, siempre dentro del marco que exigen las diversas formas de la justicia. Ha señalado la Corte que la finalidad de la ley n° 24.043 fue otorgar un resarcimiento económico a las personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos, cualquiera que hubiese sido su expresión formal, ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto y destacó que "lo esencial no es la forma que revistió el acto de autoridad [ ... ] sino la demostración del menoscabo efectivo a la libertad, en los diversos grados contemplados en la ley 24.043" (considerando 5°), pues ésta abarcó un amplio espectro de situaciones que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida - actos atentatorios de derechos humanos que podían provocar lesiones gravísimas o la muerte- hasta un quebranto más atenuado (considerando 6°). Es preciso recordar que, como ha dicho la Corte, la garantía constitucional de la igualdad ante la ley no impide al legislador distinguir de manera diferente circunstancias que considere disímiles, siempre que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable. Esa garantía, que establece el artículo 16 de la Constitución Nacional, "importa el derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias”. Con la reglamentación que se cuestiona se dejó de realizar de manera mecánica el cálculo para el otorgamiento de las indemnizaciones buscándose ciertos parámetros de razonabilidad para su concesión. De este modo, se atendieron las pautas establecidas por la Corte en el sentido de que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger. En particular, el Tribunal ha expresado que no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, sin que quepa atribuir a las normas un alcance que implique la tacha de inconsecuencia en el órgano del cual emanan. Bajo este prisma, la interpretación efectuada por la resolución (MJyDDHH) 670-E/2016 respecto del alcance del beneficio regulado por la ley n° 24.043 en los casos de "exilio forzado", no evidencia una repugnancia de tal magnitud con la citada ley que justifique su declaración de inconstitucionalidad, en el asentado entendimiento de que dicha declaración es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada ultima ratio del orden jurídico que exige que la contradicción de la norma con la cláusula constitucional invocada sea manifiesta, clara e indudable. La resolución (MJyDDHH) 670- E/2016 no ha alterado las disposiciones de la ley n° 24.043, sino que es consecuencia de una interpretación razonable que ha realizado la autoridad competente a los fines de su ejecución dentro del marco constitucional, esto es, cuidando que, en su aplicación, ellas concuerden con los principios, derechos y garantías consagrados por nuestra Norma Fundamental.


    Fernández, María Cristina c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3972/2017/CA1-CS1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 49669/2016/CS1, "Lozano Muñoz, María Virginia c/ EN – M° Justicia y DDHH s/ Indemnizaciones -Ley 24.043- Art. 3°".


    Castilla Lozano, Facundo Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49658/2016/CS1-CA1, 03 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 49669/2016/CS1, "Lozano Muñoz, María Virginia c/ EN – M° Justicia y DDHH s/ Indemnizaciones-Ley 24.043- Art. 3°".


    Castilla Lozano, María Soledad c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49448/2016/CS1-CA1, 03 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 49669/2016/CS1, "Lozano Muñoz, María Virginia c/ EN – M° Justicia y DDHH s/ Indemnizaciones-Ley 24.043- Art. 3°".


    Castilla Lozano, María del Rocío c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49665/2016/CS1, 03 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 49669/2016/CS1, "Lozano Muñoz, María Virginia c/ EN -M° Justicia y DDHH s/ Indemnizaciones -Ley 24.043- Art. 3°".


    Castilla Lozano, Baltazar Ezequiel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55661/2016/CS1-CA1, 03 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Exilio. Juicios contra el estado. Indemnización. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    A la luz de los agravios expuestos por el Estado Nacional en su recurso extraordinario, se impone dilucidar, en primer término, si las circunstancias que rodearon el exilio de la actora son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24.043. En tal sentido, en el sub lite, las meras afirmaciones de la peticionante de los sucesos que rodearon su salida del país no resultan pasibles de constatación con el solo sustento de sus dichos, máxime si se tienen en cuenta tres circunstancias que, sellan la suerte adversa de su pretensión. La primera de ellas es que, entre la fecha en que su marido salió del país (24/3/76) y aquella en la cual la actora adoptó idéntica conducta -según sus propias manifestaciones, el 4 de febrero de 1978- transcurrieron dos años sin que haya alegado, ni mucho menos probado, actos de persecución contra su persona (detención, orden de captura, legajo de inteligencia, etc.). La segunda es que regresó a la Argentina el 8 de marzo de 1981, antes del advenimiento de la democracia. Finalmente, la tercera es que la actora, en el curso de aquel período de casi tres años en que permaneció fuera del país, según surge de las constancias de su pasaporte, entró y salió de la Argentina sin que haya acreditado que se le hubiese exigido una autorización especial, o que se le hubiera denegado su entrada, o sufrido algún tipo de persecución durante ese lapso que duró su permanencia en la República Argentina. Atento a la resolución que se propicia en el acápite anterior, deviene inoficioso el tratamiento del recurso extraordinario planteado por la actora.


    Lozano Muñoz, María Virginia c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49669/2016/CS1, 03 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción de amparo. Abogados. Sistema integrado previsional argentino. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. 


    Ley 24.241 en su art. 36. Decreto 2741/91. Dictamen de la causa FPA 4840/2014/CS1-CA1 "Colegio de Mandatarios y Gestores de la provincia de Entre Ríos c/ Ministerio de Justicia- Direc. Nac. Reg. Nac. Propiedad Automotor y Créditos Prendarios s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”.


    La resolución 479/14 creó, con sustento en los términos de los arts. 1° incs. b) y c) y 2° de la ley 17.040 "el nuevo Registro de Abogados y Gestores Administrativos habilitados para ejercer la representación de los titulares de derechos o sus causahabientes ante esta Administración Nacional de Seguridad Social para tramitar prestaciones del Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA)...". Dispuso, en el art. 2°, que los ya inscriptos ante la ANSES debían cumplir, en un plazo de ciento veinte días hábiles administrativos, con las nuevas condiciones y requisitos normados en la resolución; en tanto, la inscripción preexistente era válida durante ese mismo lapso. Para la inscripción en el nuevo registro, los abogados debían presentar, entre otra documentación, la credencial vigente que los habilitara para el ejercicio profesional en la jurisdicción respectiva, un certificado de matrícula vigente emitida por el Colegio de Abogados donde se encontraran inscriptos y una declaración jurada en la que manifestaran no estar comprendidos en ninguna de las incompatibilidades establecidas en la ley 17.040. Respecto al marco normativo de la colegiación en la Provincia de Buenos Aires, allí se disponen los requisitos para ejercer la profesión de abogado en el territorio de la provincia de Buenos Aires entre los que se encuentra la debida inscripción en el Colegio Departamental del que formará parte el profesional. Asimismo, ordenada la inscripción, el colegio debe extender una credencial, lo que será comunicado, junto con el domicilio legal y el registro de inscripción, al Superior Tribunal de Justicia, a los tribunales del respectivo departamento judicial, al Consejo Superior del Colegio de Abogados de la provincia y a la Caja de Previsión Social para Abogados, todos estos de orden local. Asimismo, en el segundo párrafo del art. 57 del anexo 1 del texto ordenado en cita, se determina que "...Con la sola exhibición de la credencial profesional, el abogado o procurador podrá examinar y compulsar actuaciones judiciales y administrativas, provinciales y municipales y registros notariales...". Por imperio de ese precepto y sus concordantes en la mencionada ley local, es claro que las atribuciones conferidas por el legislador provincial al colegio actor se encuentran circunscriptas a las cuestiones referidas a la matrícula local en cuanto a la actividad de abogados y procuradores en la provincia. Por el contrario, la resolución 479/14, alcanza a los colegiados bajo la ley provincial 5.177 únicamente cuando tales sujetos realicen trámites ante la ANSES. Así las cosas, nada se encuentra en la disposición 479/14, que permita afirmar que la ANSES desconoce o invade las potestades provinciales en la regulación de la matrícula local, a poco que se repare que se trata de exigencias adicionales que únicamente deben cumplirse cuando se realicen trámites ante las propias dependencias de la ANSES, reguladas en uso de facultades atribuidas por la ley 24.241. Tal como se expresa en el dictamen de la referencia, lo que se propicia es lo que mejor se engarza con la doctrina del Tribunal según la cual las atribuciones o poderes han sido creados para que se ejerciten y desenvuelvan en su respectiva esfera de acción, propendiendo armónicamente a la consecución de los fines de interés público que los originan y fundamentan, sin que nada obste a la convivencia legal y material de los dos principios, rigiendo en sus respectivos campos de acción, sin roces ni conflictos irreparables, que no los hay posibles dentro de la Constitución, como quiera que no se han instituido en ella poderes discrepantes y facultades en discordia, sino al contrario, entidades legales armonizadas en la afinidad suprema de la organización social y del bien público, principio y fin de las instituciones políticas que nos rigen.


    Colegio de Abogados de Mar del Plata c/ ANSES y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 25070/2014/CS1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, términos que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Ternium Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1921/2016,18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    F., Juan Carlos s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 230/2016/3/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    G., Leonardo Roberto s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 187/2014/6/RH5, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Excepciones procesales. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 18716/2011/CS1, “República de Chile c/ EN-M° Interior RSL 1729/10-CONAREF RSL 787, 387 y 481/10 s/ Proceso de conocimiento”.


    República de Chile c/ Estado Nacional Ministerio del Interior RSL 1.729/10 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18716/2011/3/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Objeto del proceso. 


    La Corte debe atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Corresponde suspender el trámite del presente pues, en caso de no prosperar la impugnación, se tornaría inoficioso pronunciarse sobre el agravio de los recurrentes tendiente a cuestionar la legitimación que los jueces de la causa reconocieron para impugnar el estatuto de refugiado del nombrado. En tal caso, el recurso extraordinario podría verse privado de objeto, pues aunque la actitud de la demandada no significa un reconocimiento de los derechos aducidos por la actora, su pretensión habría quedado materialmente satisfecha.


    República de Chile c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior RSL 1.729/10 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18716/2011/CS1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por recurso denegado. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    F., Ana Amaranta y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 2500/2017/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 3972/2017/CA1-CS1 "Fernández, María Cristina c/ EN –M° JUSTICIA Y DDHH s/ Indemnizaciones -ley 24043- Art. 3".


    Behocaray, Grisel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones -Ley 24.043- Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63193/2016/CS1-CA1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    H. S. B. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 500/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Queja por recurso denegado. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    G., Enrique Orlando (presidente Cooperativa Incob) y otros s/ Legajo de casación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 797/2016/TO1/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    I. M. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 794/2016/5/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    F. S.R.L y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 755/2017/1/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Indemnización. Exilio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo 337:1006 ("De Maio"), y remisión al dictamen de la causa CAF 3972/2017/CA1-CS1, "Fernández, María Cristina C/ EN – M° JUSTICIA y DDHH s/ indemnizaciones - ley 24043 – art. 3".


    Balerini Casal, Emiliano Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66782/2016/CS1-CA1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


    F. P. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1762/2013/9/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    G., Gustavo Armando y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4488/2015/4/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    J., Juan Carlos s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 51917/2015/1/1/RH2, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    



    Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


    L. G. S.A. s/ Concurso preventivo y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7781/2016/2/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1271/2017/C51 "Rutamar S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación actos administrativos s/ Recurso de inconstitucionalidad".


    Rutamar S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación actos administrativos s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1272/2017/RH1, 27 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso directo. Admisibilidad del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 2779/2015/CS1-CA1, "Rivera, Prudencio c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Recurso directo ley 24.240".


    Torioni Godoy, Carlos c/ Telefónica de Argentina y otro s/ Recurso directo Ley 24.240


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23905/2014/CS1, 04 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Recurso directo.



    Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1 "Bunge Argentina S.A. c/DGA s/ Recurso directo de organismo externo",


    Bunge Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11706/2017/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal



    Remisión al dictamen de la causa C. 37, L. XLVIII, "Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo".


    Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1295/2016,14 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1353/2018, "Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1355/2018,13 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1049/2018, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2107/2018,21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A.  c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1876/2017, "Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2108/2018,21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1439/2017, "Egger Argentina S.A. (ex Masisa Argentina S.A.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2110/2018,21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión a la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 253/2017,22 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 29310/2018/1/RH1, "E.N. – M° Energía y Minería c/ CEPIS s/ Inhibitoria.


    CEPIS c/ ENARGAS y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27529/2018/1/RH1, 21 de noviembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Asociaciones civiles. Nulidad de la resolución. Aportes previsionales. Docentes. Establecimientos educacionales. Gratuidad de la enseñanza. Docentes privados. Sistema educativo nacional. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Empleados públicos. Autonomía provincial. Poder Legislativo Nacional. Retención de aportes previsionales. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional establece que el Estado otorga los beneficios de la seguridad social y garantiza la protección integral de la familia, y el artículo 75, inciso 12, impone al Congreso de la Nación el mandato de dictar el Código de Seguridad Social, atribuyéndole potestad para legislar en la materia. A su vez, el artículo 125 reconoce a las provincias y a la ciudad de Buenos Aires la posibilidad de conservar organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales. En el caso "Asociación Civil Escuela Escocesa San Andrés", la Corte Suprema afirmó que "en determinadas circunstancias se ha reconocido que como consecuencia del poder reservado por las provincias en virtud de lo dispuesto por el art. 105 de la Constitución Nacional éstas pueden crear y reglamentar regímenes de seguridad social bien que limitada esa facultad al ámbito de los agentes de su administración pública, los magistrados y funcionarios de sus tribunales, los integrantes de sus legislaturas y también, en razón del ejercicio del poder de policía retenido sobre el ejercicio de las profesiones liberales, respecto de estas últimas actividades" (considerando 3°). Ese alcance de las competencias locales fue recordado en el precedente "OSPLAD". En el marco de referencia fijado por esas reglas constitucionales, el Congreso de la Nación sancionó la ley 22.804 -modificada por la ley 23.646-, a través de la que instituyó con alcance nacional un régimen complementario de jubilaciones y pensiones para docentes no universitarios que presten servicios en el ámbito público o privado (art. 2, ley 22.804). La finalidad de ese régimen fue otorgar una prestación complementaria a los jubilados y pensionados. De este modo, el Congreso de la Nación ejerció facultades exclusivas previstas en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, al comprender en el régimen previsional complementario al personal docente que presta servicios en establecimientos privados incorporados a la enseñanza oficial (art. 2, inc. b, ley 22.804). El personal docente de establecimientos privados se encuentra sujeto a las normas previsionales dictadas por el Congreso de la Nación en ejercicio de la competencia establecida en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, que no pueden ser avasalladas por leyes locales sin alterar esa disposición constitucional y el principio de supremacía normativa previsto en el artículo 31. En "OSPLAD", aclaró que la incorporación de docentes privados a los sistemas previsionales locales solo podría ser válidamente implementada a partir de una ley del Congreso de la Nación, como la ley 23.838. Finalmente, cabe destacar que, de acuerdo al ordenamiento constitucional, las provincias tienen autonomía para organizar su sistema educativo (arts. 5, 121 Y 125, Constitución Nacional) dentro de las bases establecidas por el Congreso de la Nación en ejercicio de la facultad prevista en el artículo 75, inciso 19, de la Constitución Nacional. Esa cláusula constitucional establece que el poder legislativo nacional sanciona las "leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales". En ejercicio de esa atribución, el Congreso de la Nación sancionó la Ley de Educación Nacional 26.206, que establece que el Estado Nacional fija la política educativa y controla su cumplimiento con la finalidad de consolidar la unidad nacional, respetando las particularidades provinciales y locales. El Sistema Educativo Nacional se encuentra integrado por los servicios educativos de gestión estatal y privada de todas las jurisdicciones del país, que son regulados por el Estado (art. 14, ley 26.206). En consonancia con esa responsabilidad del Estado Nacional, diversas normas contemplan que esa jurisdicción contribuye al financiamiento de los sistemas educativos provinciales (leyes 25.053 y sus modificaciones, 26.075 y 26.206, entre otras). El artículo 63, inciso b, de la ley 26.206 prevé expresamente la obligación de los servicios educativos de gestión privada de cumplir con la normativa y los lineamientos de la política educativa nacional y jurisdiccional. Además, esa norma establece disposiciones aplicables a todo el sistema educativo nacional con relación a los derechos y obligaciones de los docentes (art. 64 y 67 a 70), la carrera y formación docente (arts. 69 y 71 a 78) y los contenidos curriculares (arts. 87 a 93), entre otros (en sentido concordante, decretos 457/2007 y 52/2018). De esta normativa constitucional y legal surge que las instituciones educativas de gestión privada de todas las jurisdicciones del país se encuentran sometidas a las regulaciones fijadas por el Estado Nacional en ejercicio de las funciones previstas en el artículo 75, inciso 19, de la Constitución Nacional. También corresponde rechazar la postura de la recurrente que, sobre la base de la cláusula 14 del convenio de transferencia celebrado entre el Estado Nacional y la provincia de Córdoba, pretende limitar la obligación de los docentes de efectuar aportes a la situación de revista existente al momento de la transferencia. En efecto, esa disposición del convenio se refiere al personal de los servicios educativos estatales que se transfieren del ámbito de la administración pública nacional a la provincial, y no comprende al personal que se desempeñaba en el marco de una relación laboral en escuelas de gestión privada, pues respecto de éstas, como se dijo, sólo se trasladaron a la órbita local facultades y funciones que ejercía la autoridad educativa nacional (art. 1, ley 24.049 y cláusula 1, convenio de transferencia). En efecto, la situación de los docentes privados con respecto al régimen previsional complementario no fue alterada por la ley 24.049 y, en consecuencia, tampoco por el convenio de transferencia. Por último, con relación al agravio de la actora vinculado a su obligación de actuar como agente de retención, cabe destacar que los artículos 14 y 27 de la ley 22.804 disponen que los empleadores son los agentes de retención de los aportes correspondientes al personal comprendido en ese sistema. La disposición contenida en el artículo 11 in fine de la ley 24.049 que establece que "el gobierno de la jurisdicción receptora actuará como agente de retención de los aportes" debe ser entendida en el contexto particular de los docentes dependientes de los establecimientos de enseñanza estatal; sin perjuicio de que en el sub lite la interesada no acreditó si las remuneraciones del personal resultan subvencionadas por el Estado y, en su caso, en qué porcentaje. El personal docente dependiente del instituto educativo accionante -incluso el ingresado con posterioridad a la ley 24.049- se encuentra obligado por la ley 22.804 a aportar al régimen previsional de la Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente, sin ninguna limitación vinculada a las modificaciones en la situación de revista. Con el mismo alcance, corresponde al mencionado establecimiento actuar como agente de retención respecto de tales aportes.


    Asociación Civil Instituto Mixto Secundario Justo José de Urquiza c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Civil y comercial - varios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 11010049/2008/CS1, 31 de octubre de 2018


    Ver dictamen


    



    Recursos



    



    Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1246/2018/CS1, "P., M. M. s/ Inhibitoria".


    A., P. J. s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1401/2018/CS1, 07 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa CAF 55700/2016/CS1-CA1, "Copparoni S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Marcos Fernández S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64530/2017/1/RH1, 18 de diciembre de 2018


    Ver dictamen


    



    Remisión del expediente


    Causa remitida erróneamente a la CSJN.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos S.A. s/ Ejecución fiscal (ABL)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 501/2018,19 de junio de 2018


    Ver dictamen


    



    Remuneración


    Cómputo del salario. Remuneraciones accesorias. Adicionales de remuneración. Bonificación generalizada. Empleo público. Agentes de la administración pública. Interpretación de la ley. 


    Ley 23.283 y 23.412.


    De acuerdo con el régimen de cooperación técnica y financiera creado por las leyes 23.283 y 23.412, a los agentes permanentes de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios y de otras direcciones y organismos dependientes del Ministerio de Justicia se les otorgan incentivos, a través de estímulos pecuniarios o becas. El pago de tales incentivos constituye una de las diversas maneras en que la cooperación técnica y financiera se hace efectiva, y es afrontado con lo recaudado en un fondo de cooperación técnica y financiera, que se integra, con las contribuciones que percibe de los usuarios el ente cooperador en concepto de contraprestación por los servicios y elementos que suministra. Asimismo, aun cuando el ente cooperador no haya organizado o solventado cursos de capacitación para el personal, ello no es determinante para sostener que el sistema de cooperación técnica y financiera, en tanto la prestación a cargo del ente cooperador, consiste en el otorgamiento de incentivos a los agentes permanentes de la dependencia u organismo de que se trate para que ellos asistan a cursos, congresos o jornadas científicas, y no en la organización de tales eventos; de haber querido el legislador poner a cargo del ente cooperador esa actividad, habría dispuesto que la prestación consistiera en la organización de cursos, congresos o jornadas científicas, y no en el pago de incentivos para que los agentes concurran a dichos encuentros académicos. Es doctrina de la Corte que, la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos; desde esa compresión, el Tribunal ha destacado que la primera fuente de interpretación de las leyes es su letra. En suma, la circunstancia de que dichos incentivos provengan de un fondo que no forma parte del presupuesto nacional ni se incorpora al patrimonio del Estado, pues es recaudado y administrado por una entidad que no integra la relación de empleo público, y que aquéllos tengan como destino la capacitación y el perfeccionamiento de los agentes permanentes, impide considerarlos parte de la remuneración, toda vez que aquéllos no son otorgados como parte de la contraprestación que recibe el empleado por la prestación de servicios que realiza, ni se ha acreditado que su percepción requiera un esfuerzo laboral adicional, sino que tienen como objetivo final el mejoramiento global de las funciones encomendadas a las distintas dependencias y organismos del Ministerio de Justicia en los que rijan los convenios. En definitiva, aun cuando sea el Ministerio de Justicia el que, especifique las condiciones, montos y beneficiarios de los incentivos, ello no altera la conclusión de que su pago no encuadra en el concepto de salario, en tanto no se trata de una ganancia que obtiene el trabajador del empleador con motivo o a consecuencia del empleo. La Corte tiene dicho que la generalidad de un suplemento atiende a la posibilidad de que lo perciba la totalidad de los agentes con prescindencia del cumplimiento de condición alguna, lo cual debe surgir de la propia norma que lo implementa, aunque ello no necesariamente importa que posea naturaleza remunerativa o bonificable, ya que estas características no son una consecuencia necesaria de la generalidad con que fueron otorgados. En conclusión, las sumas que la actora percibe, no reúnen las condiciones para ser consideradas parte integrante del sueldo con carácter de remunerativas y bonificables, ni sujetas a aportes y contribuciones de la seguridad social. Así, la Corte tiene dicho que la relación de empleo público se rige por pautas de derecho público, en las que el Estado goza de prerrogativas que resultarían exorbitantes para el derecho privado, pero que componen el marco en que se desenvuelve su poder de gobierno; prerrogativas que no son absolutas ni irrestrictas, sino que encuentran su límite en la imposibilidad de alterar la sustancia del contrato celebrado, circunstancia que no se advierte en el sub examine, en tanto la actora percibe sus remuneraciones mensuales según lo dispuesto por las leyes y los convenios colectivos aplicables a los empleados públicos, mientras que los incentivos que recibe en los términos de las leyes referidas, por su naturaleza, no forman parte de la esencia de la relación de empleo público que la vincula con el Estado Nacional.


    Cello, María Mónica c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Disposición 268/09, 212/10 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12077/2011/CA1-CS1, 02 de mayo de 2018


    Ver dictamen


    Sentencia



    Monto del juicio. Intereses. Recurso de queja (procesal). Desistimiento del recurso. Pronunciamiento inoficioso. 


    Falta de reserva.


    El pago del importe del capital e intereses adeudados sin reserva alguna sobre la continuación del trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso y vuelve inoficioso todo pronunciamiento al respecto.


    Aparicio, Juan Carlos c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Enfermedad accidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4848/2015/RH1, 15 de febrero de 2018


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefaciente para consumo personal



    Sobreseimiento. Recurso de casación. Sentencia absolutoria. Facultades del fiscal. Recurso extraordinario federal. Recurso de queja. Fundamentación del recurso. Non bis in ídem. Delito de peligro abstracto. 


    Corresponde desestimar el recurso de queja cuando el escrito de la apelación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el Art. 15 de la Ley 48 y la Acordada n° 4/2007 del Tribunal, desde se omite refutar todos y cada uno de los fundamentos expuestos que dieron sustento a la resolución recurrida. La decisión del a quo consideró que el límite previsto en el Art. 458 del CPPN no impedía la impugnación de la fiscal contra la resolución de la cámara de apelaciones que dispuso el sobreseimiento de los imputados, debido a que concurría una cuestión federal que imponía la procedencia del recurso de casación. La sentencia se ajusta al criterio establecido por la Corte en el caso "Di Nunzio", según el cual corresponde que la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, conozca previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intenten someterse luego a la decisión final de la Corte Suprema, con prescindencia de obstáculos formales. Dicha pauta fue reiterada por el Tribunal posteriormente en sentencias de otros fallos, las que versaron específicamente acerca de aquel límite objetivo del Art. 458 CPPN, y también sostenida en la resolución que invocó la apelante. Sin embargo, la apelante insistió en invocar aquel límite a pesar de que, de acuerdo con el fundamento que omitió rebatir, no es aplicable en supuestos como el sub examine. Tampoco venía al caso, por consiguiente, la alusión que la defensa hizo al derecho de recurrir el fallo previsto en el Art. 8.2.H de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, desde que el a quo no se apoyó en esa disposición para decidir la admisibilidad de la impugnación de la fiscal. La recurrente tampoco se hizo cargo de ese fundamento mediante la genérica alusión al ne bis in ídem, pues se limitó a afirmar de manera dogmática que la aceptación de la facultad de la fiscal para impugnar un sobreseimiento en cualquier supuesto -incluidos los que superen el límite del artículo 458- lesionaría dicha garantía, pese a que la Corte ha admitido la posibilidad de otorgarle ese derecho al Ministerio Público como órgano del Estado y el Código Procesal Penal de la Nación se lo reconoce. Resultó dogmática la afirmación de que todas las decisiones por las que se desvincule de la causa a un imputado, cualquiera sea la etapa y el momento del trámite en que se dicten, deberían recibir la misma valoración desde la óptica de aquel principio constitucional, y ninguna podría ser impugnada por el Ministerio Público Fiscal. En efecto, no se aprecia que el escrito del recurso cuente con fundamento para semejante postura que implicaría la declaración de inconstitucionalidad de las normas procesales que reconocen al Ministerio Público Fiscal la facultad de impugnar aquellas decisiones. Las expresiones con las que acompañó aquella afirmación, en el sentido de que la revocación del sobreseimiento implicaría la "irregular reedición" del proceso, así como otra por la que aseguró que la admisión de la impugnación de la fiscal significa "posibilitar nuevamente el ejercicio del poder punitivo del Estado sobre el imputado" no fueron el resultado de un análisis de la garantía ne bis in ídem en conjunto con la estructura del proceso oral regulado por el Código Procesal Penal de la Nación y las concretas circunstancias del trámite de la causa, que fue omitido en el escrito de la apelación. La defensa se limitó a sostener, con cita de pronunciamientos de la Corte, que "la regla constitucional del ne bis in ídem no sólo veda la aplicación de una segunda pena por un mismo hecho sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra" y que "una sentencia absolutoria dictada luego de un juicio válidamente cumplido precluye toda posibilidad de reeditar el debate como consecuencia de una impugnación acusatoria", sin hacerse cargo de explicar por qué razón correspondería asimilar el presente caso con los examinados en aquellos precedentes a pesar de la sustancial diferencia que existe entre ambos grupos, desde que en el sub lite todavía no fue superada la etapa de instrucción ni, por consiguiente, se llevó a cabo el juicio oral, mientras que en aquéllos la decisión anulada fue la sentencia que dictaron los tribunales luego de la completa realización del debate. No se encuentra en la apelación ninguna razón que permita considerar que la admisión del recurso de la fiscal contra la decisión que revocó un acto de carácter provisorio como el auto de procesamiento supondría "la reedición total del juicio, esto es, la renovación de la integridad de sus partes". Similar defecto presentan los planteos relativos al delito de peligro abstracto y al apartamiento de la doctrina establecida por la Corte en Fallos: 332: 1963 ("Arriola"), pues la recurrente se ocupó en transcribir partes de obras de doctrina relativas a esa clase de figura penal pero omitió referirse al hecho del caso y rebatir los fundamentos por los que el a quo consideró que generó un peligro concreto a derechos de terceros. La defensa no consideró las particulares circunstancias del hecho y la valoración que el a quo hizo de aquéllas, ni cotejó las conductas objeto de esta causa con las que analizó la Corte en el citado caso "Arriola". La transcripción que la recurrente hizo de una parte de la opinión del juez Fayt en aquel pronunciamiento, en cuanto expresó que la tenencia de estupefacientes como la examinada en ese caso involucra un claro componente de autonomía personal en la medida en que el comportamiento no resulte ostensible pone en evidencia la significación del examen que omitió, desde que en el sub lite, según la reseña antes efectuada, los imputados usaron parte de la marihuana en un transporte público, y ello provocó, precisamente, la intervención policial.


    S. M., Adrián Esteban y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7762/2015/8/1/RH1, 02 de julio de 2018


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    
      Capítulo XII


      Derecho Procesal Penal


      Apelación directa a la Corte


      



      



      Extradición. Insuficiencia del agravio. Confirmación de sentencia. 


      El recurso ordinario interpuesto resulta infundado en tanto constituye una mera reiteración de los argumentos expuestos durante el debate y que fueron considerados por el a quo de forma ajustada al tratado que rige el caso, sin que el escrito en que intenta fundarse se hiciera mínimamente cargo de las razones brindadas en la instancia para desestimarlos, lo que hace pertinente postular su improcedencia. Sin perjuicio de ello, el agravio del recurrente se apoya en una premisa errónea al pretender que se apliquen las exigencias que establecen los incisos a), b) y e) del artículo 13 de la ley 24.767 Y omitir tener en cuenta lo dispuesto en el artículo VI.2.b del acuerdo bilateral en juego, que sólo contempla "una relación sumaria de los hechos delictivos y una breve exposición de las etapas procesales cumplidas". Por lo demás, ése y los restantes requisitos que regula ese instrumento se encuentran acreditados. Cabe recordar que la citada norma de derecho interno sólo se aplica "para interpretar el texto de los tratados" y "en todo lo que no disponga en especial el tratado". En ese orden de ideas, resulta oportuno señalar que las solicitudes de extrañamiento no constituyen un juicio contra el reo en sentido propio y no caben en su trámite judicial otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y tratados. Así las cosas, la pretensión de la defensa de examinar en este proceso el menor o mayor grado de participación del imputado en los hechos por los que se lo requiere expresamente y ceñir su intervención a una figura que no ha sido incluida en el pedido, importa una defensa de fondo que -a todo evento- debería ser planteada en la causa que motiva la solicitud, para ser resuelta por la autoridad judicial extranjera competente. A fortiori, los antecedentes acompañados por las autoridades del Estado requirente acreditan suficientemente, de conformidad con el citado artículo VI.2.b del tratado aplicable, la imputación en aquéllos términos tanto con la acusación de la fiscalía, fundada en la existencia de mérito para celebrar el juicio oral, en su pedido de pena y para que se lo declare "reo ausente", como con la resolución judicial que, en sentido análogo, dispuso reservar las actuaciones hasta "cuando sea habido". Resta agregar que si bien el a quo ha limitado la procedencia de la ayuda a las conductas prima facie calificadas como homicidio calificado y lesiones graves a partir de los plazos de prescripción descriptos en la "subsanación a la solicitud" practicada, sobre la base del concurso real, y, en virtud de eIlo, en la sentencia apelada se dejó de lado lo referido a la asociación ilícita para delinquir por la que también se reclama al requerido, la ausencia de recurso fiscal contra esa exclusión impide que este Ministerio Público -en ejercicio de la función prevista en el art. 25 de la ley 24.767- pueda postular ante la Corte la plena procedencia del pedido a partir de las reglas del concurso ideal en las que finalmente fue subsumido el hecho al autorizar la solicitud de extradición activa. Por lo antes expuesto, al encontrarse cumplimentados los requisitos legales y convencionales que rigen el caso se debe confirmar la resolución recurrida.


      M. T., Nehemías s/ Extradición


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 18841/2015/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Oposición a la extradición. Confirmación de sentencia. 


      Teniendo en cuenta que la decisión a dictar se inserta en el marco de un proceso regido por el principio de cooperación internacional, aun cuando la valoración de la resolución que se invoca guardaría directa relación con la vigencia de aquellas acciones penales en el Estado requirente, no puede pasarse por alto que a partir de los documentos válidos, es posible considerar acreditados los requisitos que exige el tratado aplicable y que el ius puniendi rige en pleno con arreglo al derecho de la República del Perú, máxime cuando será en esa jurisdicción donde podrá adoptarse una resolución de fondo sobre el controvertido asunto. Por otro lado, en cuanto a que de accederse a la extradición el requerido correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos, a los cuales adhiere la República Argentina, lo que configuraría un incumplimiento de las obligaciones asumidas con el concierto mundial de Estados, ya que aquéllos priman por sobre el compromiso de extraditar; para determinar si ese riesgo de exposición permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24767, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Por ello, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. En tal sentido, no puede afirmarse que hoy día el Estado solicitante del auxilio transnacional registre un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que implique un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales. Por lo tanto, cabe concluir que no existen motivos ciertos y actuales para fundar en esta circunstancia el rechazo de la extradición.


      R. V., Francisco Román s/ Extradición


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6939/2014/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Insuficiencia del agravio. Agravio extemporáneo. Confirmación de sentencia. 


      El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que el primer agravio que se intenta hacer valer constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, el cual fue considerado por el juez de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con la República Federativa del Brasil y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal sin que la parte se hiciera cargo en su presentación de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos. Esa sola deficiencia es apta para determinar –per se- el rechazo de la apelación. Por otra parte, la conducta del imputado en esos hechos constituye aún una hipótesis a confirmar, propia del estadio procesal en el que se encuentra la investigación a su respecto, por cuanto se solicita su entrega para que sea sometido a un juicio, en el que los jueces competentes en ejercicio del ius puniendi del Estado soberano reclamante, determinarán, con base en los informes que prima facie se habrían desarrollado, el método utilizado para dar muerte a la víctima. Es precisamente por esta razón que las autoridades del país requerido solo pueden discutir sobre cuestiones referentes a la identidad de la persona cuya entrega se reclama y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados que gobiernan el proceso, en virtud de que el trámite de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del extraditurus en los hechos que dan lugar al reclamo. En este sentido, cabe recordar que la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional cuyo fundamento radica en el interés común de todos los Estados para que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, por lo que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira. Por lo demás, el argumento del recurrente parece dirigido a cuestionar el grado de intervención de su pupilo en el hecho que se imputa, es decir, una cuestión vinculada al fondo del asunto, ajena al trámite de extradición. En tales condiciones, este aspecto de la impugnación debe ser desestimado. El segundo agravio es formalmente inadmisible, toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. Sin desconocer que en varios precedentes la Corte decidió dejar de lado este reparo formal y tratar los planteos, ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y en esta oportunidad no se advierte que se presenten aquellas circunstancias extraordinarias que han permitido a la Corte soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. Sobre todo, porque nada desarrolla la defensa para sustentar su crítica al sistema penitenciario del Estado solicitante de la entre ayuda, ni tampoco aporta razones para exigir a las autoridades extranjeras que brinden garantías de tutela motivadas en situaciones personales del extraditurus, lo que determina su improcedencia por falta de fundamentación.


      F., César Elías s/ Extradición


      FPO-Justicia Federal de Posadas, 6187/2016/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Nulidad procesal. Defensa en juicio. Insuficiencia del agravio. Rechazo in limine. Confirmación de sentencia. 


      Precedente “Báez” (Fallos: 326:991).


      El criterio restrictivo que rige en materia de nulidades procesales requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. Además, debe demostrarse de qué modo los intereses concretos del encausado han resultado afectados por los actos que pretende impugnar, o qué derechos se ha visto privado de ejercer. Por otro lado, la Corte se pronunció respecto del alcance de las garantías constitucionales en relación con el desempeño del letrado patrocinante, señalando que la mera negligencia o la eficacia de su ejercicio son aspectos que no se encuentran cubiertos por aquéllas. Sostuvo, en esta inteligencia, que debe analizarse "la totalidad de las circunstancias" del proceso; pues no existe un catálogo exhaustivo de reglas que permita determinar a través de su confrontación si la conducta del defensor ha sido satisfactoria o no; por el contrario, un sistema de este tipo significaría "restringir la amplia latitud que debe tener la defensa para tomar decisiones tácticas" pues "el acto u omisión de un defensor que ... es impropio en un caso puede ser legítimo e incluso inteligente en otro" (Strickland v. Washington, 466 U.S. 668, 1984). Además, un desacierto en la estrategia de la defensa, un error en la ponderación de los hechos y el derecho o desacuerdos entre el defensor y su pupilo no implican necesariamente lesión a la garantía constitucional analizada; de otro modo, en todos aquellos casos donde la decisión de los jueces no coincide con las expectativas del justiciable éste podría rebatir incesante y caprichosamente las decisiones judiciales a partir de una valoración ex post facto de los resultados obtenidos por su asistencia legal técnica, afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal". En consecuencia, el derecho de defensa en juicio, que exige una efectiva y sustancial asistencia por parte del letrado actuante, no implica que ésta deba ser ejercida de determinada forma o que obtenga un resultado cierto. En otro orden de ideas, en virtud de lo expuesto por la Corte en el precedente de referencia, el pedido formal de extradición es la pieza basal sobre la cual debe desarrollarse el debate, por lo que no necesita ser propuesto para ser objeto del juicio, en el que, no se puede discutir acerca de la existencia del hecho imputado o la culpabilidad del requerido. En cuanto a la introducción extemporánea de la solicitud de auxilio internacional, ésta no provoca su nulidad. En este sentido, tanto en el tratado bilateral, como en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la única consecuencia que acarrea la remisión tardía de la documentación, es la liberación de la persona requerida. Sobre el particular, es jurisprudencia de la Corte que la tardía introducción formal del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega, toda vez que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación se prolongue más allá del plazo establecido si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su solicitud. En efecto, el fin del convenio con Brasil es evitar la extensión inmotivada de la detención del extraditable, sin que el Estado requirente exprese en forma fehaciente su interés por el extrañamiento. Por último, es inadmisible el agravio fruto de una reflexión tardía que fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. Y, además, el agravio también resulta improcedente por su absoluta falta de fundamentación.


      E. S., Luis Francisco y otro s/ Extradición


      FSA-Justicia Federal de Salta, 7884/2017/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Asociación ilícita


      



      Crimen organizado. Agresión ilegítima. Calificación legal. Delitos contra la humanidad. Discrepancia del recurrente. Apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. Hechos nuevos. Sentencia arbitraria. 


      En relación con la cuestión referida a la calificación de la imputación como delito de lesa humanidad, los recursos federales en los que fue planteada resultan formalmente improcedentes, ya que no cumplen con lo establecido en el artículo 15 de la ley 48, al no contener una crítica prolija y detallada de todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya la decisión impugnada para arribar a las conclusiones que la motivaron. En cuanto a la inaplicabilidad del precedente "Arancibia Clavel", carece de sustento la crítica de que el a quo no habría cumplido con su obligación de brindar un fundamento propio al actuar como tribunal de segunda instancia, pues no se puede reclamar un estudio novedoso o el desarrollo de otra respuesta cuando el planteamiento es el mismo y ya ha sido rechazado mediante una decisión previa inconmovible. Además, la Procuración General, al dictaminar, solicitó a la Corte que revocara la sentencia de la cámara de casación, al sostener, entre otros fundamentos, que la circunstancia de que los hechos se hayan cometido durante la vigencia de un gobierno democrático y, de todas formas, antes del golpe de estado de 1976, no puede considerarse decisiva para excluir su calificación como delitos de lesa humanidad. En cuanto a la violación del derecho previsto en el artículo 8, inciso 2, letra "f", de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la parte no se opuso a la incorporación de esa prueba, sino que requirió una medida dirigida a estimar su valor, en el caso de que el testigo no concurriera a ratificar en el plenario lo dicho en la etapa sumarial, tal como lo dispone la ley procesal aplicable, cuya constitucionalidad no fue discutida. Y tampoco planteó la cuestión al informar oralmente en la fase final del plenario, ni la introdujo en el recurso de apelación contra la sentencia. En suma, el motivo de agravio bajo examen es consecuencia de una reflexión tardía que obsta a su tratamiento en esta instancia, pues la jurisdicción del Tribunal se encuentra limitada a la revisión de aspectos sometidos oportunamente a la consideración de los jueces de la causa. Los hechos nuevos, no tienen aptitud para modificar la versión de lo ocurrido que se tuvo por probada. Para alcanzar este resultado, la defensa debería haber rebatido el resto de las consideraciones acerca de la calidad del imputado como miembro de la asociación ilícita, basadas no sólo en el reconocimiento cuestionado, sino en los demás indicios reseñados. Cabe concluir que la afirmación del rol del imputado dentro de la asociación ilícita configura una acusación que no se basó exclusivamente en los dichos de testigos.


      C., Jorge Héctor y otros s/ Asociación ilícita


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1075/2006/PL1/CS12, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      



      Cohecho


      



      Denegatoria del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CSJ 1200/2015/RH1, "L., Héctor José y otros s/ Privación ilegítima de la libertad agravada (art. 142 inc. 1)".


      F., Carlos Isidoro y otros s/ Cohecho


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1636/2016/RH1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


      



      Competencia


      



      Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual el delito se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción, y también en el lugar de verificación del resultado, y que la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa Damnificado: C., María Luisa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33320/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho penal. Extorsión. 


      Tiene establecido la Corte, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      N.N. s/ Extorsión denunciante: C., Leandro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55093/2015/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Traba de litis. Etapas del proceso. 


      La presente contienda no ha sido correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Frente a esa circunstancia, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa sin perjuicio, claro está, de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, le remita las actuaciones de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional; y de la solución que, ulteriormente, pudiera adoptarse en orden a la competencia material.


      N.N.: s/ Averiguación de delito Denunciante: Dirección de Defensa al Consumidor Expediente 386.421/2016, y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55180/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Estafa. 


      Corresponde a la justicia local conocer en esta investigación, en cuyo ámbito territorial se habrían llevado a cabo todas las operaciones comerciales presuntamente fraudulentas.


      N.N. s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65047/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Violación al deber de cuidado. Economía procesal. 


      Muerte por causa dudosa.


      Las características del supuesto delito objeto de esta investigación determinan que deba conocer el juez con jurisdicción en el lugar donde, hipotéticamente, podrían haberse omitido deberes de cuidado, que habrían provocado eventualmente el desenlace fatal. Corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías, en cuyo ámbito territorial se encuentra el nosocomio en el que se llevó a cabo el tratamiento, la asistencia profesional, la internación voluntaria, y donde se le permitió al paciente retirarse sin tomar recaudos. Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y una mayor economía procesal.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69299/2015/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



       Muerte por causa dudosa. Incorrecta traba de la contienda.


      Corresponde al juzgado criminal y correccional en cuya jurisdicción permaneció internado el causante por casi veinte días, y donde, en definitiva, se produjo su deceso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa damnificado: S., Ricardo Heriberto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70565/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia por el territorio. Lugar del hecho. 


      La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      N.N. s/ Robo con armas y privación de la libertad


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78068/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Es doctrina de La Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      N.N. - Denunciante: Carlos Ángel Q. - s/ Usurpación (Artículo 181 inciso 3)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2427/2017/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      La Corte tiene establecido que la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      N.N. s/ Homicidio o lesiones en riña


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2090/2017/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Desobediencia a un funcionario público. Medidas cautelares. Restricción de acercamiento. Derecho procesal. Juez previniente. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Cabe recordar que es doctrina de la Corte que el conocimiento del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


      S., Antonella s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24284/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho procesal. 


      Remisión al dictamen emitido por esta Procuración General en la causa "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" Competencia CCC 71243/2015/1/CS1. Remisión a fallos de las causas 324:1617; 3651 y Competencia N° 602, L. XLIV, in re "Galarza, Juan José s/ Denuncia."


      V., Néstor Fabián s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39187/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho procesal. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia n° 889 L. XLVII in re "Santa Cruz, Santos s/ Denuncia".


      N.N. s/ Robo con armas


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39834/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho procesal. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés del menor. Impedimento de contacto con el padre no conviviente. 


      De los dichos verosímiles y no controvertidos del denunciante, surgen períodos del impedimento de contacto respecto de los cuales las denunciadas ya fueron sobreseías en dos causas anteriores tramitadas en jurisdicción nacional -e inclusive, en una de ellas intervino el mismo juzgado que es parte de esta contienda-, donde la defensoría de menores e incapaces se expidió, en resguardo del interés superior del niño y atendiendo a la problemática familiar subyacente, sobre la inconveniencia de que se llevara a cabo la audiencia que prevé el artículo 3 o de la ley 24.270, y aconsejó instar a las partes a la fijación de un régimen de visitas ante el Juzgado Nacional en lo Civil n° 81, en cuya sede, además, propició la re vinculación del menor con su padre. De tal manera, teniendo en cuenta esos antecedentes y más allá de que la madre se haya mudado con su hijo a la provincia de Buenos Aires, resulta conveniente que de momento las presentes actuaciones continúen su trámite en la justicia nacional, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


      R., Nancy Catalina y otro s/ Infracción Artículo 146 del Código Penal según Ley 24.410


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41277/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Hurto de automotor. 


      Remisión al dictamen de la causa "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" Competencia CCC 71243/2015/1/CS1. Remisión a los fallos 324:1617 y 3651 y Competencia N° 602, L. XLIV, in re "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      S., Gonzalo Mauricio s/ Hurto de Automotor


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47426/2016/2/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Delitos contra la propiedad. Derecho penal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido la imputada.


      B., Verónica s/ Hurto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53810/2015/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen emitido por esta Procuración en la causa "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" Competencia CCC 71243/2015/1/CS1.


      D., Walter Gabriel s/ Encubrimiento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67347/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Jurisdicción y competencia. Derecho procesal. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/T04/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      G., Diego Ezequiel s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 3219/2017/TO1/2/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto San José de Flores


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15664/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Jurisdicción y competencia. Contienda negativa de competencia. Defraudación. Circunvención de incapaz o menor. Derecho penal. 


      En cuanto al aspecto formal, tiene establecido la Corte que si, la cámara de apelaciones confirmó la resolución del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es dicha alzada, y no el juez de primera instancia, la que debe mantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada. Si bien razones de economía procesal autorizarían a prescindir de ese reparo formal, se considera que los elementos incorporados al incidente, tampoco resultan suficientes para discernir la competencia en el sentido que pretende el magistrado declinante, con el grado de certeza que el caso exige. Ello resulta así toda vez que, la defraudación por circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz o de otro.


      C., Carlos Ramón y otro s/ Averiguación de delito Querellante: C., Mirta Alicia y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76699/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo calificado. 


      Todavía no se encuentra establecido en el caso, con el grado de certeza necesario, en qué sitio habrían ocurrido los hechos que motivaron el conflicto, lo que impide su resolución de acuerdo con el criterio de Fallos: 229:853; 253:432 y 265:323. Esas deficiencias aconsejan que se profundice la pesquisa con carácter previo a resolver la competencia en la causa, teniendo además en cuenta la eventual aplicación del criterio que informó la Competencia n° 889 L. XLVII in re "Santa Cruz, Santos s/ Denuncia".


      J. P., R. O. y otro s/ Robo con armas


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19580/2017/3/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Derecho penal. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


      A., M. A. s/ Estafa pretenso querellante: G., E. y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59622/2016/1/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Amenazas simples. Derecho penal. Competencia criminal y correccional. 


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las características especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia del encuadre jurídico que se atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Cuando no se han acreditado circunstancias por las cuales deba conocer la justicia federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, y tampoco pueda descartarse un encuadre jurídico que exceda la competencia del fuero local de la ciudad, debe continuar con la investigación la Justicia nacional en lo Criminal y Correccional que por turno corresponda, aunque no haya sido parte en la contienda.


      N.N. s/ Intimidación pública Damnificado: E.E.M. 5 Juan Manuel Fangio


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7523/2017/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Derecho penal. Estupefacientes. 


      Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, debe acordarse que según tiene dicho la Corte, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu.


      A., Roberto s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1874/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia Federal. Competencia Provincial. Jurisdicción y competencia. Delitos contra la administración pública. Encubrimiento. Falsificación de documentos. Falsedad ideológica. Supresión o destrucción de documento. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1" G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", y al fallo de la causa Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      F., César Brian s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 31085/2016/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estupefacientes.


      Remisión al fallo de la causa, Competencia n° 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      A., Reynaldo Ezequiel s/ Contrabando de estupefacientes. Artículo 866 Código Aduanero


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1723/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al fallo de la causa, Competencia n° 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      B., Iván Javier s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1573/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estupefacientes. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia n° 200 L. XLVIII in re "Lalla, Cristian Edgardo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, etc.".


      C., Damián Milton s/ Tráfico de sustancias estupefacientes en sus modalidades de cultivo y tenencia


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1809/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos contra la propiedad. Extorsión. Tenencia de armas. Instrumentos destinados a la falsificación. 


      Los hechos investigados son de competencia de la justicia ordinaria, cuando no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones y cuando no es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva corresponde a la justicia provincial, continuar con el trámite de estas actuaciones.


      F., Roberto Daniel s/ Extorsión


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 76626/2016/6/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho penal. Estupefacientes. 


      Remisión al fallo de la causa, Competencia n° 130, L. XLII in re "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      M., Ariana y otro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2015/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho penal. Estupefacientes. 


      Remisión al fallo de la causa, Competencia n° 130, L. XLII in re "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      M., Cristian Javier s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1894/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derecho penal. Tenencia de estupefacientes. 


      En primer lugar, es oportuno señalar que la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la Ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del Artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su Artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En ese sentido, en atención a que, según tiene dicho la Corte, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, y que, en el caso, el modo en que se realizaba el comercio de los estupefacientes, se ajusta a esa pauta objetiva de valoración, se considera que la justicia provincial debe conocer en la presente causa.


      R. D., Facundo Leandro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 120/2018/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Amenazas. Coacción. Lesiones leves. Derecho penal. 


      Remisión al dictamen de la causa n° CCC 22901/2013/TO1/9/CS2 "L., Patricia y otros s/ Coacción (Art. 149 bis) y Lesiones leves (Art. 89)".


      R., Daniela Elizabeth y otros s/ Coacción (Artículo 149 bis) y lesiones leves (Artículo 89). Damnificado: Pablo Añanca, V.


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44413/2013/TO1/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Estafa. Juez previniente. 


      Cuando no se incorporó al legajo información bancaria y financiera de los denunciados, ni se investigó la posible existencia de otros damnificados y de sociedades simuladas con el fin de aparentar empresa y solvencia, entre otras conductas con idoneidad suficiente para constituir el ardid propio de la figura, corresponde al juez local, que previno, en cuyo territorio se entregaron los documentos y, además, se domicilia y tiene la fábrica el damnificado, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


      S., Jaime Víctor s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 231/2018/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



       Encubrimiento. Derecho penal.


      Corresponde entender a la justicia nacional o federal en los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación.


      R., Leandro Lucio s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1752/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Contienda positiva de competencia. Principios generales. Economía procesal. Clasificación de delitos. Delito de acción pública. Defraudación. Derecho penal. 


      Cabe consignar, en primer lugar, que más allá de la forma defectuosa en que se trabó el conflicto, razones de economía procesal autorizan, en el caso, a prescindir de óbices formales para resolverlo. Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, una vez que los fondos transferidos por el Ministerio de Planificación Federal de la Nación, fueron recibidos e incorporados al patrimonio local, su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio a sus rentas y no al Estado nacional. Por ello, la justicia local debe entender acerca de los hechos presuntamente delictivos que pudieron haberse cometido desde entonces.


      N:N: Averiguación, P-98.199/16 s/ Defraudación contra la administración pública


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 40051/2016/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Contienda negativa de competencia. Cuestiones de competencia. Lesiones leves. Delitos contra las personas. Derecho penal. 


      Toda vez que la justicia local no cuestiona la naturaleza ordinaria del hecho a investigar y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, teniendo en cuenta que de las últimas declaraciones de la víctima al ratificar la denuncia se desprende que las lesiones habrían ocurrido en una localidad bonaerense, se entiende que corresponde al juzgado bonaerense conocer en los hechos, independientemente de lo que se decida respecto de la promoción de la acción, en atención al tipo de infracción de que se trata.


      N.N. s/ Lesiones leves (Artículo 89)


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 5214/2014/2/CS2, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Competencia federal. Defraudación. Estafa. Derecho penal. 


      De acuerdo a lo dispuesto en los Artículos 48 y 49 del Código Procesal Penal de la Nación, los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la pesquisa. Se estima aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación, adulteración o uso ilegítimo, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


      P., Graciela s/ Estafa


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2543/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Declaración de incompetencia. Delitos contra la propiedad. Hurto. Derecho penal. 


      El presente conflicto, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N.N. s/ Hurto. Denunciante: V., Ezequiel Hugo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 261/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Encubrimiento. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" .


      D., Carlos Esteban s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47846/2016/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Delitos contra la administración pública. Derecho penal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      O. E., Enrique M. s/ Encubrimiento agravado


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45734/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Derecho penal. Competencia federal. 


      Las constancias agregadas al incidente de la presente contienda negativa de competencia, resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, en tanto no han sido incorporados los elementos de juicio que permitan certificar el hecho que motivó el pedido de secuestro del moto vehículo ni consta el informe pericial al que hizo referencia el magistrado local en su resolución, que además se agregó, lo que resulta imprescindible para su adecuada resolución. En consecuencia, se opina que esas deficiencias deben ser suplidas por la justicia federal, a cuyos efectos corresponde devolver estas actuaciones. El conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponden a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      F., Rodrigo N. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33585/2016/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Jurisdicción y competencia. Defraudación. Estafa. Derecho penal. 


      Aún no puede descartarse una posible estafa, la que habría ocurrido en la ciudad donde se celebró el convenio de construcción y donde se entregó parte del precio acordado, por lo que es la justicia bonaerense, en cuyo ámbito territorial también se domicilia el denunciante, la que debe conocer en esta investigación e incorporar los elementos necesarios para corroborar o descartar esa hipótesis delictiva, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


      K., Fernando Oscar s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 431/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. 


      Más allá de las genéricas aseveraciones formuladas por el declinante en su resolución, no se aprecia que se haya profundizado la pesquisa, de tal modo que autorice a modificar el criterio que informó la decisión de la Corte ni tampoco que a partir de allí se haya incorporado a este incidente ningún elemento probatorio que, eventualmente, permita corroborar nuevas circunstancias fácticas para reeditar la cuestión de competencia ni, mucho menos, un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la infracción al Artículo 189 bis, inciso 5°, última parte del Código Penal. Asimismo, cabe señalar que descartar la participación del imputado en ese delito, no pone fin a la persecución penal sino respecto de la persona a favor de la cual se dictó la resolución que asó lo entiende, y de ningún modo en relación con cualquier otra persona que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizada. Corresponde al juzgado nacional profundizar la investigación respecto de la tenencia ilegal del arma de uso civil y la supresión de su numeración por encontrarse relacionada al mismo objeto, de acuerdo con el criterio de Fallos: 329:1324.


      B., Nicolás Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 104543/2017/2/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Denegatoria del fuero federal. Extorsión. Competencia provincial. 


      Tiene establecido la Corte que para reputar un hecho sujeto a la competencia federal no basta la circunstancia de que se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional, sino que es preciso que además se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      M. T., Cristopher Joani s/ Extorsión


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 109361/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Delitos informáticos. Daño informático. Derecho penal.



      No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa- toda vez que el magistrado bonaerense se limitó a manifestar que debía intervenir otro juez de su misma provincia. Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. En tal sentido, se debe señalar que pese a no poder identificarse al autor del hecho, se entiende que corresponde al Juzgado de Garantías conocer en estas actuaciones sin perjuicio, claro está, de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      N.N. s/ Daños a sistemas informáticos. Denunciante: G., Juan Martín


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 275/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Declaración de incompetencia. Defraudación. Estafa. Derecho penal. Juez previniente. 


      El presente conflicto, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N.N. s/ Estafa. Denunciante: L., Rubén Adrián


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 265/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Lesiones leves. Delitos contra las personas. 


      Habida cuenta de que el hecho a investigar aparece relacionado con el cumplimiento de funciones propias y de los actos de gobierno de una universidad nacional, y que tanto las víctimas como algunos de los presuntos agresores se desempeñaban en el claustro, más allá de la calificación legal que quepa darle en definitiva, no puede descartarse que ese accionar pudiera incidir en el normal desenvolvimiento del establecimiento nacional y en el servicio prestado por sus empleados. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


      C., Pablo y otros s/ Lesiones leves (Artículo 89)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 571/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Derecho penal. Principios procesales. Economía procesal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al prevenido del hurto cometido en esta ciudad, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia.


      D. P., Nahuel V. s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 57712/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Economía procesal. Delitos contra la administración pública. Encubrimiento. Derecho penal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      S. A., Félix s/ Encubrimiento agravado


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24659/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Fraudes al comercio y la industria. Transgresiones relativas a facturas conformadas. Delitos contra la fe pública. 


      La escasa investigación llevada a cabo hasta el momento no permite precisar la real naturaleza de los hechos, ni el modo en que habrían ocurrido, lo que impide encuadrarlos en una figura jurídica con el grado de certeza que esta etapa exige y, tras formar fundado criterio acerca de la materia de que se trata, resolver a qué tribunal corresponde investigarlos. En definitiva, cabe concluir que, la profundización de la pesquisa no sólo resulta imprescindible para discernir la competencia en la causa, sino incluso para orientar el posterior curso de la investigación, máxime cuando la multiplicidad de circunstancias que comprenden los acontecimientos que se ventilan podría dar lugar a considerar diversas hipótesis posibles.


      B., Luciano s/ Infracción Ley 24.769


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2561/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Jurisdicción y competencia. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Derecho penal. 


      Más allá de la relevancia penal que quepa darle al hecho objeto de conflicto y de sus circunstancias probatorias, toda vez que de los dichos de la denunciante -a los que cabe atenerse para discernir la competencia, en tanto no aparecen desvirtuados por otras constancias del expediente - surge que los sucesos habrían ocurrido en un domicilio de provincia, donde también residiría el padre de la menor, se opina que corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para continuar la investigación, sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente.


      A., O. A. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50254/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Jurisdicción y competencia. 


      El presente conflicto, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso r, del Decreto Ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      C. S., Yanina Soledad y otro s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 379/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Encubrimiento. 


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en el que habrían incurrido los prevenidos. Si bien la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, ello es así siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Se considera que, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación - Ley 24.050, modificada por la Ley 24.170- corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al Artículo 289, del Código Penal -sustitución de las placas- se estima que su conocimiento corresponde a la justicia local.


      Á., K. M. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10521/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Económica procesal. Estupefacientes. Tráfico de estupefacientes. Tenencia de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. 


      La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Teniendo en cuenta que todos los magistrados coinciden en que la investigación de esta causa es materia federal, y que su objeto se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires, como en la provincia de Santa Fé, se considera conveniente declarar la competencia de la Justicia Federal de Santa Fe, en tanto en su territorio se encontrarían los proveedores y se secuestró la mayor cantidad de estupefacientes.


      B., Carlos Maximiliano y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2587/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Delitos contra la administración pública. 


      Tiene resuelto la Corte que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores, carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. Por otra parte también tiene establecido que cuando no es posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


      C., Nicolás Rodrigo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2083/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Pago con cheque sin provisión de fondos. Cheque de pago diferido. 


      Teniendo en cuenta que los cheques recibidos por el damnificado son de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia nacional y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez local conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el Artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el Artículo 6° de la Ley 24.452, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      L., María de los Ángeles y otro s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45916/2015/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Delitos contra la propiedad. Defraudación. Retención indebida. 


      Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignarle a los hechos que conforman el objeto de este conflicto, e independientemente del estado embrionario en el que aún se encuentra la pesquisa, se piensa que la presente contienda debe resolverse atendiendo a los lugares donde se desarrollaron actos eventualmente relevantes.


      L., Carlos Alberto s/ Defraudación por retención indebida


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59299/2016/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Ejercicio profesional. Patrocinio letrado. 


      Circunscripta la controversia a la relación profesional entre el abogado y su defendido, y considerando además que el juez local no niega el carácter común del hecho a investigar, no es posible apreciar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, que es de naturaleza excepcional y restrictiva. Por ello, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías, sin perjuicio de que si éste entiende que debe intervenir otro juzgado de su misma provincia se los remita de acuerdo a la normativa local.


      Incidente N° 1 - denunciante: L., Julio César s/ Incidente de incompetencia


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 36221/2016/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estupefacientes. Derecho penal. 


      Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


      M., Gustavo s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 


      La presente cuestión negativa de competencia se ha tornado abstracta, y, por lo tanto, deviene inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      M., Cristian Ezequiel y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 19530/2015/4/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia provincial. Malversación de caudales públicos. 


      En primer lugar se advierte que el juzgado mendocino omitió proceder de acuerdo a lo dispuesto en la jurisprudencia del Tribunal, en cuanto a que los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la pesquisa. En atención a que el hecho objeto de investigación, relacionado con la movilización de vino derivada, al parecer, de su comercialización, habría importado -más allá de la calificación legal que pudiera corresponderle- la transgresión a una medida precautoria o de preservación de los productos dispuesta por la autoridad administrativa provincial en ejercicio de su poder de policía, y que de los escasos elementos remitidos no surge afectación alguna a las funciones de contralor que ejerce el Instituto Nacional de Vitivinicultura que condicione la intervención del fuero federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, se opina que compete a la justicia mendocina proseguir con el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto resultare con posterioridad.


      N.N. - Denunciante: Dirección Fiscalización y Control - Mendoza s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 263)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 654/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Delitos contra la integridad sexual. Competencia originaria. Incompetencia. 


      Puesto que la juez provincial no cuestiona la calificación penal dada por el declinante y que los hechos de que habría sido víctima el menor pudieron haber tenido lugar en territorio bonaerense, donde, por otra parte, éste y sus padres residen, se estima que compete a ella asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para continuar la investigación, teniendo además especialmente en cuenta que esa solución también atiende al interés superior del niño. Sin perjuicio de ello, si la magistrada local entiende que debe intervenir otro juez de su misma provincia, a ella corresponde remitir las actuaciones pertinentes, de conformidad con las reglas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción de la Corte.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42730/2017/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Jurisdicción y competencia. Delitos contra la propiedad. Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia nacional. 


      Corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de estas actuaciones por aplicación al caso de la doctrina de la Corte, según la cual, la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración.


      D. d. E. F. S.R.L. s/ Defraudación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 692/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Delitos contra la integridad sexual. Competencia provincial. 


      Fallos: 339:1715


      En atención a que de las constancias surge que los accesos a internet para cargar material de pornografía infantil que pudieron ser identificados hasta el momento tuvieron lugar en territorio bonaerense, en el domicilio de quien sería el principal sospechoso, se entiende que, de conformidad con la doctrina de la Corte, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


      N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 783/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia del tribunal de casación. Delitos contra la integridad sexual. Derecho penal. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


      R., M. S. s/ Violación


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53257/2009/TO1/3/CFC2-CS2, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Competencia ordinaria. 


      Surgen de las constancias que el solicitante efectuó la petición ante la eventual interposición de un recurso federal de queja ante la Corte, y en ese sentido, es doctrina de la Corte que el beneficio de litigar sin gastos no puede ser radicado ni sustanciado ante el Tribunal ya que importa un trámite de índole extraña a su competencia, propia de los jueces de la causa.


      C., Gustavo Héctor Luis s/ Beneficio de litigar sin gastos


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 514/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Estafa. Competencia federal. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual este delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, por lo que resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. En tales condiciones, y habida cuenta que de las constancias del incidente no resulta posible determinar su lugar de comisión, corresponde declarar la competencia del juzgado federal donde el documento habría sido utilizado como medio de pago, aunque no haya sido parte en la contienda. Asimismo, si bien a partir del criterio establecido por la Corte, el encubrimiento resulta independiente de la estafa que se habría cometido con el uso de la orden de pago se piensa que, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, ese fuero de excepción también deberá conocer respecto de este último delito.


      A., Antonio René y otro s/ Robo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48025/2012/3/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. Competencia penal. Derechos y garantías constitucionales. Hábeas corpus. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1. "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus",


      T., Diego Hernán s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35847/2018/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Jurisdicción y competencia. Competencia federal. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Competencia N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      N.N. s/ Robo - damnificado: O., Diego Horacio


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37149/2016/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Extorsión. Secuestro extorsivo. Tribunal oral en lo criminal. Competencia. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa FSM 4431/2016/T04/14/CS1 in re "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      En la medida en que la privación de libertad se habría producido en más de una jurisdicción y en esta ciudad fue sustraída la camioneta en la que circulaba el familiar que pagó el rescate, se opina que corresponde al tribunal oral de esta ciudad conocer en la presente causa.


      R., Miguel Ángel Argentino y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 36126/2016/TO1/14/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cuestiones de competencia. Economía procesal. Tribunal oral en lo criminal. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 58801/2016/TO1/3/CS1, "M., Oscar Ricardo y otro s/ Secuestro extorsivo".


      Es oportuno señalar, a los efectos que pudieran corresponder, que la profusión de resoluciones en torno al tema de la competencia que se advierte, habría actuado en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia.


      M., Ricardo Osmar s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 860/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Robo. Competencia provincial. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa: "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" Competencia CCC 71243/2015/1/CS1.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del vehículo cometido en esta ciudad, corresponde a la justicia federal continuar conociendo respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al Artículo 289, Inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      R. B., Diego A. s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 127411/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia provincial. 


      Doctrina de la Corte en fallos: 328: 3960; Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito juzgado por los tribunales nacionales de la capital afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Ahora bien, ello es así siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Esa exigencia ha sido cumplida en el sub judice, por ello, la justicia federal de la sección donde se secuestró el rodado debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo concerniente a la supresión de las placas de acuerdo a la doctrina de la Corte corresponde a la justicia local.


      G., Gladys Anahí y otro s/ Robo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 423/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Documentación del automotor. Patente del automotor. Falsificación de documentos. Competencia provincial.



      Doctrina de la Corte Suprema en Fallos: 323:171, 326:1926, 327:729 y 329: 840.


      No se encuentran presentes en el sub judice los requisitos que surgen de la doctrina establecida por la Corte, cuanto a que resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, a fin de pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlos y juzgarlos. No es posible discernir aún con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el verdadero alcance de los sucesos a investigar. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, profundizar la investigación en tal sentido y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite. No obstante ello, se aprecia que, hasta el momento, lo único cierto que se desprende de autos es que el rodado en cuestión presentaba colocadas placas que no se correspondían con sus originales. En ese sentido, la Corte tiene establecido que el conocimiento de las infracciones al Artículo 289, Inciso 3°, del Código Penal, concierne a la justicia ordinaria ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


      F., Jorge Roberto s/ Falsificación, alteración o supresión número registro


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 671/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Defraudación. Estafa. Competencia provincial.



      Corresponde a la justicia provincial profundizar la pesquisa e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


      F.P. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 204/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Se considera que el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que previno y tiene competencia más amplia, debe continuar con el trámite de esta causa, aunque no haya sido parte de esta contienda y sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


      A., Gustavo Fabio s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39693/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Pena. Unificación de penas.



      Ha sostenido la Corte que el Artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el Artículo 58 del Código Penal.


      Aaron Alexis M. y otro s/ Infracción Ley 23.737


      FSA-Justicia Federal de Salta, 1/2016/TO1/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia federal.



      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      P., Jorge Diego s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 831/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      P., Walter Gonzalo s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 711/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".



      G., Ariel Eduardo s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71191/2016/2/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Competencia ordinaria.



      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1 "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11151/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia ordinaria.



      Remisión al dictamen de la causa competencia CFP 12267/2017/1/CS1 "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10591/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Amenazas. Coacción.



      La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido y más allá de que, en principio, los hechos habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, los escasos elementos de convicción que obran en estas actuaciones, y la falta de precisión que puede apreciarse en las manifestaciones vertidas por la denunciante en su declaración, impiden dilucidar el lugar donde se habrían recibido las amenazas, los domicilios de la denunciante y del imputado, así como el verdadero alcance y significación jurídica de la totalidad de los acontecimientos presuntamente delictivos. Por lo tanto, se opina que corresponde a la justicia contravencional, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis, y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      C., José Alberto s/ Coacción


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1027/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Método de unificación. Unificación de penas.



      Ha sostenido la Corte que el Artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones; y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el citado Artículo 58. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal federal de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia provincial -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas. Por otra parte se opina que, salvo mejor criterio de la Corte, debe dirigirse al magistrado nacional que dictó sentencia similar observación a la de Fallos: 313: 244 y 324: 4245, atento que en ese momento le constaba la sanción impuesta con anterioridad.


      G. R., Daniel David y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso C)


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 27833/2016/TO1/8/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Competencia penal. Competencia criminal y correccional.



      Aunque la contienda no se ha trabado en forma correcta y sin perjuicio del criterio expuesto por esta Procuración General, en virtud de la vista conferida y en razón de lo resuelto por la Corte, corresponde pronunciarse sobre el fondo de la cuestión. Conforme surge de los antecedentes agregados, el juez federal que asumió oportunamente la competencia para conocer en los hechos objeto de esta causa, no encontró en el curso de la investigación elementos que le permitieran sospechar la intervención de funcionarios nacionales, entonces corresponde, tal como lo ha hecho ese magistrado en concordancia con lo solicitado por el fiscal, asignar la competencia a favor de la justicia ordinaria. Ello es así, en tanto no existen otras razones que justifiquen la intervención del fuero de excepción. A este respecto y, en especial, dado que se ha invocado la condición de víctima de un diputado nacional, cabe recordar que la intervención de la justicia federal en estos casos exige, por su carácter restringido y excepcional, que el funcionario nacional se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, lo que con acierto ha sido descartado por el juez declinante.


      M., Mauricio y otros s/ Averiguación de delito


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51454/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia penal. Competencia criminal y correccional.



      Pese a las escasas constancias que componen este incidente, asiste razón al magistrado federal en tanto que, de los términos de la denuncia, surge expresamente que la entidad supuestamente perjudicada se sostiene económicamente con los aportes de los socios, a más de la explotación de un camping en el sur del país, y el dictado de cursos de capacitación para los empleados, sin que conste, por otra parte, que la denunciante revista o haya revestido el carácter de funcionaria pública de carácter nacional. Bajo esas condiciones, y dado que por el momento no se vislumbra la afectación de interés federal alguno corresponde declarar la competencia de la justicia criminal y correccional para conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que ulteriormente resulte.


      Incidente n° 1- Denunciante: C., Constanza s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14747/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia federal. Trata de personas. Delitos contra la integridad sexual. Lavado de activos.



      Resulta de aplicación al caso el criterio de la Corte, según el cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En ese sentido, tiene resuelto la Corte que luego de la sanción de la Ley n° 26.683, la figura de "lavado de dinero" ya no es tratada como un encubrimiento calificado en perjuicio de la administración pública, sino como un delito autónomo contra el sistema financiero nacional.


      Z., A. y otros s/ Infracción Artículo 303


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15572/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. Estupefacientes.



      La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los Artículos 3 y 4. Lo dispuesto en el Artículo 3 responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. La circunstancia de que la causa ya hubiese superado la etapa de investigación en los estrados locales no obsta a la solución, pues la justicia nacional, en todo caso, podrá adecuar su trámite a las reglas de procedimiento que rigen en esta jurisdicción, lo que permitiría el adecuado ejercicio de los derechos que pudieran considerarse afectados.



      T., Juan Gualberto s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1110/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. Estupefacientes.



      Remisión al dictamen de la causa FSM 119494/2017/1/CS1, "N.N. s/ Infracción Ley 23.737".


      Pese a las escasas constancias acumuladas al incidente relativas al hecho que motivó este conflicto, asiste razón a la justicia federal en tanto que, a partir de la mínima delimitación del objeto procesal efectuada en la causa -en la que se dispuso su archivo provisorio en orden a los hechos originariamente denunciados- de momento no se advierte ninguna circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


      Incidente n° 1 - Imputado: Seccional 37° de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires, s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57942/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Los hechos materia de investigación se encuentran circunscriptos a las previsiones del Artículo 168 del Código Penal -atento que la coacción tuvo por objeto obligar a las víctimas a entregar sumas de dinero- y del Artículo 183 del mismo cuerpo legal. Se considera oportuno señalar que, mediante el Convenio n° 14/04 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de los delitos allí enumerados y que, en relación con la presente causa, solo quedaría comprendida la figura de daño. Sin embargo, se entiende que en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, al no haberse traspasado la figura de extorsión a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero en lo criminal y correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.



      Gustavo s/ Extorsión y daños. Denunciante: Juzgado Federal n° 3 Causa n° 11.076/2016 y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55462/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Competencia federal. Trata de personas. Delitos contra la integridad sexual. 


      Si bien se advierte que las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, lo cierto es que, por el momento, no es posible afirmar que los hechos objeto de esta contienda no se encuentren vinculados con los investigados en la justicia federal, por lo que se entiende que a ella corresponde asignarle el conocimiento de la totalidad de la causa. De acuerdo con el criterio establecido por la Corte, ante la presunta existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata de personas, debe ser también la justicia federal la que realice las medidas necesarias a fin de establecer si se halla configurada esa infracción.


      Incidente n° 1: N.N.- N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35646/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Asociación ilícita. Defraudación. Estafa. Juez previniente. Competencia federal. 


      La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. No se cuenta en el expediente con elementos bastantes para precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos denunciados, sin que ni siquiera consten realizadas las mínimas diligencias de investigación tendientes a acreditar al menos los efectos que esa afiliación conlleva, lo que en consecuencia impide encuadrarlos en alguna figura penal correctamente determinada. Corresponde al magistrado federal que previno, continuar con la investigación, para resolver, luego, de acuerdo a los resultados obtenidos.


      F., Alberto Raúl y otro s/ Asociación ilícita y defraudación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14678/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Juez previniente. 


      Este incidente no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      A., Liliana s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1231/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Competencia criminal y correccional. 


      El incidente no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7, del Decreto Ley 1285/58. Corresponde devolver las actuaciones a la justicia en lo criminal y correccional, que previno, la que deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      Incidente n° 2- Denunciante: J., Francisco y otro. Imputado: R., Matías Leonardo y otros s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42329/2017/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia por la materia. Competencia en lo penal económico. 


      Se advierte que en el caso no se verifica el presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia. Corresponde que el fuero en lo penal económico, que aceptó la materia atribuida, continúe con el conocimiento de esta causa, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente resultar del posterior curso de la investigación.


      S., Juan Carlos y otros / Infracción 24.769


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23560/2013/4/CS2, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Competencia federal. Comercio ilegal de animales. 


      La ausencia de una suficiente investigación tendiente a determinar concretamente en qué figura delictiva encuadra el hecho denunciado impide, de momento, que la Corte pueda hacer uso de la atribución que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Además de que hasta el momento no se sabe dónde se desarrollaría la presunta comercialización ilegal y a cargo de quién estaria, también se desconocería el lugar de procedencia de las especies ofrecidas y si existe documentación que respalde su tenencia. Por lo tanto, corresponde a la justicia federal que previno proseguir el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


      S. S. M. s/ Infracción Ley 22.421 (Artículo 27)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 84/2016/3/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Liceo n° 4 N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12210/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16927/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 35 Ingeniero Eduardo Latzina. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19107/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Damnificado: local bailable R.. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20167/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Denunciante: Escuela Normal Superior n ° 8 Julio Argentino Roca. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11166/2017/1/CS2, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Lesiones leves. 


      Remisión al fallo de la causa FCB 12661/2015/CS1 "Ramos Pareja, Héctor Fernando y otros s/ Abuso sexual Art. 119, 3° P.".


      L., Franco y otros s/ Lesiones leves en riña


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5534/2016/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Damnificado: Escuela Técnica n° 13. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11457/2017/1/CS2, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13329/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Damnificado: Escuela Comercial n° 5. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12665/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Damnificado: Escuela n° 13 Ingeniero José Luis Pini. N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11992/2016/1/CA1 - CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 14 Libertad s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12684/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 3 María Sánchez de Thompson s/ Incidente de incompetencia


      CPF-Cámara Federal de Casación Penal, 15578/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Damnificado: Escuela de Comercio n° 1 Joaquín V. González. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12287/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 25 Fray Luis Beltrán. Avenida Jujuy 7 C.A.B.A. Imputado N.N. s/incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12219/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: UTN n° 6 Fernando Fader s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15125/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 32 D. E. n° 14 General San Martín. Director Miguel B. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14900/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Instituto Educativo Mariano Moreno s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12160/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Imputado: N.N s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18851/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11739/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 2 - Damnificado: A. S. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10224/2016/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia ordinaria. Atentado y resistencia a la autoridad. 


      Teniendo en cuenta que no se presenta, por el momento, ninguna circunstancia que surta la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde resolver esta contienda de acuerdo con la doctrina de la Corte que establece que cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el Artículo 3 de la Ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


      B. G., Pedro Adrián s/ Resistencia a la autoridad


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14756/2017/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Cabe recordar que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción. Dada la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, resulta necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica. Asimismo, se estima conveniente indagar al prevenido acerca de la forma en que habría conseguido tener en su poder el automóvil, y la averiguación de sus precisas circunstancias, pues ello, no sólo contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad, sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. Por último, se considera atinente recordar el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


      L., César D. s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1145/2018/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Se considera atinente recordar el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Sobre la base de esa consideraciones, y atento que la Corte tiene establecido que concierne a la justicia federal conocer tanto en el delito de supresión de la numeración registral de un arma, como en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, se opina que la justicia federal debe juzgar los hechos que han sido materia de esta controversia.


      M., Lucio Mauricio s/ Infracción Artículo 189 bis, párrafo 2°, apartado 5° del Código Penal


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11450/2013/PL1/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. Economía procesal. Atentado y resistencia a la autoridad. Desobediencia a un funcionario público. 


      La justicia federal habría aceptado oportunamente la competencia material para juzgar los hechos sobre los que versa la causa, y si bien éstos no habrían puesto efectivamente en riesgo la seguridad de la aeronavegación, desde que no se halló el material explosivo que decía llevar uno de los imputados, y el vuelo respectivo pudo despegar normalmente, lo cierto es que tuvieron como víctima a un agente de una fuerza de seguridad nacional en ejercicio de sus funciones. Por lo tanto, es esa jurisdicción de excepción la que debe continuar su trámite.


      D., Maximiliano Cristian y otro s/ Atentado contra la autoridad y resistencia o desobediencia a funcionario público


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43151/2015/TO2/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Estafa. 


      Cabe recordar que atañe al fuero de excepción conocer en los hechos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del Artículo 3, Inciso 3°, de la Ley 48. Corresponde declarar la competencia del fuero federal con jurisdicción territorial en esta ciudad para conocer de los sucesos denunciados, aun cuando no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Finalmente, corresponde que el Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal, que entiende en los mismos hechos a partir de los testimonios también enviados por el aquí declinante ceda su intervención a los efectos señalados.


      C., Daniel s/ Estafa. Denunciante: S., Graciela Elena


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63485/2017/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Delitos contra la propiedad. 


      Resulta de aplicación la doctrina de la Corte que establece que, en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      L. M., Gabriel y otros s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 (Artículo 167, inciso 4 Código Penal)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1291/2018/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues la cuestión planteada carece aún de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa procesal requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, que permita finalmente expedirse respecto del tribunal materialmente competente para investigarla. Corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional que investiga la sustracción, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      L., Emiliano s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44675/2017/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la propiedad. Competencia de instrucción. Juez previniente. 


      El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, Inciso 7°, del Decreto ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      P., Gabriela Mabel s/ Hurto, infracción Ley 25.891


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24044/2018/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      En primer término cabe señalar que no ha existido una atribución recíproca de competencia, pues pese a devolver el incidente al declinante, el magistrado provincial admitió la naturaleza común de los hechos, no cuestionó la materia y la rechazó por razón del territorio luego de considerar que debía entender la justicia nacional de la capital. No obstante, se estima que razones de economía procesal y la necesidad de dar pronto fin a esta cuestión, aconsejan dejar de lado ese reparo formal, y pronunciarse sobre el fondo de la contienda. La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      N.N. s/ Amenazas


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63535/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Este conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que, permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto - Ley 1285. Así se considera, desde que los escasos elementos agregados al incidente, no alcanzan para individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa el conflicto, ni las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido, ya que ni siquiera se realizó una exigua descripción de los acontecimientos en cuestión sobre la cual circunscribir una hipótesis delictiva concreta que encuentre debido sustento en los antecedentes de la causa. En tales condiciones, corresponde al Juez federal, que declinó su competencia sin precisar los sucesos que motivaron su actuación, continuar con el trámite de la causa sin perjuicio de lo que de ello surja.


      F., Gustavo s/ Averiguación de ilícito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 905/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la propiedad. Hurto. Juez previniente. 


      Sin perjuicio del criterio expuesto por esta Procuración General y en razón de lo resuelto por la Corte, corresponde pronunciarse en la presente contienda negativa de competencia. El caso que se originó, no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285. Ello es así, pues como bien lo sostiene el magistrado federal, no se cuenta con los elementos de juicio indispensables para establecer, con el grado de certeza necesaria que esta etapa procesal requiere. Corresponde al juzgado de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      L., Cristián Nahuel s/ Hurto, infracción Ley 25.891


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14654/2018/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. Delitos contra el orden público. Intimidación pública. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1 "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10741/2018/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Muerte. Servicio penitenciario. Juez previniente. Competencia federal. 


      De momento, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto – Ley 1285/58, pues, la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer la real naturaleza y los pormenores de los hechos denunciados, con la certeza necesaria que esta etapa requiere, y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien compete investigarla. Corresponde al juzgado federal, que previno, continuar la investigación de esta causa, sin perjuicio de lo que surja de su trámite ulterior, máxime que, ante lo expuesto por la Procuración Penitenciaria de la Nación, al presentarse ante la Corte en calidad de amicus curiae, cabría la posibilidad de que el hecho hubiese sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5533/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


      Apremios ilegales. Competencia ordinaria. 


      En atención a que de las constancias remitidas surge que el objeto de investigación se circunscribiría a supuestos apremios ilegales imputados a agentes de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires en ejercicio de sus funciones, sin que se verifique, por lo demás, elemento alguno que justifique la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, se opina que compete a la justicia ordinaria entender en el caso.


      Seccional 52° de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis, inciso 3°)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34443/2017/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos contra la integridad sexual. Juez previniente. Competencia federal. 


      Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Corresponde a la justicia federal, que previno, el conocimiento prioritario en estos supuestos.


      Avenida Córdoba 9XX, piso X, departamento X (ocupantes de la finca) s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3496/2018/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos objeto de conflicto y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Corresponde al Juzgado de Garantías que previno proseguir esta pesquisa, por ser el tribunal del domicilio de la joven y del imputado, se halla en mejores condiciones de resguardar esos intereses, sin perjuicio de cuanto surja del trámite ulterior.


      R., F. s/ Violación según párrafo 4to. Artículo 119 Inciso a


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1332/2018/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Corrupción de menores. 


      Los antecedentes remitidos no resultan suficientes para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Corresponde a la justicia federal el conocimiento prioritario en los supuestos de infracción a la ley de trata de personas.


      N., C. s/ Infracción Artículo 145 ter - conforme Artículo 26 Ley 26.842


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 31542/2018/1/CS1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Lesiones leves. Personal penitenciario. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


      En atención a que no se encuentra controvertido en el caso que la conducta violenta del interno tuvo como víctima a un agente del Servicio Penitenciario Federal que se hallaba en pleno desempeño de sus funciones, no puede descartarse que los hechos que son objeto de esta controversia, más allá de las calificaciones legales que en definitiva quepa asignarles, han comprometido el buen servicio de empleados de la Nación en un establecimiento nacional, por lo que, de conformidad con el Artículo 3°, inciso 3°, de la Ley 48, corresponde atribuir competencia para conocer del asunto a la magistratura federal. La solución que se propone no contradice la doctrina de la Corte mediante la cual ha resuelto contiendas de competencia trabadas entre la justicia federal y la nacional en lo criminal de esta ciudad, en causas seguidas por delitos que involucran a agentes del Servicio Penitenciario Federal en cumplimiento de funciones en unidades penitenciarias de la Capital Federal. En tales casos, con arreglo al criterio según el cual la competencia federal en la ciudad de Buenos Aires, en los términos del Artículo 3 o, Inciso 3 o, de la Ley 48, sólo procede cuando el funcionario autor o víctima desempeña funciones específicamente federales, el Tribunal ha atribuido conocimiento a la magistratura nacional ordinaria en el entendimiento de que los agentes del servicio penitenciario en los establecimientos de la ciudad de Buenos Aires no cumplen funciones de específico carácter federal. En efecto, esa doctrina -salvo la mejor interpretación que de su propia jurisprudencia pueda hacer la Corte- tiene como presupuesto que la jurisdicción respecto de asuntos ordinarios en el territorio de la ciudad de Buenos Aires es ejercida también por el Poder Judicial de la Nación. Dado que, después de la incorporación del Artículo 129 de la Constitución Nacional, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha asumido progresivamente esa competencia de acuerdo con las disposiciones de las Leyes 25.752, 26.357 y 26.702, es aplicable, en esa medida, ahora llanamente y sin cualificaciones, la regla del Artículo 3 o, Inciso 3 o, de la Ley 48 para los crímenes cometidos en el territorio de las provincias en violación de las leyes nacionales que, entre otros supuestos, obstruyan o corrompan el buen servicio de los empleados de la Nación.


      P., Jorge Abraham s/ Lesiones leves


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6817/2018/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia federal. Encubrimiento. Homicidio. Armas. Tenencia de armas de guerra. 


      En relación con la infracción al artículo 277 del Código Penal es oportuno recordar que es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se decida acerca del recurso deducido. Respecto de la tenencia ilegítima del arma incautada y la supresión de su numeración registral, si bien no puede afirmarse, por el momento, que se trate de la misma que fuera utilizada en el homicidio que tuvo lugar el 30 de marzo de 2015 en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, lo cierto es que su hallazgo, ocurrido aproximadamente tres años más tarde, constituye un hecho independiente. Se considera oportuno recordar que es doctrina de la Corte que corresponde conocer en estos casos al juez de la jurisdicción donde el arma fue secuestrada y que el delito de tenencia de arma de guerra es claramente distinguible de otro que podría haberse cometido con ella, de forma tal que se impone su investigación por separado. En tal sentido, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5, del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo a lo normado en el artículo 33, apartado 1°, Inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


      Incidente n° 4. Imputado: V. Q., Alexandra Guadalupe s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20169/2015/2/4/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos contra la administración pública. Encubrimiento. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      M. G., Aquilino s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 5070/2013/4/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Hurto. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      De conformidad con la doctrina de la Corte, se opina que la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado debe asumir su conocimiento, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al Artículo 289, Inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte, se estima que corresponde asignar su conocimiento a la justicia provincial.


      M., Fabio Emmanuel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1613/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. Delitos contra la administración pública. Encubrimiento. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado de la sustracción de la motocicleta cometida en esa ciudad, de conformidad con la doctrina de la Corte, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia.


      P., Guillermo Ismael s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1560/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Jurisdicción y competencia. Competencia provincial. Tribunales provinciales. Extorsión. Secuestro extorsivo. 


      Toda vez que el magistrado local no controvierte su competencia en razón del territorio y en tanto habría sido en la provincia el último lugar donde la víctima permaneció privada de su libertad y se produjo la liberación, se opina que corresponde a la justicia local proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


      N.N. s/ Secuestro extorsivo


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1072/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. Robo calificado. Robo con armas. 


      Remisión al dictamen la causa Competencia N° CCC 71243/2015/1/CS1 in re "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      N.N. s/ Robo con armas


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7712/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


      Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte de la investigación, toda vez que los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se encuentran desvirtuados por otras constancias del expediente, indican que los hechos ocurrieron en la provincia de Buenos Aires, se estima que compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa. Ello sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      M., Y. E. s/ Amenazas, lesiones graves (Artículo 90) e infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1441/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Defraudación. Competencia en lo penal económico. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. En este sentido, se opina que corresponde devolver las actuaciones al juez en lo Penal Económico, quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      P. S.A. s/ Defraudación por administración fraudulenta y falsificación documentos públicos Denunciante: Juzgado en lo Penal Económico n° 3 Causa 406/2016, y otros


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2657/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia provincial. Tribunales provinciales. Corrupción del funcionario público. Malversación de caudales públicos. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, una vez que los fondos enviados por el Estado Nacional fueron recibidos e incorporados al patrimonio provincial, su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio a sus rentas y no al Estado nacional, por lo que corresponde a la justicia local entender acerca de las irregularidades que pudieron haberse generado desde entonces. Ello sin perjuicio, claro está, de los controles finales, derecho de exigir rendición de cuentas, y vigilancia del cumplimiento de los fines de la asistencia financiera acordada que, eventualmente, aquél pudiera haberse reservado al respecto.


      N.N. y otros s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 260) pretenso querellante: C. Ltda - Daniel F. y otro


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22265/2015/2/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos contra la libertad individual. Privación ilegal de la libertad. Delitos contra la integridad sexual. Trata de personas. Competencia nacional. 


      En las circunstancias dadas, y teniendo en cuenta la estrecha relación que existe entre el delito de trata y el de reducción a servidumbre u otra condición análoga, al que se refiere el juez federal, en tanto constituye uno de los supuestos de explotación expresamente previsto en el artículo 2, inciso a, de la ley 26.364, se considera que la calificación ensayada por la justicia provincial se condice con los antecedentes de la causa. Por lo tanto, en atención a que resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que reprime la trata de personas, corresponde al magistrado nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


      N.N. s/ Infracción Artículo 145 ter 1° párrafo (sustituido conforme Artículo 26 Ley 26.842)


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 86432/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia provincial. Tribunales provinciales. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Los elementos de juicio reseñados por jueces y fiscales intervinientes en el legajo no resultan suficientes para definir con el grado de certeza que esta etapa requiere, la adecuación legal de los hechos que motivaron esta causa y finalmente discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho, tampoco es posible apreciar, al menos de momento, alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, por lo que se estima conveniente que la investigación continúe a cargo de la justicia provincial. En ese sentido se advierte que las piezas procesales remitidas dan cuenta de la profusa actividad llevada a cabo ante sus estrados a lo largo de estos meses, durante los cuales inclusive se dispusieron diligencias y allanamientos en diversos lugares, por lo que la continuación de la pesquisa en esa sede aparece como la solución más aconsejable para asegurar el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia, sin perjuicio de cuanto resulte de la ulterior investigación.


      N.N. y otro s/ Averiguación de delito


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1624/2018/1/CS2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      En atención a que el hecho habría obstruido el tránsito de calles del ámbito de esta ciudad, y que los elementos remitidos no demuestran que hubiere interrumpido de manera efectiva el servicio público interjurisdiccional, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional proseguir con el trámite de las actuaciones.


      N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30083/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Jurisdicción y competencia. Competencia nacional. Encubrimiento. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en él. Ello sin perjuicio del eventual conocimiento que pudiere corresponder luego, en su caso, a la justicia federal. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional de esta Capital Federal proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


      L., Nicolás s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34148/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Sustracción del automotor. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Habida cuenta de que el magistrado nacional de instrucción desvinculó al imputado de la sustracción, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte en ese sentido, la justicia federal de la sección en la que se incautó el vehículo debe asumir su conocimiento, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo concerniente a la sustitución de las placas de acuerdo a doctrina de la Corte, su investigación corresponde al Juzgado de garantías.


      N., Gustavo David s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1282/2018/1/CS2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Art. 164)".


      N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21071/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Art. 164)".


      N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35458/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Jurisdicción y competencia. Competencia provincial. Tribunales provinciales. Delitos contra la integridad sexual. 


      Toda vez que de los dichos de la joven, a los cuales cabe atenerse de momento para determinar la competencia, en tanto no se encuentran controvertidos por otros elementos del incidente, surge que el hecho habría sucedido en territorio provincial donde, además, se domicilia, se opina que corresponde a la justicia bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


      N.N. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39204/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela Técnica N° 2 Osvaldo Magnasco


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6103/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1 in re "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública - denunciante: Escuela Normal Bernardino Rivadavia


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1417/2018/1/CS2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia



      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Cuando de las probanzas del expediente no surge donde se habría cometido la sustitución de las chapas patentes, corresponde que el hecho sea investigado por aquél magistrado en cuya jurisdicción se hubiera comprobado la anomalía.


      N.N. s/ Falsificación, alteración, supresión de número de registro


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18637/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Intento de suicidio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 734, L. XLIII, “González, Narda s/ Suicidio en tentativa”.


      Los hechos habrían ocurrido en la localidad en donde se domicilia la víctima, circunstancia que no ha sido expresamente cuestionada por el juzgado de garantías al formular sólo una afirmación genérica sobre la insuficiencia de la investigación.


      N.N. s/ Averiguación de delito denunciante: V., Gustavo Alberto y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21006/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Falta de atribución recíproca.


      Para que la contienda se encuentre correctamente trabada, resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Para prescindir de ese reparo formal por razones de economía procesal, la cuestión debe hallarse precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, caso contrario la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Los escasos elementos de convicción impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados in extenso a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.


      A., Alejandro Aníbal s/ Averiguación de delito


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21318/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Lesiones culposas. Investigación inconclusa. Investigación de los hechos. Calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Los escasos elementos acumulados en el legajo no alcanzan para establecer, con el grado de certeza necesaria, la existencia de un hecho con entidad delictiva, lo que se ve corroborado por la propia declinatoria en la que no se observa una calificación jurídica de los sucesos que motivaron la presente incidencia.


      N.N. s/ Lesiones culposas (Artículo 94 - 1° párrafo Código Penal)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30039/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Retención indebida. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y que en caso de no existir acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


      G., Ariel s/ Estafa denunciante: L., Cristina Graciela


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32213/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Cuando el conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer con la certeza que esta etapa requiere la índole y pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos prima facie en alguna figura determinada, dicho Tribunal se encuentra, impedido de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      M., Gustavo César y otros s/ Estafa Denunciante D., Osvaldo Arturo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67227/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Violencia de género. Violencia familiar. Lesiones agravadas. Competencia nacional. 


      Teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, todos los hechos investigados conforman un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación.


      P., F. A. s/ Lesiones agravadas. Damnificado: C., S. d. V.


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78351/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Lesiones leves. Servicio penitenciario. Competencia provincial. 


      Atento que de las constancias no surge que como consecuencia de los hechos denunciados se hubiere visto afectada la actividad normal del establecimiento penitenciario, ni tampoco el servicio que prestan allí sus agentes, es que corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


      N.N. s/ Lesiones leves


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 79278/2016/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Amenazas. Servicio penitenciario. Competencia local. 


      Dado que de las constancias del incidente no surge que como consecuencia del hecho se haya visto afectada la actividad del establecimiento penitenciario o comprometido el servicio que prestan sus agentes, es que corresponde la competencia de la justicia local para continuar conociendo en la causa.


      N.N. s/ Lesiones leves (Artículo 89) y amenazas. Denunciante: B. A., Carlos Alexis


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 66998/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Estafa. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


      Tiene dicho la Corte, en reiterados precedentes, que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Teniendo en cuenta la mencionada doctrina, los dichos no controvertidos del denunciante versarían sobre hechos que, en principio, serían de naturaleza ordinaria y no surge la presunta afectación a un interés federal que habilite la intervención del fuero de excepción, condicionada a la existencia de supuestos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10841/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Fraude a la Administración Pública. Competencia provincial. 


      Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. A través de las constancias del incidente, se desprende que el objeto de la investigación sólo abarcaría la hipotética comisión de delitos de acción pública de índole común que, eventualmente, podría imputarse a funcionarios de la comuna provincial, o bien irregularidades de naturaleza administrativa, cuya pesquisa pertenece al ámbito de la justicia de la provincia de Buenos Aires donde, en definitiva, habrían tenido lugar. Tal como lo sostiene el Juez federal para discernir la competencia material de ese fuero, la cuestión relativa a una supuesta falsedad para establecer el crédito fiscal a cuenta del IVA no se ha descripto una hipótesis delictiva concreta y actual de la que derive perjuicio directo para el fisco nacional, la cual, sólo en caso de materializarse, podría permitir su debida determinación.


      N.N. s/ Defraudación contra la administración pública


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3296/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Lesiones agravadas. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      R., David Roque s/ Lesiones agravadas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2460/2017/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Investigación inconclusa. Investigación del hecho. Calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


      El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que se hayan practicado las medidas indispensables a fin de constatar la existencia de un hecho ilícito, lo que se ve corroborado por la propia declinatoria, en la que no se observa una calificación jurídica de los sucesos que motivaron la incidencia. En este sentido, sólo se cuenta con los dichos del denunciante, sin que se les haya tomado declaración a las presuntas víctimas, a fin de determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de lo sucedido, en especial si se tiene en cuenta que la denuncia incluye otros hechos ocurridos en el marco de la relación con las personas denunciadas, que habrían tenido lugar en distintas jurisdicciones.


      D., Rubén y otro s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2212/2017/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Tenencia de estupefacientes. Narcomenudeo. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de las causas Comp. 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737"; y Comp. 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción Ley 23.737".


      I., Cristian Gerardo s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1401/2017/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Ardid. Actos de disposición. Competencia nacional. 


      Tiene establecido la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. En atención a que el contrato de cesión, por la ambiguas circunstancias de su redacción no alcanza para desvirtuar las manifestaciones de la damnificada en cuanto a que el contrato habría sido realizado en esta ciudad, al igual que la certificación de sus firmas, lugar donde además se habría producido la disposición patrimonial, corresponde al juzgado nacional continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que pueda surgir con posterioridad.


      Incidente N° 1 - denunciante: T., Nancy Esther y otro - Imputado: C., Paola Beatriz y otros s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13522/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo de automotor. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Asimismo el artículo 6° de la ley nacional 2089, establece que la totalidad de la avenida General Paz se encuentra bajo jurisdicción de las autoridades nacionales o, en su caso, de las de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. En este sentido, el automóvil, objeto del ilícito, se encontraba estacionado sobre la avenida General Paz, por lo tanto corresponde al Juzgado Nacional que previno, continuar con la presente investigación.


      A., Carlos Fabián y otro s/ Robo con armas. Damnificado: V. A., Carlos Javier


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16726/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dictamen de la causa Comp. 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, Fallos: 315:312 y doctrina de la Corte de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      En virtud del dictamen y doctrina de fallos de referencia, la justicia federal debe conocer en las presentes actuaciones. Por otro lado, en la medida en que de la resolución del juez nacional en lo criminal y correccional surge que se habría verificado pericialmente que las numeraciones de cuadro y motor del moto-vehículo habrían sido modificadas, de acuerdo a la doctrina referenciada, corresponde asignar conocimiento respecto de esas adulteraciones a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      T., Alejandro Martín s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18740/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Competencia provincial. 


      Fallos de las causas Comp. 1249; L. XLI, “López, Santiago A. s/ Delito de acción pública” y Comp. 752; L. XLV, “Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia”.


      Toda vez que de acuerdo a los dichos no controvertidos de los denunciantes y la documentación aportada surge que los datos de las tarjetas de compra habrían sido obtenidos en una estación de servicio de la localidad bonaerense, corresponde a la justicia provincial continuar con esta investigación, en cuyo territorio, además, se realizaron la mayoría de las transacciones fraudulentas.


      N.N. s/ Defraudación (Artículo 173, Inciso 15)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19838/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Rechazo del cheque. Asociación ilícita. Competencia por conexidad. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Teniendo en cuenta el modo en que se llevaron a cabo los hechos investigados por la justicia provincial y la posible existencia de una asociación ilícita, la maniobra admite la presunción de que formaría parte de un contexto delictivo común, por lo que su investigación por separado obraría en desmedro de una mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


      C., Enrique Oscar s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37829/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Facultades de la alzada. 


      Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado finalmente entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      S., Jacobo Martín s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46079/2014/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Amenazas. Competencia provincial. 


      Los hechos tuvieron una estricta motivación particular, es por ello que no corresponde a la justicia federal conocer el caso.


      Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


      M., Juan Manuel s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1350/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


      Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal.


      A., Darío y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada (Artículo 142 inciso 1)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1130/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Tiene establecido la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Cabe recordar que dada la relación de alternatividad que media entre la figura de robo y su encubrimiento, resulta necesario un auto de mérito que descarte a los prevenidos de cualquier grado de participación en el primer delito.


      C., Christian Damián y otros s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1872/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia correccional y contravencional. 


      Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      N.N.: Averiguación procedencia de rodado pick up marca BMW dominio GXX-0XX, modelo Y53 OD s/ Falsificación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1534/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Resultan aplicables al caso los principios de la Corte que establecen que, a los fines de discernir la competencia, deben tenerse en cuenta los distintos lugares donde pudieron desarrollarse actos eventualmente relevantes y que la cuestión debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Toda vez que de los dichos no controvertidos del denunciante, surge que las presuntas maniobras fraudulentas conocidas hasta el momento habrían ocurrido en su mayor parte en la Ciudad, donde habría sido convocado y acompañado, bajo el supuesto engaño de iniciar una relación laboral, es la justicia nacional la que debe realizar la investigación.


      N.N. Denunciante: M., Miguel Antonio s/ Defraudación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1643/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      En lo concerniente a la situación de las chapas patentes del vehículo, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. El presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de ésta última excluye la comisión del primero. Los escasos elementos reunidos hasta aquí no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, y discernir si el nombrado incurrió o no en algún delito.


      M., Norberto Ezequiel s/ Falsificación de documentos públicos


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1695/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En lo atinente al cambio de chapa patente y adulteración de la numeración del motor, resulta aplicable la doctrina de la Corte que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      G., Darío Gabriel s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1781/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo de automotor. Competencia provincial. 


      Toda vez que los hechos investigados son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado de Control provincial conocer en las actuaciones.


      G., Iván Agustín y otro s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2091/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      E. L., Bruno Javier s/ Hurto en vía pública


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1984/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falsificación de patente. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      La contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, pues el juez provincial devolvió las actuaciones al magistrado que previno, pese a considerar que debía intervenir la justicia ordinaria. Sin embargo, también ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su resolución cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: T., Jorge Daniel


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 43404/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      R., Hernán Alexis s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 14023/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


      Los escasos elementos reunidos no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. Si bien la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, lo cierto es que tal circunstancia, por las razones precedentemente expuestas, todavía no ha sido suficientemente dilucidada en autos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del camión y su mercadería, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


      G., Leonardo Ezequiel s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56699/2016/2/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Agencia de turismo. Tarjeta de crédito. Juez previniente. Competencia nacional. 


      No corresponde a la Corte pronunciarse en el marco de este trámite, sino definir el tribunal que debe conocer acerca de la presentación de los apoderados de la empresa de servicios turísticos, que señalan una significativa cantidad de titulares de tarjeta de crédito afectados por la maniobra y perjuicios económicos para varias empresas y personas determinadas o por determinar. En tal sentido, y por aplicación del criterio de la Corte, en su actual estado, el proceso debe continuar a cargo del juzgado nacional que previno en la contienda, ante cuyos estrados se presentó una de las empresas que resultó económicamente afectada, con domicilio y administración de negocios en la ciudad de Buenos Aires, donde en consecuencia se verificó la disposición patrimonial perjudicial. Además, no se advierten razones de economía procesal que aconsejen otra solución, desde que la intervención de la justicia de la provincia cesó con el dictado de la sentencia definitiva e incluso desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, encuentro que la continuación de las actuaciones ante los magistrados que intervinieron en el dictado de la condena, en especial, luego de un acuerdo de juicio abreviado, ofrecería reparos fundados en la garantía de imparcialidad. El juzgado nacional deberá, reclamar la competencia para conocer respecto de las causas que tramitan en otras jurisdicciones referidas a hechos atribuidos a la organización que integran los imputados en este proceso y que por sus circunstancias puedan ser adscriptos al mismo contexto delictivo.


      C., Facundo y otros s/ Defraudación


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69272/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Falsificación de patente. Encubrimiento. Competencia federal. Robo de automotor. Competencia de menores. Competencia provincial. 


      Los escasos elementos reunidos no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los prevenidos. Si bien la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción, lo cierto es que tal circunstancia, por las razones precedentemente señaladas, no ha sido suficientemente dilucidada en autos. Sobre la base de estas consideraciones, y en la medida en que tal como ha quedado expuesto, el prevenido mayor de edad se hallaba acompañando por un joven al momento del hallazgo del motovehículo a cuyo respecto no se ha adoptado temperamento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la ley 24.050 -modificada por la ley 24.170- que corresponde conocer acerca de la situación de ambos imputados a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, razón por la cual el fuero local de la especialidad debe ceder su intervención al respecto, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, corresponde asignar conocimiento a la justicia local, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de las placas.


      N.N. y otros s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77055/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Abuso sexual. Domicilio del menor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Toda vez que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar de consumación del delito, corresponde al juzgado provincial, en cuyo ámbito, además, se domicilia la víctima y toda su familia, proseguir la investigación con respeto a las premisas que intentan -a partir de evitar la reiteración de procedimientos que podrían resultar traumáticos- resguardar la salud psicofísica de la menor.


      P., M. E. y otro s/ Violación según párrafo 4to. Artículo 119 inciso a) y violación según párrafo 4to. Artículo 119 inciso c)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 61935/2015/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Más allá de los escasos elementos con los que se cuenta, entre los cuales no resulta con certidumbre dónde se encontraría viviendo la menor, ya que la denunciante alegó desconocer su paradero, lo cierto es que de sus dichos, surge que habría sido retirada por su padre de la casa donde vivía con ella, en territorio bonaerense, y que después no habría sido devuelta al hogar, pese a lo acordado previamente. La competencia territorial debería resolverse sobre esa base, solución que, en tales circunstancias, favorece su acceso a la jurisdicción.


      J., Diego Dante s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1547/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Sustracción de menores. Economía procesal. Competencia federal. 


      Aplicación del criterio establecido en la Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y n° 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión de la trata de personas resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes a ese delito, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no ese ilícito.


      S., P. D. y otro s/ Sustracción de menores de 10 años (Artículo 147)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1891/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Trata de personas. Explotación sexual. Explotación laboral. Abuso sexual calificado por acceso carnal. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Pluralidad de jurisdicciones.


      Teniendo en cuenta el carácter permanente o continuo del delito en cuestión, en el que la acción, aparece desarrollada en distintas jurisdicciones provinciales, atendiendo las exigencias de la economía procesal y mejor defensa del imputado, corresponde asignar la competencia al juez del lugar donde la víctima habría permanecido sometida, y donde, además se habrían producido las restantes conductas delictivas.


      C., I. M. Á. s/ Abuso sexual - Artículo 119, 3er. párrafo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1985/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cultivo ilegal de estupefacientes. Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial. 


      La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país.


      F., Lautaro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2094/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Comercialización ilegal de estupefacientes. Narcomenudeo. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Aplicación del criterio establecido por la Corte en Comp. 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737", y lo resuelto por la Corte en Comp. 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción Ley 23.737".


      N., Guillermo s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2152/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falsificación de marca o registración. Infracciones de tránsito. Patente del automotor. Competencia provincial. 


      Es criterio de la Corte que en los casos en que es secuestrado un bien que ha sido objeto de un robo o hurto anterior, corresponde al juez que investiga este delito profundizar la pesquisa para establecer, a partir de los elementos que puedan surgir del hallazgo, si la persona que lo tenía participó de su anterior sustracción o puede ser nítidamente desvinculada del hecho.


      N.N.: Denunciante: German Clemente G. s/ Falsificacion o supresión de número de registro


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2237/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falsificación de instrumento público. Transferencia del automotor. Lugar del hecho. Competencia federal. 


      Habida cuenta de que el formulario "08" con la declaración de un estado civil distinto al que correspondía al comprador, al momento de la adquisición del vehículo, fue presentado ante el Registro Seccional del organismo nacional, más allá de la calificación que en definitiva corresponda, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal, en cuya sección fue usado ese instrumento.


      P., Mariano Fabián s/ Falsificación de documentos públicos


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2270/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Operaciones bancarias. Cajero automático. Domicilio del banco. Competencia nacional. 


      La contienda debe resolverse conforme a la doctrina del tribunal según la cual, la jurisdicción penal es territorial e improrrogable y se halla determinada por el lugar en que se ha cometido el delito.


      N.N. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2364/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Cultivo de estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, atento que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, y que de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final en tanto el imputado sería, también, proveedor de esas sustancias a quienes luego la comercializarían.


      C., Julio Marcelo s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2368/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Abuso sexual. Abuso sexual calificado por parentesco. Víctima menor de edad. Derecho a la integridad psíquica y moral. Interés del menor. Domicilio del menor. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


      Toda vez que ambos magistrados están de acuerdo en que los hechos de abuso habrían ocurrido en sus respectivas provincias, en el marco de la convivencia con el padre de la niña dentro de un contexto familiar común, deben ser juzgados por un único tribunal.


      T., M. Á. s/ Abuso sexual- Artículo 119, 1°


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2378/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Falsificación de marca o registración. Infracciones de tránsito. Patente del automotor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Tiene dicho la Corte que las infracciones al artículo 289, inc. 3°, del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


      N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: F., Emilse Guadalupe


      FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7399/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G. , Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Y doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651. Remisión al precedente de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      S., Carlos Jesús s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 38831/2014/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


      A., Javier Orlando s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 40058/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G. , Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Y doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651. Remisión al precedente de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”.



      C. G., Eduardo René s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 46026/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Tenencia de estupefacientes. Competencia federal. 


      Por imperio de los Artículos 3 y 4 de la Ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en esta causa, atento que su intervención es prioritaria en la materia. Más aun teniendo en cuenta el estado avanzado en que se encuentra el proceso, cuyo inicio y desarrollo se produjo en esa sede. Esta es la solución que más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


      B., Fernando Javier y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 62011191/2011/9/CS3, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Menores. Competencia de menores. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en el que habrían incurrido los prevenidos. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de ambos imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la intervención de aquéllos en el delito contra la propiedad. Si bien la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento, lo cierto es que tal circunstancia aún no ha sido suficientemente dilucidada en autos. El imputado se hallaba acompañando por un joven al momento del hallazgo del motovehículo, a cuyo respecto no se ha adoptado temperamento alguno, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación, corresponde conocer acerca de la situación de ambos imputados a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. En lo concerniente a la infracción al Art. 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de las placas – de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      R., Raúl Osvaldo s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 56006927/2013/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo. Policía provincial. Competencia provincial. 


      La presente causa dirige una imputación contra miembros de la policía provincial, a quienes se acusa de haber cometido un delito en el marco de sus funciones de índole local, cuyo juzgamiento corresponde a los tribunales de la misma jurisdicción. Es doctrina de la Corte que el carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, lo que no se verifica en este caso, ni es posible apreciar otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva.


      G., Julio Oscar y otro s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 (Artículo 167 inciso 4)


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 23389/2016/TO1/5/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; a la doctrina de la Corte de Fallos: 324: 1617 y 3651; y al fallo de la causa Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      N.N. s/ Hurto de automotor en la vía pública


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 2915/2013/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo seguido de homicidio. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En ese sentido, y habida cuenta de que el hecho desencadenante de la muerte podría tener relación con una lesión sufrida por el damnificado cuando fue asaltado y golpeado en la localidad bonaerense y, eventualmente, por una mala atención por parte de los médicos del hospital de la misma localidad, sin perjuicio de la resolución que en definitiva se adopte sobre el fondo del asunto, corresponde a la justicia provincial, conocer en estas actuaciones.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa damnificado B., Pedro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46585/2017/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; a la doctrina de la Corte de Fallos: 324: 1617 y 3651; y al fallo de la causa Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      V., Marcelo Leonardo s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55745/2016/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; a la doctrina de la Corte de Fallos: 324: 1617 y 3651; y al fallo de la causa Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      N.N. s/ Hurto de automotor


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1265/2017/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia por la materia. Competencia federal. 


      Infracción ley 23.737. Art. 3 y 4 de la Ley 26.052.


      Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, y que en el caso, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final en tanto el imputado sería, también, proveedor de esas sustancias.


      A., Ramiro Ariel s/ Infracción Ley 23.737


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 4102/2016/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      N., Gabriel Antonio s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7766/2017/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Defraudación. Tarjeta de crédito. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial.



      Es doctrina de la Corte que, si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En ese sentido, más allá de que algunas de las maniobras electrónicas, no pudieron concretarse merced a la denuncia de la titular de la tarjeta de crédito, lo cierto es que todas las operaciones fraudulentas tuvieron como denominador común que fueron registradas a nombre del imputado, e incluso, en una de ellas, figuraba consignado su número de documento nacional de identidad, y en su mayoría, su domicilio compatible con la ubicación de la terminal informática desde la cual se accedió al espacio virtual.


      G. M., Roberto Daniel s/ Defraudación (Artículo 173, inciso 15 Código Penal)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27956/2016/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación. Doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      Aun cuando la justicia nacional en lo criminal lo desvinculó del desapoderamiento ocurrido en esa sede, las circunstancias en que se habría cometido, por el momento, impiden descartar su participación en ese delito, sobre todo si se pondera que de lo informado por ese magistrado en su resolución no surge que el prevenido haya sido interrogado acerca de la forma en que había conseguido tener en su poder el bien, lo que no sólo contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad en el sentido establecido en Fallos: 317: 499, 325: 950, y 326: 908 y Competencia N° 1379, L. XXXIX, "Amarilla, Roberto Ramón; Cristian, Raúl; Sastre, Horacio Ramón s/ Robo agravado", sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. Si bien la Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, lo cierto es que tal circunstancia, aún no ha sido suficientemente dilucidada.


      R., Marco Antonio s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 3688/2017/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia federal. 


      Corresponde a la justicia federal examinar el mérito de la acusación, desde que se atribuye a un funcionario nacional la autoría de un delito cometido en ejercicio de sus tareas específicamente federales.


      F., Rogelio s/ Abuso de autoridad, etc.


      COMP FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14027/2016/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      F. R., Wilson Roberto s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65977/2014/2/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


      



      Robo calificado. Robo con armas. Fuerzas de seguridad. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


      El Tribunal tiene resuelto, que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


      S., Horacio Rodolfo y otros s/ Robo agravado fuerzas seguridad Artículo 167 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2525/2017/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


      



      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      C., Walter Omar s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41361/2014/1/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Extorsión. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


      No existe un conflicto jurisdiccional en el sentido previsto en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58 por lo que procede devolver el incidente a la fiscalía provincial, a sus efectos. Asimismo, cabe señalar que el Tribunal tiene dicho que las contiendas de competencia deben tramitar por la vía incidental que corresponda, para evitar la paralización del proceso, lo que no observó el titular de aquella fiscalía al acompañar los autos principales al incidente.


      A., Susana Leonor s/ Extorsión


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1549/2017/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/T04/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      C., Jorge Damián s/ Secuestro extorsivo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1620/2017/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      



      Robo calificado. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Tiene establecido la Corte como principio que la competencia de la justicia federal para entender acerca de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la ley 48 cede cuando las circunstancias de su comisión revelen de manera inequívoca que los hechos tienen estricta motivación particular y no exista la posibilidad de que resulte afectada la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Con fundamento en esa pauta, el Tribunal reservó al conocimiento de la justicia federal aquellos casos susceptibles de encuadrar en la figura del artículo 170 del Código Penal cometidos por bandas organizadas, con dedicación especial al secuestro extorsivo, en tanto demostrasen niveles apreciables de potencialidad lesiva y, por consiguiente, constituyeran un nesgo seno para la seguridad pública. Para evaluar en concreto si un hecho posee tales características resulta útil considerar en conjunto una serie de indicadores elaborados jurisprudencialmente, tales como la repetición sistemática del delito bajo el mismo modus operandi, la pluralidad de intervinientes con división de tareas y el prolongado lapso de cautiverio de la víctima, la participación de agentes de alguna fuerza de seguridad estatal, niveles importantes de equipamiento, como por ejemplo armas, vehículos y equipos de comunicación, que implican un aumento de las capacidades agresivas y logísticas de la banda, la planificación del hecho y la selección de la víctima como resultado de acechanzas previas. Las circunstancias apuntadas en la acusación describen más bien una acción rápida, decidida sobre la marcha y de conclusión breve, lo que permite afirmar que los anteriores indicadores no están presentes en número e intensidad suficientes para tener por acreditada la existencia de una organización con las características necesarias para surtir la competencia federal.


      M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 4431/2016/TO4/14/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de patente. Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


      Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado de Garantías provincial conocer en las actuaciones.


      G., Raúl Alberto y otro s/ Falsificación alteración o supresión de número registro


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 58570/2016/2/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      Falsificación de documentos. Identificación registral del automotor. Competencia provincial. 


      Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


      Habida cuenta de que las probanzas del expediente no bastan para determinar dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


      C., Susana María s/ Falsificación de documento - propiedad automotor


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2344/2017/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa: Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” y Fallos: 315:312 y 322:1216.


      G., Alejandro José y otros s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 123/2013/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa: Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      Z., Ramón W. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9418/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Abuso sexual calificado. Lesiones agravadas. Violencia familiar. Interés del menor. Domicilio del menor. Economía procesal. Competencia nacional. 


      De los dichos de la madre de la menor, se desprende que los hechos que habría sido víctima su hija, relativos a las lesiones que habrían tenido lugar en esta ciudad y los presuntos actos sexuales abusivos cometido un mes antes en territorio bonaerense, se enmarcarían en un mismo contexto de violencia familiar. Por lo tanto debiendo prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, es apropiado que su conocimiento quede a cargo un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una eficaz investigación y mayor economía procesal. Corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, que por ser la que previno y ante la cual se realizaron las entrevistas psicológicas a la víctima, sumado a que corresponde su actual domicilio, es la que se encuentra en mejores condiciones de proveer a la protección de su integridad, en tanto asegura la proximidad con los órganos de justicia y contempla el interés superior del niño.


      P., D. O. s/ Violación según párrafo 4to. Artículo 119 inciso b, y lesiones agravadas


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13840/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa: Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      M., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14717/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      No surge el modo y el lugar en el que se habrían realizado las operaciones presuntamente fraudulentas. Corresponde al juez nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver.


      N.N. s/ Defraudación (Artículo 173, inciso 15)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15085/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      B., Maximiliano Javier y otro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72729/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


       


       


      



      



      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/T04/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      G., Brian Alberto y otro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 75431/2015/TO1/3/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Trata de personas. Prostitución. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Tal como lo sostiene el magistrado federal, los antecedentes remitidos -recabados en algo más de cinco años de investigación- no resultan concluyentes para avalar la prosecución de la investigación en sede federal, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional. Sobre todo cuando asumió el prioritario conocimiento que le cabe, conforme la doctrina de la Corte al respecto, y tras la realización de una serie de medidas descartó la hipótesis delictiva de su incumbencia.


      M., J. S. y otro s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1765/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Economía procesal. Robo. Competencia provincial. Robo de automotor. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. Devolución del expediente. Juzgado de garantías. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Con relación a los bienes incautados que habían sido sustraídos previamente en jurisdicción bonaerense, corresponde que los jueces encargados de la investigación de esos sucesos resuelvan previamente la situación jurídica de los tres imputados en lo que respecta a cualquier grado de participación que pudieran haber tenido en cada una de las sustracciones. En lo atinente a los hallazgos de autopartes que le pertenecían a bienes que habían sido desapoderados en Capital Federal, la mera afirmación por parte del juez de garantías en el sentido de que los magistrados nacionales que habrían tenido a su cargo la investigación de esos delitos habían intervenido en autos, sin que haya incorporado dichas resoluciones, ni surja de las fundamentaciones de su declinatoria ni del requerimiento de elevación a juicio que los imputados hayan sido debidamente desvinculados de los respectivos delitos contra la propiedad, es insuficiente para suplir, la adecuada resolución del conflicto. Es oportuno recordar la doctrina de la Corte, según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en las sustracciones. Por todo lo expuesto, corresponde devolver el incidente al juzgado de garantías provincial.


      M., Jorge Isaac y otros s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1857/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Estado Nacional. Cesión de tierras. Juez previniente. Competencia federal. 


      La denuncia no resulta suficiente para establecer sobre su base la verdadera significación de los hechos que componen el objeto de la pesquisa, no solo porque su falta de precisión impide determinar el alcance de la supuesta cesión de las tierras del Estado Nacional con su concreta delimitación, sino porque tampoco resultan claros sus términos cuando señalan que el emplazamiento clandestino era "una vivienda ferroviaria identificada censalmente" y que, sin embargo, podría generar riesgo sobre la circulación ferroviaria en el sector, sin que ni siquiera conste que se haya al menos citado a declarar al apoderado de la firma para ratificar sus dichos. Esas deficiencias impiden, resolver el conflicto mediante la aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867; máxime cuando a raíz de lo antes expuesto, tampoco puede descartarse aún con el grado certeza necesario en esta etapa, que los hechos que lo motivaron no resulten susceptibles de causar algún perjuicio directo al Estado de la Nación.


      N.N. s/ Usurpación (Artículo 181 inciso 1) denunciante: L. (Apoderado "A. S.A.")


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 33376/2014/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      



      



      Suministro de estupefacientes. Unificación de penas. Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


      Ha sostenido la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el citado artículo 58. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal federal de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde a la justicia provincial -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


      C., Víctor Emanuel y otro s/ Infracción Ley 23.737


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 4109/2014/TO1/5/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. Robo de automotor. Competencia nacional. 


      La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, y esa circunstancia, no ha sido suficientemente dilucidada en autos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del motovehículo.


      T., Gustavo Fernando s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 55006924/2013/2/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cámara nacional de apelaciones. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Juzgado Federal n° 8 y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6291/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Trata de personas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Más allá de los escasos elementos remitidos, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58, pues, tal como lo señala el juzgado porteño, y sin perjuicio de cuanto pudieren sugerir las transcripciones contenidas en el legajo, los dichos de las presuntas víctimas resultan de vital importancia para formar un juicio fundado sobre la significación penal de los hechos y la concurrencia de los extremos que avalen o desacrediten la hipótesis delictiva de conocimiento federal.


      N.N. s/Infracción Artículo 145 bis - Conforme Ley 26.842


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6926/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Sustracción de menores. Competencia provincial. 


      Circunscripta la controversia al presunto intento de alteración o supresión de identidad, toda vez que no se encuentra acreditada la existencia de documentos nacionales de identidad falsos, como tampoco maniobra alguna llevada adelante ante el Registro Nacional de las Personas o sus delegaciones, corresponde al juzgado provincial proseguir la investigación.


      A., P. E. V. s/ Infracción Artículo 145 bis - Conforme Ley 26.842 - e infracción Artículo 145 ter - Conforme Artículo 26 Ley 26.842-


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7021/2016/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Cámara nacional de apelaciones. Competencia federal.


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Paula Albarracín y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12261/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      E., Cristian Gustavo N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: F., Juan Raúl


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12865/2017/2/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto Magly


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13540/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto San José y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15478/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto San Cosme y San Damián y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15543/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto Megly y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15561/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto San Bartolomé


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16199/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Intimidación pública. Cámara federal de apelaciones. 


      Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


      Toda vez que la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada, entre dos Juzgados Criminales y Correccionales Federales de Capital, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, la Cámara Federal de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela n° 13 Coronel de Marina Tomás Espora y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17176/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


      Toda vez que la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada, entre dos Juzgados Criminales y Correccionales Federales de Capital, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, la Cámara Federal de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela de Comercio n° 30 Dr. E. Gascón


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17227/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto Nuestra Señora de las Gracias y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17577/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Redes sociales. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      De acuerdo a los dichos no controvertidos de la denunciante y la calificación dada a los hechos por el magistrado provincial, a la que adhiere presuntamente el declinante, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva por razones de economía procesal. Conforme ese principio, toda vez que no surge del legajo, de manera fehaciente, el lugar en el que se habría desplegado la maniobra fraudulenta ni sus presuntos autores, más allá de la recepción del dinero en la provincia por una persona cuya relación con el hecho denunciado aún se desconoce, teniendo en cuenta que la disposición patrimonial tuvo lugar en la provincia de Buenos Aires, donde se domicilia la denunciante y habría sufrido el presunto engaño, es la justicia bonaerense ante la cual acudió a hacer valer sus derechos la que debe continuar con la investigación.


      N.N. Denunciante: C., Beatriz s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4/2018/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Abuso sexual calificado por parentesco. Investigación inconclusa. Interés del menor. Economía procesal. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Más allá de la escasez de elementos con que se cuenta en el incidente, de los términos de la denuncia formulada, a los que cabe atenerse para discernir la contienda en tanto resultan verosímiles y no se hallan controvertidos, se desprende que la menor habría sido víctima de conductas sexualmente abusivas en dos provincias distintas y dentro del marco familiar. En esas circunstancias, en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, es apropiado que los hechos sean investigados por un único tribunal cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Corresponde declarar la competencia del juzgado provincial por ser el que previno y el del domicilio de la víctima, asegura la proximidad con los órganos de justicia, y es el que, por ello, se encuentra en mejores condiciones de proveer a la protección de su integridad.


      R., D. A. s/ Violación según párrafo 5to del Artículo 119


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1349/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa: Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      S., Osvaldo Germán s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 23282/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 123/2013/1/CS1 “G., Alejandro José y otro s/ Encubrimiento”.


      G., Alejandro José s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 15029/2015/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Trata de personas. Explotación laboral. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


      Tiene resuelto la Corte que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


      B., C. J. s/ Infracción Ley 26.364


      COMP FPA-Justicia Federal de Paraná, 5902/2014/2/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Defraudación. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


      Teniendo en cuenta los dichos no controvertidos de la denunciante y la documentación aportada, le asiste razón al juez bonaerense en cuanto a que resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en los que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


      G., Diego Yamil y otro s/ Defraudación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2702/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Juegos de azar. Casas de juego oficiales. Competencia contravencional. 


      No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 cuando, las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal aplicable. En ese sentido, de las constancias remitidas no se desprende la verificación de alguna de las posibles hipótesis delictivas elaboradas en la denuncia y que, además, se plantean en las declaraciones remitidas, extremo inexcusable para dirimir la competencia.


      N.N. y otros. Denunciante: Lotería Nacional s/ Juegos de azar


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2255/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Es doctrina del Tribunal que si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los escasos elementos agregados al incidente no permiten conocer con el grado de certeza que esta etapa exige el verdadero alcance de los hechos a investigar y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide realizar una correcta evaluación jurídica que dé sustento a la declinatoria, en la que tampoco surge efectuada, ni se observa una mínima descripción de hechos perfectamente determinados. En tal sentido, cabe señalar que ni siquiera se aprecian cumplidas las necesarias diligencias de comprobación tendientes a establecer el concreto objeto de la pesquisa, lo que resulta indispensable para efectuar un correcto encuadre legal, y resolver luego la competencia de la causa.


      T., Nancy Alejandra s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1658/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Abuso sexual. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia provincial. 


      A pesar del extenso trámite que lleva la causa, desde la formulación de la denuncia, aún se desconoce el lugar en que habrían ocurrido los presuntos hechos de abuso sexual que habría padecido la menor, época en que se interrumpió el régimen de comunicación con el imputado. Pues, más allá de los informes psicológicos aportados al expediente, ninguno hace referencia a su ubicación.


      G. R., H. s/ Abuso sexual


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2035/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Trata de personas. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial, que previno y a cuya sede acudió la denunciante en procura de sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación y de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      Z., R. M. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2029/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falsedad ideológica. Uso de documento falso. Competencia federal. 


      Resulta aplicable al caso la doctrina establecida por la Corte según la cual el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso y, toda vez que de las probanzas del incidente surge que la escritura pública, objeto de la contienda, fue labrada mediante la utilización de un documento nacional de identidad en una escribanía sita en esta Capital atento el carácter federal que éste reviste, debe continuar la investigación la justicia federal con jurisdicción en esta ciudad, aunque no haya sido parte en la contienda.


      L., Julia Beatriz y otros s/ Falsedad ideológica


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2578/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


      Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      Toda vez que el instrumento público en cuestión, no es de carácter nacional al no ser expedido por autoridades de esa índole, más allá del ámbito de su validez, corresponde declarar la competencia del juzgado de provincia en cuyo territorio fue descubierto el delito, sin perjuicio de cuanto resulte de su trámite ulterior.


      G. A., Fernando Joaquín y otro s/ Falsificación de documento


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2289/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Incidente de competencia. Delitos contra la salud pública. Desechos peligrosos. Vertimiento de desechos. Competencia provincial. 


      Más allá de las averiguaciones iniciales, del allanamiento y levantamiento de muestras por parte de los expertos, no surgen elementos que permitan demostrar con un grado de convicción suficiente la afectación ambiental interjurisdiccional. En tales condiciones, la presunta detección de sustancias en condiciones irregulares de uso, almacenamiento y disposición final en el predio que, por lo demás, no contaría con habilitación de la municipalidad, atañe al poder de policía local de salubridad o ambiental, de incumbencia de las autoridades provinciales.


      Personal policial de la División Delitos contra la salud pública y otro. Imputado: C., Salvador -A.- y otros s/ Incidente de incompetencia


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 43858/2015/3/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Amenazas. Competencia criminal. Tribunal oral en lo criminal. 


      Remisión al fallo de las causas Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y CCC 6667/2015/1/CS1 “Gómez, Carlos Lucas s/ Lesiones agravadas. Dam.: Guerrero, Mará Soledad”.


      A., Javier Alejandro s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2639/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Hábeas corpus colectivo. Actos u omisiones de autoridades públicas. Competencia criminal y correccional. 


      Dictamen en la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      El objeto del habeas corpus interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados de autoridad nacional en el territorio de la Capital Federal y por consiguiente, rige en materia de competencia el primer supuesto del artículo 8° de la ley 23.098.


      C., Luis Fernando s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75585/2017/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Robo de automotor. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 75743/2016/1/CS1 “N.N. s/ Robo con armas. Damnificado: C., Raúl”.


      N.N. s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51277/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Comercialización de estupefacientes. Competencia federal. 


      La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los Arts. 3° y 4°. El artículo 3 ° responde a ese mismo principio, en tanto las reglas de conexidad tienen por fin asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos, de la jurisdicción federal. De acuerdo con ese criterio y aún cuando la relación de conexidad se presente sólo en lo vinculado a la situación de dos de los imputados, no debe soslayarse que tanto las detenciones de todos los prevenidos, como los secuestros de los estupefacientes tuvieron lugar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por lo que debe declararse la competencia del juzgado federal para que continúe conociendo en esta causa y sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


      D. R., Jorge Andrés y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2529/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      La Corte ha establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esa exigencia no ha sido cumplida en el sub judice, pues más allá de las consideraciones realizadas por el magistrado nacional, no surge la realización de una adecuada investigación tendiente a establecer la posible participación del imputado en el desapoderamiento. Tampoco fluye que se hubiera escuchado al prevenido acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habría entrado en posesión del vehículo, cuya documentación, en principio, no habría tenido en su poder al momento de ser aprehendido por la policía, todo lo cual, no sólo contribuiría a definir su situación respecto del delito contra la propiedad sino, también, y según el caso, a identificar a sus autores. En tales condiciones, la resolución que rechazó la declinatoria no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte a lo cual, cabe agregar, que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su hallazgo, aludida en aquélla por la juez no puede constituir una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del imputado en ese delito, tanto más cuando todavía no se ha dirigido la pesquisa en el sentido anteriormente señalado.


      J., Jorge Ernesto s/ Encubrimiento


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2403/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Concesión de servicio público. Competencia provincial. 


      De acuerdo con la doctrina de Fallos: 311:1995, y 313:972, para que un hecho caiga bajo la órbita de la competencia federal, es preciso que se advierta su aptitud para producir un perjuicio directo a las rentas de la Nación. También debe agregarse que tiene dicho la Corte que si la concesión de un servicio se encuentra a manos de una persona del derecho privado, sin perjuicio de las facultades de control y fiscalización en cabeza de la autoridad de aplicación, debe ser la justicia local la que intervenga en el conflicto.


      Incidente N° 1 - imputado: R. A., Patricia Teresa y otros s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 77000757/2010/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Trata de personas. Reducción a servidumbre. Explotación laboral. Competencia local. 


      Más allá de la estrecha relación entre el delito de trata y el de reducción a servidumbre u otra condición análoga, en tanto constituye uno de los supuestos de "explotación" expresamente previsto en el artículo 2, inciso a, de la ley 26.364 (texto según ley 26.842), la calificación ensayada por el juez federal, que descarta la trata de personas en la medida en que el denunciante había conservado su libertad ambulatoria e inclusive realizó viajes al exterior hacia su país de origen, sobre cuya base apoyó su incompetencia, encuentra adecuado sustento en los antecedentes de la causa. Las circunstancias del caso distan de las características del delito de trata y ameritan profundizar sobre otras hipótesis de naturaleza común.


      N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13735/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Jurisdicción y competencia. Falsificación de documentos. Falsedad material. Falsificación de instrumento público. 


      Resulta aplicable la doctrina del tribunal que establece que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


      N.N. s/ Falsificación de documento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30853/2014/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Defraudación.



      Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal. Corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías de San Carlos de Bariloche, provincia de Río Negro, que previno, en cuya jurisdicción se domicilia el denunciante y desde donde entabló comunicación y recibió mensajes del imputado por correo electrónico.


      M., César Andrés s/ Defraudación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2381/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Estafa. Defraudación. Evasión fiscal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Los elementos reunidos hasta ahora no resultan suficientes para que la Corte ejerza las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, ante la imposibilidad de conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados y su subsunción típica.


      N.N. denunciante: Sobre Denuncia Á., Ramón Salvador s/ Evasión simple tributaria


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1489/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Extorsión. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Es criterio de la Corte que a los fines de discernir la competencia deben tenerse en cuenta los distintos lugares donde pudieron desarrollarse actos con relevancia típica y que la cuestión debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Si bien uno de los mensajes amenazantes habría sido recibido en el teléfono celular del querellante cuando, circunstancialmente, hallaba en un estudio contable de esta ciudad, no debe perderse de vista que el resto de las intimidaciones habrían sido dirigidas, sucesivamente, vía correo electrónico, por carta, y a través de tercero, tanto en el domicilio del denunciante como en las oficinas, ambos con sede en la localidad bonaerense.


      M. R., Mariano s/ Extorsión, Denunciante Z., Clemente Raúl


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46493/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Independientemente de la significación penal que en definitiva quepa asignar a los hechos denunciados, toda vez que de los dichos de la madre de la menor víctima, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, en tanto no se encuentran desvirtuados por otras constancias del expediente, se desprende que habría ocurrido en territorio bonaerense, circunstancia no controvertida por el juez provincial.


      P., E. A. y otro s/ Abuso sexual


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34843/2017/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia de estupefacientes. Lugar del hecho. Competencia nacional. Competencia federal.



      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo a lo resuelto por la Cámara Federal de Apelaciones de la provincia, este conflicto sólo se circunscribe a la infracción al artículo 14, primera parte de la ley 23.737, que tuvo lugar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


      M., Alejandro Eduardo y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 1360/2015/15/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Condena anterior. Unificación de penas. Competencia federal.



      Ha sostenido la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones y que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicta la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código penal. Al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte del artículo 58 del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia de excepción –por haber impuesto la pena de mayor envergadura- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


      M. G., Walter Leonardo y otro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1572/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial.



      El excesivo plazo transcurrido desde el comienzo de la investigación, no permite obviar que el caso no evidencia la presencia de circunstancias que determinen la competencia de la justicia de la excepción.


      C., Daniel Agustín s/ Secuestro extorsivo


      COMP FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 31013906/2009/2/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Venta por internet. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.



      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Si bien de las escasas constancias remitidas surge que la transferencia del dinero a la cuenta de la denunciada se habría realizado en Capital Federal, se desconoce la radicación de la cuenta, el domicilio de su titular o de la beneficiaria patrimonial y a quién pertenecería la línea de teléfono celular desde la cual se habría pergeñado la maniobra. Corresponde a la justicia provincial que previno, en cuyo ámbito territorial reside la denunciante y a la que concurrió en defensa de sus derechos, proseguir el trámite de la causa.


      R. R., Bárbara Elizabeth s/ Estafa


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2294/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      Concurso ideal. Estafa. Falsificación de instrumento público. Economía procesal. Competencia nacional.



      De acuerdo con la calificación dada en la pieza acusatoria, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Toda vez que de los antecedentes agregados al legajo surge que si bien el inicio del despliegue engañoso ocurrió en sede provincial, fue en Capital Federal donde el denunciante entregó una parte del precio convenido, adquirió, en apariencia, la firma y, en su representación, luego suscribió la escritura de compraventa del establecimiento y la prórroga de un contrato de arrendamiento rural a favor de otra sociedad, por lo que corresponde a la justicia nacional ante la cual se interpuso la denuncia, tramitó toda la investigación y la etapa intermedia, y está en condiciones de celebrarse el debate, proseguir el trámite.


      H., María Alicia y otros s/ Estafa, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72006/2014/TO1/5/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Transferencia de fondos del estado. Municipalidad. Competencia provincial.



      Habida cuenta de que la justicia local no cuestiona que los fondos aportados por el Ministerio de Planificación Federal de la Nación habrían sido transferidos, paulatinamente, a un municipio bonaerense, a partir de un convenio marco para la pavimentación de áreas periurbanas de grandes ciudades, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la entrega de una suma de dinero, proveniente de una prestación pública asistencial, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación y, por consiguiente, la competencia federal.


      S., Luis s/ Estafa


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 11653/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Identidad de objeto procesal. Competencia federal.



      Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal y, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su tenencia ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, es conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal. Corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en ambos delitos.


      G., Lucas Yair s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1907/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Establecimientos asistenciales. Internación. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      La contienda negativa de competencia suscitada entre el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional y el Juzgado de Garantías provincial, carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que la etapa requiere los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Corresponde al juzgado nacional, en cuya jurisdicción permaneció internado el paciente por más de un mes, y donde se produjo su deceso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa damnificado: G., Julio Ernesto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5656/2017/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Desechos peligrosos. Daño ambiental. Competencia provincial. 


      Toda vez que los magistrados de la contienda coinciden en la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe señalar que a partir del caso "Lubricentro Belgrano", el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, fue reiteradamente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso, tal como lo señala el juez federal y su par local no lo rebate.


      P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.051


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 44005846/2010/2/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Juez previniente. Competencia penal. 


      Sin perjuicio de que el imputado se encontraría viviendo con su hijo en una localidad bonaerense, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia, era en otra ciudad donde residía el menor al tiempo en que lo habría removido de la custodia de su madre, privándola del contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Corresponde a la justicia penal de la ciudad donde residía el menor, que previno y ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las actuaciones.


      V., L. S. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1720/2017/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia federal.


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


      F. A., Federico Ezequiel s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7460/2017/2/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/20151/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y remisión a la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      D., José Oscar s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14044/2017/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


      Criterio de las causas Comp. 713, L. XXXIX, "Malandra, Javier Gustavo s/ Inf. Ley 11.723"; y 1083, L. XXXIX, "Di Tullio, Roberto Oscar s/ Arts. 31, inc. "d", de la ley 22.362".


      Dado que de las constancias del incidente surge que en ese lugar se confeccionaban prendas de vestir en infracción a la ley de marcas y designaciones, atento a las manifestaciones de los trabajadores que realizaban el bordado de aquéllas con logotipos de marcas notoriamente conocidas y que el material secuestrado presentaba etiquetas que eran copia de las originales, según el criterio establecido por la Corte en las causas de la referencia, corresponde al juez federal continuar la intervención.


      O. T., Jimmy Michael y otros s/ Infracción Ley 22.362


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 40/2018/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Ausencia por desaparición forzada. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Las circunstancias que surgen de las actuaciones, impiden descartar que los hechos que motivan este conflicto hayan sucedido en más de una jurisdicción. En tales condiciones, resulta aplicable el criterio de la Corte según el cual, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      N., José Luis s/ Desaparición forzada de persona (Artículo 142 ter)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2287/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe conocer respecto del encubrimiento. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al Art. 289 inc. 3° del Código Penal –supresión de placas- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      V., Daniel s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 30382/2017/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Atento a que la justicia nacional descartó la participación del imputado en la sustracción cometida en esta capital, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe conocer respecto del encubrimiento. Por otra parte, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", el conocimiento de las infracciones al Art. 289, inc. 3°, del Código Penal -placas apócrifas y adulteraciones en las numeraciones de chasis y motor del rodado- concierne a la justicia provincial, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      A., Jonathan Gabriel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2299/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Robo de automotor. Motocicleta. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Jurisdicción donde se comprobó la anomalía. Necesidad de profundizar la investigación.


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Es doctrina de la Corte que las infracciones al Art. 289, inc. 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En cuanto al hallazgo del rodado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado.


      B., César David s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2380/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Robo de automotor. Motovehículo. Competencia federal. 


      La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sentado ello, y atento que la competencia penal debe decidirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde asignar la competencia al Tribunal Oral Federal de la sección en que se secuestró el rodado para juzgar respecto del encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda.


      P., Manuel E. y otro s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73701/2016/TO1/3/CS2, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo de automotor. Motovehículo. Cédula verde. Falsificación de documento público. Competencia federal. 


      Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Si bien no consta que la cédula de identificación secuestrada haya sido pericialmente examinada, de acuerdo a su carácter nacional corresponde a la justicia federal investigar su posible falsificación. Asimismo, tiene establecido el Tribunal que para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, resulta competente el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso y que, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito. Dado que el documento registral fue hallado en poder el imputado sin que se advierta que haya sido practicada medida alguna tendiente a calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en la que el imputado habría incurrido, resulta indispensable, en primer lugar, que el tribunal que instruye su desapoderamiento realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica con relación al delito contra la propiedad del que pudo haber provenido el documento en cuestión.


      A., César Leonardo s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 1617/2017/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Robo de automotor. Competencia federal. 


      Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, que el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      C., Jorge Martín s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74978/2016/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Desapoderamiento. Robo de automotor. Competencia provincial. Adulteración de documento. Cédula verde. Adulteración en la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


      Relación de alternatividad.


      La relación de alternatividad existente entre ambas infracciones impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento del vehículo. Corresponde a la justicia de Córdoba, profundizar la investigación en lo relativo a la sustracción de la camioneta a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la ciudad de General Roca. Con relación al secuestro de la cédula de identificación del automotor aparentemente apócrifa el Tribunal tiene dicho que de acuerdo a su carácter nacional, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió. De conformidad con el principio de territorialidad de competencia penal que se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito debe conocer a su respecto la justicia federal de General Roca, ámbito en el que se exhibió dicho instrumento registral presuntamente falso o adulterado aunque no haya sido parte en esta contienda. Asimismo, su titular debe investigar también la infracción al Art. 289, inc. 3°, del Código Penal, dada la coincidencia que supuestamente existiría entre el número de dominio colocado y el que figuraría en el documento ya que resulta aconsejable desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, pues ése ha sido el criterio acogido por la Corte en Comp. 1.630, L. XL, "Comisaria de Puerto San Julián s/ Investigación" y Comp. 212, L. XLI, "Thompson Andrés; Flora Dinámica S.A. y Toyota s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública", razón por la cual el juez rionegrino debe ceder su intervención con relación a este último delito.


      R., Néstor Omar s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 190/2015/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrable. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      S., Juan Carlos s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 338/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


      La contienda debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquel que primero conoció en el caso. (Confr. art. 24, Inc. 7° del decreto ley 1285/58).


      S., Omar Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56109/2016/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      D., Pablo Diego E. s/ Infracción Artículo 277 Código Penal


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 896/2011/2/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      M., Claudio Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29944/2017/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Narcomenudeo. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737" y Competencia 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737".


      A., Esteban Daniel s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2137/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


      Toda vez que el juez federal no cuestionó su competencia y atento la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, última parte del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación de las armas motivo de esta contienda, corresponde asignar el conocimiento de la totalidad de la causa al fuero de excepción.


      M., Iván s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1417/2017/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de patente. Competencia provincial. 


      Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que tampoco es posible apreciar, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial, continuar con el trámite de las actuaciones.


      C., Diego s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 37/2018/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      I. G., Federico Nicolas s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69327/2016/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/20151/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      C., Marcos Antonio s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 60001358/2009/3/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 


      De acuerdo con las constancias del incidente las hipótesis delictivas a considerar son dos. Respecto de la primera de ellas, referida al comercio de estupefacientes, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). En relación con la infracción al artículo 189 bis del Código Penal, atento que es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en autos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local.


      M., Mayra Noelia y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 1390/2017/28/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      En relación al análisis de la hipótesis delictiva referida a las placas apócrifas, adulteración de las numeraciones del chasis y motor del bien incautado, la Corte tiene establecido que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por aplicación de estos principios, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo a su respecto, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      D., Diego Adrián s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2297/2017/CS1, 27 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo de automotor. Competencia nacional. Falsificación de patente. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Con relación a los fundamentos expuestos por el juez nacional en lo criminal y correccional para rechazar la competencia, en cuanto a que no contaba con los elementos probatorios que permitieran vincular a los prevenidos con la sustracción ocurrida, no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del motovehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial. En lo atinente a la sustitución de las placas se sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Su conocimiento corresponde a la justicia provincial.


      C., Jonathan Héctor s/ Falsificación, alteración o supresión de N° de registro


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1780/2017/CS1, 27 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


      F., Ana Eva y otra s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 289/2018/CS1, 27 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


      R., Marcelo s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17600/2018/1/CS1, 27 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Alianzas partidarias. Partidos políticos provinciales. Competencia provincial. 


      Si los hechos denunciados tuvieron lugar en ocasión de una campaña electoral local, y prima facie aparecen dirigidos contra un candidato a un cargo público electivo, también de carácter local, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 314/2018/CS1, 27 de abril de 2018


      Ver dictamen


      Competencia nacional. 


      Impedimento de contacto.


      Más allá de las escasas constancias agregadas al incidente, de las que no surge certificación alguna sobre el actual domicilio de las menores y su madre, se desprende que la madre se habría retirado del hogar conyugal de Capital Federal, llevándose consigo a sus hijas a un domicilio de una localidad bonaerense, donde el padre nunca habría sido atendido, y donde aquélla habría removido a las menores de la custodia de su padre, privándolo del contacto con ellas y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Corresponde a la justicia nacional, en cuyo ámbito territorial, además, tramitarían actuaciones relacionadas con el divorcio vincular del denunciante y éste hizo valer sus derechos, proseguir el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


      Z., J. V. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56083/2017/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados.


      L., Fernando Mauro s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22426/2017/1/CS2, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Coacción calificada. Lesiones. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión a la causa C. 475 L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis". Ley 25.752, 26.357 y 26.702 y locales número 597, 2.257 y 5.935.


      Un acto de la trascendencia institucional de una declaración de inconstitucionalidad no debería ser un asunto de contornos tan imprecisos ni su alcance depender de una casuística compleja e impredecible en desmedro de la seguridad jurídica. La doctrina permanente de la Corte en la materia es que la declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, es un acto de suma gravedad considerado última ratio del orden jurídico y exige que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Por ello, la decisión de la juez importó una injerencia indebida en los actos de otros poderes del estado, sobre cuyo mérito, eficacia, oportunidad o conveniencia no corresponde pronunciarse al juzgador y máxime cuando en este sentido, y dentro del marco del artículo 129 de la Constitución Nacional, los poderes legislativos de la nación y la ciudad dictaron normas que contemplaron la forma en la que se iban a implementar los sucesivos traspasos de delitos a la competencia del fuero capitalino los cuales fueron sancionados por las leyes nacionales y locales referidas. Un genuino respeto por la autonomía local y el principio republicano impone a los órganos del poder judicial ser deferentes con los acuerdos que se expresan a través de leyes por el órgano donde reside la representación del pueblo de la ciudad de Buenos Aires.


      L., Patricia y otros s/ Coacción (Artículo 149 bis) y lesiones leves (Artículo 89)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22901/2013/TO1/9/CS2, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Investigación inconclusa. 


      Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a la inexistencia de elementos de juicio que permitan delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos objeto de investigación, lo que obsta la posibilidad de precisar debidamente los hechos, y las tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. Eso imposibilita brindar una adecuada opinión en torno al tribunal que debiera investigarlos. En tales condiciones, corresponde al magistrado federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello resulte.


      N.N. s/ Encubrimiento


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4396/2017/2/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Competencia nacional. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. En tal sentido, aún cuando la justicia nacional en lo criminal y correccional lo desvinculó del desapoderamiento ocurrido en esa sede, las circunstancias en que se habría cometido, por el momento, impiden descartar su participación en ese delito, sobre todo si se pondera que el imputado ni siquiera ha sido interrogado acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar, en que había conseguido tener en su poder el bien, pues ello contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice sin más, a desechar su intervención en el delito cometido en esta capital. A esas deficiencias, se suma que tampoco se ha practicado una rueda de reconocimiento, a cuyo respecto conviene aclarar que la dificultad que el damnificado del robo cree que tendría para reconocer a sus autores no puede significar un juicio adverso sobre la utilidad de una medida dispuesta a tal fin, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. Por ello, la citada resolución del titular del juzgado nacional, no encuentra suficiente sustento en las constancias de la causa, y por lo tanto no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte. En definitiva, a partir de los argumentos expuestos por dicho magistrado para rechazar su competencia, conviene recordar el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento, circunstancia que por las razones precedentemente expuestas, aún no ha sido suficientemente dilucidada en autos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del bien, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      O., Víctor Alfonso s/ Averiguación de delito


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1615/2017/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; Fallos: 315: 312 y 322:1216; Fallos: 324:1617 y 3651 y fallo de la causa Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      En tanto el juez federal procesó al imputado por encubrimiento de conformidad con la doctrina de referencia, ese fuero de excepción debe continuar conociendo a su respecto. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de las placas, de acuerdo a la doctrina de la Corte su conocimiento corresponde a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      R., Cristian Fabián s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6771/2015/2/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de patente. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y al fallo de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      S., Sergio y otros s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 51010306/2009/1/CS2, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”; Fallos: 315: 312 y 322:1216; Fallos: 324:1617 y 3651 y fallo de la causa Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      De conformidad con la doctrina de referencia, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas- de acuerdo a la doctrina de la Corte corresponde asignar su conocimiento a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      D., Emanuel Hernán s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 13612/2013/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Tribunal oral en lo correccional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, "L., Patricia y otros s/ Coacción (Art. 149 bis) y Lesiones Leves (Art. 89)".


      T., Juan Ignacio s/ Robo. Damnificado: L. P., Adriano


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55463/2017/TO1/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Detenido. Establecimientos penitenciarios. Tribunal Oral en lo Criminal. Competencia criminal. 


      En ausencia de una regla legal que contemple expresamente el supuesto bajo examen, cabe utilizar un criterio práctico y en beneficio de lo que resulte mejor para una buena administración de justicia. En tal sentido, las razones alegadas por el tribunal provincial merecen atención preferencial, pues la presencia física del imputado es imprescindible para la realización de diversos actos procesales en la etapa de juicio que tramita la causa por homicidio, por lo tanto, garantizarla con la mayor seguridad y agilidad posibles debe ser una prioridad para que el proceso no sufra demoras evitables. La permanencia del detenido en su lugar actual de detención, además de minimizar incidencias capaces de entorpecer la continuidad del juicio por el delito más grave, no aparece necesariamente como un impedimento para la aplicación de las pautas para el cumplimiento de la pena establecidas por el juzgado porteño, ni los impedimentos invocados por ese tribunal excluyen, el uso de medios alternativos para observar esas prescripciones; tampoco queda inhibida, por cierto, la opción siempre disponible del traslado a otro establecimiento penitenciario en la oportunidad en que ambos tribunales lo consideren pertinente. Corresponde desestimar el planteo efectuado por el Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas.


      V., Alan Tomás s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2576/2017/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


      Habeas corpus. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      V., Eduardo Andrés s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15268/2018/1/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


      Tenencia de estupefacientes. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Remisión a los fallos de las causas Competencia 130, L. XLII, "E., Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737" y Competencia 611, L. XLIII, "C., Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737".


      V., Miguel s/ Tenencia de estupefacientes


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2300/2017/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia de armas. Municiones. Competencia federal. 


      Teniendo en cuenta que el objeto de esta investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires, como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es conveniente declarar la competencia de la Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional Federal para que conozca en esta causa, aunque no haya sido parte en la contienda, en tanto en su territorio se encontrarían algunos de los proveedores y se secuestró la mayor cantidad de estupefacientes. Por otra parte, en el procedimiento efectuado en esta ciudad también se incautaron municiones y armas de fuego, una de ellas con su numeración registral suprimida. En tal sentido cabe destacar que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la infracción al Art. 189 bis, ap. 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el Art. 33, ap. 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la Ley 23.737, también corresponde a la justicia nacional federal conocer respecto de la tenencia de las armas y municiones secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas.


      A. P., Katherine Herminia y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Protesta. Conflicto gremial. Intervención del sindicato. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


      Tiene dicho la Corte, en reiterados precedentes, que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 162/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Secuestro de bienes. Automotores. Competencia provincial. Cédula verde. Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


      Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Más allá del procesamiento por encubrimiento dispuesto por la juez provincial, en la medida en que no surge que haya sido debidamente certificado el hecho que motivó el pedido de secuestro del automóvil por parte de la justicia, ni que se haya dado cumplimiento a la doctrina de la Corte referida a la alternatividad existente entre el desapoderamiento y su posterior encubrimiento, corresponde, a fin de evitar pronunciamientos contradictorios, se le haga saber a la titular del juzgado provincial que deberá resolver atendiendo a esa jurisprudencia y, en su caso, proveer lo que corresponda. Por otra parte, habida cuenta de que el titular del juzgado federal asumió el conocimiento de la cédula de identificación apócrifa, aunque no haya sido objeto de controversia, no puede pasarse por alto que las placas que presentaba colocadas el vehículo en cuestión habían sido sustituidas, por lo que ese magistrado deberá también investigar la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debido a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho, y la falsedad de aquel instrumento registral, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del bien y las que constan en dicha documentación, ya que resulta aconsejable desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, pues ése ha sido el criterio acogido por la Corte, en Comp. 1630, L. XL, "Comisaría de Puerto San Julián s/ Investigación", y Comp. 212, L. XLI, "Thompson Andrés; Flora Dinámica S.A. y Toyota s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública", respectivamente, razón por la cual la juez provincial debe ceder su intervención con relación a este último delito.


      C. M., John Marlok s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2179/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Desobediencia a un funcionario público. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


      E. P. J. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11859/2017/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que la entrega de una suma de dinero proveniente de una prestación pública asistencial, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación y, por consiguiente, la competencia federal, más allá de los controles finales, derecho de requerir rendición de cuentas, y vigilancia del cumplimiento de los fines del subsidio acordado, que aquélla se hubiera reservado al respecto.


      B., Rodrigo Oscar s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 260)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1965/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


      Tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso. En tales condiciones, corresponde al juez provincial incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos. Cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por ello, la justicia provincial deberá ceder su intervención a favor del fuero federal, respecto de la investigación sobre la tenencia de las armas incautadas, y de la erradicación de la numeración de una de ellas.


      L., Dora del Carmen s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 255/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto de automotor. Competencia por el territorio. Lugar de hecho. Competencia nacional. 


      Toda vez que no existe controversia acerca del delito a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y atento que de las constancias incorporadas al legajo surge que el automotor fue sustraído en ocasión de encontrarse estacionado en una calle de esta ciudad, donde fue perdido de vista por su propietario, corresponde a la justicia nacional conocer en esta investigación.


      A., Ramón Oscar s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 256/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


      De acuerdo con los criterios expuestos en el dictamen FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel s/ Secuestro extorsivo” se puede concluir que este caso corresponde al conocimiento de la justicia federal.


      H., Javier Alberto y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 793/2016/TO1/19/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


      El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar debe investigarse en el lugar de residencia del menor, ya que allí se produjo la insatisfacción de los alimentos debidos a él, y donde la madre podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


      C., G. N. s/ Infracción Ley 13.944


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1950/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el Art. 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.


      C., Sebastián Ramón s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 268/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      Lotería Nacional de Beneficencia y Casinos. Juegos de azar. Casas de juego oficiales. Investigación inconclusa. Competencia contravencional y de faltas. 


      Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis


      No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 cuando, como en el caso, las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal aplicable. De las constancias remitidas no se desprende la verificación de alguna de las posibles hipótesis elaboradas respecto al origen de las apuestas inusuales, extremo inexcusable para dirimir la competencia.


      N.N. s/ Infracción Artículo 303 Inciso 3


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 167/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Habida cuenta de que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre las calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Por aplicación de este principio, toda vez que en esta ciudad se firmó un documento antes de trasladarse a un domicilio cercano en el que realizó el pago convenido, es la magistrada nacional, que previno, quien se encuentra en mejores condiciones de continuar con el trámite de la presente causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


      G., Daniel Alberto s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58229/2017/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      La presente contienda no ha precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58. En el sub lite, los escasos elementos acumulados en el legajo no alcanzan para establecer, con el grado de certeza necesaria, la existencia de un hecho con entidad delictiva.


      H. G. p. a. D. y otro s/ Averiguación de delito


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63564/2015/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      La Corte tiene dicho que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      Incidente N° 1 - damnificado: B., H. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12342/2017/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Tarjeta de crédito. Sustracción de tarjeta de crédito. Domicilio del imputado. Economía procesal. Competencia nacional. 


      La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, dado que las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


      Incidente N° 1 - damnificado: L. P., Vilma María y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48226/2017/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de documentos. Documentación del automotor. Cédula verde. Lugar del hecho. Competencia federal. 


      Tiene dicho la Corte que dado el carácter nacional de la cédula de identificación de los automotores, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió.


      L., Sergio David s/ Encubrimiento (Artículo 278)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1724/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Contravención por discriminación. Discriminación. Competencia federal. 


      Atento que el magistrado federal ordenó la intervención del organismo de seguridad ante la posible configuración de una hipótesis delictiva o de peligro para la Nación, es que corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para conocer en esta causa.


      K., Sebastián Matías s/ Infracción Ley 23.592


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 39099/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Violencia de género. Violencia familiar. Economía procesal. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Por ello, teniendo en cuenta que es en esta capital donde se domicilia la denunciante con su hijo, como así también el imputado y, además, es la justicia civil de ésta jurisdicción la que se encuentra interviniendo en la denuncia por violencia familiar, debe ser la justicia nacional la que deberá continuar con el trámite de estas actuaciones.


      A., D. A. s/ Infracción Ley 26.485


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6637/2018/2/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización de estupefacientes. Competencia federal. 


      La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. Si bien surge que parte de las sustancias incautadas no se encontraban fraccionadas en dosis tal como lo establece el artículo 2° inciso 1° de la ley 26.052, en el caso ello no es óbice para concluir que podría estar destinada a la venta para su consumo. Por lo expuesto, la justicia provincial debe continuar conociendo en la causa.


      A. S., Amarilis Esther y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 519/2018/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento. Doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602; L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia".


      Corresponde al juzgado federal conocer respecto del delito de encubrimiento y en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas corresponde asignar su conocimiento a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      C., Hugo Leonardo s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8421/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Seguridad de los menores en internet. Pornografía. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Surgen de las constancias que las conexiones del usuario se habrían registrado desde una I.P. localizada en jurisdicción bonaerense, por lo que corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


      N.N. s/ Delitos atinentes a la pornografía


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 59/2018/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas Corpus”.


      C., Diego Omar s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20618/2018/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Habeas corpus. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


      V., Lucas Martín s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23468/2018/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Fallos: 315:312 y 325:898 y Fallos: 328: 3960.


      Atento que el magistrado nacional descartó la participación del imputado respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad y le atribuyó el delito de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de la Corte en los fallos de referencia, la justicia federal debe seguir conociendo en las actuaciones. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de las placas- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de los fallos de referencia y sus citas, su conocimiento corresponde a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja de su trámite ulterior.


      C., Patricio Emmanuel s/ Encubrimiento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34437/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Atento que no ha sido incorporada al legajo la denuncia que la originó, lo que impide conocer las particularidades del hecho, corresponde a la justicia nacional delimitar el objeto de la causa y establecer su verdadero alcance.


      N. N. s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2563/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la libertad. Violación de secretos. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CSJ 977/2017/CS1, “M., R. O. s/ Amenazas con armas o anónimas”.


      M., R. O. s/ Violación sistema informático sistema público Artículo 153 bis 2° Párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2436/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Falsificación de patentes. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y al fallo Competencia 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      T., Héctor Ezequiel s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 51010961/2012/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la libertad. Violación de secretos. Competencia federal. 


      Habida cuenta que de acuerdo a los dichos del denunciante surge que se habría violentado el usuario de la red social, que constituye una “comunicación electrónica” o “dato informático de acceso restringido”, en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículo 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


      N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2426/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Hurto. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Atento que el magistrado nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del motovehículo ocurrido en esta capital, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia.


      B., Roberto Carlos s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 33404/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Remisión a los fallos Competencia 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737"; Competencia 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737" y Competencia CSJ 1001/2017/CS1, "E., Daiana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes".


      T., Juan Carlos s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2474/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Economía procesal. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


      De los dichos del denunciante, no controvertidos por otras constancias del incidente, surge que el impedimento de contacto con su hijo se habría concretado en el domicilio que éste comparte con la imputada en una localidad bonaerense, por ende corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la causa.


      V., M. E. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40922/2016/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      La falta de una investigación suficiente en el caso impide que la Corte pueda ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que las escasas constancias agregadas al incidente no permiten, de momento, individualizar cuál sería el hecho penalmente relevante, conocer con certeza sus pormenores y encuadrarlo luego en alguna figura del catálogo penal, pues respecto de un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo.


      N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: V., Miguel Ángel


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14692/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Formación y sanción de la ley. Denuncia. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. 


      Más allá del estado embrionario en que aún se encuentra la pesquisa, y sin perjuicio de la significación jurídica que eventualmente pudiera asignárseles a los hechos que en definitiva motivan este conflicto, corresponde al tribunal en cuyo ámbito se sancionaron las leyes a las que refiere la denuncia, asumir su jurisdicción y continuar con la investigación en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      Fiscalía Civil y Comercial n° 14 y otros s/ Averiguación de delito, estafa, coacción (Artículo 149 bis) y lesiones leves (Artículo 89)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71795/2015/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Interés del menor. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Se verifican en el caso circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del interés superior del niño, autorizan a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde actualmente reside la menor, por encontrarse en mejores condiciones de resguardarlo y a fin de evitar la reedición de una misma situación traumática; por lo que corresponde proseguir la investigación al juzgado nacional que previno y a cuyos estrados concurrió la denunciante a hacer valer sus derechos.


      Y. P., R. s/ Abuso sexual


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72485/2016/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Cohecho pasivo. Economía procesal. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


      Dado que, además de no hallarse controvertido que las presuntas solicitudes de dinero se habrían producido en la provincia, se habrían afectado intereses particulares de las denunciantes, también se trataría de hechos que obstruyen el buen servicio que debe prestar una entidad nacional y sus empleados en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la Ley 48.


      M., Nora Cristina s/ Cohecho pasivo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2421/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Apología del delito. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Calificación de la conducta. Juez previniente. Competencia nacional. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Art. 24, inc. 7°, del Decreto-Ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la justicia nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      B. y otro s/ Apología del crimen


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22970/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      En atención a que de las constancias obrantes surge que el domicilio en el que se encuentra radicado el abonado, desde el cual se compartieron imágenes y videos de menores de edad con connotación sexual, se encuentra en la localidad bonaerense, donde además vive el titular de la línea, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial.


      G., B. J. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2021/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones corresponde a la justicia que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      D., L. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 355/2018/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Grooming. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Surgen de las constancias que el titular del número de teléfono celular vive en la provincia, donde se registran sus conexiones a las respectivas antenas del servicio, por ende debe continuar interviniendo el juzgado de esa jurisdicción.


      N.N. s/ Infracción Artículo 128 3° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 316/2018/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N. N. s/ Muerte por causa dudosa. Denunciante: V., Fernando y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67163/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de fallos: 315:312 y 322:1216.


      Atento que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto de la bicicleta cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento agravado que es objeto de esta controversia.


      M., Alejandro Elías s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 14108/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 323:772; 315:312 y 320:2778.


      V., Leonel Alejandro s/ Encubrimiento – Artículo 277, inciso 1, apartado c)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65587/2014/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” y Fallos: 323: 772; 315: 312 y 320: 2778.


      Descartada como ha sido la participación del prevenido respecto de la sustracción de la motocicleta por parte de la justicia nacional en lo criminal y correccional y en tanto los jueces en conflicto coinciden en calificar el hecho como encubrimiento, la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto.


      L., Agustín Nicolás s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46245/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      N.N. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34115/2015/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. Por otra parte, la Corte también tiene dicho que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, deben existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


      N.N. s/ Intimidación Pública


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 48545/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      En atención a que las denuncias reconocen su origen en lo actuado ante la justicia de familia de la provincia, a partir de lo cual se cuestiona el comportamiento de las autoridades que intervinieron en el proceso, corresponde al magistrado provincial continuar conociendo al respecto, más allá de su juicio acerca de la existencia del delito.


      N.N. s/ Averiguación de delito denunciante: C., A.


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18658/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de documentos. Uso de documento adulterado. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Resulta imprescindible dirigir la pesquisa en torno a discernir la real naturaleza de los episodios con carácter previo a establecer la competencia material en la causa, máxime cuando la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional y restrictiva. Ya que, sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      P., Javier Alejandro s/ Uso de documento adulterado o falso


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2452/2017/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


      C., Santiago Leonel y otro s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 147/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Tenencia de armas de guerra. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. Tenencia de armas. Competencia provincia. 


      Las hipótesis delictivas a considerar son dos: la infracción a la Ley 23.737 y la tenencia ilegal de armas. Respecto de la primera de ellas, y por imperio de los Arts. 3 y 4 de la Ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en esta causa, en atención a que su intervención es prioritaria en la materia. Más aun teniendo en cuenta el estado avanzado en que se encuentra el proceso, y que el tribunal federal no cuestionó los argumentos expuestos por su par federal, en tanto sostuvo que el hecho excedería la venta al consumidor final. Esa es la solución que más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia. Por otra parte, en relación con la tenencia ilegítima de las armas incautadas, la escopeta hallada no poseía identificación alguna, y podría configurar la infracción al Art. 189 bis, inc. 5°; del Código Penal, que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el Art. 33 apartado 1° , inc. e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la Ley 23.737, también corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de la tenencia de las armas secuestradas en poder del mencionado imputado, y de la posible supresión de la numeración de una de ellas. Finalmente, en relación con el resto de las armas incautadas, atento que su tenencia ilegítima es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte a su respecto ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local.


      Isacio C. S. y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 76568/2015/TO3/27/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Competencia federal. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      No se encuentra controvertido en el caso que corresponde la intervención del fuero federal, dada la presunta utilización de un documento nacional de identidad falso, con el consecuente entorpecimiento de un organismo nacional. En razón del territorio, tratándose de delitos que se habrían desarrollado en distintas jurisdicciones, la elección de alguna de ellas deberá determinarse según las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. Sobre esa base, si bien el acto que habría permitido la consecución de los demás, en la maniobra fraudulenta, habría ocurrido en territorio bonaerense, y la escrituración pública del inmueble en esta capital, no debe perderse de vista que tanto la segunda transmisión, como las anotaciones registrales de dominio sobre ese bien, se perfeccionaron en Necochea, donde, por lo demás, tramitan los juicios sucesorio y concursal, a partir de los cuales se obtuvieron elementos de prueba relevantes para la investigación, y se domicilian la empresa denunciante y los presuntos imputados. Por lo tanto, corresponde a la justicia federal de esa ciudad asumir su jurisdicción en esta causa, aunque no haya sido parte de la contienda y sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente.


      M., Oscar Raúl s/ Falsificación de documento destinado a acreditar identidad


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2140/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


      Toda vez que fue en una provincia donde se hizo valer el instrumento presumiblemente falso, que habría permitido -con la acreditación de un supuesto vínculo de unión convivencial en los términos del artículo 248 de la ley 20.744- acceder al beneficio derivado del fallecimiento, ocurrido por otra parte en esa misma provincia corresponde que el colegio de jueces con jurisdicción en ese ámbito territorial continúe conociendo en las actuaciones máxime cuando surge del incidente que también se formalizó allí -mediante acta notarial- el concreto pago en cheque de la suma correspondiente a la indicada indemnización que, a su vez, fue recibida por la denunciada en la aparente calidad que ostentaba, la que inclusive ratificó en ese mismo lugar.


      B., Eliana s/ Falsificación documentos públicos


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2437/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa procesal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Es doctrina del Tribunal que si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285. Dado que los escasos elementos agregados al incidente no permiten conocer con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos a investigar y el modo en que habrían ocurrido, se impide realizar una correcta significación jurídica que de acabado sustento a la declinatoria. En tal sentido, cabe señalar, que ni siquiera se observa en ella una mínima descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido cada uno de los delitos a los que se refiere, sino que solo se aprecia el relato de lo dicho por el denunciante respecto de las situaciones que lo habrían llevado a demandar civilmente la división del condominio, atinentes en definitiva a la supuesta firma de un contrato también controvertido en autos, que se conjeturó efectuado en territorio provincial. Esta circunstancia impide considerar que los sucesos configuren el tipo específico de defraudación al que se refiere el declinante, con ello la eventual aplicación al caso del criterio de Fallos: 308:2604 y 323: 2996.


      V., Silvina Laura y otro s/ Estafa procesal, falsificación de instrumentos públicos, defraudación por estelionato y defraudación por desbaratamiento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35000/2017/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      B., Nahuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 62433/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      N., Erik Damián s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo calificado. Competencia federal. 


      Toda vez que de acuerdo con las constancias de la causa, entre las cosas sustraídas a la denunciante se encontraban bienes suministrados por el Estado Nacional, corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción en la causa.


      Q., Damián Dante y otro s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 525/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Hurto de automotor. Competencia nacional. 


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Dada la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, la Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento, hipótesis que aún no ha sido verificada en el sub judice. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del motovehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las placas resulta aplicable la doctrina sentada por el Tribunal que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia provincial.


      H., Brian Maximiliano s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65401/2013/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      La Corte tiene dicho que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contenga la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En la presente incidencia no resulta posible determinar si el suceso tiene entidad delictiva ni, mucho menos, su calificación legal, especialmente cuando sólo se cuenta con una denuncia que se refiere genéricamente a supuestos hechos que habrían sido cometidos en distintos lugares sin que se hayan practicado las diligencias necesarias en tal sentido.


      N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: P. S. Francisco


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 13086/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, que el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento. En tales condiciones, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, 323:772, entre muchos otros, la justicia federal en cuya sección se secuestró el rodado debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las placas y las adulteraciones en las numeraciones de cuadro y motor que surgen del informe pericial, resulta aplicable la doctrina sentada por el Tribunal que sostiene que las infracciones al Art. 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia provincial, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      C. G, Santiago A. s/ Hurto


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 229/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Cohecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Comp. 121; L. XLIV, "Lobo, Roberto Martín y Freitas, José Manuel s/ Defraudación por retención indebida", y Comp. 852; L. XLVI, "Galván, Stella Maris s/ Falso testimonio".


      Las circunstancias invocadas por el magistrado declinante, por sí solas, no permiten inferir, en el estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, una coincidencia, ni aún parcial, entre ambas investigaciones, más todavía cuando sólo se vislumbra un difuso contexto fáctico de aquella iniciada en sede provincial donde, ni siquiera se han determinado las mínimas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían acaecido los supuestos sobornos, ni tampoco se ha identificado a los presuntos funcionarios públicos, directivos de empresa u otras personas que, de una manera u otra, pudieran haber participado en ellas. Por otra parte, no puede pasarse por alto que la existencia de un convenio entre el Estado nacional y la provincia, no otorga per se carácter federal a cualquier hipótesis delictiva que pudiera verificarse en el futuro, máxime cuando ese tratado sólo versa sobre un apoyo de carácter pecuniario para paliar la insuficiencia de recursos hídricos en la provincia y que no se hallaría comprendido dentro del fondo fiduciario donde sí estaría involucrada la empresa multinacional. Por lo demás, no verificándose en el caso la situación excepcional establecida por la Corte en las competencias de la referencia, las reglas de acumulación por conexidad que, implícitamente, se invocaron en la declinatoria, sólo pueden tener cabida en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


      Skanska S.A. s/ Cohecho


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2527/2017/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Motovehículo. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1"G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos 315:312 y 322:1216. Remisión a la doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651."


      R., Javier Ernesto s/ Encubrimiento (Artículo 278)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11852/2017/2/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal cabe atender la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. El presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con los criterios establecidos en: Competencia 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia” y FPA 9617/2015/1/CS1, integrados F & A Sociedad de Responsabilidad Limitada s/ Infracción Ley 26.364”.


      N.N. s/ Infracción Ley 26.364. Denunciante: D., R. E.


      COMP FPA-Justicia Federal de Paraná, 11021/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de patente. Competencia por el territorio. Competencia provincial. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Con relación a la hipótesis delictiva atinente a las adulteraciones de cuadro, motor y supresión de las placas, la Corte tiene establecido que las infracciones al son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Por aplicación de estos principios, corresponde a la justicia provincial, continuar conociendo a su respecto, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Con relación al hallazgo del motovehículo en territorio provincial, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Corresponde a la justicia provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión,


      A., Braian Leonel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 17/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Hurto de automotor. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      En cuanto a la hipótesis delictiva consistente en la falsificación de las inscripciones identificatorias de chasis, motor y chapas patentes, la Corte tiene establecido que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que, en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. En cuanto al hallazgo del automóvil, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al titular del juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


      L., Víctor Francisco s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 97/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      Acopio de municiones. Competencia provincial. 


      Cantidad y características insuficientes para configurar el delito de acopio.


      Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


      S., Mario Lujan s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 88/2018/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      No resulta posible determinar los pormenores de los hechos investigados, ni obran en el expediente los elementos mínimos indispensables para determinar fehacientemente la calificación legal del suceso.


      N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: Juzgado Civil n° 7. C.18.837/2003, y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48719/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Suministro infiel de medicamentos. Competencia federal. Tenencia de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia nacional. Competencia federal. 


      De acuerdo con las constancias del incidente las hipótesis delictivas a considerar son fundamentalmente dos. Respecto de la primera de ellas, referida a la infracción a la ley 23.737, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella norma, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Más allá de las calificaciones legales atribuidas a los imputados, el hecho investigado excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto en la causa estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en este hecho. Por otra parte, en el marco de la investigación también se incautaron dos armas, una de ellas con su numeración registral erradicada. Cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, corresponde a la justicia nacional federal conocer respecto de la tenencia de las armas secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas.


      A. A., Brayan Josep y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 429/2018/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


      Intimidación pública. Denuncia anónima. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que compete al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. Toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción,corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías de provincia, para entender en esta causa.


      N.N. Personal Policial - Escuela Bodgert s/ Intimidación Pública


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 339/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Remisión a los Fallos: 329:1905, 339:1351, 1459, 1654 y 340:891.


      R., Marcelo y otros s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2425/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Fraude a la Administración Pública. Malversación de caudales públicos. Plan alimentario nacional. Seguridad alimentaria. Competencia provincial. 


      De la comprobación sumaria efectuada Tribunal de Cuentas de la provincia, se desprende que las partidas de mercaderías objeto de pesquisa fueron oportunamente adquiridas con fondos de la provincia motivo por el cual, cabe concluir, que los aportes financieros oportunamente remitidos por la Nación en el marco de un programa de seguridad alimentaria ya habían ingresado, efectivamente, a las arcas provinciales. Por ello, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual, una vez que aquéllos fueron recibidos e incorporados al patrimonio local, su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio a sus rentas y no al Estado nacional, por lo que corresponde a la justicia de la provincia. Ello sin perjuicio, de los controles finales, derecho de exigir rendición de cuentas, y vigilancia del cumplimiento de los fines del plan acordado entre las partes que, eventualmente, el Estado Nacional pudiera haberse reservado al respecto.


      L., Héctor Ángel y otro s/ Defraudación contra la administración pública y malversación de caudales públicos (Artículo 261)


      FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401092/2005/TO1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Más allá del acierto o error en el juzgamiento por parte de la justicia local del delito de encubrimiento, de la sustracción del motovehículo cometida en una localidad bonaerense, lo cierto es que el objeto procesal de esta contienda ha quedado circunscripto a determinar el tribunal que debiera averiguar un delito de acción pública supuestamente cometido, que habría tenido lugar -al menos en parte- en Capital Federal, y que habría involucrado al motovehículo que fue secuestrado. En ese sentido, el descargo formulado por el encausado carece de suficiente convicción para delimitar las características del suceso que podría llegar a resultar objeto de investigación, ni fundar una determinada calificación legal, para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Corresponde al tribunal provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      O., Luís s/ Averiguación de ilícito


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44585/2017/2/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Economía procesal. Encubrimiento. Competencia federal. Robo de automotor. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Cabe señalar que la correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia, lo que no ocurre en el caso en que el juez federal no se la atribuyó a su par provincial, sino que rechazó la suya, en el entendimiento de que debía conocer la justicia nacional que investigaba la sustracción del rodado, pese a lo cual remitió el legajo al juzgado local. Es doctrina del Tribunal que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Corresponde a la justicia local, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la supuesta adquisición del vehículo.


      P., Cristian Daniel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2646/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Economía procesal. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Doctrina de Fallos: 315:312; 322:1216 y 323:772.


      El Tribunal tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      G. C., Daniel Agustín y otro s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 60/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de sellos, timbres y marcas. Competencia provincial. 


      Tiene resuelto la Corte que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores (artículo 289, inciso 3° del Código Penal), carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. Por otra parte también tiene establecido que cuando no es posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


      Incidente N° 1 - N.N.: N.N., dominios NXX - XX3 Y NXX - XX0 s/ Incidente de incompetencia


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 35788/2016/1/CS2, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Competencia nacional. 


      En primer lugar, las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales, y que los procedimientos que conducen a deducir contiendas insustanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia. Por otro lado, el presente conflicto carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa procesal requiere los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, ya que, además, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. En este sentido, todavía no ha sido posible establecer ningún hecho concreto respecto del cual corresponda pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo, pues la circunstancia de que no ha sido secuestrado el motovehículo objeto de las infracciones de tránsito cometidas en esta capital, imposibilita afirmar la concordancia que pudiera existir entre sus inscripciones identificatorias y las de aquel que había sido sustraído, o bien que se relacione con otro de similares características al suyo, pero con sus placas colocadas apócrifas o sustituidas.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58895/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Domicilio del imputado. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Multiplicidad de hechos.


      Teniendo en cuenta la calificación que se infiere de la resolución del declinante y las constancias incorporadas al legajo, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


      N.N. - Denunciante: C., Martín Santiago s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 625/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Cuentas bancarias. Depósito de sumas de dinero. Redes sociales. Facebook. Internet. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. En este sentido, si bien el dinero fue transferido a una entidad con sede en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, adquiere relevancia en el caso que tanto la cuenta de destino final, como los domicilios de su titular y de la conexión que habría utilizado la imputada para ingresar a su usuario de la red social, se encuentran en territorio bonaerense.


      N.N. s/ Estafa denunciante: A., Fabián Eduardo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53368/2015/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


      Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


      M., Leopoldo Raúl s/ Infracción Artículo 302


      COMP CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1762/2016/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Aeropuertos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      En atención a que de las escasas constancias incorporadas al incidente no surge, la afectación directa de la navegación o el comercio aéreo, ni de algún otro interés nacional que surtan el conocimiento del fuero federal, la justicia ordinaria debe entender en la causa. Por lo demás, es doctrina de la Corte que si no se ha acreditado el lugar donde se produjo la sustracción, corresponde atribuir el conocimiento de los autos al tribunal con asiento en el lugar donde se comprobó la comisión del hecho.


      N.N. s/ Hurto


      COMP FCB-Justicia Federal de Córdoba, 45100/2016/1/CS2, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercio ilegal de animales. Protección de la flora y fauna silvestre. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión. En atención a ese principio, y más allá de que el tráfico de animales pudiere abarcar territorialmente a más de una jurisdicción, circunstancia aun no acreditada con las escasas constancias remitidas, de las cuales no surge dónde habría sido capturado el animal, si en la actualidad permanecería cautivo en el lugar informado durante la investigación preliminar o habría sido vendido a otra provincia o al exterior como sugiere el juez local, corresponde a este magistrado, quien no discute su competencia territorial en el caso, y en cuyo ámbito residiría el presunto imputado, proseguir la investigación e incorporar los elementos necesarios para profundizarla.


      M., Juan Alejo s/ Infracción Ley 22.421


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 150/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Pese a que en el presente incidente sólo obran las resoluciones de ambos magistrados y, de su lectura, se infiere que la pesquisa se encontraría todavía en un estado incipiente, se desprende de la somera descripción fáctica efectuada por la propia justicia federal, que los hechos sobre los que versa esta controversia involucrarían la utilización ilegítima del documento nacional de identidad del denunciante, conducta que, resultaría en principio abarcada por la Ley 17.671, cuyo juzgamiento le compete a aquélla.


      G., Raúl Ernesto y otros s/ Defraudación contra la administración pública


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 121/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Economía procesal. Interés del menor. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Impedimento de contacto.


      De los dichos no controvertidos de la denunciante, única base de juicio con que se cuenta para dirimir el conflicto, se deprende que el impedimento de contacto objeto de investigación habría tenido lugar tanto en esta capital como en la provincia de Buenos Aires, por lo que resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que sea más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los derechos de las personas implicadas en el litigio. No puede pasarse por alto que el criterio de conveniencia predominante ha de ser el de la protección del interés del niño, el cual debe prevalecer sobre los otros, incluyendo los intereses de su padre y madre. Por aplicación de estos principios, y teniendo en cuenta que de los escasos elementos remitidos no surge con certeza dónde viviría actualmente la menor, dada la inestable situación en que se encontraría el imputado, quien no tendría domicilio fijo, y la posibilidad de que se hayan mudado al departamento de un familiar suyo en un barrio porteño, a lo cual cabe agregar que según lo manifestado por la madre del menor, ante la justicia nacional en lo civil tramitaría un expediente vinculado a una denuncia por violencia familiar realizada con motivo de un golpe recibido de su ex pareja, cuando intentaba llevarse a su hija consigo, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional que previno, y a cuyos estrados concurrió la denunciante en defensa de sus derechos, proseguir la investigación.


      P., B. G. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40640/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Cobertura médica. Sociedad prestadora de servicios médicos. Competencia provincial. 


      Más allá de la calificación legal que resulte en definitiva, las escasas constancias del incidente, no aportan elementos de juicio suficientes que indiquen, por el momento, que se hubiera afectado el buen servicio que debe prestar el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Por el contrario, y conforme los términos de la denuncia, la atribución de los hechos estaría exclusivamente dirigida a una prestadora privada de ese organismo.


      N.N. denunciante Norma Beatriz F. s/ Averiguación de delito


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 174/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      No obstante la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho objeto de conflicto, lo cierto es que, éste habría obedecido a una razón estrictamente particular. En consecuencia, dado que por el momento no hay elemento alguno que justifique la competencia de excepción y tampoco se aprecia otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación.


      K., Recep y otro s/ Averiguación de delito


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 44121/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      El presente conflicto suscitado entre el Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas y el Juzgado de Garantías provincial no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos. Corresponde al juez nacional, que primero conoció del delito, aunque no haya sido parte en la contienda, profundizar la investigación.


      U., Juan Ignacio s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 195/2018/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de sellos, timbres y marcas. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Es criterio de la Corte que la correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de la competencia, pues el juez federal devolvió las actuaciones al magistrado que previno, pese a considerar que debía intervenir su par provincial. También ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      S., Luis Alberto s/ Averiguación de delito


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 1881/2017/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      En concreto, no surgen del legajo elementos que den sustento a la calificación dada a los hechos, ya que no se realizó ninguna medida destinada a corroborar los dichos del denunciante, que hasta el momento y dada la orfandad probatoria, parecieran versar sobre un incumplimiento contractual, a excepción de los hechos relativos al supuesto extravío de cheques, que podría haber perjudicado a terceros de buena fe.


      G., Fernando s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76848/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      El conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada y finalmente discernir el tribunal que corresponda investigarlos, por lo que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. El expediente carece de elementos de juicio suficientes que permitan sostener las calificaciones jurídicas sobre cuya base se ha planteado la declinatoria por lo que corresponde a la justicia nacional que previno, proseguir el trámite de la causa.


      N.N. s/ Estafa, falsificación de documentos públicos, falsedad ideológica y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61719/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Usurpación de predio público. Terrenos. Patrimonio. Estado Nacional. Juez previniente. Competencia federal. 


      Conforme se desprende de los dichos del denunciante y de los informes de seguridad, los terrenos cuya ocupación ilegal se denuncia serían propiedad del Estado Nacional, situación no discutida por el magistrado federal. En consecuencia los hechos objeto de contienda serían susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones. Corresponde a la justicia de excepción, que previno, continuar con el trámite de la presente causa.


      N.N. s/ Usurpación (Artículo 181 inciso 1) denunciante: D., Luis Antonio y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18667/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Falsificación de instrumento privado. Concurso ideal. Competencia provincial. 


      Sin perjuicio de que las escasas constancias incorporadas al legajo impiden conocer con certidumbre los hechos denunciados, más allá de lo que resulte ulteriormente, alcanzan para encuadrarlos, prima facie y en consonancia con la hipótesis del magistrado nacional, en los delitos de estafa y falsificación de documento privado, por lo que corresponde atribuir la investigación al juez local, en cuya jurisdicción se utilizó el documento presuntamente apócrifo para cometer las supuestas defraudaciones, conductas que concurrirían en forma ideal.


      N.N. s/ Defraudación


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74845/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Lesiones leves. Personal policial. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      D., Diego Sebastián s/ Lesiones leves (Artículo 89) y resistencia o desobediencia a funcionario público. Damnificado: S., Fabián Alberto y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38373/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


      El conflicto no reúne los elementos necesarios para que la Corte pueda ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y, tal es así que, frente a las circunstancias, el juzgado criminal y correccional, que previno, deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y, tras ello, ponerlos en conocimiento del tribunal provincial -lo cual no realizó al elevar directamente las actuaciones complementarias- para que, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se suscite un nuevo conflicto que deba ser resuelto por la Corte.


      N.N. s/ Muerte por causa dudosa damnificado: S., Ricardo Heriberto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70565/2017/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Policía provincial. Competencia provincial. 


      Más allá del estado embrionario en el que todavía se encuentra el trámite del sumario, donde ni siquiera consta determinado el objeto de la pesquisa, es imposible verificar, hasta el momento alguna circunstancia que en principio justifique la jurisdicción federal, de carácter excepcional y restringida. Cabe mencionar que la vaga insinuación que realiza el denunciante -sobre el tipo de acciones a las que lo vincularían las manifestaciones radiales que rechaza- no alcanza para establecer una concreta imputación que corresponda investigar al fuero de excepción, a cuyo cargo tampoco se registran causas hasta el momento. Sin embargo, es en el ámbito provincial donde sí se ventila un sumario en contra del comisario general bonaerense, en orden a comportamientos indebidos en el marco de sus funciones locales, e inclusive una investigación penal concreta iniciada a partir de la denuncia de la Auditoría de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires, en la que interviene la justicia ordinaria. En tales condiciones, independientemente del objeto en el que en definitiva se circunscriban los hechos que se relatan en la presentación, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con el trámite del sumario.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 293/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Cheque de pago diferido. Extravío del cheque. Adulteración de cheque. Lugar del hecho. Presentación al cobro. Competencia provincial. 


      De acuerdo a las calificaciones dadas prima facie a los sucesos y teniendo en cuenta las constancias incorporadas al legajo, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si los hechos a investigar, concurren en forma ideal, corresponde que investigue el juez del lugar donde el documento adulterado fue utilizado y se ocasionó el concreto y efectivo perjuicio patrimonial.


      E., Liliana Mabel s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56833/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, la gran cantidad de material estupefaciente incautado, sumado a la forma en que se encontraba acondicionado y el lugar en el que ocurrieron los hechos, no permiten afirmar que estuviera destinado a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


      M. A., Alicio s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 755/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Toda vez que de los dichos no controvertidos del denunciante surge que los hechos materia de la contienda habrían acaecido en territorio de la provincia de Buenos Aires, corresponde a la justicia bonaerense conocer en esta investigación.


      P., Ignacio s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 362/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que el principio básico en materia de competencia penal es el de que ella se rige por el lugar de comisión del delito y que tanto el ámbito donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


      N.N. s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 235/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


      Teniendo en cuenta los dichos no controvertidos de las denunciantes y las demás constancias incorporadas al legajo, corresponde a la justicia provincial conocer en esta causa, en cuyo ámbito territorial se habrían entablado las negociaciones entre el causante y los denunciados, se encontraría su estudio jurídico-contable, se domicilia una de las denunciantes y tramita el juicio sucesorio en el que se reclama el dinero apropiado.


      D´A., Fernando Raúl y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52103/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


      Estafa. Falsificación de documentos. Economía procesal. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Tiene establecido la Corte que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no se verifica en el caso, pues tal como quedó expuesto el magistrado nacional consideró que correspondía al fuero federal tomar intervención en los hechos motivo de conflicto y, sin embargo, devolvió la causa al magistrado local. Resulta aplicable al caso el criterio establecido por la Corte según el cual, cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos delitos de falsedad y estafa conforman un único hecho en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindido, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      M., Nicole Sara y/o R., Ezequiel Ariel s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 112/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Cocaína. Marihuana. Competencia federal. Resistencia a la autoridad. Lesiones leves. Competencia provincial. 


      Infracción ley 23.737.


      Respecto de la infracción a la Ley 23.737, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la norma referida, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, la gran cantidad de material estupefaciente incautado, sumado a la forma en que se encontraba acondicionado y el lugar en el que ocurrieron los hechos, no permiten afirmar que estuviera destinado a un consumo inmediato, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca al respecto. Por otra parte, tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


      D. C., Fernando Néstor y otro s/ Lesiones leves (Artículo 89)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Denuncia. Apoderado. Plan para la vivienda. Competencia federal. 


      Incidente de competencia CCC 72339/2014/2/CS1, “P., Daniel Néstor y otros s/ Defraudación por estelionato, falsedad ideológica y asociación ilícita. Querellante: T., Eduardo Eder y otro".


      Es posible establecer a partir de las constancias incorporadas al legajo, que los hechos que motivaron este conflicto resultan ser los mismos que dieron lugar a la causa en la previno el juez nacional. En tales condiciones, habida cuenta de que en dicha causa se suscitó además el incidente de competencia referido, a cuyo respecto se expidió la Corte, corresponde estarse a lo allí dispuesto.


      F., Ricardo y otros s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1754/2017/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. La determinación de esos extremos resulta indispensable para la correcta solución de la presente, por lo que corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


      N.N. s/ Lesiones gravísimas (Artículo 91 Código Penal)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68982/2017/1/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Defraudación. Administración fraudulenta. Delegado gremial. Asociaciones sindicales. Competencia federal. 


      La designación y su prórroga de uno de los imputados como Delegado Normalizador fue dispuesta por resolución del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación. Y atento que no puede descartarse que las presuntas irregularidades que, entre otros, se le reprochan al imputado guarden relación con la función que se le encomendara, las hipótesis delictivas a investigar podrían resultar de aquéllas que afectan o corrompen el buen servicio que presta un organismo nacional y sus empleados.


      G., Juan Antonio y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 320/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Internet. Vivienda. Boleto de compraventa. Competencia provincial. 


      Toda vez que de la reseña efectuada, a la que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto sus dichos no se encuentren desvirtuados por otras constancias del expediente, junto con las constancias agregadas, indican que en la jurisdicción bonaerense se firmó el boleto de compraventa y se entregó el dinero a cuenta del precio que, luego, fue depositado en la sucursal provincial del Banco Nación y transferido a otras cuentas de esa entidad, cuyos titulares se encuentran identificados, corresponde al juez provincial asumir su competencia e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa.


      N.N. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 635/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Es criterio de la Corte que no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58 si los elementos de prueba incorporados al incidente resultan insuficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal de modo que permita formar fundado criterio acerca del lugar de comisión del delito y finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Corresponde a la justicia provincial, que previno, y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con su trámite.


      N.N. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 144/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Hábeas corpus. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      M., Leonardo s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25013/2018/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N. A. S.R.L s/ Defraudación por retención indebida


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62663/2017/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Denuncia. Lugar del hecho. Administración de la sociedad. Domicilio social. Competencia provincial. 


      Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte respecto de los hechos denunciados, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la infracción debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración de la firma comercial.


      B. S.A. s/ Estafa y defraudación por retención indebida


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67987/2017/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      El presente conflicto de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N., Lucas Edgardo s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 439/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


      Investigación a cargo de un único tribunal.


      En razón de la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación de las armas motivo de esta contienda, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal, sin que la eventual desvinculación del imputado respecto de la supresión de la numeración del arma autorice, en principio, a modificar ese criterio.


      C., Silvia Noemí s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 405/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Violación de correspondencia. Correo electrónico. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Más allá de que el presente conflicto no se hallaría precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, en tanto no se cuenta con la información del lugar desde donde se realizaron las conexiones tanto legítimas como desconocidas por el denunciante a su cuenta de correo electrónico, toda vez que la contienda quedó circunscripta prima facie al delito reprimido en el artículo 153 del Código Penal, que es de exclusiva competencia federal, corresponde dar intervención a ese fuero, donde el denunciante acudió a hacer valer sus derechos, aunque no haya sido parte en la contienda.


      N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1 ° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 335/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, el Tribunal no puede ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso. No se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los dichos expuestos en las declaraciones testimoniales mencionadas, a fin de acreditar mínimamente quiénes y de qué manera estarían comercializando estupefacientes, resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial. Corresponde al juez provincial incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos.


      V., Maximiliano Lautaro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2638/2017/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Tiene resuelto la Corte que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores, carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. Por otra parte también tiene establecido que cuando no es posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


      A., Franco Isel s/ Falsificación de documentos públicos


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 39/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Lesiones culposas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


      Toda vez que de los dichos de la víctima, no controvertidos por otras constancias del expediente, surge que las lesiones habrían ocurrido en territorio bonaerense, es el juez de garantías quien debe continuar con la pesquisa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas del procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      Conductor Colectivo Línea 5X, interno 2X s/ Lesiones culposas (Artículo 94 - 1° párrafo)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2363/2017/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo. Arma reglamentaria. Personal policial. Encubrimiento. Competencia federal. Abuso de armas. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Relación de alternatividad entre las figuras penales.


      Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Dado que, el hecho principal es, en principio ajeno a este conflicto, es de aquellos que suscitan la jurisdicción del fuero de excepción, más allá de que en la actualidad, su investigación se encuentre acumulada a la pesquisa de los hechos objeto de la presente contienda. En este sentido, la Corte ha sostenido reiteradamente que corresponde a la justicia federal, conocer en las causas por el delito de robo del arma reglamentaria de un agente de la Policía Federal. En esa línea argumental, al corresponder al fuero de excepción el conocimiento de aquel delito, también deberá hacerlo respecto de su encubrimiento, en atención a la relación de aIternatividad existente entre ambas infracciones. Esa jurisdicción deberá además, adecuar el trámite a sus reglas de procedimiento, sin perjuicio de las medidas que le corresponderían impulsar a fin de lograr el efectivo sometimiento a su jurisdicción del desapoderamiento.


      C., Jonatan Antonio s/ Encubrimiento Artículo 277


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1705/2017/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Comercialización ilegal de estupefacientes. Narcotráfico. Competencia federal. 


      La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar el conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3° y 4°. Lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. Cabe resaltar que esa regla también tiene como objeto evitar que se frustren investigaciones, y de tal manera aunar la prueba reunida para poder determinar la conducta atribuible a cada caso, teniendo en cuenta la vinculación que existe entre el narcotraficante, su red de distribución y los consumidores. Esta es la situación que se presenta en el caso, toda vez que, más allá del archivo dispuesto y de las calificaciones legales atribuidas a los imputados, el hecho investigado excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto en la causa estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas.


      O. R., Paul s/ Infracción Ley 23.737


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 11908/2014/1/CS2, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso deshonesto. Víctima menor de edad. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial.



      Conforme se desprende de lo manifestado por una de las víctimas, los ataques sexuales presuntamente cometidos en su perjuicio habrían tenido lugar en territorio bonaerense, por lo que corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación. Si bien de las constancias de la causa no surge hasta el momento dónde habrían sucedido los hechos que habrían damnificado a las víctimas, lo cierto es que respecto de ambas los abusos habrían ocurrido a lo largo del tiempo, en un mismo contexto familiar y por parte del mismo imputado, quien también habría atacado la integridad sexual de las menores.


      C., G. s/ Abuso deshonesto - modificación Ley 25.087 (sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4146/2017/1/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Amenazas. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia contravencional.



      Remisión al fallo Competencia 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis".


      Q., N. L. y otro s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 336/2018/CS1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Marcas. Propiedad intelectual. Falsificación de marcas o designación. Actividades económicas. Competencia desleal. Competencia federal.



      Es un criterio arraigado en la jurisprudencia del Tribunal que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. Considerar atípica la falsificación de marcas registradas referidas a obras cinematográficas y musicales únicamente por su incapacidad de afectar la confianza del comprador en el origen y la calidad del producto adquirido, desatiende la pluralidad de bienes jurídicos garantizados por la norma. Desde el punto de vista del comerciante con derecho exclusivo a explotar su marca, la evaluación de la potencial lesividad de hechos debe ponderar el efecto cumulativo de actos individuales que, aunque constituyen la negación de aquellas buenas prácticas comerciales, aisladamente podrían parecer inocuos, pero como práctica generalizada contribuyen a configurar mercados marginales de considerable escala económica y capacidad de afectar la competencia leal. En la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de las Leyes 22.362 y 11.723, pues surge del estudio técnico que la mercadería secuestrada presentaba signos imitativos de las marcas originales, corresponde a la justicia federal continuar el trámite de la causa que originó la contienda.


      M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 62000715/2011/1/CS1, 02 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Transporte de estupefacientes. Competencia federal.



      Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Cuando de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el Art. 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


      R., Lucio s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 146/2018/CS1, 02 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la integridad sexual. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Competencia provincial.



      Tiene dicho la Corte que cuando hechos de esta naturaleza afectan a un menor de edad, a fin de establecer el juez competente debe ponderarse prioritariamente su lugar de residencia, pues esa solución es la que mejor se compadece con el interés superior del niño y que, por otra parte, lo coloca en una situación de mayor inmediación judicial con su centro de vida y más eficaz ejercicio de la defensa de sus intereses. No obstante, cabe indicar también que se desprende de las constancias de la historia clínica que la madre habría encontrado a su pareja tocando a la niña en el domicilio en la provincia y que a raíz de ese hecho le contó lo sucedido antes, y que la propia denunciante relata que las conductas con insinuaciones eróticas habrían ocurrido también en el ámbito bonaerense. Ello se agrega a que el representante fiscal ya realizó actos de instrucción -como la confección del informe socio ambiental sobre el grupo familiar- y analizó además la conveniencia de obtener la declaración de la menor bajo la modalidad de Cámara Gessell. Estas circunstancias, hacen conveniente establecer la competencia de la justicia bonaerense que previno, y a la que concurrió la madre de la menor a hacer valer sus derechos.


      L., V. O. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2455/2017/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio. Servicio Penitenciario Federal. Competencia provincial.



      Homicidio ocurrido en establecimiento carcelario federal.


      De lo actuado no surge que en la muerte del interno hubiera participado personal penitenciario, y por tanto afectado el normal desarrollo de sus actividades federales, ni el buen servicio que deben prestar sus empleados. A ello se le suma que el mismo órgano jurisdiccional provincial reconoció la naturaleza común del hecho.


      Incidente N° 2 - víctima: S., Matías - imputado: B., José Abel s/ Incidente


      FGR-Justicia Federal de General Roca, 15864/2015/TO1/2/CS2, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial.



      Tiene establecido el Tribunal que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. asiste razón al magistrado del fuero de excepción en tanto que, de las constancias del incidente, se desprende que el objeto de la pesquisa -sin perjuicio de la oportuna valoración que, en su caso, permita asignarle una sub sunción típica apropiada- sólo abarcaría la presunta comisión de delitos de acción pública de índole común que, eventualmente, podrían imputarse a personas del ámbito privado, cuya pesquisa pertenece a la esfera de la justicia de la provincia, donde, en definitiva, podrían haber tenido lugar. Dado que tampoco se advierten otros motivos que pudieran justificar la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde al Juzgado de Control y Faltas provincial, continuar conociendo en esta causa.


      N.N. denunciante: U. E., Marcela María s/ Infracción Ley 16.463


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2682/2017/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.



      La presente cuestión negativa de competencia se ha tornado abstracta, y, por lo tanto, deviene inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      V., Matías Alberto y otro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 49709/2015/TO1/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial.



      Remisión al dictamen de la causa Competencia N° FSM 4431/2016/TO4/14/CS1,"M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      V., Emiliano Jesús s/ Secuestro extorsivo


      COMP FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12603/2015/TO1/6/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia N° FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".



      S., Cristian Gabriel d. V. y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 30459/2016/TO1/7/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Economía procesal. Competencia federal.



      Incorrecta traba de la contienda.


      Desde el punto de vista formal, no existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia, que presupone que los tribunales intervinientes se la atribuyan recíprocamente, en tanto la juez federal no asignó el conocimiento de este hecho a su par provincial, sino que fundamentó el rechazo de la suya con base en que sería competente la justicia de excepción para conocer en el caso. Cabe recordar que es privativo del fuero de excepción el juzgamiento de la falsificación y uso de un documento nacional de identidad.


      S., Eduardo Bernardo s/ Defraudación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 677/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Violación de secretos. Delitos contra la libertad. Investigación inconclusa. Competencia provincial.



      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N.N. s/ Violación correspondencia medios electrónicos Artículo 153 2° Párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 832/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Coacción. Violencia de género. Competencia criminal y correccional.



      Denuncia en la Oficina de Violencia Doméstica.


      La investigación conforma un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación.


      G., J. H. s/ Coacción (Artículo 149 bis)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 678/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Redes sociales. Facebook. Venta por Internet. Concurso ideal. Delitos relacionados con la identidad de las personas. Documento nacional de identidad. Uso de documento falso. Competencia federal.



      Tiene resuelto la Corte que corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y/o uso ilegítimo del documento nacional de identidad, por su carácter federal, y la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


      F. G., Franco Benjamín


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 829/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Interés del menor. Domicilio del menor. Competencia provincial.



      Ley 24.270.


      Si bien de acuerdo con los dichos de la denunciante y conforme ha quedado circunscripto el hecho objeto de investigación y contienda, habría sido en esta ciudad la remoción del menor, impidiéndole a su madre tomar contacto con él y ejercer sus derechos y obligaciones, no puede pasarse por alto que estos sucesos responderían a una situación de conflicto doméstico originado en Posadas, donde vivía el grupo familiar cuando la denunciante habría decidido, romper el vínculo con el denunciado por problemas de pareja y marcharse con su pequeño hijo hacia esta capital, previo denunciarlo por violencia de género. Tal desarraigo motivó que aquél también iniciara actuaciones penales por impedimento de contacto, las cuales se sustanciarían en esa ciudad, y que, paralelamente a su trámite y al de la presente causa, requiriera el cuidado unipersonal del menor, que fue concedido en su beneficio.


      R., V. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56819/2015/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Interés del menor. Competencia nacional. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda asignarle, los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para formar fundado criterio acerca del lugar de comisión del presunto hecho delictivo. Como bien lo señala la justicia provincial, tales discordancias en el relato de la víctima demuestran la imprecisión de sus términos en cuanto al lugar donde pudo haber ocurrido el supuesto abuso sexual, a la vez que tampoco se conocen con certeza las demás circunstancias que rodearon a los hechos, por lo que corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad. Teniendo en cuenta que el joven se encontraría en una situación de vulnerabilidad, con escasa o nula contención, es la solución que mejor favorece la protección de su integridad e interés.


      F., P. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 643/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues, la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos, prima facie, en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien materialmente compete investigarla. Cabe señalar que si bien las tareas investigativas efectuadas refieren a presuntas actividades vinculadas con el tráfico de teléfonos celulares usados, esa circunstancia no basta aún para corroborar los términos de la denuncia anónima en cuanto a la hipótesis de una receptación dolosa de aparatos -o sus partes- de procedencia ilegítima u otro de los delitos previstos y reprimidos en la ley 25.891, relacionados con la autenticidad del sistema electrónico de comunicaciones móviles. La calificación propuesta por la Juez declinante con base en esa norma no brinda entonces acabado sustento a la declinatoria, por lo que corresponde a la justicia provincial, que previno y tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a ese respecto y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      N. N. - Policía Federal Argentina s/ Infracción Ley 25.891


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 497/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Más allá de la significación penal que en definitiva quepa dar a los hechos denunciados, y considerando el incipiente estado de la investigación, corresponde al juzgado nacional que previno, y que además reconoce que aquéllos habrían tenido comienzo de ejecución en esta ciudad -en la que, por otra parte, se domicilia la presunta víctima e hizo valer sus derechos- continuar con su trámite, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


      N. N. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48330/2017/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Violencia de género. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- todos los hechos investigados conforman un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación. Corresponde entender en la presente a la justicia nacional que previno.


      I., C. E. s/ Lesiones agravadas y estupro según circunstancias Artículo 119 inciso A, B, C, D, E, F. Denunciante Juzgado Penal Contravencional y de Faltas N° 2 Causa 18.613/2015, y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60709/2015/4/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      C., María Cruz y otro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 44543/2017/TO1/8/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse no solo que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estaría identificado un individuo que sería proveedor de esas sustancias, sino que también podría estar desarrollándose en distintas jurisdicciones territoriales, atento que la encomienda enviada habría partido desde la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


      Z., Rodrigo Miguel s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 236/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Concurso de delitos. Tenencia de armas. Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 


      En el presente conflicto las hipótesis delictivas a considerar son dos: por un lado, la infracción a la ley 23.737 y, por otro, la tenencia y portación de armas. Respecto de la primera de ellas, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, la gran cantidad de material estupefaciente incautado, sumado a la forma en que se encontraba acondicionado, no permiten afirmar que estuviera destinado a un consumo inmediato, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca al respecto. Por otra parte, tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común. La Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. En ese sentido, advierto además que de las constancias agregadas a la causa no surge que los delitos previstos en el artículo 189 bis del Código Penal guarden relación alguna con la infracción a la ley 23.737, por lo que la justicia local deberá continuar con su investigación.


      G. M., Miguel Gustavo s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 262/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto de mercaderías. Investigación inconclusa. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal. Necesidad de profundizar la investigación. Criterio de fallos 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”. 


      La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. En cuanto a los hechos denunciados en la ciudad de Buenos Aires, en tanto de los términos de su denuncia corroborados por los restantes elementos de la causa y no cuestionados por los magistrados intervinientes en el conflicto se desprende que la sustracción del vehiculo, tuvo lugar sobre el Camino de Cintura y/o Ruta Provincial N° 4. Por lo tanto, la hipótesis planteada por el fiscal y aceptada por el juez local, según la cual debía investigarse el presunto encubrimiento de un delito cometido en la capital, carece de sustento no sólo a partir de aquellos elementos aunados a la causa, sino porque aquella ruta pertenece íntegramente a la provincia de Buenos Aires. Desde esa perspectiva, resulta aplicable al sub judice lo resuelto por el Tribunal en casos que guardan similitud con el presente, en el sentido de que de haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      S., Hernán L. y otros s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55477/2014/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Economía procesal. Lugar del hecho. Comienzo de ejecución del delito. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Tiene resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Habida cuenta que no es posible determinar, con el grado de certeza necesaria que esta etapa procesal requiere, el lugar donde se consumó el delito.


      O., Diego Antonio s/ Hurto de mercadería transportada (Artículo 163 inciso 5). Denunciante: N., Néstor Aníbal y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58149/2016/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Servicio Penitenciario Federal. Competencia provincial. 


      Tiene resuelto la Corte a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Además, los hechos relatados en la denuncia no habrían representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que allí prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva.


      P., Adrián Arturo s/ Amenazas


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 109589/2017/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. Competencia penal. 


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia del encuadre jurídico que se atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No se han acreditado extremos por los cuales deba conocer la justicia federal, de naturaleza excepcional y restrictiva. Debe continuar con la investigación el Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas, que además previno.


      N. N. s/ Daños


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 357/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Usurpación de títulos u honores. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia federal. 


      Es doctrina de la Corte que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue descubierto el delito. Por otra parte, al tratarse del uso de un documento público de carácter nacional como lo es el título expedido por la Universidad de Buenos Aires, de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado "C", del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde al fuero federal. En este sentido, y dado que por medio del Colegio de Médicos de Capital Federal se tomó conocimiento de dicha falsificación y en esa jurisdicción además se presentó a la entrevista de trabajo y cobraba su sueldo, corresponde a la justicia federal de esa ciudad conocer en la presente, aunque no haya sido parte en la contienda.


      C., Teresa Hermelinda s/ Usurpación de título


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 328/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


      Narcomenudeo. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Remisión a los fallos de las causas Competencia 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737" y Competencia 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737".


      C., Yesica Evelyn s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 237/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


      La Corte tiene establecido que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir y del certificado de verificación técnica de vehículos si no surge, que se haya presentado en alguna institución nacional, por lo que no se ha entorpecido el normal funcionamiento de organismos federales.


      B., Aníbal Daniel s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 36/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 74304/2013/1/CS1, "N.N. s/ Robo con armas".


      F., Cristian Nicolás s/ Robo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 645/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Daño. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 109589/2017/1/CS1, "P., Adrián Arturo s/ Amenazas".


      R., Matías Gabriel s/ Daños


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 78872/2016/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se han llevado a cabo medidas tendientes a la determinación de los hechos relevantes y su significación jurídica de la conducta imputada a partir de sus circunstancias de tiempo, modo y lugar. Por lo tanto, corresponde al magistrado federal que previno, continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      C., José s/ Averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7167/2017/1/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


      Más allá de que el menor se encuentre viviendo con su padre en esta ciudad por elección propia, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia, era en la provincia de Buenos Aires donde residía al tiempo en que aquél lo habría removido de la custodia de su madre, privándola del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, y toda vez que también ante los estrados del fuero civil bonaerense se ventila el conflicto entre los cónyuges, corresponde al juzgado local continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad.


      I., G. A. s/ Infracción Ley 24.270


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11047/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Sin perjuicio de las escasas constancias incorporadas al legajo, toda vez que según los dichos no controvertidos del denunciante, la operación presuntamente fraudulenta habría ocurrido en territorio bonaerense, donde además se domicilia, corresponde atribuir esta investigación al magistrado local.


      N.N. s/ Defraudación


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12200/2018/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Apremios ilegales. Amenazas. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Corresponde asignar la competencia a la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda, en aplicación de la doctrina de la Corte según la cual compete a la justicia federal conocer en las causas seguidas por delitos cuya comisión es atribuida a empleados de la Nación en ejercicio de sus funciones.


      Departamento Unidad Federal de Investigaciones Especiales y otro s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis inciso 3) y amenazas


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28627/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Circulares del BCRA. Tipo penal. Ley penal más benigna. Revocación de sentencia. 


      Las conductas por las que el Banco Central de la República Argentina conservan su relevancia típica no obstante las posteriores modificaciones de la reglamentación de la ley penal en blanco. En tales condiciones, lo resuelto por el a quo a partir de los citados precedentes de la Corte, importa una inteligencia de la garantía constitucional referida a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna que suscita la cuestión federal cuya definición se plantea en esta instancia.


      M. C de C. S.A. y otro s/ Infracción ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 798/2014/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      S., Carolina Elizabeth s/ Lesiones leves


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 917/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


       Abuso sexual. Competencia provincial.


      Más allá de los escasos elementos remitidos y de la incertidumbre que se advierte en relación con el lugar de residencia actual de la menor y su madre, atento la precaria situación habitacional en la que se encontrarían, de las manifestaciones de la niña a su maestra, y las declaraciones de la madre a personal de la Brigada Móvil de Atención a Víctimas de Violencia Sexual -no controvertidas por otras constancias del expediente- surge que las conductas sexualmente abusivas habrían tenido lugar en la vivienda que ambas compartían con el presunto imputado en una localidad provincial. Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir ulteriormente.


      M., H. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72400/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia provincial. 


      Circunscripta la controversia al delito de amenazas, tal como lo sostiene la justicia federal, el hecho aquí denunciado no constituye un delito que surta la competencia de ese fuero, en especial por cuanto no se advierte una motivación que exceda el interés particular, y tampoco la posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


      R., Claudio Andrés s/ Amenazas. Denunciante: R., Fanny


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15036/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Sin considerar la incorrecta forma en que se tuvo por trabada la contienda y se elevaron las actuaciones, según las circunstancias en que la cuestión fue planteada, no existe un conflicto jurisdiccional que determine la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 -texto según ley 21.708- pues la discrepancia respecto de la competencia debe suscitarse sólo entre jueces o tribunales. Habida cuenta que en el caso no se presenta ese requisito, corresponde devolver las actuaciones a la justicia de Córdoba a los efectos que pudieran corresponder.


      G., A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 441/2018/03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Gendarmería Nacional. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Los elementos acumulados en el incidente no alcanzan para establecer, de momento y con el grado de certeza necesaria, la existencia de una hipótesis delictiva, menos aún de carácter federal, en la que no se observa una calificación jurídica del suceso que motivó este conflicto. No se advierte al presente ningún nexo directo de causalidad entre el fatal desenlace y el procedimiento llevado a cabo por los agentes nacionales, con el consecuente entorpecimiento del legítimo ejercicio de funciones de índole federal requerido por la jurisprudencia de la Corte para surtir la competencia de excepción.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 720/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Lesiones leves. Personas privadas de la libertad. Servicio penitenciario Federal. Competencia provincial. 


      La Corte tiene resuelto a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Asimismo, en el precedente de fallos: 312:293 determinó que es competente la justicia ordinaria y no la federal para conocer en la causa por lesiones que un interno de un penal le cause a otro. De acuerdo con ese criterio y en atención a que los hechos ocurridos en el Servicio Penitenciario Federal, no habrían representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que allí prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de la causa.


      A., Geremías y otros s/ Daños


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 70751/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Más allá de los pocos antecedentes con que se cuenta en el incidente, entre los que no figura agregada la denuncia sobre la cual los magistrados basan sus decisiones, tanto de ellas como de lo dictaminado por la fiscalía y la defensa provinciales cabe inferir que los actos sexualmente abusivos objeto de investigación habrían ocurrido en distintas jurisdicciones y se encontrarían enmarcados en un mismo seno familiar, por lo que la elección del tribunal que corresponda juzgarlos debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


      M., V. L. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 730/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. Competencia federal. 


      Las constancias agregadas al incidente de la contienda negativa de competencia finalmente trabada resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, en tanto no han sido incorporados los elementos de juicio que permitan certificar el hecho que motivó el pedido de secuestro del motovehículo, ni consta el informe de inspección vehicular al que hicieron referencia tanto el magistrado capitalino como el local, a lo que se suma que se agregó incompleta la resolución del primero de esos magistrados, lo que impide una adecuada resolución. Esas deficiencias deben ser suplidas por la justicia federal provincial, a cuyos efectos corresponde devolver las actuaciones. Sin perjuicio de ello, y en atención a los fundamentos de la declinatoria del titular de esa sede, establece el criterio sostenido por la Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      O., Brian Damián s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15251/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Competencia provincial. 


      Rige la doctrina de la Corte, según la cual, cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Bajo tales condiciones, y habida cuenta de que la competencia federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva y atento que el juez local no ha desconocido su naturaleza común ni que tales hechos hayan ocurrido en la provincia en cuestión, corresponde declarar su competencia para conocer al respecto sin perjuicio de que si ese magistrado considera que su investigación corresponde a otro juez bonaerense, le dé la intervención que corresponda de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      N.N s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 101507/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Toda vez que no existe controversia acerca de la calificación que correspondería dar a los hechos denunciados y de la conveniencia de que su investigación recaiga en un único tribunal, de acuerdo a las constancias incorporadas al legajo, es el juez local quien se encuentra en mejores condiciones de llevar adelante esa tarea, ya que en territorio bonaerense se realizó la mayoría de las compras presenciales y, además, residiría la persona que habría realizado gran parte de ellas, algunos de los beneficiarios y el denunciante. Ello, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      N.N. s/ Defraudación (Artículo 173, inciso 15)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42161/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la tenencia ilegítima del arma de uso civil por encontrarse relacionada con el mismo objeto.


      O., Sergio Alejandro s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 495/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia criminal y correccional. 


      Si bien es doctrina del Tribunal que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, ello es así siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, según se aprecia, esta última circunstancia no se encuentra suficientemente esclarecida en el sub examine.


      L., Héctor Daniel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 281/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      W., Rodolfo Adrián y otros s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56690/2013/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de la Corte en Fallos: 315:312; 322:1216; 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      A., Federico Fernando y otros / Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 16538/2016/3/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1. "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del vehículo cometido en esta ciudad, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322: 1216, entre otros, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


      C., Marcelo Daniel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 690/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      G., Daniel Alejandro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 3513/2017/TO1/3/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      T., Rubén Darío s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14982/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Robo. Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Más allá de recordar que las reglas de conexidad son de aplicación exclusiva entre jueces nacionales, es el juzgado federal provincial, con competencia en el lugar donde fue hallada la mercadería sustraída, al que cabe remitir las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


      C., Héctor y otro s/ Robo


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58628/2015/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      I., Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 496/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      G., Sebastián Maximiliano s/ Hurto


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 473/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


      Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      P., Juan Domingo s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 589/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Privación ilegal de la libertad. Robo de automotor. Competencia provincial. 


      El Tribunal tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      N.N. s/ Robo. Denunciante: V., Pablo Adrián


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1093/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      A., Ángel D. s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 5368/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Atento que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- su conocimiento corresponde a la justicia local.


      A., Javier Orlando s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40918/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Atento que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del motovehículo cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas y adulteraciones de las numeraciones de cuadro y motor-, su conocimiento corresponde a la justicia local.


      N.N. s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 878/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


      B., Matías Ezequiel s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 53017484/2013/2/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Satisfecho el requisito de la adecuada investigación que defina la situación de los imputados respecto de la sustracción, corresponde a la justicia federal conocer en esta causa aunque no haya sido parte en la contienda. En lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      N.N. s/ Robo automotor con armas


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32199/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del motovehículo cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia.


      R., Omar Antonio s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35676/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Atento que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- su conocimiento corresponde a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      P., Braian E. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50374/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó a los imputados del hurto del motovehículo cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      G., Federico Cristian s/ Encubrimiento


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 427/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Atento que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado de la sustracción del motovehículo cometida en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento agravado que es objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- su conocimiento corresponde a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      L., Facundo Jesús s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60541/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de la Corte en Fallos: 315:312; 322:1216; 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      P., David Isaías s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 83338/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó a los imputados del hurto cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que es objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal - sustitución de placas- su conocimiento corresponde a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      G., Cristián Fernando A. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64381/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó a los imputados del hurto del vehículo cometido en esta ciudad, la justicia federal debe continuar conociendo respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- su conocimiento corresponde a la justicia local.


      G., Orlando Alberto y otro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79136/2016/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Infracción Ley 23.737. Criterio de Fallos: 319:1669 y 323:783. Comp. 121, L. XLIV, "Lobo, Roberto Martín y Freitas, José Manuel s/ Defraudación por retención indebida".


      A partir de la mínima delimitación del objeto procesal efectuada en la causa, no se advierte, ninguna circunstancia que surta la jurisdicción federal, cuya intervención en las provincias es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Frente a ello y dado que, tampoco se verifican motivos excepcionales que permitan adoptar el criterio expuesto en la causa de la referencia, corresponde aplicar al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


      N.N. s/ Infracción Ley 23.737


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 119494/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Personal policial. Celeridad procesal. Competencia federal. 


      Contexto delictivo inescindible. Único tribunal a cargo.


      A partir del análisis de las circunstancias del sumario, surge que los funcionarios fueron procesados en orden a supuestos especiales del delito de encubrimiento, entre otras maniobras cometidas dentro del mismo contexto delictivo para logar la materialización del delito e, inclusive, con el fin de asegurar la eventual impunidad del accionar de los agentes, desplegado en definitiva dentro del marco del procedimiento policial en el que intervinieron. Por otra parte, en lo atinente al carácter local de las funciones de los policías, a raíz de los hechos que motivaron esta causa, se habría labrado un sumario fraudulento respecto del secuestro de mercadería ocurrido en esta ciudad, que había sido sustraída, y a cuyo respecto entiende el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional. En tales condiciones, cabe concluir que las circunstancias antes señaladas podrían traducirse en una eventual afectación al normal funcionamiento de la administración de la justicia nacional. También, cabe recordar que la Corte ha establecido, que ante el supuesto de un encubrimiento cometido en la provincia de Buenos Aires, respecto de un delito en el que investiga un tribunal nacional en lo criminal y correccional de esta esta ciudad, puede resultar obstruida la administración de justicia de la Nación.


      A., Guillermo Daniel y otros s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 263/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      El Tribunal tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito juzgado por los tribunales nacionales de la capital afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Ahora bien, ello es así siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Esa exigencia ha sido cumplida en el sub judice, y la resolución del magistrado nacional debe ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte en la medida en que desvinculó al imputado de la sustracción acaecida en esta capital sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido. En tales condiciones, la justicia federal de la sección donde se secuestró el rodado debe conocer respecto del delito de encubrimiento, como así también de las armas y municiones secuestradas, aunque no haya sido parte en la contienda.


      A., Sergio Omar s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 933/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo de automotor. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Cabe señalar que la correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia lo que no ocurre en el caso en que el juez federal no se la atribuyó a su par provincial, sino que rechazó la suya, en el entendimiento de que debía conocer la justicia nacional que investigaba la sustracción del rodado, pese a lo cual remitió el legajo al juzgado local. Es doctrina del Tribunal que el encubrimiento de un delito juzgado ante los tribunales nacionales de la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esta última circunstancia no se presenta en el sub examine. Corresponde a la justicia local, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la supuesta adquisición del motovehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


      T., Cristian Nicolás s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 863/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). Debe acordarse que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu. De la investigación hasta ahora realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto en la causa estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.


      P., Martín Eduardo y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 919/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de la Corte en lo concerniente a la infracción al artículo 289, Inciso 3°, del Código Penal.


      En atención a que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó a la imputada del robo cometido en esta ciudad, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al Artículo 289, Inciso 3°, del Código Penal -sustitución de las placas del rodado y erradicación de las inscripciones de dominio grabadas sobre sus cristales- su conocimiento corresponde a la justicia local.


      H., Adelaida Elizabeth s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 103054/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas calificadas. Competencia nacional. 


      Ha sostenido la Corte que el artículo 376 in fine del Código Procesal Penal de la Nación, en consonancia con lo dispuesto por el artículo 39, prevé que las cuestiones de competencia pueden plantearse en el debate sólo cuando esa posibilidad surge recién durante el curso de la audiencia oral. También es doctrina del Tribunal que si bien el régimen de la preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos o improcedentes. Contrariamente a lo sostenido por el Juez del tribunal nacional al pronunciarse sobre la cuestión, tanto de la denuncia como de su ratificación era ya evidente que la víctima se había retirado de su domicilio inmediatamente después de ocurridas las amenazas, de modo que no es éste un evento que haya surgido recién durante el debate, en los términos del citado artículo 376 in fine de la ley de procedimientos. Ese aspecto del caso, por otra parte, fue incluido expresamente en el relato de los hechos imputados en el requerimiento de elevación a juicio -en el que se sostuvo que la agresión y las amenazas configuraron la "situación que provocó que la damnificada se retirara de su casa para instalarse junto a su hija en su lugar de trabajo- por lo que, también es errónea la alusión a la regla del artículo 401, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, que realiza el tribunal nacional en su declinatoria, que refiere a supuestos de hechos distintos de los enunciados en tal acto. Dado el objeto principal del proceso por el que se había aceptado la competencia un año antes y se había iniciado ya el debate oral y público –esto es, las amenazas coactivas agravadas por el empleo de un arma, que el acusado habría llevado a cabo con el propósito de obligar a su ex cónyuge a que abandonara el domicilio en el que residía- ante la alegada sorpresa por la noticia de que la denunciante se había visto forzada a abandonar su domicilio en respuesta a las amenazas recibidas, correspondía, en su caso, considerar una posible ampliación de la acusación, en los términos del artículo 381 del Código Procesal Penal de la Nación -para incorporar, por ejemplo, la agravante del artículo 149 ter, inciso 2, apartado b, del Código Penal-; pero ciertamente no interrumpir el juicio y declinar la competencia por los hechos del proceso en razón de la posible comisión del delito, mucho menos severamente penado, del artículo 181, inciso 1, que, a lo sumo, concurriría idealmente con los de lesiones y amenazas coactivas agravadas, por lo que debería entender a su respecto la misma justicia nacional ante la que se ventila el juicio por éstos, por ser parte de un único hecho inescindible. El tribunal nacional debe continuar conociendo en los hechos que originaron el presente conflicto.


      M. T., Luis Raúl s/ Coacción


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10373/2017/TO1/2/CS2, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


       Intimidación pública. Competencia nacional.


      Es doctrina de la Corte que competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. La figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado “e” del Código Procesal Penal de la Nación. En el sub lite no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, por ello corresponde declarar la competencia al Juzgado Nacional para entender la causa.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12267/2017/1/CS1, 22 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


      Los escasos elementos de prueba remitidos en el legajo no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del auto y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la posible intervención del tenedor en el delito del que la cosa proviene. Por otra parte, la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital, y cuyo juzgamiento corresponde a los tribunales de la Nación, afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado nacional que se encuentra entendiendo en la sustracción del automóvil profundizar su investigación respecto de la posible participación del imputado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


      P., Mauricio s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 750/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Asegurador por riesgos de trabajo. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


      Cabe señalar, que según surge del incidente, la Unidad Fiscal de Delitos contra la Administración Nacional de la Seguridad Social, que recibió originalmente la denuncia, realizó una investigación preliminar y no sólo descartó la intervención de funcionarios de la ANSES en las presuntas maniobras que se investigan, sino que, inclusive, tras verificar que no se había producido ninguna erogación que afectase arcas de la Nación, y luego de evaluar la documental oportunamente requerida a dicho organismo -como así también a la AFIP- concluyó que las condiciones analizadas excluían la materia federal en la causa. A ello cabe agregar que, de la lectura del legajo, no se desprende que con posterioridad surgieran elementos que permitieran considerar que los hechos en cuestión excedieran el ámbito local en el que se desarrollaron, dentro del marco del municipio involucrado y donde, inclusive, se labró el expediente del que surgieron las circunstancias por las que la aseguradora de riegos de trabajo se considera damnificada. En tales condiciones, atento que tampoco se verifica en autos ninguna otra circunstancia que en principio justifique la jurisdicción federal, de carácter excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para conocer en estas actuaciones. No obsta a esa solución la circunstancia de que, con anterioridad a esta contienda, la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional de esta capital haya asignado el conocimiento de la causa a la justicia federal, pues es atribución de la Corte resolver estas cuestiones sobre la base de su real naturaleza; y su doctrina establecer que las decisiones que se adopten al respecto deben perseguir una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia Corresponde que el Juzgado de Garantías de la primera circunscripción judicial provincial, continúe conociendo en esta causa.


      C., S. F. y otro s/ Averiguación de delito


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33407/2015/3/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia nacional. 


      Unidad contextual. Único tribunal a cargo.


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. A partir de las manifestaciones vertidas por el denunciante, que no se encuentran controvertidas en la causa y teniendo en cuenta, además, los motivos por los que se lo habría intimidado, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, presumiblemente, la entrega de dinero. Es oportuno señalar que el suceso ocurrido circunstancialmente en la provincia en cuestión formaría parte del mismo contexto junto con los demás hechos acaecidos en esta ciudad, pues no puede pasarse por alto que viene sucediéndose a lo largo del tiempo y con la participación del mismo imputado. Por lo tanto, en virtud de la inescindible unidad contextual que éstos presentan, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento la que, además, deberá profundizar la investigación en relación con la exhibición del arma y así constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.


      R., Marcos Hugo s/ Coacción. Denunciante: C., Mariano Octavio


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78665/2016/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Economía procesal. Juez previniente. Competencia federal. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Pues de las escasas constancias incorporadas al incidente, no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, los hechos a investigar y, consecuentemente, las tipificaciones que les puedan ser atribuidas, cuyo sustento debe encontrarse en los antecedentes de la causa, sin que se hayan agregado siquiera las declaraciones a las que se refiere el declinante y sobre cuyos términos habría motivado su incompetencia. A ello cabe agregar que sólo se desprenden de la declinatoria meras conjeturas sobre amplias situaciones que, impiden determinar con exactitud el verdadero objeto procesal de la causa, que tampoco ha sido circunscripto por el juez federal, lo que, en definitiva, impide identificar cuál es la materia sobre la que versa. Cabe advertir que, no es posible conocer hasta el momento, a qué concretas irregularidades funcionales se refiere ese magistrado, ni quiénes, y en qué precisas circunstancias, las habrían cometido, mientras que las conclusiones a las que arribó para sostener su declinatoria parecen sólo basarse en meras conjeturas que remiten de modo abstracto y genérico a otras investigaciones que se estarían desarrollando en el ámbito local. A ese respecto, cabe inclusive recordar que, es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad que establece el Código Procesal Penal de la Nación sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales; la distribución de competencia entre magistrados nacionales y provinciales que fija la Constitución, no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran a aquellas disposiciones rituales. El tribunal federal, que además previno deberá continuar con la profundización de la pesquisa, e incorporar los elementos necesarios que le otorguen sustento a la declinatoria.


      N.N. s/ A determinar. Denunciante: R. R., Reynaldo y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1201/2014/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Uso de documento falso. Licencia de conducir. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


      Tiene resuelto la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que esta se haya presentado ante alguna institución nacional. Por otra parte también tiene establecido, en casos similares en donde se trató la sustitución de chapas patentes, que cuando no es posible determinar el lugar donde se realizó la maniobra, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo. Debe ser el fuero de garantías en cuyo ámbito territorial se verificó el hecho, el que continúe con la investigación de la pesquisa.


      A. I., Carlos Manuel s/ Infracción Artículo 292 y 296 FRL Código Penal


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 248/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Personas privadas de la libertad. Servicio penitenciario federal. Juzgado de garantías. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia N° 669, L. XLVII, "Moscoso, OIga s/ Denuncia".


      Incidente N° 1 - Víctima: B., Javier Esteban NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 19026/2018/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al fallo de la causa Competencia N° 669, L. XLVII, "Moscoso, OIga s/ Denuncia".


      Incidente N° 1 - Víctima: C., Carlos Fabián NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 66213/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Interés del menor. Residencia habitual del niño. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Al verificarse en el caso circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del interés superior del niño, autorizan a otorgar el conocimiento de la causa al Juez del lugar donde actualmente reside la menor, por encontrarse en mejores condiciones de resguardarla y a fin de evitar la reedición de una misma situación traumática.


      Incidente N° 1 - Denunciante: Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes y otro - Imputado: G., M. y otros s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63562/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Juez previniente. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Es criterio de la Corte que no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58 si los elementos de prueba incorporados al incidente resultan insuficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal de modo que permita formar fundado criterio acerca del lugar de comisión del delito y finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


      Incidente N° 1 - damnificado: R., Fernando Natalio NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64977/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es criterio de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      N. N. - denunciante: G., Oscar Luis s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 252/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      B. B., Nelly s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 713/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Robo. Competencia federal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      F., Walter Guillermo s/ Robo


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Violencia familiar. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


      Investigación a cargo de un único tribunal.


      Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, teniendo en cuenta que habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis", y Fallos 339:652.


      G., L. M. s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 814/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Coacción calificada. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      S., Gladis s/ Usurpación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 341/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Entorpecimiento de los servicios públicos. Puertos. Transporte marítimo. Transporte interno. Comercio interior. Competencia federal. 


      Las constancias remitidas dan cuenta de que el conflicto en ciernes, si bien habría obedecido a motivaciones de índole particular, habría afectado durante casi una semana el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria en cuanto a la carga y descarga de buques y sus maniobras, imposibilitando el desarrollo de sus tareas específicas, entre las que se encuentran el comercio y el transporte interjurisdiccional marítimos.


      C., Martín Ramón s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 920/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Doctrina de Fallos: 315:312; 322:1216 y 323:772, entre otros.


      El Tribunal tiene establecido, que el encubrimiento de un delito juzgado por los tribunales nacionales de la capital afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Ello es así siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      P., Claudio Manuel s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 931/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Dado que la cámara confirmó el procesamiento dispuesto contra el imputado por encubrimiento agravado, ese fuero debe continuar conociendo a su respecto. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      G., Elías David s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 53016182/2010/2/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Atento a que el procesamiento dispuesto por la justicia federal contra el imputado por el delito de encubrimiento agravado ha sido confirmado por la cámara, a la justicia de excepción compete continuar conociendo a su respecto. Por otra parte, en lo concerniente a la supresión de las placas, su conocimiento corresponde a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      P., Braian Nahuel s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33875/2014/3/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de la Corte en los fallos Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y fallos: 328:3960.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado de la sustracción cometida en esta ciudad es al Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional al que compete entender en la investigación del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de las placas- corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      T., Pedro Jorge s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8657/2017/2/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” y en lo atinente a las infracciones al artículo 289, inciso 3 del Código Penal, aplicación de la doctrina de la Corte en la causa Comp. 602, L. XLV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


      G., Oscar Feliciano s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76191/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      D., Luis Marcelo y otro s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 64097/2015/2/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      C., Leonardo Augusto y otro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 55007208/2013/T1/3/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Recurso de casación penal. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


      M., Valentín Franco s/ Robo


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15366/2016/TO1/2/CFC1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que a los fines de fijar el lugar de comisión del delito de falsificación de instrumento privado se debe estar a aquél en donde se hubiera hecho uso de tal documento.


      N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 741/2016/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Lugar del hecho. Competencia provincial.



      Es criterio de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      Incidente N° 1 - denunciante: O., Julián Luis si incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49978/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Servicio Penitenciario Federal. Competencia provincial. 


      La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      Complejo Penitenciario Federal n° 2 s/ Extorsión, lesiones leves (Artículo 89), robo y averiguación de delito


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33369/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de la Corte en Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      En lo atinente a los sucesos que emergen de la profusa investigación practicada por la justicia nacional, ya sea que pudieran circunscribirse a la comercialización por parte del imputado de chapas patentes y autopartes de origen espurio en distintas localidades de la provincia de Buenos Aires, o bien a la existencia de una organización delictiva dedicada a tal fin de la que él formaría parte, en la medida en que todavía no se ha agotado la investigación en orden a delimitar esos hechos con la suficiente precisión que este estado procesal requiere a fin de poder calificarlos en una determinada figura legal, como así tampoco el grado de participación que podría haber tenido el imputado en esos delitos, corresponde a la justicia provincial incorporar los elementos necesarios para darles precisión.


      B., Maximiliano Miguel s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48074/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Coacción. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que, la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


      K., Eduardo Jesús Néstor s/ Coacción


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 932/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Competencia nacional. 


      Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones. Razones de economía procesal.


      Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      C., Cecilio s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 934/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      El presente conflicto de competencia, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      S., Marcelo Javier s/ Infracción Artículo 302


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 881/2018/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      T. F., Tony Scott s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58750/2016/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


      P., Cristian Andrés s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 100190/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Incidente de competencia. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública”.


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela de Educación Media n° 3. N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11834/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


      Tiene dicho el Tribunal que, las contiendas de competencia deben tramitar por la vía incidental que corresponda, para evitar la paralización del proceso.


      G., Leandro José s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73291/2016/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      M. T., Johel Bacilio s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27265/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En estas condiciones, corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      Á. C., Carlos Diego s/ Denuncia


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 633/2018/27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


      Violación de correspondencia. Competencia federal. 


      Remisión al criterio establecido por la Corte en los precedentes de Fallos: 339: 1579; 340: 1294.


      N.N. s/ Violación de correspondencia


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8588/2015/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


      Delitos contra el honor. Competencia nacional. 


      Los hechos objeto del proceso -calificados prima facie como calumnias e injurias- no suscitan la competencia federal en razón de la materia ni por causa de las personas (conf. artículo 33 del Código Procesal Penal), razón por la cual corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, conocer en la causa que originó la contienda.


      G., Alejandro y otros s/ Querella


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5315/2016/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      La Corte tiene establecido que para poder ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, se debe contar con un relato preciso acerca de los hechos que permita identificar los aspectos penalmente relevantes y, en su caso, con una investigación que proporcione el conocimiento necesario para encuadrarlos en una figura determinada.


      T. de B. A. s/ Averiguación de delito


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2236/2014/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 398; L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737”.


      N.N. s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 74176/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al fallo de la causa Comp. 398; L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737”.


      N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: identidad reservada


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 79472/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Toda vez que no existe controversia acerca de la calificación que correspondería dar a los hechos denunciados, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y, para discernir la competencia, debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Teniendo en cuenta esos principios, es el juez local quien debe conocer en esta investigación, toda vez que en territorio bonaerense ocurrió la mayor cantidad de actos con relevancia típica y residirían los presuntos imputados.


      B., Cristian Alejandro y otro s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22847/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En tanto debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, corresponde a la justicia que previno y por ser el tribunal del domicilio de la víctima, de las demás partes interesadas y quien se encuentra en mejores condiciones de resguardar sus intereses, continuar con la pesquisa.


      B., R. O. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 520/2018/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Allanamiento domiciliario. Hurto. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Con respecto al fondo de la cuestión y habida cuenta de que se trató de agentes policiales que actuaron como auxiliares de la justicia nacional, corresponde al fuero federal conocer en la presente, aunque no haya sido parte en la contienda.


      J., Carlos Alejandro y otros s/ Robo. Denunciante: P., Sergio Omar


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32235/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Según surge de las constancias incorporadas al incidente, fue en jurisdicción provincial donde se entregó la documentación del vehículo y donde además se realizó la venta, circunstancia admitida incluso por el propio magistrado de la provincia. Por lo tanto, deberá ser el Juzgado provincial, quién continúe con la presente investigación.


      S., Matías Víctor y otro s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52040/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      N.N. s/ Secuestro extorsivo


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 371/2017/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tráfico de estupefacientes. Competencia federal. 


      La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar el conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. Lo dispuesto en el artículo 3 responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. Cabe resaltar que esa regla también tiene como objeto evitar que se frustren investigaciones, y de tal manera aunar la prueba reunida para poder determinar la conducta atribuible a cada imputado, teniendo en cuenta la vinculación que existe entre el narcotraficante, su red de distribución y los consumidores. Esta es la situación que se presenta en el caso, toda vez que, según esta investigación se inició con una denuncia anónima de la que surgía se estaría comercializando estupefacientes, que luego derivó en distintas líneas de investigación, una de las cuales hacía referencia a que el aquí imputado sería uno de sus proveedores. Por ello, los hechos investigados excederían la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto en la causa estarían identificados varios de los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas, incluso sus vínculos con individuos residentes en el exterior. Corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para que continúe conociendo en la totalidad de esta causa.


      N.N. y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 42727/2015/39/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Lesiones. Establecimientos asistenciales. Lugar del hecho. Competencia criminal y correccional. 


      Con independencia de la significación jurídica del hecho y pese a que no se conocen las demás circunstancias en que tuvo lugar, las conductas a investigar, de acuerdo a la declaración del denunciante no desvirtuada por otros medios, habrían acontecido en esta capital. Por lo tanto, debe declararse la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional.


      N.N. s/ Lesiones


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1716/2017/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización de armas. Competencia federal. 


      El control jurisdiccional de las resoluciones de la autoridad nacional de aplicación de la ley 20.429 que impongan sanciones, que regula su artículo 41, corresponde, por expresa disposición de esa norma, al juez nacional competente en razón del lugar donde se cometió la infracción. Si bien la circunstancia apuntada resultaría suficiente a fin de dar solución a esta contienda, pues se aprecia claramente que del texto de la ley surge la competencia federal, también es cierto que en las escasas constancias agregadas a este incidente no se precisa el lugar donde se cometió la infracción que habría motivado la sanción que dio lugar a la impugnación de la empresa recurrente. Corresponde al Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal intervenir en la causa.


      N.N. s/ Infracción Ley 20.429. Denunciante: F., José Luis y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3679/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus colectivo. Condiciones de detención. Derecho de enseñar y aprender. Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal. 


      Programa UBA XXI. Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 7614/2015/CNC1-CA1, "Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Hábeas corpus".


      A., Marina del Sol y otros s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38412/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Incidente de competencia. Daño ambiental. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


      En primer lugar cabe consignar que, no puede tenerse en cuenta para discernir la competencia material del fuero federal, la cuestión relativa al impacto ambiental, dado que, según lo establece puntualmente el artículo 7°, de la ley 25.675 su aplicación es de conocimiento prioritario de los tribunales ordinarios, según el territorio, la materia o las personas, y sólo cabe apartarse de esa regla, cuando el acto, omisión o situación generada provoque, efectivamente, degradación o contaminación en recursos ambientales de naturaleza interjurisdiccional circunstancias que, no se verifican de momento. Aun en el caso de que la construcción de dicha mega exposición de tecnología hubiese tenido alguna influencia negativa en el devenir de los acontecimientos y su posterior desenlace, todavía no se ha realizado ninguna descripción fáctica precisa de las supuestas conductas delictivas o irregularidades administrativas o técnicas que podrían atribuirse a funcionarios de carácter nacional, ni mucho menos se ha ensayado una determinada subsunción típica que, en el sentido establecido por la Corte en la causa de la referencia, permita la adecuada resolución del conflicto.


      Incidente n° 3 - Denunciante: D. F., Facundo Martín y otros. Imputado: M., Mauricio y otros s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51364/2010/3/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Atentado y resistencia a la autoridad. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, exigiendo que el funcionario autor o víctima del presunto delito haya cumplido tareas específicas de esa índole. En el caso no se presentaría ese requisito, por lo que corresponde a la justicia provincial continuar el trámite de esta causa en lo que respecta a la imputación de los delitos de atentado y resistencia a la autoridad que en ella se investigan, sin perjuicio de lo que pudiere resultar ulteriormente. Por lo demás, esa sede también deberá entender respecto del delito de tenencia ilegítima de arma de fuego de uso civil atribuido a los imputados, pues su conocimiento es privativo de esa jurisdicción local en razón de que la ley 25.886 derogó el artículo 42 bis de la ley 20.429 y hasta el momento no se advierte su vinculación con algún delito federal.


      A., Victoria y otros s/ Atentado contra la autoridad


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1037/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12177/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Coacción. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol, ocupantes de la finca s/ Incidencia de incompetencia" y al precedente de Fallos: 308: 227.


      S., Maximiliano y otro s/ Coacción (Artículo 149 bis)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62648/2014/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18663/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Apremios ilegales. Sobreseimiento. Reasunción de la instrucción. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 406; L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


      La cuestión que motivó este incidente se ha tornado abstracta a partir del sobreseimiento, pues, tal decisión, importó reasumir el conocimiento de la causa y, por ende, desistir de la contienda.


      Policía Metropolitana s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis Inciso 3) Denunciante: M., Carlos Agustín y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5978/2016/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13061/2016/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12676/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17555/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17512/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7006/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17245/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16929/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6291/2016/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18394/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17227/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17153/2016/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17252/2017/1/CS2, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17176/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17064/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16615/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16180/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15561/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13175/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12489/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18727/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14855/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5690/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13238/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13420/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13256/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13116/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12174/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Denuncia. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


      No obstante la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, lo cierto es que, la desaparición se produjo cuando se encontraba en la estancia ubicada en La Pampa, y las referencias aportadas por algunos testigos no permitieron aún establecer cuál fue su destino.


      M., Ricardo Esteban s/ Desaparición de persona


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 948/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Incidente de competencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso. Ello es así, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los sucesos expuestos por el denunciante, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.


      Incidente n° 1 - Pretenso querellante: C., Daniel Omar. Denunciado: G., Virginia Patricia y otro s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10968/2015/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la seguridad pública. Suministro infiel de medicamentos. Competencia criminal y correccional. 


      Comp. 835 L. XXXV, "Galli Basualdo, Adrián Ernesto (A.N.M.A.T) s/ Denuncia- causa n° 24.402".


      La infracción al artículo 204 quinquies del Código Penal, no se encuentra incluida en la ley 23.737. En consecuencia, teniendo en cuenta que esa es la calificación legal atribuida a los hechos en análisis, y que no se advierte en esta causa elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, de acuerdo a lo resuelto por la Corte en la causa de la referencia, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar con esta investigación.


      Incidente n° 1 - Denunciado: D., Víctor Hugo Néstor s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70445/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Asignaciones familiares. Competencia criminal y correccional. 


      Decreto del Poder Ejecutivo Nacional 593/2016.


      Más allá de que el Estado no habría arbitrado los medios necesarios para cumplir entonces con lo dispuesto en el artículo 7° del mencionado decreto, el imputado no habría percibido ilegítimamente dichos beneficios sociales con detrimento para las rentas nacionales sino que, en todo caso, habría provocado luego una afectación de los intereses particulares de aquélla, que se habría visto privada de recibir sumas de dinero que le correspondían a los hijos menores de ambos, cuya tenencia ostentaría. En ese sentido y dado que no se verifica la existencia de un perjuicio directo para el Estado Nacional, que condicione la intervención del fuero federal, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva se adopte, corresponde otorgar el conocimiento de estas actuaciones a la justicia criminal y correccional.


      Incidente n° 1- Denunciante: S., C. Denunciado: M., F. I. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9063/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. 


      Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis. Criterio establecido en las Comp. 1630 L. XL, "Comisaría Puerto San Julián s/ Investigación" y 212 L. XLI, "Thompson Andrés; Frora Dinámica S.A. y


      No existen suficientes elementos de valoración que autoricen a establecer fehacientemente cómo sucedieron los hechos de autos, lo que, hace imposible precisarlos debidamente, e identificar las tipificaciones que en definitiva puedan serles atribuidas, que por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. Eso impide fundar un criterio cierto en torno al tribunal que resulta competente para investigarlos tanto en su aspecto territorial como material. Cabe recordar que el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y, respecto de ese mismo bien, ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero.


      N.N. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55365/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Defraudación. Administración fraudulenta. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el sub lite.


      G., Ángel Alberto y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4625/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Denuncia. Competencia criminal y correccional. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual la entrega de una suma de dinero, proveniente de una prestación de carácter público, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio de la entidad receptora, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación y, por consiguiente, la competencia federal.


      Incidente n° 1 - Imputado: Bugallo, Horacio Roberto s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57252/2014/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Hurto. Competencia de menores. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      El criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, entiende que el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Si bien el titular de juzgado nacional en lo criminal y correccional desvinculó a ambos sujetos del hurto, esa resolución no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte en Fallos: 317:499 y 325:950, pues de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación, corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, expedirse acerca de la situación procesal de ambos prevenidos, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas y adulteraciones de las inscripciones identificatorias de cuadro y motor del rodado- de acuerdo a la doctrina del Tribunal, corresponde a la justicia provincial.


      R., Diego Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74954/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues, la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer la real naturaleza y los pormenores de los hechos denunciados, con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien compete investigarla. En tales condiciones, no se advierte algún supuesto que justifique la intervención del fuero federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41668/2015/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Coacción calificada. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Coacción agravada (Artículo 149 ter. Inciso 1)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5760/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Estafa. Falsificación de moneda. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues al no haberse incorporado la prueba respecto a la falsificación de los billetes, la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos, prima facie, en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien materialmente compete investigarla. En tales condiciones, atento que no se ha acreditado aún la falsedad de los billetes en cuestión, la declaración del denunciante no basta para tener por configurados los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa, por lo que corresponde a la justicia nacional de la Capital Federal, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a ese respecto y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Estafa y falsificación de moneda extranjera


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56332/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Robo con armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos, prima facie, en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien materialmente compete investigarla. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional de la Capital Federal, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Robo, infracción Ley 25.891


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64859/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Amenazas. Explosivos. Competencia criminal y correccional. 


      Es doctrina del Tribunal que competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. En ese sentido, no se advierte que el hecho haya producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4240/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Amenazas simples. Competencia nacional.



      No surge elemento alguno que justifique la competencia federal, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, pues no se advierte que los hechos guarden relación con las funciones que el denunciante cumplía en el Banco Central de la República Argentina para la época en que habrían ocurrido, o con el desarrollo de las elecciones presidenciales previstas ese año. Por lo demás, y si bien en razón del Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el delito de amenazas simples pertenece a la jurisdicción contravencional, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los sucesos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. En consecuencia, corresponde a la justicia nacional de la capital asumirla, pues, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


      N.N. s/ Extorsión y amenazas con armas o anónimas (Artículo 149 bis)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13629/2015/1/CS1-CA1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Competencia criminal y correccional. 


      Más allá de los pocos antecedentes incorporados, de la descripción del hecho y las pruebas producidas, no se advierte ningún elemento que permita inferir prima facie la utilización de un documento nacional de identidad falso u otro supuesto de la ley 17.671 -y sus modificatorias- para cometer la presunta maniobra defraudatoria. En consecuencia, es el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional el que debe proseguir la investigación.


      N.N. s/ Estafa


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4475/2015/2/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10834/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la Administración Pública. Aplicación indebida de fondos. Competencia federal. 


      La Corte tiene resuelto que es función específica del fuero federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar la validez de los actos de sus funcionarios. En tales condiciones, no puede descartarse la participación de aquéllos en las maniobras denunciadas, o que se hayan afectado intereses de carácter nacional, o el normal funcionamiento de la institución descentralizada, en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por ello, corresponde declarar la competencia del Juzgado Criminal y Correccional Federal, que previno, para que continúe conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      Incidente n° 1- Denunciante: U., Érica Vanesa y otro. Denunciado: M., Guillermo Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18305/2016/1/CA1-CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


      Relación de alternatividad entre las figuras penales. Criterio acogido por la Corte, en Comp. 1630, L. XL, "Comisaria de Puerto San Julián s/ Investigación" y Comp. 212, L. XLI, "Thompson Andrés; Flora Dinámica S.A. y Toyota s/ Hurto de automotor o vehículo".


      Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


      A. L., Paul Antonio y otro s/ Infracción Ley 20.974 (Artículo 33, Inciso e)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4172/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial.



      Criterio que establece la doctrina de Fallos: 310:2156, 324:2355, 327:2978, 328:3309 y 330:2954.


      Independientemente del modo en que habrían ocurrido los episodios que damnificaron a la empresa denunciante, y más allá de la calificación jurídica que finalmente quepa asignarles, aquéllos ocurrieron en la provincia de Buenos Aires, donde la firma realizó el despacho de la carga y donde en definitiva perdió la disposición de sus bienes.


      S. S., Ramón Fernando s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 978/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Competencia provincial.



      Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


      El Tribunal tiene decidido que es presupuesto necesario para que exista conflicto de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, pues el magistrado provincial no atribuyó el conocimiento de la causa al juez declinante sino que se limitó a negar su competencia entendiendo que se verían afectadas otras jurisdicciones bonaerenses. Atento que la mayor cantidad de hechos con eventual relevancia típica fueron cometidos en jurisdicción provincial y que el juez local no cuestionó esa circunstancia, corresponde declarar su competencia para entender en el caso, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      M., Carlos Daniel y otros s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79356/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Denuncia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal.



      Es doctrina del Tribunal que, si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285. Esa es la situación que se presenta en el caso, pues los escasos elementos agregados al incidente no permiten conocer con el grado de convicción que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos a investigar y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide realizar una correcta significación jurídica que dé acabado sustento a la declinatoria. Al respecto, no se observa en ella ni una mínima descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido cada uno de los delitos a los que se refiere, cuyo sustento debe encontrarse en los antecedentes de la causa. En tales condiciones, el esclarecimiento de los aspectos señalados se torna imprescindible, pues sólo así será posible discernir la real naturaleza de cada uno de los hechos y su correcta calificación jurídica, lo que resulta indispensable para determinar la materia sobre la cual versa el conflicto.


      M., Manuel Vladimir s/ Robo y defraudación por ocultación de expediente. Denunciante: R., Javier d. I. C. y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1730/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia federal.



      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal. Doctrina de Fallos: 315:312; 322:1216 y 323:772, entre otros.


      La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia lo que no ocurre en el caso en que el juez provincial no le atribuyó la competencia a su par federal, sino que rechazó la suya, en el entendimiento de que la justicia de instrucción todavía no había desvinculado al imputado del robo, pese a lo cual remitió el sumario al fuero de excepción. El Tribunal tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito juzgado por los tribunales nacionales de la capital afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Ello es así siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      M., Wei s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 87028/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa procesal. Pagaré. Economía procesal. Competencia federal.



      Único tribunal a cargo.


      Habida cuenta que el magistrado federal no cuestiona que los hechos se sucedieron en similares circunstancias a aquellos investigados en ese fuero, en los que habrían participado los imputados, las conductas de los mismos deben ser juzgadas por un único tribunal pues, formarían parte de un mismo contexto delictivo. Ese temperamento es, el que mejor se adecua para una mayor eficacia de la pesquisa, dirigida a la comprobación de los partícipes en la maniobra defraudatoria que originó esta contienda, y previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los delitos.


      P., Pablo Otelo s/ Estafa procesal


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72042/2014/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia provincial. 


      Infracción Ley 23.737.


      La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En este caso, no surge de las constancias agregadas al incidente, que el fin del cultivo fuera el de su comercialización.


      D. M., Walter David y otro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1561/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio culposo. Accidente de tránsito. Gendarmería Nacional. Competencia provincial.



      Los elementos remitidos con el incidente no alcanzan para establecer, de momento y con el grado de certeza necesaria, la existencia de una hipótesis delictiva, menos aún de carácter federal. Así, no se advierte de momento que hubiera el nexo directo entre el fatal desenlace y algún procedimiento llevado a cabo por agentes nacionales en legítimo ejercicio de funciones de índole federal, requerido por la jurisprudencia de la Corte para justificar la competencia de excepción. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial que previno, y en cuya sede la causa lleva casi cuatro años de trámite, continuar su investigación, sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente.


      Personal de Gendarmería s/ Homicidio culposo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 390/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Usurpación de inmueble. Competencia provincial. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Competencia federal.



      Las hipótesis delictivas que deben investigarse en el marco de esta causa son dos, y constituyen hechos normativa y materialmente escindibles, sobre los que tampoco rigen las reglas de conexidad en materia penal, ya que éstas son sólo aplicables entre jueces nacionales. La primera de ellas la constituye el hecho denunciadoque el magistrado provincial calificó como usurpación de inmueble del artículo 181, inciso 10 del Código Penal. Toda vez que esa conducta no afecta sino intereses particulares, debe ser el fuero provincial el que continúe a cargo de esa investigación. Con relación al segundo de los sucesos, en torno al documento de identidad de la imputada agregado a la causa, tiene dicho la Corte que el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33 de la ley 17.671 y sus modificatorias, en función del artículo 42 según ley 20.974, resulta privativo del fuero de excepción, por lo que deberá ser esa jurisdicción la que asuma la dirección de la pesquisa.


      Z., Adriana Belén s/ Usurpación (Artículo 181 Inciso 1)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 623/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.



      Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros. Doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      Habida cuenta de que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –Sustitución de placas- , corresponde al Juzgado de Garantías realizar su investigación.


      Q., Julio César s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12158/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –supresión de placas-, su investigación corresponde al Juzgado de Garantías.


      M., Federico Nicolás y otro s/ Hurto automotor


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13389/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Falsificación de documentos. Competencia federal.



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1,"G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Único tribunal a cargo. Criterio de la causa Comp. 1630, L. XL, "Comisaria de Puerto San Julián s/ Investigación".


      Corresponde al titular del fuero federal investigar la falsificación de los documentos registrales, aunque se hubieran utilizado fotocopias, como también de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, atento la estrecha vinculación que existiría entre ambas infracciones, ya que desde, el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal.


      A., Julio César s/ Falsificación de documentos automotor


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25083/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la integridad sexual. Violencia familiar. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia nacional.



      Las constancias remitidas permiten inferir razonablemente que los hechos de los que habría resultado víctima la menor, si bien habrían sucedido en jurisdicción provincial, se enmarcarían en el mismo contexto de violencia familiar en el que habría estado inmersa su madre, por lo que la elección del tribunal que deberá juzgarlos debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


      P. B., R. A. s/ Coacción (Artículo 149 bis) y lesiones leves (Artículo 89)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43938/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria.



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7621/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Competencia criminal y correccional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.



      Incorrecta traba de la contienda.


      La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. No se ha dado cumplimiento a la doctrina de la Corte referida a la relación de alternatividad existente entre el delito y su posterior encubrimiento, que impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por parte de la judicatura a cuyo cargo se encuentra la instrucción de ese delito contra la propiedad. Por lo tanto, corresponde que, salvo mejor criterio del Tribunal, a fin de evitar pronunciamientos contradictorios, la titular del juzgado nacional en lo criminal y correccional debe resolver atendiendo a esa jurisprudencia y, en su caso, proveer lo que corresponda. Por otra parte, en lo atinente a la falsificación de la cédula de identificación vehicular que ha sido comprobada pericialmente debido a su carácter nacional su investigación concierne a la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó dicho instrumento y si no es posible establecer ese extremo, tal como ocurre en el presente caso, la justicia federal de esta capital, donde se descubrió su falsedad, debe asumir su conocimiento aunque no haya sido parte en la contienda. Asimismo, en atención a que el motovehículo presentaba las placas sustituidas cuya autenticidad o falsedad no ha podido verificarse pericialmente en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho y la falsedad de aquel instrumento registral, dada la coincidencia entre la identificación de ese dominio colocado en el bien y el que consta en ese documento desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, de acuerdo con el criterio acogido por la Corte. Por otro lado, en la medida en que las inscripciones identificatorias de cuadro y motor adulteradas no fueron consignadas en aquella cédula de identificación a su respecto resulta aplicable la doctrina de la Corte que tiene establecido que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Por aplicación de ese principio, la justicia nacional de instrucción deberá continuar conociendo a su respecto, como así también, profundizar la investigación acerca de las placas –cuya autenticidad no ha podido corroborarse- y resolver luego de acuerdo a lo que de ello resulte.


      G., Patricio Ignacio s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63717/2015/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal.



      Habida cuenta que la justicia nacional de instrucción lo sobreseyó del hurto y le imputó su encubrimiento mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte a este respecto, la justicia federal debe conocer respecto del posible encubrimiento que ha sido objeto de la presente controversia. Sin perjuicio de ello, el vehículo tenía sus placas sustituidas, y además, a partir de las tareas investigativas practicadas por la justicia nacional de instrucción, se pudo corroborar que figuraba inscripto a nombre del imputado, ante un R.N.P.A. de aquella provincia, un automóvil de la misma marca y modelo a aquél que fue sustraído aunque con otra identificación de dominio, incluso diferente a la que éste observó colocadas cuando lo examinó en la casa del imputado por lo que, en caso de incautarse el bien, y una vez verificadas sus inscripciones identificatorias, la justicia de excepción debería determinar la autenticidad de esos instrumentos registrales a fin de constatar si el rodado registrado podría corresponderse con el aquí en trato.


      N.N. s/ Hurto de automotor en la vía pública


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48839/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus. Competencia federal.



      Incorrecta traba de la contienda.


      El hecho objeto de contienda -independientemente de la calificación que en definitiva quepa darle- habría ocurrido en esta ciudad, por lo que corresponde declarar la competencia del juez federal de esta sección que participó en el trámite de la contienda, en atención a que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones.


      División Traslados del Servicio Penitenciario Federal s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 248)


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 38757/2015/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria.



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7914/2018/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte a este respecto, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías del departamento judicial que intervino en el conflicto.


      S., Omar Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56109/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.



      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte a este respecto, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías del departamento judicial que intervino en el conflicto.


      E., Jonathan Lucas G. s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60015/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8865/2018/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.



      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9128/2018/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte a este respecto, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas y adulteraciones de las numeraciones de chasis y motor- su investigación corresponde al juzgado de garantías departamental que intervino en el conflicto.


      N.N. s/ Robo


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61690/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


      Tiene resuelto el Tribunal que si bien es competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. Por aplicación de esa doctrina, debe conocer en la causa la justicia federal local, aunque no haya sido parte en la contienda, pues la presentación del documento falso a las autoridades del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, donde fue observado, importó un entorpecimiento para su normal funcionamiento.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1036/2018/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Conexidad. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional.



      Pese a las escasas constancias acumuladas al incidente relativas a los hechos que motivaron este conflicto, a partir del archivo dispuesto en orden a los hechos que habrían acaecido en expedientes de un juzgado civil y comercial federal pierde virtualidad la acumulación por conexidad, sin que, de momento, se adviertan otras circunstancias que surtan esa jurisdicción, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


      Incidente n° 1- Denunciante: Juzgado Federal n° 11 C-11562/2013, y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68410/2016/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial.



      Más allá de los pocos elementos con que cuenta el expediente, entre los que no figuran la ratificación de la denuncia y el acuerdo de visitas al que alude el denunciante, lo cierto es que donde reside el menor, es el lugar donde se manifestarían las conductas presuntamente impeditivas por parte de su madre, por lo que, es la justicia provincial la que debe asumir la investigación, en cuyo ámbito territorial, además, tramitarían actuaciones similares iniciadas previamente ante la justicia nacional. Ello, sin perjuicio de que si su titular considera que corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      B., L. s/ Averiguación de delito


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64271/2017/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia de armas. Competencia provincial.



      Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


      F., Raúl Oscar s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1029/2018/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Sobreseimiento. Resistencia a la autoridad. Competencia ordinaria.



      En atención a que el hecho objeto de contienda habría ocurrido en perjuicio de agentes de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires que, se habrían encontrado cumpliendo tareas de prevención del delito en general, sin que se verifique, por lo demás, elemento alguno que justifique la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia ordinaria asumir su investigación.


      O. C., Jhon Alexander s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2982/2017/4/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      Este conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, delimitar la competencia material. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      Incidente n° 1- Imputado: M., Marcelo s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2178/2017/1/CA1-CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Estafa. Competencia criminal y correccional. 


      El Tribunal tiene establecido que la competencia del fuero de excepción, en los delitos que tiendan a la defraudación de las rentas de la Nación, se circunscribe a los casos en que el daño sufrido por bienes del Estado Nacional es el que corresponde al resultado directo de la acción típica.


      C., Sebastián Luis y otro s/ Averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8034/2015/2/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal.



      Es doctrina de la Corte que el delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos es de exclusiva competencia del fuero de excepción -artículos 33, inciso d) y 42 de la ley 17.671 y sus modificatorias- y que cuando es el medio empleado para estafar, conforman una única conducta que no es susceptible de ser escindida. Asimismo, el Tribunal tiene dicho que si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


      P. V., Héctor Santiago s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48675/2001/1/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dada la estrecha vinculación que existe entre todos los sucesos ventilados en la causa, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. En tal sentido, según tiene resuelto la Corte que compete a la justicia federal conocer tanto en el delito de supresión de la numeración registral de un arma, como en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


      B., Mauricio Román y otro s/ Tenencia arma guerra (Artículo 189 bis, 4° párrafo) Modificación Ley 25.886


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1679/2018/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      



      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 6770/2016/1/CS1, “G., Agustín Iván s/ Falsificación de documentos públicos”.


      C., Luis Esteban s/ Falsificación documentos públicos


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2311/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      



      Legalización. Falsificación de documentos. Delitos contra la Administración Pública. Competencia federal. 


      En tanto el certificado analítico contendría la falsa legalización de una autoridad nacional, corresponde a la justicia de excepción proseguir la investigación.


      G., Agustín Iván s/ Falsificación documentos públicos


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6770/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia criminal y correccional. 


      Teniendo en cuenta que no surge del legajo que se hubiere falsificado y/o utilizado el documento nacional de identidad del denunciante para hacer operaciones de compra presuntamente fraudulentas, no existe, hasta el momento, afectación a un interés federal que habilite la intervención del fuero de excepción, condicionada a la existencia de supuestos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, por lo que corresponde al juez criminal y correccional conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


      N.N. s/ Falsificación documentos públicos y uso de documento adulterado o falso


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18364/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Extorsión. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Causa FLP 1360/2015/CA 7, "M., Alejandro Eduardo y otros s/ Infracción Ley 23.737".


      De las constancias remitidas surge que el hecho objeto de contienda habría sucedido en esta ciudad, y tendría vinculación directa con la investigación que lleva adelante el Juzgado de Quilmes en la causa de la referencia.


      F., Miguel Luis s/ Extorsión


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 44906/2015/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Hostigamiento o maltrato. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Habida cuenta de que el juez provincial no cuestiona la competencia territorial, sino que en virtud de lo que establece el artículo 24, inciso 3° del Código de forma de la provincia de Buenos Aires, correspondería a la justicia correccional el conocimiento de las contravenciones, es el Juzgado de Garantías el que debe continuar con la presente investigación, sin perjuicio de que si éste considera que debe intervenir otro juez de la misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      A., Y. A. s/ Infracción Ley 24.270


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 957/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Estafa. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


      Al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el art. 33, inc. d) de la ley n° 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -estafas cometidas mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno, delitos que concurrirían en forma ideal-, corresponde a la justicia federal con jurisdicción sobre las entidades en la que se utilizó el documento para la concesión de los préstamos, continuar con el trámite de las actuaciones.


      M., Romina Paola s/ Estafa e infracción Ley 20.974


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56925/2017/2/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia nacional. 


      Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, lo cierto es que aun cuando se tratara de una intimidación pública, la Corte ha resuelto que esa figura no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado “e" del Código Procesal Penal de la Nación. En otro orden, es doctrina de la Corte que el carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, lo que no se verifica en este caso pues al margen de que el personal policial destinatario de la amenaza se encontraba afectado al servicio de una de las comisarías seccionales de la Ciudad de Buenos Aires, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ejerce las funciones y facultades de seguridad en todas las materias no federales y el personal que reviste en la Policía Federal Argentina fue transferido a esa jurisdicción. Por todo lo expuesto, y en tanto no es posible apreciar otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia nacional de esta Capital asumir su jurisdicción y continuar con el trámite de esta causa.


      S., Alfredo Norberto s/ Amenazas


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 922/2018/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Tenencia de armas. Competencia federal. 


      Habida cuenta de la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, y el hallazgo de las armas motivo de esta contienda, dividir el objeto de la causa significaría perjudicar a la celeridad y eficacia de las decisiones judiciales, lo que debe ser evitado. Por lo expuesto, esa solución es la que mejor satisface en el caso las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, a los que debe atenderse para discernir la competencia. En consecuencia, corresponde a la justicia federal continuar investigando en las presentes actuaciones.


      Incidente n° 1- Denunciante: Juzgado Federal n° 7 C. 25688/2014 y otros. Imputado: P., Héctor Mario s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71259/2015/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Correo electrónico. Competencia federal. 


      Más allá de las exiguas constancias agregadas al expediente, entre las que se cuenta únicamente con las resoluciones judiciales, en tanto surge que no se habrían desarrollado las medidas de prueba tendientes a descartar el acceso ilegítimo a las direcciones de correo electrónico del denunciante infracción que es de la esfera exclusiva del fuero de excepción corresponde continuar interviniendo al juzgado federal.


      D. M., Antonio Conrado y otros s/ Extorsión y extorsión con amenaza contra el honor


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9527/2011/11/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


      Más allá de que Mercado Libre no aportó el número de identificación del ordenador con el que se realizaron las transacciones denunciadas, lo cierto es que de los elementos incorporados hasta el momento en el legajo surge que la IP de creación del usuario que las habría efectuado correspondería a un domicilio provincial, ámbito territorial donde también se habrían recibido los productos presuntamente adquiridos de manera fraudulenta y residiría la persona que los habría retirado. Por lo tanto, el juez provincial se encuentra en mejores condiciones para continuar con esta investigación.


      G., César s/ Defraudación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1240/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Uso de documento falso. Tarjeta de crédito. Competencia criminal y correccional. 


      Surgen del legajo elementos suficientes para sostener, prima facie, que las maniobras realizadas ante la entidad bancaria habrían sido cometidas mediante la utilización de un DNI presuntamente apócrifo, por lo que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual el delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos es de exclusiva competencia del fuero de excepción -artículos 33, inciso d) y 42 de la ley 17,671 y sus modificatorias-, aún si se hubieren utilizado fotocopias de ese instrumento.


      B., José Horacio s/ Estafa y falsificación de documento destinado a acreditar identidad


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2334/2018/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Tenencia ilegítima de armas. Robo con armas. Competencia federal. 


      Atento que tanto el delito de supresión de la numeración de un arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer respecto de la tenencia ilegítima de arma de uso civil, y de la tentativa de robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto.


      C., Luciano y otro s/ Robo con armas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1682/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12973/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17757/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Técnica n° 14 Libertad


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6696/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Coacción. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”


      N.N. s/ Coacción (Artículo 149 bis). Damnificado: Colegio Divino Rostro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8363/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Liceo n° 4 y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13245/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa CSJ 1579/2017/CS1, “N.N. s/ Defraudación. Denunciante: U., Elsa Noemí”.


      N.N. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1092/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Liceo Comercial n° 3


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12719/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Técnica n° 13 Del Pini


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13149/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Liceo n° 4 Remedios de Escalada de San Martín


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17261/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de marca o designación. Control sanitario. Servicio Nacional de Sanidad Animal. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido, las escasas constancias agregadas al incidente acerca del presunto hecho delictivo no alcanzan para delimitar su índole y pormenores que, en su caso, permitan dar sustento a la subsunción típica. En esas condiciones, y atento que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva, corresponde al juzgado local, que previno continuar conociendo en la causa y profundizar la pesquisa, sin perjuicio de la solución que ulteriormente pudiera adoptarse en orden a la competencia material.


      M., Ángel Gustavo s/ Falsificación y aplicación de marcas y contraseñas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 979/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Denunciante: Juzgado Federal N° 3 y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17960/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela n° 1 José de San Martín


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18422/2017/1/CS2, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12261/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Colegio Nacional N° 2. Domingo Faustino Sarmiento


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12610/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto de mercaderías. Competencia federal. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1331/2016/CS1, "V., Luis Miguel s/ Robo".


      N.N. s/ Hurto de mercadería transportada (Artículo 163, inciso 5°)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13599/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15543/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 36/2018/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15664/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15801/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Competencia nacional. Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16199/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11210/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13540/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1 “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15477/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18399/2017/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Tiene dicho la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restringida, por lo que cabe a la justicia ordinaria acreditar, con el grado de verosimilitud suficiente, la presunción a la que hace referencia y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Defraudación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15326/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las características especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia del encuadre jurídico que se atribuyan en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No surgen de las constancias que los hechos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados como para provocar la intervención del fuero de excepción, por ello corresponde declarar la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


      N.N. s/ Amenazas


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10316/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Desechos peligrosos. Competencia nacional. 


      Criterios de la Corte en Fallos: 323:163; 325:269 y 326: 4996.


      En el sub lite no surge que los hechos tengan capacidad de afectar a las personas o el ambiente fuera de los límites de la Ciudad de Buenos Aires, por ello con arreglo a los criterios establecidos por la Corte citados en referencia corresponde a la justicia nacional conocer en la presente.


      N.N. y otro s/ Infracción Ley 24.051


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13326/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro.


      N.N. - Denunciante: V., Héctor s/ Averiguación de ilícito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 937/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      Dada la falta de precisión acerca de los hechos que se reputan lesivos, corresponde al juez que previno, que tiene jurisdicción en el lugar donde se encuentra el causante detenido, realizar las averiguaciones sumarias indispensables para asegurar la adecuada apreciación de las circunstancias de hecho y la celeridad en la respuesta exigida en estos casos.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1360/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional.


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19 Juan Montalvo y otros”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela de Comercio n° 4 Baldomero Fernández Moreno


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6520/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19 Juan Montalvo y otros”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6635/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19 Juan Montalvo y otros”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Técnica n° 27 Hipólito Yrigoyen


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17167/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19 Juan Montalvo y otros”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela n° 30 Norberto Piñero


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6424/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto Industrial Luis Huergo


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9709/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Liceo n° 4 y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11045/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela n° 13 Ingeniero José Luis Delpini


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11800/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      F. A., Rodrigo y otros s/ Encubrimiento


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1034/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Economía procesal. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública". Incorrecta traba de la contienda.


      G., Juan Ignacio s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela N° 1, "Consejal Alberto Salvatori"


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12934/2015/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Desobediencia a un funcionario público. Cuestión abstracta. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


      La cuestión que motivó este incidente se ha tornado abstracta a partir del sobreseimiento que dictó el Juzgado Nacional, pues tal decisión importó reasumir el conocimiento de la causa y, por ende, desistir de la contienda.


      O. S.A. s/ Resistencia o desobediencia a Funcionario Público. Denunciante: Juzgado Comercial n° 11 C- 9350/2016 y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21448/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1,"N.N. s/ Intimidación pública".


      P., Darío Alberto s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13606/2015/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia provincial. 


      Dado que, de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


      Z., Gerardo Miguel s/ Falsificación documento destinado a acreditar identidad


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 699/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito; de las constancias del incidente surge que el hecho ocurrió en jurisdicción provincial, por lo cual corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


      P., S. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° Párrafo. Denunciante: P., R. O. y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28458/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prostitución. Competencia nacional. 


      Una vez descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal sobre la base de una serie de medidas de prueba que incluyeron el allanamiento del domicilio, la identificación de quienes allí se encontraban y una entrevista con las profesionales del Programa Nacional de Rescate, y si bien puede colegirse que en el lugar mencionado se encontrarían personas ejerciendo la prostitución, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la Ley N° 26.364.


      Bacacay 5XXX (ocupantes de la finca) s/ Infracción Artículo 125 bis y otros


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12266/2015/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Dulcísimo Nombre de Jesús


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13359/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Explotación sexual. Competencia nacional. 


      Una vez descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal sobre la base de una serie de medidas de prueba que incluyeron allanamientos, interceptaciones telefónicas, averiguaciones de campo, entrevistas con las profesionales del Programa Nacional de Rescate y decretado el procesamiento por un delito cuya naturaleza común no se discute, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la Ley N° 26.364.


      S. R., M. A. s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4323/2013/5/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12698/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia federal. 


      Infracción ley 23.737.


      Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, la gran cantidad de material estupefaciente incautado, sumado a la forma en que se encontraba acondicionado y el lugar en el que ocurrieron los hechos, no permiten afirmar que estuviera destinado a un consumo inmediato, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca al respecto


      Q. P., Juan Carlos y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1035/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12732/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Explotación sexual. Trata de personas. Competencia criminal y correccional. 


      Dado que se ha formulado requerimiento de elevación a juicio por el delito de promoción y facilitación de la prostitución, de naturaleza ordinaria y autónomo respecto de la trata, corresponde al tribunal oral en lo criminal y correccional proseguir las actuaciones.


      A., C. F. s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23630/2015/TO1/2/CS2, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13126/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14939/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5306/2017/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Explotación sexual infantil. Competencia nacional. 


      La justicia federal asumió inicialmente en el caso el conocimiento prioritario que le cabe conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto. Ahora bien, descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal sobre la base de una serie de medidas de prueba que incluyeron allanamientos, interceptaciones telefónicas, averiguaciones de campo, entrevistas con las profesionales del Programa Nacional de Rescate, medidas de protección para la presunta víctima y su familia, y si bien pudo establecerse que en un domicilio de esta ciudad se encontrarían personas ejerciendo la prostitución, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


      P., Nicolás y otro s/ Infracción Artículo 125 bis y otros


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7472/2016/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Explotación sexual. Competencia nacional. 


      Si bien pudo establecerse que en un domicilio de esta ciudad se encontrarían personas ejerciendo la prostitución, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


      Viamonte 2xxx (ocupantes de la finca) y otros s/ Infracción Artículo 125 bis y otros


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8345/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12540/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14961/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      G., Rocío Aylén y otro s/ Robo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 710/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


      En lo que respecta a la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, a partir del caso "Lubricentro Belgrano", el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina fue reiteradamente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso. Por lo demás, más allá del prolongado lapso que habría insumido la implementación de un programa de remediación ambiental y el lento actuar que de modo genérico se atribuye tanto a la administración nacional como a la provincial y municipal, de las actuaciones remitidas no se desprende la individualización concreta de las conductas presuntamente ilícitas y sus autores, extremo ineludible cuando se trata de habilitar el conocimiento de la justicia federal.


      Ministerio Público Fiscal c/ N.N. – Denunciante: UFT 1 Dr. Juan Puntel s/ Residuos peligrosos


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 923/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de documentos. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Dictamen de la causa 1434/2016/CS1.


      Las medidas de prueba llevadas a cabo por el juez provincial no alteran la solución propiciada en el dictamen de la referencia.


      A., Oscar Eduardo s/ Averiguación de delito


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 591/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      R., Mariano y otro s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 108553/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Desapoderamiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Resulta indispensable que la justicia provincial realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, en tanto es al titular del juzgado de garantías que tuvo a su cargo la instrucción del desapoderamiento, a quien, en definitiva, corresponde discernir a su respecto. En efecto, el esclarecimiento de tales circunstancias no sólo contribuiría a definir la situación procesal de los imputados, en la causa a cargo de la justicia local, sino también, y según el caso, a identificar a los autores del desapoderamiento.


      A., Matías Daniel y otro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25933/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16582/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17969/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia anónima. Trata de personas. Competencia nacional. 


      La justicia federal asumió inicialmente en el caso el conocimiento prioritario que le cabe conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto. Ahora bien, más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal con adecuado sustento en los antecedentes de la causa que el magistrado reseñó, y si bien puede presumirse la concurrencia de otros supuestos de naturaleza común, los elementos de prueba reunidos no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


      M. E. s/ Infracción Artículo 145 ter - conforme Artículo 26, Ley 26.842


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17708/2016/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Reducción a servidumbre. Juez previniente. Competencia federal. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


      L., H. y otro s/ Reducción a servidumbre


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15180/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Competencia nacional. 


      La justicia federal asumió inicialmente en el caso el conocimiento prioritario que le cabe conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto. Ahora bien, más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal tras la realización de una serie de medidas de prueba que incluyeron el allanamiento del lugar y la entrevista de las profesionales del Programa de Rescate y Acompañamiento, que el juez describe detalladamente, y si bien pudo establecerse la oferta y promoción de servicios sexuales, los elementos de prueba reunidos no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


      Avenida Santa Fe 3xxx, piso x, departamento 2x (ocupantes de la finca) s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7825/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      De las escasas constancias incorporadas al incidente, y más allá del carácter de la judicatura desempeñada por el imputado, no resulta posible discernir fehacientemente cuáles han sido los pormenores de los hechos investigados y, menos aún, si formarían parte de las maniobras de evasión impositiva denunciadas, o bien si se trataría de conductas de distinta índole, cuyo eventual deslinde y significación jurídica sólo podrá dilucidarse con certeza una vez profundizada la pesquisa, lo que, en su caso, permitiría determinar, además, la competencia material.


      Incidente n°. 1- Denunciante: G., Miguel Ángel y otro. Denunciado: V., Alejandro César s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10286/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Tarjeta de crédito. Falsificación de documento. Documento nacional de identidad. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Toda vez que luego de dos años de investigación no se pudo corroborar en el caso el uso ilegítimo y/o falsificación de un documento nacional de identidad, única circunstancia que, en principio, justificaría la intervención de la jurisdicción federal en estas actuaciones, de carácter excepcional y restringida, corresponde a la justicia ordinaria, que además previno, continuar con esta pesquisa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento en caso de acreditarse, con el grado de verosimilitud suficiente, la presunción a la que hace referencia.


      A. A., Guido Antonio s/ Estafa


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12932/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prostitución. Competencia nacional. 


      La justicia federal asumió inicialmente en el caso el conocimiento prioritario que le cabe conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto. Ahora bien, una vez descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal sobre la base de una serie de medidas de prueba, y si bien puede colegirse que en el lugar mencionado se encontraban personas ejerciendo la prostitución, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


      G., X. L. s/ Infracción Artículo 125 bis y otros


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9322/2014/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      A., David Jesús s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7915/2018/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Tarjeta de crédito. Falsificación de documento. Documento nacional de identidad. Competencia provincial. 


      Las hipótesis sostenidas por el declinante, en cuanto a que en la consecución de las maniobras defraudatorias atribuidas al imputado se usarían documentos de identidad ajenos o falsificados y registros de conducir, y que estos documentos serían provistos por un supuesto cartero del Correo que sustraería los primeros de sus legítimos destinatarios, se basarian exclusivamente en dichos del efectivo policial que habría tenido a su cargo el análisis de información encontrada en los teléfonos que le fueron secuestrados al imputado. Tales presunciones aún no habrían sido corroboradas por otros elementos de prueba, de manera que, no alcanzarían para prorrogar la competencia a favor de ese fuero. En esas condiciones, hasta el momento la pesquisa se circunscribiría únicamente a delitos de carácter común ajenos a la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, por lo que corresponde a la justicia local continuar con su trámite, sin perjuicio de lo que pudiere resultar con posterioridad.


      B., Matías s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 843/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Coacción. Violación de correspondencia. Juez previniente. 


      La atribución a la justicia federal se basó en la regla según la cual cuando concurren delitos comunes y federales corresponde intervenir al fuero de excepción si por las características del caso las conductas aparecen como inescindibles. No obstante, del conjunto de hechos objeto del proceso, el que en principio surtiría la competencia federal es un delito de acción privada que la parte legitimada no ha ejercido aún en los términos requeridos por la ley. En tales condiciones, cabe concluir que por el momento no se verifica el supuesto que justifique la intervención de la justicia federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


      R., L. A. s/ Coacción


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 885/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      L., Rocío María Belén s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16814/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N s/ intimidación pública. Denunciante: Juzgado Federal n° 4 y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8044/2017/1/CS2, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Atento que la justicia de excepción declaró la falta de mérito del imputado por el delito de encubrimiento ese fuero debe continuar conociendo a su respecto. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas- corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      D. S. T., Tomás Ismael s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19257/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela n° 1 Almirante Brown y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11823/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dado que la justicia en lo criminal y correccional sobreseyó a los imputados del hurto del vehículo cometido en esta ciudad, y le imputó a otro el delito de encubrimiento agravado, la justicia federal debe conocer respecto de este último delito que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –las placas apócrifas colocadas en el rodado y adulteraciones de las inscripciones de chasis y motor-, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      V., Sergio Mauricio E. y otros s/ Encubrimiento agravado


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47609/2012/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Comercial n° 12


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13766/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      En atención a que el Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal de esta ciudad, resolvió archivar las actuaciones principales en los términos del artículo 195 del Código Procesal Penal de la Nación, la presente cuestión negativa de competencia se ha tomado abstracta, por lo que, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      N.N. s/ Intimidación pública


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12762/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Normal Superior n° 8 Julio Argentino Roca


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12692/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Aún cuando el magistrado nacional en lo criminal y correccional desvinculó a los imputados de la sustracción sin haber efectuado una rueda de reconocimiento de personas, en la medida en que éste afirmó haber verificado a través de la Dirección Nacional de Migraciones que ninguno de ellos se encontraba en el país a la fecha en que, cuatro individuos armados se apoderaron del bien en esta capital, esa deficiencia no obsta, en el caso, que dicha resolución pueda ser considerada como el auto de mérito exigido por la Corte, por lo que, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de las placas del rodado y erradicación de las inscripciones de dominio grabadas sobre sus cristales, su conocimiento corresponde a la justicia local.


      L. R., Juan Bautista y otro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72681/2017/3/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. Competencia ordinaria. 


      Remisión a Fallos: 328:3963 y al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      Es doctrina de la Corte, aun en los delitos para los cuales la competencia federal está establecida, ésta cede ante la justicia ordinaria cuando la comisión del hecho revele de manera inequívoca y fehaciente una estricta motivación particular y no resulte afectada de manera directa o indirecta la seguridad del Estado Nacional o sus instituciones. Con arreglo a esta pauta, la Corte también tiene establecido que compete a los jueces locales conocer en una causa de privación de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado obedece a motivos personales y no es posible apreciar ninguna otra circunstancia que haga surtir la excepcional y restrictiva jurisdicción federal. Este supuesto se verifica en el presente caso, en el que no sólo no se aprecian motivos particulares, sino que tampoco concurren las circunstancias que justificarían la intervención de la justicia federal.


      M., P. C. y otro s/ Privación ilegal de la libertad


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55428/2018/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado Escuela Técnica n° 10 Fray Luis Beltrán


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5550/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      Ixxxxxxxxxxx@maillclick.com s/ Intimidación pública. Damnificado: C. Caballito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3947/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19 Juan Montalvo y otros”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4051/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del motovehículo cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la presente controversia.


      D., Jorge Gustavo s/ Encubrimiento


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 92733/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17869/2017/1/CS2, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18307/2017/1/CS2, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del motovehículo cometido en esta ciudad, la justicia federal debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas y adulteraciones de las numeraciones de cuadro y motor-, corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías del departamento judicial que intervino en el conflicto.


      S., Néstor G. s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 55579/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17658/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dado que la resolución del juez nacional en lo criminal y correccional significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte en ese sentido, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas y adulteraciones de las identificaciones de chasis y motor del rodado-, su investigación concierne a la Justicia local.


      G., Alan Gastón y otro s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 79709/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18952/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dado que la resolución del juez nacional en lo criminal y correccional significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte en tanto desvinculó al imputado de la sustracción del automóvil cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia.


      T., Roberto Marcelo s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 120658/2017/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Robo. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, Inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      N.N. s/ Pedido de secuestro por robo de automotor


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6/2018/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del rodado cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la presente controversia.


      C., Sergio Ammiel y otro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31046/2017/4/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dado que la resolución de la causa significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- su investigación corresponde al Juzgado de Garantías del departamento judicial, que intervino.


      A., Cristian Leonel s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 10440/2018/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infracción Ley 23.737”.


      N.N. s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 23172/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5806/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto del automóvil cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la presente controversia.


      F., Fernando Daniel s/ Encubrimiento


      COMP FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3998/2018/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela de comercio José Ingenieros N° 9


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9018/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela Técnica N° 7, distrito escolar 5, Dolores Lavalle y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6734/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dado que la resolución del juez nacional en lo criminal y correccional significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte, en tanto desvinculó al imputado de la sustracción del motovehículo cometido en esta ciudad y, posteriormente, lo procesó por el delito de encubrimiento referido al motor hallado en su poder; la justicia federal debe conocer a su respecto.


      C., Yamil s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38413/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública - denunciante: Establecimiento Educativo Liceo N° 2


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9092/2016/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela Técnica N° 8 Paula Albarracín de Sarmiento y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12960/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      Atento lo decidido por la Sala Primera de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal en su resolución la presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


      M. S., Jonathan Alfredo s/ Infracción Ley 11.723 (Artículo 72 Inciso a)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8456/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela de comercio N° 32 y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13429/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, “M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362”.


      G. G., Marlene Hermelinda s/ Infracción Ley 11.723 (Artículo 72 Inciso a)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 380/2015/4/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dado que la justicia nacional de instrucción descartó la participación del imputado en el hurto, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –supresión de placas-, su investigación corresponde al Juzgado de Garantías del departamento judicial que intervino.


      G., José Luis s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45689/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, “M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362”.


      S., Claudio Federico s/ Infracción Ley 11.723 (Artículo 72 inciso A)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 498/2015/2/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte a este respecto, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia.


      L., Cristian Alexis s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 36049/2016/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dado que la justicia nacional de instrucción descartó la participación del imputado en el hurto, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –supresión de placas-, su investigación corresponde al Juzgado de Garantías del departamento judicial que intervino.


      P., Braian Adrián s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35070/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Comercial n° 7. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6697/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7865/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1- Damnificado: Instituto Nuestra Señora de las Gracias. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6831/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Complejo Educativo N. S.. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6998/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Competencias 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      E., D. B. y otro s/ Infracción Artículo 125 bis y otros


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1593/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Competencias 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      N.N. y otros s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14148/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Competencias 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      N.N. y otros s/ Infracción Ley 12.331 (Artículo 17)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17914/2013/7/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Trata de personas. Competencia federal. 


      De conformidad con los principios establecidos por la Corte en las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


      N.N. s/ Infracción Ley 12.331 y otros


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22614/2013/3/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Prostitución. Falso testimonio. Competencia federal. 


      De conformidad con los principios establecidos por la Corte en las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Corresponde a la justicia federal conocer del falso testimonio que se habría cometido durante la tramitación de un proceso de su competencia, como también le compete el conocimiento prioritario ante la presunta comisión del delito de trata de personas.


      O., J. J. y otro s/ Infracción Artículo 125 bis -promoción o facilitación de la prostitución- Ley 26.842 y falso testimonio


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34453/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      De conformidad con los principios establecidos por la Corte en las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      B., M. A. y otros s/ Infracción 125 bis y otros


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78176/2014/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Trata de personas. Prostitución. Competencia por la materia. Competencia nacional. Competencia provincial. 


      Toda vez que el juzgado nacional de la Capital Federal no cuestiona la competencia en razón de la materia, corresponde a ese magistrado asumir su jurisdicción y darle al caso la solución legal que a su criterio corresponda.


      N.N. y otro s/ Infracción Artículo 145 bis -conforme Ley 26.842


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12700/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Redes sociales. Competencia federal. 


      El presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio de la Corte en las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      L., A. y otros s/ Abuso sexual, coacción


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2846/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Juez previniente. Competencia federal. 


      De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      Sucre 2XXX s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5112/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Más allá del tiempo transcurrido desde la traba de esta contienda, los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


      Rivadavia 6XXX, piso 2X, departamento X, torre X (ocupante de la finca) s/ Infracción artículo 127 en circunstancias del inciso 1°


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5873/2015/3/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Competencia federal. 


      Más allá del tiempo transcurrido desde la traba de esta contienda, las constancias remitidas dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar la comisión del delito de trata de personas, cuyo conocimiento prioritario atañe al fuero de excepción, conforme la doctrina elaborada por la Corte al respecto.


      V., S. D. y otros s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10740/2014/11/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Sin perjuicio del tiempo transcurrido desde la traba de esta contienda, los antecedentes remitidos no dan cuenta de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


      N.N. s/ Infracción Ley 26.364


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11270/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Explotación laboral. Extranjeros. Competencia federal. 


      Remisión a los fallos de las causas Comp. 538, L.XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp.1016, XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12526/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Más allá del tiempo transcurrido desde la traba de la contienda, los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no obran agregados otros elementos de juicio más allá de las resoluciones de los magistrados, las que no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Corresponde a la justicia federal, a la que cabe conocer prioritariamente en estos supuestos conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto.


      Avenida Carabobo 1XXX (ocupante de la finca) s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842 y prostitución con fines de lucro (Artículo 127)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13763/2015/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Explotación laboral. Extranjeras. Competencia federal. 


      Remisión a los fallos de las causas Comp. 538, L.XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp.1016, XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842 y otros


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13969/2015/2/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Prostitución. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      Criterio establecido por la Corte en las causas Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Los antecedentes remitidos no dan cuenta de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Corresponde a la justicia federal, a la que cabe conocer prioritariamente en estos supuestos conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


      Hotel S. y otro s/ Infracción Ley 12.331 y prostitución con fines de lucro (Artículo 127) (Sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842)


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14921/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Criterio establecido por la Corte en las causas Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Los antecedentes remitidos no dan cuenta de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Corresponde a la justicia federal, a la que cabe conocer prioritariamente en estos supuestos conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


      G. S., G. A. s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16722/2016/2/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Juez previniente. Competencia federal. 


      De acuerdo con el criterio establecido en las causas Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los elementos de juicio remitidos no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Corresponde al juzgado federal que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


      25 de Mayo 7XX, piso X, departamento X (ocupante de la finca) y otros s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17870/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      De acuerdo con el criterio establecido en las causas Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los elementos de juicio remitidos no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Corresponde al juzgado federal que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


      N.N. s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17874/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Deber de asistencia familiar. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Domicilio. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar debe investigarse en el lugar de residencia del menor, ya que allí se produjo la insatisfacción de los alimentos debidos a él, y es donde la madre podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


      V., M. G. s/ Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 792/2018/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      La Corte tiene resuelto que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pudiera existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de la misma jurisdicción. Por lo demás, se observa que el presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


      O., Juan Pablo s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1117/2018/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es doctrina del Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 487/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso de firma en blanco. Estafa. Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


      F. S.A. y otro s/ Defraudación por abuso de firma en blanco y defraudación


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7206/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


      N.N. s/ Hurto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10788/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 


      La cuestión devino abstracta y un pronunciamiento de la Corte al respecto se ha tornado inoficioso.


      L., Jorge Omar s/ Robo con armas


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17476/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. Tentativa de homicidio. Competencia criminal y correccional. 


      Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, Inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal. Ahora bien, en relación con la tentativa de homicidio que también se atribuye al imputado, se entiende que es la justicia nacional en lo criminal y correccional la que ha de entender en el asunto.


      Incidente n° 2 - Imputado: C. E., Junior Luis s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21361/2017/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


      Es oportuno destacar que a partir del 1 ° de enero de 2003 entró en vigencia la Resolución ENARGAS n° 2768/02, en la que se estableció que las cédulas de identificación de equipos de gas natural comprimido serán provistas por el Estado Nacional a través de los Productores de Equipos Completos, y llevarán impreso el isologotipo del ENARGAS. Por ello, entiendo que, por tratarse de un documento emitido por un órgano nacional, su falsificación debe ser investigada por la justicia federal.


      O., Francisco y otro s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: P., Gastón Alberto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22122/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, delimitar la competencia material en el sentido establecido por la Corte. Se considera que corresponde a la justicia federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      Incidente n° 1 - Imputado I. F. S.A. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23664/2013/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Extorsión. Competencia provincial. 


      Tiene establecido la Corte a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      N.N. s/ Coacción (Artículo 149 bis) Denunciante: Juzgado en lo Criminal y Correccional n° 17 y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24871/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo y dictamen de la causa competencia CCC 24772/2014/1/CS1, "N .N. s/ Defraudación (Art. 173, Inc.15) - Inc. de competencia".


      N.N. s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26294/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos es de exclusiva competencia del fuero de excepción.


      N.N. s/ Estafa y falsificación de documentos públicos


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26645/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Cuestión ya resuelta por la Cámara de casación.


      Esta nueva contienda remite a una cuestión que ya fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo en virtud de la doctrina vigente en ese momento, y su replanteo no procede en la medida en que no se han incorporado nuevos elementos de juicio que permitan revisar lo allí sostenido.


      M. C., Juan Manuel s/ Hurto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30734/2015/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Devolución del expediente. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      No existe en autos una verdadera contienda pendiente de solución que deba resolver la Corte, desde que ésta ya fue oportunamente dirimida por el tribunal instituido para hacerlo en virtud de la doctrina vigente en ese momento, y su replanteo no procede en la medida en que tampoco se han incorporado nuevos elementos de juicio que permitan revisar la solución allí sostenida.


      Z., Verónica Elizabeth Judith y otros s/ Estafa, falsificación agravada por funcionario público y falsificación documentos públicos


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33454/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran cumplidos, pues de las escasas constancias agregadas al incidente surge que algunos de los acontecimientos tuvieron lugar dentro del ente nacional y que, por el momento, no es posible establecer cuál fue su finalidad, sin que por ello sea posible descartar que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


      Incidente n° 1 - Denunciante: M., Mariano Arnaldo. Denunciado: Y., Roberto s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40570/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Habeas corpus. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      G. G., Bernardo s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40675/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      T., Diego Hernán s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45758/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Extravío del cheque. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      No surge de las actuaciones la materia federal que habilite la intervención del fuero de excepción, condicionada a la existencia de supuestos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Toda vez que la justicia nacional oportunamente aceptó su competencia en esta investigación, a ella corresponde profundizarla, antes de descartar la posible comisión del delito de estafa, atento a la posible relación comercial e, incluso, familiar, que existiría entre quien denunció el extravío del documento y quien lo puso nuevamente en circulación en circunstancias de modo, tiempo y lugar que, hasta el momento, se desconocen, y la ausencia de reclamos entre los tenedores y su modo de proceder.


      S., Jacobo Martín s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46079/2014/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Estafa. Concurso ideal. Competencia federal. 


      Unidad contextual. Único tribunal a cargo.


      Tiene establecido la Corte que si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta –en los términos del art. 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de documentos concurre idealmente con la estafa posterior ya que esta se cumple como una forma de agotamiento del primero. Habida cuenta de que la documentación cuya falsificación investiga el juzgado federal provincial, habría sido utilizada como parte de la maniobra ardidosa, que determinó la disposición patrimonial, corresponde declarar su competencia, aunque no haya sido parte en la contienda para conocer en la presunta comisión del delito de estafa mediante el empleo de esos documentos públicos falsos. Su titular deberá también profundizar la pesquisa en orden a la presunta adulteración de la numeración de chasis, que integra el objeto de la causa, ya que las particulares circunstancias en que se han desarrollado los hechos en su totalidad, dentro del mismo contexto delictivo en el que mantendrían una íntima vinculación entre sí, determinan la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


      D., Rosana Julieta y otro s/ Estafa y falsificación documentos públicos. Denunciante: G., Silvio Oscar


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47081/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Habeas corpus. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      S., Rolando Ismael s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48487/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      M., Alejandro s/ Hábeas Corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49892/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      A., Carlos Andrés s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51126/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      A., Ramón Alberto s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52614/2018/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      O., José Santos s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53591/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Escrituración. Competencia nacional. 


      Más allá del estado embrionario en el que todavía se encuentra el trámite de este sumario, con prescindencia de la significación penal que en definitiva quepa asignar al hecho denunciado, de la lectura del incidente no se advierte ni es posible verificar, hasta el momento, ninguna circunstancia que en principio justifique la jurisdicción federal, de carácter excepcional y restringida. Con base en esas consideraciones, habida cuenta que en el hecho que origina la contienda, que es anterior al investigado en la justicia federal, no se encuentra acreditada la utilización de documentos nacionales falsificados en el trámite de solicitud de inscripción del segundo testimonio de la escritura pública denunciado, que ya había sido expedido, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


      N.N. s/ Estafa y falsificación de documentos públicos


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54076/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Servicio postal. Violación de correspondencia. Cheque. Competencia federal. Defraudación. Competencia nacional. 


      Corresponde al juez federal conocer en la investigación de la sustracción de los cheques del denunciante mientras se encontraban todavía bajo la custodia o servicio del Correo Argentino, por lo que la justicia local, que estaría llevando adelante esas actuaciones, deberá ceder su intervención. Por lo demás, el juez de instrucción deberá continuar con la investigación de la estafa consumada, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


      N., Diego Alejandro s/ Estafa y falsificación documentos


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57078/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal, según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción. En consecuencia, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en estas actuaciones, en cuya jurisdicción cabe suponer, además, que se encontrarían la mayoría de los elementos probatorios atinentes a su gestión.


      T., Matías Alejandro s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59593/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


      Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Desde esta perspectiva, corresponde devolver las actuaciones a la justicia de instrucción que previno, para que continúe con la investigación, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


      N.N. y otros s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62753/2016/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Concurso ideal. Estafa. Competencia provincial. 


      Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual si la falsificación o el uso del instrumento espurio habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del art. 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el uso del documento falso concurre idealmente con la estafa. Por lo expuesto, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con jurisdicción en el lugar donde se utilizó ese instrumento y se produjo el desplazamiento patrimonial.


      N.N. s/ Falsificación de documento público


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68336/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


      No hallándose controvertido el secuestro de un Documento Nacional de Identidad ajeno en manos del imputado, cabe recordar que es doctrina de la Corte que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33 de la ley 17.671 y sus modificatorias.


      G. A., Nicolás Andrés s/ Robo e infracción Ley 20.974 (Artículo 33, Inciso c)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69907/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


      Pese a que se infiere que la pesquisa se encontraría todavía en un estado incipiente, al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el art. 33, inc. c) de la ley 17.671 y sus modificatorias, en atención a las manifestaciones del denunciante, a las que cabe atenerse para discernir la competencia, en tanto no se encuentran desvirtuadas por otras constancias del incidente, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones.


      P. C., Almicar s/ Defraudación por retención indebida


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74822/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Violencia familiar. Competencia provincial. 


      Más allá de la discusión en tomo a la relevancia penal que pudieran tener los hechos aquí denunciados, de los antecedentes incorporados al legajo surge que éstos habrían ocurrido mayormente en la provincia y que habrían sido judicializados en ese ámbito, lo que no cuestionó el juez local. En consecuencia, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en esta causa, en cuya jurisdicción territorial, además, tuvo lugar el reintegro del menor a su madre, tramitarían aquellas cuestiones que tienen que ver con el conflicto familiar subyacente y se domiciliarían las partes, por lo que esa magistratura se encontraría en mejores condiciones de satisfacer sus intereses.


      M., N. G. s/ Infracción Ley 24.270 Artículo 1°- 2° párrafo, resistencia o desobediencia a funcionario público, falsa denuncia, amenazas y lesiones leves (Artículo 89)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76825/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Permiso internacional del conductor. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, por lo que se haya entorpecido el normal funcionamiento de organismos federales.


      P. D., Hugo Andrés s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: Juzgado Federal n° 2


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 270/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Lesiones. Violencia de género. Transporte fluvial. Competencia nacional. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Más allá de la ausencia de elementos de juicio que permitirían establecer con precisión el lugar de comisión del hecho, lo cierto es que conforme tiene dicho el Tribunal la jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial. En atención a que de autos no se desprenden tales extremos, y que la competencia del fuero federal es excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia nacional asumir su jurisdicción para continuar la investigación, en cuyo ámbito se encuentra el puerto de arribo del buque y se dio noticia del hecho a las autoridades argentinas competentes, independientemente de cuanto resulte del trámite ulterior.


      T. B., I. s/ Lesiones agravadas


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 360/2018/3/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Protección de la flora y fauna silvestre. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la ley de Protección de Fauna Silvestre, no ha establecido la jurisdicción federal en materia de delitos, la cuestión de competencia en este aspecto se determina atendiendo al lugar de su comisión.


      Jardín Zoológico de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Infracción Ley 22.421. Denunciante: Asociación de Funcionarios y Abogados por los Derechos de los Animales y otros


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2555/2017/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      La Corte tiene resuelto que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      F., Néstor Javier s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro y encubrimiento (Artículo 277, Inciso 3) Denunciante: F., Osvaldo Saverio Gabriel y otros


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3677/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Uso de documento falso. Competencia federal. 


      Tiene establecido la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima –provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimiento conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Habida cuenta de que la documentación apócrifa fue presentada ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, corresponde que conozca en la presente el juzgado federal.


      O., Diego Antonio s/ Falsificación documentos públicos y estafa. Denunciante: L., Marcelo Horacio


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4401/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1 “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4574/2017/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las características especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia del encuadre jurídico que se atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Habida cuenta que de las constancias surge que habría infracción a la ley de marcas y designaciones, corresponde al juez federal continuar la intervención en las presentes actuaciones.


      Q., Maximiliano Matías y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4828/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Doping. Competencia provincial. 


      No se advierten razones para afirmar que la infracción prevista en el artículo 111 del Régimen Jurídico para la Prevención y el Control del Dopaje en el Deporte (ley 26.912) suscite la competencia federal, cuya naturaleza es restrictiva y de excepción, y con atribuciones limitadas en los casos previstos en la legislación.


      Incidente n° 1 - Denunciante: identidad reservada y otro s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5572/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Tiene dicho el Tribunal, en reiterados precedentes, que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restringida, por lo que, al no vislumbrarse, prima facie, ningún hecho que pueda suscitar interés nacional conforme el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde a la justicia local asumir esta investigación.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 1275/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia nacional.



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5738/2017/1/CS2, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Pronunciamiento inoficioso. 


      En atención a que el juzgado federal resolvió archivar las actuaciones principales en los términos del artículo 195 del Código Procesal Penal de la Nación, la presente contienda se ha tornado abstracta.


      P., Paula y otros s/ Infracción Ley 23.592


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6057/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      



      Amenazas. Testigo protegido. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      Habida cuenta que de las actuaciones no surge circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia ordinaria asumir su jurisdicción para continuar la pesquisa.


      R. P., Horacio s/ Coacción (Artículo 149 bis)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6098/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


      El Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en el anexo, entre los cuales se encuentra el artículo 292 del Código Penal, y la legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancionó la ley n° 5935 que dispuso que ello tendrá lugar progresivamente durante un año a partir de la publicación de la norma y del modo allí establecido. Habida cuenta de que los hechos motivo de la contienda son anteriores al dictado de ambas normas, y que no surge de las constancias del incidente alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia nacional conocer en las presentes actuaciones.


      S., Matías s/ Falsificación Documentación Automotor. Denunciante: Oficina Central Receptora de Denuncias


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6220/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Comercialización de estupefacientes. Gendarmería Nacional. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


      En atención a que en el caso se encuentran denunciados miembros de la Gendarmería Nacional por hechos cometidos en ejercicio de sus funciones y en el marco de un procedimiento preventivo de la ley de drogas, y que es doctrina del Tribunal que incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3°, de la ley 48- corresponde al Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal proseguir su investigación.


      Gendarmería Nacional s/ Averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7219/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Explosivos. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Es doctrina del Tribunal que competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. Asiste razón al magistrado federal, por cuanto se desprende de las constancias de la causa que la inspección ocular del establecimiento dio resultado negativo. Asimismo, atento que la figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado "e" del Código Procesal Penal de la Nación, no resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 306:1391. Toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Hospital Pediátrico Garrahan y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7716/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falta de calificación legal. Empleados nacionales. Competencia federal. 


      Se desprende de las constancias del incidente que si bien el proceder de los imputados habría afectado intereses particulares de la supuesta víctima, también se trataría de un hecho que obstruye el buen servicio que debe prestar una entidad nacional y sus empleados en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48. Por ello, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda adoptar, debe continuar con la tramitación de las actuaciones la justicia nacional en lo criminal y correccional federal.


      Incidente n° 1 - Denunciante: P., Mariano y otro. Denunciado: R. L., Juan Manuel y otros s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7943/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia por la materia. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, asiste razón al magistrado federal en su calificación y habida cuenta de que no es posible apreciar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, conocer en la presente investigación.


      E., Ángel Pedro y otro s/ Coacción (Artículo 149 bis)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8445/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia N° FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      R., Juan Carlos y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8936/2016/TO1/8/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Estas circunstancias que en el caso no concurren, pues no resulta posible determinar los pormenores de los sucesos investigados ante la ausencia de elementos que pudieren dar precisiones respecto a las manifestaciones de los damnificados, impide calificar jurídicamente los hechos para una adecuada resolución del conflicto.


      A., Orlando Pablo y otros s/ Estafa, administración fraudulenta


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8946/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9300/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimación pública. Denunciante: A., Nicolás Sebastián y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9411/2016/3/CS1-CA2, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto Educativo Fray Beltrán


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10840/2016/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


      No se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      Incidente n° 1 - Denunciante: G., Eusebio N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11109/2013/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11386/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Normal n° 6 Vicente López y Planes


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11396/2013/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12685/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y. respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      E., Cristián Gustavo s/ Averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12865/2017/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 35 s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12906/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Normal Superior José Mara Torres


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13614/2015/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Incidente de competencia. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14749/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 2 - Damnificado: Escuela Técnica n° 27 Hipólito Irigoyen N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14856/2017/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación Pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15780/2017/1/CS2, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Incidente de competencia. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela de Comercio n° 33 Maipú s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17498/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17208/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Incidente de competencia. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17791/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17850/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 12 General Don José de San Martín s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18873/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      ncumplimiento de los deberes del funcionario público. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      La presente contienda, no se halla precedida, de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a la inexistencia de elementos de juicio que permitan delimitar con precisión los pormenores y las características de los hechos que serían objeto de pesquisa, para encuadrarlos en alguna figura determinada y, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia.


      P., Sebastián Gerardo y otro s/ Incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249) y averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19351/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Intimidación pública. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19507/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Incidente de competencia. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15292/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Estafa. Arrendamiento rural. Apoderamiento. Ganado. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Amenazas. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


      Es criterio de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base. Asimismo, el Tribunal ha resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenta prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad que solo pueden invocarse en conflictos en los que participan Jueces nacionales. Por aplicación de estos principios, corresponde al juez provincial de primera instancia investigar el caso.


      N.N. - Denunciantes: F., Facundo - R., Horacio s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 217/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Defraudación. Competencia provincial. 


      Toda vez que es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración de la denunciante, que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, se desprende que los hechos con eventual relevancia típica fueron cometidos en la localidad bonaerense, resulta conveniente declarar la competencia del juzgado local, más aún, cuando ya se encuentran tramitando en los tribunales en lo civil y comercial de aquella jurisdicción otros expedientes que guardan relación con los hechos denunciados.


      D. F., Oscar Alberto y otros s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 785/2018,29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva corresponde a la justicia provincial, continuar con el trámite de estas actuaciones.


      N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 823/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Lesiones. Amenazas calificadas. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Violencia familiar. Competencia provincial. 


      Más allá de que la ausencia de constancias relativas a la denuncia realizada ante la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte impide conocer mejor los hechos presuntamente cometidos en esta ciudad, del testimonio brindado en la causa provincial, surge que durante la convivencia con el imputado tanto ella como su hijo eran constantemente sometidos a malos tratos físicos y psicológicos, y que los asedios hacia su persona continuaron luego de que se mudara con el menor a esta capital, por lo que habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, lo que indica que su juzgamiento debe quedar a cargo de un único tribunal. Por lo demás, teniendo en cuenta que ambas causas comparten su origen en una problemática de violencia familiar en la que hay que velar especialmente por los intereses de los menores, adoptando medidas tuitivas uniformes y coordinadas, parece más conveniente, a fin de favorecer, junto con el buen servicio de justicia, la defensa del imputado, que la infracción a la ley 13.944 también sea juzgada en el ámbito provincial, pese a que el menor se domiciliaría con su madre en esta capital, pues de todos modos es cercana a esa localidad.


      M., C. A. s/ Coacción


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1043/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En este sentido y habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


      N.N. Denunciante: R., Pedro Pablo s/ A determinar


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1156/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Robo de automotor. Competencia criminal y correccional. Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Dada la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, las circunstancias en que se habría cometido el hecho, por el momento, impiden descartar la participación del imputado en el primero de esos delitos. Asimismo, el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia establece que el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a la sustitución de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal que sostiene que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia provincial, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      C. A., Néstor R. s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1157/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Defraudación. Competencia provincial. 


      Más allá de la subsunción penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, toda vez que fue en jurisdicción provincial donde se realizó la operación, se autorizó la transferencia de los fondos y se encontraba el vehículo para su entrega, es el juez de la provincia quien deberá continuar con la investigación.


      C. S. A. S.A. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1357/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Estafa. Competencia nacional. 


      Ya sea que los hechos encuadren en la figura genérica de estafa o en la defraudación especial prevista en el artículo 173, inciso 9, del Código Penal de la Nación, toda vez que no existe discusión en cuanto a que la escritura pública del terreno se suscribió en esta ciudad, momento en el cual el denunciante habría pagado el precio convenido corresponde al juez nacional conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que surja una vez acreditados los extremos expuestos en la denuncia.


      M., Adrián s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1418/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


      M., Roberto y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1806/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Amenazas. Universidades. Rectores. Competencia federal. 


      Tiene establecido el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. En esa inteligencia y habida cuenta de que el hecho denunciado se encuentra vinculado directamente con el ejercicio de la función de rector de una universidad nacional, al juzgado federal, que previno, corresponde conocer de estas actuaciones.


      C., Ricardo Ariel s/ Amenazas


      COMP FGR-Justicia Federal de General Roca, 24625/2017/1/CS2, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. Competencia federal. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Al respecto, tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez federal incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      Incidente n° 1 - Imputado: P., Andrea Romina s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 18791/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos contra la integridad sexual. Trata de personas. Competencia federal.



      De acuerdo con el criterio establecido por la Corte en las causas Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”, corresponde al juzgado federal proseguir el trámit


      Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues la propia descripción de los hechos y las manifestaciones de las víctimas, permite vislumbrar un cuadro de acontecimientos relacionados con los hechos que reprime la Ley 26.364, y no puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. Sobre esa base, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte y en tanto se advierten vinculaciones entre diferentes domicilios y la presencia de mujeres de nacionalidad extranjera como presuntas víctimas, corresponde al juzgado federal proseguir el trámite de las presentes. En igual sentido, se considera la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia de excepción respecto de quien fuera procesado por el delito de extorsión, en tanto ese temperamento es el que mejor se adecua para una mayor eficacia de la investigación, pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica, y es el criterio que resulta más conveniente para una mejor administración de justicia, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


      C., S. B. y otros s/ Explotación económica del ejercicio de la prostitución


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 108261/2017/18/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Transferencia del automotor. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


      La primera asignación de competencia ha sido prematura, pues de las constancias remitidas no surge que en sede penal se haya sustanciado una incidencia para disponer del bien secuestrado, o suscitado alguna controversia sobre su restitución, que es la condición previa dispuesta por el artículo 524 del Código Procesal Penal para habilitar, ante el impulso de las partes, la competencia de la justicia civil. Al no haberse establecido de manera fehaciente la causa de la erradicación, ni individualizado un delito distinto de la maniobra o conexo con la estafa investigada en sede provincial, deberá ser el juzgado criminal y correccional el que resuelva este aspecto.


      S., Juan Manuel s/ Transferencia e inscripción automotor


      CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 24440/2017/CS1, 02 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Desobediencia. Incumplimiento de resolución judicial. Competencia federal. 


      Es doctrina de la Corte que en el delito de desobediencia corresponde entender en la investigación al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones. Aclarada la competencia ratione loci y toda vez que incumbe a la justicia federal investigar los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, por ello corresponde al juzgado federal asumir la tramitación de esta causa.


      Complejo Penitenciario Federal n° 2 del Servicio Penitenciario Federal (Director) s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13105/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12932/2014/1/CS1, “A. A., Guido Antonio s/ Estafa”.


      N.N. s/ Robo, defraudación (Artículo 173, inciso 15) e infracción Ley 20.974 (Artículo 33, inciso d)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14317/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Obstrucción de la vía pública. Competencia nacional. 


      En atención a que el hecho denunciado habría obstruido el tránsito de calles de esta ciudad, más allá de que una de ellas tenga prolongación fuera del ámbito local, y que los elementos remitidos no demuestran que hubiera interrumpido de manera efectiva el servicio público interjurisdiccional, corresponde a la justicia nacional proseguir con el trámite de las actuaciones, independientemente de su eventual remisión al fuero de menores, si así correspondiere, una vez que sean identificados sus presuntos autores.


      N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14866/2018/1/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


      El Tribunal tiene resuelto, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia nacional en cuyo ámbito comenzó el suceso y donde además se produjo el desapoderamiento de los bienes de la víctima continuar con el trámite de las actuaciones.


      G., Damián s/ Hurto


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17924/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      El Tribunal tiene resuelto, que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal. Por aplicación de este principio, y atento que de los términos de la denuncia -que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa- se desprende que la mayor cantidad de hechos con relevancia típica fueron cometidos en jurisdicción bonaerense, circunstancia que el juez local no cuestionó, le corresponde a éste conocer en la causa, sin perjuicio de que si considera pertinente atribuirla a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      N.N s/ Robo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20070/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Pago con cheque sin provisión de fondos. Contraorden indebida para el pago del cheque. Competencia en lo penal económico. 


      Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Teniendo en cuenta ese principio y la calificación escogida por el declinante, que guarda sustento en las constancias incorporadas al legajo, toda vez que los cheques que resultaron incobrables habrían sido falsamente denunciados como extraviados por su librador, y no se advierte la concurrencia de maniobras fraudulentas, corresponde a la justicia en lo penal económico conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


      F., Adrián y otros s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24008/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Amenazas. Lesiones. Competencia provincial. 


      Toda vez que es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de las declaraciones de las denunciantes, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge que los hechos habrían ocurrido en una localidad provincial, corresponde a ese juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


      A., Víctor y otro s/ Lesiones leves (Artículo 89)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26505/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia nacional. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 28768/2016/1/CS1, “Siniscalchi, Adrián Antonio s/ Averiguación de delito. Damnificado: Miguelez, Leandro”.


      N.N. s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26585/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


      El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente que es víctima de un segundo convenio que frustra el anterior contrato, y que se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar. En este sentido, aunque es posible atribuir competencia a los jueces de cualquiera de los lugares en que se desarrolló el proceso ejecutivo del delito, corresponde, sin embargo, dar preferencia a los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se consumó el delito ya que la competencia penal en razón del territorio, por imperativo constitucional, se establece prioritariamente en atención a esa circunstancia. Por aplicación de estos principios, corresponde declarar la competencia al juzgado de garantías provincial.


      P., C. H. y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42462/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la jurisprudencia de la Corte, en la materia, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –supresión de placas- su investigación corresponde al Juzgado de Garantías del departamento judicial que intervino en el conflicto.


      C., Guillermo Omar s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57621/2016/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción.



      Las constancias incorporadas al legajo no alcanzan para establecer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que corresponde al juez de instrucción, que previno, continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


      R., Zulma Haydee y otros s/ Infracción Artículo 302


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62528/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


      Tiene resuelto la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción. En consecuencia, corresponde al juzgado provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de que si su titular entiende que corresponde conocer a otro juez de su misma jurisdicción, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      N.N. s/ Desbaratamiento de derechos acordados y defraudación (Artículo 173 inciso 12)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62950/2016/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


      Si las declaraciones del denunciante respecto al extravío de su documento nacional de identidad son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones. En ese sentido, sin perjuicio de que no se ha agregado prueba que acredite si ese instrumento habría sido adulterado, resulta aplicable la doctrina del Tribunal en tanto tiene resuelto que es privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d) de la ley 17.671 y sus modificatorias, como así también el conocimiento acerca de la adulteración y uso de un documento nacional de identidad, aun cuando se hubiera utilizado fotocopias de tal instrumento para cometer la defraudación.


      N.N. s/ Defraudación por retención indebida


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65515/2014/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos objeto de disputa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En las circunstancias dadas, en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, corresponde a la justicia nacional proseguir la pesquisa, que por haber prevenido y ser el tribunal del domicilio de las presuntas víctimas y de las demás partes interesadas, se encuentra en mejores condiciones de resguardarlos. Ello, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      A., F. A. s/ Coacción (Artículo 149 bis)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68574/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


      La Corte tiene resuelto que es función específica del fuero federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar la validez de los actos de sus funcionarios. En tal sentido, emana de la ley orgánica del Servicio Penitenciario Federal n° 20.416 que, entre sus competencias, le incumbe a la Dirección de Obra Social de esa institución, atender al bienestar de los integrantes y de sus familias, y se erige dentro de su estructura. Por otra parte, el Decreto 1776/2007 -que atañe al Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal- aclara en su artículo 1° que, entre otras, esa obra social, estará integrada al régimen de administración financiera establecido para las entidades integrantes del sector público nacional en los términos del artículo 8°, inciso b), de la ley 24.156, y su presupuesto -como obra social Estatal- sometido a la aprobación del Poder Ejecutivo Nacional. Frente a tales circunstancias y atento que, según surge de las resoluciones obrantes en el incidente, además, la imputada se desempeña como prestadora de dicha entidad con un rango jerárquico profesional (vid. artículo 40 de dicha ley orgánica, con las modificaciones de la ley 20.622), no puede descartarse que su participación en las maniobras denunciadas haya afectado intereses pecuniarios de carácter nacional, o el normal funcionamiento de dicha institución en el ámbito del Servicio Penitenciario Federal.


      Incidente n° 2- Denunciante: R., Alberto y otros Denunciado: M., Alejandra Noemí s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68717/2016/2/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


      Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las características especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia del encuadre jurídico que se atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que la firma imputada vendía, a través de internet, mercadería en infracción a la ley de marcas y designaciones, corresponde al juez federal continuar con las presentes actuaciones.


      W. y otros s/ Estafa, infracción Ley 22.362, e infracción Ley 11.723


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71508/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      Remisión al fallo de la causa CSJ 4/2018/CS1, “N.N. s/ Estafa. Denunciante: Conde, Beatriz s/ Estafa”.


      F., Oscar Andrés s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74880/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ello no ocurre en el caso, toda vez que los hechos no fueron determinados ni encuadrados, prima facie, en alguna figura penal y no se realizó ninguna diligencia instructoria, por lo que sólo cuenta en el legajo con las declaraciones de la denunciante que fueron controvertidas por la presunta víctima. En estas condiciones, corresponde al juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      F., Valeria s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75693/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia ordinaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10113/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20090/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14143/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. CPE 757/2015/1/CS1, “Incidente n° 1- Querellado: Pruvost, Lucas Ezequiel s/ Incidente de competencia”.


      U., Rodrigo Emanuel s/ Infracción Artículo 302


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 16/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente competencia federal. 


      La escasa investigación llevada a cabo hasta el momento no permite discernir, con el grado de certeza que exige esta etapa, el verdadero alcance de los hechos y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide establecer la competencia material de la causa, pues no puede descartarse aún que no se haya visto afectado el normal desenvolvimiento de un organismo nacional. No se cuenta en el incidente con ninguna otra constancia relativa a la supuesta realización de los trámites aduaneros pertinentes lo que, resulta de importancia a fin de conocer bajo qué circunstancias y qué condiciones se habrían liberado, en su caso, los efectos en cuestión, tras la autorización de la división de control operativo de la Dirección General de Aduanas, previo trámite y con intervención del agente aduanero. En tales condiciones, el juez federal que previno deberá continuar con la pesquisa a fin de establecer la real naturaleza de los hechos y el modo en que habrían ocurrido, y para luego discernir la competencia material en la causa, teniendo especialmente en cuenta que atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48.


      B., Julio y otro s/ Robo


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7775/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Fraude a la Administración Pública. Personal policial. Servicio de prestaciones adicionales. Competencia federal. 


      No es posible descartar que en la causa no se haya visto obstruido el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación. Ya que no se encuentra cuestionado en autos que las facturas mencionadas hayan sido emitidas sobre la base de planillas adulteradas que originaron liquidaciones irregulares, y que, con ellas, se habrían pretendido cobros fraudulentos ante el mencionado banco nacional, máxime cuando se desprende de las resoluciones del propio juez federal que las autoridades de dicha entidad dieron cuenta de los expedientes que motivaron las observaciones que fueron puestas de manifiesto ante la Policía Federal Argentina, e inclusive de los trámites internos que el banco debió realizar, a través de los cuales se consiguió detectar las diferencias primigeniamente denunciadas y otras nuevas irregularidades de igual tenor. En tales condiciones, y atento que atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, corresponde declarar la competencia del tribunal federal para continuar conociendo en esta causa.


      P., Walter Damián y otro s/ Defraudación contra la Administración Pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5372/2016/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Administración fraudulenta. Fraude a la Administración Pública. Competencia criminal y correccional. 


      Más allá de la calificación legal que resulte en definitiva, a partir del relato de los hechos plasmados en las escasas piezas que componen el incidente, no se vislumbran elementos de juicio suficientes que indiquen un perjuicio directo y efectivo para las rentas de la Nación, más aun cuando, tal como lo ha sostenido reiteradamente el Tribunal, para justificar la competencia federal es necesario que ese perjuicio se identifique con el resultado directo de una acción típica.


      Incidente n° 3 Querellante: I.N.S.S.J.P procesado: R., Rubén Darío y Otro s/ Incidente


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 779/2013/TO1/3/CS2, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio simple. Tentativa de homicidio. Competencia provincial. 


      La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Por otro lado, la regla contenida por el artículo 34 de la ley 23.737 es clara en tanto establece que sólo los delitos previstos y penados por ella serán de competencia de la justicia federal. En ese sentido, el presunto "móvil delictual" esbozado por el tribunal declinante no alcanza para precisar una infracción concreta de naturaleza federal que motive la aplicación del criterio excepcional y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que este hecho se haya producido con el objeto de interferir en alguna investigación por infracción a la ley 23.737, corresponde seguir conociendo a la justicia local respecto de los delitos de homicidio y tentativa de homicidio que han sido objeto de esta controversia.


      C., José Martín y otros s/ Homicidio simple


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1444/2018/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro de estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien no se han advertido movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


      B. N., Alberto s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1957/2018/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


      Toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, y que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6315/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


      Toda vez que según la doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de las constancias del incidente surge que la maniobra se realizó desde una interfaz utilizada en una localidad bonaerense, corresponde al juzgado provincial continuar con la investigación de la causa.


      N.N. s/ Defraudación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20911/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Economía procesal. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


      Teniendo en cuenta las constancias incorporadas al legajo y las calificaciones que se infieren de las resoluciones de ambos jueces, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva por razones de economía procesal. De acuerdo con ese principio y sin perjuicio de que se desconocen los lugares desde los cuales se habrían desplegado las maniobras destinadas a inducir a error al denunciante, en tanto habrían sido cometidas de manera telefónica y no se solicitó información a las empresas pertinentes, toda vez que las disposiciones patrimoniales habrían ocurrido en una provincia, corresponde a la justicia de esta provincia, que además previno, continuar con la investigación.


      S., Juan Manuel s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1762/2018/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Narcomenudeo. Lugar del hecho. Competencia federal. 


      Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.


      T., Gonzalo Germán y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1904/2018/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


      Tiene resuelto el Tribunal que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y, de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


      P., F. A. s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1397/2018/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Habeas corpus colectivo. Establecimientos penitenciarios. Competencia federal. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 7614/2015/CNC1-CA1, “Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Hábeas corpus”.


      Conforme surge de los antecedentes reseñados, el objeto del habeas corpus colectivo interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados de autoridad nacional, esto es el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal y el Ente de Cooperación Técnica y Financiera del Servicio Penitenciario Federal y se refiere a todas las personas privadas de la libertad ambulatoria que se encuentran alojadas en los diversos establecimientos penitenciarios federales y que prestan servicios laborales en relación de dependencia, en los términos del Capítulo VII de la ley 24.660. Por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia en lo criminal y correccional federal para continuar el trámite de estas actuaciones.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10776/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Discriminación. Personas con discapacidad. Competencia provincial. 


      Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, lo cierto es que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, se desprende que los términos de los que se agravia fueron exteriorizados en un juzgado de la provincia, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción para entender en estas actuaciones e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos, y resolver.


      S., L. J. s/ Infracción Ley 23.592


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1220/2018/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Extranjeros. Competencia federal. 


      Más allá de señalar -en atención a los términos de la resolución del magistrado declinante- que la reducción a servidumbre constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso a, de la ley 26.364, texto según ley 26.842, ante la presencia de presuntas víctimas de nacionalidad extranjera y en la medida en que tampoco puede descartarse una infracción a la ley de migraciones, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación.


      Lafuente 1XXX (ocupantes de la finca) y otros s/ Infracción Artículo 140


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6062/2016/2/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Apremios ilegales. Personal penitenciario. Competencia ordinaria. 


      Toda vez que el sub lite concierne a presuntos apremios ilegales imputados al personal de una unidad penitenciaria de la ciudad de Buenos Aires, administrada por una autoridad nacional a falta de una institución de origen local con ese cometido en el mismo territorio, y que en ese sentido, la Corte tiene establecido que no debe entenderse que en establecimientos de esta capital los agentes del servicio penitenciario cumplan funciones de específico carácter federal, corresponde a la justicia ordinaria asumir el conocimiento de la presente causa.


      Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (personal) s/ Averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14116/2016/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Extranjeros. Competencia federal. 


      Ante la presencia de presuntas víctimas de nacionalidad extranjera y en la medida en que tampoco puede descartarse una infracción a la ley de migraciones, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación.


      Q., R. V. y otro s/ Infracción Artículo 145 bis, 1 ° Párrafo


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18077/2017/2/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Administración fraudulenta. Administración del fideicomiso. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


      A., Germán y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71412/2017/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Condiciones de detención. Competencia Criminal y correccional. 


      Pese a las escasas constancias acumuladas al incidente relativas al hecho que motivó este conflicto y la ausencia de calificaciones que le puedan ser atribuidas, dado que por el momento no se advierten motivos que surtan la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde otorgar la competencia al fuero criminal y correccional, para continuar conociendo en estas actuaciones.


      Juzgado de Ejecución Penal N° 1 s/ Averiguación de delito, abandono de personas y denegación y retardo de justicia (Artículo 273)


      FRE-Justicia Federal de Resistencia, 540/2015/2/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas calificadas. Facultades de la alzada. Cámaras de casación. 


      En cumplimiento de lo establecido por ley 27307 y las resoluciones dictadas en consecuencia por el Consejo de la Magistratura, el Tribunal Oral en lo Criminal n° 23 fue disuelto. Sus causas pendientes pasaron a tramitar ante el Tribunal Oral en lo Criminal Federal n°8, de conformidad con la previsión del artículo 16 de la ley antes mencionada, que a la vez dispone que la alzada con respecto a tales procesos será la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional. Por lo tanto, el texto legal autoriza a concluir que ese tribunal resulta el órgano superior común de los jueces que participan en esta contienda, por lo que corresponde a esa Cámara dirimir el presente conflicto de competencia.


      M., M. V. s/Amenazas con armas, etc.


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74891/2017/TO1/CNC1-CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


      El Tribunal tiene establecido que concierne a la justicia federal conocer tanto en el delito de supresión de la numeración registral de un arma, como del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


      L., Brian Ezequiel s/ Infracción Artículo 189 bis, apartado 2, párrafo 2° y Artículo 277, inciso 2°, del Código Penal


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56012/2017/2/CS2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, por lo que, la calificación legal ensayada por el magistrado de instrucción, no se apoya razonablemente en las constancias del incidente y consecuentemente impide, a la luz de la doctrina de la Corte, la adecuada resolución del conflicto. En tales condiciones, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      N.N. s/ Encubrimiento, infracción Artículos 10, 12 y 13 Ley 25.891


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1710/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      El conflicto no está precedido de las averiguaciones mínimas indispensables para que la Corte pueda ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Por ello, corresponde al juez que previno incorporar los elementos de juicio imprescindibles para determinar si efectivamente existe un proceso anterior con el mismo objeto y luego resolver con arreglo a lo que surja de ello.


      R. L., Horacio y otro s/ Negociaciones incompatibles, etc.


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5530/2016/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Retención indebida. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En consecuencia, corresponde a la justicia de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      G., Liliana E. y otros s/ Defraudación


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2687/2013/3/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


      Tiene establecido la Corte, que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el primer tipo se cumple como una forma de agotamiento del segundo. En atención a esos principios, y habida cuenta de que la infracción al 289, inciso 3°, junto con la falsificación del documento, que ya tramita ante la justicia federal, forman parte de la misma maniobra defraudatoria, corresponde al Juzgado Federal, conocer en la presente causa.


      P. T., Luis María y otro s/ Falsificación documentos privado. Denunciante: C., Lilia


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000827/2008/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual calificado. Competencia provincial. 


      La Corte ha resuelto, en casos en que un menor de edad es víctima de agresiones sexuales a lo largo del tiempo, en distintas jurisdicciones y en un mismo seno familiar, que las conductas de ese tipo deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En ese sentido, corresponde al juzgado provincial, en cuyo ámbito la víctima se domicilia, asumir su jurisdicción para proseguir la pesquisa, con el debido resguardo de su salud psicofísica y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos. Ello, sin perjuicio de que si su titular considera que debe intervenir otro tribunal de su misma provincia se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      A., S. s/ Abuso sexual -Artículo 119 1° párrafo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5718/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Redes sociales. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Habida cuenta de que el magistrado nacional no cuestiona su competencia material sobre el hecho motivo de este conflicto y que la investigación de un delito común se debe separar de la que tramita en sede federal, aún cuando se trate de hechos conexos, corresponde declarar la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, para conocer en la presente causa.


      N.N. s/ Coacción (Artículo 149 bis). Denunciante: Juzgado Federal n° 5 causa n° 10515/2015, y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7127/2016/1/CA1-CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Cheque. Competencia de instrucción. 


      Toda vez que el objeto de este conflicto sería la estafa intentada con la presentación al cobro de un documento presuntamente adulterado, delito, en principio, de naturaleza ordinaria y distinto de la sustracción, es la justicia de instrucción, la que debe continuar con esta investigación.


      L., Enrique s/ Estafa y falsificación


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31370/2015/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Economía procesal. Competencia federal. 


      En tanto del dictamen agregado, se desprende que no es posible descartar la vinculación entre dos domicilios de la calle, y en la medida en que a la justicia federal cabe el conocimiento prioritario en estos supuestos, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación.


      N.N. s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31565/2017/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de medicamentos. Competencia criminal. 


      Dado que los hechos hallarían en principio adecuación típica en el artículo 201 del Código Penal, de naturaleza común, y atento que el artículo 22 de la ley 16.463 -único que remite a las penalidades establecidas en el capítulo IV de dicho ordenamiento sustantivo- sólo se refiere a la adulteración de los productos comprendidos en esa legislación, y no a su tráfico, corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal, continuar conociendo en estas actuaciones.


      Incidente n° 3 - Imputado: D., Verónica y otro s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46327/2011/TO1/3/CS2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Extranjeros. Competencia federal. 


      Remisión a los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


      N.N. y otro s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución- Ley 26.842


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2084/2017/4/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Arma de fuego. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


      Toda vez que de acuerdo con el criterio establecido por el Tribunal, la sustracción de un arma de fuego reglamentaria suministrada por el Estado Nacional surte la competencia de excepción, por lo que se habría entorpecido el normal desempeño de sus funciones en ese organismo nacional, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de esta causa.


      N.N. s/ Averiguación de delito


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2727/2017/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Delitos comunes. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la investigación de un delito común se debe separar de la que tramita en sede federal, aunque se trate de hechos conexos. En este sentido, si bien los hechos de la causa no han sido objeto de una descripción circunstanciada, aun es posible concluir que se trata de delitos comunes y no se aprecian extremos que hagan surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


      P., Juan Marcelo y otros s/ Asociación ilícita, robo y amenazas. Denunciante: identidad reservada


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3168/2013/4/CS2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Usurpación. Competencia federal. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 310/2016/CS1, "N.N. s/ Averiguación de ilícito en galpón 1 y 2 sitos en la calle Ramos Mejía –terminal Retiro-".


      P., Abraham s/ Usurpación (Artículo 181, inciso 3°)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1253/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Habida cuenta de que el magistrado nacional de instrucción desvinculó a los imputados de la sustracción, mediante una resolución que cuenta como el auto de mérito exigido por la Corte, la justicia federal de la sección en la que se incautó el vehículo debe asumir su conocimiento, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo concerniente a la sustitución de las placas, su investigación corresponde a la justicia local.


      G., Matías Arnaldo y otro s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1251/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      La presente contienda negativa de competencia trabada no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      P., Ariel Isidro s/ Encubrimiento


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1266/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N .N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13824/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. Robo de automotor. Competencia provincial. 


      El Tribunal tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito juzgado por los tribunales nacionales de la capital afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el desapoderamiento. En tales condiciones, la justicia federal de la sección donde se secuestró el rodado debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la presente controversia, aunque no haya sido parte en la contienda. En lo atinente a la sustitución de las placas la investigación corresponde a la justicia local.


      G., Agustín Iván s/ Averiguación de ilícito


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1271/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


      Único tribunal a cargo.


      Circunscripto el objeto de la presente controversia en orden a establecer la competencia relativa a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, cabe señalar que el Tribunal tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. No obstante el criterio expuesto en esa doctrina relativa a la competencia material de tal infracción, no debe pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa figura y la falsificación de la cédula de identificación apócrifa, cuyas numeraciones de dominio, cuadro y motor insertas en ese instrumento, concuerdan con los que presentaba el bien. Resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, debe ser la justicia de excepción que conoce de la infracción al artículo 292 del Código Penal.


      T., Claudio Germán s/ Falsificación de documentos públicos


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1296/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


      Pluralidad de jurisdicciones.


      De acuerdo a la calificación escogida por el declinante, es doctrina del Tribunal que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Teniendo en cuenta ese principio, toda vez que los hechos denunciados se iniciaron en territorio provincial, donde se habrían firmado los contratos y verificado la disposición patrimonial perjudicial, circunstancia reconocida por la declinante con respecto a uno de ellos, y donde cabe presumir que también se encontrarían los elementos probatorios, además de tener allí su domicilio la denunciante, la empresa y encontrarse situado el predio, corresponde a la magistrada provincial conocer en esta investigación.


      B. y otros s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1396/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Competencia federal. 


      En atención a que el magistrado federal no discutió su competencia material en el caso, y en tanto no puede descartarse a partir de los elementos remitidos que los hechos pudieron estar dirigidos a obstaculizar el normal funcionamiento de los tribunales en donde tramitan causas en las que se investigan delitos calificados como de lesa humanidad, razones de mejor administración de justicia aconsejan que la justicia de excepción asuma el conocimiento en estas actuaciones. Por lo demás, la circunstancia de que ya hayan superado la etapa de investigación en los estrados locales no obsta a esa solución, desde que aquélla es la que debe, en su caso, adecuar el trámite a las reglas de procedimiento que rigen en su jurisdicción.


      S., Lucas Jesús s/ Amenazas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2022/2018/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Correspondencia. Violación de correspondencia. Servicio postal. Extravío del cheque. Presentación al cobro. Competencia federal. 


      En principio, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la sustracción de una pieza postal, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos delitos que "violentan o estorban el servicio postal", y debe, por consiguiente, quedar sujeta a la jurisdicción federal, sin que esa conclusión sea alterada por el hecho de que la prestataria del servicio postal sea una empresa privada.


      N.N. s/ Hurto


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 16611/2016/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de documentos. Documentación del automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, ya que no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar el verdadero alcance de los hechos denunciados y si estos poseen relevancia jurídica.


      N.N. s/ Falsificación documento destinado a acreditar identidad


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11289/2015/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Incidente de incompetencia. Competencia federal. 


      Infracción Ley 23.737.


      Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en el caso que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.


      A. P., Jhony Paul y otro s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 10314/2016/TO1/6/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento público. Firma falsa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      No surge de la investigación practicada hasta el momento que se haya cometido alguna infracción a la ley 17.671, como así tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, por lo tanto debe conocer en la presenta causa el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


      N.N. s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: F. A., Mariana Alejandra y otro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13728/2015/2/CA1-CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Dado que la justicia nacional de instrucción desvinculó a la imputada del hurto, debe continuar conociendo la causa la justicia federal. En lo atinente a la infracción al artículo 289 inciso 3° del Código Penal –supresión de placas- corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      P., Andrea Gisele s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67410/2016/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falsificación de instrumento privado. Economía procesal. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda


      Más allá del estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, no obstante la calificación que en definitiva les corresponda a los hechos en estudio, e independientemente de que éstos se presenten claramente distinguibles de los que integran el objeto procesal de la causa a cargo del juzgado federal, existen suficientes elementos en el incidente para considerar que pudieron verse afectados de igual modo intereses de la Nación. Según tiene establecido el Tribunal, atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3, inciso 30, de la ley 48 corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en esta causa.


      N.N. s/ Falsificación de documento privado


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14420/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Narcomenudeo. Competencia provincial. 


      Aplicación del criterio de la Corte en la causa Comp. 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


      Incidente n° 32 - Imputado: F., Aristóteles y otro s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 39710/2016/TO1/32/CS1, 29 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Asociación ilícita. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. Juez previniente. 


      No se cuenta con los elementos de juicio suficientes que permitan comprobar que los teléfonos hayan sido sustraídos a legítimos usuarios de una empresa de comunicaciones, y menos aún, que éstos hayan sido adulterados en alguno de sus componentes a fin de obtener eventualmente un beneficio económico, pues tal como lo ha reconocido el propio declinante en su resolución, todavía existen medidas pendientes de producción que resultan indispensables para esclarecer esos aspectos, por lo que la calificación legal propuesta por el juez de instrucción no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, desde que la hipótesis delictiva de receptación dolosa de los equipos terminales de comunicaciones móviles de procedencia ilícita, o las restantes infracciones previstas por los artículos 12 y 13, inciso a), de la ley 25.891, no se encuentra mínimamente corroboradas.


      A. C., Salomón y otros s/ Infracción Ley 25.891 y asociación ilícita


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35345/2018/11/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Competencia criminal y correccional. 


      Es doctrina de la Corte que la consideración de las consecuencias patrimoniales derivadas de un delito no puede determinar por sí sola la procedencia del fuero federal, en la medida en que el hecho, por su naturaleza, no afecte efectiva y directamente el patrimonio de la Nación o de alguna de sus instituciones.


      A. J., Maura y otro s/ Estafa denunciante: D. G., Angélica María


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69771/2017/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15588/2018/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      Dado que la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia.


      O., Jonatan Gabriel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1596/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      Es doctrina del Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Habida cuenta de que el artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación recepta el principio de territorialidad mencionado y en la medida en que ambos jueces están de acuerdo en que no se encuentra individualizado el lugar de comisión del delito, al juzgado provincial, a cuyos estrados concurrió el denunciante a hacer valer sus derechos, le corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


      F., C. J. s/ Abuso sexual – Artículo 119, 1° párrafo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1216/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia federal. 


      En tanto los sucesos se atribuyen a personal de la Policía Federal Argentina, los que habrían tenido lugar en el marco de una investigación que tiene a su cargo un juzgado nacional y en circunstancias en que se estaba llevando a cabo un allanamiento ordenado por un magistrado de la Nación, no es posible, por tanto, descartar que no se haya visto afectada la administración de justicia nacional. Por ello, corresponde entender en la causa a los jueces del Poder Judicial de la Nación con competencia en el territorio de la ciudad, donde los hechos se han llevado a cabo. Ahora bien, en atención a que se imputa la comisión del delito de abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público respecto del cual carece de competencia material la justicia nacional ordinaria de la ciudad, pues la ha asumido ya la justicia local, corresponde, con arreglo al artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, la intervención de la justicia federal de la ciudad.


      D., Juan Manuel s/ Abuso de autoridad y violación deberes funcionario (Artículo 248)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1198/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Manifestación popular. Libertad de circulación. Competencia criminal y correccional. 


      Es doctrina de la Corte que para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, lo que no se verifica; pues no sólo se habría obstruido el tránsito de calles pertenecientes, exclusivamente, al ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sino que, además, tanto el flujo de vehículos particulares como el transporte público que podría reunir aquellas características, eventualmente, podrían haber sido desviados por la autoridad policial hacia otras vías de comunicación.


      N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194) Denunciante: C., Augusto Ricardo y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17752/2018/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


      Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación, adulteración o uso ilegítimo y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


      N.N. s/ Falsificación documento destinado a acreditar identidad


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41046/2017/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      La presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En esas condiciones, corresponde al juzgado federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión, sin perjuicio de la solución que ulteriormente pudiera adoptarse en orden a la competencia material.


      N.N. s/ Abuso de autoridad y violación deberes funcionario público (Artículo 248) Denunciante: G., Omar


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9622/2016/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


      Debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia, era en la provincia de Buenos Aires donde residía el menor al tiempo en que lo habría removido de la custodia de su padre, privándolo del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, corresponde a la justicia penal que previno y ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad.


      Z., E. M. s/ Impedimento de contacto de hijos menores con padre no conviviente


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1350/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Competencia federal. 


      Más allá de la escasez de antecedentes remitidos y en tanto no puede descartarse un proceso de captación, reclutamiento o rotación previos, corresponde al juez federal proseguir la investigación, ya que, según la jurisprudencia de la Corte, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes a la trata de personas, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado ese delito.


      L., J. G. s/ Infracción Artículo 145 bis conforme Ley 26.842


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1780/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Ausencia simple. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En consecuencia, corresponde a la justicia que previno y a cuya sede acudió la denunciante en procura de sus derechos incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos denunciados y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1419/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Portección de la flora y fauna silvestre. Competencia provincial. 


      Más allá del incipiente estado en que se encuentra la causa, toda vez que las infracciones penales previstas en la ley nacional de protección y conservación de la fauna silvestre, no se encuentran entre aquellos delitos transferidos a la órbita de la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y en tanto el magistrado de provincia no discute su competencia para entender en los hechos, a él le corresponde asumir su conocimiento e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente una vez que efectivamente se conozca la procedencia de las especies y los lugares donde se extendería su comercialización.


      N.N. y otro s/ Infracción Ley 17.346


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1605/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Asociación ilícita. Competencia criminal y correccional. 


      Más allá de la calificación que en definitiva pueda corresponder, no se advierte que los hechos originados a partir de posibles fraudes en procesos judiciales que tramitan ante la justicia nacional en lo civil, pudiesen afectar intereses federales. En esas condiciones, atento que la competencia federal es limitada, y de aplicación restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


      R., José Luis s/ Asociación ilícita


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1137/2018/2/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "O., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y al fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


      E., Ricardo Nicolás s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1584/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15765/2017/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 - Denunciante: Juzgado Federal n° 9 s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13206/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11384/2017/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      Incidente n° 1 Damnificado: Escuela Normal Superior en Lenguas Vivas n° 2 Mariano Acosta. Imputado: N.N s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9379/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1"G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      B., Javier Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20043/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia penal. Competencia contravencional y de faltas. 


      Cabe recordar que las reglas de acumulación por conexidad que prevén los códigos de procedimientos sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción, provincial o nacional. Por lo demás, en atención a que el delito de la ley 13.944 es de competencia local por encontrarse incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y que el hecho denunciado -más allá de alcanzar al mismo imputado- se presenta como independiente y escindible del que investiga la justicia de instrucción, corresponde al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas proseguir el trámite de estas actuaciones.


      J., E. A. s/ Infracción Ley 13.944


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1361/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      J., Ezequiel Israel Osvaldo s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1765/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial. 


      Cabe recordar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras son ajenas al derecho federal.


      Incidente n° 4. Imputado: S., Roberto Gustavo s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 666/2018/4/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Portación ilegítima de armas. Robo con armas. Identidad de objeto procesal. Competencia federal. 


      Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra y el robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto.


      G., Lucas Tadeo s/ Robo con armas


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1681/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Acopio de armas. Competencia provincial. 


      Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Así, en atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. En esta inteligencia, el juez local debe seguir conociendo en estas actuaciones.


      C. B., Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1404/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso Sexual. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, exigiendo que el funcionario autor o víctima del presunto delito haya cumplido tareas específicas de esa índole para que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, inciso 3° de la ley 48, se atribuya competencia a ese fuero.


      S., L. M. s/ Abuso sexual- Artículo 119 3° párrafo


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9917/2018/2/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


      Habida cuenta de que, según la doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos del damnificado -que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente- surge que fue en una localidad bonaerense donde habría recibido las amenazas, debe ser la justicia provincial la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.


      Incidente n°2 - Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional n° 29 Causa- 61.414/2017, y otros s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65676/2017/2/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Portación ilegítima de armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Único tribunal a cargo.


      Atento que no se encuentra controvertido entre los magistrados intervinientes en el conflicto los delitos a investigar, debido a la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


      G., Leonardo Adrián y otros s/ Averiguación de delito


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24962/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia federal. 


      Único tribunal a cargo. Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      F., Alejandro Martín s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17072/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Violencia familiar. Competencia provincial. 


      Unidad contextual. Único tribunal a cargo.


      El suceso, ocurrido circunstancialmente en esta ciudad, forma parte del mismo conflicto familiar junto con los demás hechos acaecidos una localidad bonaerense, pues no puede pasarse por alto que viene sucediéndose a lo largo del tiempo y con la participación del mismo imputado. Por lo tanto, en virtud de la unidad contextual que éstos presentan, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Teniendo en cuenta que la mayoría de las escenas de violencia ocurrieron en territorio bonaerense, corresponde conocer en esta causa al juzgado provincial en cuya jurisdicción se domicilia la denunciante.


      Incidente n° 1- Denunciante: F. F., C. N. Imputado: A., R. O. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78808/2017/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Interés del menor. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que sea más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los derechos de las personas implicadas en el litigio.


      P., M. s/ Infracción Ley 24.270


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1415/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación. Embargo. Devolución del expediente. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que si se encuentra pendiente de resolución una apelación, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se decida acerca del recurso deducido. En este sentido, corresponde devolver la causa a la justicia nacional, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre la apelación pendiente y posteriormente se provea lo que corresponda en orden a la competencia.


      G., Fernando Daniel s/ Defraudación. Denunciante: Juzgado en lo Criminal y Correccional n° 15


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53204/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese sentido, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran presentes en el caso, pues las constancias agregadas al expediente no alcanzan para establecer con exactitud la calificación legal del hecho. Si bien del acta de secuestro de las armas surge que la numeración de una de ellas no se encontraría visible, aún no se ha realizado estudio pericial alguno que determine fehacientemente que esa circunstancia se debe a una maniobra delictiva. Tal deficiencia podría ser subsanada una vez profundizada la pesquisa, por lo que corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


      Imputado: G., Claudio Alejandro y otro s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (2) 2° párrafo. Denunciante: Juzgado Federal De Primera Instancia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77553/2017/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual calificado por parentesco. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Interés del menor. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      Los elementos de juicio acumulados hasta el momento en la causa no resultan bastantes para despejar la incertidumbre que aún existe sobre los hechos de abuso sexual denunciados, lo que también fue puesto de manifiesto por la querellante, para insistir en la profundización de la investigación y la producción de las pericias ordenadas sobre el imputado, según lo propuesto por esa parte y consentido por la fiscalía, sin que el juzgado nacional resolviera nada al respecto, ni con relación a la oposición de la defensa. Por consiguiente, no es posible sostener, con la certeza que esta etapa requiere, la hipótesis delictiva sobre cuya base se ha planteado la declinatoria ni el lugar de su presunta comisión. Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      B., A. G. s/ Abuso Sexual Artículo 119, 5° por circunstancias A, B, D, E, F 1° Párrafo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30977/2017/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia provincial. 


      Teniendo en cuenta que, el Ministerio Público Fiscal habría basado la imputación sobre una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, a lo que debe sumarse el avanzado estado del proceso, que se encuentra en etapa de juicio, debe ser la justicia local la que continúe interviniendo en la presente causa.


      Á. C., Leonardo s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2375/2018/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio. Competencia provincial. 


      Es oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Por otro lado, la regla contenida por el artículo 34 de la ley 23.737 es clara en tanto establece que sólo los delitos previstos y penados por ella serán de competencia de la justicia federal. En ese sentido, el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez nacional de la ciudad como fundamento de su declinatoria no alcanza para precisar una infracción concreta de naturaleza federal que motive la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; 271:60; 308:1720. Habida cuenta de que tampoco se vislumbra que este hecho se haya producido con el objeto de interferir en alguna investigación por infracción a la ley 23.737, corresponde seguir conociendo a la justicia local respecto del delito de homicidio que ha sido objeto de esta controversia.


      Incidente n° 1. Damnificado: A. R., Marco Antonio N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65644/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Es oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional, y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


      Incidente n° 1 - Damnificado: identidad reservada. Imputado: C., Jorge Luis s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29467/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tentativa de homicidio. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Es oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional, y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional respecto de los delitos de homicidio y tentativa de homicidio que han sido objeto de esta controversia


      Incidente n° 2 Imputado: M., José Julián s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42267/2017/2/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Economía procesal. Asociación ilícita. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      En primer término, cabe señalar que la correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia lo que no ocurre en el caso, pues el magistrado federal no se la atribuyó al juez provincial, sino que rechazó la suya, en el entendimiento de que debía conocer la justicia de esta ciudad, pese a lo cual, devolvió el legajo al declinante. Del conjunto de los hechos objeto de esta causa, surgen dos hipótesis delictivas independientes a investigarse: por un lado, la presunta asociación ilícita destinada a falsificar las licencias de conducir que fueran secuestradas en dos domicilios de esta ciudad, donde también fueran incautados los materiales y elementos destinados a cometer las adulteraciones; y por otro, la falsificación de un documento público incautado en una vivienda situada en la provincia, junto a otros instrumentos de similares características a los incautados en esta Capital. Con relación a los hechos ocurridos en esta jurisdicción, es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que ésta se haya presentado ante alguna institución nacional, por lo que no se ha entorpecido el normal funcionamiento de organismos federales. Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en el anexo, en las condiciones establecidas en la ley n° 5.935 de la legislatura local, por resolución conjunta de la Fiscalía General, de la Defensoría General y de la Asesoría Tutelar General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires del 8 de febrero del corriente año, se dispuso que a partir del 1 de marzo de 2018 la jurisdicción local asuma la competencia de las infracciones allí previstas, entre las cuales se encuentra el artículo 292 del Código Penal, sin haber incluido la figura de la asociación ilícita. Por lo expuesto, sumado a que del informe que antecede surge que la causa se habría iniciado con anterioridad a la transferencia de la competencia penal, todos los supuestos presuntamente delictivos deben ser juzgados por la justicia nacional en lo criminal y correccional, que por tumo corresponda, aunque no haya sido parte en esta contienda. En segundo lugar, habida cuenta que según surge de los elementos incorporados al incidente, la licencia habilitante secuestrada, entre otras, en el domicilio situado en una localidad bonaerense se trata de un instrumento que emite la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, órgano encargado de la fiscalización y control de los medios de transporte, corresponde declarar la competencia de la justicia federal provincial, aunque no haya sido parte en la contienda, toda vez que no es posible determinar dónde se creó el documento público falso.


      F., Adrián David y otros s/ Falsificación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2229/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo simple. Violación de correspondencia. Competencia ordinaria. 


      Más allá de la calificación que quepa darle finalmente a los hechos, teniendo en cuenta las características de los bultos y que la empresa de despacho no es prestataria del servicio postal, no serían de aquellos que "violentan o estorban la correspondencia de los correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso "c", del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde a la justicia ordinaria continuar con el trámite de estas actuaciones.


      D., Mario y otro s/ Robo y violación de correspondencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28681/2018/2/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa procesal. Asociación ilícita. Trata de personas. Acumulación de procesos. Competencia federal. 


      Si bien el conflicto comercial por la suscripción de los pagarés formó parte del sustrato fáctico de la sentencia, que condenó a uno de los imputados a cuatro años de prisión y multa, por considerarlo autor penalmente responsable del delito de trata de personas con fines de explotación sexual, en su modalidad de captación, tanto en esa decisión como en el requerimiento fiscal no figura imputación alguna con relación a las demás maniobras señaladas por la denunciante contra otros imputados. En consecuencia, con excepción de aquél, respecto de quien la cuestión habría devenido abstracta en razón del dictado del auto condenatorio, la competencia para entender en la investigación de los hechos denunciados contra los restantes imputados debería ceder a favor de la justicia federal, en tanto tendría vinculación directa con la de trata de personas llevada adelante por esa jurisdicción de excepción.


      A., G. N. y otros s/ Estafa procesal y asociación ilícita


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23833/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


      En atención a que no se advierte ninguna circunstancia que justifique la intervención del fuero de excepción, y que el juez bonaerense admite que los hechos habrían sucedido en su ámbito territorial, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos del juicio necesarios para proseguir la investigación.


      Q., Silvia Adriana y otro s/ Homicidio agravado por el vínculo, homicidio agravado con ensañamiento - alevosía, homicidio agravado por precio-promesa remuneratoria, homicidio agravado por placer o codicia, homicidio agravado por medio idóneo- peligro


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5283/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Competencia provincial. 


      Toda vez que la pesquisa llevada a cabo por el Ministerio Público Fiscal de la Nación no ha dado con ningún indicio de la comisión de un delito de competencia federal, corresponde reasumir la dirección de la investigación al juzgado provincial.


      C., M. D. s/ Denuncia


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6748/2011/2/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


      Remisión a la causa Comp. 513, L. XLIV, "Ercolano, Celeste Andrea s/ Denuncia".


      B., S. B. s/ Infracción Ley 24.270


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12388/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      S., Bárbara s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24854/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      C., Gabriel Alexander s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26608/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      F., Juan Ignacio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60570/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Coacción. Competencia nacional. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis”.


      R., Elvis Ramón s/ Coacción (Artículo 149 bis)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1691/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de incompetencia


      Encubrimiento. Competencia nacional. 


      Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


      Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal que establece que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esta última exigencia no ha sido cumplida en el caso, debido a que el juez nacional se limitó a señalar que el hecho habría tenido lugar en jurisdicción extraña y no desvinculó al imputado del desapoderamiento del rodado.


      Incidente N° 1 - damnificado: L., Carlos Mauricio N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57926/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda positiva de competencia


      Abuso de autoridad. Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa CFP 16728/2016/1/CS1, “Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de deberes de funcionario público, malversación de caudales públicos: Rivelli, María Claudia Ángela y otro”.


      N.N. s/ Incumplimiento de autoridad y violación deberes funcionario público (Artículo 249)


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11092/2017/1/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta


      Pronunciamiento inoficioso. 


      En tanto se ha dictado el sobreseimiento del único imputado en la causa, el presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, razón por la cual, no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


      R. F., Kevin Nicolás s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público y lesiones leves (Artículo 89) Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional Federal N° 5 causas N° 14162/2016, y otro


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17914/2017/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al fallo de la causa Competencia 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


      Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4420/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestiones de competencia


      Falsificación de instrumento público. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


      Medidas para mejor proveer.


      Corresponde remitir las actuaciones al tribunal de Garantías provincial donde surge la denuncia repetida.


      R., Erika Gisela s/ Falsificación de documento público


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15831/2017/1/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      G. R., Claudio A. s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60606/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      J., Pablo Francisco s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61106/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      J., Pablo Francisco s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62026/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      G., Waldemar M. s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62202/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      P. P., Claudio Fernando s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73519/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 8XX (ocupante de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Infracción Ley 24.051


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13326/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


      La Corte tiene decidido que las declaraciones de incompetencia contenga la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      T., Juan Marcelo s/ Adulteración o sustitución de numeración o placa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1362/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


      M., Gustavo Javier s/ Hábeas corpus


      COMP FRO-Justicia Federal de Rosario, 56375/2017/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      En atención a lo informado por la justicia nacional en lo criminal, la cuestión de competencia a la que se refiere este incidente devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      N.N. s/ Robo


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72567/2015/1/CS1, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo con armas. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      Cuestión devenida abstracta.


      G., Leonardo y otros s/ Robo con armas


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8530/2011/TO1/9/1/CS2, 28 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      Atento que la decisión sobre la que informa el juez federal importa un desistimiento de la cuestión de competencia que oportunamente planteó, ésta devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      R., Lucas Martín s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 932/2017/1/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Atento que la decisión sobre la que informa el juez federal en importa un desistimiento de la cuestión de competencia que oportunamente planteó, estimo que ésta devino abstracta y que, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      A., Matías Miguel s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 52405/2016/1/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa: FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      I., Brian Ezequiel y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 4024/2016/TO1/10/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa: FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      M., Oscar Ricardo y otro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 58801/2016/T01/3/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa: FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      O. M., Luis y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 38163/2016/TO1/3/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Cámara de apelaciones. 


      Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


      La contienda, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la causa.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Normal n° 3 Bernardino Rivadavia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17064/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Concurso de delitos. Unificación de penas. Competencia provincial. 


      La unificación de las sanciones corresponde al tribunal que había impuesto la pena más grave.


      Ha sostenido la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones; y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el citado artículo 58. Al no haber procedido el tribunal bonaerense de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justica de la provincia –por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


      R., Luis Ariel s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (2) 2° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1706/2017/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      R., Miguel Eduardo s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 74000821/2012/TO1/4/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      O., Luis José s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7431/2018/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      H., Damián Alejandro s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10059/2018/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      R., Fabricio Camilo s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7088/2018/1/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      P., Joel Ezequiel y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 33201/2016/T01/24/CS2, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      La Corte tiene decidido que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Tales requisitos no se encuentran cumplidos en la presente incidencia pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible determinar si el suceso tiene entidad delictiva, ni mucho menos, su calificación legal, especialmente cuando sólo se cuenta con una investigación realizada a través de internet que refiere genéricamente a supuestos hechos ilícitos que habrían sido cometidos en distintos lugares sin que se hayan practicado las diligencias necesarias en tal sentido.


      N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44829/2017/1/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1 "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      E., Damián Gustavo y otros s/ Secuestro extorsivo - Víctima: M., Norberto Reinaldo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 29509/2017/8/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia provincial. 


      No corresponde a la Corte conocer la apelación, ni tampoco se aprecia que haya quedado planteada aún alguna cuestión de competencia que deba dilucidar de acuerdo a las previsiones del artículo 24, inciso 7° del decreto 1285/58.


      M., Aldana Romina y otros s/ Infracción ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 8/2018/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos tributarios. Administración Pública Nacional. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


      Más allá del estado embrionario que aún se observa en esta investigación, y del temperamento que en definitiva se adopte sobre el planteo efectuado por el juez local acerca de la identidad, al menos parcial, del objeto procesal respecto de uno de los imputados y de algunos de los hechos, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir, los hechos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias no puede ser alterada bajo la inspiración de las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. En tal sentido, y en lo concerniente a las razones de conexión invocadas por el juez de garantías respecto del delito de evasión tributaria -propio del conocimiento del fuero penal económico- y su eventual injerencia sobre los hechos acaecidos, cabe consignar que el propio tribunal nacional declinante descartó ese delito contra el erario público, al igual que lo hizo en un conflicto originado en esta misma causa, por lo tanto, ese planteo no puede tener acogida favorable. Por otra parte, tampoco resulta viable la excepción al principio de territorialidad propiciada en el rechazo de la declinatoria, donde se propugna unificar la pesquisa, en tanto que, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, el delito de asociación ilícita resulta per se independiente de aquellos otros de distinta competencia territorial que la expresan o constituyen en parte. Ahora bien, dilucidada la cuestión relativa al ámbito territorial donde habrían acaecido las presuntas maniobras delictivas urdidas, no puede, sin embargo, descartarse que aquellas hayan afectado también el normal funcionamiento de un organismo de carácter nacional. Frente a tales circunstancias, y atento que según tiene establecido la Corte, atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3°, inciso 3 ° de la ley 48, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en esta causa, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      N.N. s/ Infracción Ley 24.769. Querellante: AFIP, DGI


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33000112/2008/2/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      P. R., Carlos David s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13168/2018/1/CS1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. 


      Inexistencia de conflicto jurisdiccional. Discrepancia entre un juez y un fiscal.


      Resulta aplicable la doctrina en Fallos: 322:656, según la cual, no existe conflicto jurisdiccional que determine la intervención de la Corte Suprema en el caso en que una juez de provincia y un fiscal de esa jurisdicción discrepan acerca de la competencia, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces, por lo que corresponde devolver las presentes a la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del departamento judicial de Trenque Lauquen, a sus efectos.


      C., Gustavo s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 327/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Doctrina de Fallos 322:656.


      De conformidad con la doctrina de referencia, no existe conflicto jurisdiccional que determine la intervención de la Corte Suprema en el caso en que un juez y un fiscal provinciales discrepan acerca de la competencia, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces, por lo que corresponde devolver la presentes a la fiscalía provincial, a sus efectos.


      G., Sandro Martín s/ Encubrimiento (Artículo 277)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2079/2017/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Amenazas. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      Remisión al criterio establecido en la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto, s/ Defraudación por desbaratamiento".


      M., Miguel Ángel s/ Amenazas. Damnificado: D., Ana Verónica


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16297/2017/2/CS3, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      G., Alejandro Ernesto s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 61/2018/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      E., Alejandro Ramón s/ Encubrimiento (Artículo 278)


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 31778/2014/2/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


      Toda vez que se ha dictado el sobreseimiento del imputado en esta causa, el presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto.


      G., Maximiliano Andrés s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 39557/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Tráfico de estupefacientes. Competencia federal. 


      Infracción ley 23.737. Artículo 4 de la ley 26.052.


      Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, tiene dicho el Tribunal que, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu. Así, de la investigación realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto en la causa estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas.


      G., Claudio Miguel y otro s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2538/2017/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Concurso de delitos. Condena anterior. Unificación de penas. Competencia federal. 


      Corresponde al Juez que dictó la pena mayor. Fallos: 313:244 y 324:4245.


      Ha sostenido la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones. Y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia nacional expedirse respecto de la unificación de ambas condenas. Por otra parte, salvo mejor criterio del Tribunal, debe dirigirse a los magistrados locales similar observación a la de los fallos de la referencia, atento que al momento de dictar sentencia le constaba la sanción impuesta con anterioridad.


      F. V., Cristian Yair s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 282/2018/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Marcas. Propiedad intelectual. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, "M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362".


      C., Mariana Johana s/ Infracción Ley 22.362 y 11.723


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 16040/2015/1/CS1, 02 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, "M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362".


      C., María Ester s/ Infracción Ley 22.362 y 11.723


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4807/2014/2/CS1, 02 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, "M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362".


      C., Laureana Gisela y otro s/ Infracción Ley 22.362 y 11.723


      COMP FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 8065/2015/1/CS1, 02 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, "M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362".


      O. R., Alfonso y otros s/ Infracción Ley 22.362


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 24432/2015/4/2/CS1, 02 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Violación. Competencia del tribunal de casación. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


      G., M. J. s/ Violación


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/12/CS9, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Denuncia. Competencia nacional. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 74304/2013/1/CS1, "N.N. s/ Robo con armas".


      N.N. s/ Averiguación de delito


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 545/2018/CS1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto de automotor. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      N.N. s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11946/2017/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


      C., C. s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29396/2018/1/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Competencia nacional. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 837/2016/CS1, "González, Roberto Joaquín y otro s/ Robo agravado".


      D., Hugo Maximiliano s/ Robo


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 809/2018/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Incidente de excarcelación. Competencia federal. 


      Razones de economía procesal. Criterio adoptado por la Corte en Fallos 305:1575.


      La Corte tiene establecido que, ante la existencia de contingencias procesales de las que podrían generarse eventuales pronunciamientos por parte del tribunal de alzada de la jurisdicción en que se suscitaron, corresponde abocarse a ellas con carácter previo a discernir la competencia especialmente cuando se encuentra involucrada la libertad de los imputados y máxime si ya existe una vía recursiva determinada. No obstante, adoptar un temperamento que satisfaga de manera estricta la aplicación de aquellos principios, a estas alturas de los acontecimientos y, en este caso particular, redundaría, en perjuicio del buen servicio de justicia y debida celeridad procesal, e inclusive podría traducirse en una eventual privación de los derechos de los imputados.


      P., Jonathan Omar y otros s/ Incidente de excarcelación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 50488/2017/63/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Medidas para mejor proveer. 


      Solicita medidas para mejor dictaminar.


      Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      C., Alejandro Horacio s/ Encubrimiento


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 106643/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Solicita medidas para mejor dictaminar.


      Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


      L., Jorge Antonio s/ Encubrimiento y falsificación número registro


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 89022/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido el Tribunal que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial. En tales condiciones, corresponde la juez provincial, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      C., Rafael Alfonso s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 753/2018/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido el Tribunal que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional, hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo cual resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial. En tales condiciones, corresponde al juez provincial, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 373/2018/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Estupefacientes. Competencia federal. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia n° 398 L. XLII "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737".


      T. N., Juan (alias "El b. J.") y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 48934/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto. Defraudación. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


      Teniendo en cuenta las escasas constancias incorporadas al legajo, de las que no surge con certeza el lugar en el que habría ocurrido la sustracción, por ello es el juez nacional, quien debe continuar y profundizar esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


      N., Alejandro s/ Hurto y estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68894/2017/1/CS1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio. Fallos del Superior Tribunal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      No existe en la presente causa un conflicto que la Corte deba dirimir, en la medida en que ello sólo ocurre en los supuestos en que los jueces contendientes carecen de un superior jerárquico común, mientras que en este caso la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional constituye el órgano superior jerárquico del Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional. En efecto, la primera actúa en carácter de tribunal superior cuando a partir de una resolución dictada dentro de los límites de su competencia, anula una sentencia dictada por un tribunal inferior y hace uso de su facultad de reenvío. En estos términos, la decisión debe ser acatada por el tribunal destinatario de reenvío, sin que en caso contrario pueda hablarse con propiedad de un conflicto de competencia, pues no existe entre estos órganos judiciales la independencia que supone una situación de esa naturaleza.


      F., Miguel Ángel s/ Homicidio simple


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14021/2010/TO1/CS1-CNC1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      D., Jorge Gustavo s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40231/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Incidente de competencia. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


      Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5 del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


      Incidente n° 20 Imputado B., Wenceslao y otros s/ Incidente de incompetencia


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 51011250/2013/20/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues, la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer la real naturaleza y los pormenores de los hechos denunciados, con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien material y territorialmente compete investigarla. En tales condiciones, corresponde al Juzgado Nacional que previno y tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a ese respecto y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. s/ Estafa y falsificación de documentos públicos


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23871/2016/1/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estafa. Competencia provincial. 


      Es doctrina del Tribunal que los delitos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos y que la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


      A., Paola Lorena s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 870/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Hurto de automotor. Competencia nacional. Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa Comp. 1630; L. XXXVI, “Donaire, Sebastián Arnaldo y otro s/ Robo con armas, abuso de armas agravado o atenuado contra la autoridad”.


      E., Federico Mariano s/ Hurto de automotor


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1493/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia federal. 


      Infracción Ley 23.737.


      Por imperio de los artículos 3 y 4 de la Ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en esta causa, atento que su intervención es prioritaria en la materia. Más aun teniendo en cuenta el estado avanzado en que se encuentra el proceso, cuyo inicio y desarrollo se produjo en esa sede.


      S., Rubén Darío s/ Infracción ley 23.737


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1100/2016/2/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Propiedad intelectual. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, “M., Oscar Julián s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362”.


      N.N. s/ Infracción Ley 11.723


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2554/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Criterio de la Corte: Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      En tanto no pueda descartarse la existencia de un proceso de captación mediante un ofrecimiento laboral engañoso, ello, de acuerdo con los criterios establecidos por la Corte citados en referencia, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación.


      N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842 y otros


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9795/2016/2/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Trata de personas. Competencia federal. 


      De conformidad con los principios establecidos por la Corte en las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      T. B., S. y otro s/ Abandono de personas con daños en la salud


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21763/2014/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prostitución. Competencia federal. 


      De conformidad con los principios establecidos por la Corte en las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


      Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


      Gascón 1XXX s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127)


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42619/2015/1/CS1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Juez previniente. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


      Incidente n° 1 - Denunciante: identidad reservada y otros. Imputado: P. C., Carlos Rosario y otros s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23934/2018/1/CA1-CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Estafa. Defraudación. Competencia ordinaria. 


      Toda vez que no se advierte en el caso, la concurrencia de alguno de los supuestos previstos en el Artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación que habilitan la intervención del fuero de excepción y teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde que se formuló la denuncia sin que se sepa, con el grado de certeza necesaria, el modo por el cual se obtuvieron los datos de las tarjetas de compra, cómo y dónde habrían sido utilizados -a través de internet o de manera telefónica-, se estima que corresponde a la justicia ordinaria continuar con esta investigación, que previno y lleva adelante esta investigación hace ya cinco años.


      N., Matías Leonardo y otros s/ Estafa


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45053/2013/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      P., Carlos José s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53593/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      C., Natanael s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40911/2018/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Certificado médico falso. Estado Nacional. Competencia federal. 


      Tiene resuelto la Corte que la competencia en materia penal debe decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En atención a que los certificados médicos fueron presentados por el agente contratado ante el organismo nacional en el que presta servicios para justificar sus inasistencias, circunstancia advertida por los agentes de esa dependencia al efectuar la retención de haberes por ese período, corresponde a la justicia federal continuar el trámite de las presentes actuaciones, pues de haberse consumado el delito, el resultado directo de la acción típica hubiera importado un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación.


      V., Diego s/ Uso de documento adulterado o falso


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 929/2014/2/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      Remisión al fallo de la causa CSJ 1060/2016/CSl, "N.N. s/ Infracción Ley 11.723 (art. 71)".


      H., Nicole s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 799/2018,29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defraudación en perjuicio del asegurador. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa cometido sobre la base de una falsa denuncia a una compañía de seguros, debe aplicarse el principio según el cual el hecho se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado, y que la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal. Con base en esos principios, corresponde declarar la competencia del juez local, quien se encuentra en mejores condiciones para llevar adelante la causa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      S., Carlos Luis s/ Estafa


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 871/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia federal. 


      Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, tiene dicho el Tribunal, que la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu. En tanto el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.


      B., Claudio Ezequiel y otros s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización agravada por su comisión en forma organizada con intervención de tres o más personas y otro


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1252/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Suministro infiel de medicamentos. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


      Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. En tales condiciones, corresponde al juez que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


      N.N. Denunciante: M., María Belén s/ Suministro infiel de sustancias medicinales Ley 26.524


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1293/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      P., Hernán Armando y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 2360/2017/TO1/4/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


      Más allá de advertir que desde el punto de vista formal, el Tribunal omitió cumplir con el requisito de atribución recíproca de la competencia exigido por la doctrina de la Corte, se considera que por razones de economía procesal, puede prescindirse de ese reparo formal y expedirse sobre el asunto. Dado que el juez nacional de instrucción desvinculó al imputado del hurto del moto vehículo cometido en esta ciudad, y le imputó su encubrimiento, corresponde su juzgamiento a la justicia federal. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


      S., Diego Daniel s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 13020/2017/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Competencia N° FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      C., Álvaro y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 50912/2016/TO1/13/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Robo. Correos. Competencia federal. 


      Cabe hacer aplicación de la doctrina según la cual la sustracción de una cosa, mientras se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación. Por lo demás, tiene dicho la Corte que si no se ha acreditado el lugar donde se produjo la sustracción, corresponde atribuir el conocimiento de los autos al tribunal con asiento en el lugar en el que se comprobó la comisión del hecho.


      N.N. s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 (Artículo 167 inciso 4°), Laura s/ Averiguación de delito


      FSA-Justicia Federal de Salta, 14496/2016/1/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la propiedad. Extorsión. Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Competencia N° FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


      G., Johana Elizabeth y otros s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 6676/2017/TO1/23/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contrato de obra pública. Aplicación indebida de fondos. Competencia provincial. 


      Habida cuenta de que, los fondos remitidos por el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación en el marco de un convenio para la realización de una obra pública específica, habrían ingresado al patrimonio del municipio, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual, una vez que aquéllos fueron recibidos e incorporados al patrimonio provincial, su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio a sus rentas y no al Estado Nacional, por lo que corresponde a la justicia local entender acerca de las irregularidades que pudieron haberse generado desde entonces. Ello sin perjuicio de los controles finales, derecho de exigir rendición de cuentas, y vigilancia del cumplimiento de los fines de la asistencia financiera acordada que, eventualmente, aquél pudiera haberse reservado al respecto.


      N.N. Denunciante: D., Verónica Mariela y D. N. s/ A determinar


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1227/2018/CS1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Es doctrina del Tribunal, que la realización de medidas instructorias efectuadas con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que le fuera atribuida y que una declinatoria posterior implica el inicio de un nuevo conflicto. La investigación llevada a cabo hasta el momento resulta insuficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Ello es así, pues no surge que se hayan cumplido las necesarias diligencias de comprobación que permitan establecer debidamente cómo sucedieron los hechos que se investigan, lo que impide formar un criterio fundado acerca de su calificación legal a fin de discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Tales deficiencias sólo podrían subsanarse a partir de la profundización de la pesquisa, sobre todo si se tiene en cuenta la calificación legal efectuada por la justicia de instrucción sobre la que se basó su incompetencia, y que, todavía no encontraría suficiente sustento en los antecedentes de la causa. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, profundizar la investigación.


      G. S., Percy Richard y otros s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8004/2016/4/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      N.N. s/ Secuestro extorsivo - Denunciante: T., Mauro Gabriel y otro


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35975/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


      G., Camila Micaela Ayelén y otro s/ Secuestro extorsivo


      COMP FSM-Justicia Federal de San Martín, 110177/2017/TO1/4/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12407/2018/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17714/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Pronunciamiento inoficioso. 


      La cuestión devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


      D. P., Nahuel Víctor s/ Encubrimiento


      COMP FLP-Justicia Federal de La Plata, 57712/2017/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 7127/2016/1/CA1-CS1 "N.N. s/ Coacción (Artículo 149 bis). Denunciante: Juzgado Federal n° 5 causa n° 10515/2015, y otro".


      Incidente n° 1- Querellante: C. D. N., Mariano Osvaldo. Imputado: R., Nancy Fátima s/ Incidente de incompetencia


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46701/2016/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


      E., N. s/ Violación


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4438/2004/TO1/3/CS1-CFC1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


      G., Alejandro y otro s/ Evasión, robo, etc.


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5806/2008/TO1/4/CS1-RH2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”


      Dado que el magistrado de instrucción desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, corresponde a la justicia federal conocer del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la presente controversia.


      Z., Daniel Alberto s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28217/2017/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


      T., Gabriel Alejandro s/ Homicidio


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39442/2010/TO1/3/CFC1-CS2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      P., Gastón Walter s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56606/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      C., Jorge Alberto s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56894/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      H., Lucas Nicolás s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63312/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


      A., Jesús Daniel s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63825/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Contienda negativa de competencia. Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7286/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


      N.N. s/ Intimidación pública


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14931/2018/1/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte que, en el caso en examen, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, especialmente cuando se habría logrado identificar quienes serían proveedores y distribuidores. Por otra parte, habida cuenta de que es doctrina de la Corte que sus pronunciamientos deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia y que la mayor parte de la actividad se realizaría en esta ciudad, debe declararse la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal para que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación. Finalmente, luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, y aun cuando no ha sido objeto de esta contienda, también corresponde a la justicia nacional federal conocer respecto de la tenencia de las armas y municiones secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas.


      N.N. s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1990/2018/CS1, 10 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Apremios ilegales. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Aplicación de la doctrina de la Corte Suprema en Fallos: 301:48 y 312:1950.


      Se investiga la comisión de graves hechos de violencia institucional que se les imputan a agentes de Servicio Penitenciario Federal en cumplimiento de sus funciones propias de una unidad penitenciaria de la Ciudad de Buenos Aires, y la administración de ese territorio corresponde a la autoridad nacional. Por aplicación de la cláusula pertinente del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, su conocimiento corresponde a los magistrados del Poder Judicial de la Nación. Ahora bien, en la medida en que la justicia nacional ordinaria de la Capital Federal mantiene aún su competencia material respecto de los delitos que se atribuyen en este proceso, corresponde al Juzgado Nacional Criminal y Correccional proseguir la investigación.


      Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis, inciso 3°)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67758/2015/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia por vía de inhibitoria. Prueba. Valor probatorio. Resolución denegatoria. 


      La práctica de medidas de prueba se encuentra dentro de las incumbencias específicas del juez como director del proceso y sólo él juzga, en forma irrecurrible, acerca de su carácter conducente y útil. Por tal razón, es erróneo fundar el planteo de inhibición en una opinión discrepante sobre la idoneidad o la pertinencia de ciertas medidas de pruebas ordenadas por el otro juez en un proceso extraño. Antes bien, cualquier autoridad ajena a la causa tiene, por regla, limitaciones de conocimiento que le impiden valorar de manera apropiada esos extremos.


      Actuaciones remitidas por la Fiscalía Única de Jáchal


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1705/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Devolución del expediente. 


      Del presente incidente no se desprende la existencia de conflicto alguno que la Corte deba resolver en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues si bien obra una declaración de incompetencia, no se advierte que haya mediado rechazo alguno generador de controversia.


      Incidente N° 5 – Imputado: L., Martín Ernesto s/ Incidente de incompetencia


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 95000755/2007/TO/5/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Vejaciones. Competencia criminal y correccional. 


      De los antecedentes remitidos no se advierte, al menos de momento, elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia de excepción de acuerdo con la doctrina que la Corte tiene establecida con respecto a la competencia federal para el juzgamiento de las conductas previstas en el artículo 3° de la ley 23.592, sin perjuicio de las agravaciones específicas que, eventualmente, correspondiera aplicar conforme lo previsto por la legislación penal común.


      Seccional N° 40 Policía de la Ciudad de Buenos Aires s/ Vejación o apremios ilegales (Artículo 144 bis, inciso 2), abuso de autoridad y violación deberes funcionario público (Artículo 248), coacción (Artículo 149 bis), robo e infracción Ley 23.592


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19429/2017/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 68574/2017/1/CS1, “A., F.A. s/ Coacción (art. 149 bis)”.


      A., F. A. s/ Abuso sexual Artículo 119, 5° párrafo circunstancias incisos A, B, D, E, F 1° párrafo


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76878/2017/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      P., Juan Pablo s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1, apartado c) y resistencia o desobediencia a funcionario público


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75752/2017/2/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Encubrimiento. Competencia federal. 


      En atención a que la justicia nacional de esta ciudad descartó la participación del imputado en la sustracción y en tanto el juzgado circunscribe la cuestión al carácter federal de la competencia, corresponde al juzgado federal conocer en esta causa.


      Á., Sergio Darío s/ Encubrimiento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23658/2018/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Investigación inconclusa. Interés del menor. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Sobre la base de tales condiciones, y en tanto tampoco se aprecia actuación alguna relacionada con la presunta víctima, quien padecería de retraso madurativo -lo que resulta exigible si se repara en que cabe a todos los organismos intervinientes hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores-, corresponde entender en esta causa a la justicia nacional, en cuyo ámbito reside aquélla y ante la cual tramitan actuaciones civiles relacionadas con el conflicto familiar que motivaron la intervención del Consejo de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes de esta ciudad.


      L., E. A. y otro s/ Infracción Ley 26.485


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14953/2018/1CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      G., Damián Marcelo s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17740/2018/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia federal. 


      La numeración registral del arma no se encontraba visible, pero no se ha determinado fehacientemente que esa circunstancia sea el resultado de una maniobra delictiva. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, esa deficiencia debe ser subsanada una vez profundizada la pesquisa, por lo que corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que, ulteriormente, corresponda resolver en orden a la competencia material.


      Incidente N° 13. Imputado: R., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 40084/2017/13/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Régimen penitenciario. Violencia institucional. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


      Se investiga la comisión de graves hechos de violencia institucional que se imputan a agentes del Servicio Penitenciario Federal en cumplimiento de sus funciones propias en una unidad penitenciaria de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional. Por aplicación de la cláusula pertinente del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, su conocimiento corresponde a los magistrados del Poder Judicial de la Nación. Ahora bien, en la medida en que la justicia nacional ordinaria de la Capital Federal mantiene aún su competencia material respecto de los delitos que se atribuyen en este proceso, corresponde al Juzgado Nacional Criminal y Correccional proseguir la investigación en la presente causa.


      Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Imposición de tortura (Artículo 144 ter, inciso 1)


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70580/2017/1/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Competencia federal. 


      Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, que ya es parte en esta contienda y es en donde se encontrarían algunos de los proveedores de las sustancias prohibidas.


      C. G., Hilario y otros s/ Infracción Ley 23.737


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1399/2018/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      R., Mercedes Aurelia Leonor s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43147/2012/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Robo. Encubrimiento. Competencia nacional. Juez previniente. 


      Necesidad de profundizar la investigación.


      La contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58. Atento que, no se advierte elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, cuya intervención está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, incorporar al proceso los elementos necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


      V. F., José Maria s/ Infracción Ley 25.761 y encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21383/2017/1/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


      Más allá de la escasez de elementos que se advierten en el presente incidente, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia, en esta ciudad es donde residía el niño al tiempo en que lo habría removido de la custodia del padre, privándolo del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Por lo tanto corresponde a la justicia nacional continuar con la investigación.


      V., E. H. s/ Infracción Ley 24.270


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61603/2015/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Abuso sexual. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


      Según las circunstancias en que la cuestión fue planteada, no existe un conflicto jurisdiccional que determine la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 -texto según ley 21.708- pues la discrepancia respecto de la competencia debe suscitarse sólo entre jueces o tribunales.


      T., G. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1 ° párrafo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1763/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”


      P., Nicolás Adrián y otros s/ Encubrimiento


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17808/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo. Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


      V. V., Mauro Daniel s/ Robo automotor


      COMP CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1711/2018/CS1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Daños y perjuicios


      Energía eléctrica. Daño a la salud moral o física. Cuestión federal. Competencia federal. 


      A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de que la parte actora funde su pretensión en normas que integran el derecho común, lo medular de la cuestión planteada exige interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio público de distribución de electricidad que presta la empresa y que se vinculan con la cuestión discutida en la causa, para determinar si la demandada incurrió en las conductas ilícitas que se le endilgan en la demanda y que justificarían la pretensión resarcitoria.


      Fontenla, Ricardo Daniel y otro c/ Edenor S.A. s/ Daños y perjuicios


      CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12935/2014/CS1, 03 de octubre de 2018


      Ver dictamen


      Denuncia anónima



      Trata de personas. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia nacional. 


      La justicia federal asumió inicialmente en el caso el conocimiento prioritario que le cabe conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto. Ahora bien, más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal con adecuado sustento en los antecedentes de la causa que el magistrado reseñó, y si bien puede presumirse la concurrencia de otros supuestos de naturaleza común, los elementos de prueba reunidos no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364.


      Santiago del Estero 1xxx (ocupantes de la finca) s/ Infracción Ley 12.331


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15353/2017/1/CS1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Eximición de prisión


      Denegatoria del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CSJ 1200/2015/RH1, "L., Héctor José y otros s/ Privación ilegítima de la libertad agravada (art. 142 inc. 1)".


      I., Miguel Ángel s/ Incidente de eximición de prisión


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1024/2017/RH1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Extradición


      Estafa. Acumulación de procesos. Conexidad objetiva. Lugar del hecho. Prescripción de la acción penal. Interrupción de la prescripción de la acción penal. Auxilio jurídico internacional. Asistencia en asuntos penales. 


      Doble subsunción. Precedente de la Corte Suprema en la causa "Jones Huala". Precedentes de Fallos: 327:304, considerando 8°, 329:1425, considerando 3°, 329:5871, considerando 4°, y 331:2363, considerando 3°.


      Para la eventualidad que frente al específico recurso que prevé el artículo 33 de la Ley 24767 y la interpretación que del requisito de sentencia definitiva a los fines del recurso ordinario de apelación ha reiterado la Corte al fallar en la causa referida y sus citas, es pertinente señalar que las muy singulares circunstancias del sub lite permiten asimilar lo resuelto al supuesto en que el Tribunal se encuentra habilitado para intervenir, por la vía que estime adecuada, frente a una resolución cuyos efectos importan el rechazo de la extradición y el archivo de las actuaciones. Resulta acreditado que el Ministerio Público Fiscal ha intentado cuestionar la sentencia no definitiva que declaró la prescripción y prematuramente la improcedencia de la entreayuda, con arreglo al Código Procesal Penal de la Nación, a la doctrina de Fallos: 328: 1819 y sus citas, y al estado de estas actuaciones por la vía procesalmente idónea para esta etapa del proceso; y que ella ha sido indebidamente obturada por el criterio sui generis que el juez a quo decidió aplicar al entender, con sustento en la citada resolución de su superior, que es la Corte quien debe intervenir. Esto bastaría para solicitar que el Tribunal encauce el procedimiento y devuelva los autos a la instancia competente para que, por la vía recursiva interpuesta, la cámara de apelaciones revise lo resuelto. Así, por las especiales circunstancias del caso, la Corte se encuentra habilitada para conocer en la apelación de la fiscal interviniente contra la resolución impugnada. Para el caso que la Corte en ejercicio de su jurisdicción plena decida resolver sobre el fondo del asunto, corresponde establecer el cumplimiento de los requisitos previstos en el tratado bilateral suscripto con la República del Paraguay, aun cuando la defensa oficial de la extraditurus se limitó a cuestionar la vigencia de la acción penal. Según reiterada jurisprudencia de la Corte, la acreditación del principio de doble incriminación no exige identidad normativa, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. Al hallarse acreditado de ese modo el requisito de doble subsunción respecto del delito por el cual se ha solicitado la entrega, la circunstancia de haberse utilizado cheques de pago diferido para la consumación de la estafa que se imputa, no brinda sustento al a quo para modificar la calificación efectuada por la justicia requirente, pues ese extremo resulta ajeno al trámite de la extradición y debe ser resuelto en el proceso penal pertinente. En efecto, en ambos sistemas, para la comisión del delito estafa la ley no determina a través de qué ardid se podría provocar el engaño que genera la disposición patrimonial perjudicial. A los fines de esta solicitud, este Ministerio Público considera que la diversa interpretación del a quo, en tanto asigna a esa circunstancia una entidad como si constituyera un elemento normativo del tipo, implica desconocer el criterio que la Corte aplicó al resolver en la causa "Larrain Cruz". Así, al asignar especial relevancia al específico instrumento utilizado en la maniobra y pretender de modo implícito esa expresa identidad, ingresó en la indebida valoración de elementos normativos ajenos al delito en cuestión, cuyas particularidades pueden diferir según el régimen jurídico en el que se insertan sin menoscabo del principio de doble incriminación. Sin embargo, más allá del régimen legal vigente en cada país, no puede negarse que las respectivas normas que definen el delito aquí relevante prevén en sustancia la misma infracción, y no existen razones para que las diferencias que en cada Estado Parte pueda presentar la regulación de ese instrumento influyan para la acreditación del principio de doble incriminación, cuando no se trata de un supuesto en el que la ley del país requerido establece en el tipo un elemento normativo que no contiene la ley penal del país requirente, en cuyo caso ya no se estaría ante la misma infracción, sino de casos que contienen los mismos elementos que fundan la incriminación. Sin perjuicio de destacar que en procesos de esta naturaleza la Corte ha juzgado que la prescripción de la acción también se interrumpe con el pedido de extradición. La razón esencial para seguir ese criterio, radica en que la intervención de este Ministerio Público en procesos de esta naturaleza excede la mera calidad de "parte apelante". En efecto, ella resulta imperativa por la función de representar "en el trámite judicial el interés por la extradición" asignada en el artículo 25 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal 24767. Cabe recordar que esa representación no es subsidiaria, pues se mantiene aun cuando el Estado requirente haya tomado la intervención "como parte en el trámite judicial por medio de apoderados" que autoriza el segundo párrafo de ese precepto. Esa previsión legal abona el carácter sui generis que cabe atribuir al rol que ejerce el Ministerio Público en estos expedientes y permite afirmar que la calidad de "parte" correspondería al Estado que se presenta en las actuaciones en esos términos, pues su objetivo se dirige exclusivamente a que prospere la extradición solicitada. Esa especial calidad de "parte" que el legislador le asignó en esta clase de procesos, también responde al carácter de "magistratura de control" que el Ministerio Público Fiscal ejerce de conformidad con el artículo 120 de la Constitución Nacional, y que la Corte ya había reconocido en el precedente de Fallos: 311:593. Con directa referencia a juicios de extradición y a que su actuación en esos casos no es en el ejercicio de la acción penal pública sino para vigilar el fiel cumplimiento de las leyes y reglas de procedimiento, ese rol funcional ha sido destacado, bajo la vigencia del Código de Procedimientos en Materia Penal, en Fallos: 311:1925 y 319:1464; y, ya sancionada la ley 24.767, esa doctrina se mantuvo en Fallos: 330:2507. Así las cosas, la estricta interpretación del artículo 280, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación realizada en la causa "Rigaud", no consulta acabadamente los alcances del cuadro normativo y jurisprudencial reseñado ni su incidencia en los supuestos de apelaciones ordinarias deducidas por los fiscales federales contra fallos adversos a la extradición, lo cual implica la incorporación de una severa limitación práctica a las funciones propias que desde esta sede se ejercen ante la Corte en la materia.


      P. K., Leonarda s/ Extradición


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20764/2017/CS1, 15 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus


      Desistimiento de la acción. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      De conformidad con el desistimiento de la acción de habeas corpus que diera origen al incidente, la cuestión se ha tornado abstracta y resulta inoficioso que la Corte se pronuncie al respecto.


      V. S., Eduardo s/ Hábeas corpus


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10096/2018/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Privación ilegal de la libertad. Protección del menor y la familia. Falta de fundamentación autónoma. Invalidez del acto jurídico. 


      La resolución apelada no satisface la exigencia de fundamentación, pues se sustenta en la afirmación dogmática de una solución jurídica, desprovista del debido examen razonado de las circunstancias del caso y de los términos en que se planteó la cuestión debatida en el proceso. El voto mayoritario dedica una considerable atención a las normas que juzgó pertinentes para la solución del litigio; en ese orden, relata que los niños, niñas y adolescentes cuentan con todos los derechos y garantías reconocidos al ser humano, más los derechos especiales derivados de su condición. Con especial atención al derecho que se denuncia vulnerado, el tribunal reconoce, conforme al artículo 19 de la ley 26.061, que los niños tienen derecho a la libertad personal, que no pueden ser privados de ella ilegal o arbitrariamente, sino conforme a la normativa vigente, y que la privación de la libertad está definida en la ley como toda ubicación de un niño, niña o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad. Luego cita la ley provincial D n° 4109 sobre protección integral de los niños, niñas y adolescentes y afirma que según su texto "en ningún caso las medidas de protección que se adopten podrán consistir en privación de la libertad del niño". Para finalizar, señala que el artículo 9 de la Ley Orgánica de la Policía de la Provincia establece que en los casos en que el personal policial tome contacto en ejercicio de sus funciones con menores de edad "debe en forma inexcusable y de manera inmediata dar fehaciente aviso al organismo proteccional a los fines de resguardar los derechos de los mismos". Dados los términos en que la cuestión estaba planteada, el tratamiento que le deparó el a quo no es suficiente para constituir una respuesta fundada, es decir, la expresión de un razonamiento que sea una derivación razonada del derecho vigente en relación con las circunstancias probadas de la causa.


      Arias, Patricia Alejandra (Defensora de Menores e Incapaces) s/ Hábeas corpus


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1586/2016/RH1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus colectivo


      Personas privadas de la libertad. Alojamiento de internos. Traslado de internos. Condiciones de detención. Obligación de seguridad. Sentencia arbitraria. 


      Traslado de los detenidos a una unidad penal lejana a su domicilio.


      El fallo impugnado sólo cumple de manera aparente el deber de fundamentación, ya que, en definitiva, convalidó el pronunciamiento de la instancia anterior sin una revisión integral de la situación de fondo planteada en el caso concreto, relativa a que el traslado y alojamiento de detenidos provenientes de otras regiones en el Complejo III NOA constituye un agravamiento de las condiciones de detención de la población carcelaria, en su conjunto, en los términos de la Ley 23.098, en atención, entre otras cosas, a los sistemáticos hechos de violencia derivados de ella. El déficit de fundamentación adquiere aun mayor relevancia, a poco que se advierte la contradicción en la que habría incurrido la cámara de apelaciones al desestimar la situación que motivó la presentación del habeas corpus y, al mismo tiempo, reconocer no sólo un incremento de los episodios de violencia ocurridos en el Complejo NOA III entre internos locales y "foráneos", sino también la existencia de "una práctica sistemática e irregular", por parte de las autoridades penitenciarias, de efectuar arbitrarios traslados de detenidos de "extraña jurisdicción" por razones ajenas a la finalidad buscada por la norma de ejecución. Esa práctica fue denunciada por abusiva en otras ocasiones tanto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como por varios tribunales superiores del país. A esa mirada parcial sobre el pronunciamiento de la cámara de apelaciones, que descalifica per se la sentencia del a quo con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, se añade la omisión de dar respuesta a planteos que suscitan cuestión federal, pues versan sobre las normas de la Constitución Nacional y diversos convenios e instrumentos internacionales por los cuales el Estado asumió el compromiso de respetar los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad bajo su custodia. Al resolver de esa manera, el a quo ha dejado de lado su función de tribunal intermedio con el alcance que determinó la Corte en el precedente "Di Nunzio", lo cual descalifica su pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.


      Legajo n° 1. Presentante: Dr. Benjamín Brígido Solá - Defensor Oficial-, Dr. Eduardo José Villalba - Fiscal Federal n° 2-. Beneficiario: detenidos en el Complejo Penitenciario Federal III NOA s/ Legajo de casación


      FSA-Justicia Federal de Salta, 10205/2016/1/1/RH1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio culposo


      Lesiones leves. Concurso ideal. Violación al debido proceso. Non bis in ídem. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


      El escrito que contiene el recurso no satisface los estándares de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, según la jurisprudencia de la Corte en la materia. En relación con el agravio por el que se cuestiona la revisión de la condena a través del mecanismo dispuesto por la Corte en el fallo "Duarte", el apelante se limitó a reproducir los argumentos que había ya desarrollado en el recurso de casación, sin intentar siquiera refutar la respuesta que recibió de los jueces Hornos y Ledesma, quienes en sus respectivos votos se pronunciaron en detalle sobre la cuestión, incluida la correcta interpretación de la doctrina del caso "Barreto Leiva", en línea con lo expresado en el precedente de mención pero también con argumentos complementarios sustentados en doctrina autorizada y jurisprudencia internacional que, como se ha dicho, en todos los casos fueron ignorados. El mismo defecto presenta el recurso en lo que atañe a los agravios por los que se alega afectación a la prohibición de persecución penal múltiple y a la garantía de debido proceso legal; ésta última por hacer la ley posible, al admitir el recurso del acusador, el dictado de una condena sin juicio oral en casación. Pues también a su respecto es posible advertir sin dificultad que los argumentos del apelante son una reiteración de los que había expuesto ya en su presentación anterior, sin que se pueda apreciar alguno distinto que se dirija a cuestionar las consideraciones que el a quo, esta vez por el voto de los jueces Geminiani y Hornos, efectuó al tratarlos y en las que sustentó su rechazo. La apelación, carece por ello de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.


      T. C., Juan Carlos y otro s/ Homicidio culposo. Damnificado: F. M., Gabriel


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46218/2010/1/1/1/RH1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso


      Remisión al dictamen de la causa: FBB 6631/2014/TO1/59/1/1/RH24, “F., José Abdala s/ Recurso”.


      C., Enrique Armando s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/7/1/1/RH5, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Se mantiene la queja interpuesta.


      Recurso Queja n° 1 - Incidente n° 1 - Imputado: M., Roberto Ángel s/ Incidente de recurso extraordinario


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67774/2016/1/1/RH1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Se mantiene la queja interpuesta.


      Recurso Queja n° 1 - Incidente n° 1 - Imputado: M., Ramón Alfredo s/ Incidente de recurso extraordinario


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6194/2016/1/1/1/1/RH1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre las cuestiones planteadas, se mantiene la queja interpuesta.


      Recurso queja n° 1 -Incidente n° 2- Imputado: U., María Cristina y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63376/2014/4/1/2/1/RH1, 29 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Medidas para mejor preveer


      Solicita medidas para mejor dictaminar.


      S., Christian José s/ Estafa y estafa en grado de tentativa -dos hechos- en concurso real


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 690/2017/RH1, 22 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Elevación en consulta. Vista al fiscal. 


      Se solicita medidas para mejor dictaminar.


      A fin de dictaminar en esta queja, se le solicita a la Corte que ordene la elevación del expediente principal y le otorgue nueva vista.


      V., Roberto Francisco s/ Recurso extraordinario de nulidad e inaplicabilidad de Ley


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1558/2017/RH1, 12 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Se solicita medidas para mejor dictaminar.


      M., Karina Claudia y otro s/ Homicidio culposo. Denunciante: E., Héctor Antonio y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60604/2002/TO1/11/RH2, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Solicita medidas para mejor dictaminar.


      H., Arnaldo Andrés y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 4700/2014/TO1/25/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Solicita medidas para mejor dictaminar.


      B., Carlos Alberto y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 19055/2015/TO1/16/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mercado Cambiario


      Remisión al fallo de la causa "Cristalux", registrada en Fallos: 329:1053. Conformidad con el cirterio de fallos 324:1096 y 325:1440.


      S., Cayetano y otros


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31015612/2012/1/1/RH1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Portación de armas


      Mantenimiento del recurso. 


      Se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General a fin de que la Corte se pronuncie en la causa.


      S. B., Raquel Elizabeth y otro s/ Portación de arma


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 459/2013/5/1/RH1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria


      Derecho a la salud. Examen de salud. 


      Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


      Acierta el recurrente al cuestionar por arbitraria la decisión del a quo, en tanto no se advierten las razones humanitarias que justifiquen la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. En efecto, esa decisión se fundó en la edad del imputado y sus diversas patologías, pero, según el informe del perito forense citado en estas actuaciones, su estado de salud general era bueno, aunque se lo debía controlar periódicamente. Además, de acuerdo con lo que surge de la decisión del a quo desde la unidad de detención donde estaba alojado se señaló que allí presta servicios un médico especialista en urología, y aunque también se dio cuenta de la existencia de problemas de movilidad para el traslado de los detenidos a centros de salud externos al penal, lo cierto es que, según lo afirmado por el recurrente, no se verificaron en el caso del aquí interesado, el que fue sometido debidamente a diversos controles extramuros durante su permanencia en la prisión, y recibió la atención requerida en la única situación de gravedad que padeció en ese período. En suma, el a quo no brindó argumentos que demuestren que las patologías no pueden ser tratadas adecuadamente en la unidad donde estaba detenido, ni que en su domicilio se encontraría en mejor situación de ser asistido de manera eficiente ante una situación de gravedad. Por ello, la decisión impugnada contraria la reciente jurisprudencia de la Corte según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliara los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


      F., José Abdala s/ Recurso


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/59/1/1/RH2, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Informe médico. Salud humana. 


      El a quo fundó su decisión, por un lado, en la verificación del requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, al que consideró suficiente para conceder la medida cuestionada; y, por otro lado, en la presencia en el caso de las razones humanitarias que inspiran el instituto, lo cual, a su entender, quedaba probado por los problemas de salud del interesado. Acierta el recurrente al calificar de arbitraria esa decisión, en tanto los argumentos que la sustentan se basan en fundamentos aparentes que la descalifican como acto jurisdiccional válido. En efecto, el requisito etario previsto en la norma citada no puede considerarse suficiente, tal como lo hizo el a quo, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte en tanto ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliara los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Por otro lado, no se advierten las razones humanitarias que justifiquen la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. En efecto, tal como surge de la decisión apelada, no obstante las patologías del imputado, todos los informes médicos concluyeron en que podía permanecer alojado en un establecimiento carcelario, sin perjuicio de la necesidad de que se le proveyera en ese ámbito la medicación prescripta, y de que se le garantizaran los controles y el seguimiento médico que requería su estado. Desde esa perspectiva, no había fundamento para sostener que, debido a sus problemas de salud, mantener en prisión al imputado habría constituido un trato cruel, inhumano o degradante.


      D., Carlos Alberto s/ Legajo de casación


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000040/2008/TO1/8/1/1/RH1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Derivación razonada del derecho vigente. 


      Requisito etario. Ley 24.660. Ausencia de riesgos procesales.


      El a quo concedió la detención domiciliaria para que siga cumpliendo su pena bajo esa modalidad, para lo cual, fundó su decisión en que el interesado cumple con el requisito etario previsto en el Art. 32, letra "d", de la Ley 24.660, y en la ausencia de riesgos procesales que, a su entender, se verifica en este caso. Respecto del primer argumento, esta Procuración General ya ha fijado su posición acerca de que no es suficiente para conceder la medida cuestionada. A ese respecto se sostuvo que la Ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y que dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para eludir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados. Ese sentido de la ley surge también de la jurisprudencia de la Corte en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. No se advierte que el a quo haya brindado argumentos suficientes para justificar su afirmación de que el caso se encuentra contemplado en el Art. 32 de la Ley 24.660, por lo que el análisis del riesgo de fuga, en estas condiciones, resulta inoficioso. Cabe calificar de arbitraria la decisión apelada mediante recurso federal, en tanto carece de fundamento idóneo y, en consecuencia, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


      D., César Darío s/ Legajo de casación


      FSA-Justicia Federal de Salta, 76000073/2011/TO1/16/2/1/RH3, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Diagnóstico médico. Falta de notificación. Ministerio Público Fiscal. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


      Este Ministerio Público al recurrir la decisión del tribunal oral, se agravió por considerar que se había vulnerado la garantía del debido proceso, que lo ampara al igual que a las otras partes, en tanto esa decisión se fundó en un informe médico cuyas conclusiones nunca le fueron notificadas, por lo que se lo privó de la posibilidad de contradecirlas antes del pronunciamiento. Según la doctrina del precedente de Fallos: 339:542 y 340:493, la concesión de la detención domiciliaria debe ser precedida de una instancia en la que, sin mengua de la celeridad que demanda la naturaleza del asunto, se asegure el pleno resguardo del contradictorio sobre las conclusiones de los informes médicos y las partes puedan plantear las cuestiones que estimen pertinentes. La resolución del a quo apelada mediante recurso federal debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, en tanto es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


      L., Pedro Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


      FTU-Justicia Federal de Tucuman, 7782/2015/TO1/23/1/1/1/1/RH20, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


      L. S., Jaime y otros s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/21/1/RH21, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión preventiva


      Delitos contra la humanidad. 


      Remisión a los fallos de las causas "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"; T. 13, XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486".


      B., Luis Enrique s/ Legajo de casación


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/34/2/1/1/RH38, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Sentencia no firme. Prisión perpetua. Establecimientos penitenciarios. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. 


      Dado que el fundamento común de los votos que integraron la mayoría fue que el impugnante no habría logrado demostrar la existencia de riesgo procesal, corresponde descalificar lo resuelto en tanto la cámara desconoció, sin ningún fundamento, que lo que se encontraba en discusión en el procedimiento de revisión abierto por el Ministerio Público no era la existencia del riesgo procesal que fundamenta la privación preventiva de la libertad, sino la modalidad de su ejecución. A ese respecto, cabe recordar, el estándar aplicable es que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. Por otro lado, si bien es cierto que el juez que votó en segundo término, añadió que en el caso se encontraba satisfecho el requisito etario previsto en la ley aplicable, ese argumento no puede considerarse suficiente para fundar la decisión impugnada, ya que dicha ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto ya mencionados, según la posición propugnada por la Procuración en el dictamen citado. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliara los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Esa ponderación estuvo ausente en el voto de mención ya que, como se ha señalado, este magistrado se limitó a afirmar que las razones humanitarias que inspiran la detención domiciliaria derivaban de las diversas afecciones médicas que aquejaban al condenado, sin tener en cuenta que el recurrente había planteado que esa conclusión no surgía de los informes médicos, según los cuales el estado de salud del imputado no era ninguno de los previstos en la ley como presupuestos de la concesión del beneficio. En conclusión, acierta el representante del Ministerio Público al sostener que la decisión apelada carece del carácter de acto jurisdiccional válido, con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, pues omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso y se basa en fundamentos sólo aparentes.


      E., Miguel Osvaldo s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002955/2009/TO1/42/2/RH3, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Privación ilegal de la libertad


      Amenazas. Concurso real. Servicio penitenciario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Invalidez del acto jurídico. 


      Las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público. Exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, pues frente a las pruebas e indicios señalados por la acusación para tener por acreditados los hechos imputados, la conclusión adoptada por el a quo sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, que presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido.


      M., Horacio Domingo y otros s/ Legajo de casación


      FSA-Justicia Federal de Salta, 76000089/2011/TO1/18/1/RH4, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Prórroga de la prisión preventiva


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa: FBB 31000615/2010/48/1/1/RH42, “G., Néstor Omar s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva”


      A., Omar s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/49/1/1/RH39, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso extraordinario


      Infracciones tributarias. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa 471, XLVIII, "S., Alan s/ Causa n° 13.590".


      J. C. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 861/2014/2/1/1/1/RH2, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


      En lo referido a la admisibilidad formal del recurso extraordinario remisión al fallo de la causa: O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


      Los argumentos que brindó el a quo se pueden calificar de arbitrarios ya que se basan en fundamentos aparentes que descalifican su decisión como acto jurisdiccional válido. El requisito etario previsto en la ley 24.660 en su artículo 32, letra “a” y letra “d” no puede considerarse suficiente para conceder la detención domiciliaria, en tanto la ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de otorgarla, entre otros, a los mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. La Corte tiene establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


      C. F., Manuel Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12544/2013/12/1/1/RH4, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa: FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, “C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria”.


      C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO2/33/1/1/RH19, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa: FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, “C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria”.


      C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/36/1/1/RH20, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa: FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, “C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria”.


      C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 2450/2007/TO1/117/1/RH16, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus. Admisibilidad del recurso. Costas. Denegatoria del recurso. 


      La Corte tiene establecido que las decisiones sobre la admisibilidad de los recursos ante los tribunales de la causa, atento su carácter fáctico-procesal, no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Atento que sólo la falta de atención del recurrente hacia las medidas que determinaron el sentido de la decisión de los tribunales de la causa en ambas instancias puede explicar que aún haya insistido ante la cámara de casación con el argumento de que el habeas corpus había sido rechazado por una mera promesa de la autoridad penitenciaria. Y es por esa razón que no puede tacharse de arbitraria la decisión del a quo de rechazar el recurso cuando, fruto de esa deliberada desatención, la parte atribuyó a la sentencia que desestimó la acción defectos que no tenía y omitió rebatir los argumentos empleados por los jueces de ambas instancias para justificar ese pronunciamiento. En cuanto a las costas aplicadas, la queja es igualmente inadmisible por tratarse de una cuestión de carácter procesal privativa de los jueces de la causa, sobre la que el recurso no logra demostrar arbitrariedad en la forma en que fue resuelta.


      Procuración Penitenciaria de la Nación s/ Hábeas corpus


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 20438/2016/2/1/1/RH2, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Acta policial. Ausencia de testigos. Nulidad procesal. Mantenimiento del recurso. 


      Si bien los agravios planteados por el recurrente constituyen, como regla, materia ajena a la jurisdicción extraordinaria federal, por versar esencialmente sobre temas de hecho y derecho procesal, propios de los jueces de la causa, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente, incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, que también amparan a este ministerio fiscal. Siendo que no se encuentra discutida en la causa la fidelidad de la información que emana del acta declarada nula, deben prevalecer, sobre todo, los principios generales de conservación y trascendencia que, frente a meros pruritos formales, rigen en materia de nulidades en respeto del debido proceso, así como la estricta vigencia de la doctrina de la Corte, según la cual, la declaración de la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, y no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, a lo que cabe agregar que resulta inaceptable en el ámbito del derecho procesal la declaración de nulidad por la nulidad misma. En tales condiciones, y como consecuencia de una parcial valoración de las constancias relevantes del proceso, aquélla debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, dado que fue dictada en violación al artículo 18 de la Constitución Nacional, que exige que las resoluciones judiciales sean fundamentadas, no basadas en meras afirmaciones de índole dogmática, y hallarse desprovistas de un excesivo rigor formal, que resulta incompatible con el servicio de justicia, e impide alcanzar la finalidad última del proceso penal, que consiste en la averiguación de los hechos que se reconocen de interés para la apreciación de la responsabilidad de los imputados.


      G., Domingo Fernando s/ Artículo 296 y 289 inciso 3° Código Penal


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 1231/2012/1/1/RH1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Personas privadas de la libertad. Aportes previsionales. Mantenimiento del recurso. 


      Fallos: 340: 669.


      El a quo se ha apartado de la doctrina general de la Corte, de conformidad con la cual la declaración de inconstitucionalidad de una ley constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen de la regla o precepto en cuestión conduzca a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, lo que requiere descartar concienzudamente la posibilidad de una interpretación que compatibilice la regla impugnada con el derecho federal que la parte reputa conculcado. A esa jurisprudencia general corresponde agregar, aquella según la cual la determinación de las escalas punitivas y de la clase y extensión de las penas conminadas para cada tipo de delito es una materia propia de la política criminal reservada al Congreso, atribución que los magistrados no pueden ignorar al llevar a cabo el control de constitucionalidad que les compete. Por lo tanto, el fallo apelado carece ostensiblemente de la justificación sesuda dirigida a demostrar la incompatibilidad de la norma impugnada con la Constitución Nacional que tales doctrinas federales. En relación a la inviolabilidad del derecho de propiedad que los condenados tendrían sobre sus haberes previsionales, la sala desconoció sin razón el principio de que derechos de esa naturaleza no tienen carácter absoluto, sino que son susceptibles de ser objeto de reglamentaciones razonables. La concepción mantenida por el a quo según la cual el derecho a un haber previsional no puede ser restringido en modo alguno -ni siquiera suspendido en los términos de los artículos 12 y 19, inciso 4, del Código Penal- no da cuenta de la jurisprudencia del Tribunal. Ese defecto por sí mismo vicia la declaración de inconstitucionalidad que se objeta. La cámara no ha procedido con la diligencia que una decisión de ese tenor exige, esto es, como la Corte lo ha demandado en reiteradas ocasiones, extremando los recaudos para brindar una inteligencia de la norma infra-constitucional impugnada que, resguardando el mandato constituyente, asegure su consistencia con el derecho federal invocado. Además de ese defecto fatal de fundamentación, el a quo afirmó la existencia de una lesión al derecho de propiedad de un modo puramente abstracto, sin que se acompañara explicación alguna dirigida a demostrar el perjuicio concreto que provocaría o habría provocado la aplicación del artículo 19, inciso 4, del Código Penal, en las circunstancias específicas de cada uno de los condenados en cuya defensa se ha peticionado en este proceso la declaración de inconstitucionalidad. En particular, la cámara pasó injustificadamente por alto, en primer lugar, que el artículo 19, inciso 4, dispone que el importe de los haberes previsionales que corresponden al condenado será percibido por los parientes que tengan derecho a pensión, lo que evita que su suspensión, accesoria de la pena de prisión, genere efectos trascendentes que excedan al propio culpable de los crímenes que la han fundado. Desde esa perspectiva, el Tribunal ha descartado que aquella suspensión genere un enriquecimiento sin causa a favor del ente previsional, ya que las sumas devengadas son puestas a disposición de los parientes del condenado, lo que contribuye a excluir que la norma que la establece pueda descalificarse desde el punto de vista constitucional. En el mismo sentido, tampoco observó el a quo que la ley 24.660, de "Ejecución de la pena privativa de la libertad", con el objetivo de evitar que medidas como la examinada -esto es, inhabilitaciones inherentes, en virtud de la regla del artículo 12 del Código Penal, a las penas privativas de la libertad mayores a tres años- pudieran obstaculizar de algún modo el reingreso a la vida social del penado, dispone que quedarán "suspendidas cuando el condenado se reintegrare a la vida libre mediante la libertad condicional o la libertad asistida". Este aspecto de la regulación de la ejecución de las penas privativas de la libertad ha sido destacado entre las consideraciones relevantes para juzgar que las inhabilidades dispuestas por las disposiciones segunda y tercera del mismo artículo 12 del Código Penal no importaban una violación de derechos fundamentales ni la aplicación de una pena vedada por la Constitución Nacional. Por otra parte, en cuanto a un supuesto peligro para la subsistencia de los condenados, la cámara omite, igualmente sin razón, que la ley 24.660 establece que el tratamiento del encarcelado deberá atender a sus condiciones personales, intereses y necesidades durante la internación y al momento del egreso, y que, como lo ha señalado la Corte -salvo una mejor interpretación que la Corte pudiera hacer de sus propios precedentes- las personas condenadas a prisión tienen un derecho federal, asegurado por el artículo 18 de la Constitución y normas internacionales de igual jerarquía, a obtener condiciones dignas de encierro carcelario con independencia de su capacidad de costearlas. En la decisión impugnada no se advierte argumento alguno dirigido a mostrar que esas normas estuvieran siendo transgredidas en el marco concreto del tratamiento penitenciario que se está brindando a los condenados. Por ello, es dable considerar que la suspensión del goce de haberes previsionales que dispone la legislación penal aplicable conlleva una afectación patrimonial efectiva o un peligro para la subsistencia de las personas sometidas a pena de prisión, es dogmática y no guarda coherencia con la totalidad de las normas que rigen la materia. Tales deficiencias de fundamentación concurren a descalificar lo resuelto, especialmente cuando la decisión importa la declaración de invalidez constitucional de una ley. Finalmente, no se advierte ningún fundamento con base en el cual quepa postular razonablemente que la restricción cuestionada tenga una "carga infamante" de modo que pueda válidamente concluirse en virtud de ella que, al imponerla como parte de la inhabilitación absoluta que es inherente a toda pena de prisión mayor a tres años, el Congreso de la Nación ha violado algún derecho que la Constitución garantiza. En este aspecto, en el precedente que se cita en la referencia, la Corte ha resuelto que las incapacidades civiles que la ley impone a los condenados a penas privativas de la libertad superiores a tres años en virtud del artículo 12 del Código Penal no pueden ser calificadas como un trato inhumano o contrario a la dignidad del hombre. Su establecimiento en la ley expresa criterios de política criminal y penitenciaria que son atribución del legislador nacional, que no compete a los magistrados cuestionar sin aportar una justificación estricta respecto de su incompatibilidad con la Constitución Nacional. Tales consideraciones, en lo pertinente, son también aplicables mutatis mutandis a la consecuencia de la inhabilitación absoluta puesta en cuestión en este pleito, que corresponde en virtud de la primera disposición del mismo artículo 12 del Código Penal. En tales condiciones, el pronunciamiento impugnado mediante recurso federal se apoya en fundamentos aparentes, y no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


      M., Luciano Benjamín y otros s/ Legajo de casación


      FTU-Justicia Federal de Tucuman, 81810029/2009/TO1/3/1/1/RH1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Daño calificado. Amenazas. Condena condicional. Prueba. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


      El escrito de la apelación no satisface el requisito de motivación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, desde que la impugnante omitió refutar todos y cada uno de los fundamentos expuestos que, sobre la base de lo actuado, dieron razonable sustento a la decisión recurrida, lo que determina su improcedencia. Similar defecto se da en el agravio por la modificación de la calificación legal pues, si bien podría importar una vulneración constitucional en la medida en que dicho cambio provocase el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado impidiéndole formular sus descargos, no se alcanza a vislumbrar, ni la recurrente llega a demostrar, cuáles fueron las defensas y medios de prueba que, en las concretas circunstancias del expediente reseñadas supra, esa parte se vio impedida de ejercer con motivo de la adecuación del hecho a la figura penal que postularon los acusadores y aplicó el tribunal oral. Tal omisión, impide considerar que éste pueda ser uno de esos casos, y reafirma la inadmisibilidad del planteo. En relación con el agravio por la supuesta violación del derecho a controlar la prueba, con motivo de la valoración que el tribunal habría hecho de la declaración que un testigo brindó durante la instrucción, tampoco fue sustentado en un completo examen de las circunstancias del sub lite, pues la recurrente omitió considerar que la parte querellante propuso aquella pieza como prueba instrumental para el juicio oral y el tribunal oral dispuso su incorporación, lo que se concretó en el debate mediante lectura ficta con la expresa aceptación de todas las parte.. Además de vincularse con una materia que por regla resulta ajena a la vía intentada, tampoco en este aspecto el recurso cuenta con la debida fundamentación autónoma y resulta improcedente. En relación con los agravios vinculados con la identificación de las personas inducidas, la determinación de las conductas que fueron objeto de instigación, y la accesoriedad de la actuación, tales cuestiones fueron analizadas y claramente expuestas tanto en el fallo del tribunal oral como en el pronunciamiento del a quo. La apelante pasó por alto y omitió rebatir esos fundamentos que brindan razonable sustento a la decisión, lo que sella la suerte de su recurso. Dichos planteos aparecen así como una mera disconformidad sobre aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan con cuestiones de hecho y prueba que fueron desechados con motivación suficiente que descarta la arbitrariedad.


      S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (Artículo 184 inciso 5) y amenazas


      FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/27/RH10, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 74000120/2011/TO1/27/RH10, "S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas".


      S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (Artículo 184 inciso 5) y amenazas


      FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/28/RH11, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión a los dictámenes de las causas FSA 74000120/2011/T01/27/RH10, "S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas" y FSA 74000120/2011/T01/27/RH11, "S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5)".


      Según conocida jurisprudencia de la Corte, la cuestión federal base del recurso extraordinario debe ser introducida en la primera oportunidad posible y previsible que brinde el procedimiento, a fin de que los jueces de la causa puedan considerarla y decidirla. En el sub examine, el fiscal apelante no alegó, en ninguna de las tres presentaciones que efectuó en la instancia casatoria, que su pretensión constituyera la retractación de la voluntad acusatoria que había expresado su colega en el juicio oral en relación con el delito de daño, ni que cualquier decisión que no se ajustara a su posición involucraría la interpretación de las leyes 24.946 y 27.148, o podría vulnerar garantías constitucionales. Además de la tardía introducción de la cuestión que se pretende someter a la Corte como de naturaleza federal y aun cuando se trate de una materia relacionada con las funciones propias de este Ministerio Público, reguladas por las leyes 24.946 y 27.148, y con la política criminal dictada desde esta sede respecto del mantenimiento de la acción, el escrito del recurso no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, en tanto no se demuestra, en las circunstancias concretas del sub lite, la vulneración constitucional invocada. En consecuencia, debe desistirse de ese aspecto en la queja. Tampoco se encuentran razones para sostener el cuestionamiento vinculado con el derecho del querellante en relación con el delito de daño agravado. El escrito de la apelación federal tampoco cuenta con la debida fundamentación sobre esta cuestión, la que por regla -dado su carácter fáctico y procesal- es ajena a esta instancia extraordinaria. Así descartada la existencia de una situación apta para suscitar la intervención de la Corte, todo ello conduce, a desistir del recurso intentado por el representante del Ministerio Público Fiscal. En relación con la supuesta omisión de considerar los planteos que formularon las defensas de los imputados respecto de los montos de las penas impuestas, que en modo alguno fueron confirmadas, y en relación también a la alegada omisión de valorar el supuesto estado de indefensión del imputado durante el juicio oral, no se encuentra demostrada la arbitrariedad del pronunciamiento apelado, en esos aspectos, lo cual determina la improcedencia de la impugnación que se intenta


      S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (Artículo 184 inciso 5) y amenazas


      FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/26/RH9, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Robo seguido de homicidio. Declaración autoincriminante. Juicio por jurados. Suspensión de la audiencia. Denegatoria del recurso. 


      Los agravios referidos a la aplicación del ordenamiento procesal penal y las disposiciones que regulan el juicio por jurado popular resultan inadmisibles, debido a la conducta asumida por la parte recurrente en el trámite del expediente. Ello no se vincula, cabe destacar, con la extemporaneidad de sus agravios, pues el tratamiento por parte de los jueces de la causa ha saneado cualquier déficit que pudiera apreciarse en tal sentido, sino con el recaudo de la existencia de efectivo gravamen. La actuación del acusado y su defensa permite afirmar que los reparos introducidos en la impugnación contra la sentencia de condena no resultan susceptibles de ser tutelados por la vía del artículo 14 de la ley 48, pues han quedado afectados por las consecuencias de su anterior conducta discrecional. Ni el imputado ni su defensa cuestionaron la validez del juicio por jurados populares ni las normas que lo regulan. En efecto, si bien en la mencionada audiencia de control de la acusación criticaron la aplicación de ese procedimiento en el sub examine, lo hicieron exclusivamente como consecuencia de su desacuerdo con la calificación legal y la pena postuladas, las que constituyen un parámetro para esa clase de juzgamiento de acuerdo con el artículo 35 del código procesal penal local, pero no objetaron aquel instituto en sí mismo. Por el contrario, participaron sin disidencias u oposiciones en el trámite del debate, lo que, en mi opinión, desvirtúa la situación que más tarde alegó el recurrente y descarta toda posibilidad de que el imputado haya visto afectado afectadas las garantías de debido proceso, juez natural, defensa en juicio y presunción de inocencia por las que se agravia su letrado. Conforme tiene dicho la Corte, nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, máxime cuando ellos fueron producto de una determinada actitud procesal válidamente adoptada en su oportunidad. El recurso extraordinario se encuentra desprovisto de uno de los requisitos necesarios para su procedencia. A su vez, el recurrente omitió analizar la cláusula constitucional que establece que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo (artículo 18 de la Constitución Nacional) y relacionarla con los hechos y pruebas de la causa. Al respecto, sólo citó algunos pronunciamientos de dos cámaras de apelaciones en los que se sostuvo que esa cláusula prohíbe que los preventores reciban declaración a los imputados o se arroguen la facultad de indagarlos. Sin embargo, esa situación no se da en el sub lite, y el apelante no se ocupó de demostrar que hubiera existido interrogatorio o indagación.


      G., Matías Horacio s/ Homicidio doloso


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 679/2016/RH1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso.


      V., Daniel Santiago s/ Homicidio simple


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29500/2009/TO1/4/1/RH3, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Derecho al recurso. Presunción de inocencia. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


      El escrito de la apelación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada N° 4/2007 del Tribunal, pues sólo cuenta con afirmaciones dogmáticas y no refuta todos y cada uno de los fundamentos expuestos que dieron sustento a la resolución impugnada. En ese sentido, el recurrente se limitó a sostener que la concesión del recurso de fiscal contra el sobreseimiento del imputado vulneró el derecho previsto en el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sin indicar en qué consistió esa supuesta afectación, analizar el alcance de dicha norma ni explicar por qué obstaría a aquella impugnación, pese a que la Corte ha admitido la posibilidad de otorgarle esa facultad al Ministerio Público Fiscal como órgano del Estado y el Código Procesal Penal de la Nación se la reconoce en sus artículos 337, 457 Y 458, en los que se basó el a quo para decidir su admisibilidad. Por lo demás, tratándose de la validez constitucional del artículo 14, segundo párrafo, de la ley 23.737, estimo pertinente señalar que el pronunciamiento se ajustó a la línea de precedentes del Tribunal que ordenan la previa intervención de la Cámara Federal de Casación Penal cuando lo que se pretende es el examen de una cuestión federal.


      V., Raúl Ángel s/ Infracción Ley 23.737


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2299/2016/2/RH1, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión a los Fallos de las causas T. 13; L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106; L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486" y A. 57; L. XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858", doctrina sentada en la causa".


      Sin desconocer que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. La Corte ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Al respecto, la doctrina sentada recientemente por la Corte señala que los dictámenes del Cuerpo Médico Forense no pueden ser omitidos cuando se trate de ordenar medidas relacionadas con el estado de salud o la capacidad de las personas. Cabe recordar también que el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660 no es suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaría, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados.


      A., Víctor Raúl s/ Recurso


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      La decisión impugnada contraría la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


      D., Luis Gustavo s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/53/1/2/RH17, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión a los fallos de la causa O. 296; L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13; L. XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106; L. XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486".


      D'O., Tomás s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 2450/2007/TO1/87/2/RH17, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Salidas transitorias. Debido proceso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


      La autorización para que los internos sean trasladados fuera del penal para recibir atención médica, según el artículo 147 de la ley 24.660, debe ser concedida en cada caso, antes del traslado, por el juez competente, lo que se advierte como una exigencia ineludible no sólo porque así lo estipula el mandato normativo, sino porque además es imperioso tomar los mayores recaudos para asegurarse de que esos traslados estén realmente justificados y evitar un aumento innecesario del riesgo de evasión que ponga en peligro los compromisos del Estado argentino. En síntesis, la decisión del a quo es arbitraria, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso, y al resolver de ese modo, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, en cuanto le ha negado, indebidamente, el acceso a la instancia de revisión del pronunciamiento del tribunal oral, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso.


      C., Miguel Ángel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/173/1/1/RH43, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


      Fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/Recurso de casación" y precedente “Di Nunzio” (Fallos: 328: 1108).


      El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Según jurisprudencia de la Corte, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliara los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la decisión del a quo que declaró inadmisible el recurso contra la resolución que concedió la medida bajo examen, dado que, con arreglo a la conocida doctrina de la Corte, carece de fundamento tanto el pronunciamiento que omite considerar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso, como aquel que se apoya en fundamentos sólo aparentes.


      D., Abel David s/ Incidente de recurso extraordinario


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002901/2009/TO1/37/1/1/1/RH8, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al fallo de la causa O. 296; L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/Recurso de casación".


      Al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa perspectiva, el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660 no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaría, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


      B., Roberto Armando s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/58/1/1/RH13, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Privación ilegal de la libertad calificada. Torturas. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


      Precedente registrado en Fallos: 341:336.


      No se observa el perjuicio que le habría ocasionado al recurrente la calificación de su intervención en la sentencia de condena, ni precisa qué defensas se vio privada de ejercer, qué argumentos resultaron imposibles de desarrollar o qué pruebas no pudo ofrecer a causa del déficit que, en su opinión, presenta el acto jurisdiccional cuestionado, lo que debilita fatalmente la eficacia de su pretensión. En efecto, de acuerdo con la doctrina de la Corte en la materia, la demostración de aquellas circunstancias es un requisito ineludible para poder aducir válidamente la afectación del derecho previsto en el artículo 18 de la Constitución nacional. En el mismo sentido, la Corte tiene dicho que "en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando un vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. En efecto, la nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal; exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público". Por otro lado, el recurrente objeta únicamente una cuestión formal, es decir, que no se haya seguido el trámite previsto en el artículo 471 del Código Procesal Penal de la Nación, pero esa crítica no es suficiente para postular una violación del derecho de defensa en juicio que justifique la interposición del remedio federal intentado y la anulación del procedimiento en el sentido requerido. En efecto, de acuerdo con una tradicional doctrina constitucional de la Corte, no puede invocarse una afectación del derecho de defensa si el apelante -a quien no se le ha negado el derecho a ser oído mediante la posibilidad de revisión judicial plena de la decisión por la que se agravia- no indica cuáles han sido las defensas o pruebas de las que se habría visto privado a consecuencia del trámite impreso a la causa, ni señala cómo tales defensas habrían incidido en la solución del caso. Además, en cuanto a la alegada violación al principio de la inmediación, la parte reprueba un voto particular al afirmar que se valoraron en él aspectos que sólo el tribunal oral pudo percibir directamente en el juicio, tales como la fiabilidad de los testigos y la impresión que causaron al declarar, a raíz de sus gestos, su forma de expresarse, etcétera. En síntesis, al tratarse de votos concurrentes pero fundados en argumentos distintos, la crítica de la defensa no es extensible a lo expuesto por los jueces que conformaron la mayoría en la sentencia de condena. El recurrente también se queja del procedimiento de revisión amplio de su condena dictada por la misma sala del tribunal de casación que la confirmó, pero integrada por otros jueces. Ese planteo tampoco puede prosperar, en tanto la Corte ha aclarado que la Corte Interamericana, al referirse a la garantía invocada, reconoce que no es necesario que el tribunal de revisión sea jerárquicamente superior -especialmente, cuando no exista en el organigrama de competencias uno que tenga ese carácter- aunque exige como requisito ineludible que sean magistrados diferentes a los que ya juzgaron el caso los que cumplan con la revisión amplia a la que todo condenado tiene derecho. Es cierto que el Tribunal es jerárquicamente superior a la cámara de casación, pero no podría cumplir con esa función de revisión, dada su competencia limitada por las materias que habilitan la interposición del recurso extraordinario federal, tal como lo advierte la propia Corte Interamericana. Por todo ello, el recurso federal, en lo que respecta a los agravios considerados en este punto, carece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, tal como invariablemente lo ha interpretado la Corte por lo que la queja debe desestimarse. Por otro lado, el recurrente entiende que no hay ninguna prueba que sustente su aporte directo o indirecto a la comisión de esos hechos, cuya ocurrencia, tal como fueron reconstruidos en el voto mayoritario de la sentencia del tribunal oral, no discute. En este sentido, el razonamiento de los jueces que integraron la mayoría en la sentencia de condena no fue refutado por el recurrente, el cual, en rigor, plantea objeciones que sólo expresan su disconformidad con lo resuelto, basada en una distinta apreciación de la prueba, sin advertir que, más allá de su acierto o error, esa sentencia no aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto encuentra sustento en argumentos que enlazan coherentemente los indicios derivados de aquella prueba y permiten verificar, sin contradicciones, de qué manera se han reconstruido los hechos, lo que descarta la posibilidad de considerar que se trate de un caso de estricto carácter excepcional como lo es la arbitrariedad. Por otro lado, el agravio relativo a que el fundamento de la pena impuesta se basara exclusivamente en la gravedad de los delitos de lesa humanidad considerados en abstracto, sin referencia a las circunstancias del caso, debe ser descartado, pues el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del art. 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, salvo arbitrariedad que, no ha sido demostrada en este caso.


      M., Pedro Pablo y otro s/ Homicidio agravado y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 93030746/2005/TO1//3/3/1/RH2, 26 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio simple. Violencia de género. Violencia familiar. Homicidio atenuado por emoción violenta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Precedente “Casal”.


      No se advierte arbitrariedad, sino más bien conformidad con los estándares vigentes en la materia sobre el punto, al descartar que en el momento del hecho hubiese existido una agresión antijurídica, actual o inminente, que hubiera hecho necesario reaccionar apuñalándolo. En particular, esa conclusión se halla en consonancia con la opinión dominante según la cual, en atención a la intensidad de la autorización, no limitada por la proporcionalidad, la noción de "actualidad de la agresión" es más restrictiva que la de "actualidad del peligro" del estado de necesidad, y sólo abarca por ello a la agresión que se dará en forma inminente, que ha comenzado o que aún continúa, a la vez que excluye los casos de "defensa preventiva" y de "peligro permanente", sin perjuicio de su eventual consideración como estado de necesidad. Por su parte, la doctrina y la jurisprudencia han admitido, excepcionalmente, en ciertos casos extremos de violencia familiar, no la justificación por legítima defensa, como postula la defensa, pero sí la exculpación del homicidio del llamado "tirano de la familia" cuando las particulares circunstancias del caso permiten afirmar la concurrencia de los presupuestos de un estado de necesidad exculpante, en particular, la existencia de un peligro permanente que sólo podía ser conjurado eficazmente actuando sin demora, y que tampoco podía ser evitado de otro modo. Sin embargo, esta argumentación no fue planteada por la defensa, de modo que su no tratamiento por los jueces de la causa y, en particular, por el a quo no puede ser considerado un defecto del pronunciamiento impugnado. En este punto, la defensa postuló la existencia de un peligro derivado de la situación de violencia de género pero esa alegación no ha sido acompañada siquiera de una mínima argumentación tendiente a demostrar o explicar, ni la urgencia de actuar, ni la inexistencia de otros medios (especialmente, de procedimientos institucionales) para resolver la situación; ambos requisitos para la operatividad de la excusa en examen. Este defectuoso planteamiento descarta por ello también cualquier reproche a los jueces que se pudiera pensar hacer por no haber considerado el tema, aunque fuese bajo otro nomen iuris. En lo relativo a la falta de tratamiento del agravio referido a la aplicación de la figura atenuada del homicidio en estado de emoción violenta, del artículo 81, inciso 1°, letra a), del Código Penal, la pérdida de memoria, la angustia y la actitud general revelada por la imputada con posterioridad al hecho se hallarían en consonancia con esa hipótesis, que tampoco se vería desvirtuada por la circunstancia de que la imputada hubiera ido con un cuchillo, porque surge de los testimonios que lo llevaba permanentemente, desde la separación, como medio de protección y defensa ante eventuales agresiones del sujeto, esta línea argumental goza de reconocimiento en la doctrina más calificada. En este sentido, la hipótesis de un suceso aparentemente nimio, que opera sobre un trasfondo pasional ya existente como desencadenante, era un argumento conducente, planteado oportunamente, que, más allá de la conclusión a la que finalmente se arribara, debía ser tratado por el Tribunal de Impugnación en el marco de la revisión que le incumbía realizar como consecuencia del recurso interpuesto por la defensa. Sin embargo, dicho tribunal, sin hacer ninguna alusión a esa nueva propuesta, ni siquiera para refutarla, se limitó a reproducir la tesis de la falta de inmediatez entre la agresión y la ofensa, tal como lo había hecho antes el tribunal de juicio cuya sentencia, precisamente en ese punto, se le pedía que revisara. Asimismo, los jueces volvieron a incurrir en el mismo vicio cuando, sin consideración alguna a la prueba pericial y testimonial cuyo reexamen pedía la defensa, expresaron dogmáticamente que "ninguno de los tres elementos tipificados de la emoción violenta, a saber: intensa conmoción de ánimo, motivo moralmente relevante y reacción inmediata ante la permanencia de circunstancias lesivas, se han materializado en el caso". Así pues, era precisamente en esa prueba, referida a la situación de violencia que habría padecido la imputada y el efecto que habría tenido sobre ella, que la defensa sustentaba la existencia del estado pasional y de las circunstancias que estimaba excusantes. Esta omisión luce más grave por cuanto habían dado por acreditada la existencia de esa situación de violencia doméstica y de género a partir de la cual la defensa desplegaba su argumentación. De allí que, el trámite recursivo, en lo que atañe a este agravio, no satisfizo los estándares de revisión amplia establecidos por la Corte como así también que la negativa del a quo a conocer del recurso interpuesto por ese motivo, importó una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante, sin fundamentación idónea suficiente, que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Este defecto torna ociosa cualquier consideración acerca del restante agravio relativo a la pena.


      P., Yésica Vanesa s/ Homicidio simple


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3073/2015/RH1, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tentativa de homicidio. Homicidio calificado. Concurso ideal. Cambio de calificación legal. Graduación de la pena. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      El pronunciamiento apelado fue resultado de una irrazonable valoración del nombre jurídico con que la cámara del juicio tituló la actuación del imputado. La decisión del a quo había sido suficientemente clara y no generó confusión acerca de la significación jurídica del hecho atribuido. En ese sentido, la defensa del acusado no cuestionó los fundamentos sobre los que se basó la calificación como homicidio doloso en grado de tentativa en concurso ideal con homicidio doloso, sino que la aceptó de manera expresa, y sólo discrepó con la participación de su pupilo. Sin perjuicio de lo expuesto, también resulta defectuosa la fundamentación del fallo impugnado en relación con el monto de la pena, pues se basó en una mera afirmación dogmática. Al respecto, refirió el a quo que la sanción de ocho años de prisión "refuta en forma suficiente la gravedad del hecho pero no al costo de la exclusión definitiva del autor". Sin embargo, no se aprecia que exista una correspondencia entre esa cifra -levemente superior a la mitad entre el mínimo y el máximo, según la calificación que consideró aplicable el a quo- y las circunstancias valoradas al efecto, teniendo en cuenta que el superior tribunal provincial destacó "la extrema gravedad del injusto y la actitud asumida por el imputado al actuar, sin reparo alguno, efectuando varios disparos con un arma de fuego en un lugar atestado de gente –plaza pública-, asumiendo la posibilidad de que resultara herida cualquier persona que no fuera el destinatario de los mismos. Estas pautas negativas deben ser consideradas en esta etapa sin que existan atenuantes con entidad suficiente para acercarse al mínimo propiciado". Y cabe recordar que la cámara, a cuyas consideraciones hizo alusión el a quo, tuvo en cuenta también "la frialdad y el desparpajo de semejante conducta", y que "la carencia por parte del inculpado de un motivo propio para asumir semejante conducta, y su comportamiento posterior al hecho, jactándose de la misma, lo muestra como un sujeto cínico e impiadoso". Sumado a ello, no cuenta el fallo con alguna explicación acerca del significado del término "costo" y la expresión "exclusión definitiva del autor" en el caso concreto, ni razones que obstaran a la aplicación de una pena superior con base en aquéllos. En tales condiciones, la decisión apelada exhibe también en esta cuestión un grave vicio de fundamentación que la descalifica como un acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencia.


      B. V., Jorge Esteban s/ Homicidio agravado por el uso de arma de fuego en concurso real con homicidio agravado por el uso de arma de fuego


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1112/2016/RH1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Situación del imputado. Personas con discapacidad mental. Suspensión del proceso judicial. Recursos. Mantenimiento del recurso. 


      El artículo 77 del Código Procesal Penal de la Nación aclara, en su segundo párrafo, que la suspensión impedirá la declaración indagatoria o el juicio, según el momento en que se ordene, en tanto se trata de actos necesarios para el avance del proceso que requieren la presencia o intervención del imputado. Por el contrario, las normas referidas al trámite recursivo no imponen la presencia ni la participación del imputado como condición de su validez. En rigor, lo que requieren necesariamente es que esa parte, aun cuando hubiera sido autorizada a defenderse por sí misma, sea asistida por un abogado en tal instancia el que no sólo debe firmar el escrito mediante el cual se interpone el recurso, sino que también debe asistir a la audiencia para mantenerlo y fundamentarlo. Dada la naturaleza técnica del recurso de casación, según se ha afirmado en la doctrina, la regla general es que "debe ser elaborado y defendido por un abogado en favor del imputado, esto es, delegado por el imputado a la labor del jurista que lo asesora y defiende" por lo que la presencia o intervención del titular del derecho a recurrir no es necesaria, ni lo es, en consecuencia, su capacidad procesal. En ese sentido, de la misma norma del artículo 77 surge que la falta de capacidad del imputado para estar en juicio no impide la realización de cualquier acto procesal, sino sólo de aquellos que la exigen como condición de validez, al disponer que su intervención o, al menos, su presencia son obligatorias para que se pueda proceder. En efecto, ese artículo establece que la incapacidad sobreviniente del imputado no impedirá la averiguación del hecho, sino los actos procesales ya mencionados. Una conclusión análoga surge del artículo 290, según el cual la rebeldía no suspenderá el curso de la instrucción. En suma, la presencia del imputado o, al menos, su capacidad para estar en juicio son requeridas normativamente sólo cuando se deban llevar a cabo los actos procesales que las exigen como condición de su validez. El juicio oral es la única etapa procesal que reúne aquellas características suficientes y necesarias para la incorporación legítima de la prueba con base en la cual se decidirá el caso, y que precisamente por ello la Corte le ha dado un alcance restrictivo a las reglas que prevén la posibilidad de incorporarla en otro momento. Se comprende entonces la razón por la cual, según las normas citadas, el imputado debe estar en el juicio con plena capacidad para defenderse; es en esta etapa en la que se producirá la única información que fundará su condena o absolución. El trámite recursivo que se inicia tras la impugnación de la sentencia emitida por el tribunal del debate no es un juicio, sino la revisión de un juicio, es decir, el control de los fundamentos del fallo que, sólo puede basarse en la información aportada durante el debate. De lo que se sigue que ni la capacidad procesal, ni la participación del imputado en ese trámite, ya iniciado por él mediante el ejercicio responsable de la facultad de interponer recurso de casación, sean necesarias, como lo fueron en el juicio, para garantizar su defensa, en tanto nada más tendría que aportar a ese fin, lo que justifica que la tarea técnica que resta desarrollar pueda quedar en manos de su letrado, sin riesgo de lesión de su derecho. En síntesis, por un lado, la decisión del a quo se basa en una interpretación de las normas procesales citadas que no resulta admisible, pues lleva a la conclusión infundada de que el proceso se debe suspender aun cuando la presencia del imputado y su capacidad para estar en juicio no sean requeridas como condiciones de validez de los actos a realizar; y, por el otro, esa interpretación tampoco es necesaria para salvaguardar el derecho constitucional de defensa, en tanto no se advierte su invocada afectación, ni el riesgo de que ocurra si se prosigue, como corresponde, con el trámite de revisión de su condena.


      G., Jorge Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000136/2009/TO1/89/9/1/1/1/RH16, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


      El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. La Corte ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Al respecto, la Corte "ha remarcado que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas y, por tal motivo, le ha dado intervención a dicho organismo en oportunidad de ordenar, como medidas para proveer, la realización de informes médicos tendientes a determinar el estado de salud o capacidad de las personas". En conclusión, el a quo, dictó un acto jurisdiccional carente de validez, con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, pues pasó por alto planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso y se basó en fundamentos sólo aparentes.


      P., Luis Abelardo s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000007/2011/42/1/1/RH12, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Tráfico de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Interés actual. Desistimiento del recurso. 


      El agravio que motivó la impugnación del representante del Ministerio Público ha perdido actualidad, por lo que se desiste del recurso interpuesto.


      G. S., Ariela María s/ Incidente de excarcelación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15873/2016/TO1/2/2/RH6, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cómputo de la pena. Nulidad de la resolución. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


      Al ordenar descontar del tiempo de pena el período que la imputada estuvo excarcelada durante el proceso, la cámara prescindió de la regla explícita del artículo 24 del Código Penal que sólo autoriza a descontar el plazo que la condenada pasó en prisión durante el proceso, y no también el lapso que estuvo sometida al procedimiento sin estar privada de su libertad. Así, sin ningún fundamento en el derecho aplicable, el a quo omitió observar la norma que regía la solución del caso, lo que invalida su decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


      C., Tania Romina


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 95001140/2012/TO/3/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      Hogar de Ancianos J. M. A. s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 54027/2015/1/1/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      S. C. 2XXX S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 167/2016/TO1/5/1/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, “G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/73/1/1/1/RH107, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, “G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      G. C., Guillermo Julio s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/327/2/1/RH105, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FGR 33008736/2005/TO2/19/2/1/RH3, “C., Antonio Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      G., Raúl Antonio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FGR-Justicia Federal de General Roca, 83000804/2012/TO1/67/1/1/RH10, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 93000040/2008/TO1/8/1/1/RH1, “D., Carlos Alberto s/ Legajo de casación”.


      G., Oscar Francisco s/ Legajo de casación


      FSA-Justicia Federal de Salta, 44000250/2012/TO1/11/1/1/RH3, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 16441/2002/100/1/1/RH7, “R., Rafael Oscar y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      O., Horacio Alfredo s/ Legajo de apelación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16441/2002/101/2/RH8, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”, con base en los argumentos y conclusiones expuestos en el dictamen de la procuración que la Corte compartió e hizo suyos.


      L., Carlos Enrique s/ Recurso


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/53/3/1/RH36, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, “G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      A., Víctor Raúl s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/169/1/1/1/RH47, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FGR 33008736/2005/TO2/19/2/1/RH3, “C., Antonio Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      C., Antonio Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FGR-Justicia Federal de General Roca, 83000804/2012/TO1/65/2/1/RH7, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FLP 54007241/2013/53/1/CS2, “E., Miguel Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      E., Miguel Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 54007241/2013/15/1/CS1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FLP 61/2013/TO1/26/3/1/RH4, “G., Julio César s/ Incidente de prisión domiciliaria”.


      G., Julio César s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003471/2013/TO1/2/1/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 15000005/2007/211/2/1/RH73, “K., Claudio Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      F., Jorge Alberto s/ Legajo de casación


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000131/2007/3/2/1/RH4, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


      L., Carlos s/ Incidente de cese de prisión preventiva


      FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400443/1984/45/1/RH7, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/19/1/1/1/RH44, “G., Andrés Desiderio s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      A., Felipe s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/54/1/1/1/RH94, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


      La Corte ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal- que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas, de modo que su consideración en casos como el sub examine es ineludible. En suma, el a quo no podía desconocer la opinión de los profesionales del Cuerpo Médico Forense sin apartarse de la doctrina de la Corte. Al resolver de esa forma, también desconoció, que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, esta Procuración ha fijado su posición en cuanto a que el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660 no es suficiente, en tanto esa ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


      L., Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/178/2/1/RH48, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


      En tanto el tribunal oral no dio intervención a este Ministerio Público para que controle el informe médico en el que se basó la decisión impugnada y emita su dictamen a ese respecto, se habría desconocido la doctrina establecida por la Corte, según la cual, salvo la mejor interpretación que de sus propias sentencias pudiera hacer la Corte, la concesión de la detención domiciliaria debe ser precedida de una instancia en la que, sin mengua de la celeridad que demanda la naturaleza del asunto, se asegure el pleno resguardo de la cualidad contradictoria del procedimiento en lo que respecta a las conclusiones de los informes médicos, de modo que las partes puedan plantear las cuestiones que estimen pertinentes. Por otro lado, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto esa ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual –salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. En suma, la resolución apelada mediante recurso federal debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, en tanto no sólo carece de la debida fundamentación, sino que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


      T., Norberto Raúl s/ Incidente de recurso extraordinario


      FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001569/2012/TO1/7/1/1/RH3, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Juicio oral. Prueba insuficiente. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Mantenimiento del recurso. 


      Precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328: 1108).


      Si bien el remedio del artículo 14 de la ley 48 es por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. De acuerdo con la doctrina de la Corte en la materia, el pronunciamiento impugnable mediante recurso extraordinario federal es la decisión que adjudica de modo definitivo la cuestión en disputa en el proceso, y no la que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en aquella decisión. Entonces, el remedio federal interpuesto, se dirige contra una resolución que, si bien, en rigor, no pone fin al pleito, es equiparable a sentencia definitiva, en la medida en que el criterio fijado por el a quo, en cuanto a la insuficiencia de la prueba obtenida hasta ahora en el proceso para someter a juicio oral a los imputados, no podría ser impugnado en una etapa ulterior, por lo que lo decidido genera un agravio irreparable al recurrente. Ello es suficiente, para que la Corte declare admisible el recurso extraordinario y revoque la decisión apelada, en tanto resulta aplicable la doctrina conforme a la cual, siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio".


      T., Raúl Eduardo s/ Privación ilegal de la libertad agravada y otros


      FSA-Justicia Federal de Salta, 24000662/2010/4/1/RH2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión domiciliaria. Derivación no razonada del derecho vigente. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


      En lo referido a la admisibilidad del recurso remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


      Según la reciente jurisprudencia de la Corte, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaría los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciaría puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, esta Procuración ha sostenido que la edad del interesado no puede bastar para otorgar la medida, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaría, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


      C., Claudio Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


      FCT-Justicia Federal de Corrientes, 16000577/2005/TO1/9/1/1/1/RH7, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


      En lo referido a la admisibilidad del recurso remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


      Si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la reciente jurisprudencia de la Corte según la cual –salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


      R. P., Alberto Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/150/2/1/RH106, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      S. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 328/2018/1/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      R., Marta Victoria y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1192/2014/9/2/2/RH2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”


      Q., Roberto Daniel s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1641/2011/TO1/2/RH2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      S., Leonardo Gabriel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1661/2014/TO1/5/1/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      B. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1882/2017/1/1/1/RH2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prescripción de la acción penal. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "S., Alan s/ Causa n° 13590".


      Recurso de queja n° 2 - Imputado: P. C. Agencia de Cambio y Turismo S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 908/2014/2/RH2, 29 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, “A., Víctor Raúl s/ Recurso”.


      C., Jorge Gerónimo s/ Incidente de recurso extraordinario


      FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401015/2004/TO1/35/1/1/RH36, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 24000662/2010/4/1/RH2, “T., Raúl Eduardo s/ Privación ilegal de la libertad agravada y otros”.


      H., Roberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSA-Justicia Federal de Salta, 13188/2015/3/1/1/RH2, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “A., Sharon Mae c/s/ Causa n° 15.507” y al fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, “Cantarell, Luis Adolfo”.


      Recurso de Queja n° 1 -Incidente n° 4- Imputado: E., Nelson Raúl s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSA-Justicia Federal de Salta, 4605/2016/TO1/4/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93000001/2012/TO1/178/2/1/RH48, “L., Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      L., Alejandro s/ Recurso


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/TO1/75/1/1/RH9, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, “A., Víctor Raúl s/ Recurso”.


      A., Víctor Raúl s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/302/3/1/RH111, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 1900/2017/2/1/RH3, “M. T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769”.


      B. S.A s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1119/2011/3/1/RH3, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 1900/2017/2/1/RH3, “M. T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769”.


      D. D. I. y C. A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 209/2017/4/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Libertad provisional. Delitos contra la humanidad. Admisibilidad del recurso. Violación al debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


      Precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328: 1108).


      La Corte ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. En efecto, la Corte también ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pudiera hacer el Tribunal- que el recurso federal es formalmente admisible contra las decisiones que conceden o confirman la libertad provisional de los imputados por delitos de lesa humanidad, por lo que resulta aplicable al sub examine la doctrina conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio". Por ello, en suma, el a quo no podía omitir el análisis de los agravios planteados en el recurso de casación en relación con ese punto de la decisión impugnada. En síntesis, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, lo que descalifica su decisión como acto jurisdiccional válido.


      D., Guido Absalón y otros s/ Legajo de casación


      FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24000500/1980/4/1/RH5, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


      Precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328: 1108).


      Con una decisión manifiestamente arbitraria, el a quo eludió el tratamiento de una cuestión que debía resolver por aplicación de la jurisprudencia según la cual "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48". En tales condiciones, al denegar la impugnación con una decisión que tiene sólo una fundamentación aparente, lo que de por sí la invalida como acto jurisdiccional con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, el a quo incumplió el papel que le compete de conformidad con el criterio sentado por la Corte en el precedente de referencia.


      T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 5162/2015/6/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Condiciones de detención. Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


      Si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


      C., Rubén Carlos s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 54007241/2013/59/2/RH12, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la humanidad. Excarcelación. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al fallo de la causa FSA 44000124/2012/12/2/RH3, “Vargas, Osvaldo y otros s/ Privación ilegal de la libertad”.


      S., Adolfo s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/363/1/1/RH109, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestiones prejudiciales. Archivo del expediente. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Si bien, como principio, las resoluciones que disponen el archivo de las actuaciones no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48 cuando están motivadas en la pendencia de cuestiones previas o prejudiciales que deban ser resueltas en otro procedimiento, y no impiden, por ello, que la parte acusadora ejerza la acción penal que pretende una vez superado, en su caso, ese escollo, existen características que justifican hacer excepción a esa doctrina. En efecto, una decisión de archivo de actuaciones penales hasta la eventual resolución de una cuestión prejudicial, sí es equiparable a definitiva en virtud de sus efectos cuando, en los hechos frustra arbitrariamente la pretensión legítima de la parte, que le garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional, a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma. Por ello, lo resuelto, en cuanto negó el carácter equiparable a sentencia definitiva de la decisión conclusiva adoptada en el proceso, tiene sólo una fundamentación aparente, lo que lo invalida como acto jurisdiccional con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Por otro lado, la naturaleza federal de los planteo s sustantivos que el a quo omitió tratar con base en su rechazo arbitrario del carácter equiparable a sentencia definitiva del pronunciamiento impugnado, capaces de habilitar la jurisdicción de la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, provoca que la intervención del superior tribunal de provincia sea necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, y la interpretación que de ella ha hecho la Corte. En tales casos -según lo ha sostenido el Tribunal- las legislaturas locales y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo órgano de la justicia provincial; las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas, y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional, los tratados internacionales y las leyes federales.


      A., Carlos Eugenio


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 413/2017/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Delitos contra la libertad. Exilio. Compensación económica. Confirmación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 3972/2017/CA1-CS1, “Fernández, María Cristina c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones – Ley 24.043 – Art. 3”.


      La Corte ha señalado que la finalidad de la ley 24.043 fue otorgar una compensación económica a las personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos -cualquiera que hubiese sido su expresión formal- ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto y destacó que "lo esencial no es la forma que revistió el acto de autoridad ... sino la demostración del menoscabo efectivo de la libertad, en diversos grados contemplados en la ley 24.043”, pues ésta abarcó un amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida -actos atentatorios de derechos humanos que podían provocar lesiones gravísimas o la muerte- hasta un quebranto más atenuado. En igual sintonía, hizo prevalecer la vocación reparadora que traducen las leyes 24.043, así como sus modificatorias y complementarias, en tanto "... las condiciones en las que la actora tuvo que permanecer y luego abandonar el país -sobre las que no existen controversias- demuestran que su decisión de ampararse, primero, bajo la bandera de una nación amiga, y emigrar después, lejos de ser considerada como 'voluntaria' o libremente adoptada, fue la única y desesperada alternativa que tuvo para salvar su vida ante la amenaza del propio Estado o de organizaciones paralelas o, cuanto menos, de recuperar su libertad ... ".


      Araujo, Ramona c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64107/2016/CS1-CA1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por recurso denegado


      Hábeas corpus. Condiciones de detención. Reducción salarial. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


      Por regla general, los reclamos basados en la interpretación del derecho común remiten a cuestiones cuya resolución es privativa de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria. Tal es el caso de lo decidido con fundamento en los artículos 107, 117 Y 120 de la ley de ejecución penal, en cuanto establecen, respectivamente, que el trabajo de los internos respetará la legislación laboral y de la seguridad social vigente, que en su organización, métodos, jornadas, horarios, seguridad e higiene se atenderán las normas del trabajo libre, y que el salario será abonado en los términos establecidos en la regulación en vigor, todo lo que condujo al tribunal a quo a considerar que el tiempo trabajado se debía computar como lo dispone el artículo 152 de la ley de contrato de trabajo, es decir, incluyendo los períodos de licencias legales o convencionales y las ausencias por enfermedad u otras causas no imputables al trabajador empleado. La protesta de los apelantes contra la solución consagrada en este punto del fallo en realidad se limita a proponer otra distinta, sin contemplar y rebatir los argumentos en que se sustenta la primera, ni tampoco presentar adecuadamente un planteo federal que en este aspecto suscite la intervención de la Corte. En tales condiciones, y en concordancia con la doctrina de la Corte, puede concluirse que el reclamo es inadmisible por no satisfacer la exigencia de fundamentación suficiente. Por último, sobre la posibilidad de fijar un plazo judicial a la incorporación de talleres para ampliar la oferta laboral, el reclamo se dirige a una cuestión de derecho procesal ajena a la revisión de la Corte, en tanto la mera invocación del principio de división de poderes carente de una explicación concreta acerca de cuál sería la facultad privativa de la administración que mediante ese proceder se habrían arrogado los jueces, no basta para demostrar la existencia de una auténtica cuestión federal, ni es fundamento bastante para apreciar un supuesto de arbitrariedad.


      Procuración Penitenciaria de la Nación s/ Hábeas corpus


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7825/2016/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1 "G. C., Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada".


      A., David Raúl y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000482/2010/TO1/1/1/1/RH1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Alternativas a la prisión preventiva. Prisión domiciliaria. Derecho a la salud. Adultos mayores. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión a la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Acto jurisdiccional inválido.


      La decisión impugnada contraría la reciente jurisprudencia de la Corte, según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, si bien el imputado tiene más de setenta años, esta circunstancia no puede considerarse suficiente , en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de esa edad. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Queda así descartado que el requisito etario sea suficiente para conceder la prisión domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justiciada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo.


      C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/43/1/1/RH10, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


      La versión por la que la acusada se presentó como víctima de engaño, no genera una duda razonable, con base en la experiencia, la lógica y el sentido común, acerca de su participación y responsabilidad en el hecho. En ese sentido, el estado de duda debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. En efecto, en el proceso penal, debido a la importancia de los intereses individuales involucrados, la sentencia de condena sólo puede ser el resultado de un convencimiento que esté más allá de toda duda razonable, acerca de la responsabilidad del acusado por un hecho punible. Sin embargo, no cabe extraer de ello que la mera invocación de cualquier incertidumbre o de versiones contrapuestas acerca de los hechos impida, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. En puridad, cada circunstancia relacionada con asuntos humanos del pasado, dependiente de evidencia o demostración, está abierta a alguna duda posible o imaginaria. El concepto "más allá de duda razonable" es, en sí mismo, probabilístico y, por lo tanto no es, simplemente, una duda posible, del mismo modo que no lo es una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón. La mayoría del a quo omitió valorar las circunstancias que rodearon la actuación de la imputada, expuestas por el representante del Ministerio Público Fiscal, y mediante afirmaciones dogmáticas y estereotipadas confirmó la sentencia del tribunal oral que se basó en el examen superficial de la declaración de aquélla, sin la adecuada valoración de los restantes elementos probatorios.


      D., Paula Verónica y otro s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5, inciso c)


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 22000021/2009/TO1/4/1/1/RH2, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Homicidio calificado por el vínculo. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Circunstancias extraordinarias de atenuación. Monto de la pena. Régimen penal de la minoridad. Convención sobre los derechos del niño. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


      Afirmaciones dogmáticas.


      Los agravios no consistieron en discrepancias con la conclusión a la que arribaron los jueces, sino que criticaron de modo fundado las afirmaciones dogmáticas y especulaciones sobre las que se apoyó el tribunal oral. Por otra parte, dichas situaciones, sin perjuicio de que no cuentan con sustento en las constancias de la causa, tampoco configuran las circunstancias extraordinarias de atenuación mencionadas en el artículo 80 del Código Penal, pues no tienen carácter excepcional ni están fuera del orden común requerido por esa norma . En tales condiciones, el planteo estuvo claramente dirigido a cuestionar la aplicación que el tribunal hizo de esa atenuación a circunstancias usuales o situaciones que comúnmente se presentan y de alguna manera pueden incidir en el desarrollo de la persona. Y que, entonces, desvirtúa y torna inoperante la agravante por el vínculo prevista en el inciso 1° del citado artículo del código sustantivo. Por último, planteada la arbitrariedad del monto de las penas impuestas a los acusados, en la medida en que no tuvo relación con la extrema gravedad del hecho y la actitud posterior de aquéllos, frente a las cuales resultan fútiles las circunstancias atenuantes valoradas por el tribunal oral. En tales condiciones, cabe hacer excepción al principio según el cual el rechazo de los recursos por parte de los tribunales de la causa, por remitir al examen de cuestiones de naturaleza común y procesal, no es materia de recurso extraordinario, pues mediante fundamentación sólo aparente y en detrimento del adecuado servicio de justicia el a quo no abordó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia.


      M., L. R. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17765/2014/TO1/2/1/RH1, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "Ferrero, Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      M. T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1900/2017/2/1/RH3, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      O., Juan Marcelo s/ Evasión simple tributaria


      FPO-Justicia Federal de Posadas, 6166/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      P., Armando s/ Evasión simple tributaria


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 14853/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      M., Oscar Hugo s/ Infracción Ley 24.769


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7662/2014/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja



      Mantenimiento del recurso. 


      Se mantiene la queja interpuesta.


      E., Ricardo Andrés s/ Encubrimiento


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 53016812/2012/2/RH1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Hábeas corpus. Reservas indígenas. Comunidad Mapuche Tehuelche. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


      Es jurisprudencia establecida de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad tiene carácter excepcional y su finalidad no es sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni enmendar en una nueva instancia sentencias que se consideren equivocadas a raíz de las discrepancias del apelante con la valoración de las pruebas que haya realizado el juzgador, sino que su objeto es corregir deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamentos que impidan considerar al fallo como una sentencia fundada en ley. En el sub examine los jueces de la causa han concluido que de los antecedentes que se pudieron acreditar, no se sigue la existencia de una práctica por parte de las autoridades provinciales que constituya una amenaza actual, ilegal y manifiestamente arbitraria a la libertad de las personas en cuyo nombre se instó el hábeas corpus. Tal conclusión cuenta con fundamentos suficientes, que apuntan a que no puede juzgarse en este caso que exista una amenaza de tal carácter a partir de la existencia de incidentes con las fuerzas de seguridad ocurridos durante el desarrollo de procedimientos ordenados por los jueces competentes, en el marco de procesos que tramitan regularmente ante sus estrados por la posible comisión de delitos de acción pública, en los que el derecho de defensa de los afectados puede ser ejercido conforme a la ley. Por otra parte, la materia de la causa no se encuentra regida directamente por las normas de rango constitucional que consagran los derechos de los pueblos originarios, y es conocido el criterio de la Corte de que su sola mención no basta para dar sustento a una cuestión federal, pues de otro modo la jurisdicción del Tribunal se vería privada de todo límite, ya que no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


      T., Gerardo s/ Hábeas corpus preventivo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 740/2017/RH1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      D. R., Néstor Horacio s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 42/2013/TO3/5/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      Z. Line S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 361/2009/TO1/4/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      S. Seguridad Privada S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1995/2017/1/1/1/RH1, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      S. J. M. S.A. y otro s/ Evasión simple tributaria


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 65297/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      R., Silvia y otros s/ Legajo de apelación


      FPA-Justicia Federal de Paraná, 14415/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      A. A. 2XX S.A. y otro s/ Evasión tributaria agravada


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 38937/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      S. E. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 916/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      A., Alejandro Daniel (“V. R. A. S.A.”) y otro s/ Evasión simple tributaria


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 55255/2014/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      R., Juan Carlos s/ Evasión simple tributaria


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 468/2017/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      S., Moisés s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1401/2016/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      R., Daniel Alfredo s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 78000650/2011/5/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      R. S.A y otro s/ Evasión simple tributaria


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 41338/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      T., Osvaldo César y otro s/ Legajo de casación


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 32414/2016/2/2/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      R. O. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 79465/2017/2/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      S., Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66258/2013/TO1/5/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      R., Félix s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1010/2013/4/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      T. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 995/2014/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      Y., Julio Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 63436/2014/TO1/4/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      S. I. S.R.L y otros s/ Legajo de casación


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 52890/2017/1/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      P., Ricardo Eduardo s/ Legajo de casación


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 8152/2013/5/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      W., Luis y otros s/ Legajo de apelación


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 2670/2017/3/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      P., PauIo Rodrigo y otros s/ Infracción Ley 24.769


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 552/2012/2/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      R. L. S.A. s/ Legajo de apelación


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 499/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 1 - s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2046/2017/1/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      S., Javier Gustavo y otros s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1056/2014/4/1/1/RH3, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      V., OIga Susana y otros s/ Legajo de apelación


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1841/2013/5/1/RH2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      R. P., Washington Alfredo s/ Infracción Ley 24.769


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22437/2014/1/1/RH2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      R. G. S.A. y otros s/ Legajo de casación


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13163/2017/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      S. A. S.R.L s/ Legajo de casación


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3819/2017/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


      A. C. S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 6598/2016/2/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T.T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


      V. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 48572/2017/1/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso extraordinario. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 16964/2008/TO1/16/RH4, "B., R. B. A. y otros s/ Sustracción de menores de diez años"


      B., R. B. A. y otros s/ Sustracción de menores de diez años


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16964/2008/TO1/17/RH5, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Denegatoria del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 11119/2015/TO1/1/1/RH2, "Principal en Tribunal Oral TO 01- Imputado: G., Carlos Alberto y otros s/ Defraudación"


      Principal en Tribunal Oral TO 01 - Imputado: G., Carlos Alberto y otros s/ Defraudación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11119/2015/TO1/1/3/RH4, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 11119/2015/TO1/1/1/RH2, "Principal en Tribunal Oral TO 01- Imputado: G., Carlos Alberto y otros s/ Defraudación"


      Principal en Tribunal Oral TO 01 - Imputado: G., Carlos Alberto y otros s/ Defraudación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11119/2015/TO1/1/2/RH3, 12 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario


      Resoluciones equiparables a definitiva. Fiscales adjuntos ad-hoc. Nombramiento. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de la doctrina de la corte. Cuestión abstracta. Gravamen actual. Sentencia arbitraria. Pronunciamiento inoficioso. Facultades jurisdiccionales. Seguridad jurídica. Mantenimiento del recurso. 


      La decisión que declaró desierta la apelación del fiscal por considerar inválida la designación del funcionario que concurrió a mantenerla, es equiparable a sentencia definitiva en la medida en que ocasiona un perjuicio de imposible reparación ulterior, pues no cabe duda de que el ejercicio de la facultad recursiva y la intervención que la ley expresamente confiere a este ministerio fiscal sólo puede ser objeto de tutela útil en la etapa prevista para esa actividad procesal. A su vez, sobre la cuestión relativa a la validez del título en virtud del cual el fiscal ad-hoc concurrió a mantener el recurso en la audiencia prevista por el artículo 454 del Código Procesal Penal y del acto procesal que practicó, se hallaba en discusión la observancia de las normas que ese código establece bajo pena de nulidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 167, incisos 1 ° y 2°, y 456, inciso 2°, del ya citado cuerpo legal. En esta inteligencia, los agravios que motivaron el recurso de casación debieron ser considerados por el tribunal a quo, pues se hallaban reunidos los requisitos de impugnabilidad subjetiva y objetiva que habilitaban su procedencia. A ello se debe añadir que la decisión que adoptó la cámara de apelaciones implicó prescindir de la solución que imponen las normas de la ley 24.946 que regulan el procedimiento de designación de fiscales, de modo que en atención al carácter federal de las normas en juego y del vicio de arbitrariedad que afectaba a ese pronunciamiento, era también aplicable al sub lite la doctrina del precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108), todo lo cual lleva a concluir que la negativa del a quo a ejercer su jurisdicción importó asimismo un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica, también desde esta perspectiva, a la resolución apelada como acto jurisdiccional válido. Por otro lado, el a quo incurrió en arbitrariedad al ampararse en que la cuestión había devenido abstracta, pues la actualidad del agravio que debió tomar en cuenta no era la que derivaba de la pretensión de que se revocara la falta de mérito recurrida, sino del agravio, subsistente, originado como cuestión incidental suscitada por la decisión que impidió a este ministerio fiscal la intervención que la Constitución y la ley expresamente le confieren. En cualquier caso, en atención a que la controversia acerca de la validez constitucional de la intervención de los fiscales ad-hoc subrogantes ha continuado suscitándose en otras causas similares, algunas de la cuales han arribado también a esta instancia, es posible aseverar que tal situación habrá de mantenerse hasta tanto no exista un pronunciamiento del máximo Tribunal sobre el fondo del asunto, pues aún cuando pueda considerarse que el pronunciamiento resulta inoficioso, es evidente la utilidad de una decisión de la Corte ante la razonable expectativa de que continuarán generándose impugnaciones sobre la cuestión federal aquí discutida. En tal sentido, no es posible además soslayar que al hallarse comprometidos valores de interés institucional y ante la posibilidad de un conflicto revestido de estas características entre dos de los principales responsables del sistema de administración de justicia, la cuestión en debate excede el interés individual de las partes y se proyecta sobre la regularidad y estabilidad de los procesos y la seguridad jurídica en el acceso a tal sistema, todo lo cual reafirma la utilidad de una resolución que ponga fin a la cuestión planteada.


      Recurso queja número 1 - Incidente número 1 - Imputado: G., Facundo Nahuel s/ Incidente de recurso extraordinario


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35/2016/1/1/1/RH1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      La cuestión objeto de la presente contienda ha devenido abstracta y un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


      D. B., Melisa L. s/ Robo, etc.


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45085/2016/1/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestiones de competencia. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      La decisión de la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional ha tornado abstracta la presente contienda, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


      D., César Oscar s/ Hábeas corpus


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76182/2016/1/1/CS2, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/CA1-CS1, “José Mármol 8xx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela de comercio n° 9 José Ingenieros


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14961/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/CA1-CS1, “José Mármol 8xx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela n° 11 Antonio Bucich


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15477/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/CA1-CS1, “José Mármol 8xx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Instituto San José


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15801/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/CA1-CS1, “José Mármol 8xx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Nuestra Señora de Fátima y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16615/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/CA1-CS1, “José Mármol 8xx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Liceo n° 8 Esteban Echeverría y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16929/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/CA1-CS1, “José Mármol 8xx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


      N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Técnica n° 2 Osvaldo Magnasco y otro


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17969/2017/1/CS1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por apelación denegada. Derecho penal. Tentativa. 


      Remisión al dictamen de esta Procuración General en la causa, A. 363, L. XLIX, "A, Sharon Mae c/s/causa n° 15507", y remisión al fallo "Cantarell, Luis Adolfo".


      M., Romina Mercedes s/ Infracción Ley 22.415


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1713/2014/T01/4/1/1/RH1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 39442/2010/TO1/1/RH3-CS1, “T. Gabriel Alejandro s/ Homicidio simple”.


      G., M. J. s/ Violación con fuerza o intimidación


      COMP CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/11/CS8-CFC2, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Mercado cambiario. 


      Remisión al fallo de la causa "Cristalux", registrada en Fallos: 329:1053. Criterio de fallos 324:1096 y 325:1440.


      V. S.A. y otros


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1367/2015/CS1, 14 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Prisión preventiva. Admisibilidad del recurso. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


      H. A., Emilio Alberto s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 737/2013/49/1/RH15, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Torturas. Admisibilidad del recurso. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FCR 24000638/2005/2/1/RH2, "S., Jorge Osvaldo y otros s/ Imposición de tortura".


      S., Eduardo Jorge y otros s/ Legajo de casación


      FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 32000059/2005/1/1/1/RH1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCR 24000638/2005/2/1/RH2, "S., Jorge Osvaldo y otros s/ Imposición de tortura".


      A., Juan Carlos y otros s/ Legajo de casación


      FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24000514/2008/2/1/RH1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 1041/2015/1/CS1, “L. N. C. I. A. S.A. y otros”.


      E. P. S.R.L. (actualmente A. E. A. S.A) y otros


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 988/2016/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Pronunciamiento inoficioso.


      S., Mario Luján s/ Infracción Artículo 189 bis


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 858/2018/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Mantenimiento del recurso.


      B. D. S.A. y otros


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 50579/2015/1/CS1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CCC 47504/2015/1/1/1/RH1, “N.N. s/ Robo de automotor, falsificación, etc.”.


      N.N. s/ Defraudación y falsificación de documento


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2012/2018/2/1/1/RH2, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 15000005/2007/211/2/1/RH73, “K., Claudio Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”.


      M., Luciano Benjamín y otros s/ Privación ilegal de la libertad


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000040/2008/TO1/6/2/1/RH2, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, “A., Víctor Raúl s/ Recurso”.


      S., Antonio Manuel s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/234/2/1/RH88, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Admisibilidad del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15507" y al fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/ CS1, "Cantarell, Luis Adolfo".


      Recurso de Queja n° 1° - Incidente n° 16 - Imputado: B. R., Pablo César y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


      FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 5812/2014/TO1/16/1/RH2, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa A. 363; L. XLIX, “A., Sharon Mae c/s/ Causa n° 15507” y al fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, “Cantarell, Luis Adolfo”.


      Recurso de Queja n° 1° - Incidente n° 5° - Imputado: C. B., Alfredo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


      FGR-Justicia Federal de General Roca, 4374/2014/TO1/5/1/RH3, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al fallo “Cristalux”, Fallos: 321: 824.


      R. S.A.I.A.C. y F. y otro s/ Infracción Ley 19.359


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 17227/2014/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Desistimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CFP 15873/2016/TO1/2/2/RH6, “G. S., Ariela María s/ Incidente de excarcelación”.


      M. P., Anyi Guillermina s/ Incidente de excarcelación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15873/2016/TO1/4/2/RH4, 14 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


      Maycar S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1557/2016,16 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso extraordinario. Ley penal más benigna. Aplicación temporal de la ley penal. Mantenimiento del recurso. 


      Corresponde hacer lugar a la queja. El recurso es, formalmente admisible con arreglo al artículo 14, inciso 3, de la ley 48. De conformidad con la jurisprudencia de la Corte, el derecho reconocido en los artículos 9 in fine de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 in fine del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no consiste en la aplicación mecánica o irreflexiva de cualquier norma posterior al hecho imputado por la sola razón de que beneficiaría al acusado en comparación con la que estaba en vigor en el momento de comisión del delito. Antes bien, ella exige una evaluación del sentido de la reforma a fin de determinar si constituye la clase de variación normativa que da fundamento al derecho en disputa. A diferencia de lo afirmado a este respecto por el a quo, no se encuentra razón para negar la admisibilidad de la impugnación en el hecho de que la Corte haya resuelto hacer uso de la atribución que le confiere el artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación ante planteos de esta misma parte, semejantes al actual, motivados por la reforma que produjo la ley 26.735. Como lo expuso el juez Petracchi en su disidencia en el precedente de Fallos: 321: 824 - y como lo hicieron también, en sentido equivalente, los jueces Fayt, Boggiano y Bosserten esa misma oportunidad, a cuyas respectivas posiciones remitió el pleno del Tribunal en el leading case registrado en Fallos: 329: 1053- la retroactividad de la ley más benigna no corresponde, por ejemplo, cuando el estudio de las normas modificadas muestra que ellas tienen un carácter "eminentemente variable"- en cuyo caso debe tratarse como un "un supuesto de leyes temporarias en el que la garantía no rige"- o si evidencia que su reforma no importa una variación del "fin de protección del reglamento" o ella "no se propone permitir un espacio mayor de libertad de comportamiento". Si bien esa jurisprudencia se refiere a la variación de complementos reglamentarios de leyes penales en blanco, ejemplifica con claridad, el rasgo más general de la doctrina sobre el que se apoya la cuestión en debate, esto es, el hecho de que no cualquier modificación legislativa posterior al hecho de la causa que podría ser en algún sentido más beneficiosa para el imputado es tal que éste tiene un derecho constitucionalmente garantizado a su aplicación retroactiva. Al sancionarse una nueva ley cuya aplicación retroactiva podría beneficiar al imputado de un delito, la aplicación del principio exige evaluar cuál es el sentido de la nueva ley, y, en particular, averiguar si ella es la expresión de un cambio en la valoración de la clase de comportamiento que se imputa. Pues sólo si lo fuera, tendría ese imputado el derecho que aseguran las dos cláusulas citadas del derecho internacional de los derechos humanos. El mensaje de elevación del Poder Ejecutivo a la Cámara de Diputados del proyecto de lo que sería la ley 27.430 no deja dudas en cuanto a que la variación que allí se proponía de los montos mínimos a partir de los cuales son punibles los delitos tributarios, y que el Congreso finalmente adoptó, tuvo como objetivo principal actualizarlos para compensar la depreciación sufrida por la moneda nacional durante el período de vigencia de las normas sustituidas o modificadas, sin ser la expresión de un cambio en la valoración social de las conductas tipificadas. Esa intención se ve confirmada por la preocupación, que el proyecto también traslucía, respecto del uso legislativo de "parámetros monetarios", como los montos mínimos de evasión expresados en sumas determinadas de dinero, que no permiten mantener a lo largo del tiempo los valores económicos que representan en el momento en el que se adoptan, y obligan a periódicas leyes de actualización. Para modificar esa técnica normativa en el futuro, la ley 27.430 ha previsto, en sus artículos 302 a 308, la creación de una unidad de medida de valor - la "Unidad de Valor Tributaria", o UVT- que, una vez elaborada por el Poder Ejecutivo Nacional y aprobada por el Congreso, reemplazará a los parámetros monetarios incluidos en las leyes penales tributarias y otros regímenes fiscales. En definitiva, una lectura adecuada de la ley 27.430, en cuanto elevó el monto mínimo para la punibilidad del delito de evasión tributaria, igual que su antecedente inmediato, la ley 26.735, lleva a concluir que el legislador no pretendió con ella articular un cambio en la valoración social de ese comportamiento que había dado fundamento a la criminalización de ese delito y a la limitación de su sanción penal a los casos que representaran más de cierto valor económico mínimo. Antes bien, el objetivo de este aspecto de la reforma fue solamente corregir los efectos de la depreciación de la moneda nacional en la que fue expresada esa condición objetiva, a fin, no de variar, sino de mantener en los hechos una política criminal en línea con la valoración original de la legislación reformada. La interpretación que aquí se propicia comparte la tesis, defendida por esta de la Procuración General de la Nación, según la cual el fundamento del derecho que garantizan los artículos 9 in fine de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 in fine del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, presupone que la norma posterior refleje efectivamente un cambio de la valoración social de la clase de conducta criminalizada por la ley vigente en el momento de comisión del delito. Empero, en rigor, no la implica. En efecto, aun si no se compartiera esa lectura del principio alegado, la solución del caso que demanda el recurso en examen vendría también impuesta por la aplicación de la doctrina de la Corte en materia de actualización de las sumas previstas como penas de multa y la prohibición constitucional de leyes penales ex post facto. Como este Ministerio Público lo ha sostenido con ocasión de la anterior actualización dispuesta por la ley 26.735, pretender extender el derecho a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna al supuesto del ajuste de montos mínimos para la punibilidad de los delitos tributarios que ha fijado la ley 27.430 importa incurrir, según se aprecia, en un error equivalente al remediado por la Corte mediante esa jurisprudencia. Más aún, la doctrina de la Corte ha sido que "la no actualización de la multa sería violatoria de la igualdad que prescribe el art. 16 de la Constitución, ya que el sacrificio económico impuesto a quienes hubieran cometido el mismo hecho en igual época variaría en relación con las oscilaciones del valor de la moneda". Las actualizaciones del monto mínimo a partir del cual los delitos tributarios son punibles que han dispuesto sucesivamente las leyes 26.735 y 27.430 están dirigidas a mantener un tratamiento igualitario a través del tiempo entre maniobras de valor económico equivalente en un contexto en el que la moneda en la que fue expresado ese valor se ha depreciado, a fin de moderar la inequidad de que evasiones de un mismo valor económico tengan respuestas punitivas distintas, o no las tengan, sólo como consecuencia de la devaluación de la moneda con la que ha sido enunciado el límite de punibilidad. En contraste con la historia legislativa de la ley 26.063, los antecedentes parlamentarios del aumento de montos mínimos ordenado por la ley 27.430 - al igual que en ocasión de sancionarse la ley 26.735- brindan razones concluyentes para inferir sin dudas que su sentido ha sido exclusivamente el de actualizar las cifras de los parámetros monetarios a fin de que mantuvieran su capacidad de reflejar el valor económico original que la devaluación de la moneda había socavado. Las reformas son, por ello, relevantemente distintas. Mientras que aquélla no aportaba razones para rechazar la pretensión del entonces acusado de beneficiarse por la aplicación retroactiva de la nueva ley, la actual sí las ofrece; y tales razones son suficientes para rechazar a los aquí imputados la pretensión que los jueces de la causa les han concedido injustificadamente.


      F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12000093/2012/1/1/RH2, 18 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Se mantiene la queja interpuesta.


      Q. L., Javier Mario s/ Uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 55523/2017/2/1/RH1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. Violación de derechos humanos. Debido proceso. Duración del proceso. Morosidad del proceso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Procedencia del recurso. 


      La Corte tiene dicho que la garantía constitucional del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual, incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e irreparable perjuicio de quienes los invocan. Ese plazo está reglado por el código de forma en lo que concierne a la resolución de los recursos de casación contra las sentencias definitivas. Es criterio de la Corte que la dilación injustificada de un tribunal no puede redundar en un perjuicio para los recurrentes que, como consecuencia de una conducta ajena y que no pueden modificar, se ven impedidos de obtener una sentencia definitiva en tiempo útil. No puede omitirse, por lo demás, que el objeto de esta causa son hechos calificados como delitos de lesa humanidad, y que la Corte exhortó a todos los jueces a cargo de investigaciones o juzgamientos por delitos de esa índole a que adoptaran los recaudos necesarios a fin de acelerar el trámite de las causas pendientes para garantizar el legítimo derecho a una respuesta de las víctimas y deudos y, a la vez, permitir que la situación de los procesados se resuelva en un plazo razonable. En el mismo sentido, al seguir los lineamientos sentados por la Corte en esa acordada, el a quo dictó la nro. 1/12, mediante la cual estableció como una regla práctica a cumplir por los jueces del fuero la evitación de demoras innecesarias y formulismos que retarden el trámite y no decidan el planteo y que aquellos actos que no tuvieran previsto un término, debían resolverse mediante la aplicación de la norma del artículo 161 del mismo código.


      H. G., Carlos del Señor y otros s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/94/1/5/CS2, 19 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Estupefacientes. Debido proceso. Presunción de inocencia. In dubio pro reo. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


      Si bien la discusión acerca de los agravios planteados constituye, como regla, materia ajena a la jurisdicción extraordinaria federal, por versar sobre la apreciación de prueba -propia de los jueces de la causa y no susceptible de revisión en esta instancia- la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades permiten hacer excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, que también amparan a esta parte. La queja resulta formalmente procedente. Tal como se alega en el recurso, la sentencia absolutoria se sustentó en una apreciación incompleta de los elementos de juicio -que no integró ni armonizó las pruebas en su conjunto como es exigible a los pronunciamientos judiciales- sino que las ponderó en forma fragmentaria y aislada al prescindir de la necesaria correlación entre ellas y, a su vez, con los demás indicios obrantes en la causa; lo que produjo un inválido detrimento de la base de convicción que culminó en el estado de duda que se pretendió cuestionar mediante la doctrina de la arbitrariedad. Si bien tiene dicho la Corte que el principio constitucional in dubio pro reo impone que la sentencia de condena sólo puede ser el resultado de un juicio de certeza sobre la responsabilidad del imputado, de modo tal que los demás grados de conocimiento que reposan en la duda no logran destruir aquel estado, no cabe concluir que la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos impida, per se, obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento en aquel sentido. Por el contrario, se ha establecido que esa vacilación del ánimo no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. La Corte ha sostenido la procedencia del recurso extraordinario cuando el razonamiento que sustenta la sentencia se aparta de las reglas de la sana crítica de modo que consagre una solución manifiestamente contraria a la lógica y la experiencia, esto es, del correcto entendimiento judicial. También resulta apropiado subrayar que si bien a la cámara no le está permitido, como órgano revisor, revalorar la prueba acumulada en un determinado caso sometido a examen, sí le cabe la misión de examinar a través de la vía impugnatoria interpuesta por arbitrariedad, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad. La pretensión del recurrente, que esta Procuración General habrá de mantener, encuadra en la creciente preocupación mundial por el flagelo de las drogas y, específicamente, sobre su tráfico, a cuyo respecto la Corte ha señalado que todos los órganos del Estado Argentino en un proceso en el que se investigue ese delito deben comprometer sus mejores y máximos esfuerzos, en el ámbito de sus competencias, para que el enjuiciamiento sea agotado sin que queden impunes tramos de la actividad ilícita por la que la República Argentina asumió jurisdicción.


      F., Juan Pablo y otros s/ Infracción Ley 23.737


      FSA-Justicia Federal de Salta, 188/2014/2/1/1/RH1, 29 de octubre de 2018


      Ver dictamen


       


      Régimen penal cambiario. Recurso de revisión penal. Tribunal de alzada. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Precedentes "Duarte" y "Chambla".


      La eventual presentación de un recurso de revisión debía efectuarse ante el tribunal competente, de conformidad con lo previsto en el artículo 479 del Código Procesal Penal de la Nación. Por lo demás, si bien la Corte ha considerado de modo constante a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico como tribunal superior de la causa al tratar la apelación prevista en el artículo 14 de la ley 48 en infracciones a la ley 19.359, el temperamento que aquí se postula habría de asimilarse, sin afectación de derechos fundamentales ni dificultad práctica, a lo oportunamente resuelto sobre igual aspecto en materia de hábeas corpus, donde al asignarse ese carácter como tribunal intermedio a la entonces Cámara Nacional de Casación Penal se abandonó el criterio que sostenía lo contrario. Es oportuno puntualizar que ese temperamento se adoptó aun cuando la ley 23.098, como la 19.359, alude al Código de Procedimientos en Materia Penal y sólo prevé los recursos de apelación ante la cámara respectiva e inconstitucionalidad ante la Corte. En esa inteligencia, de prosperar en el sub judice la posición que se postula y tomar intervención el a quo en el ámbito de su competencia, las partes verían resguardados en esa instancia sus derechos con arreglo a las normas que regulan el recurso de casación. Finalmente, aun cuando la garantía de la doble instancia en los procesos por infracción al régimen penal cambiario se encuentra, en principio, satisfecha con la apelación ante la cámara respectiva, la intervención del a quo como tribunal superior incluso la dejaría a salvo en supuestos en que la primera condena o el agravamiento significativo de la pena fuera resuelto como consecuencia de esa impugnación, de conformidad con el criterio que, ante situaciones sustancialmente análogas, la Corte juzgó adecuado.


      K. F. Argentina S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 819/2016/1/1/RH2, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Oposición a la extradición. Insuficiencia del agravio. Confirmación de sentencia. 


      Los agravios que se dirigen a cuestionar la existencia del hecho o la culpabilidad del requerido, son materias que se refieren al fondo del asunto tratado en la causa de origen y cuya valoración se encuentra vedada en el trámite de extradición. Ello, en función de que, como largamente ha sostenido la Corte, éste no consiste en un juicio en sentido propio, carecen de la debida fundamentación que permita vislumbrar la causa en que se sustentarían. En relación al temor de parcialidad del tribunal extranjero y a la alegada e imprecisa persecución hacia el extraditurus que también se invoca, además de tardíos por haber sido recién introducidos ante la Corte, carecen de la debida fundamentación que permita vislumbrar la causa en que se sustentarían. En relación al agravio que duda de la regularidad y legalidad del procedimiento de origen porque entiende que se encontraría prescripta la acción con arreglo al artículo 62 de nuestro Código Penal, también resulta infundado, ya que constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, lo cual fue considerado por el a quo de forma sustancialmente ajustada a derecho y al tratado bilateral, sin que la parte se hiciera cargo en su presentación de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlo. Esa sola deficiencia es apta para determinar -per se- el rechazo de la apelación. Esa insuficiente fundamentación adquiere mayor entidad si se observa que, además, el planteo se dirige principalmente a cuestionar la subsistencia de la pretensión punitiva para el ordenamiento represivo argentino cuando el tratado expresamente establece que deberá evaluarse "si el delito o la pena hubiera prescripto con arreglo a la legislación del Estado Requirente" y, con arreglo a la ley del Estado requirente no ha transcurrido el plazo ordinario -ni el extraordinario- de extinción de la acción penal. Finalmente, un mero error material, en ningún modo puede invalidar el pedido formal, del cual no puede dudarse su veracidad y validez. Más aún si se considera que ese documento -cuyo único fin fue comunicar a la autoridad judicial peruana la detención del requerido en suelo nacional- no se encuentra mencionado entre los que exige el tratado bilateral para que se conceda la extradición.


      C. T., R. s/ Extradición - Artículo 54


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18211/2016/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Sobreseimiento. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Precedente "Videla".


      Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Frente a las pruebas e indicios señalados por la acusación para tener por acreditado el hecho, la conclusión adoptada por el a quo sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, además de haber omitido el análisis de argumentos conducentes, oportunamente introducidos, para la adecuada solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido. Tampoco puede bastar que el a quo haya reiterado literalmente las consideraciones brindadas por el tribunal oral, porque de esa manera omite la prueba incorporada al juicio. En suma, en relación con el aspecto objetivo de la conducta atribuida al imputado, se invocó el principio in dubio pro reo sin correlato en las circunstancias comprobadas de la causa, lo que descalifica la decisión como acto jurisdiccional válido, ya que si bien es cierto que ese principio presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, sin omitirse planteos serios y conducentes para la adecuada solución del litigio. Cabe recordar que, salvo una mejor interpretación que de sus propias sentencias pueda hacer el Tribunal, éste ha sostenido que no corresponde la extensión automática de los argumentos utilizados al analizar la situación de un subordinado sin cierta adecuación analítica pues, al proceder de ese modo, se omite examinar el rol que tuvo en los hechos considerados.


      P. C., Víctor s/ Legajo de casación


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000117/2010/TO1/11/CS1-CFC9, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión a los dictámenes de las causas CPE 1041/2015/1/CS1, “L. N. Compañía Industrial Argentina S.A. y otros” y CPE 1381/2015/1/CS1, “A. S.C.A. continuadora de A. S.A. y otros” y remisión a los fundamentos expuestos por el señor Fiscal General.


      K. F. Argentina y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 819/2016/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 15000005/2007/211/2/1/RH73, "K., Claudio Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario".


      C., Alcides José s/ Incidente de recurso extraordinario


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13000001/2007/TO1/5/1/1/1/RH14, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      B., Ernesto Ramón s/ Evasión simple tributaria


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 7621/2014/TO1/3/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      U. C. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 360/2017/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria" .


      C., Gladys Cristina y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 47735/2015/1/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisió al dictamen de la causa FCB12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      L. B. S.A. s/ Evasión simple tributaria


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 117132/2017/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      T. S.A. s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 117575/2017/1/RH1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja. Desestimación del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FBB 7825/2016, “Procuración Penitenciaria de la Nación s/ Hábeas corpus”.


      Internas U-13 del Servicio Penitenciario Federal y otros s/ Hábeas corpus


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 10077/2016/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta. 


      La cuestión suscitada se ha tornado abstracta a partir del archivo de estas actuaciones, pues esa decisión importó reasumir el conocimiento de la causa y, por ende, desistir de la contienda.


      Incidente N° 2 Damnificado: Liceo N° 4 Remedios de Escalada de San Martín s/ Incidente de incompetencia


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5996/2018/2/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 1900/2017/2/1/RH3, “Madero Tango S.A. s/ Infracción ley 24.769”.


      B. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1976/2017/1/1/RH2, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710/2018/1/CS1 in re “N.N. s/ Encubrimiento, infracción a los artículos 10, 12 y 13 de la Ley 25.891”.


      N.N. s/ Infracción Ley 25.891


      COMP CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1721/2018/1/CA2-CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Costas. Revocación de sentencia. 


      Ley 27.148, Ley 24.946 y doctrina de Fallos: 232:464 y 732, 337:45.


      Si bien lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, la Corte ha reconocido excepción a esa regla cuando el pronunciamiento contiene una fundamentación aparente, prescinde de circunstancias relevantes del proceso, o no satisface la exigencia de validez de las decisiones que impone siempre la aplicación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos comprobados de la causa. Esto ocurre cuando la mayoría del a quo decidió la condena en costas al Ministerio Público, sin invocar supuestos excepcionales que pudieran autorizarlo, en contradicción con las normas y con la doctrina de la Corte.


      Incidente n° 2 - Querellante: A., Héctor Luis Bernardo y otros. Imputado: R., Mario José Enrique y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 1904/2013/16/2/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión a los dictámenes de las causas CPE 798/2014/CS1,”Metrópolis Casa de Cambio S.A. y otro” y CPE 49/2016/1/CS1, “HSBC Bank Argentina S.A. y otros”.


      C. S. S.A.


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 82623143/2011/CS1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CAF 64107/2016/CS1-CA1, “Araujo, Ramona c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24043 – Art. 3”.


      Araujo, Ramona c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64107/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recursos


      Recurso extraordinario. Derechos y garantías constitucionales. Hábeas Coprus.



      Remisión a los fundamentos expresados por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en sus escritos de fojas 25/30 y 33/35, a fin de evitar repeticiones innecesarias.


      R., Lucas y otros (V. Urquiza-U10) s/ Hábeas corpus


      FTU-Justicia Federal de Tucuman, 24086/2017/1/RH1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      


      Queja por recurso denegado. Debido proceso. Garantías procesales.


      La decisión apelada, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, debe equiparse a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, toda vez que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela. No paso por alto, sin embargo, que ese solo aspecto es insuficiente si no se encuentra presente en el caso una cuestión federal o el pronunciamiento impugnado resulta cuestionable a partir de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. El último de los supuestos se encuentra configurado en el sub examine, habida cuenta de que la decisión impugnada se sustenta en afirmaciones dogmáticas y de que, con injustificado rigor formal, el a quo omitió ponderar argumentos conducentes para la solución del litigio, lo cual conduce a una restricción sustancial de una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado, con menoscabo de la defensa en juicio. Concretamente, al decidir del modo en que lo hizo, el a quo prescindió de atender los agravios que postulaba el recurrente y; en lugar de ofrecer una respuesta razonablemente fundada para desestimarlos, cristalizó de aquel modo una solución antagónica al criterio expresado por el propio tribunal de casación en el Plenario nro. 13 "Díaz Bessone", en virtud del cual, en prieta síntesis, la consideración de la escala penal con que se conmina el delito atribuido y la gravedad del hecho no pueden ser consideradas condición suficiente para descartar la posibilidad de que el imputado viva su proceso en libertad, ya que ello no desliga al juez de la obligación de verificar si, en el caso concreto y de acuerdo a sus particularidades, hay elementos que desvirtúen la hipótesis de existencia de riesgos procesales. En caso de que la Corte compartiera el criterio propiciado en este dictamen y, en consecuencia, devolviera el expediente a la Cámara Federal de Casación Penal, ésta podría naturalmente ratificar la necesidad de la medida cautelar infligida, aunque en función de lo decidido en el plenario aludido, ya no le sería admisible prescindir –sin incurrir en arbitrariedad por inobservancia de esa doctrina, en función del artículo 10 de la ley 24.050- de las constancias concretas de la causa para elaborar un pronóstico de fuga o de entorpecimiento de las investigaciones, sea éste afirmativo o negativo. En este orden de ideas, podrían existir circunstancias objetivas de envergadura que no deberían ser soslayadas por el a quo al momento de ponderar la existencia de peligro procesal.


      R., Juan Emanuel y otro s/ Infracción Ley 23.737


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 21401/2015/1/1/RH1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      


      Extinción de la acción penal. Acción penal. Mantenimiento del recurso.


      Remisión al dictamen de la causa S, N° 471, libro XLVIII, "S , Alan s/ Causa n° 13.590".


      M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1285/2008/3/1/RH1, 14 de marzo de 2018


      Ver dictamen


      


      Recurso extraordinario. Inadmisibilidad formal. Inadmisibilidad del recurso. Régimen penal cambiario. Derecho penal.



      Se opina que el recurso es inadmisible. Los agravios formulados ponen en tela de juicio la interpretación de normas de naturaleza federal. Sin embargo, la cuestión formulada, por una parte, no guarda relación directa e inmediata con lo resuelto en la causa; y, por otra, no cumple, tal como ha sido planteada, con el requisito de fundamentación suficiente exigido por el Artículo 15 de la Ley 48. Por otro lado, la apelación tampoco es procedente, según se aprecia, en lo que respecta a la objeción vinculada con la interpretación del requisito de "haber intervenido" en la comisión del hecho, que establece el Artículo 2, inciso f, de la Ley 19.359 para que, por ejemplo, el personal gerencial de una firma pueda ser penalmente responsable por las infracciones cambiarias atribuibles a la empresa. Dicha norma -apunta la defensa- "no consagra la posición de garante como un factor de atribución válido para los delitos allí establecidos".


      Banco S. R. S.A. y otros


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 950/2014/CS1, 23 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


      Régimen penal cambiario. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. 


      Remisión al fallo de la causa "Cristalux", registrada en Fallos: 329:1053.


      R. S.R.L. y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5192/2013/2/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por recurso denegado. 


      A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada por el recurrente, se mantiene la queja interpuesta.


      B. S. S.A. y otros


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 121/2016/1/1/RH1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso. 


      Se mantiene la queja interpuesta.


      S., Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/14/1/1/1/RH63, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por recurso denegado. 


      Se mantiene la queja interpuesta.


      L. S., Jaime y otros s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/9/1/1/RH6, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Derecho procesal. Recusación. Prisión domiciliaria. Declaración del imputado. Declaración indagatoria. Violación de derechos humanos. Derechos humanos. 


      Remisión al dictamen de esta Procuración General M. 303, XLVI, "Menéndez, Luciano Benjamín y otros s/ Recurso extraordinario", a los que la Corte se remitió, en lo pertinente, en la sentencia publicada en Fallos: 333: 1650.


      La citación a indagatoria sólo se justifica si "hubiere motivo bastante para sospechar que una persona ha participado en la comisión de un delito"; y para asegurar que el imputado pueda defenderse correctamente en ese acto, antes de invitarlo a hablar, si así lo desea, el juez debe informarle detalladamente cuál es el hecho que se le atribuye. A ese respecto, la Corte ha sostenido, que la ausencia de una descripción del hecho atribuido suficientemente específica lesiona el derecho de defensa consagrado por el Artículo 18 de la Constitución y, más específicamente, por el Artículo 8, inciso 2, apartado "b", de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que expresamente exige la comunicación previa y detallada de la acusación formulada. El debido proceso presupone que el imputado pueda contar con información suficiente para comprender los cargos y preparar una defensa eficiente. No se puede omitir que los delitos de lesa humanidad, para ser tales, deben haberse cometido como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de ese ataque. Cuando un magistrado concede o rechaza una detención domiciliaria, lo hace independientemente de su opinión sobre la responsabilidad del imputado; pues esa medida se basa en requisitos relacionados con la edad, la salud y otras circunstancias personales totalmente ajenas a aquella valoración. En suma, la decisión de conceder o denegar la detención domiciliaria impide, por sí, inferir acerca de qué piensa el juez sobre el mérito de la acusación, por lo que no podría hacerse valer como motivo para sostener su invocada parcialidad. Una decisión que no presupone un juicio sobre la responsabilidad del imputado, no puede ser indicio de un prejuicio.


      L. S., Jaime y otro s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/13/1/1/RH7, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. 


      Se mantiene la queja interpuesta.


      P., Hugo Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13000001/2007/TO1/35/2/1/RH11, 22 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestión abstracta. Archivo del expediente. Actos y diligencias procesales. 


      Remisión al fallo de la causa n° 406; L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


      N.N. s/ Lesiones graves. Damnificado: G., Susana


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75415/2017/1/CS1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario. Queja por denegación del recurso. Delitos tributarios. Delitos contra la administración pública. 


      Tiene dicho la Corte que la prescripción en materia penal es de orden público, se produce de pleno derecho, debe ser declarada de oficio por el tribunal correspondiente en cualquier instancia del juicio, y debe ser resuelta en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. En aplicación de los aludidos principios que rigen este instituto, se opina que la Corte debe suspender el pronunciamiento en esta queja a resultas de la decisión que se adopte en orden a la vigencia de la acción en las instancias anteriores, a las que corresponde devolver los autos principales a esos efectos. Sin perjuicio de ese temperamento, se considera pertinente recordar que, de acuerdo con doctrina de la Corte, si bien lo vinculado al modo en que emiten los votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a dicho principio y dejar sin efecto el pronunciamiento cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida. Es que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto del intercambio racional de ideas entre ellos. Cabe destacar, asimismo, que la sentencia constituye una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. En tales condiciones, se considera que el a quo, al afirmar de manera dogmática que la resolución de la cámara contaba al efecto con fundamentos suficientes que el recurrente no había logrado rebatir, analizó los requisitos de procedencia del recurso de casación con excesivo rigor formal, lo que permitiría -en el supuesto en que la Corte no coincidiese con el parecer expuesto en el apartado anterior y en aplicación del criterio de Fallos: 321:494 y 1385; 328: 11 08- hacer excepción a la doctrina según la cual las resoluciones que declaran la improcedencia de las impugnaciones deducidas ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia del recurso extraordinario.


      C., Eduardo Francisco s/ Infracción Ley 24.769. Querellante: AFIP/DGI y otro


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1336/2010/3/RH1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de inaplicabilidad de ley. Queja por denegación del recurso de inaplicabilidad. Derecho penal. Reincidencia. 


      La queja debe ser desestimada. La objeción que la defensa dirigió contra la declaración de reincidencia dispuesta en la sentencia de condena, y confirmada después por el tribunal de casación, refiere exclusivamente a cuestiones relativas a la interpretación y aplicación del Artículo 50 del Código Penal, que resultan ajenas a la competencia extraordinaria de la Corte y, por lo tanto, no obligan a la corte bonaerense a dejar de lado el límite que establece el Artículo 494 del Código Provincial de Procedimientos, de conformidad con la doctrina de los precedentes de Fallos: 308:490 y 311:2478. Como lo ha establecido la Corte en innumerables oportunidades, el carácter excepcional de la jurisdicción extraordinaria que dicha norma presupone obliga a que la cuestión federal oportunamente propuesta a los magistrados de la causa se vincule de manera estrecha con la materia del litigio, de forma tal que su dilucidación sea indispensable para la decisión del juicio. De otro modo, la jurisdicción de la Corte Suprema sería ilimitada, pues no hay derecho que en definitiva no tenga su raíz y fundamento en la Constitución, aunque esté directa e inmediatamente regido por el derecho común. Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida.


      D., Matías s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en causa n° 55.507


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1325/2016/RH1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Derecho penal. 


      En la medida en que el reclamo del apelante se dirige a que la Corte garantice el respeto de la preclusión y la cosa juzgada, resulta susceptible de tutela inmediata, aun cuando la resolución impugnada mediante recurso federal no sea la sentencia definitiva que resuelve el pleito. Así es, toda vez que se alega el desconocimiento de principios que constituyen uno de los pilares en que se funda la seguridad jurídica, y que deben ser respetados salvo supuestos en que no haya existido un auténtico y verdadero proceso judicial. Por otro lado, ese recurso federal se interpuso contra una resolución emitida por el superior tribunal de la causa y, aun cuando las cuestiones planteadas pudieran ser consideradas de derecho común, regularmente ajenas a esta instancia, no hay óbice para que la Corte conozca en los casos que constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que amparan a todas las partes por igual. En cuanto al fondo del asunto, acierta el recurrente al afirmar que el a quo excedió su competencia al pronunciarse sobre la nulidad de la indagatoria y los actos procesales consecutivos. Desde esa perspectiva, corresponde descalificar lo resuelto por el a quo como acto jurisdiccional válido en la medida en que se aparta manifiestamente de las normas aplicables al caso, en particular de los Artículos 128 y 445 del Código Procesal Penal de la Nación, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos. Se llega a una conclusión análoga al advertir que, como se ha dicho, el único fundamento de la decisión del a quo es su resolución precedente que hizo lugar a la recusación del juez de instrucción, dado que esa resolución fue impugnada por este Ministerio Público y, a raíz de la vista conferida por la Corte, se opinó que debía ser revocada por arbitraría. En consecuencia, la resolución apelada mediante recurso federal debe ser dejada sin efecto, en tanto carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


      L. S., Jaime s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/30/1/1/RH11, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Admisibilidad del recurso. Alternativas a la prisión preventiva. Prisión preventiva. Derecho penal. 


      Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/T01/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


      R. P., Carlos María s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 737/2013/TO1/67/1/RH14, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Derecho penal. 


      Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/T01/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


      R. P., Carlos María s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/39/1/RH23, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso. Nueva vista. Vista de las actuaciones. Vista al procurador. Derecho penal. 


      Se solicita a la Corte que se ordene la elevación del expediente principal, junto con todos los legajos, carpetas o cuadernillos que registren la totalidad de sus incidencias y que, luego de recibidos, se confiera una nueva vista.


      W., Carlos Bernardo y otros s/ Asociación ilícita


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 504/2017/RH1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. 


      Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15.507", y al fallo CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, "Cantarell, Luis Adolfo".


      Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 13 - Damnificado: AFIP/DGI - Secretaria de Actuación n° 5. Imputado: Á., Carlos Fernando -condenado en TOPE- y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 171/2015/TO1/13/1/RH1, 07 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. 


      En atención a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en su impugnación, se mantiene el recurso de queja interpuesto.


      T., Juan Manuel Cayetano y otros


      FSA-Justicia Federal de Salta, 6383/2013/2/1/1/RH2, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. Régimen penal cambiario. 


      Remisión a los dictámenes de las causas CPE 1041/2015/1/CS1 "L. N. C. I. A. S.A. y otros" y CPE 1381/2015/1/CS1, "A.S.C.A. continuadora de A. S.A. y otros".


      B., Ernesto Armando y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1063/2014/CS1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. 


      Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CCC 30037/2008/PL2/5/2/1/RH 4, "M., Néstor Pablo y otro s/ Querella".


      M., Néstor Pablo y otro s/ Querella


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30037/2008/PL2/7/1/RH5, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Medidas para mejor proveer. 


      Corresponde suspender el trámite de la queja, devolver los autos principales al juzgado de origen junto con el escrito aludido a sus efectos y, eventualmente, se corra nueva vista a este Ministerio Público.


      M., Néstor Pablo y otro s/ Querella


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30037/2008/PL2/5/2/1/RH4, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/s/ Causa n° 15507" y al fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, "Cantarell, Luis Adolfo".


      Recurso de Queja n° 1° - Incidente n° 4°- A., Héctor Modesto s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000188/2013/T01/4/1/RH1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario federal. Queja por denegación del recurso extraordinario. Prescripción de la acción penal. Extinción de la acción penal. 


      La queja debe ser desestimada, pues el recurso extraordinario denegado no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal en el sentido del Artículo 14 de la Ley 48. La Corte ha hecho excepción reiteradamente al principio según el cual las decisiones que rechazan excepciones, que no ponen término al pleito ni impiden su continuación, no constituyen sentencias definitivas, cuando el recurso extraordinario con el que se las impugna busca asegurar tutela inmediata ante una posible violación del derecho fundamental que asiste a todo acusado a ser juzgado dentro de un plazo razonable, que garantizan la Constitución Nacional y los Artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, "en la medida en que cabe presumir que hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado”. Debe recordarse -como lo ha afirmado la Corte en muchos de sus precedentes relevantes para la cuestión- la estrecha relación que guarda el derecho a ser juzgado en un plazo razonable con el régimen legal de prescripción de la acción penal. Si bien, como se ha postulado en reiteradas ocasiones, esa reglamentación no restringe, ni mucho menos agota el derecho que la Constitución garantiza, es ella el vehículo normalmente idóneo para tutelarlo. Según se aprecia, no ha habido en el proceso en examen el tipo de demoras excesivas e injustificadas, retrogradaciones sorpresivas o caprichosas del procedimiento, o manipulaciones abusivas de los regímenes de suspensión e interrupción de la prescripción de la acción penal sobre la base de las cuales la Corte ha ofrecido, desde el precedente de Fallos: 272: 188, la tutela al derecho fundamental de toda persona a ser juzgada en un plazo razonable que el recurrente pretende obtener mediante su apelación extraordinaria.


      M., Ángel Patricio


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 701/2017/RH1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por recurso denegado. Delitos contra la propiedad. Robo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


      El apelante llevó a conocimiento del a quo un planteo capaz de habilitar la jurisdicción de la Corte por la vía del Artículo 14 de la Ley 48, lo que provoca que la intervención del superior tribunal de provincia sea necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del Artículo 31 de la Constitución Nacional, y la interpretación que de ella ha hecho la Corte en los precedentes de Fallos: 308:490 y 311:2478. En tales casos -según lo ha sostenido la Corte- las legislaturas locales y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo órgano de la justicia provincial; las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas, y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional, los tratados internacionales y las leyes federales.


      M., Fabián Alfredo y otro


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 256/2017/RH1, 03 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario. Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      G. C., Guillermo Julio s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/114/2/1/1/RH40, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 15000005/2007/93/2/1/RH86, "D., Raúl Artemio s/ Incidente de recurso extraordinario".


      D., Raúl Artemio s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/34/1/1/1/RH41, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      N., Pedro José s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/90/1/1/RH90, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      S., Héctor Luis s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/284/1/1/1/RH89, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      M., Alejandro Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/215/1/1/1/RH85, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      D., Raúl Artemio s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/93/2/1/RH86, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      C., Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/46/2/1/RH91, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      A., Héctor Jorge s/ Incidente de recurso extraordinario


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/278/2/1/RH87, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FLP 14000003/2003/53/1/2/RH17, "D., Luis Gustavo s/ Legajo de casación".


      R. P., Carlos María s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/57/1/2/RH16, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FLP 2450/2007/TO1/87/2/RH17, "D. O., Tomás s/ Incidente de prisión domiciliaria".


      J., Rodolfo Antonio María s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/11/1/1/RH14, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FLP 14000003/2003/53/1/2/RH17, "D., Luis Gustavo s/ Legajo de casación".


      H. G., Carlos s/ Legajo de casación


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000003/2003/55/1/1/RH15, 27 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. Desistimiento del recurso. 


      En virtud de lo expresado por esta Procuración General y en la medida en que el tribunal de juicio fundó razonablemente la necesidad de realizar el debate en las particulares características del hecho y la totalidad de los elementos de prueba reunidos en la etapa de instrucción, no resulta aplicable al caso la doctrina sentada por la Corte en el precedente de Fallos 328:1108 ("Di Nunzio").


      Recurso de Queja n° 7 -Principal en Tribunal Oral- Imputado: M., Andrés Octavio s/ Infracción Ley 23.737


      FSA-Justicia Federal de Salta, 14764/2015/TO1/7/RH1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FMP 21675/2014/208/1/RH29 "O., Inés Violeta y otros s/ Averiguación de delito".


      O., Inés Violeta y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/207/1/1/RH30, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario. Recurso de queja. Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


      El recurso de casación llevó a la consideración de la cámara un planteo serio en los términos de la jurisprudencia de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, y la mayoría del a quo, sin embargo, denegó la impugnación con una decisión que, al negar la equiparación a sentencia definitiva sin atender a los argumentos que en ese sentido había esgrimido el recurrente, tiene sólo una fundamentación aparente, lo que de por sí, la descalifica como acto jurisdiccional válido. La sala incumplió el papel que le compete como tribunal intermedio de conformidad con la doctrina de la Corte, por lo que corresponde, revocar su pronunciamiento y devolver las actuaciones al tribunal de origen para que se dicte uno nuevo en el que se de debida respuesta a la cuestión planteada.


      O., Inés Violeta y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/208/1/RH29, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FMP 21675/2014/208/1/RH29 "O., Inés Violeta y otros s/ Averiguación de delito".


      O., Inés Violeta y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/206/1/RH25, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FMP 21675/2014/208/1/RH29 "O., Inés Violeta y otros s/ Averiguación de delito".


      O., Inés Violeta y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/204/1/RH26, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FMP 21675/2014/208/1/RH29 "O., Inés Violeta y otros s/ Averiguación de delito".


      O., Inés Violeta y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/205/1/RH27, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FMP 21675/2014/208/1/RH29 "O., Inés Violeta y otros s/ Averiguación de delito".


      O., Inés Violeta y otros


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/203/1/RH28, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada por el recurrente, se mantiene la presente queja.


      A., Priscila s/ Legajo de apelación


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10445/2014/2/1/RH1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Prescripción de la acción penal. Delitos contra las personas. Homicidio culposo. Suspensión del trámite. 


      En atención al tiempo transcurrido desde la fecha en que, habría tenido lugar el último acto procesal con efecto interruptivo de la prescripción de la acción en los términos del Artículo 67 del Código Penal, y al plazo correspondiente a delito objeto del proceso con arreglo al Artículo 62 de ese cuerpo legal, corresponde suspender el trámite de la queja y devolver los autos principales al juzgado de origen a sus efectos.


      F., Haydee Susana s/ Homicidio culposo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2148/2015/RH1, 06 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario. Recurso de queja. Doctrina de la arbitrariedad. 


      Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el Artículo 18 de la Constitución Nacional que también ampara a este Ministerio Público Fiscal. También ha señalado que "si bien las objeciones a las sentencias, relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal, y la apreciación que efectúan de las cuestiones de hecho y prueba, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada, sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento de la voluntad de los jueces”. Cabe recordar que, sobre la actuación de los empleados y funcionarios administrativos al momento de contratar, la Corte ha expresado que "aunque en principio pueda resultar indiferente a la ley el modo como los particulares arreglan sus propios negocios, no lo es la manera en que los funcionarios administran los asuntos públicos".


      M., Felisa Josefina y otros s/ Abuso de autoridad y violación deberes funcionario público (Artículo 248), incumplimiento de autoridad y violación deberes funcionario público (Artículo 249), negociaciones incompatibles (Artículo 265), cohecho y acepta


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17491/2005/5/RH1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


      El recurso es improcedente en cuanto en él se alega la falta de consideración del agravio por el que se cuestiona el procedimiento de revisión de la condena dispuesto por la Corte en el fallo "Duarte". En cambio, se considera que los recurrentes tienen razón cuando afirman que el a quo no trató debidamente otro de los agravios que habían planteado contra la sentencia de la Cámara Federal de Casación Penal que anuló la absolución dictada por el tribunal de juicio y condenó a los imputados; concretamente, que en tanto el procedimiento en la instancia de casación no cumple con los principios de oralidad, contradicción, inmediación y continuidad, que rigen el debate oral, el a quo carecía de potestad constitucional para dictar un pronunciamiento que empeorara la situación procesal de los imputados si, como hizo en el caso, decidía anular la sentencia por aplicación de la doctrina de la arbitrariedad. Se estima que ello es así pues se observa que los jueces que conformaron el voto mayoritario en ningún momento contestaron ese cuestionamiento. En cuanto a que se tratara de una de las cuestiones que habían quedado definitivamente resueltas por el Tribunal en el fallo anterior dictado en la causa, como parecen sugerir los jueces David y Figueroa en sus respectivos votos, se disiente con esa posición pues, salvo mejor interpretación de la Corte de su propia sentencia, en su anterior intervención esta se pronunció únicamente sobre cómo debía ser el procedimiento de revisión de la condena, pero no sobre las cuestiones a revisar, cuya resolución precisamente asignó al a quo y entre las cuales se hallaba también la referida al alcance de la competencia positiva que había sido puesto en debate. Este defecto de tratamiento priva entonces al pronunciamiento del a quo de fundamentos suficientes que lo sustenten como acto judicial válido, y toma ociosas otras consideraciones respecto de los restantes agravios, pues la Corte tiene reiteradamente dicho que son arbitrarias las sentencias que omiten pronunciarse sobre cuestiones conducentes oportunamente propuestas, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación. Por ello, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y dejar sin efecto la resolución recurrida para que, por quien corresponda, se dicte otra conforme a derecho.


      M., Ernesto Rodrigo y otros s/ Prevención


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65136/1997/TO1/1/1/RH1, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Mantenimiento del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/74/1/1/RH8, "A., Víctor Raúl s/ Recurso".


      V., Antonio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 17/2012/TO1/6/1/1/1/RH4, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


      Remisión a fallos 339:542


      S., Jorge Osvaldo s/ Incidente de prisión domiciliaria


      FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 91001101/2010/TO1/8/1/2/RH4, 14 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      N.N. s/ Legajo de apelación


      FPA-Justicia Federal de Paraná, 15918/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      N.N. s/ Legajo de apelación


      FPA-Justicia Federal de Paraná, 1878/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Régimen penal tributario. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      O. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


      FPO-Justicia Federal de Posadas, 149/2014/2/RH2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      P. Sacifi y A s/ Incidente de recurso extraordinario


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 806/2016/1/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      M., Marcela Viviana s/ Incidente de recurso extraordinario


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 79909/2016/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos tributarios. Evasión simple. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisiónal dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      L., Ricardo Nicolás s/ Evasión simple tributaria


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 47010/2015/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      M., Oscar Roberto s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 45894/2014/TO1/4/RH2, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      O., Alberto Rafael s/ Incidente de recurso extraordinario


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 71001748/2013/TO1/4/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Régimen penal tributario. Delitos tributarios. Evasión simple. Evasión agravada. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      P., Damián D. y otros s/ Evasión simple tributaria y evasión agravada tributaria


      FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7416/2015/3/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


      Tiene dicho la Corte que sus sentencias han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dicten, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios.


      L., Juan José s/ Recurso extraordinario de nulidad e inaplicabilidad de ley


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1785/2016/RH1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Recurso extraordinario. Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".


      O., María Alejandra s/ Incidente de recurso extraordinario


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1224/2016/1/1/1/RH2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Delitos tributarios. Régimen penal tributario. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      P. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8342/2013/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisiónal dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      M. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1226/2014/4/RH4, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Recurso de queja. Delitos tributarios. Evasión simple. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      M., Jorge Alberto s/ Evasión simple tributaria


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 62001849/2012/1/1/RH2, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      P. S.A. y otros s/ Legajo de casación


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 14625/2015/2/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      P. S.A. y otros s/ Legajo de casación


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 27076/2014/1/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Sobreseimiento


      Extinción de la acción penal. Cuestión abstracta. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


      T., Eduardo Rubén s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194) denunciante: Administración Nacional de Aviación Civil


      CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8360/2017/1/CS1, 03 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Torturas


      Ministerio Público Fiscal. Mantenimiento del recurso. 


      Se mantiene la queja del Ministerio Público Fiscal.


      Unidad 2 del Servicio Penitenciario Federal y otros s/ Imposición de tortura (Artículo 144 ter, inciso 1) Denunciante: M., Francisco Miguel y otros


      CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40148/2007/TO1/1/1/RH1, 20 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Violación


      Hurto. Homicidio calificado. Salidas transitorias. Prisión perpetua. Cómputo de la pena. Reincidencia. Denegatoria del recurso. 


      De acuerdo con una tradicional doctrina constitucional de la Corte, no puede invocarse una afectación del derecho de defensa si el apelante -a quien no se le ha negado el derecho a ser oído mediante la posibilidad de revisión judicial plena de la decisión por la que se agravia- no indica cuáles han sido las defensas o pruebas de las que se habría visto privado a consecuencia del trámite impreso a la causa, ni tampoco señala cómo tales defensas habrían incidido en la solución del caso no hay ninguna razón en el derecho penal aplicable al caso -ni la indica, la defensa en su presentación directa, la que se limita a manifestar, sin más aclaración, que "ello no debió ser así" o "no puede ser así"- que vedara a los jueces de la causa individualizar una pena de prisión perpetua como pena única comprensiva de la prisión perpetua impuesta por los crímenes que terminaron con la vida de una de las personas y los quince años de prisión que se fijaron por el homicidio de otro individuo en la sentencia dictada en noviembre de 2009, mientras cumplía con la anterior tras los más de cinco años en los que no estuvo a derecho. Más aún, la regla del segundo párrafo del artículo 56 del Código Penal que rige en la materia de acuerdo con la disposición del artículo 58- establece precisamente que es la pena no divisible de prisión perpetua la que "se aplicará" en casos, como el presente, en que concurre con una pena temporalmente divisible de la misma especie. Cualquiera que sea la defensa de la que la recurrente sostiene que el condenado se vio privado, ella debería ser idónea para provocar una solución distinta de la adoptada por el a quo en la resolución impugnada -esto es, el rechazo de su pretensión de acceso al régimen de libertad condicional regulado en los artículos 13 y siguientes del Código Penal- para que su privación pueda dar base a una violación de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional que justifique una declaración de nulidad como la pretendida. Los jueces de la causa han denegado la petición del condenado de acceder al régimen de libertad condicional al observar que no cumplía siquiera con la primera condición temporal que fija el ya citado artículo 13, que, en el texto vigente en la época en la que aquél cometió sus crímenes, exigía un mínimo de veinte años de cumplimiento de condena. El condenado lleva, de acuerdo con el cómputo tenido en cuenta en la resolución impugnada, algo más de diez años desde que fue capturado en septiembre de 2007. El a quo entendió, que la pena única de prisión perpetúa allí dispuesta había de ser computada desde la fecha de la última detención del condenado, por lo que el plazo de veinte años en cuestión no podría verse cumplido antes de septiembre de 2027. Aun si no debiera resolverse el pedido de libertad condicional "aplicando el régimen actual de penas perpetuas," como lo afirma sin fundamento aparente la defensa en su escrito, esto es, si correspondiera tomar en cuenta algún otro plazo de encierro temporalmente divisible distinto del de veinte años computado como lo hace el a quo, éste no podría razonablemente ser inferior al de los quince años de prisión que el tribunal de juicio entrerriano individualizó por la comisión de uno de los homicidios, durante los cuales, por aplicación de la regla del artículo 14 del Código Penal que establece que "la libertad condicional no se concederá a los reincidentes", carece del derecho a aspirar a ese régimen de ejecución de la pena.


      G., J. H. s/ Causa n° 20.231


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 987/2012/(48-G)/CS1, 05 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       

    


    
      



      Capítulo XIII


      Derecho Tributario y Aduanero


      Acción de amparo


      Procedimiento tributario. Fisco Nacional. AFIP. Bonos de crédito fiscal. Impuesto a las ganancias. Cesionario. Facultades de dirección de la AFIP. Derecho a la privacidad. 


      Asiste razón al Fisco Nacional en cuanto sostiene que la controversia planteada encuentra adecuada solución en lo establecido por el art. 29 de la ley 11.683. En efecto, el segundo párrafo del citado precepto dispone: “cuando en virtud de disposiciones especiales que lo autoricen, los créditos tributarios puedan transferirse a favor de terceros responsables, su aplicación por parte de estos últimos a la cancelación de sus propias deudas tributarias, surtirá los efectos de pago sólo en la medida de la existencia y legitimidad de tales créditos. La Administración Federal de Ingresos Públicos no asumirá hecho de la transferencia, corresponderán exclusivamente responsabilidades derivadas del las que en todos los casos, a los cedentes y cesionarios respectivos”. En estos términos, acreditada la inexistencia o ilegitimidad del crédito tributario transferido, no puede admitirse que éste posea el efecto cancelatorio que pretende el amparista. Cierto es que el art. 50 del decreto 379/01 dispone: “el bono fiscal contemplado en el artículo 3° será nominativo y podrá ser cedido a terceros una única vez”. Pero no menos cierto es que dicha regulación como título "nominativo", que puede ser "cedido" a terceros por una única vez, no implica en modo alguno apartarse de la necesaria existencia y legitimidad del crédito transferido, que la ley exige para reconocerle poder de cancelación. Sostener lo contrario implicaría no solo atribuir a estos títulos norma que los encima de lo características que no surgen de la letra de la crea, sino también colocar al decreto 379/01 por dispuesto en el art. 29 de la ley 11.683, al pretender que por una decisión del Poder Ejecutivo se altere la sustancia del derecho a la transferencia de los créditos tributarios en la forma y con el alcance con que ha sido previsto por el Congreso Nacional. En idéntico sentido, la invocada resolución general (AFIP) 1287/02 (y sus modificaciones) tampoco sustenta la postura de la sentencia recurrida. El citado reglamento se limita a regular la forma de afectación, las formalidades y las condiciones que deben cumplir los bonos para ser imputados a la cancelación de las obligaciones impositivas. Detalla endosados a la orden de la AFIP, que los bonos deberán ser (art. 6) acompañados de los formularios de declaración jurada que allí se indican (art. 7°, 9° y 10) y presentados con la primera imputación que se efectúe (art. 12). Asimismo, dispone que la AFIP constatará -en su base de certificados y bonos emitidos por los organismos de aplicación- los datos del certificado (número, monto, fecha de emisión y de vigencia) y del beneficiario original (apellido y nombres o denominación y CUIT) (art. 19) y, finalmente, cuál será el tratamiento de los importes imputados en exceso (art. 20), entre otros aspectos. Sin embargo, de los términos empleados en esa resolución general no surge, ni puede razonablemente inferirse, que la observancia de dichos requisitos por quien solicita la imputación del crédito transferido y el cumplimiento de las tareas de constatación allí impuestas al organismo recaudador implique, sin más, un reconocimiento de la AFIP a la existencia y legitimidad del crédito, que le impida luego impugnarlo en uso de las facultades de verificación y fiscalización que le confiere la ley 11.683. Sobre esta base, cabe concluir que el cumplimiento de las exigencias que consagra la mencionada resolución constituye sólo un presupuesto para la admisibilidad formal de la imputación de pago, mas no puede subsanar las deficiencias de que pudiere adolecer el crédito impositivo, que es objeto de ese negocio, y con el cual el cesionario pretende cancelar sus obligaciones tributarias. Tal conclusión se compadece con una de las consecuencias del principio de reserva de ley -de rango constitucional- que consiste en inhabilitar a la administración fiscal a transar o remitir las cargas impositivas, lo cual impide presumir renuncias a la percepción de éstas. Tampoco la presunción de legitimidad de los bonos emitidos, que invoca en su apoyo la sentencia en crisis, respalda la postura que allí se adopta. No debe confundirse el acto que dispone el reconocimiento del beneficio y la consecuente emisión de los bonos de crédito, por un lado, con el posterior poder de cancelación de deudas tributarias que éstos pueden tener al momento de su empleo, por el otro. Ello es así a poco que se advierta que si bien dichos bonos podían reunir, al momento de su emisión, todos los requisitos exigidos para ello, la aptitud de pago siempre estuvo supeditada, desde su nacimiento mismo, a la existencia y legitimidad del crédito transferido, de conformidad con lo establecido por el ya citado art. 29 de la ley 11.683. La hermenéutica que aquí propicio se ajusta a la inveterada doctrina de la Corte que explica que la interpretación y aplicación de las leyes -el art. 12 de la ley 19.549 y el art. 29 de su similar 11.683- requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger.


      INDACOR S.A. c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 25290/2014/2/RH1, 12 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Tributos. Impuestos. Impuesto a los débitos y créditos en cuentas bancarias. Capacidad contributiva. Declaración de inconstitucionalidad. Derecho de defensa. 


      El COLPROBA fue creado por el Art. 48 y ccdtes. de la Ley Provincial 5.177, como un ente separado del Estado Provincial con personalidad jurídica propia. La Ley 25.413 establece un impuesto sobre los créditos y débitos efectuados en cuentas abiertas en las entidades regidas por la Ley de Entidades Financieras. Declara exentos del gravamen a "los créditos y débitos en cuentas bancarias, como así también las operatorias y movimientos de fondos" correspondientes a los Estados provinciales (Art. 2°, a). No puede considerarse al COLPROBA incluido en la dispensa prevista en el Art. 2°, inc. a), de la Ley 25.413, en tanto allí solo se exime a los "Estados provinciales" y la actora es un sujeto diferenciado de la Provincia de Buenos Aires. Si bien lo anterior llevaría a concluir que la actora se encontraría obligada a pagar el gravamen sin gozar de dispensa alguna, la doctrina que establece que, en resguardo del derecho de defensa, la vencedora en la segunda instancia puede plantear, al contestar el memorial de su contraria, aquellos argumentos o defensas desechados en la etapa anterior que se ha visto impedida de cuestionar por apelación, al no causarle agravio desde el punto de vista procesal. COLPROBA -al contestar el traslado del recurso extraordinario en examen- mantuvo los argumentos relativos a la violación del principio de igualdad, la inexistencia de capacidad contributiva, la inmunidad de los actos de gobierno y la indebida interferencia del Estado Nacional, motivos por los que esgrime que el obro de impuestos sobre los créditos y débitos debe ser tachado de inconstitucional y ordenarse el inmediato cese de la conducta. El COLPROBA fue creado como "una persona jurídica de derecho público no estatal para el mejor cumplimiento de sus fines". De su ley de creación surge que le corresponde centralizar la matrícula de aquéllos en la provincia; fijar la contribución de los Colegios Departamentales, administrar sus fondos, proyectar el presupuesto de gastos y cálculo de recursos y cuantas más atribuciones sean conducentes para el logro de los propósitos de esta Ley; organizar un registro de las causas disciplinarias y sanciones; y distribuir mensualmente entre los Colegios Departamentales los importes que se recauden en concepto del derecho fijo creado por la Ley Local 8.480. En dicha norma se prevé que los matriculados en actividad deben abonar una "cuota anual", que si bien es fijada de manera uniforme por el COLPROBA, debe pagarse ante los respectivos Colegios Departamentales y, de tales sumas, esos Colegios deben remitir un 5% al COLPROBA. Por otra parte, la Ley Provincial 8.480, modificada por su similar 10.596, creó un derecho que percibe el COLPROBA. Los importes percibidos por el COLPROBA en concepto de derecho fijo deben ser distribuidos mensualmente, previa retención de un 10% para el cumplimiento de sus fines específicos, a los Colegios de Abogados Departamentales; y a los Colegios Departamentales de abogados en relación directa y proporcional al número de abogados en actividad que hubieren abonado la cuota anual. Respecto de los citados Colegios Departamentales, se prevé que forman parte del COLPROBA y funcionan con el carácter, derechos y obligaciones de las personas jurídicas de derecho público no estatal para el cumplimiento de sus fines. Asimismo, el Art. 19 in fine de dicha norma establece las facultades de los Colegios Departamentales y aclara que éstas “se relaciona con el ejercicio de la abogacía y procuración como problema provincial o nacional, con la institución de la justicia, con el estudio y progreso de la legislación y la jurisprudencia, su actualización, perfeccionamiento y especialización de los conocimientos cientifico-jurídicos de los profesionales". Los movimientos bancarios realizados en las cuentas de la actora no pueden reputarse -siquiera indiciariamente- como manifestaciones de riqueza o capacidad contributiva, elemento éste que constituye un requisito de validez de todo gravamen. De las leyes que rigen la actuación del COLPROBA surge que su patrimonio está íntegramente destinado a cumplir las tareas de control estatal sobre la profesión de los abogados y procuradores. Y, es la propia ley local la que ordena dos conductas: a) las transferencias mutuas de recursos (derecho fijo y cuota anual) entre el COLPROBA y los Colegios Departamentales, y b) el empleo de cuentas bancarias abiertas en el Banco de la Provincia de Buenos Aires a tal fin. Por lo tanto, se debe declarar inconstitucional el impuesto sobre los débitos y créditos en cuentas bancarias, respecto de las operaciones que COPROBA realiza en las cuentas que tiene habilitadas en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, en las que recibe y distribuye los recursos que posibilitan llevar adelante el cometido público para el cual fue instituida por el Estado local.


      Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


      FLP-Justicia Federal de La Plata, 22100095/2011/CS1, 12 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Procedimiento tributario. Fisco Nacional. AFIP. Bonos de crédito fiscal. Impuesto a las ganancias. Cesionario. Facultades de dirección de la AFIP. Derecho a la privacidad. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 25290/2014/2/RH1, "Indacor S.A. c/ AFIP s/ Amparo ley 16.986".


      Darsie y Cía. S.A.C.I. c/ AFIP s/ Impugnación de acto administrativo


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 19929/2013/1/RH1, 12 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FCB 25290/2014/2/RH1, "Indacor S.A. c/ AFIP s/ Amparo ley 16.986".


      Aguas Cordobesas S.A. c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 23380/2014/3/RH2, 12 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Acción meramente declarativa


      Procedimiento tributario. Fisco Nacional. AFIP. Bonos de crédito fiscal. Impuesto a las ganancias. Cesionario. Facultades de dirección de la AFIP. Derecho a la privacidad. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 25290/2014/2/RH1, "Indacor S.A. c/ AFIP s/ Amparo ley 16.986".


      Maipú Automotores S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General de Ingresos Públicos s/ Acción meramente declarativa de derecho


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34130001/2012/1/RH1, 12 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      AFIP DGA


      Derechos de exportación. Repetición de tributos aduaneros. Intereses compensatorios. Obligación tributaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      Bunge Argentina S.A. (TF 31.231-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16150/2017/2/RH1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      Bunge Argentina S.A. (TF 31.218-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16623/0/2/RH1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Exportaciones. Multa aduanera. Exteriorización de capitales. Fisco nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      Bunge Argentina S.A. (TF 31.230-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16660/2017/2/RH1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Derechos de exportación. Repetición de tributos aduaneros. Intereses compensatorios. Obligación tributaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      Bunge Argentina S.A. (TF 31.215-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29223/2014/3/RH2, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1 - CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      Bunge Argentina S.A. (TF 31.226-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 42297/2013/3/RH2, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Exportaciones. Multa aduanera. Exteriorización de capitales. Fisco nacional. 


      Tiene dicho el Tribunal que el bien jurídico tutelado por el artículo 954 del Código Aduanero -que sanciona las declaraciones inexactas-, es, según su Exposición de Motivos, el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería objeto de una operación o destinación aduanera, pues en la confiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente documentación, reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan. La multa aplicada encuadra, en el art. 56 de la ley 27.260, en cuanto allí se dispone el beneficio de liberación de multas y demás sanciones correspondientes a infracciones formales, -la presentación de declaraciones aduaneras inexactas-, que no se encuentren firmes ni abonadas. Dichos deberes formales no resultan susceptibles de ser cumplidos con posterioridad a la comisión de la infracción, motivo por el cual la sanción quedó condonada "de oficio" según lo fija el art. 56, tercer párrafo, de la ley 27.260. Tal como se sostiene en los dictámenes de la causas de Fallos: 333:300 y 335:1180, los arts. 224 y ss., y 321 y ss. del Código Aduanero establecen que la declaración contenida en una solicitud de importación o exportación -según cada caso- "es inalterable una vez registrada y el servicio aduanero no admitirá del interesado rectificación, modificación o ampliación alguna, salvo las excepciones previstas en este código", las que no se configuran en la especie. Toda vez que el art. 27.260, tercer párrafo, fija la condonación "de oficio” de estas multas por deberes formales que no resultan susceptibles de ser cumplidos con posterioridad, no es de aplicación lo dispuesto en el art. 3° de la resolución general (AFIP) 4.007 respecto de la intervención del juez administrativo para evaluar y aplicar las pautas de liberación en cada caso concreto. Tampoco es óbice a mi razonamiento lo dispuesto en el art. 4°, incs. b) y c), de la resolución general (AFIP) 3.920, en cuanto exige que, para adherir al régimen de "Regularización excepcional de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras" de la ley 27.260 y a los fines de obtener los beneficios de condonación "y/o" exención allí establecidos, se deberá ingresar al sistema denominado "Mis facilidades" para convalidar, modificar "y/o" incorporar las obligaciones adeudadas para su regularización, así como también consolidar la deuda al momento de generar el correspondiente volante electrónico de pago y efectuar su ingreso. Tal conclusión se impone a poco que se repare en que es el propio Fisco Nacional quien señala, en coincidencia con la sentencia recurrida, que no existe obligación adeudada pendiente de regularización o pago, sino únicamente una multa por transgresión al art. 954, inc. b), del Código Aduanero, motivo por el cual no resultan de recibo las exigencias del citado art. 4°, incs. b) y c), de la resolución general (AFIP) 3.920. Por idéntica causa, tampoco resulta de aplicación el Art. 53 de la ley 27.260, en cuanto requiere que el contribuyente "se allane incondicionalmente por las obligaciones regularizadas y, en su caso, desista y renuncie a toda acción y derecho, incluso el de repetición, asumiendo el pago de las costas y gastos causídicos". Es que, al no existir "obligaciones regularizadas" en los términos del art. 52 de la ley 27.260, no puede requerirse allanamiento incondicional a su respecto, ni tampoco hacer asumir el pago de las costas o gastos causídicos. Por último, que el art. 5° de la resolución general (AFIP) 4.007 no mencione a la infracción prevista en el art. 954, inc. b), del Código Aduanero no empece a la solución que se propició. Para ello, basta con señalar que dicho precepto reglamentario establece: “se consideran como infracciones formales las que se encuentran tipificadas, entre otros, en los Artículos 218, 220, 222, 320, 395, 968, 972, 991, 992, 994 y 995 de la Ley N° 22.415 y sus modificaciones". Debe recordarse que la primera fuente de interpretación de la leyes su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Sobre la base de esta asentada pauta hermenéutica, forzoso es concluir que el empleo de los términos "entre otros" indica que la enumeración de infracciones que efectúa el art. 5° de la resolución general (AFIP) 4.007 carece del carácter taxativo que pretende atribuirle la demandada, lo cual basta para rechazar su agravio.


      Chehadi, Mallid c/ Aduana La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo


      FSA-Justicia Federal de Salta, 8622/2013/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Cheadi, Amado Miguel c/ Dirección General de Aduanas - D.G.A. s/ Apelación multas


      FSA-Justicia Federal de Salta, 5647/2013/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Derechos de exportación. Repetición de tributos aduaneros. Intereses compensatorios. Obligación tributaria. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 15951/2017/CA1-CS1, "Bunge Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      LDC Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38335/2017/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Exportaciones. Multa aduanera. Exteriorización de capitales. Fisco nacional. 


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Ghanim, Moaffak c/ AFIP – Dirección General de Aduanas La Quiaca s/ Contencioso administrativo - varios


      FSA-Justicia Federal de Salta, 13248/2014/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Rossi, Osvaldo Enrique c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 42372/2018/CA1-CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Aziz, Nadim Abdul c/ Dirección General de Aduanas s/ Impugnación de acto administrativo


      FSA-Justicia Federal de Salta, 5454/2013/CA2-CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Al Naoum, George c/ AFIP – Dirección General de Aduanas s/ Impugnación de acto administrativo


      FSA-Justicia Federal de Salta, 41000180/2010/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Al Naoum, George c/ AFIP – Dirección General de Aduanas La Quiaca s/ Contencioso administrativo - varios


      FSA-Justicia Federal de Salta, 13245/2014/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Al Naoum, George c/ Dirección General de Aduanas s/ Contencioso administrativo - varios


      FSA-Justicia Federal de Salta, 13314/2014/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Al Naoum, George c/ Dirección General de Aduanas s/ Contencioso administrativo - varios


      FSA-Justicia Federal de Salta, 13341/2014/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


      Al Naoum, George c/ Dirección General de Aduanas s/ Contencioso administrativo - varios


      FSA-Justicia Federal de Salta, 13316/2014/CS1, 18 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Cobro de sumas de dinero


      Coparticipación federal. Coparticipación de impuestos. Prórroga de la ley. Interpretación de la Constitución. Tributos con afectación especial. Pago a cuenta del impuesto. 


      Remisión al dictamen de la causa S. 470, L. XLV, “Santa Fe c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”


      Primero es necesario tratar la excepción de prescripción planteada, en ese sentido la Corte ha establecido que la norma que regula casos como el presente es el art. 4.027, inc. 3°, del Código Civil –aplicable al sub lite de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2.537 del Código Civil y Comercial, en virtud del carácter fluyente o periódico de la obligación bajo examen, que consiste en el deber del Estado Nacional de transferir diaria y automáticamente a cada provincia el monto de recaudación que les corresponda a medida que se cobran los impuestos, de acuerdo a los porcentajes establecidos en la ley 23.548. La Provincia funda su petición en que si bien la vigencia de la gabela fue sucesivamente prorrogada por varias leyes federales, no se cumplió con uno o más de los requisitos establecidos por el inc. 3° del art. 75 de la Constitución Nacional para que la Nación pueda fijar un destino específico a su producido, detrayéndolo de la masa coparticipable. De acuerdo al dictamen emitido por la Procuración General (S. 470, L. XLV, “Santa Fe c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”), dejó en claro que las condiciones fijadas por el inc. 3° del art. 75 de la Carta Magna para que un recurso coparticipable pueda ser apartado del régimen general de distribución son: a) que se lo haga por tiempo determinado; b) que ello se instrumente por medio de una ley especial; c) que ésta sea aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada cámara; d) que se le otorgue (o se le modifique) una “asignación” especifica. Al respecto la Corte expresó que "la Ley Fundamental admite, como excepción, la posibilidad de detraer de los recursos coparticipables a las contribuciones cuya recaudación, en todo o en parte, tengan una asignación específica dispuesta por el Congreso, estableciendo requisitos especiales para su validez (artículo 75, inciso 3°)", y añadió que "El establecimiento o la modificación de tales asignaciones deben tener tiempo determinado, deben realizarse mediante la sanción de una ley especial, y esa ley debe ser aprobada por un quorum integrado por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara" De lo indicado se desprende que la ausencia de uno solo de dichos extremos llevará inexorablemente a considerar que la detracción de fondos destinados a integrar la masa de recursos a distribuir entre la Nación y el conjunto de las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se ha hecho en contravención a las pautas fijadas por la ley de coparticipación federal, con agravio a lo dispuesto por la propia Constitución Nacional. Resulta imprescindible desentrañar el significado y sentido de la expresión “ley especial” contenida en el inc. 3° del art. 75 de la Ley Fundamental. Es guía ineludible consultar la opinión del legislador constituyente, en ese sentido ha dicho que es muy importante que las leyes relativas al régimen de coparticipación tengan como Cámara iniciadora al Senado, y que las asignaciones específicas necesariamente tienen que pasar por allí, porque deben ser sancionadas por una ley con mayoría especial en ambas Cámaras. Esto implica que al menos doce provincias deben ponerse de acuerdo para que estas asignaciones específicas pudieran llegar a tener viabilidad. Además, tienen que ser sancionadas por una ley especial, no pueden venir ocultas en algún inciso -de esos nombrados por letras raras- en la ley de presupuesto o en alguna ley ómnibus. En ese sentido, el legislador constituyente buscó un eficaz equilibrio en el diseño del sistema de coparticipación federal de impuestos, ya que previendo la necesidad de que la Nación tuviera que atender con cierta premura y puntualidad algunas necesidades públicas -sean nuevas o preexistentes- instituyó el mecanismo de las asignaciones específicas de impuestos nacionales, previas a la conformación de la masa general a coparticipar con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a la vez buscó resguardar a dicha masa mediante la necesidad de que tal detracción se hiciera mediante ley especial. Es decir, esta ley resultará “especial” por el objeto sobre el que norma: la disposición o afectación de fondos públicos, precisa y determinada, que se aparta del régimen general de coparticipación. Es por ello que no puede decirse que se cumple con el requisito de especialidad en el dictado de una ley a tales fines, cuando ésta es una ley de presupuesto para un ejercicio financiero, o bien una ley ómnibus sobre uno o más tributos, o bien una ley que trate diversos institutos jurídicos. Dicho en otros términos, el constituyente, con claridad y contundencia quiso y ordenó que las detracciones específicas a la masa coparticipable fueran establecidas por una ley que se dedicase con exclusividad a este objeto, a fin de que la atención de los legisladores no pudiese ser distraída con otros temas. A la luz de esta inteligencia, no puede sostenerse con éxito que hayan cumplido con este requisito las leyes 26.180 (art. 5°), 26.340 (art. 3°), 26.455 (art. 4°), 26.545 (art. 9°), 26.730 (art. 3°), 26. 897 (art. 5°) y 27.199 (art. 4°), ya que todas ellas son leyes ómnibus sobre dos o más tributos del sistema fiscal federal, en las cuales regula sobre ellos, y no únicamente sobre el destino de su producido. Y, por las mismas razones, tampoco lo han cumplido las leyes 25.988 (art. 3°), 26.073 (art. 2°) y 27. 432 (art. 2°, inc. c). La segunda pretensión de la actora, como se expresó, radica en obtener el cobro de las sumas que dejó de percibir por aplicación del mecanismo de "pago a cuenta" de las sumas que los contribuyentes afectados por el ICyDB (impuesto sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias) aplicaron a otros gravámenes, algunos de ellos coparticipados. Según lo sostenido en el dictamen de la causa CSJ 313/2009 (45-S), “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos”, el planteo en cuestión obliga a dilucidar, en primer término, la recta inteligencia del instituto “pago a cuenta”, contenido en el art. 4° de la ley 25.413 y sus modificaciones. La Corte ha indicado que, compartiendo la opinión de la Procuración General, mediante esa especie de mecanismo el Congreso Nacional establece una suerte de beneficio fiscal, consistente en que si el contribuyente tiene un saldo a pagar en sus declaraciones de alguno de los tributos previstos el importe abonado por otro impuesto distinto puede emplearse para la cancelación de esa deuda. Debe estudiarse si este beneficio fiscal constituye -como lo denuncia la Provincia- una indebida merma de la masa coparticipable definida en el art. 2° de la ley 23.548. Cabe recordar que si bien la reforma constitucional de 1994 dejó expresamente en claro la concurrencia de la Nación y de las provincias en cuanto a la facultad de establecer impuesto indirectos. La reforma sólo se limitó a aclarar aún más ésta posibilidad. Por ello, nada hay en la ley 23.548 que limite las facultades constitucionales del Congreso Nacional. El Art. 2° de la citada ley establece que la masa de fondos a distribuir estará integrada por el producido de la recaudación de todos los impuestos nacionales existentes o a crearse. Claro está que el derecho que adquirieron las Provincias como consecuencia de su adhesión al régimen de coparticipación federal se limita a participar del “producto de la recaudación” de todos los impuestos nacionales, sin que de allí pueda extenderse a que lo tengan también a intervenir en la definición de esos tributos, potestad que se conserva como resorte propio de la nación. No obstan a lo expuesto los requisitos especiales fijados en el art. 75, inc. 3° de la Constitución Nacional, a poco que se repare que ellos se exigen para establecer y modificar “asignaciones específicas de recursos coparticipables”, esto es para darle un destino diferente a lo recaudado, distinto del genéricamente fijado en su inc. 2°, en cuanto dispone que las contribuciones allí previstas, con excepción de la parte o el total de las que tengan asignación específica, son coparticipables. No es ocioso recordar que el sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica, por cierto, subordinación de los estados particulares al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigida al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar para la consecución eficaz de aquel fin. No debe verse aquí enfrentamiento de poderes, sino unión de ellos, en vista de metas comunes. Bajo este aspecto, el pago a cuenta establecido en el art. 4° de la ley 25.413 -y sus modificaciones- se muestra compatible con los principios señalados, habida cuenta de que no importa sino el ejercicio legítimo de los poderes impositivos delegados al Congreso Nacional por la Constitución, sin otorgarle por ello un destino diferente al producido por lo recaudado en su ejercicio, circunstancia en la que devendría exigible el cumplimiento de los requisitos especiales fijados en el art. 75, inc. 3°.


      San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 842/2009/(45-S)/CS1, 20 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Competencia


      Cuestiones de competencia. Competencia del tribunal de casación. Ley aduanera. Derecho tributario y aduanero. 


      Remisión al fallo de la causa Competencia n° 1644, L. XXXVI, "Iglesias, Marcelo y Galindo Cáceres, Nilda E. s/ Recurso de queja",


      T. S.A. y otros s/ Infracción Ley 22.415


      CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 886/2017/CS1, 15 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Denegatoria del fuero federal. Competencia provincial. Recurso extraordinario. Tributos. 


      Ante todo, corresponde señalar que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. Conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. También ha dicho la Corte que "la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de Interpretación restrictiva" y, por ello, cuando no se presenta ninguna causal especifica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción local. Por lo demás, para que surja la competencia federal ratione materiae, el derecho que se pretende hacer valer en la causa se debe fundar directa e inmediatamente en uno o varios preceptos de la Constitución Nacional, en leyes federales o en tratados con las naciones extranjeras, es decir, que lo medular de la disputa debe versar sobre el sentido y los alcances de disposiciones de aquella naturaleza, cuya adecuada hermenéutica resulte esencial para la justa solución del litigio.


      Distrisur Argentina S.A. c/ Municipalidad de Pilar s/ Acción mere declarativa de derecho


      FSM-Justicia Federal de San Martín, 96575/2017/CS1, 14 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Competencia originaria de la Corte. Tributos. Impuestos sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Acción meramente declarativa. 


      De acuerdo con lo oportunamente dictaminado por este Ministerio Público y lo decidido por el Tribuna, se considera que la Corte continúa teniendo competencia para entender en la presente causa. No es ocioso recordar que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Constitución Nacional. Sobre la base de estas premisas y contrariamente a lo sostenido por la demandada, se estima que se encuentran reunidos los recaudos establecidos por el Art. 322 del C.P.C.C.N. En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que la Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de servicios públicos de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto sobre los ingresos brutos provincial y en que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.


      El Práctico S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 147/2014/(50-E)/CS1, 19 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Cuestiones de competencia


      Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Tasas. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


      El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58. Por lo demás el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2615/2017,08 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Delitos tributarios


      Evasión fiscal. Evasión simple. IVA. Impuesto a las ganancias. Sobreseimiento. Exteriorización de capitales. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Ley federal. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. 


      Exteriorización voluntaria de la tenencia de moneda extranjera en el país y en el exterior.


      Asiste razón al Fiscal General en que aquello que estaba en discusión en el caso era la interpretación y alcance de una norma federal, como lo son las disposiciones de la Ley 26.860 en debate. En efecto, la cuestión reside en discernir si los beneficios previstos en el texto de la ley, en cuanto libera de la acción penal que pudiera corresponder a quien exterioriza voluntariamente la tenencia de moneda extranjera (Art. 9, inc. b), alcanzan a todos los supuestos previstos en la Ley 24.769 sin distinción alguna o, como postuló este Ministerio Fiscal a lo largo de todas las instancias recursivas, una interpretación razonable y sistemática de la letra y espíritu de la ley de exteriorización conduce a afirmar que los impuestos cuya evasión simple el organismo recaudador denuncia en el caso no tienen acogida en dicha norma. En tales condiciones, no cabe duda de que era aplicable al sub lite la doctrina del caso "Di Nunzio", en el que la Corte estableció que siempre que, en el ámbito de la justicia penal nacional, se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia extraordinaria de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su condición de tribunal intermedio, constituyéndose de esa manera en el tribunal superior de la causa a los efectos del Art. 14 de la Ley 48. Sin perjuicio de que las consideraciones anteriores bastan para sostener la procedencia formal de esta impugnación, es conveniente señalar además que la falta de fundamentación que el a quo reprocha a la presentación del fiscal, al decir que "los agravios del recurrente sólo evidencian una opinión diversa sobre la cuestión", tampoco podía sustentar el rechazo de la vía recursiva intentada, pues frente a una cuestión federal simple como la que en definitiva plantea el caso (Art. 14, inc. 3°, de la ley 48), mal puede censurarse al recurrente por insistir en su punto de vista -diferente al de los jueces de la causa-, si en esa discrepancia consiste precisamente la discusión sobre el contenido y alcance de la norma federal en debate que habilita la procedencia de su impugnación.


      I. B. S.A. y otros s/ Evasión simple tributaria


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 39266/2014/1/RH1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Ejecución fiscal


      Inconstitucionalidad. Derivación no razonada del derecho vigente. Determinación de impuestos. Determinación de oficio. Excepción de prescripción. Gravamen irreparable. Impuesto a las ganancias. Impuesto sobre los bienes personales. Categorización de contribuyentes. Cambio de categoría. Derecho de defensa. 


      Art. 1° del decreto 1.299/98. Segundo párrafo del art. 53 del decreto 1.397/79.


      Las resoluciones dictadas en los juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de revisión por la vía del recurso extraordinario, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea una sentencia definitiva, requisito cuya concurrencia no puede obviarse aunque se invoque arbitrariedad, error o violación de garantías constitucionales. En este caso, se configura un supuesto de excepción a la doctrina de la irrecurribilidad de las sentencias recaídas en juicios ejecutivos, puesto que el fallo apelado hizo lugar a la defensa de prescripción opuesta por la demandada con apoyo en una norma federal, y dio curso a la ejecución fiscal, sin que la queja que de ello resulte pueda ser revisada en trámites ulteriores. Por otra parte, el pronunciamiento ha sido dictado por el superior tribunal de la causa. En primer lugar, respecto a la validez de la declaración de inconstitucionalidad del art. 1° del decreto 1.299/98, el segundo párrafo del art. 53 del decreto 1.397/79 fija que, cuando se trate de contribuyentes a los que la Dirección General Impositiva les haya comunicado la cancelación de su número de inscripción, la condición de "no inscriptos" regirá para los períodos fiscales que venzan a partir de esa notificación, salvo que el titular continúe presentado declaraciones juradas. En cuanto al agravio del Fisco Nacional vinculado con la omisión de la sentencia en considerar el carácter de "no inscripto" de la ejecutada en el IVA y la independencia de este tributo respecto de la liquidación del impuesto a las ganancias y sobre los bienes personales, en los términos del art. 53, cuarto párrafo, del decreto 1.397/79, resulta aplicable la doctrina de reiterados precedentes del Tribunal según la cual son descalificables por arbitrariedad los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta decisión del litigio, en tanto la omisión en que incurrió la sentencia apelada afecta ostensiblemente el derecho de defensa de la actora, toda vez que la prescripción de sus acciones y poderes fiscales para perseguir el cobro del impuesto al valor agregado que intenta en este proceso quedaría confirmada sin que el argumento de fondo, que expuso para oponerse a ello hubiera sido considerado.


      AFIP c/ Madcur, Patricia Liliana s/ Ejecución fiscal - AFIP


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55120/2015/1/RH1, 24 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Fisco Nacional


      Tributos aduaneros. Crédito fiscal. Régimen especial de presentación de pólizas de seguros de caución en garantía de obligaciones fiscales. 


      El art. 5° de las condiciones generales de la póliza de caución emitida por la actora rige únicamente en condiciones normales, esto es, mientras el tomador se encuentra en pleno ejercicio de sus derechos, libertad y facultades para accionar y disponer de su patrimonio, mientras que no se aplica cuando, el deudor se sometió a un proceso de falencia. El citado art. 5° establece: "la prescripción de las acciones contra el asegurador se producirá cuando prescriban las acciones de la Administración Nacional de Aduanas contra el tomador, de acuerdo con las disposiciones legales aplicables". Esta redacción encuentra su origen en lo dispuesto por el art. 3° de la resolución 2749/93 de la entonces Administración Nacional de Aduanas (ANA) que, al mantener la vigencia del formulario OM-1200 "B", fija dicho texto como obligatorio para todas las pólizas de seguro de caución para garantías aduaneras en el art. 5° de su anexo X. Lo que se discute es la aplicación e interpretación de este art. 5° del anexo X de la resolución (ANA) 2749/93, de obligatoria recepción en las pólizas de seguro de caución como la N° 1232293 en la cual la Aduana funda su pretensión. Contrariamente a lo sostenido por el Fisco, nada se encuentra en la redacción de ese precepto que excluya o limite su aplicación frente al concurso o la quiebra del tomador de la póliza. Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. El agravio del Fisco debe ser desestimado y que no corresponde distinguir -a fin de la aplicación de lo dispuesto en el art. 5° del anexo X de la resolución (ANA) 2749/93- entre tomadores concursados o quebrados de aquellos que no lo están máxime cuando, como lo explica el conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus.


      La Mercantil Andina Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Estado Nacional – Dirección General de Aduanas - Resolución 3.455/09 (Expediente 601.909/03) s/ Dirección General de Aduanas


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 607/2010/CS1-CA1, 29 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Impugnación del acto administrativo


      Procedimiento tributario. Fisco Nacional. AFIP. Bonos de crédito fiscal. Impuesto a las ganancias. Cesionario. Facultades de dirección de la AFIP. Derecho a la privacidad. 


      Remisión al dictamen de la causa FCB 25290/2014/2/RH1, "Indacor S.A. c/ AFIP s/ Amparo ley 16.986".


      M. Tagle (H) y Cía. S.A.C.I.F. c/ AFIP - DGI s/ Impugnación de acto administrativo


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4902/2015/1/1/RH2, 12 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


       


      IVA


      AFIP DGA. Verificación de impuestos. Percepción de impuestos. Interpretación de la ley. Nulidad de la resolución. Confirmación de sentencia. 


      El primer punto a dilucidar estriba en determinar si la DGA poseía competencia para formular los cargos 821 y 822 del año 2005, confirmados mediante resolución 414/2012 del Jefe de Departamento de Procedimientos Legales Aduaneros. Es criterio de la Corte que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y cuando esa ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que ellos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Resulta evidente en este caso que la aplicación, percepción y fiscalización del IVA corresponde a la Dirección General Impositiva (Confr. art. 51 de la ley de IVA y el art. 112 de la ley 11.683. Las facultades conferidas a la DGA se encuentran acotadas a la “percepción” del tributo en el caso de importación definitiva de mercaderías, más no a su posterior fiscalización en caso de detectarse inexactitudes u omisiones, ni al eventual cobro que pudiera corresponder. De acuerdo a una interpretación razonable y armónica entre los arts. 51 de la ley de IVA y el art. 112 de la ley de rito fiscal, por un lado, y lo dispuesto por el art. 9, ap. 2°, Inc. d, del decreto 618/97, por otro, permite concluir que las atribuciones reconocidas al Director General de la DGA en este último artículo se encuentran referidas exclusivamente a los tributos regidos por la legislación aduanera y no alcanzan a los demás tributos - tal el caso de IVA-, cuya fiscalización constituye una facultad de la Dirección general Impositiva. En el sub lite también presentan vicios en el procedimiento. No cabe duda que aquéllas únicamente pueden ser impugnadas por el Fisco mediante el procedimiento de determinación de oficio reglado por los arts. 16, 17 y cc. de la ley de rito fiscal. En virtud de las razones expuestas considero que se concluye, que los cargos 821 y 822 del año 2005 y la resolución 414/2012, emanados de la DGA, resultan nulos por tener vicios relativos a la competencia del funcionario actuante como así también en el procedimiento seguido para su dictado.


      Bavosi S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71183/2016/CS1/CA1, 28 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Queja por denegación del recurso extraordinario


      Impuesto a las ganancias. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      En su tarea de establecer la correcta interpretación de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue. Tal como ha quedado planteada la controversia, las cuestiones a definir se centran en dilucidar, por una parte, si los "intereses a tasa LIBOR", percibidos por el actor como consecuencia de la venta de sus acciones y, por otra, si los "intereses cobrados por el pago del precio contingente", pactados en el contrato de venta de las acciones, encuadran en la exención del art. 20, inc. w), de la ley 20.628 o, por el contrario, se encuentran fuera de esa dispensa y gravados por el art. 45, inc. a), de esa norma. En el caso, no existe una "venta financiada o una venta a plazo por mediar un período entre la venta de las acciones y el cobro" sino que la venta y el pago correspondiente ocurrieron el mismo día. Por lo expuesto, forzoso es colegir que los denominados "intereses a la tasa LIBOR para operaciones en dólares" pactados en el "Contrato de opción" no representaron sino un mecanismo de ajuste del precio definitivo al momento de su cancelación, comprendido por ende dentro de la exención consagrada en el art. 20, inc. w), de la ley 20.628. En lo atinente al tratamiento en el impuesto a las ganancias de los “intereses cobrados por el pago del precio contingente”, la transferencia de las acciones se produjo con la firma del contrato, momento en el que tuvo lugar la tradición de los títulos representativos, las comunicaciones de esas transferencias y el pago del denominado "precio fijo". A partir de este instante quedó perfeccionada la operación, cuyo precio se abonó parcialmente en esa oportunidad, mientras que la cancelación del saldo (el "precio contingente”) quedó diferida para su cuantificación y pago en un plazo de dos años. Forzoso es colegir, entonces, que respecto de este concepto se verifica la existencia de una venta financiada o una venta a plazo por mediar un periodo entre la transferencia de la propiedad de las acciones y su pago total, y el interés nominal sobre esa parte del precio final -denominada por las partes “precio contingente"- se erige como un hecho imponible autónomo, subsumido en el art. 45, inc. a), de la ley 20.628 y fuera de la exención consagrada en el art. 20, inc. w), de esa norma. En otros términos, el cobro diferido del “precio contingente" representó para el actor una colocación de capital, siendo irrelevante que ese diferimiento en el pago se haya realizado por la conveniencia o necesidad de los contratantes en cuantificar con mayor certeza los créditos que integraban el activo de la compañía aseguradora. Lo cierto es que, en este caso, los intereses revisten el carácter de utilidad del capital que los generó y no formaron parte del precio de compra de las acciones.


      Santibañes, Fernando José (TF 22.057 - I) c/ Dirección General Impositiva


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22934/2013/1/RH1, 09 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Impuesto a los débitos y créditos en cuentas bancarias. Inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


      Cabe recordar que es jurisprudencia de la Corte que el vencedor en el juicio no está obligado a apelar los fundamentos del fallo que lo favorece, pero puede en la alzada mantener sus argumentos o defensas desechados en la instancia anterior, al momento de contestar los agravios de su contraria. La Cámara omitió el tratamiento de las cuestiones mantenidas al contestar los agravios de su contraria, silencio que lesiona ostensiblemente su derecho de defensa y la garantía del debido proceso. Dicha circunstancia, torna descalificable a la decisión en examen con arreglo a la reiterada jurisprudencia de la Corte en torno a las sentencias arbitrarias, sin perjuicio de aclarar que la solución que aquí se propicia no importa abrir juicio sobre lo que, en definitiva, corresponda resolver respecto de esos planteos no tratados por la Cámara.


      Supermercados Mayorista Yaguar S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49885/2015/1/RH1, 13 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Recurso extraordinario


      Interpretación de leyes federales. Pesificación. Comercio exterior. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Fallos de la causa C. 357; L. XLI, "Celind de Graetz R. y Kann C. S.H. c/ H.S.B.C. Bank Argentina S.A. s/amparo" y Fallos: 333:133, "Banco de la Nación Argentina".


      Tras la pesificación dispuesta por la ley 25.561 y el decreto 214/2002 de las obligaciones pactadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 410/2002. En cuanto aquí interesa, ese decreto excluyó de esa pesificación a [l]as financiaciones vinculadas al comercio exterior otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los requisitos que el Banco Central de la República Argentina determine" (inciso a), así como a [l]as obligaciones del Sector Público y Privado de dar sumas de dinero en moneda extranjera para cuyo cumplimiento resulte aplicable la ley extranjera" (inciso e). En este sentido, la Comunicación "A" 3507 determinó que los saldos al 3 de febrero de 2002 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5 de enero de ese año vinculadas a operaciones de importación debían ser cancelados en moneda extranjera o en pesos, al tipo de cambio que se pacte libremente. En este marco normativo, en tanto las operaciones que dieron origen a estas actuaciones son financiaciones vinculadas al comercio exterior, resulta aplicable el decreto 410/2002. En efecto, en el caso de referencia “Banco Nación”, la Procuración General de la Nación puntualizó que para exceptuar obligaciones de la conversión a pesos dispuesta por la ley 25.561 y el decreto 214/02 "sólo requiere que se encuentren vinculadas al comercio exterior". En los autos "Celind de Graetz", la Procuración General explicó que "por las características propias de la relación jurídica que une a las partes, originada en una operación de naturaleza internacional, que debió ser concertada en dólares estadounidenses, merece un tratamiento diferenciado en torno al régimen que el Decreto N° 214/02, estableció para las obligaciones expresadas en moneda extranjera". Agregó que "teniendo en consideración la naturaleza particular de la obligación vinculada con el comercio exterior, pactada originalmente en dólares estadounidenses y así cumplida por el banco, y que se encuentra pendiente de pago […] la aplicación del Decreto N° 410/02 Y de la Comunicación BCRA "A" 3507 al sub lite, no afecta derechos adquiridos...". Estas razones que justifican el trato diferenciado que introdujo el decreto 410/2002 están presentes en este caso puesto que la operación de naturaleza internacional debió ser concertada en dólares estadounidenses. En este contexto, ni el hecho de que las operaciones se hayan enmarcado en el Convenio de Pagos y Créditos Recíprocos de la ALADI ni la circunstancia de que los sujetos extranjeros se encuentren desinteresados modifica la naturaleza de la operación. En ningún caso, el convenio otorga al importador local una garantía cambiaria o de otro tipo. De este modo, las disposiciones del convenio no exoneran al importador local del riesgo cambiario de la operación de importación realizada. El Banco Central de la República Argentina es ajeno a las relaciones contractuales y cambiarias celebradas entre el importador y el exportador, y entre estos y los bancos comerciales intervinientes. De este modo, el decreto 410/2002 es aplicable al presente caso y tal como sostuvo esta Procuración General y la Corte Suprema de la Nación, esa norma no vulnera derechos constitucionales. Al respecto, la Corte Suprema señaló que la exclusión que consagra el artículo 1, inciso a, del decreto 410/02, respecto del régimen genérico de conversión establecido por el decreto 214/02, "obedece a las características propias de la relación jurídica que unió a las partes, originada en la prefinanciación de operaciones de naturaleza internacional vinculadas con el comercio exterior, que debieron ser concertadas en dólares estadounidenses y canceladas en la moneda pactada, razón que justifica un tratamiento diferenciado respecto de otra clase de financiaciones". Agregó que esa exclusión "no obedeció a una arbitraria o irrazonable distinción sino a las características peculiares de este tipo de negocios, sin que esa previsión pueda ser interpretada como opuesta a los fines y sentido del esquema general ideado por el legislador".


      Transco S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


      FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 82211305/2012/CS1, 16 de marzo de 2018


      Ver dictamen


       


       


      AFIP DGA. Derechos de exportación. Repetición de tributos aduaneros. Intereses compensatorios. Obligación tributaria. 


      Un orden lógico impone examinar, en primer lugar, si el protesto realizado al momento del pago de los derechos de exportación y el posterior reclamo de repetición de lo abonado, actos que la actora efectuó antes de la entrada en vigencia de la ley 27.260, impiden considerar que ha "cancelado" su deuda en los términos exigidos por el art. 56, quinto párrafo, de la ley 27.260 y por el art. 20 de la resolución general (AFIP) 3.920. A tal fin, cabe recordar que el art. 56, quinto párrafo, de la ley 27.260 establece: "también serán condonados los intereses resarcitorios y/o punitorios correspondientes al capital cancelado con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley". Al reglamentar este precepto, el art. 20 de la resolución general (AFIP) 3.920 determina: "los beneficios establecidos en el quinto párrafo del Artículo 56 de la Ley N° 27.260, resultan procedentes respecto de las obligaciones comprendidas en el Articulo 2° de esta resolución general, canceladas hasta el día anterior al de entrada en vigencia de la citada ley". Sentado ello, el art. 787, inc. a), del Código Aduanero especifica que, en las condiciones allí previstas, la obligación tributaria aduanera se extingue por el "pago de lo debido" y art. 792 agrega que el pago no extingue la obligación tributaria aduanera cuando su importe fuere "inferior al debido". Sobre la base de estos preceptos, se advierte que la demandada no ha alegado, ni mucho menos demostrado, que el pago realizado por el actor haya sido inferior al debido. Por el contrario, en la resolución (AD ROSA) 147/12 - acto administrativo que goza de presunción de legitimidad (cfr. Art. 12 de la ley 19.549, de aplicación supletoria en virtud de lo dispuesto en el art. 1. 017 del Código Aduanero) - la Aduana señaló que "la recurrente efectuó una presentación en la que manifestó que pretendía abonar los Cargos 395/08 y 396/08 relativos a las diferencias de Derechos de Exportación liquidados, pero mantenía la impugnación en curso respecto de los intereses resarcitorios que integraban la pretensión fiscal y solicitaba su eximición”. Por tal motivo, en dicho acto administrativo se declaró abstracto el reclamo por los tributos adeudados "toda vez que la firma voluntariamente ha oblada el monto originario de los cargos aquí impugnados" y se intimó el pago de los "intereses devengados hasta la fecha de la efectiva cancelación del capital". Frente a tales afirmaciones, ni el protesto realizado por la actora al momento del pago ni el posterior reclamo de repetición poseen entidad para privar a dicho pago de su carácter extintivo de la obligación o aptitud para desconocerle su atribución de cancelar el capital adeudado en las condiciones exigidas por el art. 56, quinto párrafo, de la ley 27.260 y del art. 20 de la resolución general (AFIP) 3.920. Ello es así pues, como ha sostenido inveteradamente la Corte, cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y que es adecuado dar a las palabras de la ley el significado que tienen en el lenguaje común, o bien en el sentido más obvio del entendimiento común. Bajo el prisma de estas consolidadas pautas hermenéuticas, el requisito de "capital cancelado" previsto en el art. 27.260 se encuentra satisfecho con el "pago de lo debido" estipulado en el art. 787, inc. a), del Código Aduanero, sin que corresponda exigirle al contribuyente -como lo pretende la demandada con fundamento en el art. 733 del CCyC- una manifestación de voluntad dirigida a admitir que se encuentra obligado al cumplimiento de la prestación. Este último requisito no surge ni del art. 56, quinto párrafo, de la ley 27.260 ni del art. 787, inc. a), del Código Aduanero y tampoco se compadece con la mecánica general del procedimiento tributario y aduanero, en la cual, frente al pago indebido, el contribuyente conserva las acciones para proceder a su posterior repetición.


      Bunge Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15951/2017/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Tributos aduaneros. Banco Central de la República Argentina. AFIP DGA. Tasas de interés. Admisibilidad del recurso. 


      Corresponde recordar que el art. 811 del Código Aduanero indica que: "en los supuestos en que se reclamare la devolución de importes pagados indebidamente en concepto de tributos, ya fuera que el pago se hubiere efectuado espontáneamente o a requerimiento del servicio aduanero, los intereses se devengarán desde la fecha de la presentación del escrito por el cual se reclamare la repetición, hasta el momento de su pago". Por su lado, el art. 812 del mismo cuerpo normativo establece que: "en los supuestos previstos en el artículo 811, la tasa de interés aplicable será la que fijare la Secretaría de Estado de Hacienda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 794." El art. 794 estatuye: "vencido el plazo de DIEZ (10) días, contado desde la notificación del acto por el cual se hubieren liquidado los tributos, o vencido el plazo cierto de espera que se hubiere concedido para su pago, el deudor o responsable debe pagar juntamente con los mismos un interés sobre el importe no ingresado de dicho plazo, incluida en su caso la actualización respectiva. La tasa de interés será fijada con carácter general por la Secretaría de Estado de Hacienda y no podrá exceder, en el momento de su fijación, del doble de la que percibiere el Banco de la Nación Argentina para el descuento de documentos comerciales". En cumplimiento de tales normativas, el entonces Ministerio de Economía y Producción sancionó la resolución 314/04 (texto según su similar 841/10), que en sus artículos 1° y 3° determina la cuantía de las tasas de interés enunciadas en los artículos precedentes. Así su art. 1° señala: "establécese la tasa de interés resarcitorio prevista por el Articulo 37 de la Ley N° 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones, y por los Artículos 794, 845 Y 924 del Código Aduanero -Ley N° 22.415 y sus modificaciones - en el tres por ciento (3%) mensual". Por su parte, su art. 3° establece en el 0,50% mensual la tasa de interés para los casos de repetición (arts. 811 y 838 del Código Aduanero).


      Thomas de Sudamérica S.A. c/ Dirección General de Aduana s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37527/2016/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      AFIP DGA. Tasas de interés. Admisibilidad del recurso. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 37527/2016/CA1-CS1, "Thomas de Sudamérica S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


      Driollet Laspiur, Rogelio c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Dirección General Impositiva


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29472/2014/CS1/CA1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Recursos


      Recurso extraordinario. Interpretación de leyes federales. Impuestos. Impuestos a las ganancias. Admisibilidad del recurso. 


      El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas federales -Leyes 20.628, 25.414, 25.556 y Decreto 493/91- y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente ha sustentado en ellas. Por otra parte, no es ocioso recordar que, en su tarea de establecer la correcta interpretación de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue. Es necesario tener presente que, al cierre de cada uno de los períodos fiscales aquí involucrado, la redacción del Art. 20, inc. w), de la LIG obedecía a la reforma introducida por el Art. 3°, inc. b), del Decreto 493/01. Ese Art. 3°, inc. b), del Decreto 493/01 cumplió su objeto al sustituir el texto del Art. 20, inc. w), de la LIG y nada se encuentra en la Ley 25.556 que modifique dicha redacción o afecte la validez de la sustitución ya operada. Es que si la Ley 25.556 hubiera querido modificar o bien derogar la exención contenida en el entonces Art. 20, inc. w), de la LIG, la habría identificado de manera indubitable y, sin embargo, no lo hizo. Cabe recordar aquí el claro principio hermenéutico que postula que no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, sin que quepa atribuir a las normas un alcance que implique la tacha de inconsecuencia en el órgano del cual emanan. Cierto es que en los antecedentes parlamentarios de la Ley 25.556 quedó reiteradamente plasmado "... el desacuerdo de los legisladores con el ejercicio que el Poder Ejecutivo ha hecho de las facultades oportunamente delegadas". Pero no menos cierto es que esa discordancia no puede acarrear también la derogación de la franquicia consagrada en el Art. 20, inc. w), de la LIG, con la redacción conferida por el Decreto 493/01. De lo contrario, el silencio o la omisión del legislador podrían ser empleados para denegar una exención y exigir el pago de un gravamen, lo cual resulta inadmisible en materia tributaria a la luz del principio de reserva de ley. En este sentido, tiene reiteradamente dicho la Corte que es de la esencia de ese principio la previsibilidad de las reglas en materia tributaria con miras a garantizar la seguridad jurídica. A esos fines, es necesario que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria. Dada la solución que se propicia, se estima que el tratamiento de los restantes agravios resulta inoficioso.


      Molteni, María Margarita c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83129/2015/CS1-CA1, 29 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


      Remisión al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social".


      M., Salvadora María s/ Infracción Ley 22.415


      FPO-Justicia Federal de Posadas, 6827/2016/2/RH1, 26 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Tasas de interés


      Tasa pasiva. IVA. Operaciones con consumidores finales. Tarjeta de crédito. Intereses compensatorios. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Interpretación sistemática. 


      Remisión a fallos: 328:2682. Resolución 207/2003.


      No puede predicarse que medía un enriquecimiento sin causa del organismo recaudador como consecuencia de los intereses resarcitorios reclamados. Por el contrario, dichos accesorios deben ser exigidos por la AFIP a raíz de la deuda impaga. No puede inferirse que el silencio de la Administración implique conformidad con el cómputo solicitado por el contribuyente, no sólo porque ello no surge de la letra del reglamento sino también porque contradice el principio general consagrado en el art. 10 de la Ley 19.549, que resulta de aplicación en virtud de lo establecido por el art. 116 de la Ley 11.683. En este aspecto, en el sistema implementado por la resolución 207/03 y reglamentado por la resolución general (AFIP) 1.486, eran las entidades emisoras de tarjetas de crédito quienes tenían a su cargo acreditar el porcentaje del monto de las operaciones respectivas a las personas físicas que, en carácter de consumidores finales, abonaran las compras de bienes muebles o la contratación de servicios mediante la utilización de dichas tarjetas. La correcta declaración de las acreditaciones realizadas a favor de los usuarios de las tarjetas de crédito tiene directa vinculación con la efectividad de su posterior cómputo para cancelar las obligaciones tributarias de la entidad emisora, de modo que su exigencia no aparece, reñida con el principio de razonabilidad que esgrime la actora. Desde esta perspectiva, no se advierte en la norma impugnada una alteración o desconocimiento de los derechos reglamentados, su falta de adecuación a los fines perseguidos por el art. 4° de la resolución 207/03 ni una iniquidad manifiesta. Por el contrario, debe considerarse supeditar el efecto cancelatorio a la correcta verificación de dicha exigencia se ajusta a la reiterada jurisprudencia de la Corte que indica que, para ser considerado titular de un determinado derecho, el particular debe cumplir no sólo todos los actos y condiciones sustanciales sino también los requisitos formales previstos en la ley, entre lo que se encuentra exteriorizar un saldo suficiente para proceder a dicho cómputo.


      American Express Argentina S.A. c/ Estado Nacional - AFIP DGI – s/ Dirección General Impositiva


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 75920/2014/1/RH1, 14 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


       


      Tributos aduaneros


      Banco Central de la República Argentina. AFIP DGA. Tasas de interés. 


      Remisión al dictamen de la causa CAF 29472/2014/CS1-CA1, "Driollet, Laspiur Rogelio c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Dirección General Impositiva".


      Driollet Laspiur, Rogelio c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Dirección General Impositiva


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29472/2014/1/RH1, 21 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


       


       


       


       


       


       


       


       


       

    


    
      Capítulo XIV


      Derechos Humanos


      



      Delitos contra la humanidad


      



      Sustracción de menores. Sustitución de la identidad. Delito permanente. Guarda provisoria. Adopción. Sobreseimiento. Doctrina de la arbitrariedad. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Falta de fundamentación autónoma. 


      Juez de menores. Responsabilidad penal por sustracción, supresión y/o alteración de la identidad y retención y ocultamiento del menor.


      La revocación del sobreseimiento sólo imponía a los imputados la obligación de seguir sometidos a proceso, por lo que no podía ser equiparada a sentencia definitiva, al no ocasionarles un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior. Según la doctrina de la Corte, el recurso federal, y también el de casación, es admisible cuando se refiere a la afectación de la garantía del plazo razonable del proceso, pero la defensa no la había planteado entre sus agravios, y los argumentos brindados para fundamentar esa afectación no son demostrativos de la transgresión invocada. Los delitos de retención y ocultamiento de un menor de diez años son de carácter permanente, por lo que la actividad consumativa perdura en el tiempo hasta que culmina la situación antijurídica. No es posible descartar que los hechos constituyan delitos de lesa humanidad. Esta Procuración ya ha tenido oportunidad de sostener que la retención y el ocultamiento de un menor de 10 años que se hubieran comenzado a cometer como parte de ese plan, constituyen delitos de aquella naturaleza. En consecuencia, el a quo no podía dejar de analizar la posibilidad de que el sobreseimiento en cuestión fuera en contra de la jurisprudencia de la Corte, según la cual los instrumentos internacionales que establecen la categoría de los delitos de lesa humanidad, así como el consiguiente deber para los Estados de individualizar y enjuiciar a los responsables, no contemplan, y por ende no admiten, que esta obligación cese por el transcurso del tiempo, amnistías o cualquier otro tipo de medidas que disuelvan la posibilidad de reproche. La decisión del a quo contó con fundamentación sólo aparente, dado que se apoyó en afirmaciones genéricas e imprecisas, que no fueron acompañadas por la expresa consideración de las concretas circunstancias de la causa, y omitió ponderar argumentos relevantes para la adecuada solución del caso, lo que la descalifica como acto jurisdiccional válido en el punto analizado. Respecto del mérito del sobreseimiento, impugnado mediante recurso federal, si bien lo debatido remite al examen de aspectos de hecho, prueba y derecho común, regularmente ajenos a esta instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El a quo no ha dado un adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con aquellas constancias, en tanto su decisión se apoya en afirmaciones dogmáticas y una consideración parcial de tales elementos, que prestan al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo privan de validez. Según el a quo, las pruebas arrimadas al legajo no permitían fundar ni siquiera la sospecha suficiente para llamar a indagatoria al imputado, dado que demostraban "la clara e indudable regularidad del trámite de guarda" del damnificado. Es así que afirmó que no se advierte qué delito habría cometido el ex juez imputado, ni la acusación pudo señalarlo, en tanto la supresión o adulteración de la identidad del damnificado ya había ocurrido antes de que el imputado interviniera en su proceso de guarda, y el ocultamiento tampoco se verifica. Por el contrario, en el recurso federal contra esa decisión se sostiene que existen elementos suficientes en la causa para sospechar que el imputado contribuyó mediante acciones y omisiones a mantener a un individuo con su identidad suprimida y sustituida durante tres décadas. Y se recordó que en el estadio en el que se encontraba el proceso no es necesario que el acusador precise en qué tipo penal debe subsumirse la conducta que le atribuye al imputado. El a quo desatendió la relevancia probatoria que tiene la circunstancia de que el imputado no realizó ninguna otra medida dirigida a determinar su identidad. Esta conducta es incompatible con un proceso de guarda normal y habitual, pues el deber del juez de menores era agotar las diligencias necesarias para identificar debidamente al niño con el fin de ubicar a sus familiares, y sólo después disponer la internación o la entrega en guarda a terceros. A pesar de las particulares circunstancias del caso, que permiten sostener que el ex juez debía extremar las medidas para verificar la incierta información que había obtenido sobre la identidad del menor, se conformó con los datos que le brindó la fuerza que había participado en el homicidio de la madre de aquel y de todos los habitantes de la casa donde fue hallado. A esa conducta omisiva se añaden otras irregularidades advertidas por el recurrente en el proceso que culminó con la concesión de la guarda del damnificado, las que demuestran que las conclusiones del a quo, según las cuales ese proceso resultó normal, habitual y legal, carecen de apoyo en las constancias de la causa. El imputado otorgó la guarda de un niño, de cuya identidad no podía tener certeza, a una pareja que mantenía una relación de amistad íntima con un familiar suyo, y pese a que no estaba unida en matrimonio, lo que por entonces resultaba contrario a la ley. El imputado no sólo omitió las medidas necesarias para esclarecer la identidad del damnificado y buscar a sus familiares para que ellos se hicieran cargo de su cuidado, sino que concedió ilícitamente su guarda a íntimos amigos de un pariente suyo. De la documentación referida a la actuación de las Abuelas de Plaza de Mayo, surge que el ex magistrado tomó conocimiento de que ese grupo de mujeres estaba buscando a sus nietos desaparecidos como consecuencia de los operativos de represión realizados por los agentes de seguridad estatal, pese a lo cual no les informó que un año antes había dado en guarda con fines de adopción a un niño sobreviviente de uno de esos operativos. Tampoco adoptó ninguna medida dirigida a verificar si ese niño era uno de los buscados por aquella asociación de abuelas. El a quo afirmó que el juez de instrucción descartó que de la documentación referida derivara un indicio favorable a la hipótesis de que el imputado, al menos, debió sospechar de que la identidad del damnificado podía haber sido alterada, ya que las supuestas cartas que se enviaron al juzgado o las posibles entrevistas que habrían mantenido las abuelas con su titular, datarían de febrero de 1980, cuando aquél ya no se desempeñaba como juez. Sin embargo, esta afirmación resulta contradicha, pues se afirma que en la documentación citada se dejó constancia de que la asociación de abuelas había informado acerca de su actividad al titular del juzgado ya en junio de 1978, y que el contacto se reiteró con posterioridad, mediante cartas o entrevistas, en febrero de 1980. También a este respecto la sentencia impugnada aparece fundada en afirmaciones dogmáticas, según el recurrente, que no tienen correlato en las constancias de la causa. En los listados de niños buscados por las Abuelas de Plaza de Mayo a principios de la década de 1980 no figuraba el caso de la apropiación señalado, pero aun cuando fuera cierto que tampoco habría estado incluido en la lista de casos que se le habría informado al ex magistrado dos años antes, también lo sería que él, de todos modos, tomó conocimiento de que esas mujeres estaban buscando a varios niños que habían desaparecido en el marco de eventos similares al que culminara con el hallazgo del menor que había dado en guarda poco tiempo antes, lo cual, sumado a las circunstancias ya reseñadas, permite sostener, fundadamente, que debió haber sospechado al menos que podía tratarse de uno de esos niños. El a quo resolvió cerrar definitivamente el proceso, sin siquiera permitir el llamado a indagatoria del imputado en fundamentos aparentes que privan de validez a su decisión.


      M., Juan Carlos s/ Legajo de casación


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000029/2011/2/1/1/RH3, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Queja por denegación del recurso extraordinario


      Acción de amparo. Derechos humanos. Derecho a la protección integral de la familia. Falta de reglamentación de la ley. Normas operativas. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


      Corresponde determinar si la condena al Poder Ejecutivo a reglamentar, en los términos del artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, el artículo 179 de la ley 20.744 es consistente con el principio republicano de división de poderes y se encuentra dentro de las facultades jurisdiccionales. El artículo 179 de la ley 20.744, en lo pertinente, dispone que "En los establecimientos donde preste servicios el número mínimo de trabajadoras que determine la reglamentación, el empleador deberá habilitar salas maternales y guarderías para niños hasta la edad y en las condiciones que oportunamente se establezcan". La finalidad de la norma es facilitar a los trabajadores la asistencia en las tareas de cuidado a fin de alcanzar una adecuada conciliación de los deberes laborales con las responsabilidades familiares. La ley laboral fue promulgada el 20 de septiembre de 1974, sin que el artículo 179 fuera hasta la fecha reglamentado. Sin embargo, el propio texto del artículo 179 condiciona la exigibilidad de la habilitación de las salas y guarderías a la existencia de una reglamentación que determine el número de trabajadores por establecimiento, la edad de los niños y las condiciones mínimas requeridas. De este modo, la falta de reglamentación del Poder Ejecutivo conduce, en la práctica, a privar de efectos jurídicos a la disposición y, por ende, relega el cumplimiento de la obligación de los empleadores e impide el ejercicio de un derecho concreto de los trabajadores de acceder a un servicio de apoyo en sus tareas de cuidado familiar. Tiene dicho esa Corte Suprema que la omisión de la autoridad pública se configura cuando existe un claro mandato legislativo que ha sido desoído por un tiempo a todas luces irrazonable desde la promulgación de la ley. En este sentido, corresponde recordar que el artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional establece que "el Presidente de la Nación (...) [expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación...". Esta cláusula no solo atribuye una facultad al Poder Ejecutivo, sino que también le impone un deber de reglamentar cuando ello es necesario para que la ley se haga cumplir integralmente. Esta circunstancia, tal como se ha señalado, surge de la misma ley laboral que indica los recaudos que deben ser definidos por la autoridad reglamentaria a fin de que la obligación pueda ser plenamente exigida. De modo que, en este caso, se verifica una omisión de ese mandato constitucional, pues el Poder Ejecutivo no ha expedido la reglamentación necesaria para la efectiva implementación de la ley y han transcurrido más de cuatro décadas desde su sanción. Por ello, la falta de reglamentación tiene especial gravedad pues no solo afecta la operatividad del artículo 179 de la ley 20.744 sino los derechos constitucionales garantizados por esa norma. En efecto, diversos instrumentos internacionales de jerarquía constitucional contienen reglas y principios referidos a las responsabilidades de cuidado familiar, su correlación con el derecho de los niños y niñas y la función del Estado en este ámbito. Así, la Convención sobre los Derechos del Niño obliga a los Estados a poner el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio según el cual ambos padres tienen obligaciones comunes en la crianza y el desarrollo del niño. También establece que los Estados deben prestar la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño, y velar por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para su cuidado. Asimismo, prevé que se deben adoptar todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños. A su vez, en la medida en que las tareas de cuidado se distribuyen asimétricamente en las familias y suelen recaer sobre las mujeres, pueden constituir una seria restricción en el acceso a los empleos y en el desarrollo de las trayectorias laborales y profesionales. Por ese motivo, la regulación de la asistencia al cuidado familiar es abordada específicamente como una vía dirigida a la equiparación de responsabilidades y a la igualdad real de oportunidades y de trato de las mujeres en el ámbito del trabajo. En ese sentido, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer dispone que los Estados deben tomar medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, deben asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y como progenitores en materias relacionadas con sus hijos. Específicamente, determina que los Estados, a fin de asegurar la efectividad del derecho de la mujer a trabajar, deben adoptar todas las medidas apropiadas para alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños. En esa línea, el Convenio 156 de la Organización Internacional del Trabajo tutela a los trabajadores y trabajadoras con responsabilidades hacia los hijos a su cargo. Estipula que, con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades, los Estados deben incluir, entre los objetivos de su política nacional, permitir que las personas con hijos a su cargo, que desempeñen o deseen desempeñar un empleo, ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en la medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades familiares y profesionales. Para lograrlo, impone la obligación de adoptar medidas para desarrollar o promover servicios comunitarios, públicos o privados, tales como los servicios y medios de asistencia a la infancia y de asistencia familiar. Lo dispuesto en las mencionadas convenciones internacionales se inscribe, a su vez, en el marco general del derecho a la protección de la vida familiar reconocido en los artículos 14 bis de la Constitución Nacional, 11, inciso 2, y 17, inciso 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 15 y 16 de la citada Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. En esos instrumentos se impone a los Estados la obligación de generar condiciones paritarias entre los cónyuges en las tareas de cuidado y en las responsabilidades familiares, y evitar que esas tareas y responsabilidades constituyan un factor discriminatorio en perjuicio de las mujeres en diferentes ámbitos, en especial, en la esfera laboral. En ese marco constitucional y convencional, la única forma idónea de reparar la omisión lesiva de derechos consiste en imponer al Poder Ejecutivo que cumpla con la reglamentación necesaria para la ejecución de la ley, de acuerdo con esas pautas, y que, en particular, defina en esa reglamentación los extremos previstos en la norma, como el número mínimo de trabajadores de cada establecimiento, la edad de los niños que podrán acceder al servicio de cuidado y las características básicas que deben reunir esas instalaciones y servicios. De ninguna manera ello puede entenderse como una injerencia en las potestades reglamentarias que le confiere la Constitución Nacional al Poder Ejecutivo, o como una transgresión de la división de poderes. El control judicial realizado en el marco de una causa concreta y frente a un agravio constitucional entre partes legitimadas apunta únicamente a dar cumplimiento a un mandato constitucional explícito, como única vía para hacer cesar la lesión de los derechos conculcados. En esa tarea, corresponde al Poder Judicial exigir a los otros poderes la realización de las medidas adecuadas, quedando al arbitrio de estos la determinación de esas medidas en cuanto a su mérito y conveniencia. Esta función jurisdiccional, lejos de ir en desmedro del orden constitucional, asegura su integridad y supremacía. En esa línea, la Corte Suprema ha señalado que la Constitución Nacional, en cuanto norma jurídica, reconoce derechos humanos para que estos resulten efectivos y no ilusorios, pues el llamado a reglamentarlos no puede obrar con otra finalidad que no sea la de darles todo el contenido que aquella les asigne. Resta señalar que el reembolso de gastos consagrado en el artículo 103 bis, inciso f, de la ley 20.744 no justifica la omisión de reglamentar el artículo 179, puesto que se trata de dos prestaciones diferentes y complementarias, cuya compatibilización debe ser materia de la misma reglamentación. Cabe recordar que, según la doctrina de la Corte Suprema, en la tarea interpretativa no corresponde suponer que el legislador haya actuado con inconsecuencia o imprevisión al dictar las leyes, sino que estas deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y las deje a todas con valor y efecto. Tampoco suple la omisión de dictar la reglamentación la existencia de convenciones colectivas de trabajo que contemplan, bajo diversas modalidades, la disponibilidad de estos servicios en las empresas pues, al tratarse de un derecho derivado de la propia ley de contrato de trabajo, no puede quedar condicionado a la autonomía colectiva, en función del poder de negociación de sindicatos y empleadores. Por el contrario, el orden público laboral que deriva del principio protectorio del trabajo impone que sea precisamente la ley laboral el piso mínimo para la negociación colectiva. En suma, en el presente caso, en que el goce y ejercicio del derecho reconocido por ley y sustentado en normas de jerarquía constitucional carece de plena operatividad debido a una injustificable ausencia de reglamentación, compete a las autoridades judiciales ordenar al Poder Ejecutivo que subsane esa omisión en un plazo razonable.


      Etcheverry, Juan Bautista y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49220/2015/1/RH1, 03 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      



      Restitución internacional de menores


      Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores. Sustracción internacional de menores. Domicilio del menor. Residencia habitual del niño. Manifestación de la voluntad. Manifestación expresa. 


      La doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha puntualizado que la persona respecto de la cual se alega que ha retenido al niño tiene la carga de demostrar la concurrencia de los supuestos de excepción, entre ellos, la conformidad del titular de la solicitud de restitución con relación al cambio de residencia. A su vez, ha remarcado que "a fin de realizar dicho análisis debe tenerse en cuenta que el tratado en cuestión establece como principio la inmediata restitución del menor y, por lo tanto, las excepciones a dicha obligación son de carácter taxativo y deben ser interpretadas de manera restrictiva a fin de no desvirtuar la finalidad del Convenio", destacando también "el carácter riguroso con que se debe ponderar el material fáctico de la causa". Del mismo modo, es jurisprudencia constante de la Corte que, aun cuando pueden verificarse tácitamente, la existencia de consentimiento o de anuencia con posterioridad al traslado o retención, debe ser inequívoca. En tal sentido, en sucesivas oportunidades, la Procuración General y el máximo tribunal han manifestado que la anuencia sobreviniente deber ser concluyente y que debe "demostrarse cabalmente que la Argentina constituyera el destino que de consuno fijaron las partes para vivir en forma permanente, con la modificación de la residencia habitual". Es decir, la voluntad debe ser declarada de modo ostensible, no puede consistir en simples comentarios genéricos, obedecer a gestiones de buena voluntad o aludir a una estadía transitoria. Dado que, no se ha logrado establecer que las eventuales conversaciones en torno a la posible mudanza del grupo familiar, hayan pasado de tales para adquirir la concreción propia de una decisión jurídicamente relevante. Por el contrario, solo se ha bosquejado un panorama impreciso mientas que, en la lógica convencional, la prueba de la voluntad de aceptar el cambio del lugar de residencia debe superar el plano de una simple posibilidad, suscitando un profundo nivel de certidumbre, de rasgos inequívocos.


      G. A., D. I. c/ M., J. s/ Restitución internacional de menores (vigente hasta el 31/07/2015)


      CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 18885/2017/CS1, 26 de febrero de 2018


      Ver dictamen


      



      


    


    
      Capítulo XV


      Salud Pública


      Contienda negativa de competencia


      Acción de amparo. Afiliación a obras sociales. Medicina prepaga. Obras sociales. Menores. Ley federal. Competencia federal. 


      Continuidad de la afiliación. Obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga.


      La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. El tema objeto del litigio conduce prima facie al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga por la Ley 26.682. La doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


      C., T. A., por ella, por su hijo menor de edad y por su hijo por nacer c/ Grupo San Nicolás S.R.L. s/ Amparo Ley 16.986


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 66244/2017/CS1, 27 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Interpretación de la ley. Derecho a la salud. Personas con discapacidad. Síndrome de Down. Asistencia médica. Programa federal de salud. Competencia provincial. Competencia de familia. 


      El conflicto es análogo a los fallos de las causas “S., M. O.”, Fallos: 339: 1831; “B., R. V.; CSJ 01333/2018/CS1, “P., A. I. c/ Programa Federal Incluir Salud s/ Amparo Ley 16.986” y Comp. FSM 119138/2018/CS1, “M., V. B. en representación de su hijo menor B. J. G. M. c/ Ministerio de Salud – Programa Federal Incluir Salud s/ Prestaciones Médicas”.


      La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. Si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial "IOMA". Por ello y dentro del limitado ámbito cognoscitivo en el que se deciden estas controversias, las presentes actuaciones deben seguir ante el juzgado de familia.


      Q., G. S. s/ Materia a categorizar - medida autosatisfactiva - Derecho a la salud


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2141/2018/CS1, 05 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Obras sociales


      Cobro de sumas de dinero. Aportes y contribuciones previsionales. Fondo de redistribución. Cuestión federal. Principio de legalidad. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. 


      Adherentes voluntarios. Ley 23.660. Ley 23.661. Ley 22.269. Fallos: 337:966, "O.S. Pers. de la Construcción". Decreto 358/1990. Decreto 576/1993. Dictamen de la causa "Sa - Ce S.R.L. c/ D.G.I. s/ Demanda contenciosa (ordinaria)".


      En el sistema conformado por la Ley 23.660 de Obras Sociales y la Ley 23.661 del Sistema Nacional del Seguro de Salud, las obras sociales no pueden, por su sola voluntad y con prescindencia de la legislativa, afiliar sujetos por fuera de las condiciones previstas en esas normas que, estructuradas sobre bases solidarias, garantizan los derechos de la seguridad social. Por ello, la afiliación de adherentes voluntarios debe adecuarse a las pautas de la resolución INOS 490/1990, que habilitó a las obras sociales a incorporar esa categoría de beneficiarios en consonancia con las citadas leyes y el principio de solidaridad. Esa norma dispone expresamente que las cuotas que abonan esa clase de afiliados para acceder a las prestaciones de salud están obligadas a contribuir, a través del Fondo Solidario de Redistribución del Seguro Nacional de Salud (FSR), al sostenimiento financiero del sistema del que se benefician. En el sub lite, la obra social de las comprendidas en la ley 23.660. De acuerdo con el artículo 3 de esa ley, las obras sociales, en lo referente a las prestaciones de salud, forman parte del Sistema Nacional del Seguro de Salud, en calidad de agentes naturales del mismo, "sujetos a las disposiciones y normativas que lo regulan". La Corte Suprema destacó que las obras sociales son entes de la seguridad social, a cuyo cargo se encuentra la administración de las prestaciones para la cobertura de las contingencias vinculadas a la salud, y puntualizó que el interés público de la actividad que desarrollan explica que se encuentren sometidas al contralor estatal de la Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación. Tal como lo señaló la Corte Suprema, el FSR buscar equilibrar las finanzas y prestaciones de las obras sociales más débiles. En forma consistente con el principio de solidaridad y con el tratamiento otorgado por la ley 22.269, el INOS dictó la resolución 490/1990 fijando las pautas para la incorporación a, las obras sociales de beneficiarios adherentes. Concretamente, ordenó que las entidades en cuestión deben presentar y obtener la aprobación del INOS de los planes y programas para beneficiarios adherentes; estableció pautas de referencia para la fijación del monto de la cuota que deben abonar, la incorporación de sus grupos familiares primarios y la responsabilidad del titular de pagar las cuotas a término. No tiene sustento la pretensión de la impugnante de que las cuotas integradas por los adherentes voluntarios que financian las obras sociales se encuentren al margen de la obligación de contribuir al FSR y, en definitiva, del principio de solidaridad que sustenta el ordenamiento en el que se encuentra inmerso el funcionamiento y el financiamiento de todos los agentes del seguro de salud. De los artículos citados de las leyes 23.660 y 23.661 y de los principios expuestos por la Corte Suprema surge que, en relación con las prestaciones de salud, las obras sociales se encuentran sujetas a estrictas regulaciones en cuanto a la organización, las funciones y facultades, el financiamiento y el uso de recursos, y las características esenciales de los contratos de prestación de salud. El interés público de la actividad que desarrollan explica su sujeción a la regulación y al contralor estatal. Por ello, las obras sociales no pueden emigrar, por su sola voluntad, del sistema previsto por esas normas que habilitan su actuación ni celebrar contratos gobernados libremente por la autonomía de las partes, sino que todas sus acciones vinculadas a las prestaciones de salud, así como las relaciones contractuales correspondientes, más allá de la índole del vínculo con el afiliado, deben realizarse en el marco del régimen público de la seguridad social y regirse por sus disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias. Ello, además, es el resultado de la solidaridad grupal que impera entre los beneficiarios de cada agente de salud, según la cual las prestaciones que cada uno recibe no son determinadas sobre la base de su aporte individual, sino del conjunto de los aportes realizados por los afiliados. En ese esquema solidario, las obras sociales no pueden crear una categoría de afiliados al margen de las contribuciones y obligaciones comunes previstas por las leyes 23.660 y 23.661, sin afectar, al mismo tiempo, a las categorías de afiliados contempladas expresamente en esas normas. En particular, no pueden estas entidades excluir a ciertos afiliados de contribuir al FSR sin socavar el segundo nivel de solidaridad sobre el que se estructura el sistema nacional de salud, y que está basado, como se explicó, en un criterio de justicia distributiva que busca equiparar las prestaciones que reciben todos los beneficiarios del sistema. Abona esta postura, el hecho de que los recursos del FSR pueden ser utilizados para solventar los gastos administrativos y de funcionamiento de las obras sociales, como así también para financiarlas a través de préstamos, subvenciones y subsidios, por lo que los beneficios que distribuye el FSR a las obras sociales impactan, directa o indirectamente, en todos sus afiliados, incluso en los adherentes voluntarios. Por las razones apuntadas, si la obra social continúo, tras el dictado del decreto 576/1993, afiliando, de forma facultativa, adherentes voluntarios, cabe concluir que lo hizo en el marco de la resolución INOS 490/1990, que habilita a las obras sociales a incorporar esa clase de afiliados en forma consistente con las leyes 23.660 y 23.661 y con el principio de solidaridad. De este modo, la incorporación por parte de la demandada de esa clase de afiliados implicó un sometimiento voluntario al régimen de la resolución INOS 490/1990. En este sentido, el voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin reserva expresa, determina la improcedencia de su impugnación ulterior. Más allá de ello, la vigencia de la resolución INOS 490/1990 se encuentra sustentada por el hecho de que, con posterioridad a la emisión del decreto 576/1993, las obras sociales continuaron con sus planes de afiliados voluntarios, a cuyos efectos peticionaron a la autoridad de aplicación el alta y baja de los respectivos planes a la luz de la citada resolución y la Superintendencia de Servicios de Salud emitió resoluciones vinculadas a esta categoría de beneficiarios. En ese contexto, si la propia obra social reconoce la existencia de la categoría de afiliados voluntarios, no puede luego aducir la derogación de la resolución INOS 490/1990 a partir del decreto 576/1993 al único efecto de evadir su obligación de destinar al FRS un porcentaje de las cuotas abonadas por aquéllos. Más aún, cuando el decreto 576/1993 mantuvo la política de las leyes 23.660 y 23.661 y de sus predecesoras, según la cual un porcentaje de los fondos previstos para el sostenimiento de las obras sociales es destinado al FRS. Finalmente, no se advierte que las normas aquí examinadas trasgredan el principio de legalidad en los términos de los artículos 4, 17, 19 y 75, inciso 2, de la Constitución Nacional. Al respecto, la obligación de destinar al FSR una porción de las cuotas ingresadas por los afiliados adherentes voluntarios, que financian las obras sociales, tiene sustento en las leyes 23.660 y 23.661. En ese marco, la resolución 490/1990 no creó nuevos aportes para las obras sociales o el FSR, sino que reguló, en línea con los antecedentes normativos, el destino de los fondos abonados por los afiliados adherentes voluntarios. De este modo, la resolución reglamentó la incorporación al sistema de afiliados voluntarios con iguales derechos y obligaciones que los previstos en el artículo 8 de la ley 23.660. En suma, los beneficiarios adherentes voluntarios, en el régimen examinado, no son ajenos al sistema de seguridad social asistencial y colaborativo que integran las obras sociales al cual voluntariamente ingresan. Es precisamente la solidaridad de los beneficiarios la que garantiza una prestación médico-asistencial igualitaria, integral y humanizada. Así, la contribución solidaria se erige como el mecanismo idóneo previsto por el ordenamiento legal para brindar a todos sus beneficiarios, entre los cuales se encuentran incluidos los adherentes, prestaciones integrales en los términos del artículo 14 bis de la Constitución Nacional.


      Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social para el Personal Dirección Industria Privada del Petróleo s/ Cobro de aportes y contribuciones


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 36651/1998/1/RH1, 16 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso extraordinario


      Contrato de prestaciones médicas. Servicio de cirugía. Exclusión de asociados. Reafiliación a obras sociales. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Denegación del recurso. 


      Corresponde señalar que la cuestión planteada en el recurso se vincula estrictamente con aspectos fácticos y probatorios, como así también alegados defectos y omisiones del pronunciamiento, sin que sean objeto de cuestionamiento normas de naturaleza federal, y así es reconocido por la mutual recurrente. En ese estado, esas cuestiones resultan materia propia de los jueces de la causa y ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la alzada expuso fundamentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. La mutual había reconocido la inclusión de las mutuales en el artículo 1° de la ley 26.682, por lo que el reproche dirigido a la inaplicabilidad de esa norma y su decreto reglamentario resultaba inadmisible. Es función de los jueces discutir los conflictos y zanjarlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en la preceptiva que la rigen. La recurrente debió indicar las razones por las cuales pretende encuadrar la exclusión de la actora como una sanción disciplinaria propia del orden mutualista, y no como un supuesto de extinción del vínculo entre una prestadora de salud y el paciente, en los términos de los artículos 9 y 10 de la ley 26.682 y 9 del decreto reglamentario 1993/11. En ese estado, las alegaciones de la demandada en orden a la conducta deshonesta de la actora como causal de expulsión, no logran rebatir las premisas de las que parte la alzada, que tuvo en consideración que la mutual contaba con los elementos necesarios al momento de la afiliación para detectar tal evidente preexistencia. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a esa Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley, situación que no se advierte en este caso.


      M., M. V. s/ F. S. s/ Prestaciones quirúrgicas


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1155/2014/1/RH1, 13 de marzo de 2018


      Ver dictamen

    


    
      Capítulo XVI


      Seguridad Social


      Acción de amparo


      Obras sociales. Medicamentos. Cobertura médica. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


      El recurso extraordinario resulta mal concedido cuando pretende someter a conocimiento de la Corte cuestiones resueltas por el juez de primera instancia que no fueron oportunamente impugnadas ante la alzada y que, en consecuencia, resultan fruto de una reflexión tardía. La demandada plantea por vía de recurso extraordinario que, de acuerdo a la normativa aplicable, no le corresponde brindar el tratamiento médico requerido. Esta cuestión no había sido sometida a revisión de la cámara y por lo tanto, arriba firme a esta instancia. En el recurso de apelación interpuesto la apelante no introdujo cuestión federal alguna referida a que la cobertura de la segunda fase del medicamento no se hallaba habilitada por la normativa federal que rige el sistema de cobertura de prestaciones médicas, por lo que, este punto, no puede ser invocado en este instancia. Sin perjuicio de ello, el recurso extraordinario no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el Art. 15 de la Ley 48. Los agravios federales traídos por la recurrente no se encuentran suficientemente fundados puesto que su presentación no especifica el alcance de las normas federales que cita en sustento de su posición, ni de las reglas particulares que rigen la cobertura de prestaciones médicas como las aquí reclamadas, que impedirían solventar la segunda fase del tratamiento requerido por la amparista. Máxime cuando dicha entidad financió la primera parte del tratamiento, sin hacer alusión a que estuviera contraviniendo normativa interna alguna. La recurrente se limita a mencionar en forma genérica que la decisión de la cámara se contrapone a la Ley 23.660, modificada por la Ley 23.890, que regula el régimen de las obras sociales, a su Estatuto Especial, y a reglamentos internos de la institución, sin especificar el sistema de cobertura previsto en esas normas. Afirma, de manera dogmática, que el medicamento requerido por la amparista no se encuentra previsto en el menú básico obligatorio, pero no puntualiza cuáles son las reglas y criterios legales que rigen la cobertura de medicamentos, en particular, la de prestaciones fuera del menú básico y fuera de prospecto, que la llevaron a asegurar el tratamiento en una primera etapa y a rechazarla en la segunda. En los precedentes decididos por la Corte Suprema relativos al alcance de la obligación de dar cobertura a ciertas prestaciones médicas por parte de la OSPJN, surgen claras las normas y regulaciones específicas que integran la materia federal debatida. De igual forma, la recurrente tampoco indica de manera precisa el perjuicio concreto que la decisión impugnada podría causarle en tanto apela a afirmaciones dogmáticas sobre el impacto económico de cubrir la segunda fase del tratamiento, sin brindar información alguna sobre las consecuencias que ello tendría en su estructura financiera, su equilibrio presupuestario o bien en la atención particular de otros afiliados. La mera invocación genérica de que la materia se encuentra regida por normativa federal, sin explicitación del contenido concreto de las normas afectadas, y de las reglas y deberes que de ellas se derivan, no alcanza para configurar los agravios federales invocados con suficiente claridad y certeza, exigencia medular para la procedencia de la apelación extraordinaria instituida por el Art. 14 de la Ley 48, cuya excepcionalidad ha destacado reiteradamente esta Corte.


      R., P. B. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


      FRO-Justicia Federal de Rosario, 5624/2016/CS1, 17 de abril de 2018


      Ver dictamen


       


      Aportes previsionales


      Declaración de inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


      El actor planteó en la demanda la inconstitucionalidad de los incisos b) y d) del Art. 11 de la Ley 26.476, con base en que la eximición de realizar los aportes jubilatorios (inciso b) y el cómputo de 60 meses de servicio para la obtención de la PBU prevista en la Ley 24.241 (inciso d) afectan el principio constitucional de irrenunciabilidad de los derechos y el de igualdad de trato con respecto a trabajadores que hubieran estado debidamente registrados. Ello, con el objeto de que la demandada rectifique las declaraciones juradas de aportes y contribuciones, ingresando los mismos al sistema de la seguridad social y entregue los certificados de servicios y remuneraciones de conformidad con la rectificación solicitada. Ese planteo fue reiterado en los alegatos y en el recurso de apelación ante la cámara. A pesar de que esas cuestiones fueron introducidas oportunamente en el proceso, el a quo no les dio tratamiento. En efecto, la cámara se limitó a tratar la tacha de inconstitucionalidad del inciso a) de esa norma, en cuanto exime de infracciones, sanciones y multas al empleador que registre la relación laboral, pero no hizo mención alguna a los agravios que cuestionaron la validez de las normas que prevén la extinción de la deuda de capital e intereses originada en la falta de pago de aportes y contribuciones con destino a los subsistemas de la seguridad social, y los efectos que esa eximición de deuda provoca en el cómputo del haber jubilatorio del actor. Corresponde descalificar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de arbitrariedad de sentencias pues la cámara omitió pronunciarse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso.


      Cirillo, Antonio c/ Coasin Comunicaciones S.A. s/ Despido


      CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15466/2011/1/RH1, 26 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Beneficios previsionales


      Abogados. Matricula profesional. Ejercicio profesional. Incompatibilidad de ejercicio. Recurso de inaplicabilidad de ley. Ley provincial. 


      La sentenciadora no pudo soslayar que las diferencias entre la cuestión controvertida en "Rebagliati" y en los presentes autos imponían -prima facie- una ponderación particularizada por parte de la a quo en torno a la constitucionalidad del artículo 45, tercer párrafo, de la Ley 6.716, y esa exigencia no se satisface con la mera remisión a la doctrina del precedente "Rebagliati" y fallos posteriores. En el expediente "Rebagliati", de Fallos: 310:2039, el Alto Tribunal consideró la constitucionalidad del artículo 44, párrafo segundo, de la Ley 6.716, que dispone que los abogados que actúen en la provincia deben acreditar la cancelación de la matrícula profesional en todas las jurisdicciones del país en las que estuvieren inscriptos para percibir el beneficio jubilatorio. En esta causa, en cambio, se discute la constitucionalidad del artículo 45, tercer párrafo, de la Ley 6.716, que prohíbe al jubilado la percepción del haber previsional y el ejercicio simultáneo en todo el país de cargos judiciales -o de cualquier función pública que requiera el título de abogado-. La norma dispone que el pago de la jubilación se interrumpe mientras dure esa incompatibilidad y que el beneficiario puede pedir en cualquier momento que la prestación se suspenda para ejercer un cargo judicial. En ese contexto, la insuficiente justificación del fallo alcanza mayor trascendencia, tan pronto se advierte que la decisión de la juzgadora vino a convalidar, en definitiva, la declaración de inconstitucionalidad del precepto -en el caso, de derecho local-, lo que constituye la ultima ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando un acabado examen de la norma conduzca a la convicción cierta de que su aplicación lesiona el derecho o la garantía constitucional alegados. Discurriéndose a propósito de la constitucionalidad de una norma local, y postulando la apelante agravios idóneos para su valoración, la decisión que no se hace cargo concretamente de ellos y que se reduce a la aplicación dogmática de un precedente de la Corte, carece de suficiente fundamentación y debe invalidarse jurisdiccionalmente.


      Montezanti, Néstor Luis c/ Caja de Previsión Social de Abogados de la Provincia de Buenos Aires s/ Varios


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4677/2014/RH1, 28 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia


      Cuestiones de competencia. Competencia federal. Aportes a obras sociales. Facultades de la alzada. 


      Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones"


      OSTEP c/ Colegio de Gestores de la Provincia de Buenos Aires s/ Cobro de aportes o contribuciones


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26930/2015/CS1-CA1, 07 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola SRL s/ Cobro de aportes o contribuciones"


      OSTEP c/ Sociedad Italiana Dante Alighieri s/ Cobro de aportes o contribuciones


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 36016/2015/CA1-CS1, 07 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Aportes a obras sociales. 


      Pese al modo defectuoso en que se planteó la contienda, pues no era la Cámara Federal de Apelaciones de Mar del Plata quien debía expedirse sobre la declinatoria de la alzada contendiente, sino el juzgado federal de primera instancia de esa jurisdicción al que debió asignarse el litigio, se entiende que razones de economía procesal y de buen servicio de justicia justifican que la Corte se pronuncie sin más trámite sobre la radicación del proceso. Esa Corte ha reiterado que, con arreglo a los Artículos 1° y 4° del Código adjetivo, no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos estrictamente patrimoniales, pues ella puede ser prorrogada mediante la conformidad expresa o tácita de las partes.


      OSTEP c/ Tecnología y Capacitación S.A. s/ Cobro de aportes o contribuciones


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40772/2015/CS1, 09 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Acción de inconstitucionalidad. Recaudación previsional. 


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. La exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los Arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230. Se entiende que la acción se apoya en forma directa en normas nacionales de naturaleza previsional, por lo que la causa reviste manifiesto contenido federal, tal como lo ha entendido la Corte en Fallos: 328:3032; 328:2694, entre otros. Por lo hasta aquí expuesto, y en virtud de los prescripto en los Arts. 116 y 117 de la Ley fundamental, se opina que por ser parte una provincia en una causa que reviste manifiesto contenido federal -materia previsional-, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Córdoba, Provincia de y otros c/ Estado Nacional y otra s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2695/2017/1, 12 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. 


      Se entiende que el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello es así en razón de las personas; el pleito se suscita entre una provincia como actora -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- y el Estado Nacional y la Administración Nacional de la Seguridad Social como demandados -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental- y esa es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esta instancia originaria.


      La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Cumplimiento de convenio y cobro sumas de dinero


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1909/2017,29 de mayo de 2018


      Ver dictamen


       


      Contienda negativa de competencia


      Información sumaria. Subsidios de la Seguridad Social. Subsidio por fallecimiento. Competencia provincial. 


      Para dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza de la relación existente entre las partes. Esta Procuración General sostuvo que es competencia del fuero provincial entender en una acción de información sumaria deducida con el fin de acreditar la convivencia en aparente matrimonio a efectos de reclamar ulteriormente una prestación prevista en la ley 24.241, ya que, a tenor de la doctrina sentada por la Corte en punto a que la jurisdicción federal es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye, no corresponde a dicho fuero el conocimiento de la información sumaria tendiente a acreditar la convivencia en aparente matrimonio del actor, aun cuando sea con el fin de obtener un beneficio -pensión- por fallecimiento. Por otra parte, esta Procuración General recordó que, en relación a la competencia federal en razón de las personas, tiene dicho la Corte Suprema que es necesario que el Estado Nacional participe en el pleito sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés federal directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En ese contexto, y considerando que el objeto del presente pleito se limita, según las pretensiones deducidas por las partes, a la revocación de la sentencia dictada por la justicia local, pero no comprende el otorgamiento o la revocación de un beneficio de la seguridad social, la declaración de incompetencia del fuero provincial deviene prematura.


      Sánchez, Trinidad Dalmacia c/ Robledo, Clorinda Narcisa s/ Especiales (residual)


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2144/2018/CS1, 29 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Reajuste de haberes. Tribunal de alzada. Competencia federal. 


      Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


      La Corte Suprema no está llamada a decidir esta controversia pues, conforme dispone el Art. 24, inc. 7°, del Decreto-Ley 1285/58, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno.


      Grande, José Manuel c/ ANSES s/ Reajuste de haberes


      FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6000/2014/CS1, 05 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Cuestiones de competencia


      Acción de amparo. Reclamo del haber jubilatorio. Impuesto a las ganancias. Interpretación de normas y actos locales. Competencia provincial. 


      Incorrecta traba de la contienda.


      A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tal sentido, el objeto principal que persigue la actora en esta causa es que el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires (IPS) le liquide su haber jubilatorio conforme a lo dispuesto en normas provinciales, teniendo en cuenta lo que cobra una persona en actividad. En dicho marco, corresponde que sean los jueces locales los que intervengan en este proceso porque son ellos los que deben examinar el alcance de disposiciones locales, creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolas en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles. Por otra parte, nada obsta a que los tribunales provinciales puedan interpretar y aplicar normas federales (como las del impuesto a las ganancias) en la medida que ello sea accesoriamente necesario para dilucidar el cuestionamiento realizado principalmente respecto de leyes locales. Esta solución, tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


      Buffoni, Silvia Luján c/ Ministerio de Economía - Instituto de Previsión Social s/ Amparo


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1069/2018/CS1, 24 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Subsidio para excombatientes. Competencia previsional. 


      Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Comp. 867; L. XLVI, “Aguirre, Ramón Cecilio y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – Ejército – Ley 23.848 24.652 24.892 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad".


      Barzola, Luis Alberto y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Ejército s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 89303/2011/CS1, 26 de noviembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Competencia federal. 


      Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones".


      Obra Social para los Trabajadores de la Educación Privada c/ SPES Centro de Educación y Prevención de Discapacitados y su Familia s/ Cobro de aportes y contribuciones


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 42338/2015/CS1, 01 de febrero de 2018


      Ver dictamen


       


      Contribuciones a obras sociales. Competencia federal. 


      Incorrecta traba de la contienda. Remisión a Fallos: 341: 764 (“Os-Ostep”).


      OS-OSTEP c/ Cavallo, Nelcy Fabiana s/ Cobro de aportes o contribuciones


      CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45240/2015/CS1, 04 de diciembre de 2018


      Ver dictamen


       


      Pensiones no contributivas


      Pensión por invalidez. Derechos humanos de las personas con discapacidad. Principio de progresividad. Situación de vulnerabilidad. Personas con discapacidad mental. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Falta de agravio concreto. Falta de fundamentación autónoma. 


      Artículo 10 de la resolución 1100/2006.


      La cobertura de la salud y la de orden previsional obedecen a fines diversos y resguardan diferentes riesgos sociales, aunque responden a sendas vertientes de la seguridad social que están llamadas a coexistir y cuyo ejercicio efectivo obtiene respaldo, a partir de la obligación estatal de suprimir barreras injustificadas de accesibilidad. Máxime cuando se trata de personas con discapacidad, cuyos derechos deben ser objeto de preferente tutela. La asistencia no contributiva que recibe la damnificada está destinada a personas de alta vulnerabilidad social con una discapacidad mínima del 76%, no amparadas por otro régimen de previsión, sin ingresos ni bienes ni recursos que permitan su subsistencia, y sin parientes que estén obligados legalmente a dar alimentos en condiciones de brindarlos. Entonces, esta prestación dineraria es conferida ante la situación de precariedad económica y la dificultad para generar ingresos laborales, y resguarda el derecho a la seguridad social, que cubre los riesgos de subsistencia; y el acceso a un nivel de vida adecuado, que comprende alimentación, vestido y vivienda, como así también una mejora continua de las condiciones de existencia. La cobertura de salud, por el contrario, se relaciona con el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. En particular para las personas con discapacidad, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad exige a los Estados firmantes la adopción de medidas para garantizar el acceso de las personas con discapacidad a las prestaciones de rehabilitación relacionadas con la salud, a proporcionar los servicios que requieran como consecuencia de la discapacidad y a adoptar medidas efectivas y pertinentes para que estas personas puedan alcanzar y mantener la máxima independencia, inclusión y participación en todos los aspectos de la vida. En concordancia con ello, la Ley 24.901 de Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad asume como objetivo la implementación de un sistema de prestaciones básicas de atención integral a favor de las personas con discapacidad, contemplando acciones de prevención, asistencia, promoción y protección, con el objeto de brindarles una cobertura integral a sus necesidades y requerimientos. En ese plano, la restricción consagrada por el artículo de la referencia, que impide a una persona con discapacidad acceder a la cobertura de salud que acuerda la ley 19.032, si no renuncia a la pensión social que le corresponde en derecho, resulta irrazonable y desproporcionada, y por ende inconstitucional. Ello es así, pues el propósito de alcanzar sistemas sociales sustentables y coherentes no puede justificar reglas de incompatibilidad entre prestaciones que tienden a cubrir riesgos sociales diferentes y complementarios, que, además, responden al cumplimiento de obligaciones constitucionales distintas en resguardo de los derechos de las personas con discapacidad.


      G., M. S. y otro en representación de su hija c/ INSSJP - PAMI s/ Afiliaciones


      FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22477/2014/CS1, 03 de julio de 2018


      Ver dictamen


       


      Queja por denegación del recurso extraordinario


      Pensiones. Ley nacional. Normas operativas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      Fallos: 330:2786, "Rodríguez".


      Tal como destacó el tribunal, el sistema de reciprocidad previsional tiene como "objeto cardinal ampliar el campo de derechos jubilatorios, creando una antigüedad única generada por el cómputo de servicios prestados sucesivamente bajo distintos regímenes como si todos ellos lo hubieran sido bajo la Caja Jubilatoria. Pero dichos derechos deben ser ejercidos dentro del marco que fijan las normas institucionales dictadas por la Nación, cuya operatividad respecto de las jurisdicciones provinciales, es el resultado de los acuerdos que formalizaron las autoridades respectivas. Estos instrumentos integran el mencionado régimen al precisar las condiciones y modalidades bajo las cuales los afiliados podrán acogerse a sus beneficios". En consecuencia, una vez incorporada una provincia al sistema nacional de reciprocidad jubilatoria no pierde autonomía legislativa en esa materia "pero las variaciones que introduzca en sus leyes de previsión no pueden alterar en lo esencial y por la sola decisión suya, los términos de su adhesión al sistema de referencia afectando el régimen de las prestaciones por servicios mixtos". El tribunal postuló, que las normas locales no pueden tornar inoperante el régimen de reciprocidad jubilatoria. Por un lado, las leyes locales no pueden obstaculizar el acceso de los sujetos, que realizaron durante su vida activa aportes a regímenes previsionales, a un haber que asegure su subsistencia digna frente a las contingencias de vejez, fallecimiento o invalidez, sin frustrar el derecho a la seguridad social amparado en los artículos 14 bis y 75, inciso 22, de la Constitución Nacional y el artículo 9 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Por el otro, las leyes locales no pueden alterar las condiciones del régimen de reciprocidad, al que adhirieron las provincias, ni las normas federales que lo conforman puesto que ello transgrede la supremacía del derecho federal consagrada en el artículo 31 de la Constitución Nacional.


      Díaz, Ada c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - recurso directo - hoy casación


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 923/2016/RH1, 07 de agosto de 2018


      Ver dictamen


       


      Recurso extraordinario


      Competencia previsional. 


      Remisión al fallo de la causa CSS 28736/2008/CS1, “Rojas, Juan Ramón y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa –EMGE- IOSE s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


      Saucedo, Cristian Rafael y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - IOSE - Decreto 1478/97 s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23872/2008/CS1, 19 de junio de 2018


      Ver dictamen


       


      Reajuste jubilatorio. Policía de seguridad aeroportuaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


      A los efectos de formular la liquidación que corresponde como consecuencia del carácter remunerativo y bonificable de los aumentos dispuestos mediante los decretos 1590/06, 861/07 y 884/08 se debe tener en cuenta la normativa específica dictada para el personal de la PSA (decretos 836/08 y 1190/09).


      Samojlo, Víctor Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria – Decreto 1.590/06 884/08 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de seguridad


      CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1058/2013/CA2-CS1, 13 de septiembre de 2018


      Ver dictamen


       

    

  

OEBPS/Images/EBook_Tapa-Dictamenes_escudo-2018.png
2018

Dictamenes

de la Procuracion General de la Nacion

é MINISTERIO PUBLICO






